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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Contratos Administrativos


    Contratos en Particular. Empleo Público


    Empleo público. Convenio Colectivo de Trabajo 56/92. Derecho a conservar el nivel alcanzado en el escalafón. Diferentes funciones a desempeñar dentro del nivel o categoría. Potestad del empleador de variar las funciones: no implica descalificación o medida disciplinaria encubierta.


    En cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que en el sub examine no se ha puesto en tela de juicio que el actor se desempeñaba como Jefe Titular de la División Jurídica de la Región Aduanera Salta hasta el dictado de la disposición 221/12 (AFIP), mediante la cual, en ejercicio de las facultades otorgadas por el decreto 618/97, el Administrador Federal ordenó dar por terminadas las funciones asignadas y que se establecieran funciones acordes a su categoría de revista, lo que dio origen a la disposición 214/12 (DI RSAL) , que lo designó Consejero Técnico Jurídico en la misma división. En cuanto a las normas aplicables, se advierte que en el Cuadro de Ordenamiento de Cargos incorporado como anexo de la disposición 510/10 (AFIP) se mencionan las diferentes funciones que se pueden asignar al personal comprendido en el Convenio Colectivo de Trabajo 56/92 - Laudo 16/92, las cuales están asociadas a las distintas categorías escalafonarios previstos. Lo peticionado por el actor resulta improcedente, pues la estabilidad de los agentes aduaneros de planta permanente que protege el art. 11 del convenio colectivo citado comprende el derecho a conservar el empleo y el nivel alcanzado en el escalafón, mas no incluye la función a desempeñar dentro de ese nivel o categoría, lleva a concluir que los cuestionamientos formulados lo que por el actor carecen de sustento en un derecho adquirido y revelan una mera discrepancia con las tareas que se le asignaron a partir del dictado de las resoluciones que impugna. La Corte tiene dicho que es de la esencia de la relación de empleo público la potestad del empleador de variar las funciones encomendadas en razón de la concreta necesidad del servicio, siempre que tales modificaciones sean impuestas de modo razonable y no signifiquen la asignación de tareas impropias de la posición escalafonaria que corresponde al agente. Asimismo, ha establecido que, en aras de lograr el buen servicio, debe reconocerse a la Administración una razonable amplitud de criterio en el ejercicio de sus facultades discrecionales, sin que las decisiones atinentes a la política administrativa constituyan una materia justiciable, en tanto las medidas adoptadas no impliquen respecto de los agentes una descalificación o una medida disciplinaria encubierta, supuesto que no se verifica en la especie.


    Melleretzky, Rubén c/ AFIP s/ Expedientes civiles - sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 807, 2014, (50-M)/CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Reclamo de reincorporación al puesto de trabajo. Personal contratado por tiempo determinado. Remisión a la sentencia de la Corte Suprema emitida en fallos CSJ 498/2012 (48-L)/CS1 "Luque, Rolando Baltazar c/ Sociedad del Estado Casa de Moneda s/ despido".


    Chafala, Romina Fernanda c/ Sociedad del Estado Casa de la Moneda s/ Otros reclamos - reincorporación


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 34725, 2012, RH1, 14 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Empleo Público. Extinción


    Actor despedido solicita reintegrarse a su puesto de trabajo. Plazo para reclamar. Fallos: 333:2001. Procedencia del recurso extraordinario.


    El actor dejó transcurrir en exceso el plazo previsto por el art. 25 de la ley 19.549 desde que tomó conocimiento de la decisión administrativa que le causó el perjuicio que intenta reparar por esta vía, lo que impide dar curso a la acción. Asimismo, el Alto Tribunal dijo que los actos administrativos no impugnados judicialmente en el plazo que establece el precepto citado devienen firmes e irrevisables a pedido del interesado debido a la caducidad operada, razón por la cual, en tal caso, no es admisible la acción por cobro de pesos o el reclamo de los daños y perjuicios basados en el accionar ilícito de la administración.


    Mansilla, Arturo Reinaldo c/ Estado Nacional Dirrección General de Aduanas s/ Otros reclamos - nulidad de resolución


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 20754, 2010, 1/RH1, 07 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Parte General. Extinción. Rescisión


    Contrato administrativo para la provisión de tecnología informática y de asistencia técnica de gestión. Naturaleza y ejecución. Rescisión. Procedencia de intereses. Falta de consideración de constancias contractuales, legales y de la causa. Sentencia arbitraria.


    Se ha omitido la consideración de extremos conducentes para la correcta dilucidación del caso, lo que vulnera la garantía del derecho de defensa (art. 18 de la Constitución Nacional). Los claros términos de la descripción que hace el a quo del objeto contractual llevan, en principio, a sostener, como lo expresa la apelante, que no hubo una obra para ser ejecutada o construida, sino más bien la provisión de material y logística destinados al cumplimiento del acuerdo. La ponderación de tales circunstancias no cabe suplirla mediante una argumentación tendiente a sostener genéricamente una modalidad contractual sin examinar primero el objeto, precisamente, de la relación que vinculó a las partes. Una de las partes intervinientes en dicho contrato es una persona jurídica estatal de allí que resultaba imprescindible, ante la existencia de un contrato administrativo, que su naturaleza y ejecución se dilucidara a la luz de las normas de derecho público local. El pronunciamiento resulta así descalificable, como acto jurisdiccional, cuando ha omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa o cuando utiliza pautas de excesiva latitud. El hecho de que el pago se hubiese efectuado mediante certificados o que se haya estipulado un pago global, constituyen circunstancias que en modo alguno son suficientes, sin consideración de su expreso objeto, para justificar la conclusión de que el contrato celebrado era de locación de obra y que, por ello, no era necesario efectuar reserva alguna por el cobro de los intereses sino hasta la certificación final. Se advierte la deficiencia por parte del a quo en la apreciación de las constancias de la causa, pues no pondera debidamente las cláusulas contractuales y legales, ni menos aun, como señala la apelante, la conducta de las partes, para arribar a aquella conclusión. Todo contrato -sea cual fuere su naturaleza- debe celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables también al ámbito de los contratos regidos por el derecho público. Resultaría impropio pretender deducir del silencio de la Administración, al efectuar cada pago provisorio, el reconocimiento en forma implícita de adeudar los intereses sin que el acreedor haya efectuado reserva. Ello, más aún cuando, como en el caso, los reconocimientos posteriores efectuados por el deudor podrían impedir el juego de la presunción extintiva del art. 624 del Código Civil. La sentencia, en suma, no valoró adecuadamente a la luz de los términos de la contratación y del derecho público local el objeto del contrato administrativo celebrado por la Municipalidad con la actora, esto es, la provisión de un servicio destinado a cumplir el fin público de la recaudación fiscal, y tampoco ponderó, con base en expresas constancias contractuales, legales y de las actuaciones, si existe o no el reconocimiento de la demandada al pago de los intereses.


    SP S.A., Relevamientos Catastrales S.A., Recovery S.A., UTE c/ Municipalidad de la ciudad de Córdoba s/ Cobro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 933, 2012, CS1, 16 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Dominio Público


    Desafectación


    Recurso de queja. Usucapión bienes naturales de dominio público: Islas. Desafectación a través de ley nacional.


    La decisión a la que arribaron los miembros del tribunal local para desestimar la demanda encuentra fundamento suficiente en lo dispuesto por el art. 2340, inc. 6°, del Código Civil, el decreto-ley local 6047/77 y la ley local 9603, así como también que resulta insoslayable el dictado de una ley por el Congreso de la Nación para desafectar bienes naturales del dominio público -como es el caso de las islas- para que, una vez que el bien se encuentra en el dominio privado de la Nación o de las Provincias, se pueda disponer su venta a los particulares, circunstancias que no se verifican en la presente causa. Las quejas de los apelantes sólo traducen un diferente criterio con respecto a la posición del tribunal apelado, mas no logran demostrar que el fallo carezca de los presupuestos mínimos que lo sustentan como acto jurisdiccional válido, extremo que impide habilitar esta vía excepcional; La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de fundamentos de derecho común y público local sobre la base de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, ni tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, situaciones que no concurren en la especie.


    Escalada, Félix Germán y otro s/ Usucapión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 113, 2014, (50-E)/CS1, 19 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Organización Administrativa


    Control de la Administración Pública. Control Externo. Control Judicial de la Administración Pública


    Aplicación de multas a Aerolíneas Argentinas S.A. Inaplicabilidad de la ley 19.983: régimen de conflictos interadministrativos. Naturaleza jurídica de ARSA. Competencia del Poder Judicial para entender en la causa.


    Tiene dicho la Corte desde antaño que una adecuada inteligencia del art. 1° de la ley 19.983 permite afirmar que la facultad punitiva de un organismo estatal de imponer multas a otra entidad estatal, no pude ser asimilada a los reclamos pecuniarios a que se refiere dicho precepto. De ello se sigue que, en el hipotético caso de encuadrar la empresa ARSA como una entidad estatal, no correspondería que un tema de sanción-multa como el de autos, se resuelva por medio del régimen de conflictos interadministrativos. En un caso análogo al presente, el órgano jurisdiccional administrativo competente según la ley 19.983 decidió que no resulta jurídicamente viable en la actualidad, incluir los conflictos que pudiera mantener esa empresa (y las de su grupo) con organismos de la Administración Pública Nacional en el régimen estatuido por la Ley N° 19.983 y su reglamentación.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - Disp 1752/09 y otro s/ Recurso directo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 910, 2013, (49-A)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Régimen de promoción industrial: exención impositiva, alcances. Ley 22.021. Nulidad absoluta de resolución administrativa por incompetencia. Imprescriptibilidad. Competencia originaria de la Corte.


    La facultad revocatoria de la administración encuentra "suficiente justificación en la necesidad de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad comprometida por la existencia de un acto afectado de nulidad absoluta y que, por esa razón, no posee la estabilidad propia de los actos regulares ni puede generar válidamente derechos subjetivos de los particulares frente al orden público interesado en la vigencia de la legalidad". La necesidad de restablecer sin dilaciones el imperio de la juridicidad resulta suficiente para poner en evidencia el interés actual del Estado Nacional en obtener la declaración de nulidad que aquí persigue, toda vez que los actos afectados de nulidad absoluta no poseen la estabilidad propia de los regulares, ni pueden generar válidamente derechos subjetivos de los particulares frente al orden público interesado en la vigencia de la legalidad. La defensa de prescripción aducida por la Provincia, se encuentra condicionada a la existencia de la nulidad absoluta que se imputa a ese acto, en cuyo caso la acción no sería susceptible de prescripción. En materia de regímenes de promoción, los beneficios tributarios que el Congreso Nacional implementa en uso de las atribuciones conferidas por el art. 75, inc. 18, de la Constitución Nacional son calificados por el propio inciso como "privilegios", desde que ellos importan alterar la generalidad con que deben ser aplicados los gravámenes para conjugarlos con el art. 16 de nuestra Ley Fundamental, en el sentido de que la igualdad es la base del impuesto y las cargas públicas, debiendo aplicarse abarcando íntegramente las categorías de personas o de bienes previstos por la ley y no a una parte de ellas. Por tal razón, cuando la ley establece, como en el caso de autos, una condición a cargo del beneficiario -que las inversiones se efectúen en explotaciones ubicadas en la Provincia en cuestión (art. 2°, ley 22.973)-, teniendo en cuenta, precisamente, dicha situación de privilegio, cabe exigir por parte de éste el estricto cumplimiento que aquélla supone, de modo tal de alcanzar sus fines, que, en el supuesto de la ley 22.021, consistían en estimular el desarrollo económico de la zona promovida para generar las fuentes de trabajo que el crecimiento demográfico reclama y evitar así el éxodo de la población local (cfr. mensaje de elevación de la ley 22.021).


    Estado Nacional c/ San Juan, Provincia de s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 125, 2012, (48-E)/CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Descentralización. Institucional. Empresas del Estado


    Admisibilidad del recurso. Sentencia equiparada a definitiva. Gravamen irreparable. Programa de Propiedad Participada de los ex empleados de YPF. Fórmula de cálculo para el pago de bonos. Ley 25.471. Remisión otros precedentes. Opción para el agente del procedimiento más conveniente.


    La postura del accionante resulta incompatible con la voluntaria adhesión a la ley 25.471. En efecto, la cuestión materia de debate guarda en lo sustancial analogía con lo resuelto por la Corte en la causa S. 881, L. XLV y S. 826, L. XLV, "Soria, Gabriel Ernesto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Parto accionariado obrero", a cuyas consideraciones cabe remitir. En dicho precedente, haciendo suya la opinión de este Ministerio Público -secciones I, II y VII, esa Corte refirió que a partir de lo resuelto en Fallos 324:3876, las autoridades competentes establecieron una reparación tarifada con el fin de evitar que la prolongación de la significativa cantidad de procesos iniciados por ex-agentes de Y.P.F. S.E. suscitara mayores gravámenes al Estado Nacional. En ese contexto, los sujetos comprendidos en la norma tienen la posibilidad de acceder al beneficio de la ley 25.471 mediante el procedimiento abreviado de la resolución MEyP 462/04, sin que el estado procesal de las eventuales actuaciones judiciales constituya un obstáculo para ello. Al tener el citado régimen indemnizatorio carácter facultativo y no obligatorio, cada ex-agente puede optar por la alternativa que aprecie más conveniente; esto es, promover o continuar un pleito en sede judicial o acogerse al régimen administrativo, tarifado. En el supuesto de inclinarse por la última opción, ello implica el desistimiento y la renuncia a la acción y al derecho de cualquier actuación judicial o administrativa vinculada con el Programa de Propiedad Participada de Y.P.F. S.A., así como también, la percepción del beneficio mediante bonos de consolidación de la deuda pública. En el caso, el ex-agente se acogió al trámite administrativo y, más tarde, solicitó en el proceso judicial que el beneficio tarifado de la ley 25.471 sea entendido a cuenta de la reparación integral del daño ocasionado por la exclusión del Programa de Propiedad Participada. No asiste razón al actor en su planteo y es que, si bien la ley 25.471 estatuye de modo expreso un reconocimiento general de deuda, el decreto 1.077/93 no postula que su mecanismo de cálculo y pago se aplique imperativamente a los beneficiarios de la reparación; antes bien, pone en claro que el acogimiento es un privilegio de carácter potestativo de los interesados. La Corte ha señalado reiteradamente que nadie puede ponerse en contradicción con su propio proceder ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada y jurídicamente relevante y es ineficaz la alegada violación de garantías constitucionales cuando el daño padecido deriva de la propia conducta discrecional del recurrente.


    Baigorria, Omar Mario c/ YPF S.A.


    B 425, XLVIII, 13 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Entidades Autárquicas


    Reclamo contra una Institución Universitaria Nacional. Pretendido derecho a permanecer en el cargo. Designación interina: límite temporal en función del sistema clásico de periodicidad de las cátedras. Sentencia arbitraria. No constituye una derivación razonada del derecho vigente. Defectos en la consideración de extremos conducentes.


    El actor no puede pretender el derecho a permanecer en el cargo más allá del tiempo por el que fue designado o el que le permiten las normas vigentes. El nombramiento interino se extingue por el mero transcurso del tiempo previsto al momento de la designación, sin que se requiera el dictado de acto alguno por parte de las autoridades universitarias que así lo determine. La Corte tiene reiteradamente dicho que quienes ocupan cargos docentes con designación interina sólo pueden reclamar su permanencia en los empleos durante el plazo de su designación, pero vencido éste carecen de titularidad activa para exigir una determinada conducta de la administración. En este sentido, añadió el Tribunal que el docente no puede exigir la prórroga o renovación del interinato y, mucho menos, pretender que éste se disponga por un plazo determinado, cualquiera que fuese el tiempo por el cual se prorrogaron las designaciones de los restantes docentes, sin que las diferencias en uno y otro caso puedan originar lesión alguna a la garantía de la igualdad consagrada en el texto constitucional. El a quo reconoció al docente una estabilidad que no correspondía otorgar a quienes se desempeñan interinamente, toda vez que las designaciones en el cuerpo docente tienen un límite temporal en función del sistema clásico de periodicidad de las cátedras. En tales condiciones, la decisión recurrida no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene defectos en la consideración de extremos conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar los planteos del apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Ryser, Walter Adolfo c/ Universidad Nacional de Catamarca s/ Apelación art. 32 ley 24.521


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 512, 2013, (49-R)/CS001, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Régimen previsional. Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros: institución descentralizada y autárquica. No se configura un "caso" o "controversia". Actividad legislativa del Estado Provincial. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación recurso de queja.


    La sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En efecto, el tribunal consideró que la pretensión de condena no puede ser opuesta a la Provincia demandada pues la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba –institución descentralizada y autárquica, con personalidad jurídica propia e individualidad financiera- es la autoridad que tiene a su cargo la administración y gestión del régimen previsional (arts. 2 y 3, ley 5.317). No se configura un "caso" o "controversia" y, por lo tanto, no procede decisión judicial alguna sobre la cuestión propuesta en la demanda. En este sentido, la Corte ha sostenido que el Estado -Provincial en el caso- no puede ser considerado "parte" de la relación jurídica en la que se busca obtener la remoción de un acto que se considera manifiestamente arbitrario e ilegítimo cuando actúa, tal como ocurre en el supuesto de autos, exclusivamente a través de su actividad legislativa. Esta actividad legislativa sólo determina el marco jurídico aplicable, pero su cuestionamiento debe ser encauzado entre quien resulta afectado por el régimen y quienes se digan sus beneficiarios, por el cauce procesal que en cada supuesto corresponda. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Calderón de Pereyra, Lady y otros c/ Pcia. De Córdoba


    C 314, XLIX, 22 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Poder de Policía


    Contravenciones. Penas Contravencionales. Especies. Multa


    Demanda contra Honorable Tribunal de Cuentas Provincial. Excepción de falta de legitimación pasiva. Multa e inhabilitación para el ejercicio de la función pública. Injustificado rigor formal: vulneración de garantías constitucionales. Sentencia arbitraria.


    Se advierte que de las constancias de la causa surge que el actor interpuso recurso de reconsideración -en los términos del art. 63 de la ley 4537- contra el acuerdo 3638/11 del Tribunal de Cuentas de la Provincia, que le impuso la sanción de multa por treinta mil pesos e inhabilitación por el término de tres años para el ejercicio de la función pública. Dicho recurso fue declarado extemporáneo mediante el acuerdo 654/12 por haber sido interpuesto transcurrido el plazo de cinco días hábiles que fija el art. 169 de la Ley de Administración Financiera a partir de la notificación para que queden ejecutoriadas y firmes las sentencias definitivas del organismo mencionado. La conclusión del a quo de considerar que el recurso de reconsideración que prevé la Ley de Procedimiento Administrativo local resulta obligatorio y que debió ser interpuesto dentro de los cinco días de notificado el acuerdo del Tribunal de Cuentas que impuso las sanciones al actor, constituye una decisión de injustificado rigor formal y comporta una exégesis de las reglas aplicables contraria al principio in dubio pro actione rector en la materia que vulnera la garantía constitucional de defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional). Finalmente, procede señalar que los agravios relativos al incumplimiento de la garantía de la doble instancia judicial y a la inconstitucionalidad del art. 129, último párrafo, de la ley 6970 de Administración Financiera local, resultan inadmisibles por cuanto ya han sido planteados en su oportunidad y resueltos de modo adverso por el tribunal sin que el apelante empleara las vías procesales previstas a los fines de cuestionar dicha decisión, lo que impide su tratamiento en esta instancia extraordinaria. En virtud de lo expuesto, lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Buldurini, Víctor Guido c/ Honorable Tribunal de cuentas de la Provincia de Tucumán s/ Nulidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 192, 2015, RH1, 22 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Jurisdicción. Ejercicio Concurrente


    Acción declarativa de certeza contra la Provincia de Misiones y la Administración de Parque Nacionales. Sanción de la ley Provincial 4.467. Determinación de la autoridad administrativa. Falta de interés legítimo. Inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia". Improcedencia del reclamo: carácter meramente consultivo.


    Ante todo, corresponde examinar si se encuentran reunidos los presupuestos para la admisibilidad formal de la acción declarativa articulada. De conformidad con los precedentes de la Corte en la materia, la acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa. En tal sentido, reiterada doctrina de la Corte ha exigido que medie: a) actividad administrativa que afecte un interés-legitimo; b) que el grado de afectación sea suficientemente directo; c) que aquella actividad tenga concreción bastante. No resultan en este pleito demostrados los extremos referidos, en particular la lesión o amenaza que pudiera afectar en grado suficientemente concreto el derecho de la asociación demandante, sino que se invoca un conflicto meramente hipotético, en tanto la "aplicación" de las normas o actos de otros poderes no ha dado lugar a un litigio contencioso para cuyo fallo se exija el examen del punto constitucional propuesto. No obsta a lo aquí expuesto el criterio que se propugna en el dictamen A. 1316, L. XLIV, “Administración de Parques Nacional”. En efecto, en este último caso resultaba indudable la operatividad de la ley Provincial 4.467, en tanto desde el momento de su sanción ya pudo afectar los derechos de la Administración de Parque Nacionales pues, a su entender, se habría erigido un parque Provincial dentro de los límites de un establecimiento de utilidad nacional bajo su órbita de actuación. Por el contrario, en el sub lite la citada norma local carece, con relación a la actora, de carácter operativo y, al no existir un acto concreto de la Provincia demandada susceptible de vulnerar los derechos que aquélla alega, se demuestra de modo inequívoco el carácter meramente consultivo del reclamo y la ausencia de conflicto al que se refiere el art. 2 de la ley 27, motivo por el cual la acción intentada debe ser rechazada.


    Asociación de Fotógrafos y Operadores de video profesionales de Parque Iguazú c/ Misiones, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1326, 2008, (44-A)/CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Excepción. Jurisdicción Nacional


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Poder de policía sanitario local. Decreto 321/87 de la Provincia de Buenos Aires. Colisión con régimen sanitario nacional. Remisión a lo dictaminado y luego resuelto por la Corte Suprema en autos C. 721, L. XXXIX, "Colgate-Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Argencos S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 286, 2010, (46-A)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Rechazo acción de amparo interpuesto por empresa contra otra. Servicio de transporte interjurisdiccional de pasajeros en modalidad de tráfico libre. Modificación de recorrido. Normativa vigente al momento de la solicitud de cambio. Autorización automática del servicio o silencio positivo. Requisitos para la autorización de servicios de tráfico libre. Actuaciones administrativas pendientes de resolución.


    La resolución 383/09 -cuestionada de inconstitucional por la recurrente- no resulta aplicable a las solicitudes de adecuación aquí cuestionadas no sólo porque fue dictado hacia fines de julio de 2009 y las adecuaciones fueron solicitadas en abril del mismo año sino porque específicamente expresa que se trata de un procedimiento con el requerimiento de nuevos requisitos para "la sustanciación de los trámites que se inicien" y el de autos, ya estaba iniciado con anterioridad y los plazos para su autorización o rechazo ya habían fenecido. De una lectura y análisis pormenorizado de la profusa normativa aplicable al tema en estudio, cabe concluir que: a) respecto a la autorización automática no cabe duda de que, a la fecha de la presentación de la modificación de los parámetros del servicio de tráfico libre de que se trata -24 de abril de 2009- y hasta la fecha de la resolución CNRT 383/09 (BO 24/7/09), regía en plenitud lo dispuesto en los arts. 26 y 27 del decreto 958/92, en el art. 2° (anexo II) de la resolución 374/ST/92 y en el art. 1 de la resolución 246/ST/98 en cuanto no se requería una manifestación expresa de la administración para iniciar la prestación sino que, transcurrido un plazo determinado sin que la autoridad negase la autorización para el servicio, el operador solicitante tenía un plazo para realizar la ejecución del servicio solicitado. Es decir, regía el procedimiento de autorización automática o de silencio positivo. No se puede decir lo mismo respecto de las adecuaciones de la prestación de servicio público que pasaron de una autorización automática (art. 2 ° de la reglamentación del art. 19 del decreto 958/92, aprobada como anexo I por el art. 1 de la resolución 140/2000) a una autorización expresa por acto del Secretario de Transporte (art. 3 de la resolución 95/03). b) en referencia a las modificaciones solicitadas al servicio de tráfico libre como excepción a 1a suspensión general, también queda claro que a partir del dictado de la resolución 307/ST/98, la recepción de solicitudes de inscripción y modificación de los permisos en el Registro Nacional del Transporte de Pasajeros por Automotor se encontraba suspendida. Las sucesivas prórrogas de dicha suspensión sólo fueron morigeradas en lo que respecta a los servicios de tráfico libre con la excepción introducida por el art. 2 de la resolución 140/00 (con la modif. Resol. 95/03) que excluyó de la suspensión general a las modificaciones de las condiciones de recorrido y frecuencia en la operación de los servicios de tráfico libre, salvedad ésta que se mantiene a la fecha. Por lo tanto, puede concluirse que, en tanto lo solicitado y comunicado sea una modificación de las exceptuadas, sin mediar una respuesta negativa de la autoridad del transporte dentro de los treinta (30) días de presentado el requerimiento de cambio en la prestación del servicio de tráfico libre, la actuación de la empresa Vía Bariloche no puede considerarse ilegal. Ello así, pues la empresa de transporte de pasajeros estaba habilitada para prestar el servicio de tráfico libre con las modificaciones solicitadas conforme a la normativa vigente en aquel momento. Sin embargo, los términos finales de la autorización -en cuanto, por ejemplo, a que si se trataba de una modificación de las exceptuadas por el régimen o si cumplía con la acreditación de la documentación determinada por las normas (más allá de las constancias en sentido favorable agregadas en copia)- así como el debido control de su cumplimiento, deberán ser resuelto en forma definitiva en las actuaciones administrativas pendientes por la Secretaría de Transporte, la CNRT o la dependencia que corresponda.


    Nueva Chevallier S.A. c/ Vía Bariloche S.A. y otros s/ Acción de amparo


    N 210, L, XLVII, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa B. 708, L. XLIX, "Banco de la Provincia de Córdoba S.A. y otros c/ BCRA - Resol 155/11 (expte. 100655/02 sum. fin. 1118) s/ recurso".


    Cabe agregar que los agravios dirigidos a cuestionar la constitucionalidad del art. 42 de la ley 21.526 han sido examinados en el dictamen de la causa B. 1394, L. XLI, "Banco Mercurio S.A. y otros c/ Banco Central de la República Argentina - resol 87/04 (expte. 100.539/00 Sum Fin 1016) y otros", en el cual se propugnó rechazar un planteo análogo por los fundamentos que allí se expresan.


    Banco de la Provincia de Córdoba S.A. y otros c/ BCRA - Resol. 155/11 s/ Queja


    B 709, XLIX, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa B. 708, L. XLIX, "Banco de la Provincia de Córdoba S.A. y otros c/ BCRA - Resol 155/11 (expte. 100655/02 sum. fin. 1118) s/ recurso".


    Cabe agregar que los agravios dirigidos a cuestionar la constitucionalidad del art. 42 de la ley 21.526 han sido examinados en el dictamen de la causa B. 1394, L. XLI, "Banco Mercurio S.A. y otros c/ Banco Central de la República Argentina - resol 87/04 (expte. 100.539/00 Sum Fin 1016) y otros", en el cual se propugnó rechazar un planteo análogo por los fundamentos que allí se expresan.


    Banco de la Provincia de Córdoba S.A. y otros c/ BCRA - Resol. 155/11 (Exp. 100655/02 Sum Fin 1118)


    B 707, XLIX, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Materia Impositiva


    Acción declarativa contra una Provincia. Requisitos de procedencia. Pretensión de inconstitucionalidad del impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad de transporte interjurisdiccional de pasajeros. Tarifa fijada por la autoridad nacional. Contribuyente del impuesto a las ganancias. Improcedencia doble imposición.


    La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos Provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancia. Cuando el impuesto Provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20.221 (texto según ley 22.006; actualmente, art. 9°, inc. b, de la ley 23.548) y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias (ley 20.628 y modificatorias), la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la regla señalada precedentemente.


    Transportes Don Otto S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21, 2012, (48-T), 15 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Pretensión de cobro del impuesto de sellos sobre contrato de renegociación de concesión de obra pública. Peaje “Acceso Norte”. Requisitos para la procedencia de la acción. Carácter gratuito: falta de configuración del hecho imponible. Remisión a L. 365, L. XLIII, "Línea 10 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa".


    Se encuentra fuera de debate la inexistencia de ventaja alguna en favor de uno de los intervinientes en el acto (el Estado Nacional). Tal circunstancia determina, por si sola, el carácter gratuito del acuerdo y torna irrelevante cualquier otra retribución que puedan obtener las partes por mecanismos ajenos al documento bajo estudio. La Corte tiene dicho que el principio de realidad económica carece de la relevancia que pueda tener respecto de otros tributos, en razón de que lo que se grava es la instrumentación. Así las cosas, descartada la onerosidad que pretende atribuir la demandada al instrumento, no se configura en el caso el hecho imponible del tributo.


    Autopistas del Sol S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4, 2013, (49-A), 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Requisitos para su viabilidad. Impuesto a los ingresos brutos por el transporte inter jurisdiccional de pasajeros: fallos de la Corte. Doble imposición. Cuestión de hecho y prueba ajenos al dictamen del Ministerio Público.


    Como ya especificó el Ministerio Público in re "Cooperativa de Trabajo Transportes Automotores de Cuyo T.A.C. Limitada c/ Mendoza, Provincia de" (Fallos: 321:2501, pto. VI), determinar si, en el caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen.


    Transportes Unidos del Sud SRL c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 417, 2008, (44-T)/CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra Provincia. Pretensión de cobro del impuesto de sellos. Estado de incertidumbre respecto de los alcances de una relación jurídica concreta. Recurso admisible. Remisión al dictamen de la causa “Barceló Juan José y otros” y C. 37, L. XLVIII, “Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires”.


    Corresponde estudiar si el planteo de los actores ha devenido abstracto como consecuencia de la supresión de la alícuota diferencial prevista en el ya citado art. 46, inc. B), ap. 7), de la ley local 14.333 por parte del art. 21 de su similar 14.357. En este sentido subsiste un estado de incertidumbre que pesa sobre los actores respecto de la existencia y modalidad de las obligaciones contraídas por los escribanos con el fisco Provincial respecto de los instrumentos que dicen haber otorgado entre ello de enero y el 31 de mayo de 2012 puesto que, según se desprende del art. 21 de la ley 14.357 que estableció la derogación con efectos únicamente hacia el futuro, el ya citado art. 46, inc. B), ap. 7), de la ley local 14.333 no perdió vigencia. Sin perjuicio de ello, no escapa al análisis que, al momento de elevar a consideración el proyecto de la que luego se transformaría en la ley local 14.357, el Poder Ejecutivo consideró necesario realizar ciertás especificaciones respecto de la derogación que allí propiciaba. De los propios términos empleados por el mensaje de elevación surge que -según el criterio del ejecutivo local- la eliminación de la alícuota diferencial quedó supeditada a la posterior sentencia de la Corte sobre la cuestión de fondo ventilada en esta causa. Esta derogación, y los efectos temporales que de ella se desprendan, en tanto su vigencia ha sido subordinada a la suerte de una sentencia de fondo dictada por la Corte, denota que subsiste un interés jurídico suficiente en los actores para instar esta acción dirigida a provocar un pronunciamiento en esta causa. Desde esta perspectiva, resulta evidente que la conducta estatal aquí cuestionada posee entidad para sumir a los peticionantes en un "estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica", entendiéndose por tal a aquella que es “concreta” al momento de dictarse el fallo. Por ello, se encuentran reunidos los requisitos del art. 322 para la procedencia formal de la acción aquí intentada. El tratamiento del planteo de inconstitucionalidad del art. 997 segundo párrafo del Código Civil, deviene inoficioso. Por lo tanto, corresponde hacer lugar a la demanda y declarar la inconstitucionalidad del art. 46, inc. B), ap. 7, de la ley 14.133 de la Provincia de Buenos Aires.


    Molina, Javier Isaac y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 27, 2012, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda contra una Provincia. Inconstitucionalidad del art 46, inc. B), ap. 7, ley 14.333. Reintegro de diferencias abonadas en concepto de impuestos de sello. Remisión al dictamen de la causa B. 34, L. XLVIII, "Barceló, Juan José y otros" y C. 37, L. XLVIII, "Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires".


    No resulta óbice a la procedencia de la demanda el hecho de que los pagos que aquí se cuestionan hayan sido realizados sin reservas. Cierto es que el voluntario sometimiento a un determinado régimen jurídico implica la renuncia al derecho de cuestionarlo con posterioridad, pero esa regla no es de aplicación al sub lite a poco que se repare que la exigibilidad de las obligaciones tributarias en cuestión tiene por fuente un acto legislativo y unilateral del Estado Provincial, y su cumplimiento se impone coactivamente a los particulares, cuya voluntad carece, a esos efectos, de toda eficacia, al tratarse de un acto de imposición que implica el desarrollo de la fuerza compulsiva del Estado, siendo un acto de gobierno y de potestad pública.


    Buasso, Martín Luis c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 107, 2013, (49-B), 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal en concepto de contribución por ocupación del subsuelo de la vía pública. Prestadores de servicios públicos eximidos. Ley 19.798. Arbitrariedad.


    Encontrándose fuera de debate que la ejecutada contaba, durante los periodos de este juicio, con el título o certificado pertinente para operar los servicios de telefonía local, de larga distancia nacional e internacional; que ello le permitía instalar y ampliar sus medios y sistemas de telecomunicaciones con autorización previa; y que el art. 39 de la ley 19.798 reservó -para la ubicación de dichas instalaciones y redes- un uso diferencial del suelo, subsuelo y espacio aéreo del dominio público nacional, Provincial o municipal, forzoso es colegir que tal uso se encuentra amparado por la dispensa fijada en la parte final del precepto, que claridad establece: "Este uso estará exento de todo gravamen". Desde esta perspectiva, que la resolución 468/SC/00 no exprese que la actora es prestadora de un "servicio público de telecomunicaciones", o que en su texto no se hayan empleado los términos "servicio público", no puede conducir a ocultar la verdadera naturaleza de su actividad, ni a desconocer el ámbito de protección que la ley federal le otorga y que el Tribunal ha reconocido en numerosos precedentes.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (G.C.B.A.) y otro s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1937, 2014, RH1, 28 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Eximición del pago del impuesto sobre los ingresos brutos al ejercicio de las actividades industriales. Cuestión donde ya interviene el Tribunal Fiscal Provincial: el planteamiento se torna ajeno a las incumbencias de este Ministerio Público.


    En lo que atañe a la constitucionalidad del art. 39, inc. b), de la ley 11.490 y del arto 2°, inc. c), de su similar 11.518, en virtud de los que se le determinó de oficio a la actora el impuesto sobre los ingresos brutos, ambas partes reconocen que la resolución 86/06 fue apelada ante el Tribunal Fiscal Provincial, quien dictó sentencia, haciendo lugar parcialmente al reclamo de la actora. En estas condiciones, determinar si la sentencia del Tribunal Fiscal Provincial ha quedado firme y pasada en autoridad de cosa juzgada, en forma tal de obstar a la procedencia formal de esta vía declarativa, remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    Enod S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 230, 2011, (47-E)/CS1, 30 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Impuesto al valor agregado. Establecimientos educativos. Exenciones impositivas: alcances. Interpretación de la ley 25063.


    Tiene dicho la Corte que, en materia de exenciones impositivas, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador. Por una parte, si bien es cierto que por lo común es el respectivo ministerio de educación la dependencia oficial encargada principalmente de atender la actividad de la Administración vinculada con la enseñanza, en los niveles y órbitas que le competa, no menos cierto es que ello no quita que otras dependencias del Estado puedan, al mismo tiempo, cumplir con específicas y limitadas funciones relativas a la instrucción y enseñanza en las materias, oficios y profesiones ligadas a la órbita de sus particulares incumbencias. Contrariamente a lo postulado por la sentencia recurrida, sí existen "planes de enseñanza oficial", que son los mencionados planes de instrucción que -al menos durante el tiempo abarcado por esta controversia- estableció la Fuerza Aérea Argentina, y que también se cumple con el requisito de que aquéllos hayan sido reconocidos por "la respectiva jurisdicción", es decir por la propia Fuerza Aérea Argentina como autoridad de aplicación en lo relativo a tales cuestiones. Esto no se ve desvirtuado por el hecho de que también el Ministerio de Educación pueda tener cierta injerencia en lo relativo a otras carreras y estudios vinculados con la actividad aérea y, en consecuencia, los haya aprobado y controle sus planes de enseñanza. Como bien lo advirtió el Tribunal Fiscal ni la ley del gravamen ni su reglamentación circunscriben la aprobación de los planes de instrucción a la órbita del Ministerio de Educación. Resulta aquí de aplicación la doctrina de la Corte que postula que no corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace pues, según el conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus. La tesitura contraria importaría introducir un elemento diferenciador dentro de la educación organizada por el propio Estado Nacional, según la autorizara el Ministerio de Educación o uno distinto, sin una razón que justifique otorgar un tratamiento más gravoso a la segunda con relación a la primera, en desmedro de una inteligencia más racional de la norma.


    Empresa Alas Argentinas S.R.L. (TF 29.795-I) c/ D.G.I.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40440, 2012, CS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Ley de impuesto a las ganancias. Operaciones en jurisdicciones de baja imposición fiscal. “Paraísos fiscales”. Dificultad para comparar el precio de venta pactado con el precio mayorista vigente en el lugar de origen o destino. Rechazo parcial del recurso.


    Es doctrina de la Corte que: "La tacha de arbitrariedad no habilita a la Corte para conocer en todos los casos en que se la invoque, por cuanto su jurisdicción extraordinaria se halla limitada por los arts. 100, 101 y 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, así como por las leyes que los reglamentan y, en consecuencia, la doctrina elaborada en la materia es de aplicación excepcional, limitada a los casos en que se demuestre la relación directa entre los agravios articulados y garantías federales". Tiene dicho el Tribunal que la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos de desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Por otro lado, el recurrente alude a la contradicción en la que incurre el Fisco Nacional al tomar en cuenta el precio comparado no controlado únicamente en aquellas operaciones en las que éste era superior al pactado por la actora, mientras que lo desecha -y, por ende, respeta el precio pactado- cuando era inferior, lo que fue confirmado por la Cámara. Esta afirmación omite toda referencia concreta a las normas aplicables y a las circunstancias de la causa, sin revelar los motivos ni indicar por medio de cuáles constancias arribó a esa conclusión. En tales condiciones, es necesario recordar la reiterada exigencia de que los fallos judiciales tengan fundamentos serios, lo que exige un correcto análisis de las constancias del expediente, que acrediten los hechos y una razonable conclusión sobre la valoración que le corresponde a la luz del derecho vigente.


    Nidera S.A. c/ D.G.I. s/ Varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1635, 2014, RH1, 28 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Pago de diferencias en regalías hidrocarburíferas. Estado de incertidumbre causado por la disposición 1/08 de la Subsecretaría de Combustibles de la Nación. Ajuste en el precio por barril.


    Asiste razón a la actora en cuanto a que el valor a considerar para la liquidación y pago de las regalías por los hidrocarburos líquidos producidos en el mercado interno era el "precio real obtenido" o el "precio efectivamente obtenido", esto es, el "que se cobre en operaciones con terceros" (art. 56, inc. c., ap. 1., ley 17.319) o, en los supuestos especialmente previstos allí, "el valor corriente del producto en el mercado interno al tiempo de enajenarse o industrializarse". Esta conclusión se impone toda vez que no existen cuestiones de hecho y prueba controvertidas en autos, pues no se ha puesto en tela de juicio la veracidad de los precios efectivamente obtenidos o facturados por la actora en sus ventas en el mercado interno durante los períodos en debate, o el valor corriente del producto en él al tiempo de enajenarse o industrializarse.


    Petrolera PDF Company S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 540, 2011, (47-P)/CS2, 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Pago de diferencias en regalías hidrocarburíferas. Estado de incertidumbre causado por la disposición 1/08 de la Subsecretaría de Combustibles de la Nación. Ajuste en el precio por barril.


    Asiste razón a la actora en cuanto a que el valor a considerar para la liquidación y pago de las regalías por los hidrocarburos líquidos producidos en el mercado interno era el "precio real obtenido" o el "precio efectivamente obtenido", esto es, el "que se cobre en operaciones con terceros" (art. 56, inc. c., ap. 1., ley 17.319) o, en los supuestos especialmente previstos allí, "el valor corriente del producto en el mercado interno al tiempo de enajenarse o industrializarse". Esta conclusión se impone toda vez que no existen cuestiones de hecho y prueba controvertidas en autos, pues no se ha puesto en tela de juicio la veracidad de los precios efectivamente obtenidos o facturados por la actora en sus ventas en el mercado interno durante los períodos en debate, o el valor corriente del producto en él al tiempo de enajenarse o industrializarse.


    Roch S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 92, 2013, (49-R)/CS1, 22 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Pago de diferencias en regalías hidrocarburíferas. Estado de incertidumbre causado por la disposición 1/08 de la Subsecretaría de Combustibles de la Nación. Allanamiento de la Provincia en lo referido al gas natural. Ajuste en el precio por barril.


    Asiste razón a la actora en cuanto a que el valor a considerar para la liquidación y pago de las regalías por los hidrocarburos líquidos producidos en el mercado interno era el "precio real obtenido" o el "precio efectivamente obtenido", esto es, el "que se cobre en operaciones con terceros" (art. 56, inc. c., ap. 1., ley 17.319) o, en los supuestos especialmente previstos allí, "el valor corriente del producto en el mercado interno al tiempo de enajenarse o industrializarse". Esta conclusión se impone toda vez que no existen cuestiones de hecho y prueba controvertidas en autos, pues no se ha puesto en tela de juicio la veracidad de los precios efectivamente obtenidos o facturados por la actora en sus ventas en el mercado interno durante los períodos en debate, o el valor corriente del producto en él al tiempo de enajenarse o industrializarse.


    Enap Sipetrol Argentina S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3, 2012, (48-E)/CS1, 15 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Regalías abonadas a beneficiario del exterior. Convenio entre la República Argentina y la República Italiana para evitar la doble imposición con respecto a los impuestos sobre la renta y el patrimonio. Resolución general (DGI) 3.497. Interpretación de la ley en base a su letra.


    Asiste razón a la Cámara puesto que el art. 25, pto. 3°, del "Convenio" es claro cuando establece que: "Excepto cuando sean aplicables las disposiciones del artículo 9°, del apartado 7 del artículo 11, o del apartado 6 del artículo 12, los intereses, regalías y otros gastos que pague una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante serán deducibles, a los efectos de la determinación del beneficio imponible de dicha empresa, en las mismas condiciones que si hubieren sido pagados a un residente del Estado mencionado en primer término". Es principio inconcuso de hermenéutica que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. A mayor abundamiento, y en atención a la naturaleza del "Convenio" bajo estudio, ha recordado el Tribunal que estos tratados deben ser interpretados y cumplidos de buena fe, según el art. 31, inc. 1°, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Por ello, es evidente que -al amparo del art. 25, pto. 3°, del "Convenio"- no puede exigirse a la actora la previa registración del contrato en el INPI como requisito para la deducción de las regalías allí pactadas y pagadas a un beneficiario italiano, puesto que tal exigencia no está contemplada para la deducción de los pagos realizados a un residente del Estado Argentino en las mismas condiciones.


    Pirelli Neumáticos S.A.I.C. (TF 24943-I) y otro c/ DGI y otro s/ Recurso directo a cámara


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 597, 2014, (50-P)/CS01, 13 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Reorganización de sociedades. Impacto sobre los impuestos. Arts. 77 y cc. de la ley 20.628 Comunicación al fisco. Procedimiento tributario para impugnar declaraciones juradas. Rechazo de AFIP sin efectos jurídicos. Acto nulo. Interpretación de normas.


    Los arts. 77 y cc. de la ley 20.628 prevén un beneficio fiscal en el gravamen por ella regulado, para el caso en que se reorganicen sociedades, fondos de comercio o explotaciones de cualquier naturaleza, consistente en que los resultados que pudieran surgir como consecuencia de dicho proceder no queden alcanzados por el impuesto y permitiendo el traslado de los derechos y obligaciones fiscales de los sujetos que se reorganizan a sus continuadores, siempre que se cumpla con una serie estricta de requisitos tanto sustantivos como formales. El impuesto a las ganancias se determina y abona mediante el mecanismo previsto por el art. 11 de la ley 11.683 -t.o. en 1998-, consistente en la confección por parte del contribuyente de declaraciones juradas que deben ser presentadas ante el organismo recaudador en las fechas y condiciones reglamentariamente fijadas. Las declaraciones juradas presentadas por la empresa por los períodos fiscales aquí involucrados son los documentos en los que se plasmó la posición por ella asumida frente al impuesto a las ganancias -incluyendo lo relativo a la franquicia de los arts. 77 y cc. de la ley del gravamen-. No puede caber duda de que ellas únicamente pueden ser impugnadas por el Fisco mediante el procedimiento de determinación de oficio reglado en los arts. 16, 17 y cc. de la ley de rito fiscal, sin que se haya verificado ninguna de las hipótesis previstas en el art. 14 de dicha ley que permita hacer excepción a ese principio general. La actora cumplió con el requisito formal de anoticiar al Fisco de la reorganización practicada, en los términos dispuestos por la reglamentación vigente. Por lo tanto, tras esa "comunicación" realizada por la actora, la AFIP debió ceñirse a poner en práctica sus amplias facultades de inspección y fiscalización, consagradas en los arts. 35 y cc. de la ley 11.683, para revisar lo efectuado por la contribuyente y reflejado en sus declaraciones juradas presentadas para, en caso de discrepar de ello, activar el único procedimiento válido para impugnar en este caso dichas declaraciones juradas, es decir el reglado en los arts. 16, 17 y cc. de la ley de procedimientos tributarios. No puede pasar inadvertido que ese acto de la AFIP, ni su confirmación, de mero "rechazo" del proceder del contribuyente, no produjeron -ni eran aptos para producir- efecto jurídico alguno en orden a cuestionar la exactitud de las declaraciones juradas del impuesto a las ganancias presentadas por la firma durante los períodos fiscales involucrados. Se concluye así que la resolución que dispuso no hacer lugar a la solicitud de reorganización efectuada por la actora, es nula por tener vicios relativos a la competencia del funcionario actuante como así también en el procedimiento para su dictado (art. 7°, incs. a y d, de la ley 19.549).


    Loma Negra Ciasa c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos (Afip) - DGI - Resol. 2/08 (OIGC) s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13192, 2008, CS1-CA1, 01 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Reorganización de sociedades. Impacto sobre los impuestos. Arts. 77 y cc. de la ley 20.628 Comunicación al fisco. Procedimiento tributario para impugnar declaraciones juradas. Rechazo de AFIP sin efectos jurídicos. Acto nulo. Interpretación de normas.


    Los arts. 77 y cc. de la ley 20.628 prevén un beneficio fiscal en el gravamen por ella regulado, para el caso en que se reorganicen sociedades, fondos de comercio o explotaciones de cualquier naturaleza, consistente en que los resultados que pudieran surgir como consecuencia de dicho proceder no queden alcanzados por el impuesto y permitiendo el traslado de los derechos y obligaciones fiscales de los sujetos que se reorganizan a sus continuadores, siempre que se cumpla con una serie estricta de requisitos tanto sustantivos como formales. Las declaraciones juradas presentadas por esas empresas por los períodos fiscales aquí involucrados son los documentos en los que se plasmó la posición por ellas asumida frente al impuesto a las ganancias -incluyendo lo relativo a la franquicia de los arts. 77 y cc. de la ley del gravamen-, y no puede caber duda de que ellas únicamente pueden ser impugnadas por el Fisco mediante el procedimiento de determinación de oficio reglado en los arts. 16, 17 y cc. de la ley de rito fiscal, sin que se haya verificado ninguna de las hipótesis previstas en el art. 14 de dicha ley que permita hacer excepción a ese principio general. La actora cumplió con el requisito formal de anoticiar al Fisco de la reorganización practicada, en los términos dispuestos por la reglamentación vigente. Por lo tanto, tras esa "comunicación" realizada, la AFIP debió ceñirse a poner en práctica sus amplias facultades de inspección y fiscalización consagradas en los arts. 35 y cc. de la ley 11.683, para revisar lo efectuado por el contribuyente y reflejado en sus declaraciones juradas presentadas para, en caso de discrepar de ello, activar el único procedimiento válido para impugnar en este caso dichas declaraciones juradas, es decir el reglado en los arts. 16, 17 y cc. de la ley de procedimientos tributarios. No puede pasar inadvertido que el acto de la AFIP, de mero "rechazo" del proceder del contribuyente, no produjo -ni era apto para producir- efecto jurídico alguno en orden a cuestionar la exactitud de las declaraciones juradas del impuesto a las ganancias presentadas por las firmas durante los períodos fiscales involucrados. No tiene el Fisco manera de controvertir la posición asumida por el contribuyente, puesto que de ninguna de las actuaciones administrativas -ni judiciales- aquí estudiadas puede colegirse cuál sería, en definitiva, la corrección conceptual a realizar con relación a las declaraciones juradas originariamente presentadas. Y, en caso en que el contribuyente siguiera remiso al pago del -eventual- gravamen resultante, no habría forma alguna de iniciar el mecanismo tendiente a su cobro compulsivo (arts. 92 y cc. de la ley de rito fiscal). Por ello, el acto en cuestión del jefe interino de la Sección Trámites a/c de la Agencia Sede Posadas de la DGI, en tanto dispuso no hacer lugar a la solicitud de reorganización efectuada por la actora, es nulo por tener vicios relativos a la competencia del funcionario actuante como así también en el procedimiento para su dictado (art. 7°, incs. a y d, de la ley 19.549).


    Grupo Posadas S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) - D.G.I. s/ Demanda contenciosa administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 199, 2014, (50-G)/CS001, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Supuestos Particulares


    Demanda contra Estado Nacional. Incumplimiento de grave repercusión social: vulneración del ordenamiento aplicable al transporte de gas natural. Supuesta violación del principio non bis in ídem y a los límites cuantitativos a la aplicación de multas. Ausencia de arbitrariedad.


    El ENARGAS le imputó a la empresa transportadora acciones y omisiones distintas, autónomas e independientes que vulneraron el ordenamiento jurídico aplicable al transporte y distribución del gas natural. Las imputaciones ameritaron la aplicación de sanciones diversas al tratarse de sucesos, que en forma independiente y autónoma implicaron una violación al deber de diligencia y seguridad. En el presente caso, la impugnante no cuestiona la facultad del ENARGAS de precisar la conducta debida de acuerdo a las circunstancias concretas del caso y a las prácticas de la industria y a fin de resguardar la seguridad y la idoneidad en la prestación del servicio público, sino que aduce que ejerció esa facultad en forma arbitraria, radicando ese defecto en la fragmentación de una única conducta negligente. Sin embargo, ese planteo luce infundado, puesto que en la resolución 1262/1999 el ENARGAS precisó las diversas acciones y omisiones -haber aumentado la presión del ducto ante la detección de la fuga; haber destacado personal en el lugar de la fuga, haber omitido realizar un procedimiento escrito a fin de coordinar la operatoria frente a una detección de fuga; haber omitido tomar medidas preventivas de seguridad a fin de alertar sobre la existencia de un peligro en la zona; y haber omitido el Departamento de Integridad de la licenciataria impartir órdenes de alerta temprana- que, en forma independiente y autónoma, implicaron distintas violaciones al deber de cuidado impuesto por el artículo 21 de la ley 24.076 y los numerales 4.2.2, 4.2.3 y 4.2.4 de las RBLT. De este modo, no se encuentra arbitrariedad en la decisión del ENARGAS de valorarlas en forma separada a los fines de ejercer su facultad sancionadora. En este contexto, no prosperan los agravios del apelante con relación a la violación del non bis in ídem, que está regulado en el numeral 10.2.3 de las RBLT y en los artículos 65 a 70, inciso 2 c, del decreto 1738/1992. En efecto, el ENARGAS no le aplicó más de una sanción por el mismo hecho, sino por una pluralidad de hechos distintos, independientes y autónomos. Tampoco prospera el agravio vinculado a la vulneración de los límites cuantitativos a la aplicación de multas, previstos en el numeral 10.5 de las RBLT. El ENARGAS le aplicó a cada infracción una multa de $ 500.000, en tanto consideró que cada incumplimiento revistió grave repercusión social, lo que no fue controvertido por la impugnante con argumentos serios y suficientes. La aplicación del agravante a cada una de las infracciones independientes no demuestra por sí sola una desviación de poder o una desproporción en el ejercicio de la facultad sancionatoria, máxime si se considera la gravedad de los hechos que dieron lugar al inicio del sumario administrativo. Esa Corte ha sostenido que la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia ajena a la instancia extraordinaria federal.


    Transportadora del Gas del Norte c/ Estado Nacional s/ Recurso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 293, 2012, (48-T)/C5001, 18 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Sanciones impuestas por el Banco Central (BCRA) a un banco y algunos de sus directivos. Procedimiento establecido en el art. 41 de la ley 21.526. Falta de autorización expresa por parte del BCRA para realizar determinada operatoria. Poder de policía del BCRA: facultades sancionatorias. Carácter disciplinario. Ausencia de pronunciamiento arbitrario.


    Aun cuando la Provincia se encuentra facultada constitucionalmente a adoptar las decisiones que estime conducentes para proteger y promover la economía local, ello de ningún modo la habilita a dictar disposiciones que contraríen normas de carácter federal, ni justificar su actuación al amparo de ellas. Los reparos de orden constitucional que el apelante formula con respecto al art. 41 de la Ley de Entidades Financieras en cuanto delega en el BCRA la facultad de legislar acerca de la cuantía de las multas y el tiempo de inhabilitación, no resultan suficientes para que la Corte ejerza la más delicada de las funciones encomendadas, puesto que se limita a esgrimir agravios genéricos y a mencionar los derechos constitucionales supuestamente afectados. Las facultades procedimentales y sancionatorias que se atribuyen al BCRA no se hallan dirigidas a cualquier individuo, sino a cierta clase de personas jurídicas que desarrollan una actividad específica, esto es la intermediación habitual entre la oferta y la demanda de recursos financieros. Esa actividad afecta en forma directa e inmediata todo el espectro de la política monetaria y crediticia en el que se hallan involucrados vastos intereses económicos y sociales, en razón de los cuales se ha instituido este sistema de contralor permanente, cuya custodia la ley ha delegado en el Banco Central, colocándolo como eje del sistema financiero. Respecto del decreto-ley 13.127/57, la Corte sostuvo que si bien, como principio, la reglamentación de las leyes corresponde al Presidente de la Nación, nada obsta para que la ley asigne a un organismo descentralizado -como es el Banco Central- la facultad de dictar normas específicas a las cuales debe ajustarse la actividad bancaria, cuando están de por medio las exigencias provenientes de la complejidad de las funciones del Estado, toda vez que las atribuciones de que se trata no son aquellas a las que puede considerarse indelegables en razón de su naturaleza ínsita. Deben desestimarse los agravios fundados en la violación al principio de legalidad de la pena por haberse aplicado multas según la escala establecida por la resolución 84/10, norma que integra el art. 41 antes aludido y que fue dictada varios años después de los hechos investigados. Dicho reglamento contempla un Esquema Básico de Infracciones Financieras e Infracciones Formales en Materia Cambiaria no alcanzadas por la ley 19.359 y actualiza la escala indicativa de máximos y mínimos teniendo en cuenta los datos proporcionados respecto de la variación de los activos de las entidades financieras, los cuales registraron un notorio incremento. La nueva escala fue fijada atendiendo a una modificación que se produjo en los activos y no tiene que ver con una actualización basada en el valor de la moneda, sin que resulten aplicables los principios rectores propios del derecho penal que invoca el apelante. Según jurisprudencia del Tribunal, las sanciones que el BCRA se encuentra habilitado a aplicar conforme a la ley tienen carácter disciplinario. En materia de prescripción, V.E. tiene dicho que las correcciones disciplinarias impuestas por el Banco Central no importan el ejercicio de jurisdicción criminal propiamente dicha ni del poder ordinario de imponer penas, por lo que no se aplican, a su respecto, los principios generales del Código Penal. No es correcto afirmar que el BCRA se encontraba impedido de aplicar sanciones en razón de que no se han ocasionado perjuicios a terceros ni se han generado beneficios para los infractores, pues el ordenamiento no exige que las infracciones conduzcan a un resultado determinado para que resulten aplicables por el BCRA las sanciones establecidas por el art. 41 de la ley 21.526, sino que se trata de pautas que dicho organismo debe tener en cuenta, entre otras, al momento de reglamentar la aplicación de las multas. La revisión efectuada por la cámara ha resguardado adecuadamente la garantía de defensa y el debido proceso, desde que fueron examinados y resueltos todos los argumentos expuestos por el recurrente, sin que se advierta un apartamiento de las constancias de la causa, o de las normas aplicables al caso, ni errores en el razonamiento.


    Banco de la Provincia de Córdoba S.A. y otros c/ BCRA - Resol. 155/11 (Exp. 100655/02 Sum Fin 1118) s/ Recurso


    B, 708, XLIX, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Policía Sanitaria


    Demanda contra Estado Nacional. Suspensión de certificados de uso y comercialización de productos veterinarios. SENASA: poder de policía sanitario. Vicio de incompetencia. Proceso de conocimiento. Recurso extraordinario inadmisible.


    En lo que respecta a la aducida interpretación de normas federales en sentido contrario al derecho que en ellas fundó el SENASA, el recurso federal es formalmente inadmisible pues, no hay agravio suficiente en tanto, lejos de sostener -como pretende la demandada- la inexistencia o imposibilidad del ejercicio del poder de policía sanitaria animal a su cargo, el pronunciamiento de la cámara resuelve lo contrario, al expresar que "... no es posible soslayar que ellos [los actos administrativos cuestionados por el laboratorio] han sido dictados en ejercicio del poder de policía sanitaria que compete al SENASA (decreto 1585/96) y que por su especificidad técnica y la especial relación de sujeción que vincula al organismo con el laboratorio actor ... merece el reconocimiento de cierto margen de discrecionalidad en su actuación... ". Empero, dentro de los cauces de los elementos reglados de los actos, como el de la competencia, y en el sub lite, entendió que no hay nada que "...justifique el ejercicio de facultades sancionatorias por parte de la Dirección de Agroquímicos". En rigor, el a quo solamente ponderó -con argumentos que .mantiene al pronunciamiento al margen de la tacha de arbitrariedad- que el Director de Agroquímicos, Productos Farmacológicos y Veterinarios no era competente para aplicar una suspensión en los términos en que lo hizo en tanto no figuraba tal facultad entre sus atribuciones; tanto más cuanto que la suspensión, la cancelación y la modificación de las habilitaciones tienen un contenido sancionatorio –carácter éste reconocido por el propio organismo en su escrito de recurso extraordinario- que en el presente ordenamiento jurídico fue puesta en cabeza del Presidente del SENASA (art. 18 del decreto 1585/96).


    Laboratorio Lavet S.R.L. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - SAGP y A-Senasa - Resol. 545/05 s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 250, 2014, (50-L)/CS1, 21 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Policía Federal


    Demanda promovida para obtener recomposición del haber de oficial policial retirado. Ley 24.294. Solicitud de promoción en dos grados con la nomenclatura de "retiro voluntario". Diferencia con la ley 20.508. Interpretación de la ley. No corresponde la demostración fehaciente del motivo por el cual se pasa a situación de retiro obligatorio. Junta de Calificaciones: actividad discrecional salvo arbitrariedad. Sentencia arbitraria: defectos graves de fundamentación.


    La letra de la ley 24.294 no exige que quien pida la doble promoción -bajo la calificación de "retiro voluntario"- por haber sido pasado a retiro obligatorio durante el período 1960/1961, como ocurre en el caso, deba demostrar que la segregación del servicio efectivo policial obedeció a razones políticas. Se advierte, así, una clara diferencia entre las disposiciones de la ley 24.294 y su similar 20.508, que fue citada en el mensaje 1699/86 como uno de los fundamentos que llevaron al Poder Ejecutivo Nacional de entonces a vetar la ley 23.363, con el argumento de que la mencionada ley 20.508 y sus decretos reglamentarios 1747/73, 1118/74 y 1607/74 habían tratado la situación del personal de la Policía Federal Argentina que desde el 16 de setiembre de 1955 hasta el 25 de mayo de 1973 hubiera sido separado de la institución por baja, cesantía, exoneración o pasado a retiro obligatorio o renuncia voluntaria cuando esa separación se hubiera fundado estrictamente en motivos políticos, sociales o gremiales, y habían previsto subsanar los casos en que, por arbitrariedad motivada en las razones señaladas, pudiese haber sido separado de la Policía Federal alguno de sus miembros. En efecto, la ley 20.508 dispuso -en cuanto aquí interesa- la extinción de pleno derecho de todas las sanciones disciplinarias o de carácter ético aplicadas en razón de actos realizados por motivos políticos, sociales o gremiales hasta el 25 de mayo de 1973 (v. art. 1°) a integrantes de las fuerzas armadas y de seguridad de la Nación, entre otros agentes estatales (art. 3°) y estableció que el Poder Ejecutivo reglamentaría el procedimiento para efectuar las reincorporaciones y restitución de derechos (art. 5°). Mientras que para obtener los beneficios previstos por la ley 20.508 y su decreto reglamentario 1747/73 (modificado por el decreto 1118/74 en un aspecto que no viene al caso y limitado, en cuanto al plazo para acogerse a sus términos, por el decreto 1607/74) era requisito indispensable probar fehacientemente que la separación de la fuerza policial había estado fundada estrictamente en razones políticas, sociales o gremiales, tales exigencias no fueron reproducidas por la ley 24.294, norma que no fue reglamentada por el Poder Ejecutivo Nacional. Cuando una norma es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y que no cabe admitir una interpretación de las disposiciones legales o reglamentarias que equivalga a la prescindencia de su texto, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu. De acuerdo con esa regla de interpretación, no corresponde exigir a la actora la demostración fehaciente de que el motivo por el cual el oficial principal fue pasado a situación de retiro obligatorio en el periodo 1960/1961 fue de naturaleza política, cuando el propio legislador, al instituir el beneficio que se reclama en la causa, prescindió de consignar en la norma un recaudo de esa naturaleza. Frente a una norma como la ley 24.294, que establece cuáles son los requisitos de carácter objetivo que debe cumplir aquel que pretenda acogerse al beneficio que el legislador consideró oportuno conferir, no cabe que el juzgador, por vía de interpretación, exija al demandante la demostración de hechos no contemplados en el texto legal (a diferencia de otros casos, como la ley 20.508), ni que resuelva el caso como si se tratara de uno de aquellos en que se cuestiona la validez del procedimiento administrativo (entre ellos, la valoración realizada por la Junta de Calificaciones) finalizado, a la postre, con el pase a situación de retiro obligatorio.


    Ramirez, Juliana c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Secretaría de Seguridad Interior - Policía Federal Argentina s/ Recurso


    R 358, XLV, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad del Estado


    Principios Generales. Relación Directa e Inmediata entre el Daño y la Conducta Estatal


    Demanda de daños y perjuicios por accidente ferroviario. Responsabilidad extracontractual del Estado: presupuestos fácticos y jurídicos. Presunta falta de servicio. Falta de concurrencia de recaudos y presupuestos de origen de la responsabilidad estatal.


    Se advierte que la mera remisión efectuada por el a quo a algunas cláusulas del contrato de gerenciamiento que vincula al Estado con el codemandado UGOFE no resulta suficiente para condenar al órgano estatal. En todo caso, que la reparación de los daños y perjuicios causados a un tercero por un accidente de ferrocarril cuya causalidad se atribuye –al menos parcialmente- a la conducta irregular en que habría incurrido el Estado, constituye un supuesto de responsabilidad extracontractual. Es por ello, que en la sentencia debió examinarse si el deber de responder podía ser calificado en la presunta falta de servicio por el cumplimiento irregular de las funciones estatales que le son propias o en su carácter de titular de dominio de un bien destinado al uso y goce de los particulares, o bien, sustentado en la omisión o deficiente ejercicio del poder de policía de seguridad. Cabe recordar que la Corte, a fin de decidir si concurren los presupuestos fácticos y jurídicos que hacen viable la responsabilidad extracontractual del Estado, ha exigido la presencia ineludible de tres requisitos de orden genérico, consistente en la existencia de un daño actual y cierto, la relación de causalidad directa e inmediata entre el accionar del Estado y el perjuicio y la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada, aspectos que, por lo demás, han sido receptados por la ley 26.944. A tal efecto, debió efectuarse el estudio e interpretación del régimen jurídico administrativo de los ferrocarriles y establecer, entre otras circunstancias, la relación entre la actividad o inactividad del Estado y el daño ocasionado, recordando que, para considerar que éste o sus organismos son responsables por "falta de servicio", no basta con enumerar genéricamente una serie de actos o conductas, sino que es preciso examinar cada uno de ellos desde el punto de vista de su legitimidad y de su aptitud para constituirse en factor causal del daño cuyo resarcimiento se reclama y que la determinación de la responsabilidad patrimonial del Estado por omisión de mandatos jurídicos indeterminados debe ser motivo de un juicio estricto y basado en la ponderación de los bienes jurídicos protegidos y las consecuencias generalizables de la decisión a tomar. El vocablo seguridad, incorporado por el art. 42 de la Constitución Nacional, es un valor que debe guiar tanto la conducta de los organizadores de los servicios públicos como la del Estado, sin embargo dicho argumento por sí solo, no es suficiente para condenar a este último, pues la responsabilidad extra contractual del Estado únicamente puede surgir de la efectiva concurrencia de los recaudos y presupuestos que le dan origen.


    Martínez, Marcelo Alejandro c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 584, 2013, (49-M)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad por Hechos o Actos de la Administración Pública


    Condena de indemnización por daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestión no tratada por el juez de origen: responsabilidad del Estado. Arbitrariedad. Procedencia del recurso de queja.


    Si bien es cierto que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos al recurso extraordinario, ello no impide admitir su apertura cuando la sentencia impugnada resulta arbitraria, al verificarse un apartamiento de los términos del litigio.


    García, Marcelo Antonio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 109208, 2008, 5/RH1, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo II


    Derecho Civil  y Comercial


    Derecho Civil


    Derechos Reales


    Dominio. Adquisición del Dominio. Prescripción Adquisitiva. Prescripción de Inmuebles


    Usucapión de un inmueble provincial por parte del Estado Nacional: cuestión ajena a la competencia de la Procuración General de la Nación.


    Corresponde determinar si el inmueble cuya propiedad reclama la actora fue adquirida o no por usucapión, si ha transcurrido el tiempo que requiere la normativa aplicable y si se trata de un terreno de origen aluvional que corresponde al dominio provincial. Tales cuestiones remiten ineludiblemente al examen de normas de derecho común y a la valoración de las pruebas rendidas en autos, temas que resultan ajenos al dictamen de este Ministerio Público.


    Estado Nacional (Prefectura Naval Argentina) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Usucapión.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 257, 2011, (47-E)CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Familia


    Derecho de Visitas


    Cuestión de competencia. Custodia y régimen de contacto de un menor. Mejor interés del niño. Juez del lugar donde reside el menor. Eficacia de la actividad tutelar. Mayor inmediación del juez.


    Si los magistrados en disputa están en situación legal análoga para asumir el juzgamiento de la causa, la elección debe hacerse valorando cuál de ellos cuenta con mejores elementos para alcanzar la tutela integral de los derechos del niño Resulta particularmente atinente la regla establecida por esa Corte en el sentido de que en actuaciones cuyo objeto atañe a menores procede otorgar primacía al lugar donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficacia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de ellos.


    M., A. M. c/ V., C. D. s/ Alimentos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 87119, 2014, CS1, 09 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Filiación


    Cuestión de competencia. Demanda de filiación. Presunto padre ausente por desaparición forzada. Expediente de desaparición archivado. Conexidad. Economía y concentración procesal. Buena y uniforme administración de justicia


    La peticionaria promueve reclamo de filiación paterna contra quien fuera declarado ausente por desaparición forzada, con fecha presuntiva en marzo de 1976. Cabe recordar que los efectos civiles de la declaración de ausencia por desaparición forzada son análogos a los prescriptos por la ley 14.394 para la ausencia con presunción de fallecimiento. En ese marco, no es irrazonable concluir que si las acciones de estado deben ventilarse ante el juez de la sucesión del padre alegado, ésta, que se dirige contra el supuesto progenitor declarado desaparecido, incumbe que se sustancie ante el juez de la causa por desaparición forzada. La conclusión antedicha encuentra particular sustento aquí en razones de conexidad, las cuales habilitan la sustanciación ante el mismo magistrado de causas vinculadas (art. 6° del CPCCN). Es que la pretensión tiende a colocar a la peticionaria en el lugar de hija, estado que, eventualmente, de prosperar aquélla, la consagrará como una de sus causahabientes (art. 29 de la ley 14.394, a cuyo régimen remite el art. 7 de la ley 24.321). No obsta a lo anterior que el expediente sobre desaparición forzada haya sido archivado, según surge de la certificación citada, ya que a lo dicho se añade que los extremos fácticos y probatorios involucrados en ambas actuaciones tornan aconsejable su abordaje y decisión por el mismo tribunal, así como razones de economía y concentración procesal y el propósito de favorecer la buena y uniforme administración de justicia.


    B., C. L. c/ A., A. E. s/ Filiación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 54759, 2005, CS1, 27 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Obligaciones


    Clasificación. Clasificación por el Objeto. Naturaleza del Objeto. Obligaciones de Dar. Obligaciones de Dar Sumas de Dinero


    Daños y perjuicios derivados de rescisión intempestiva del contrato. Monto de condena en euros. Comunicaciones del BCRA relativas al mercado de cambio. Obligación de dar suma de dinero en moneda extranjera: nuevo régimen Código Civil y Comercial de la Nación.


    La cámara ha efectuado una aplicación prematura de las comunicaciones del BCRA, invocadas iura navit curia para imponer el monto de la condena en euros. Sin embargo, estas regulaciones no determinan la moneda de pago de la obligación fijada a través de una sentencia judicial. El a quo omitió evaluar las constancias de la causa a la luz de las normas de derecho común invocadas por la accionante, pues decidió el asunto con sustento en un plexo legal inaplicable a la controversia planteada, esto es, las comunicaciones del Banco Central que regulan el acceso al mercado de cambios, incluso para las sentencias fijadas en pesos argentinos. Los artículos 617 y 619 han sido derogados a partir de la entrada en vigor del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación -aprobado por ley 26.994- a partir del 1° de agosto de 2015. Específicamente, el régimen allí establecido ha sufrido modificaciones sustanciales, pues las obligaciones de dar sumas de dinero en moneda extranjera han quedado reguladas por las disposiciones contenidas en los artículos 765 y siguientes del nuevo Código. Dicha circunstancia sobreviniente deberá ser ponderada por el tribunal que intervenga en el dictado del nuevo pronunciamiento, previo traslado a las partes respecto de ese cambio normativo, a fin de mantener incólume el derecho de defensa que las asiste.


    Sakai Laboratorios S.A. c/ Establecimiento Las Marías S.A. s/ Ordinario


    S 105, L, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Fuentes de las Obligaciones. Contratos


    Demanda por daños y perjuicios. Supuesta responsabilidad contractual: reglamento que regula el servicio. Ausencia de calidades mínimas de una sentencia judicial. Sentencia arbitraria.


    Asiste razón al apelante cuando afirma que la sentencia cuestionada no puede reputarse una derivación razonada del derecho vigente con relación a las circunstancias comprobadas de la causa y cuando aduce que no reúne las calidades mínimas de una sentencia judicial. Toda vez que el pronunciamiento aquí atacado se sustenta en conclusiones contradictorias que derivan de un examen insuficiente de elementos relevantes de la Litis. En efecto, en el sub lite, si bien en el voto mayoritario de la cámara se entendió que era "imprescindible acudir al estudio de la normativa aplicable", y luego se invocó el reglamento para dilucidar la relación entre las partes, al momento de la decisión el tribunal apelado se apartó -sin razones plausibles para ello- de sus concretas previsiones para encuadrar el contrato entre las partes en una relación de consumo y analizar la conducta de la demandada bajo el parámetro exclusivo de las normas del Código Civil. Con base en esos preceptos de derecho privado, concluyó que se daban los presupuestos de la responsabilidad contractual para que la demandada responda. La cámara debió, en primer lugar, pronunciarse acerca de si se configuraba la antijuridicidad reprochada a la empresa a la luz de las previsiones contenidas en el reglamento que regula el servicio; o si, por el contrario, ésta se encontraba habilitada para suspender su prestación. Es que, recién luego de haber abordado esas cuestiones, el a quo se encontraba en condiciones de estudiar la procedencia del reclamo indemnizatorio aquí planteado. Por otra parte, asiste razón a la recurrente en cuanto sostiene que en el fallo atacado no se analizaron los serios planteos de la empresa en cuanto esgrimió que el usuario se encontraba en infracción a sus deberes, lo cual también debió haber sido objeto de un estudio pormenorizado a la luz del reglamento. Así las cosas, el tribunal apelado omitió considerar los hechos en el marco de la solución normativa prevista para el caso, es decir, prescindió de la norma vigente sin dar razón plausible para ello. Por las razones esgrimidas, el fallo debe ser descalificado en el marco de la doctrina de la arbitrariedad, sin que lo dicho implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.


    Malla Alfredo Juan c/ Agua y energía del Estado Eléctrica s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 543, 2014, (50-C)/CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad Civil


    Indemnización por daños y perjuicios ocasionados por un accidente de tránsito. Determinación del quantum resarcitorio. Vicisitudes en el proceso penal.


    Resulta imprescindible solicitar precisiones al tribunal interviniente sobre distintos aspectos, hábiles para modificar la base fáctica de la sentencia recurrida. A su turno, y siempre previo a pronunciarse sobre las cuestiones objeto de recurso, vinculadas a la determinación del quantum resarcitorio, corresponde que -provistas aquellas precisiones por la justicia penal- se corra vista a las partes a fin de no perjudicar su derecho de defensa en juicio, ante la existencia de posibles hechos sobrevinientes a la apelación que pudieran dar lugar a eventuales planteos. Por otro lado, corresponde valorar el tiempo transcurrido desde la interposición del recurso federal -cerca de 25 años- que los condenados pusieron de resalto, en ocasión de deducir la queja, la existencia de la indagación penal, además del anómalo curso seguido por estas actuaciones, en las que el actor nada peticionó pese a que habrían transcurrido casi trece años desde su sobreseimiento.


    Barril, Orlando Pablo c/ Jez, Eduardo Raul y otro s/ Daños y perjuicios (Acc. tran.


    B 517, XXIII, 14 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 334:988, “Nieto Nicolasa del Valle”. Contrato de seguros: responsabilidad civil de automotores destinados al transporte público de pasajeros. Inoponibilidad de la franquicia frente al damnificado. Supuesto exceso del monto legal. Relación entre el riesgo cubierto y la prima: meras afirmaciones dogmáticas. Ausencia de arbitrariedad.


    La Corte sostuvo que en el seguro de responsabilidad civil obligatorio para automotores destinados al transporte público de pasajeros la franquicia establecida por ley y pactada en la póliza era oponible al damnificado, en tanto el monto no aparejaba la desnaturalización del seguro contratado ni contradecía disposiciones relativas al orden público que pudiesen privar de validez a esa manda, a la luz de las reglas jurídicas aplicables. Con ese límite, los agravios vinculados a la oponibilidad del descubierto, habrán de prosperar. Ahora bien, los argumentos traídos por la aseguradora referidos a la oponibilidad de la franquicia en cuanto excede el monto impuesto legalmente, remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y de derecho común, los cuales resultan ajenos a esta instancia extraordinaria; máxime, cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten descartar la tacha de arbitrariedad acusada. Lo anterior es así, toda vez que el a quo fundó la inoponibilidad de la franquicia pactada en forma voluntaria, que constituyó una ampliación a la originariamente acordada, en que dicha cláusula, en definitiva, desnaturaliza en el caso de autos el instituto del seguro e implica la afectación de los derechos de la víctima, para quien el seguro cumple una finalidad tuitiva al garantizar la efectiva percepción de la indemnización por el daño sufrido. Partiendo de tales premisas, las alegaciones respecto a que la Cámara omitió considerar que la finalidad del seguro solo es mantener la indemnidad del patrimonio del asegurado y que existe una relación técnica entre el riesgo cubierto y la prima, sólo constituyen afirmaciones dogmáticas que no logran desvirtuar las conclusiones del a quo, que puso de resalto la irrazonabilidad de la franquicia acordada por las demandadas, puesto que deja sin cobertura a la parte actora. Es conveniente mencionar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que se dirige a cubrir casos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de sustento normativo, impiden considerar al pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", situación que, conforme a lo expresado en los párrafos precedentes, no acaece en el sub lite.


    Pastor, Gustavo c/ Coop. Trab. Trans. Automotor Cuyo


    P 932, XLVIII, 08 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Sujetos Procesales. Partes. Legitimación



    Reclamo por daño moral. Legitimación del menor conviviente con el causante: invalidez constitucional del art. 1078 del Código Civil. Principio alterum non laedere. Reparación integral. Derecho a la igualdad. Protección especial en su condición de niño. Nuevo concepto de vida familiar. Encuadre constitucional y convencional. Nuevo Código Civil y Comercial.


    Resulta necesario establecer si el límite fijado en el artículo 1078 del Código Civil, en tanto excluye al niño de la posibilidad de reclamar el daño moral provocado por la muerte del señor con el que convivió entre los 4 y los 9 años de edad, deviene compatible con los derechos constitucionales invocados. Le asiste razón a la recurrente respecto de la invalidez constitucional articulada. En efecto, la Corte Suprema ha sostenido, en orden a la afectación del principio alterum non laedere, que el derecho de las víctimas a obtener una reparación plena e integral ostenta rango constitucional, puesto que el artículo 19 de la Carta Magna establece el principio general que prohíbe a los hombres perjudicar los derechos de un tercero, que se encuentra entrañablemente vinculado a la idea de reparación. El valor de la vida humana no resulta apreciable sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales, puesto que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres. En similar sentido, se ha dicho que la fijación de las reparaciones debe fundarse en la víctima como ser humano integral, y no en la perspectiva degradada de homo economicus de nuestros días. La consecuencia concreta de la aplicación del artículo del 1078, en estos autos, sería privar de la reparación integral al niño, ante la lesión de sus sentimientos afectivos por el fallecimiento del causante, dejando de lado que convivieron durante cinco años y que el causante había iniciado acciones para que se le otorgara la tenencia. Por lo demás, de los testimonios brindados y de la pericia psicológica obrantes en la causa surge que mantenían una relación de padre e hijo y que el niño padeció trastorno por estrés postraumático crónico que tuvo como factor directo el evento de autos. Dicho ello, cabe insistir con que la indemnización debe ser 'integral' -que vale tanto como decir 'justa' -, porque no sería acabada indemnización si el daño y el perjuicio quedaran subsistentes en todo o en parte; como así también que la condición de niño requiere de una protección especial por parte del Estado, de la familia y de la comunidad. En la misma línea, cabe destacar que el artículo 1078 del Código Civil -en tanto determina que únicamente los herederos forzosos tendrán acción por indemnización del daño moral por la muerte del damnificado directo causada por un acto ilícito-, no solo configura aquí el ejercicio de una reglamentación irrazonable en los términos del artículo 28 de la Constitución Nacional, sino, paralelamente, a la luz del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 16 y en los instrumentos internacionales de derechos humanos enumerados en el artículo 75, inciso 22. En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, invocando el artículo 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, refirió que no existe un modelo tradicional de familia y que el concepto de vida familiar no se reduce al matrimonio y debe abarcar otros lazos de hecho donde las partes tienen vida en común por fuera del matrimonio. Sobre esta base, la distinción que se concreta a partir de la norma examinada, entre los herederos forzosos de la víctima -hijos biológicos y esposa y el menor -quien recibía un trato familiar de hijo- carece de sustento. El nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, sancionado por ley 26.994, regula en su artículo 1741 la cuestión debatida en los actuados. En efecto, esa norma reconoce legitimación para reclamar la reparación de las consecuencias no patrimoniales a los ascendientes, los descendientes, el cónyuge y quienes convivían con el damnificado directo recibiendo trato familiar ostensible, si del hecho resulta la muerte o una gran discapacidad de él.


    G., Marisa Graciela y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Gendarmería Nacional s/ Daños y perjuicios


    G 112, L, 08 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Derecho Comercial


    Seguros


    Seguro contra la Responsabilidad Civil


    Daños y perjuicios por un accidente de tránsito. Seguro de responsabilidad civil. Inoponibilidad a la actora del límite de cobertura. Responsabilidad de la aseguradora. Resarcimiento integral y oportuno.


    Las cuestiones traídas por el recurrente fueron resueltas por el tribunal a quo sin arbitrariedad, en tanto entendió que en las circunstancias concretas del caso la oponibilidad del límite de la cobertura desatendía el derecho de la víctima a un resarcimiento integral y oportuno, y desnaturalizaba la función social del seguro de responsabilidad civil. La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar la interpretación y la aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias. La doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Flores, Lorena c/ Giménez, Marcelino


    F 678, XLIX, 29 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Propiedad Industrial


    Diseño industrial: análisis de la normativa, decreto ley 6.673/63. Sistema registral declarativo. Cancelación de registro: modos de articulación. Finalidad de la norma: equilibrio entre el interés del sujeto privado creador y el interés público de competencia libre en el mercado.


    Nuestro país ha previsto que, para gozar de la tutela, el autor debe registrar el modelo o diseño de su creación ante la autoridad de aplicación (art. 4°, dec.-ley 6.673/63). En el régimen implementado, a diferencia de lo que ocurre con las marcas y patentes de invención, el organismo estatal sólo realiza un examen formal previo al depósito, sin verificar que se cumplan los requisitos referidos a la existencia y validez del diseño o modelo que se deposita, por lo que el carácter de la inscripción es meramente declarativo (v. arts. 10, 12 y ccds.). Por esa razón, la Corte tiene dicho que el régimen establecido para los modelos industriales es esencialmente débil y que no consolida derecho alguno en favor del titular que ha obrado ilícitamente. Asimismo, la inscripción establece una presunción iuris tantum de autoría a favor del primer registrante (art. 5, dec.-ley 6.673/63), pero es importante resaltar que aquélla es una presunción exclusivamente de autoría, que no implica que el depósito cumpla con los presupuestos legales que lo tomen merecedor de la tutela del Estado. En ese ámbito, a través del artículo 17 del precepto mencionado, se dispone que el registro de un modelo o diseño industrial será cancelado cuando haya sido realizado por quien no fuere su autor o en contravención a lo previsto en la norma, siempre por sentencia firme de los tribunales federales y solamente a instancia de parte interesada. En el artículo 18, por otro lado, se prevé que la acción para pedir la nulidad de un registro, así como la de reivindicación, en los términos de los artículos 10, último párrafo, y 17, prescribe a los cinco años de la fecha del depósito efectuado en el registro pertinente. De la lectura de ambos artículos no se deduce, como postulan los jueces de la causa, que la posibilidad de solicitar la cancelación del registro del modelo industrial se limite a la acción de nulidad o a una reconvención. La defensa de nulidad, tal como fue planteada en el sublite, tiende a destruir la eficacia de la acción, y quien la articula no está obligado a reconvenir para obtener la declaración expresa de invalidez si sólo persigue el propósito de resistir el reclamo deducido contra él. Resulta de trascendental importancia considerar que esta clase de derechos implican un monopolio de uso legal otorgado por el Estado, en el marco de la competencia en el mercado. Es así que se persigue, por esa vía, alcanzar un equilibrio entre los intereses de los sujetos privados, en orden a la salvaguarda de su creación e inversión, y el interés público de asegurar una competencia libre en el mercado, con un desempeño sano de la actividad comercial de los distintos actores que interactúan en su seno.


    Industrias Aral SRL c/ Fundemap SA y Ot s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 91007007, 2011, CS1, 17 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Marcas


    Régimen de registración de marcas y designaciones. Demanda de cese de oposición al registro de marca. Interés legítimo para interponer la acción: flexibilidad para valorar los elementos de prueba. Ley 22.362.


    El tribunal apelado realizó una interpretación errada del artículo 4 de la ley 22.362 al restringir arbitrariamente la legitimación para registrar un signo marcario. Esta norma prevé que para ser titular de una marca se requiere un interés legítimo del solicitante. El requisito establecido busca evitar el registro de marcas con fines especulativos, pero no de aquellos registros que tienen un fin legítimo. En ese marco, la sentencia apelada limita el acceso a este derecho a titulares marcarios o a socios y directores de empresas sin ofrecer ninguna justificación para ello. Por lo tanto, restringe indebidamente la legitimación prevista en la ley, en sentido contrario al fin y al texto de la norma. De conformidad con el criterio flexible con el que cabe valorar los elementos probatorios en casos como el presente, el actor cumple con la exigencia de interés legítimo que requiere el artículo 4 de la ley 22.362.


    Pizzo, Lorenzo Francisco c/ Fratelli Branca Destilerías S.A. s/ Cese de oposición al registro de marca


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación 691, 2014, (50-P), 25 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Patentes de Invención


    Denegación de solicitud de patente de invención. Novedad: requisito de patentabilidad. Divulgación: art. 5 de la ley 24.481: carácter excepcional del beneficio. Convenio de la Unión de París.


    La novedad es un requisito esencial para la concesión de patentes tanto en el régimen nacional como a nivel internacional (art. 27, Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual). Del mismo modo, la ley local busca proteger únicamente aquellas invenciones que suponen una verdadera contribución al estado de la técnica y que no son parte del acervo de conocimiento por haber sido previamente divulgadas. Las patentes tienen validez por un tiempo limitado y las solicitudes deben cumplir con estrictos requisitos para su procedencia. En este sentido, el Comité de Desarrollo y Propiedad Intelectual ha recomendado aplicar criterios estrictos en relación con la novedad de las invenciones patentables. Por otro lado, en cumplimiento con el artículo 11 del Convenio de Paris, la ley establece una excepción al requisito de novedad y, en consecuencia, concede un beneficio temporal a aquellas invenciones que han sido divulgadas en un marco particular. Específicamente, la ley otorga un plazo de gracia de doce meses para aquellas invenciones que hubiesen sido exhibidas por el solicitante en una exposición o mediante otro medio de comunicación. Las excepciones al requisito de novedad autorizadas en este artículo se refieren a publicaciones de la misma índole, es decir publicaciones científicas, académicas o de difusión, de modo que el régimen de patentes no afecte negativamente la realización de estas actividades. La interpretación amplia que plantea la actora desconoce el carácter excepcional de este beneficio en tanto pretende extender la excepción a cualquier tipo de divulgación. En caso de aceptar esta inteligencia de la ley, se negaría la novedad como uno de los requisitos para la procedencia de la patente dado que cualquier tipo de divulgación podría acogerse al régimen excepcional que establece el artículo 5. En este contexto interpretativo, no pueden prosperar los agravios traídos por la apelante en relación con el alcance de las excepciones al requisito de novedad.


    Societe Conseils de Reeherehes et d' Applieations SCRAS c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Varios propiedad industrial e intelectual"


    S 523, XLVIII, 11 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Patente de invención. Ley Nº 24.481. Trámite de solicitud anterior a la ley. Legitimación de la licenciataria. Cláusulas transitorias. Apartamiento de las constancias de la causa y de la normativa aplicable.


    Resulta acertada y razonable la solución adoptada por el a quo en cuanto decidió legitimar a la sociedad actora para intervenir en el pleito, dado que el titular de la patente ha brindado su consentimiento para que la licenciataria ejerza la acción legal conjuntamente con él, en tanto el eventual daño causado al patentado es susceptible de afectar también a quien explota el invento bajo su licencia. Así, el perjuicio que alega haber sufrido el licenciatario, si bien se encuentra vinculado con la supuesta infracción al derecho del titular, es independiente del daño presuntamente ocasionado a este último. La previsión legal contenida en el artículo 38, que ordena la inscripción de las cesiones en el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial para que sean oponibles a terceros, en nada conmueve lo hasta aquí expuesto. En efecto, dicha exigencia no resulta aplicable en la especie porque se trata de un supuesto ajeno a los hechos analizados en la presente causa. De las constancias de autos se desprende que la solicitud fue interpuesta el 19 de enero de 1995, mientras que la ley 24.481 fue sancionada el 26 de mayo de 1995 y publicada el 20 de septiembre del mismo año, es decir, luego de la presentación que dio origen al trámite de la patente. Asimismo, la protección fue requerida inicialmente por el lapso de 15 años, plazo por el cual la autoridad de aplicación confirió la patente desde su concesión, haciendo en ese acto expresa mención del anexo II del decreto 260/1996. Por todo ello, el voto norma que no era aplicable al caso, sin haber efectuado consideración alguna que justifique tal proceder. A su vez, el tribunal hizo especial hincapié en el hecho de que la demandada haya continuado con la explotación del objeto que no era de su invención, luego de la publicación ordenada por el artículo 26 de la ley 24.481. Tal publicación tampoco resulta aplicable al caso conforme lo prescripto por las cláusulas transitorias de la ley de patentes. Para más, tampoco surge de la documental incorporada a la causa la existencia de intimaciones o notificaciones mediante las cuales la actora haya intentado el cese de la conducta de la demandada que califica como dañosa. Finalmente, el a quo consideró que la protección otorgada por la patente debía extenderse en el caso desde el momento de la solicitud y para ello se refirió a los regímenes de protección provisoria previstos en normas extranjeras, pero no fundó su decisión en la ley aplicable al presente proceso, por lo cual tal argumento carece de sustento jurídico que lo mantenga incólume. Lo hasta aquí reseñado denota que el a quo desatendió las disposiciones transitorias que rigen el caso. Ello así, el pronunciamiento en crisis no puede constituir un acto judicial válido, en tanto no encuentra respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa y en la aplicación del derecho vigente, afectando el derecho de defensa de las partes.


    Martínez y Staneck S.A. y Carlos Alberto Martínez c/ Agroar Máquinas Agrícolas S.A. s/ Ordinario


    M 655, XLIX, 13 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Propiedad Intelectual


    Derechos de autor. Inclusión de composición musical en un film o video original. Uso de aparatos de televisión en habitaciones de hotel. Inexistencia de escisión material entre la obra musical y la cinematográfica. Improcedencia del canon por derecho autoral.


    La Corte ha sostenido en numerosas oportunidades que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son por regla, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48, y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva. También, la Corte ha entendido que la ley 11.723 y sus reglamentos son normas de derecho común y, por lo tanto, su interpretación es ajena al recurso extraordinario. La recurrente no trae una cuestión federal que esté directamente vinculada al fondo del asunto discutido en autos. En efecto, la Cámara sustentó su decisión, principalmente, en el entendimiento de que en el caso no existe una escisión material entre la obra musical y la cinematográfica o video gráfica. Así, concluyó que no existe un derecho autoral del compositor o autor de la letra diferente al que puede percibir por la inclusión de la composición musical en el film o video original. La recurrente no demostró que existe en el caso una cuestión federal suficiente ni que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa que amerite dejarlo sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Suizo SRL c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música s/ Acción declarativa de certeza


    S 514, XLIX, 25 de junio de 2015


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo III


    Derecho Constitucional


    Constitución


    Constitución Argentina. Poder Constituyente. Originario


    Incidente de franquicia respecto de un diplomático. Jurisdicción originaria de la Corte Suprema de la Nación. Archivo de actuaciones principales. Medidas de carácter accesorio.


    Corresponde declarar la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuando el incidente de franquicia tiene como titular a un diplomático que se encuentra actualmente acreditado como tal en nuestro país. Cuando respecto del fondo del asunto se dispuso el archivo de las actuaciones por no poder proceder, corresponde dejar sin efecto la prohibición de salida del vehículo, en virtud de la inmunidad de jurisdicción de la que goza el agente diplomático, así como de la inviolabilidad de sus bienes, ya que ante la imposibilidad de continuar con el proceso principal cesan, necesariamente, las medidas de carácter accesorio


    M., Jorge José y otros s/ Inf. ley 22.415


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 768, 2010, (46-M)/CS1, 05 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Estructura Jerárquica de las Normas. Supremacía de la Constitución.Tratados. Clases. Derechos Humanos. Con Jerarquía Constitucional


    Régimen penal diferenciado entre niños y adultos. Registro de información: reserva y confidencialidad de datos vinculados con procesos de menores. Arts. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional. Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing-1985). Comité de Derechos del Niño. Vulneración de derechos protegidos por la Convención de los Derechos del Niño.


    Estándares especiales imponen que la ley penal se aplique a los niños de un modo diferenciado respecto de los adultos en igual situación, pues reconoce que aquellos son titulares de derechos y garantías especiales que se derivan de su condición, a los que corresponden deberes específicos de la familia, la sociedad y el Estado. Su reconocimiento constituye un imperativo jurídico de máxima jerarquía normativa. En particular, como derivación del principio de protección del interés superior del niño y del derecho a la intimidad (arts. 3 y 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño) los estándares convencionales aseguran la reserva y confidencialidad de los datos vinculados con los procesos que involucran a niñas, niños y adolescentes y tienden a restringir los efectos estigmatizantes del proceso penal para facilitar su ulterior inserción social. En este marco, existe un registro específico -el Registro de Procesos del Niño- con el objeto de centralizar la información de las actuaciones ante el Fuero de Responsabilidad Penal Juvenil, para su acumulación y control de su continuidad (art. 51 de la ley provincial 13.364 del año 2006 que regula el Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil en dicha jurisdicción). Sin embargo, el tribunal ordenó la inscripción en el Registro Nacional de Reincidencia según el régimen general de la ley 22.117 que corresponde a los adultos. En ese sentido, cabe destacar que en su artículo 8 se establece que esos datos -aun cuando tengan un carácter, en principio, reservado- podrán suministrarse a jueces y tribunales de todo el país, fuerzas de seguridad, autoridades extranjeras, legisladores de la Nación, y otras autoridades nacionales, provinciales o municipales cuando así lo dispusiera el Ministerio de Justicia de la Nación, ,. De este modo, la información sobre la situación penal de los jóvenes estaría disponible sin las restricciones especiales que imponen los instrumentos internacionales en cuanto al acceso, utilización y plazo de validez de dichos registros. Si bien dicha información carece de relevancia a los fines de la reincidencia (arts. 5 de la ley 22.178 y 50 del Código Penal), podría ser valorada en decisiones administrativas o judiciales, lo que agrava la criminalización y estigmatización de los niños en conflicto con la ley penal y profundiza las consecuencias no deseadas del proceso penal, lo que implica una grave vulneración de los derechos protegidos por la Convención de los Derechos del Niño. En consecuencia, la decisión recurrida que ordenó el asiento de información protegida de los adolescentes en un registro que no cuenta con los especiales resguardos impuestos por los instrumentos internacionales incorporados a la Constitución Nacional para el sistema de justicia juvenil debe ser dejada sin efecto.


    R., B. S. y otros s/ Incidente tutelar


    R 551, XLVIII, 17 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías. Derechos


    Medida autosatisfactiva. Pedido de ciudadanía argentina por opción de un niño de origen polaco. Decreto 3.213/84, 231/92 y 1.601/04. Inexigibilidad de la comprobación de la situación de apátrida. Interés superior del niño. Deber del juez de ejercer las facultades ordenatorias e instructorias conducente a la continuación del proceso. Art. 645 del Código Civil y Comercial: inexigibilidad del consentimiento de ambos progenitores. Improcedencia del rechazo de la vía intentada por cuestiones formales.


    A diferencia de lo afirmado por el a quo, el padre no necesitaba demostrar la condición de apátrida de su hijo para requerir el otorgamiento de su nacionalidad. En segundo lugar, en cuanto a la documentación del niño incorporada en estos autos, el a quo debía ejercer sus facultades ordenatorias e instructorias, tanto para traducir la prueba arrimada al proceso que estimara conducente para la solución de la controversia como para ordenar la producción de aquella tendiente a establecer la condición del niño. Cabe subrayar que el artículo 645 del nuevo Código Civil y Comercial, al igual que lo preveía el artículo 264 qua ter, no incluye dentro de los actos que requieren el consentimiento de ambos progenitores el derecho de opción por la nacionalidad argentina. Asimismo, aun en ese caso, la norma actual, tal como la disponía la oportunamente derogada, prevé que si uno de los progenitores no presta su consentimiento debe resolver el juez teniendo en miras el interés familiar. En el sub lite, los jueces omitieron considerar que, a todo evento, la negativa expresa de la madre del niño ponía a su cargo el deber de resolver el pedido teniendo en cuenta el interés familiar y los derechos del niño. Finalmente, la sentencia resulta descalificable en cuanto rechazó la medida cautelar autosatisfactiva sobre la base de que el peticionante puede volver a iniciar el reclamo por el derecho a la nacionalidad del niño en el marco de un proceso donde intervengan ambos progenitores. Como se expresó, atañe a los jueces buscar soluciones que se avengan con la urgencia que conllevan los reclamos vinculados con el interés superior del niño, para lo cual deben encauzar los trámites por vías expeditivas y evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con tutela constitucional. En tal sentido, si el tribunal entendía que era menester sustanciar el pedido, en su rol central de director del proceso, debió enderezar el trámite y no rechazarlo por la improcedencia de la vía elegida.


    N.L. (en representación de N. K. M. E.) s/ Medida autosatisfactiva


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2365, 2014, 1/RH1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen


    Enumerados. Civiles. Expresión y Pensamiento


    Condena a empresa por daños y perjuicios. Publicación de aviso comercial. Explotación de imagen sin autorización y con fines comerciales. Falta de acreditación del interés general que justifique su utilización. Libertad de expresión y derecho al honor. Responsabilidad de los medios gráficos por los anuncios publicitarios: en los términos del artículo 1109 del Código Civil. Difusión de anuncio comercial ajeno cuyo daño es opinable, dudoso o exija un esclarecimiento.


    El discurso involucrado en las presentes actuaciones tiene fines eminentemente comerciales puesto que tiene por objeto central proponer una transacción mercantil. Esta Procuración General en el dictamen E. 112, L. XLVIII, ''Editorial Río Negro SA c/ EN - Ley 26.364 - Dto. 936/11 s/ amparo", sostuvo que el discurso comercial difiere de aquél al que la Corte Suprema de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos le han reconocido una protección especialmente amplia. A diferencia del discurso sobre asuntos de interés público, el comercial, si bien brinda información que puede ser relevante para la toma de decisiones, no constituye en sí mismo una forma de participación democrática. Esto determina que el discurso comercial goza de un nivel menor de protección constitucional. En este contexto normativo, y de conformidad con lo resuelto por las instancias anteriores, el anuncio comercial vulneró el derecho al honor del actor. En efecto, la publicidad utilizó frases peyorativas y, por lo tanto, injuriantes –“hubecrovi@degarrón.com.ar'' y "si te gusta vivir de arriba, que no se note"- a fin de proponer una transacción comercial y, en definitiva, satisfacer intereses principalmente económicos del emisor y de su audiencia. Esos intereses, a diferencia de los que subyacen en el discurso sobre temas de interés público, no tienen entidad suficiente como para imponerle al actor que tolere expresiones difamatorias a su persona. Luego, en cuanto al derecho a la imagen, la Corte Suprema recordó en el precedente registrado en Fallos 335:2090 que la ley 11.723 prohíbe la reproducción de la imagen en resguardo del correlativo derecho a ella, y ello sólo cede si se dan circunstancias que tengan en mira un interés general que aconseje hacerlas prevalecer por sobre aquel derecho (en igual sentido, dictamen de los autos H. 18, L. XL, "Herrera, Ramón Santiago c/ SA La Nación"). En el sub lite, el anuncio con fines eminentemente comerciales no encierra un interés general social que justifique la utilización de la imagen del actor -a la que alude en forma inequívoca la publicidad-. El anuncio publicitario vulnera el derecho al honor y a la propia imagen del actor (arts. 19 y 75, inc. 22, Constitución Nacional; 11, Convención Americana sobre Derechos Humanos; 17, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; V, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y 12, Declaración Universal de Derechos Humanos) y no puede ser entendido como un ejercicio legitimo del derecho a publicar expresiones con fines comerciales. En el presente caso, a fin de precisar la responsabilidad de los medios gráficos por los anuncios publicitarios, corresponde destacar ciertas diferencias fácticas con el caso resuelto recientemente por la Corte, R. 522, L. XLVIII, ''Rodríguez, Maria Belén c/ Google Inc. s/ daños y perjuicios". Los medios gráficos tienen una vinculación más estrecha con los anuncios publicitarios, no sólo porque la cantidad de anuncios es menor y conmensurable, y porque ellos obtienen un lucro en forma directa por esa actividad, sino también porque la operatoria admite que los medios tomen contacto directo con las publicidades. En estas circunstancias, y en consonancia con la doctrina expuesta por la Corte Suprema en el citado caso, cuando los medios gráficos deciden difundir un anuncio que en forma manifiesta y grosera lesiona derechos constitucionales de terceros, cabe entender que ellos actuaron con conocimiento efectivo del contenido ilícito. En este supuesto, ese conocimiento genera en el medio gráfico un deber de actuar diligentemente y su incumplimiento podría dar lugar a responsabilidad ulterior. A los efectos de compatibilizar en forma adecuada la expresión de ideas con los derechos de terceros, el medio de comunicación gráfico responde en los términos del artículo 1109 del Código Civil en aquellos casos en los que haya difundido un anuncio comercial de ilegalidad manifiesta y grosera, y no así cuando reproduzca un anuncio ajeno que abarque un daño que es opinable, dudoso o exija un esclarecimiento. Una solución diversa impondría deberes que pueden resultar excesivos para los medios de comunicación, especialmente los medianos o pequeños. Esos medios gráficos podrían perder financiamiento ante el temor a publicar anuncios comerciales que puedan generarles responsabilidad ulterior. A su vez, otra consecuencia disvaliosa sería que los medios de comunicación asuman el rol de editores de discursos ajenos a fin de evitar incurrir en responsabilidad, lo que implicaría una restricción a la faz colectiva del derecho a la libertad de expresión. La publicidad comercial bajo análisis no configura una ilegalidad manifiesta y grosera, tal como la ha definido la Corte Suprema en el citado caso "Rodríguez, María Belén” (cons. 18°). En efecto, la violación al derecho al honor y a la propia imagen del actor no era ostensible sino que, por el contrario, su determinación requería por parte del medio gráfico de una labor interpretativa para asociar los distintos elementos contenidos en la publicidad, como así también la averiguación sobre el eventual consentimiento de la figura pública aquí involucrada al uso de su imagen. Por lo tanto, el accionante no acreditó que Arte Gráfico Editorial Argentino SA haya obrado de modo negligente con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1109 del Código Civil.


    Roviralta, Huberto c/ Primera Red Interactiva de Medios Argentinos S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    R 378, XLVII, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Libertad de expresión. Teoría de la real malicia: Fallos: 331:1530. Juicios de valor. Debates de interés público. Derecho al honor. Carga de la prueba. Excesivo rigor formal. Cuestión federal. Procedencia del recurso.


    La decisión de dar por decaído el derecho a recurrir por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48 ha frustrado, con argumentos de excesivo rigor formal, una vía apta para el reconocimiento del derecho a la libertad de expresión invocado (artículos 14 y 32, Constitución Nacional), con menoscabo de la garantía de defensa en juicio (artículo 18, Constitución Nacional). Se encuentran reunidos los restantes recaudos de la vía extraordinaria en tanto la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria al derecho que la demandada fundó en las cláusulas federales invocadas (art. 14, inc. 3, ley 48). El derecho a la libertad de expresión tiene un valor fundamental en una sociedad democrática. Tal como ha establecido esta Procuración General: “la libertad de expresión comprende tanto el derecho de cada individuo a expresar su pensamiento y a difundirlo a través de cualquier medio apropiado, como el derecho colectivo a recibir todo tipo de información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno (Corte Interamericana de Derechos Humanos, "Opinión Consultiva OG5/85). Ese derecho adquiere una preponderancia singular en el ámbito de los derechos fundamentales pues se despliega en una doble dimensión: por un lado, constituye un derecho inalienable de los individuos, y, por el otro, es una precondición esencial para el funcionamiento de un gobierno democrático. La Corte Suprema ha receptado la doctrina de la real malicia (Fallos 310:508). De acuerdo con ella, y tal como fue expuesta en el precedente registrado en Fallos: 331:1530, "tratándose de informaciones referidas a funcionarios públicos, figuras públicas o particulares que hubieran intervenido en cuestiones de esa índole, cuando la noticia tuviera expresiones falsas o inexactas, los que se consideran afectados deben demostrar que quien emitió la expresión o imputación conocía la falsedad de la noticia y obró con conocimiento de que eran falsas o con notoria despreocupación por su veracidad". Los dichos que encierran juicios de valor también gozan de protección constitucional, en tanto no dejan traslucir un ejercicio del derecho a la libertad de expresión. Sin perjuicio de que esas manifestaciones podrían resultar hirientes, no constituyen un insulto o una vejación gratuita o injustificada. En los debates sobre temas de interés público no sólo se protege la emisión de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de aquéllas que chocan, irritan o inquietan a los funcionarios públicos o la población (Corte Interamericana de Derechos Humanos en "Caso Ivcher Bronstein vs. Perú", sentencia; "Caso Ricardo Canese vs. Paraguay", "Caso Kimel vs. Argentina). Corresponde hacer lugar a la queja, admitir el recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada.


    Gómez. Patricia y otra c/ Latrille, Fernando


    G 640, XLVIII, 14 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Libertad de Prensa


    Daños y perjuicios por publicación periodística. Hecho de interés público: posible corrupción en el fútbol profesional. Árbitro: figura pública. Derecho al honor. Libertad de expresión. Doctrina de la real malicia. Revoca sentencia.


    La sentencia recurrida adopta una interpretación errada del derecho a la libertad de expresión al juzgar la responsabilidad de los demandados por las expresiones contenidas en un artículo periodístico sobre la base del concepto de culpa previsto entonces en el artículo 1109 del Código Civil de la Nación. La Corte Suprema expuso en numerosos pronunciamientos que cuando está en juego la difusión de información de interés público corresponde acudir a la doctrina de la real malicia, a los efectos de armonizar el derecho a la libertad de expresión con el derecho al honor. De acuerdo con ella, y tal como fue desarrollada en el precedente de Fallos: 331:1530, quien difunde información de interés público que pueda afectar el honor o la estima de funcionarios públicos, figuras públicas o particulares que hubieran intervenido en cuestiones de esa índole sólo debe responder jurídicamente si el agraviado prueba la falsedad de la información, y el hecho de que ésta fue difundida con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. El tribunal a quo interpretó de modo incorrecto el alcance de la doctrina de la real malicia. Contrariamente a lo allí decidido, ésta es aplicable a las aseveraciones falsas que pueden lesionar el derecho al honor de las personas, a fin de proteger el interés prioritario que representa la circulación de información de relevancia pública. En efecto, la doctrina de la real malicia procura garantizar el debate libre y desinhibido sobre asuntos públicos. La cámara incurrió en un error al conceder supremacía a las normas de la responsabilidad del Código Civil de la Nación frente al derecho constitucional a la libertad de expresión tal como fue interpretado por la Corte Suprema. La sentencia también es defectuosa en cuanto afirma que la doctrina de la real malicia es inaplicable en razón de que los árbitros de fútbol no pueden ser considerados figuras públicas. Por el contrario, tal como alegan los impugnantes en el recurso bajo estudio, el actor, en su carácter de árbitro asistente, intervino en una cuestión de relevancia pública, ya que el artículo periodístico gira en torno a la existencia de la posible comisión de hechos delictivos en el marco del fútbol profesional. La innegable popularidad de dicho deporte en nuestra sociedad hace que ciertos asuntos relativos al fútbol profesional sean, en efecto, trascendentes para el interés general. Es oportuno destacar que la ley 20.655 del Deporte establece que el Estado debe velar por la corrección de los espectáculos deportivos (art. 3, inc. k, ley cit.) y, en consonancia, penaliza a quien acepte una dádiva a fin de facilitar o asegurar el resultado irregular de una competencia deportiva o el desempeño anormal de un participante en ella (art. 24, ley cit.). De este modo, la existencia de hechos de corrupción arbitral en el marco de los eventos futbolísticos concierne al interés general. La doctrina de la real malicia es, entonces, aplicable al actor en lo relativo a dicho asunto, que es justamente aquel abordado por la publicación que dio lugar a esta acción. No hay elementos suficientes para concluir que los demandados hayan actuado en forma maliciosa en el manejo de la información vinculada con el actor y las denuncias de sobornos en el fútbol. Si bien el actor sostuvo que el artículo fue publicado con notoria despreocupación acerca de su veracidad, no aportó elementos de convicción en este sentido. Ante esa orfandad probatoria, corresponde tener en cuenta que el diario publicó la información sobre la base de las declaraciones del árbitro Javier Collado -relativas a la existencia de hechos de sobornos en los que un asistente de su entorno estaba involucrado- y a partir de la falta de designación del actor como árbitro asistente con posterioridad a las denuncias. Ese accionar debe ser ponderado en un contexto de cierta urgencia en atención a la actualidad del tópico, lo que atenuaría el nivel de control requerido, tal como lo ha entendido esta Procuración General de Nación en otras oportunidades. Por ello, el actor no demostró que los demandados hayan actuado con notoria despreocupación al difundir la noticia que dio lugar a estas actuaciones. La decisión del tribunal a quo adoptó una interpretación errada del derecho a la libertad de expresión, a la vez que no valoró adecuadamente las circunstancias desarrolladas, que son suficientes para concluir que las manifestaciones que dieron origen a esta causa se encuentran amparadas por la libertad de expresión en los términos de los artículos 14, 32 y 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    Galante, Adrián Pablo c/ Arte Gráfico Editorial Argentino y otros s/ Daños y perjuicios


    G 324, L, 11 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Improcedencia daños y perjuicios por publicación periodística. Derecho al honor. Doctrina Campillay. Real malicia: falsedad de la información no probada. Asunto de interés público. Derecho a la libertad de expresión.


    Cabe recordar el valor fundamental que el derecho a la libertad de expresión representa en una sociedad democrática. En este sentido, la Corte Suprema expuso en numerosos pronunciamientos que cuando está en juego la difusión de información de interés público corresponde acudir a la doctrina de la real malicia a fin de armonizar el derecho a la libertad de expresión con el derecho al honor. Esta doctrina procura garantizar el debate libre y desinhibido sobre asuntos públicos, que constituye una precondición esencial para el funcionamiento de un gobierno democrático. De acuerdo con ella, quien difunde información de interés público que pueda afectar el honor de figuras públicas o particulares que hubieran intervenido en cuestiones públicas solo debe responder jurídicamente si el agraviado prueba la falsedad de la información y que ésta fue difundida con conocimiento de su falsedad o con notoria despreocupación por su veracidad. En esta causa, las expresiones vertidas en la nota en cuestión versaban sobre un asunto de interés público. En particular, el esclarecimiento sobre lo acontecido con una hipoteca que garantizaba un crédito a favor del Estado provincial tenía una indudable trascendencia para la vida política de la provincia, pues en definitiva ello guardaba relación con la administración de los recursos provinciales. En estas circunstancias, y de acuerdo con la doctrina de la real malicia, la responsabilidad de los demandados está sujeta a la comprobación de la falsedad de la información. La sentencia incurrió en un error al tener por configurado ese recaudo en el presente caso. En efecto, las expresiones sobre las que reposa la condena encierran interpretaciones y juicios de valor sobre hechos cuya falsedad no fue acreditada. La decisión del tribunal a quo adoptó una interpretación errada del derecho a la libertad de expresión, a la vez que no valoró adecuadamente las circunstancias desarrolladas, que son suficientes para concluir que las manifestaciones que dieron origen a esta causa se encuentran amparadas por la libertad de expresión en los términos de los artículos 14, 32 y 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    García, Stella Marys c/ Reyes, Juan s/ Daños


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 395, 2014, (50-G), 07 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Fuentes de Información


    Condena a Arte Gráfico Editorial Argentino SA al pago de una indemnización por daños y perjuicios. Difusión de publicación lesiva al derecho al honor. Derecho a la libertad de expresión y derecho al honor. Ausencia de los recaudos establecidos en el caso "Campillay" y doctrina de la "real malicia".


    La nota incluye tanto el nombre del actor como su fotografía, e indica de modo específico que el gremio encabezado por él - mediante las palabras "su gremio" - ha tomado bienes de Autopistas del Sol sin el consentimiento de la empresa. De este modo, de conformidad con lo establecido por el a quo, la publicación incluye una imputación de carácter personal. A su vez, esa imputación lo vincula con la posible comisión de un delito, lo que es particularmente susceptible de afectar el honor de las personas. Debe ser rechazado el argumento de la demandada en virtud del cual la publicación aquí involucrada está amparada por el derecho consagrado en los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional en atención a la doctrina de esa Corte Suprema en el caso "Campillay" (Fallos: 308:789). Según ésta, cuando un sujeto se limita a reportar fielmente, y observando ciertas condiciones, lo dicho por otro, los daños para el honor que puedan derivarse de los dichos reportados no generan responsabilidad jurídica para el emisor. Si bien el recurrente enfatiza que la información publicada en la página 14 fue atribuida a una fuente y fue presentada en forma potencial, no puede obviarse que la noticia que dio lugar al reclamo del actor es la de la página 2, donde se afirmó - sin citar fuente alguna- que en el marco del allanamiento se secuestraron bienes que habrían sido sustraídos en una protesta y, de este modo, se vinculó al accionante con la posible comisión de un delito. De este modo, las expresiones contenidas en "El semáforo" que resultaron lesivas al honor fueron formuladas a título personal, en modo aseverativo y se refieren al actor en forma expresa. En suma, no se cumplen los recaudos establecidos por la Corte Suprema en el citado caso "Campillay" con relación a esa información. A su vez, tampoco puede prosperar la defensa planteada por la recurrente a partir de la doctrina de la "real malicia", que fue correctamente aplicada por el tribunal a quo a las circunstancias concretas del caso. Si bien el artículo versa sobre un asunto de indudable interés público e involucra a una personalidad pública, el actor cumplió con la carga de acreditar tanto la falsedad de la información como la circunstancia de que la demandada obró a sabiendas de la falsedad o con total despreocupación al respecto. A los fines de tener por probado el segundo elemento requerido por la doctrina de la "real malicia", es relevante notar que otros medios de comunicación publicaron la versión veraz de lo sucedido, incluso a partir de los datos brindados por la misma fuente que utilizó la demandada, el abogado del actor. En estas circunstancias, el hecho de no haber repetido en la página 14 la afirmación falsa es demostrativo del conocimiento o notoria despreocupación respecto de esa falsedad. Ambas circunstancias llevan a la convicción de que el periódico actuó con conocimiento o, al menos, con total despreocupación respecto de la verdad o falsedad de la noticia publicada. En este caso, la publicación periodística en cuestión excede los límites impuestos por la buena fe y traduce un propósito evidentemente malicioso al vincular al actor -con absoluto menosprecio de la realidad de los hechos- con la comisión de un delito en uno de los sectores de mayor visibilidad del diario y de un modo tal de atraer la atención de la audiencia.


    Moyano, Juan Facundo c/ Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. s/ Daños y perjuicios


    M 101, XLIX, 12 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Igualdad ante la Ley


    Condena a universidad a realizar ajustes razonables en los métodos de examen. Ingreso de una persona con discapacidad. Inexistencia de afectación del principio de autonomía universitaria. Protección de los derechos constitucionales del actor. Falta de demostración que la modificación necesaria sea una carga indebida para la universidad. Jerarquía constitucional de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (ley 27.044).


    Las normas constitucionales de protección del derecho a la educación y las referidas a los derechos de las personas con discapacidad -artículos 14, 16 y 75, incisos 19, 22 y 23, de la Constitución Nacional; artículo 13, inciso 2, del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales; 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2 y 24 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 1 y 3 de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad- resultan aplicables en el ámbito de la universidad, sin que pueda alegarse que ello importa un avasallamiento de su autonomía (dictamen en la causa U. 8, L. XLV). La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad -a la que recientemente se le otorgó jerarquía constitucional a través de la ley 27.044- instaura un modelo social que implica que la discapacidad no sólo se define por la presencia de una deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que también se encuentra determinada por las barreras o limitaciones que socialmente existen para que las personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva. El nuevo modelo social de la discapacidad implica la realización de ajustes razonables y la prestación de apoyos técnicos para que las personas con discapacidad puedan realizar plenamente sus derechos. En particular, es oportuno recordar que, en los términos de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, los "ajustes razonables" son aquellas modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio de todos los derechos fundamentales en igualdad de condiciones con las demás (art. 2). En este marco, el artículo 24 dispone que los Estados deben asegurar un sistema de educación inclusivo en todos los niveles y garantizar que las personas con discapacidad tengan acceso general a la educación superior y a la formación profesional. Estipula también que, para hacer efectivo el derecho a la educación, se deben realizar ajustes razonables en función de las necesidades individuales y prestar medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social de conformidad con el objetivo de la plena inclusión. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad obliga a los Estados a adoptar medidas para emplear maestros con discapacidad (art. 24, inc. 4) a fin de utilizar la diversidad como oportunidad para enseñar y aprender. La universidad se ha negado a realizar ajustes razonables a fin de posibilitar que el actor curse el profesorado en educación física, sin demostrar que ello implique, en los términos de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, una carga desproporcionada o indebida. La demandada se limitó a afirmar genéricamente que el profesorado es una carrera eminentemente práctica y que, por consiguiente, una persona con discapacidad física no podría completarla. Sin embargo, no señaló pruebas incorporadas en este proceso en sustento de su argumento. Para más, según el informe del INADI que se encuentra incorporado a la causa, esa postura está fundada en "la adscripción a un paradigma que, a partir de la adopción con rango supra legal de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad ha devenido obsoleto". La adecuación en los métodos de evaluación en los términos del artículo 24, inciso 5, de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad no constituye un atentado contra el principio de autonomía universitaria consagrado en el artículo 75, inciso 19, de la Constitución Nacional. Por el contrario, se trata de la materialización de un deber proveniente del derecho internacional de los derechos humanos a fin de que el actor, de acuerdo con sus destrezas físicas, pueda cursar una carrera universitaria que le permita integrarse, progresar y desarrollarse en el plano personal y laboral, y obtener un título universitario en condiciones de igualdad.


    Naranjo, Emiliano P. c/ Universidad Nacional de La Matanza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94, 50-NCS001, 01 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Alcance


    Posesión tradicional de la tierra por comunidad indígena. Uso y ocupación. Ley 26.160. Prohibición de desalojo. Art. 75, inciso 17 de la Constitución Nacional y tratados internacionales.


    Las tierras objeto de la medida cautelar de desalojo han sido identificadas como parte del territorio de la comunidad Las Huaytekas, de acuerdo con el relevamiento técnico jurídico catastral llevado a cabo por el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas. De allí surge, prima facie, que el Lof Palma y otros integrantes de la comunidad ejercen la posesión comunitaria tradicional en dichas tierras. En estas condiciones, la ejecución del lanzamiento vulnera la ley 26.160, que prohibió de modo expreso el desalojo de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas. Contrariamente a lo que sostuvo el a quo, la comunidad y el Lof Palma no ocuparon las tierras de modo próximo a la fecha en que se dictó la medida cautelar, sino que ejercían desde antaño la posesión tradicional indígena. En ese sentido, cabe recordar que el uso y la ocupación territorial indígena van más allá del establecimiento de aldeas específicas e incluye tierras que se utilizan para la agricultura, la caza, la pesca, la recolección, el transpone, la cultura y otros fines. Esta posesión comunitaria, tutelada por la Constitución Nacional y los instrumentos internacionales de derechos humanos mencionados, pone en cabeza del Estado un conjunto de obligaciones vinculadas con la protección de la tierra, de los recursos naturales y de ciertos patrones culturales. En ese orden de ideas, cuando -como en el presente caso- existen elementos que revelan con un grado de verosimilitud suficiente que las tierras pueden formar parte de la ocupación tradicional de una comunidad indígena, los jueces deben extremar su cautela al momento de valorar los requisitos de procedencia de la medida precautoria. La ejecución del desalojo cautelar puede afectar el derecho de la comunidad a la posesión y propiedad comunitaria indígena, del que depende su supervivencia como pueblo organizado con una cultura diferente. Ello es justamente lo que pretende evitar la ley 26.160, que fue dictada por el Congreso de la Nación para respetar y garantizar derechos constitucionales de los pueblos indígenas y en consonancia con los compromisos internacionales del Estado. Bajo estas premisas, el desalojo del grupo familiar Palma y de otros integrantes de la comunidad impediría el acceso pleno al territorio indígena y a los recursos naturales, así como la continuidad de las costumbres tradicionales que allí desarrollan.


    Martínez Perez, José L. c/ Palma, Americo y otros


    M 466, XLIX, 24 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Propiedad. Limitaciones


    Suspensión de ejecuciones hipotecarias. Leyes provinciales que prorrogan las suspensiones. Protección de la vivienda única, familiar y de ocupación permanente. Razonabilidad: límite temporal del derecho de propiedad. Situación de crisis social. Constitucionalidad.


    La Corte Suprema ha dicho que el gobierno está facultado para sancionar las leyes que considere convenientes a fin de proteger el interés público en presencia de desastres o graves perturbaciones de carácter económico u otra índole, siempre que sean razonables y no desconozcan las garantías o restricciones que impone la Constitución Nacional, toda vez que acontecimientos extraordinarios justifican remedios extraordinarios. Asimismo, refiriéndose al derecho de propiedad, esa Corte especificó que no se viola el artículo 17 de la Constitución Nacional cuando por razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los particulares de beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos, ni les niega su propiedad, sino que sólo limita temporalmente su percepción o restringe el uso. La Corte manifestó que ante la posibilidad de que un número importante de deudores hipotecarios puedan ver en peligro la subsistencia de las garantías contempladas en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, las medidas legislativas tendientes al afianzamiento de la vivienda familiar obedecen a un propósito de justicia, y la razonabilidad de las mayores restricciones que aquellas imponen al derecho de propiedad del acreedor deben valorarse en función de la entidad de la crisis que busca superarse. En la pieza recursiva la actora no controvierte de manera suficiente la situación de crisis de la Provincia de Buenos Aires ni la finalidad perseguida por los textos legales cuya inconstitucionalidad peticiona. En este contexto, y conforme concluyó la Corte local, la suspensión de las ejecuciones hipotecarias por tiempo determinado no priva a la recurrente de beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos ni le niega su propiedad, pues la interesada podrá continuar el trámite destinado al cobro del crédito a la expiración del aludido plazo de suspensión, en tanto no suprime ni altera en su sustancia o esencia el derecho referido en la sentencia firme, sino que posterga su goce por motivo de la situación de crisis social que afecta a los bonaerenses.


    Fiorenza, Patricia Claudia c/ Meoniz, Juliana Maria del Carmen s/ Ejecución hipotecaria


    F 181, XLIX, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    En Interés Público. Expropiación. Sujetos. Pasivo. Expropiación Inversa


    Expropiación inversa. Demanda de contra una provincia. Sentencia de la suprema corte provincial. Materia de derecho local. Facultad reservada por las provincias. Inexistencia de arbitrariedad. Improcedencia del recurso de queja.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, ya que por su intermedio la recurrente pretende que la Corte Suprema revise una sentencia de la suprema corte provincial acerca de una materia que integra su derecho público local, cual es el contenido y alcance de las normas locales que ordenaron la expropiación del inmueble de su propiedad, decisión que fue adoptada con fundamentos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad invocada. Resulta oportuno traer a colación que la Corte tiene dicho que el proceso expropiatorio es en su integridad un instituto de derecho público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia en ejercicio de sus poderes no delegados en el ámbito de su respectiva competencia territorial. En la misma línea, ha expresado que la facultad expropiatoria es una de las reservadas por las provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia estatal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecidos en los arts. 75, inc. 12, 121 y 122 y concordantes de la Ley Fundamental.


    Biset, Francisco e Hijos S.R.L. c/ Provincia de San Juan s/ Expropiación inversa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 267, 2013, (49-B)/S001, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Enumerados. Políticos. Partidos Políticos. Campaña Electoral


    Aporte de campaña electoral. Deber del Estado Nacional de solventar la impresión de boletas para elecciones primarias. Derecho al sufragio. Sistema de gobierno democrático y representativo. Art. 32 de la Ley 26.571 y Decreto 433/2011. Interpretación de la ley.


    La boleta es el instrumento físico a través del cual los individuos ejercen su derecho al sufragio. A su vez, el financiamiento por parte del Estado de la impresión de una boleta por elector de cada lista de precandidatos que participa y compite en las elecciones primarias es un modo apropiado para garantizar la disponibilidad efectiva de las boletas y, en definitiva, el goce del derecho al sufragio de los votantes. La interpretación del artículo 32 de la ley 26.571 realizada por el a quo es la que garantiza más adecuadamente el derecho al sufragio y a participar en la dirección de los asuntos públicos, y el funcionamiento del sistema de gobierno democrático y representativo, así como atiende a la consecución de los fines de la ley 26.571. Además, esa exégesis no prescinde de las palabras de la ley. De este modo, resulta razonable la interpretación de la norma que indica que el Estado debe solventar los gastos para la impresión de una boleta por elector de cada lista de precandidatos oficializada por cada agrupación política para las elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias. Ello en beneficio directo del electorado y no de los partidos políticos, quienes, como lo ha dicho la Corte Suprema, si bien son instituciones fundamentales del sistema democrático, existen por y para el correcto funcionamiento de ese sistema.


    Alianza UNEN – CF c/ Estado Nacional, Ministerio del Interior s/ Amparo


    A 1011, XLIX, 25 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Sociales y Económicos. Consumidores y Usuarios


    Acción promovida por “Unión de Usuarios y Consumidores” solicitando nulidad del artículo 37 del anexo 1 de la resolución S.C. 490/1997. Reglamento General de Clientes de los Servicios de Comunicaciones Móviles. Posterior modificación del régimen: Resolución 29/2014 y 81/2014. Acceso a la información detallada de consumo en forma gratuita. Pronunciamiento inoficioso: cuestión devenida abstracta.


    La Corte ha señalado que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al tiempo de ser dictadas a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando los hechos sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Con posterioridad a la presentación del recurso extraordinario, la Secretaria de Comunicaciones y la Secretaria de Comercio han dictado la resolución conjunta 29/2014 y 81/2014 (B.O. 11/06/14), en la que disponen, entre otras cuestiones, que las prestadoras del servicio de comunicaciones móviles deben poner a disposición de los consumidores, en forma gratuita y para que pueda ser consultada cuando el usuario lo demande, la información atinente al detalle de las llamadas efectuadas; detalle de mensajes de texto; cantidad de datos consumidos en relación al servicio de internet; consumos realizados en orden a los servicios contratados con la empresa, etc. En virtud de lo manifestado, no se advierte la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de esa Corte Suprema, ya que la asociación actora ciñó el objeto de su demanda a la declaración de nulidad del artículo 37 del anexo 1 de la resolución S.C. 490/1997, en cuanto establecía que los usuarios del servicio de la telefonía móvil debían pagar para obtener la información detallada de su consumo. En tales condiciones, procede declarar inoficioso el pronunciamiento del Tribunal sobre el fondo del asunto, por haber devenido abstracta la pretensión articulada en la demanda.


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Estado Nacional - Secretaria comunicaciones - Resol 490/97 s/ Proceso de conocimiento


    U 58, XLVII, 10 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Cláusulas incluidas en contratos de adhesión: prórroga de competencia. Interpretación favorable al consumidor. Ley 24.240, art. 3. Supuesto carácter engañoso de la publicidad. Ausencia de arbitrariedad.


    En relación con el agravio referido a la prórroga de la competencia, y en orden a la improcedencia de la cláusula compromisoria incluida en los contratos de adhesión, no parece razonable la decisión que rechaza dicha pretensión sin referirse a lo dispuesto por la resolución de la Secretaría de la Competencia, la Desregulación y la Defensa del Consumidor 53/2003, que establece que se tendrán por no convenidas las cláusulas que impongan al consumidor cualquier limitación en el ejercicio de acciones judiciales u otros recursos, o de cualquier manera condicionen el ejercicio de sus derechos. En este sentido, corresponde señalar que la Corte Suprema declaró que las cláusulas de prórroga de la jurisdicción incluidas en un contrato de adhesión deben ser interpretadas en el sentido más favorable a la parte más débil de la relación jurídica, que es el consumidor, de conformidad con el artículo 3 de la ley 24.240. La sentencia no es una decisión razonada del derecho vigente en tanto omitió pronunciarse sobre la aplicación de normas pertinentes y no trató adecuadamente los agravios planteados por la actora.


    Padec Prevención, Asesoramiento y Defensa del Consumidor c/ Cablevisión SA s/ Incumplimiento de contrato


    P 443, XLVII, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Multa a empresa de medicina prepaga impuesta por la DNCI: art. 19 de la ley 24.240. Negativa de reembolso de gastos de internación. Apelación de la sanción. Lugar de comisión de los hechos reprochados.


    El art. 45 de la ley 24.240 disponía, en su redacción previa a la reforma introducida por la ley 26.993 pero que resulta aplicable al sub lite en virtud de lo dispuesto por el art. 46 de la ley mencionada en último término, que "(c)ontra los actos administrativos que dispongan sanciones se podrá recurrir por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, o ante las cámaras federales de apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de comisión del hecho". En el caso, debe considerarse a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como lugar de comisión del hecho, pues -de acuerdo con la descripción de los hechos realizada en la presentación que dio inicio a las actuaciones administrativas- fue en las oficinas de la empresa de medicina prepaga ubicadas en esta jurisdicción donde se efectuaron las gestiones para que afrontara los costos de internación del afiliado en la ciudad de Rawson (Provincia del Chubut), y la negativa a hacerlo, comunicada en las mismas oficinas, es lo que constituye la conducta sancionada por la autoridad de aplicación del régimen legal de defensa del consumidor.


    Administrar Salud S.A. c/ DNCI s/ Defensa del consumidor - Ley 24.240 - art. 4.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37120, 2013, CA1-CS1, 24 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo contra empresa prestadora del servicio de internet. Relaciones de consumo. Trámite ante la justicia provincial. Jurisdicción federal: fuero de excepción.


    Resulta determinante el deslinde de competencias que establece el art. 4 de la ley 27.078 (Tecnologías de la Información y las Comunicaciones) en cuanto a que "Las actividades reguladas por la presente estarán sujetas a la jurisdicción federal y cualquier incidencia que de modo directo o indirecto pudiera surgir o derivar de la aplicación de la presente será competencia del fuero Contencioso Administrativo Federal, con excepción de las relaciones de consumo", dejando en claro que cualquier reclamo relacionado con los derechos que sobre ella intente hacer valer el consumidor deberá tramitar ante los jueces ordinarios. Tampoco se advierte que la resolución del pleito requiera interpretar el sentido y alcance de la ley nacional de telecomunicaciones 19.798 -de naturaleza federal-, motivo por el que no corresponde entender en esta causa a la justicia federal.


    Martínez, Gustavo Adrian c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4180, 2015, CS1, 20 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra entidad bancaria. Reclamo de asociación de consumidores: incrementos del cargo de mantenimiento de cajas de ahorro. Carácter protectorio del derecho de defensa del consumidor. Ley 24.240. Supuesto consentimiento tácito de clientes: insuficiencia de información en la relación de consumo. Sentencia arbitraria.


    La sentencia apelada no dio un tratamiento adecuado al reclamo de la asociación de consumidores accionante en relación con la ilegitimidad de los incrementos del cargo de mantenimiento de cajas de ahorro dispuestos por la entidad bancaria demandada. En efecto, si bien la decisión recurrida señaló que el banco demandado podría haber actuado en forma cuestionable al incrementar esos cargos, concluyó erróneamente que los consumidores consintieron dicha conducta ante la falta de reclamos concretos contra esos aumentos. Ese entendimiento desconoce el carácter protectorio del derecho de defensa del consumidor y las particularidades de las relaciones de consumo que confluyen en el caso en examen, específicamente, aquellas vinculadas a la información provista por la entidad financiera. Estas circunstancias se ven agravadas por el hecho de que la propia Cámara señaló que los incrementos de los cargos podrían ser cuestionables. El tribunal expuso que, de los peritajes practicados, surge que la entidad bancaria amplió su spread, de modo tal que los clientes de cajas de ahorro debieron sufragar costos crecientes por el mantenimiento de sus cuentas, mientras que las tasas de interés que se pagaban iban decreciendo. Agregó que de la pericia surge que el banco percibió, durante el año 2005, 46,22 veces más ingresos por servicios de cajas de ahorro que por el pago de intereses correspondientes. Ante estas circunstancias, el a quo consideró posible que las tasas que cobraba el banco consumieran los montos depositados. Sin embargo, en lugar de analizar si estos aumentos fueron realizados de forma abusiva, se limitó a aplicar el régimen del Código Civil respecto del consentimiento tácito de los clientes del banco con relación a esos aumentos. Cabe concluir que la sentencia de la Cámara abordó arbitrariamente el reclamo de la asociación de consumidores dado que no constituye una derivación razonada de las normas que regulan las relaciones de consumo y omite considerar y decidir una cuestión conducente para la solución del caso planteada por la actora en relación con la insuficiencia de la información provista por la entidad bancaria.


    Padec c/ Bankboston NA


    P 717, XLVI, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Distribución de competencia. Intereses colectivos: requisitos.


    Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En relación a los requisitos necesarios para considerar que se trata de intereses colectivos, por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en los autos C. 434, L. XLVII, "Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ Ordinario". Se declara parcialmente admisible la queja, rechazar el recurso extraordinario y confirma la sentencia apelada.


    Proconsumer - Asoc. Pr. de los Cos. de Merc. Como del Sur c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Ordinario


    P 967, XLIX, 24 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Medio Ambiente


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios por contaminación ambiental. Alegada interjurisdiccionalidad del daño. Poder de policía ambiental: competencia provincial. Improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones.


    En el sub lite no procede la competencia originaria del Tribunal, pues la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar la actora contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional –juntamente con la empresa propietaria del predio- resulta inadmisible a la luz de lo resuelto en el precedente "Mendoza". Ello es así, en la medida en que ninguno de ellos es aforado de manera autónoma a esta instancia, ni existen motivos suficientes para concluir en que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario en los términos del art 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. La intervención en el pleito del Estado Nacional sólo tiene carácter nominal y no sustancial, desde que la actora no individualiza conducta alguna de las autoridades nacionales relacionada con los hechos que dan lugar a su reclamo. Se incumple así con un recaudo esencial para la procedencia de la competencia originaria ratione personae. La cuestión debatida en el sub examine, por el contrario, se vincularía eventualmente con el ejercicio del poder de policía ambiental, asunto sustancialmente regido por el derecho público local y de competencia de las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41 (párrafo 3°) y 121 y ss. de la Constitución Nacional.


    Mennitto, Wendy c/ Agro Industria s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 33511, 2013, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda del Estado Nacional contra una provincia. Pretensión de inconstitucionalidad de nomas provinciales. Áreas naturales protegidas: Parque Provincial Aconcagua. Predio de uso del Ejército incluido dentro de los límites del parque. Facultades constitucionales de la provincia. Inexistencia de lesión constitucional. Remisión a lo dictaminado en la causa E. 85, L. XLII.


    El hecho de que entre los límites de un predio declarado como área natural protegida se encuentre uno cuya titularidad de dominio pertenece al Estado Nacional en nada afecta la facultad de la provincia en su declaración protectora, en tanto esa conducta del estado local no menoscaba el dominio del inmueble ni prohíbe, en principio, su uso. La provincia cuenta con facultades constitucionales para la declaración de áreas naturales protegidas desde el momento en que es dueña originaria de sus recursos naturales, por lo cual le corresponde ejercer su jurisdicción sobre ellos (art. 124 CN), al solo haberse delegado en la Nación (al Congreso) la fijación de los presupuestos mínimos de protección ambiental. Con base en lo expuesto, la actividad normativa de la demandada -en su afán-deber de proteger el ambiente- no ha interferido con el fin de utilidad nacional que el Ejército Mayor Argentino otorga al predio en cuestión, ni se ha invadido la órbita reservada al gobierno nacional. Cabe concluir que no surge de las leyes locales la existencia de una violación o incompatibilidad alguna que permita su declaración de inconstitucionalidad como pretende el Estado Nacional, ni tampoco resulta de autos la manifiesta afectación o la interferencia concreta en el cumplimiento de los fines de utilidad pública que la aplicación de las normas provinciales haya producido, al menos con el grado de concreción suficiente como para fundar una lesión constitucional como la pretendida.


    Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 60, 2010, (46-E)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Ley 24.051 y ley 25.612: ámbito de aplicación. Inexistencia de colisión normativa. Registro Nacional de Generadores y Productores de Residuos Peligrosos. Interpretación de normas federales.


    A fin de resolver la presente controversia, resulta insustancial abordar lo referente a la eventual colisión normativa entre las leyes 24.051 y 25.612, pues el art. 60 de la norma citada en segundo término indica que "hasta tanto se sancione una ley de presupuestos mínimos sobre gestión de residuos patológicos, se mantendrá vigente lo dispuesto en la ley 24.051 y sus anexos, respecto de la materia. Asimismo, hasta que la reglamentación establezca la creación de los diferentes registros determinados por la presente, se mantendrán vigentes los anexos y registros contenidos en dicha ley". Sobre la base de lo expuesto, resulta evidente que el Registro Nacional de Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos, en el que fue inscripta de oficio la actora, mantiene plena vigencia pues, independientemente de que exista o no un conflicto normativo entre las leyes 24.051 y 25.612, lo cierto es que, de acuerdo al texto transcripto, hasta tanto se erijan en el ámbito de cada provincia los registros contemplados en la norma citada en último término, aquél se mantiene en funcionamiento, máxime cuando no ha sido alegada ni probada por las partes la creación de los nuevos registros. Finalmente, el agravio vinculado a la contradicción de la sentencia apelada con el precedente de Fallos: 331:1312 no puede prosperar. En efecto, dicho pronunciamiento carece de relevancia para resolver las cuestiones planteadas en el sub lite, •pues en aquél la Corte sólo se pronunció acerca de su competencia originaria para entender en el caso sin efectuar ninguna consideración o interpretación de las leyes 24.051 y 25.612 involucradas en la presente causa.


    Opessa c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social - Res. 1033/01 - Sec. Des. Soc. R 261/00 s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 159, 2013, (49- O)/CS1, 19 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Enumerados. Sociales y Económicos. Seguridad Social. Previsión Social


    Acción de amparo: procedencia. Retiro por invalidez percibido mediante renta vitalicia previsional. Garantía de haber mínimo: artículo 125 de la ley 24.241. Finalidad tuitiva de la legislación previsional. Carácter alimentario del beneficio. Principio de favorabilidad. Beneficios de la seguridad social, protección constitucional.


    La renta vitalicia previsional reviste una finalidad específica que es compatible con la tutela que la Constitución Nacional otorga a los beneficios de la seguridad social. De esa forma, y no obstante las particularidades de la prestación, que es contratada por el afiliado con una compañía de seguros de retiro (art. 101, ley 24.241), deberá analizarse la pretensión del amparista teniendo en cuenta el propósito que persigue el sistema previsional. Para ello, el rigor de los razonamientos lógicos habrá de ceder ante la necesidad de que no se desnaturalicen los fines que inspiran el régimen, que no son otros que la cobertura de riesgos de subsistencia y la protección integral de la familia. A ello se suma que el tenor alimentario de los derechos en juego impone resolver estas cuestiones con extrema cautela. El ingreso del actor, de naturaleza previsional, resulta inferior al mínimo legal –que fue establecido en ese monto por juzgarse suficiente para cubrir necesidades primarias de los beneficiarios- la exclusión de la garantía prevista por el artículo 125 referido, sin que el ordenamiento previsional obligue a las compañías de seguros a cubrir dicho mínimo vital, restringe de manera irrazonable derechos consagrados en la Constitución Nacional y que el Estado debe garantizar de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 14 bis de la Carta Magna, por resultar una protección operativa a las jubilaciones y pensiones. En concordancia con ello, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado que las medidas que se utilicen para proporcionar las prestaciones de la seguridad social no pueden definirse de manera restrictiva y, en todo, caso deben garantizar a toda personal un disfrute mínimo de este derecho humano. El tenor alimentario de todo beneficio previsional y su reconocida naturaleza de subsistencia, obligan a sostener el principio de favorabilidad, a la par de preterir toda fundamentación restrictiva; en un contexto en el que las razones que conducen al Estado a garantizar el ingreso mínimo jubilatorio encuentran sustento en el imperativo de cubrir las necesidades elementales de manutención, las que no difieren esencialmente entre los beneficiarios.


    Etchart, Fernando c/ Anses


    E 261, XLVIII, 13 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Amparo. Procedencia. Requisitos. Jubilaciones y pensiones. Ley 26.425. Reclamo de haber mínimo. Artículo 125 de la ley 24.241. Pensión derivada del deceso del cónyuge, ocurrido en actividad. Renta vitalicia previsional. Finalidad tuitiva de la legislación previsional. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso.


    Resulta procedente la vía de amparo, en cuanto se halla en discusión el alcance de normas federales, sin que la interesada haya deducido queja con respecto a los fundamentos fácticos y procesales de la sentencia, por lo que la jurisdicción del Alto Tribunal queda limitada a la materia federal debatida. El planteo remite al estudio de aspectos de orden fáctico y procesal y, constituye doctrina del Alto Tribunal que, si bien el amparo no está destinado a reemplazar los procesos ordinarios, su exclusión, por la existencia de otros recursos administrativos o judiciales no puede apoyarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que el instituto tiene por fin la efectiva tutela de los derechos, más que una ordenación o resguardo de competencias. Se suma a ello, el perjuicio que supondría para la actora, que reclama el haber mínimo, el reinicio de la causa, frente a un juicio que insume ya casi cinco años. En cuanto al vencimiento del plazo para deducir el amparo, la doctrina del Tribunal establece que el requisito exigido por el artículo 2, inciso e), de la ley 16.986 no puede constituir un obstáculo insalvable cuando el actor no enjuicia un acto único de la autoridad sino una infracción continuada, extremo al que se suma la índole de los derechos que se dicen comprometidos. En lo que involucra al cauce procesal, no se advierte impedimento para que, en el ámbito de esta acción de amparo, se realice un estudio cabal de la preceptiva que rige esta cuestión, principalmente, cuando se está frente a un planteo de índole previsional y cuando éste no dio lugar a la apertura de la causa a prueba, circunstancia que impone al recurrente que justifique con rigor su postura. En relación a los agravios relacionados con la improcedencia de la integración y pago por la ANSeS de la diferencia entre lo que percibe la actora por la renta vitalicia y el haber mínimo garantizado para los afiliados al régimen público, no se encuentra controvertido que la accionante recibe la pensión derivada del fallecimiento de su esposo -que se encontraba en actividad- en el marco de régimen de capitalización, bajo la modalidad de renta vitalicia previsional. La aplicabilidad del artículo 125 de la ley 24.241, garantiza a los beneficiarios del régimen previsional público y a los beneficiarios del régimen de capitalización que reciban componente público, el haber mínimo del artículo 17 de la ley, con sustento en que el Estado participa en el financiamiento del ingreso de la interesada y en que la aplicación de la regla resulta procedente en virtud del contenido elemental y alimentario de la prestación. En cuanto el cumplimiento del requisito de fundamentación autónoma previsto por el artículo 15 de la ley 48, se remite, por cuestiones análogas, a lo dictaminado en autos CSJ 261/2012 (48-E) "Etchart, Fernando Martín c/ ANSeS s/ Amparos y sumarísimos". Se adujo en ese dictamen que la exclusión de los beneficiarios cuyos haberes no contengan un componente público de la garantía prevista por el artículo 125 de la ley 24.241, sin que el orden jurídico obligue a las compañías de seguros a cubrir ese mínimo vital, restringe de modo irrazonable derechos que el Estado debe salvaguardar de acuerdo a lo previsto por el artículo 14 bis de la Carta Magna, por resultar una protección operativa a las jubilaciones y pensiones. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha señalado que las medidas a las que se acuda para proveer las prestaciones de la seguridad social no pueden definirse de manera restrictiva y que, en todo caso, deben garantizar a toda persona un disfrute mínimo de este derecho humano. En similar orden, tras resaltar el tenor alimentario de estos beneficios y su reconocida naturaleza de subsistencia, se puso énfasis en que las razones que conducen al Estado a garantizar el ingreso mínimo previsional encuentran sustento en el imperativo de cubrir necesidades elementales de manutención, las que no difieren esencialmente entre los beneficiarios. Se desestiman los agravios vinculados con la imposición de costas, pues el artículo 21 de la ley 24.463, argüido por la ANSeS, no resulta aplicable a los procesos regidos por el artículo 14 de la ley 16.986, que prescribe que aquéllas se aplicarán al vencido. Corresponde declarar formalmente admisible el recurso con el alcance indicado y confirmar la decisión apelada con arreglo a lo expuesto.


    Martínez, Mónica Graciela c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    M 257, L, 05 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Pensiones


    Reclamo de pensionada de Gendarmería Nacional. Incorporación al haber mensual de incrementos otorgados para el personal en actividad, con carácter remunerativo y bonificable. Remisión a lo resuelto en la causa I. 120, XLVIII, y en Fallos 334:275 (“Salas”), 335:460 (“Zanotti”).


    Agout, Nélida Carmen Laval c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 468, 2014, (50-A)/CS1, 25 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    No Enumerados. Catálogo.  Salud


    Cobertura asistencial, terapéutica y educativa del niño con discapacidad por parte de la empresa de medicina prepaga. Prestación por acompañante terapéutico. Leyes 23.661 y 24.754. Cobertura integral: ley 24.901. Derecho a la educación. Principios rectores de los estatutos de la salud, la discapacidad y la niñez. Tutela especial. Costas a la vencida.


    La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad -dotada de jerarquía constitucional por la ley 27.044-, establece la obligación de garantizar la rehabilitación y la educación y de promover la inserción de las personas con discapacidad. Al hacerlo efectivo, los Estados deben realizar ajustes razonables en función de las necesidades individuales y facilitar medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el objetivo de plena inclusión. A su vez, tanto la Ley Fundamental como los tratados de derechos humanos consagran el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental (arts. 42 de la Constitución Nacional, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño). En esta particular área de los derechos humanos, los imperativos de integralidad, efectividad, accesibilidad en la restitución de derechos, promoción, atención privilegiada, disfrute de una vida plena y decente, máxima inclusión social de los menores con discapacidad y la consideración primordial dé su interés, tienen jerarquía superior, imponiendo una dirección a la tarea hermenéutica. Es a la luz de estas premisas que debe interpretarse el sentido y el alcance de la ley 24.901, en cuanto establece una cobertura "integral" a las necesidades y requerimientos de las personas con discapacidad (art. 1°), que incluye prestaciones de índole preventiva (art. 14), de rehabilitación (art. 15), terapéutico-educativas (arts. 16 y 17), y asistenciales (art. 18). Por otro lado, si bien la actividad que asumen las entidades de medicina prepaga puede representar determinados rasgos mercantiles, en tanto ellas tienden a tutelar las garantías constitucionales a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, adquieren un compromiso social con los usuarios. Por imperio de las leyes 23.661 y 24.754, la observancia del régimen de protección plena propio de la discapacidad, atañe -sin distinción- a las entidades de la medicina privada, máxime, a la luz de la posterior ley 26.682, que determinó que ellas deben cubrir -como mínimo- el Sistema de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad de la ley 24.901 y sus modificatorias. En el marco descripto, no resulta acorde con la exégesis expuesta una interpretación como la de la alzada, que restringe el tipo de cobertura que se le debe brindar al menor que -cabe enfatizarlo- es una persona en situación de doble vulnerabilidad por su condición de niño y de persona con discapacidad, y, por lo tanto, acreedor de una tutela especial. La motivación de la sala incurre en un exceso de rigor formal e ignora que las personas con discapacidad, además de la especial atención que merecen de quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren la de los jueces y de la sociedad toda, y que la valoración primordial de su conveniencia es lo que viene a orientar y a condicionar la decisión judicial en estos casos.


    G., I. C. c/ Swiss Medical S.A. s/ Amparo Ley 16.986


    G 701, XLIX, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Reproducción medicamente asistida. Fertilización: cobertura integral. Ley 26.862. Técnica DGP. Derechos constitucionales a la salud sexual y reproductiva, a la vida familiar y a beneficiarse del progreso científico y de sus aplicaciones. Obligación de la obra social de cubrir la prestación.


    La sentencia aquí recurrida interpretó en forma errónea la ley 26.862 en cuanto concluyó que la técnica DGP no está incluida en la citada ley. Esa interpretación, además, implica quitarle a la pareja actora la oportunidad de tener hijos biológicos, así como negarle su derecho a la salud sexual y reproductiva, a formar una familia y a gozar de los beneficios de los adelantos científicos. En primer término, la ley establece en su artículo 1 que su objeto es garantizar el acceso integral a las técnicas de reproducción asistida (art. 1, ley cit.; art. 1, decreto 956/2013 y sus considerandos). A su vez, el artículo 8 contiene una enumeración de carácter enunciativo de las prácticas cubiertas. En particular, determina que la cobertura alcanzará a "los procedimientos y las técnicas, que la Organización Mundial de la Salud define como de reproducción medicamente asistida". El "Glosario de terminología en técnicas de reproducción asistida" elaborado por dicho organismo define al DGP como el "análisis de cuerpos polares, blastómeros o trofoectodermo de ovocitos, zigotos o embriones para la detección de alteraciones específicas, genéticas, estructurales, y/o cromosómicas". De los antecedentes parlamentarios de la ley en cuestión, surge que los legisladores expresamente consideraron dicho glosario y entendieron que las técnicas allí previstas están incluidas en la protección integral consagrada en los artículos 1 y 8 de la ley 26.862. En segundo término, el espíritu de la ley 26.682 es respetar y proteger los derechos constitucionales a la salud sexual y reproductiva, a la vida familiar y a beneficiarse del progreso científico y de sus aplicaciones. En las circunstancias concretas de este caso, la cobertura solicitada tiende a garantizar el goce de esos derechos. Para más, cabe destacar que el método ICSI se encuentra expresamente mencionado en el artículo 8 de la ley vigente -que no fue controvertido en el sub lite-. Éste puede implicar, tal como señaló el voto en disidencia de la sentencia apelada, la preparación de embriones que eventualmente no serán implantados. Por consiguiente, ésa no es una razón suficiente para otorgar un trato diferente al DGP. En conclusión, en atención a la letra y el espíritu de la ley 26.682, a los derechos constitucionales involucrados y en las circunstancias particulares de esta causa, la Obra Social de Empleados Públicos de la Provincia de Mendoza se encuentra obligada a cubrir de modo integral la prestación solicitada por los actores.


    L., E. H. y otros c/ Obra Social de Empleados Públicos s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3732, 2014, RH1, 04 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías. Garantías


    Amparo


    Acceso a la información pública: Decreto 1172/03. Privacidad de datos personales: Ley 25.623. Habeas Data. Legitimación para el acceso a los datos. Contenido de la información. Derecho a la intimidad y al honor.


    En primer lugar, en cuanto al planteo relativo a la inadmisibilidad del amparo iniciado por el actor, el hecho de que el decreto 1172/03 (anexo VII) prevea solamente el amparo por mora como vía para obtener información denegada o retaceada por el Estado no puede excluir, para lograr el acceso a la información pública, la utilización de otras vías procesales como el amparo regulado en el art. 43 de la Constitución Nacional y en la ley 16.986. Ello, dado que el objeto de la pretensión aquí planteada consiste en determinar la extensión del deber de informar del Estado Nacional respecto de ciertas solicitudes de antecedentes y registros de su personal, según las pautas previstas en las normas federales en juego. Así las cosas, y toda vez que lo que procura el actor en su demanda no es obtener un pronunciamiento de la AFIP (quien, de hecho, ya se expidió), la admisión de la vía sugerida por la demandada (amparo por mora) resulta inadmisible, pues no se encuentran reunidos en el caso los presupuestos establecidos en el art. 14 del anexo VII del decreto 1172/03 para su procedencia. Se advierte asimismo que la vía propuesta por la demandada resulta contradictoria con su propia tesitura, ya que ella misma reconoce -en su recurso- haber brindado respuesta al pedido de información del solicitante. En cuanto a la falta de legitimación del amparista, planteada por el Estado Nacional, debe tenerse en cuenta que ella, se encuentra directamente vinculada con la procedencia de su pretensión de fondo (con el alcance estipulado en la condena de la cámara), razón por la cual se torna necesaria la evaluación de la tensión entre los derechos resguardados y las finalidades perseguidas por una y otra norma (acceso a la información, decreto 1172/03, anexo VII, y privacidad de datos personales, ley 25.326), examen que debe realizarse caso por caso. El decreto citado, en el anexo en cuestión, dispone en los arts. 3° y 6° que toda persona física o jurídica, pública o privada, tiene derecho a solicitar, acceder y recibir información (pública), para lo cual no es necesario acreditar derecho subjetivo ni interés legítimo. En este sentido, la Corte ha dicho que en materia de acceso a la información pública existe un importante consenso normativo y jurisprudencial en cuanto a que la legitimación para presentar solicitudes de acceso debe ser entendida en un sentido amplio, sin que resulte necesario exigir un interés calificado del requirente. Por su parte, la ley 25.326 requiere, para la provisión a terceros de los datos que resguarda con la finalidad aludida, la acreditación de interés legítimo (art. 11). A su vez, el decreto 1172/03 (anexo VII) estipula que cuando la información contenga datos personales, ellos deben ser protegidos (art. 12). En el sub examine, si bien algunos de los datos que se ha ordenado proporcionar al actor revestirían la naturaleza de datos personales, ello no obsta a que ellos constituyan, a la vez, información pública a los fines de la aplicación del decreto 1172/03, anexo VII. En efecto, los datos incluidos en los puntos 2° a 7° del requerimiento del amparista consisten en información pública elaborada o proporcionada por el Estado en ejercicio de su función administrativa, tanto los atinentes al Sr. Mechetti como a la actuación de otros funcionarios, en su carácter de órganos del Estado. Debe destacarse, que en los términos de la ley 25.326 no se requiere, como principio, consentimiento del titular de ese tipo de datos para que la autoridad pública los proporcione (conf. art. 5°, inc. 2°, b de la ley citada), habida cuenta de que con la provisión de los datos ordenada por la cámara no se afectan los derechos resguardados por la ley 25.326, vg. los que protegen la intimidad y el honor de las personas. En lo que respecta al "estado en que se encuentra en la actualidad el sumario administrativo iniciado contra Carlos Mechetti en 2010 por presunto contrabando", no se encuentra excluida de la aplicación del decreto 1172/03 (anexo VII), pues no revela estrategias que puedan afectar actuaciones administrativas y judiciales, ni priva a persona alguna del pleno ejercicio de la garantía del debido proceso, razón por la cual no resulta aplicable el art. 16, inc. f), del decreto 1172/03 (anexo VII). Por otro lado, tampoco resulta admisible el argumento vinculado al secreto de sumario invocado por la demandada, sin necesidad de considerar el alcance del instituto del secreto sumarial (cfr. Decretos 467/99, 1172/03, disposición AFIP 185/10, entre otras), toda vez que resulta evidente que la divulgación del mero estado procedimental en el cual el sumario se encuentra resulta ajeno al ámbito de la reserva en cuanto esta última tiende a resguardar intereses privados, como el principio de inocencia, y públicos, como el de la eficiencia de la investigación respectiva.


    Garrido, Carlos Manuel c/ Estado Nacional - AFIP s/ Amparo ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 591, 2014, (50-G)CS1, 19 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda por cobertura del tratamiento con internación permanente. Discapacidad por enfermedad de Alzheimer. Remisión a Fallos: 330:810 y autos Comp. 743; L. XLV, "Luraschi"; Comp. 590, L. XLVIII, "G., G."; Comp. 352; L. XLIX "Leguiza"; y Comp. FLP 17807/2014/1/CS1, “G., A.A.". Competencia de la justicia federal.


    Asiste razón al juez federal, puesto que -de prosperar la demanda- la obligación de cobertura o de reintegro habrá de cumplirse por los carriles administrativos de la propia Caja de Escribanos, con domicilio en la ciudad de La Plata, cualquiera sea el lugar en el que se estuviere llevando a cabo el tratamiento de la beneficiaria. Ese fue, por otra parte, el ámbito territorial al que acudió la peticionaria en su presentación originaria. Por ello, la acción de amparo deberá radicarse ante la justicia federal de primera instancia de La Plata.


    B., J. A. E. c/ Caja de Seguridad Social para Escribanos de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68515, 2014, CS1, 09 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Control de Constitucionalidad


    Amparo. Beneficio de jubilación anticipada como renta vitalicia. Planteo de inconstitucionalidad de la ley 26.425. Eliminación del régimen de capitalización. Improcedencia de restablecimiento de un régimen derogado.


    No le asiste razón al recurrente. Ello es así, en primer término, porque no existen derechos adquiridos al mantenimiento de las leyes o reglamentaciones, y porque no es pertinente la impugnación constitucional cuando el fin que se persigue es el restablecimiento de un régimen derogado, lo que es de incumbencia del legislador. Asimismo, cabe descalificar la tacha de inconstitucionalidad articulada, toda vez que con la entrada en vigencia de la ley 26.425 -y concordantes-, el amparista continúa percibiendo el beneficio obtenido en forma anticipada, de acuerdo a la póliza de renta vitalicia oportunamente pactada, sin trastocar su naturaleza jurídica y con una rentabilidad asegurada por ley (esp. Art. 5°). Se mantiene el derecho a obtener la jubilación ordinaria al momento de cumplir los requisitos para ello; esto es, sesenta y cinco años de edad y treinta años de servicios con aportes computables en uno o más regímenes comprendidos en el sistema de reciprocidad (arts. 19 y 110, in fine, ley 24.241). El cambio operado en cuanto al destino de los aportes, así como en el modo de actualización de la prima, no se evidencia que altere sus derechos adquiridos, por cuanto conserva el mismo status que ostentaba antes de la mutación del sistema y mantiene la prestación jubilatoria de la que venía disfrutando desde octubre de 2006. En ese aspecto, tiene dicho el Alto Tribunal que la alegada afectación del derecho legal de propiedad no autoriza a reconocer un derecho adquirido al mantenimiento de las leyes o reglamentos o a su simple inalterabilidad. Así, en materia de beneficios previsionales, el derecho adquirido lo es a que se respete la situación del jubilado o retirado, y no a que el haber siga siendo establecido por las mismas reglas vigentes al tiempo de concederse el beneficio.


    García, Guillermo Nelson c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparos y sumarísimos


     G 209, XLIX, 25 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Requisitos


    Acción de amparo contra el Estado Nacional y CAMMESA. Tarifas de la energía eléctrica: subsidios. Supuesta inconstitucionalidad e inoponibilidad de directivas impartidas por la Secretaría de Energía de la Nación. Competencia para su dictado. Amparo: requisitos para su procedencia. Inexistencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta. Desestimación in limine.


    La acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere una mayor amplitud de debate y prueba. La actora no logró acreditar la configuración de estos requisitos, toda vez que, la cámara resolvió la invalidez de la notas de la Secretaria de Energía de la Nación aduciendo la incompetencia del órgano administrativo para adoptar la decisión cuestionada, pues no correspondía que dicha Secretaria se inmiscuyera en las tarifas establecidas por EPEC y aprobadas por el órgano de control local. Sin embargo, el examen que se realiza en este tipo de procesos no permite asegurar que las notas cuestionadas sean manifiestamente arbitrarias. Ello toda vez que el marco regulatorio eléctrico autoriza expresamente a la Secretaría de Energía a fijar las tarifas que todas las distribuidoras -entre ellas EPEC- deben abonar por la compra de energía eléctrica en el MEM (art. 37 de la ley 15.336 y 36 de la ley 24.065), cuyo costo se traslada a la tarifa de los usuarios finales. En el caso, la actora no cuestionó la motivación de la resolución 1301/11 -citada en las notas impugnadas- ni sus predecesoras que otorgaron los subsidios y que fueron dictadas por la Secretaría de Energía de la Nación, es decir, por la misma autoridad administrativa que emitió las notas declaradas inválidas en el sub discussio sobre la base de aducir que dicho órgano carecía de competencia para dictarlas. Esta circunstancia, es decisiva para concluir que la actora no ha demostrado que se encuentren cumplidos, en el caso, los requisitos para la procedencia del amparo, extremo que la Corte ha calificado de imprescindibles. Ello es así, en primer lugar, porque quien se dice afectada no ha logrado demostrar, como hubiere sido menester, su pretendido derecho a continuar percibiendo el beneficio como tampoco el daño que le ocasiona su disminución o supresión, en segundo lugar, es dable considerar que las resoluciones que dispusieron los subsidios por la compra de energía en el MEM -cuya vigencia se restablece por la declaración de ilegitimidad de las notas aquí cuestionadas- también serían susceptibles prima facie de ser tachadas de ilegítimas, por adolecer de idéntico vicio que sus sucesoras -incompetencia de la Secretaría de Energía para dictarlas-, de tal forma que no se advierte motivo para hacer prevalecer una sobre la otra a través de esta excepcional vía. Tal como lo ha declarado el Tribunal, la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta requiere que la lesión de los derechos o garantías reconocidos resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma clara e inequívoca, sin necesidad de un largo y profundo estudio de los hechos, ni de un amplio debate y prueba.


    Empresa Provincial de Energía c/ Compañia Administradora del Mercado Eléctrico - Estado Nacional s/ Amparo


    E 107, L, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Debido Proceso


    Indemnización por fallecimiento del trabajador. Fondos de cuentas de capitalización individual. Ley 26.425. Falta de notificaciones a ANSES. Derecho de defensa. Debido proceso. Remisión a lo resuelto por Corte en autos G, 331 XLVI; "Galeano González, Pedro N. c/ Futura AFJP s/ acción de amparo".


    Constituye un vicio substancial haber omitido las notificaciones, afectando el derecho de defensa en juicio de la ANSES. Tal circunstancia se encarece tan pronto se advierte que la propia cámara entendió necesaria su notificación al momento de practicarse la liquidación en la etapa de ejecución de sentencia. Por ello, corresponde sanear los vicios suscitados en orden a la falta de notificación de la convocada ANSES, lo que permitirá asegurar los principios de bilateralidad y defensa judicial, garantías por las cuales debe velar este Ministerio Público. Como lo destacó la Corte, las normas de procedimiento y sus reglamentarias no se limitan a una mera técnica de organización de los procesos, sino que tienen por fin regular el ejercicio de los derechos y lograr la concreción del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda del derecho de defensa.


    Agüero, Guido Ernesto y otros c / Prorenta AFJP s/ Ordinario


    A 1106, XLVIII, 23 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Requerimiento de Extradición de la República Oriental del Uruguay. Ley 24.767. Incumplimiento de las etapas procesales establecidas legalmente. Potestades de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ,. Devolución de las actuaciones al tribunal que intervino. Nulidad de sentencia.


    La sentencia adolece de un vicio insalvable que acarrea su nulidad. En este sentido, la ley 24.767 consagra requisitos que no se verifican en el presente trámite, el juez de la causa se apartó de la normativa aplicable al caso y dictó la sentencia sin haber realizado la audiencia de debate en el proceso de extradición conforme a las reglas que para el juicio correccional establece el Código Procesal Penal de la Nación (artículo 30 de la ley 24.767). La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el ámbito de su competencia extraordinaria se encuentra habilitada para efectuar el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional no podría ser confirmada. En virtud de ello, con mayor razón aún conserva dicha potestad cuando actúa en el marco de la mayor amplitud de la jurisdicción ordinaria (art. 33 de la ley 24.767), ya que la medida del conocimiento que otorga el recurso de apelación coincide con la que corresponde al órgano que dictó la resolución impugnada. Por ello, las actuaciones deben regresar al tribunal que intervino en el trámite extraditorio a fin de que se celebre el juicio correspondiente, donde las partes podrán ofrecer su parecer respecto de la completitud de la solicitud formal de entrega y ejercer plenamente sus facultades en un contradictorio, donde pugnan, por un lado, el interés del sujeto requerido a que tal solicitud sea rehusada y, por otro, el del Ministerio Público, en función del papel que le asigna el artículo 25 de la ley 24.767.


    F., Héctor Javier s/ Extradición


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 11207, 2014, CS1, 27 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Subasta de inmueble hipotecado. Menoscabo al derecho de defensa y garantía del debido proceso. Vivienda única. Codemandado con padecimiento mental: ausencia del Ministerio Pupilar. Sentencia arbitraria.


    El pronunciamiento del a quo importa un serio menoscabo del derecho de defensa y del debido proceso, puesto que implica avalar que la persona con discapacidad quede sujeta a ciertos actos judiciales sustanciados sin su participación y sin la presencia del Ministerio Pupilar, máxime teniendo en cuenta que desde la etapa inicial de la litis se requirió infructuosamente la convocatoria del Defensor Oficial, motivada en la existencia de una codemandada con padecimiento mental. Tal afección quedó acreditada, con anterioridad a la resolución que se impugna en autos, mediante la sentencia que declaró la incapacidad de la recurrente. El tribunal debió ponderar la posibilidad de que la apelante no estuviese en condiciones de apreciar adecuadamente las consecuencias de cualquier notificación que se le hubiese dirigido previamente, ni de organizar su propia defensa, en el marco de una discapacidad mental y privada de la imprescindible representación tanto legal como promiscua. Tales circunstancias, conjugadas con el valor en juego -la vivienda única- exigían una evaluación particularmente minuciosa del asunto, lo que no aconteció en la especie. En este escenario, la resolución en crisis es arbitraria pues, al rechazar la nulidad en examen a través de un fundamento que se contradice con el criterio aplicado anteriormente en el proceso, generó un tratamiento desigual de las partes. En suma, se exigió el cumplimiento del artículo 135, inciso 13, del Código Procesal respecto del despacho que dispuso el pago en pesos, pero se omitió tal recaudo para la resolución que restableció la obligación en dólares. Sobre esta base, cabe concluir que el pronunciamiento en crisis no constituye un acto jurisdiccional válido, en tanto menoscabó las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso que asisten a la apelante, y que debían observarse con mayor rigurosidad a la luz de la situación de vulnerabilidad por tratarse de una persona con una discapacidad mental.


    Terruli, Jorge c/ González


    T, 334, XLVIII, 10 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Cosa Juzgada


    Delito de revelación de secretos concernientes a la seguridad nacional. Atentado a la AMIA. Supuesta parcialidad: pretensa recusación de Magistrados. Transgresión de los principios de preclusión y cosa juzgada. Plazo razonable. Precedente "Mattei". Derecho de defensa en juicio y el debido proceso.


    La cuestión controvertida en el caso consiste en determinar si la decisión de la cámara de casación que anuló la absolución dictada por el tribunal oral violó los derechos constitucionales de debido proceso y defensa en juicio del imputado (arts. 18 de la Constitución Nacional y 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos). La Corte Suprema ha afirmado en el precedente "Mattei" que los principios que impiden que el juicio se retrotraiga a etapas ya superadas cuando los actos procesales han sido cumplidos observando las formas que la ley establece reconocen su primer fundamento en razones de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, evitando que los procesos se prolonguen indefinidamente. La renovación de ese punto es particularmente grave en este supuesto porque implicó la anulación de la decisión desincriminatoria y el reenvío para la realización de otro juicio; circunstancia que dejaba al imputado, a pesar del avanzado estado del proceso, nuevamente sin una definición sobre su situación frente a la ley. En ese marco, la sentencia cuestionada alejó la posibilidad de satisfacer el derecho constitucional del imputado a obtener un pronunciamiento en un plazo razonable que ponga término del modo más rápido posible a la situación de incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal. La reedición de cuestiones precluidas para anular la absolución del imputado constituye una clara violación del derecho de defensa en juicio y el debido proceso consagrados en el artículo 18 de la Constitución Nacional y en el artículo 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos.


    B., Gustavo Osvaldo s/ Causa n° 14.621


    B 471, XLVIII, 30 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Titularidad de los derechos de autor sobre una historieta. Marcas. Desconocimiento de la existencia de cosa juzgada. Evaluación superficial del requisito de la identidad de objeto.


    La controversia gira en tomo a determinar si la pretensión de los actores tiene conexidad con lo resuelto con carácter de cosa juzgada en una causa anterior. En particular, se encuentran en juego los efectos de lo decidido en ese precedente con relación a la titularidad de los derechos de autor y su incidencia sobre los derechos de propiedad en materia de marcas. En efecto, a pesar de que los derechos intelectuales y marcarios tienen una función diferente y su ámbito de actuación es distinto, en el presente caso, la cuestión acerca de la propiedad de los derechos de autor tiene un papel relevante al momento de determinar el interés legítimo necesario para la obtención del registro de la marca, en los términos del art. 4 de la ley 22.362. La sentencia del a quo no examinó si hubo un pronunciamiento de mérito acerca de la titularidad de los derechos de autor, sino que se limitó a evaluar de modo superficial el requisito de identidad de objeto necesario para la aplicación del principio de cosa juzgada. El a quo debería haber considerado que el contrato de cesión de derechos suscripto entre los herederos y la demandada fue declarado nulo por una sentencia que se encuentra firme. Por el otro, la Cámara debería haber ponderado que en aquella sentencia se desestimó la misma defensa que la demanda esgrime en este juicio, esto es, que los derechos de autor le fueron transmitidos con anterioridad a aquel contrato. En virtud del principio de cosa juzgada, cuya aplicación puede ser declarada de oficio en cualquier estado de la causa, los herederos del señor Oesterheld son los legítimos titulares de los derechos de autor sobre "El Eternauta". Los actores tienen derecho a impedir que tanto el titulo como la imagen del personaje principal de la obra de su creación sean utilizados por un tercero sin su consentimiento para distinguir productos o servicios comerciales. En efecto, en un caso similar al sub lite, la Corte entendió que era procedente la oposición deducida por el titular de los derechos intelectuales de una historieta contra un tercero que había utilizado el nombre e imagen del personaje principal de aquella obra como la expresión de una marca. En este sentido sostuvo que dicha solución "[era] adecuada, en tanto no contraría sino que integra las disposiciones de [la Ley de Marcas] con los otros preceptos del ordenamiento jurídico vigente aplicables, que la sentencia apelada señala, arribando a una solución que asegura la vigencia de principios morales reconocidos por el derecho, cuya vigencia en el ámbito marcario reconoció jurisprudencia de esta Corte, evitando una conclusión notoriamente injusta, que resulta incompatible con la función judicial, y tampoco puede suponerse que sea finalidad de la tarea legislativa". Por lo tanto, la protección del derecho constitucional en materia de marcas indica que la pretensión de la parte actora de reivindicar los derechos en cuestión debe prosperar.


    Sánchez de Oesterheld, Elsa Sara y otros c/ Ediciones Record S.A. s/ Nulidad de marca


    S 142, XLVIII, 16 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Hábeas Corpus


    Remisión a dictamen en la causa CCC 33893/2014/1/1/RH1 "Recurso deducido por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal en los autos C. M., A s/Hábeas Corpus".


    C. M., A. s/ Habeas corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2957, 2015, RH1, 15 de julio de 2015


    Ver Dictamen


    Clases. Correctivo


    Acción colectiva de habeas corpus correctivo. Artículo 43 de la Constitución Nacional. Hacinamiento y agravamiento en las condiciones de detención. Tutela judicial efectiva del colectivo de personas detenidas en la provincia: falta de jurisdicción y competencia del órgano judicial designado. Necesidad de garantizar un órgano acorde a la gravedad de los hechos denunciados.


    Teniendo en cuenta que han transcurrido diez años desde que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dictó sentencia en relación a la misma situación de hacinamiento, y que múltiples factores pueden haber incidido en la configuración de la situación actual descripta, la tutela judicial efectiva del colectivo de personas privadas de libertad en esa provincia configura un objeto novedoso y, por lo tanto, un habeas corpus correctivo colectivo que requiere un curso procesal independiente. Ahora bien, dada la entidad de las violaciones a derechos fundamentales denunciadas, la extensión de los remedios que se pretenden y la gravedad institucional señalada, la Suprema Corte de Justicia no dio adecuada respuesta al planteo esgrimido por los recurrentes según el cual un Juez de garantías no tiene jurisdicción y competencia suficiente para conocer en forma adecuada sobre el agravamiento de las condiciones de detención de todas las personas privadas de libertad en la Provincia de Buenos Aires y proveer las medidas que se consideran necesarias para solucionar ese problema estructural. Si bien la interpretación de las normas locales de procedimiento y de organización de la justicia provincial son ajenas a la instancia extraordinaria, el tribunal omitió considerar objeciones que eran suficientemente serias como para incidir en la solución del caso. En conclusión, sin perjuicio de lo establecido en normas locales de procedimiento, la Suprema Corte de Justicia provincial debe garantizar que la acción colectiva de habeas copus correctivo presentada por los defensores departamentales sea resuelta por un órgano judicial acorde a la gravedad de los hechos denunciados. Al respecto, vale recordar que para que un recurso judicial sea efectivo "se requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios" (Corte Interamericana de Derechos Humanos).


    V., Horacio s/ Habeas corpus colectivo correctivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1469, 2014, RH1, 05 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Acción de hábeas corpus correctivo y colectivo en favor de niños privados de su libertad. Facultades de control sobre las condiciones de detención: incremento real e inmediato del riesgo propio de la situación de vulnerabilidad. Responsabilidad internacional asumida por la República Argentina. Convención sobre los Derechos del Niño y Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes. Precedente "Maldonado". Interés superior del niño.


    El caso traído a estudio exige una especial diligencia por parte de la administración de justicia de velar por la regularidad de estas sentencias, toda vez que el rechazo de la acción pone en juego la responsabilidad internacional asumida por la República Argentina al rubricar la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, entre otros instrumentos mencionados por el recurrente. Es claro entonces que la evaluación del riesgo, como la del agravamiento, debió ponderar tanto la entidad de la causa como sus efectos en un contexto concreto, que no es otro que la asimetría de poder y el control total ejercido sobre los niños en situación de encierro, lo cual hace que la forma en que se los trata deba estar sujeta al escrutinio más estricto y a la adopción de obligaciones positivas por parte del Estado, derivadas de su especial posición de garante. La Procuración Penitenciaria Nacional, como órgano independiente situado en el ámbito del Poder Legislativo, tiene por objeto proteger los derechos humanos de las personas detenidas en sede ejecutiva, previéndose la penalización expresa de cualquier obstaculización de su función (Ley 25.875). La ley 26.827 refrendó luego dicha función de garantía y, en especial, la facultad de la PPN de realizar inspecciones y de acceder a todos los lugares de detención, instalaciones y servicios, para entrevistarse sin previo aviso con las personas privadas de su libertad en establecimientos de los Estados nacional, provincial o municipal, así como en cualquier otra entidad pública, privada o mixta. De este modo, la obstrucción puesta por la autoridad controlada a la actividad de una institución independiente y con facultades legales preexistentes -como la PPN- implica, en el seno de un dispositivo de control cruzado, un incremento real e inmediato del riesgo propio de la situación de vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes sujetos a encierro, que amerita su solución por la vía aquí intentada. La existencia de una controversia administrativa firme no es oponible a los beneficiarios de la acción colectiva, la cual, además, posee una entidad diferente a la debatida en aquella sede. También debe ser relativizado el plazo transcurrido desde la adopción de esa resolución administrativa hasta la interposición del hábeas corpus, ya que éste se interpuso inmediatamente después de otra denegatoria de acceso y bajo el marco de una nueva ley -la 26.827-. Igual suerte debe correr la objeción de que la PPN carece de atribuciones respecto de los niños, niñas y adolescentes privados de libertad, pues, encontrándose aquella facultada legalmente a proteger a todo individuo sometido a esa condición, tal interpretación implica negar a los integrantes del colectivo su condición de persona. Finalmente, la evaluación parcial de los dichos del accionante, sobre la falta de intención de la SENNAF de provocar un agravamiento ilegítimo, debe ser integrada en el conjunto de argumentaciones vertidas por la parte, del cual surge inequívocamente que, más allá de la buena voluntad del responsable primario o de la necesidad de coordinar actividades, la obstrucción del ingreso continuaba siendo un acto errado, contrario a la ley y generador de riesgos que debían ser conjurados.


    C. M., A. s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33893, 2014, 1/1/RH, 15 de julio de 2015


    Ver Dictamen


    Estado de Sitio. Arrestos dispuestos por el PEN


    Demanda contra Estado Nacional. Exilio. Ley 24.043, art. 3: indemnización en casos de expulsión del país de ciudadanos extranjeros. Improcedencia de la indemnización. Precedente “Portugheis EIsa Rosa”.


    El thema decidendi consiste, pues, en determinar si las circunstancias que rodearon el exilio del demandante son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24.043. De manera liminar, cabe poner de resalto que, tampoco en el sub judice, lo resuelto por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos –cuya impugnación directa por vía del art. 3 e de la ley 24.043 dio origen a la intervención de la Cámara- ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido. El tribunal examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa y concluyó, en lo que aquí interesa, que cabía denegar al demandante el beneficio solicitado.


    Peralta Leonor, Francisco Javier c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Indemnizaciones - ley 24.043 - artículo 3


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 15428, 2014, CA1-CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Penales. Reserva


    Remisión a lo dictaminado en F. 289, L., "Funes Vallejos", en el cual se desiste del recurso fiscal interpuesto.


    R., Héctor Miguel s/ Infracción ley 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 774, 2013, 1/RH1, 18 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Tenencia de estupefacientes para consumo personal en una cárcel. Infracción a la ley 23.737, art. 14, segundo párr. Peligro abstracto para la seguridad de la prisión o la resocialización. Esfera de libertad y autodeterminación personal: no se afectan derechos de terceros. Art. 19 de la Constitución Nacional. Doctrina "Arriola".


    La Corte Suprema ha dicho en reiteradas ocasiones que "el ingreso a una prisión no despoja al hombre de la protección de las leyes y, en primer lugar de la Constitución Nacional" y que "los prisioneros son, no obstante ello, 'personas' titulares de todos los derechos constitucionales, salvo las libertades que hayan sido constitucionalmente restringidas por procedimientos que satisfagan todos los requerimientos del debido proceso". De ello se desprende que, en la medida en que no es limitado por la circunstancia del encierro y las exigencias del régimen carcelario, los reclusos conservan un ámbito de privacidad protegido por el artículo 19 de la Constitución Nacional. Bajo esas condiciones, retienen el derecho "a elegir su propio plan de vida y a adecuarse al modelo de virtud personal que, equivocadamente o no, [consideren] válido; en tanto no [interfieran] con el ejercicio de un derecho igual por parte de los demás" (Nino, Carlos S., Es la tenencia de drogas con fines de consumo personal una de “las acciones privadas de los hombres”, L.L. 1979-D, p. 747). No es posible presumir que la tenencia de estupefacientes para consumo personal por parte de un interno siempre afecta los derechos de otras personas. Por el contrario, la doctrina sentada por la Corte Suprema en "Arriola" obliga a determinar esta circunstancia en cada caso particular. Esta exigencia no se satisface con la mera invocación de un peligro abstracto para la seguridad de la prisión o la resocialización de los condenados. El criterio sostenido en este dictamen, vale destacar a fin de evitar cualquier confusión, "en modo alguno implica legalizar la droga" en las cárceles. Esta decisión se circunscribe a los hechos de este caso y no excluye la persecución penal de la tenencia de estupefacientes por parte de personas detenidas cuando su conducta haya dañado o puesto en peligro concreto a terceros. Asimismo, en todos los casos como el presente, los fiscales deben profundizar las investigaciones para esclarecer cómo ha ingresado la droga a los establecimientos e individualizar a los responsables del tráfico de sustancias prohibidas intramuros. Por su parte, el Servicio Penitenciario Federal puede ejercer, dentro del marco legal y constitucional, sus facultades disciplinarias y de control para evitar la tenencia de drogas en las prisiones (conf. art. 85 de la ley 24.660 y art. 18 inc. c del decreto 18/97).


    F. V., Sebastián David s/ Causa n° 338/2013


    F 289, L, 05 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Procesales Penales


    Abuso de menores. Alegada violación al principio de congruencia y afectación del derecho de defensa en juicio. Imputación de un hecho concreto. Identidad entre los hechos de la imputación y la sentencia: variación temporal irrelevante.


    La garantía constitucional de la defensa en juicio exige que el debate se abra con la formulación y comunicación de una acusación, que debe consistir en la imputación de un hecho concreto susceptible de ser verificado o refutado mediante la actividad probatoria de las partes en el proceso. El acto procesal acusatorio debe contener el enunciado de un suceso concreto que sea suficientemente preciso como para asegurar una defensa adecuada. En especial, la acusación debe comprender una caracterización detallada de los rasgos esenciales del hecho y un conjunto de elementos circunstanciales que den a la imputación la requerida verificabilidad y refutabilidad. Por su lado, el principio de la congruencia exige una correlación entre el hecho que fue objeto de acusación y el que fue considerado en la sentencia, en la que el deber de los jueces es precisar las figuras delictivas que juzgan con ajuste a los hechos que constituyen la materia del juicio. De este modo, esta regla asociada al derecho de defensa impone que haya identidad entre los hechos que componen la imputación que debe responder la defensa y la sentencia, pero no demanda una coincidencia total mientras ello no implique una variación relevante, exigencias constitucionales que se hallan cumplidas en el caso. La indeterminación alegada en el recurso bajo estudio se refiere a la localización temporal de los hechos imputados la que, a su vez, se extiende sólo a unos pocos días. En tales condiciones, la imprecisión acusatoria que alega el recurrente es insuficiente para producir una violación al derecho constitucional de defensa en juicio, pues, los dos hechos descriptos en la acusación por los que resultó condenado el imputado incluyeron los rasgos esenciales del tipo penal finalmente atribuido en la sentencia, así como un conjunto de elementos circunstanciales que, en el caso concreto, permitieron la debida verificabilidad y refutabilidad. De este modo, las imprecisiones endilgadas por el recurrente no constituyen más que límites epistémicos razonables del conocimiento del pasado que no afectaron la capacidad defensiva de refutación, ni la posibilidad de reconstrucción histórica del hecho con la certidumbre necesaria para fundar un pronunciamiento penal condenatorio, en particular en lo relativo a que el suceso atribuido efectivamente ocurrió y a cuáles han sido sus rasgos delictivos esenciales. Corresponde rechazar el agravio referido a la violación del principio de congruencia planteado por la defensa en su recurso. En el caso de autos el requerimiento de citación a juicio, los alegatos y la sentencia se pronunciaron siempre en relación con el mismo acontecimiento histórico, y no sobre otro distinto sobre el que no hubiera habido acusación ni amplia posibilidad de defensa. En particular, los sucesivos actos procesales han ido precisando el momento de ocurrencia de esos hechos, sin modificar, en forma sorpresiva, el hecho que fue descripto en la acusación inicial a través de diversas circunstancias de modo, lugar, contexto de interacción y tiempo. No hay una denegación del derecho de defensa en juicio en virtud de una violación al principio de congruencia, sobre todo cuando el recurrente no ha demostrado de qué defensas concretas se vio privado.


    G., J. C. s/ Recurso de Casación


    G 387, L, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Debido Proceso. Derecho de Defensa


    Responsabilidad juvenil. Pronunciamiento extra petita. Prohibición de reformatio in peius. Precedentes de Fallos: 308:490 y 311:2478. Sentencia arbitraria: no puede calificarse como acto judicial válido.


    La prohibición de la reformatio in peius, cuando no media recurso acusatorio, tiene jerarquía constitucional, por lo cual toda sentencia que ignore este principio resulta inválida en tanto importa que ha sido dictada sin jurisdicción, afectando de manera ilegítima la situación obtenida por el imputado merced al pronunciamiento consentido por el ministerio fiscal en la instancia inferior, lo que lesiona la garantía contemplada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. La apelante explicó debidamente que la sentencia dictada como consecuencia del juicio abreviado fue consentida por el ministerio fiscal y recurrida sólo por el defensor del imputado en lo atinente a la decisión del juez de imponer pena en vez de absolver en los términos del artículo 4, in fine, de la ley 22.278, y expuso adecuadamente las razones por las cuales consideraba que el pronunciamiento de la cámara de apelaciones causó un perjuicio actual a la garantía en cuestión, pues al declarar con pretensión de cosa juzgada formal que una eventual nueva condena no podría ser inferior a tres años y cuatro meses de prisión de cumplimiento efectivo, agravó de manera actual, y no tan sólo conjetural, la situación obtenida por el imputado merced al pronunciamiento anterior que había sido consentido por el acusador. En atención al carácter federal del agravio planteado, no cabe duda de que era aplicable al sub lite la doctrina de los precedentes de Fallos: 308:490 y 311:2478, y que la decisión del a quo de rechazar el recurso ante él interpuesto, con el único fundamento de que la resolución impugnada, según la normativa local, no revestía carácter definitivo, sin atender a las consideraciones precedentes, implicó un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido.


    A., C. D. s/ Causa n° 115.904


    A 83, XLIX, 19 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Principio de Congruencia


    Delitos de homicidio agravado, privación ilegítima de la libertad agravada, tormentos agravados y violación de domicilio. Pretensa nulidad de la declaración indagatoria. Falta de procesamiento: supuesta violación del principio de congruencia. Principio de contradicción: efectiva posibilidad de resistir la acusación. Ausencia de arbitrariedad.


    Si bien el recurrente consideró afectado el derecho de defensa en tanto, a su modo de ver, no se intimaron correctamente los hechos en el acto de la indagatoria, el a quo advirtió que, por un lado, no especificó el perjuicio en concreto que esa circunstancia le habría ocasionado y que, por otro lado, una vez superada la primera etapa del proceso y, en consecuencia, producida la prueba solicitada que permitió precisar ulteriormente la hipótesis acusatoria, ningún reparo le mereció la descripción del hecho obrante en los requerimientos de elevación a juicio, por lo que su posibilidad de resistir la imputación durante el debate jamás se discutió en ese sentido. Aun cuando se admitiera que, en la ocasión de la primera indagatoria, no se comprendió correctamente qué hechos se le imputaban, lo cierto es que nada le impidió ejercer con eficiencia sus facultades de declarar y ofrecer prueba con posterioridad al acto cuestionado, ya sea antes de la clausura de la instrucción o durante el juicio, en la medida en que su confusión habría quedado disipada tras su procesamiento, y mucho más luego de la confirmación parcial de este auto por el tribunal de alzada y los requerimientos de elevación a juicio, que cuentan con descripciones fácticas no cuestionadas en lo referido a su determinación, por lo que no se advierte la afectación al derecho constitucional de defensa. Hay incongruencia cuando falta la coherencia entre dos elementos, cosa que en absoluto pasó aquí, por lo que mal se puede sostener la existencia de este vicio. En todo caso, se puede objetar la ausencia de un acto procesal, ya que luego de la falta de mérito no se dictó un nuevo procesamiento sobre esta imputación, pero esta ya es otra cuestión. El procesamiento no es un auto esencial para el aseguramiento de los derechos y las garantías procesales del imputado, y tan es así, que los ordenamientos procesales más modernos (Córdoba, Tucumán, Buenos Aires, Catamarca, Mendoza, Chaco, Chubut) no lo prevén, más allá de que autorizan a los jueces a dictar, a pedido del Ministerio Público, medidas cautelares. Para llegar correctamente a un juicio oral no es necesario que un juez "tamice" la imputación a los efectos de establecer qué hechos son delictivos y puedan prima facie reprochárselos al acusado, ni tampoco es necesario que sea el órgano jurisdiccional quien mediante la emisión de una decisión incriminatoria establezca las bases para un futuro debate oral. Esto no significa dejar sin control la actividad del Ministerio Público Fiscal, pues esa tarea podrá ser cumplida en el marco de la etapa intermedia, momento en que se dará el enfrentamiento dialéctico de las partes. El fiscal acusará, la defensa podrá oponerse a la elevación a juicio de la causa y el juez, en su rol de tercero imparcial, definirá la cuestión. De este modo, el contradictorio se ve resguardado en esta etapa inmediatamente anterior al juicio, lo mismo que la revisión de la actividad del acusador.


    M. A. y otros s/ Homicidio calificado -causa n° 13546-


    M 688, XLIX, 14 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable


    Plazo razonable. Delitos cometidos en ejercicio de la función pública. Total prescindencia de una disposición legal. Suspensión de los plazos de prescripción cuando alguno de los acusados se encuentre desempeñando un cargo público. Falta de fundamentación. Arbitrariedad de sentencia.


    Al haber prescindido, sin dar razón valedera alguna, de una disposición legal expresamente conducente para la solución del caso, la decisión apelada carece de la adecuada fundamentación que se exige a los pronunciamientos judiciales y por ello, de conformidad con la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, ha de ser descalificada. Asimismo, la Corte tiene dicho que el derecho que asiste a todo acusado a ser juzgado en un plazo razonable es independiente de aquél que el legislador ordinario impone teniendo en mira clases de casos -como los términos de prescripción de la acción penal-. El plazo razonable que garantizan la Constitución y el derecho internacional de los derechos humanos ha de ser determinado judicialmente en cada litigio, tomando en consideración los rasgos particulares del caso concreto; y sea cual fuere el lapso que de ese modo se declare, su cumplimiento determinará la extinción de la pretensión punitiva a pesar de que los términos de prescripción dispuestos en la ley ordinaria indiquen lo contrario. Ahora bien, la determinación judicial de que en un caso concreto se ha violado ese derecho fundamental exige una indagación detallada de los pasos de tramitación concretos que explican el retraso del procedimiento a fin de evaluar si el acusado ha sido víctima de "la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio". Como lo ha establecido tanto la jurisprudencia de la Corte en la materia, como la de los tribunales internacionales de Derechos Humanos, esa evaluación obliga a tomar en consideración la naturaleza de los delitos imputados en el proceso, la complejidad de la persecución penal y la prueba, la actividad procesal de la parte interesada y la conducta de las autoridades responsables de la administración de justicia. La percepción general de que el ejercicio de la función pública puede en los hechos inhibir, obstaculizar o pervertir el desarrollo adecuado de la persecución penal es precisamente la que ha motivado al legislador nacional a excluir del régimen de prescripción de la acción a los "delitos cometidos en el ejercicio de la función pública, para todos los que hubiesen participado, mientras cualquiera de ellos se encuentre desempeñando un cargo público". El cumplimiento de esos recaudos resulta tanto más exigible en el caso en que su inobservancia pone en juego la responsabilidad internacional del Estado argentino en virtud de los compromisos asumidos mediante la Convención Interamericana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.


    R., Sergio Omar s/ Causa nº 36.298/2013


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 604, 2014, (50-R)/CS1, 10 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal. Delito de defraudación contra la administración pública. Incorrecta interpretación de las normas federales: Garantía de plazo razonable. Omisión de considerar datos relevantes. Fundamentación insuficiente. Sentencia arbitraria.


    La Corte tiene dicho que en esta materia no existen plazos automáticos ni absolutos, sino que la duración razonable de un proceso depende de diversas circunstancias propias de cada causa y que, por ello, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible. Y, precisamente, no obstante haber cumplido la fiscalía con esta carga, primero ante el tribunal de juicio y luego en la instancia de casación, señalando con detalle las circunstancias del trámite de la causa que obstaban considerar afectada la garantía en análisis, el a quo omitió lisa y llanamente la ponderación de esos extremos mediante el empleo de fórmulas genéricas que en modo alguno satisfacen el requisito de fundamentación. Además, el a quo omitió tratar también los agravios que el fiscal formuló por lo que consideró una incorrecta aplicación de los criterios elaborados para evaluar la razonabilidad de la duración del proceso, e incurrió, en definitiva, al proceder de ese modo, en el mismo vicio que antes había cometido el tribunal de juicio. Resulta manifiesto que los jueces que conformaron el voto mayoritario omitieron considerar las objeciones oportunamente propuestas y conducentes para la resolución de la causa, y fundaron su decisión en afirmaciones dogmáticas y de una generalidad tal que podrían ser aplicadas a cualquier causa por su falta de referencia a las circunstancias del caso. Tal como surge de la jurisprudencia de la Corte, dicha omisión de tratar aspectos conducentes para la solución de la causa priva a la sentencia de sustento como acto judicial válido y determina su descalificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Pero además el vicio apuntado asume aun mayor gravedad cuando, como ocurre en el sub examine, el suceso denunciado involucra la posible comisión de delitos en el ejercicio de la función pública, pues ése es el modo de dar máxima eficacia a las disposiciones contenidas en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción, que integran nuestro orden jurídico. Llegado a este punto sólo me queda señalar que la falta de aptitud de los argumentos ofrecidos para motivar lo resuelto en relación con la duración del proceso tampoco puede ser suplida por las consideraciones que efectuaron acerca de la prescripción de la acción los jueces en sus respectivos votos. Ello resulta así porque es doctrina de la Corte, que las sentencias de tribunales colegiados son inválidas cuando ellas resultan de una mera agregación de opiniones individuales que no exhiben una coincidencia mayoritaria sustancial sobre los fundamentos que dan apoyo a la decisión que el tribunal adopta. Y, como se puede apreciar a partir de la reseña efectuada supra, esto es precisamente lo que sucede con los votos de los magistrados mencionados, a lo que debe añadirse que la línea argumental ensayada por una vocal, con sustento en el fallo "Arana", fue expresamente descalificada como arbitraria por la Corte en la causa D. 749, XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros”. De ello se colige, por lo tanto, que tampoco desde esta perspectiva la sentencia cuenta con fundamentos que la sustenten como acto jurisdiccional válido.


    K., Carlos Ricardo s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5975, 2014, CS1, 23 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Presunta afectación de la garantía a ser juzgado en plazo razonable: incorrecta interpretación del instituto. Prescripción de la acción penal por el paso del tiempo. Interrupción de la prescripción: motivos suficientes para sospechar la intervención en el hecho. Comportamiento dilatorio del imputado.


    En cuanto al fondo del asunto, asiste razón al fiscal recurrente en su reclamo, pues la conclusión a la que arribó el a quo no sólo se apoya en una incorrecta interpretación de las normas del derecho federal referidas al derecho del imputado a ser juzgado en un plazo razonable, sino también en la omisión de considerar datos relevantes de la causa con indudable incidencia para la decisión de la cuestión en debate. Así, el a quo tomó la fecha de comisión del hecho e inicio de la causa como punto de partida para juzgar sobre la razonabilidad de la duración del proceso. Pero la referencia a ese momento era irrelevante, porque las implicancias que puede tener para el imputado el transcurso del tiempo desde la comisión del hecho es materia propia de otro instituto, el de la prescripción de la acción por el paso del tiempo, y no del plazo razonable del proceso, que se ocupa justamente de su duración para la persona que lo sufre como imputado. Por ello, y como lo señala también el voto en disidencia, a los efectos de resolver si se podría considerar agotado el plazo razonable de duración del proceso debía tomarse en cuenta el momento en que el imputado fue afectado formalmente a él, lo cual tuvo lugar, precisamente, con su llamado a prestar declaración indagatoria. Por otra parte, asiste razón al el fiscal, sin perjuicio de lo anterior, que cuando el a quo juzgó con arreglo a esos criterios la cuestión omitió considerar que las demoras en el trámite del expediente desde que fue convocado a prestar declaración fueron ocasionadas por el propio imputado a la vez que especulaba paralelamente con la interposición de un planteo de prescripción que fue lo que dio lugar a la vía recursiva que culminó con el fallo impugnado. Por último, no cabe duda que tampoco proporciona fundamento alguno la descalificación que pretendió sumar uno de los jueces al sugerir que el llamado a prestar declaración indagatoria había sido dispuesto con el único fin de interrumpir la prescripción de la acción penal. Es que, sin perjuicio de que no formó parte del voto mayoritario, el argumento desatiende el hecho incontrastable de que hallándose vigente la acción penal el único requisito que establece la ley para la validez de ese acto -y para que surta, por tanto, también efecto interruptivo de la prescripción- es la existencia de motivos suficientes para sospechar de la intervención del imputado en el suceso investigado. Y no hay ningún antecedente en la sentencia que permita fundadamente aseverar que en autos no se haya dado esa situación, máxime que la mención a que la declaración nunca pudo concretarse es un dato que se relaciona con el comportamiento dilatorio del imputado que el a quo omitió computar.


    R., Sebastián c/s/ Causa n° 15.029


    R 421, L 15 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Juez Imparcial


    Régimen de nombramientos subrogantes. Pretensa recusación por afectación de la garantía de imparcialidad. Inconstitucionalidad de la ley 27.145. Perjuicio de tardía o insuficiente reparación ulterior. Remisión a "Uriarte, Rodolfo Marcelo y otro”, FLP 9116/2015/CA1-CS1.


    Los antecedentes del legajo sobre cuya base se introdujo la cuestión, en tanto muestran que el magistrado recusado se limitó al contacto periodístico del que dan cuenta las copias de los autos principales, de las que sólo surgen referencias al estado de trámite del proceso ante el a quo, carecen de entidad para justificar su apartamiento bajo la invocación de hallarse comprometida su imparcialidad, pues esa alegada animosidad constituye una mera inferencia del accionante; sin que se advierta que la circunstancia de haberse originado aquellas declaraciones del juez en la presentación efectuada en el expediente por una diputada nacional, cuente con la relevancia que se le atribuye. Con relación al segundo agravio, referido a la inconstitucionalidad de la ley 27.145, la presentación de hecho resulta admisible pues este aspecto de la sentencia impugnada es equiparable a definitiva en tanto se cuestiona el citado régimen legal con fundamento en las garantías constitucionales que se invocan y produce así un perjuicio de tardía o insuficiente reparación ulterior al afectar la regularidad del debido proceso. Lo dicho queda acreditado con observar que una cuestión sustancialmente análoga ha sido tratada satisfactoriamente por el Tribunal, donde -en lo que aquí interesa- declaró la inconstitucionalidad del régimen de subrogaciones establecido por la ley 27.145. Si bien al dictaminar en esas actuaciones esta Procuración General no se expidió al respecto por considerar que ese aspecto excedía el objeto de la litis, pues se interpretó que la designación allí objetada había sido en aplicación del régimen anterior al de esa ley, la circunstancia de haber juzgado la Corte que esa norma posterior también integraba el objeto de la demanda, que su decisión debía atender a las circunstancias sobrevinientes y que en virtud de lo expresamente previsto en su artículo 10 era aplicable al caso, condujeron a un pronunciamiento en aquel sentido. Es relevante señalar que ante los amplios efectos asignados a esa declaración de inconstitucionalidad y con fundamento en la existencia de numerosos planteos judiciales similares, la Corte, en su calidad de cabeza del Poder Judicial de la Nación, dispuso, además, "con relación a todas las subrogaciones actualmente vigentes", pautas consistentes con los principios allí enunciados y "hasta tanto el Poder Legislativo sancione un nuevo régimen que se ajuste a las pautas establecidas... ", determinó la manera en que el Consejo de la Magistratura deberá designar a los jueces subrogantes. Así las cosas, aún sin desconocer que se trata de una cuestión sobre la cual la doctrina adoptó posturas encontradas, el alcance general asignado a la inconstitucionalidad declarada en ese pronunciamiento por la máxima instancia judicial argentina ha zanjado toda posible discusión sobre la validez del sistema fijado por la ley 27.145. Sin embargo, no debe pasarse por alto que la permanencia en funciones de los doctores en cuestión encuentra sustento en el propio temperamento de la Corte antes citado, pues no obstante haber declarado la invalidez de "todos los nombramientos de subrogantes, a excepción de los casos en los que se haya designado para subrogar a un juez titular y este último haya sido elegido por sorteo u orden preestablecido en una norma general", resolvió "mantener en el ejercicio de sus cargos por el plazo de tres meses a aquellos subrogantes cuya designación es invalidada en esta sentencia, salvo que con anterioridad cesen las razones que originaron su nombramiento".


    G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


    FGR-Justicia Federal de General Roca 81000599, 2007,14/RH6, 18 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Poderes Constituidos. Órganos Extrapoder


    Ministerio Público


    Pretendida indemnización por daños y perjuicios. Cuestiones ajenas al Ministerio Público Fiscal: exento de dictaminar.


    La función Ministerio Público Fiscal debe ceñirse, sustancialmente, a los aspectos que conciernen a la defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad (art. 120, Constitución Nacional; y arts. 1 y 33, apartado "a", ítem 1, de la Ley Orgánica del Ministerio Público 24.946). El debate suscitado en autos no corresponde a cuestiones acerca de las que esté llamada a pronunciarse, esta Procuración General de la Nación. La actora persigue el cobro de una indemnización por daños y perjuicios. En tales condiciones, la controversia se limita a determinar la responsabilidad de las codemandadas por el accidente ocurrido y, en caso de que corresponda, la suma del monto indemnizatorio. La resolución de esta controversia remite al examen de materias gobernadas por el derecho procesal y común, al tiempo que compromete puntos de hecho y prueba que corresponden a la decisión del Tribunal.


    Bergerot, Ana Maria c/ Salta, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B 793, XL 19 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Ministerio Público Fiscal


    Competencia originaria de la Corte. Demanda entablada por el estado nacional contra una provincia. Pago de servicios de policía adicional prestados por la Prefectura Naval Argentina.


    No se discuten cuestiones federales sobre las cuales el ministerio público deba emitir opinión sino que la solución dependerá exclusivamente del análisis y la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que rodean la cuestión, materia propia de los jueces de la causa.


    Estado Nacional c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 136, 2011, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Cuestiones referidas a la valoración de los hechos de la causa y la interpretación de normas de derecho común: tareas propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al recurso extraordinario. Inexistencia de afectación de intereses generales de la sociedad cuya tutela corresponde al Ministerio Público Fiscal (art. 120, Constitución Nacional; arts. 1,25 y 33, ley 24.946).


    Peluffo, Diego Pedro c/ Colegio Santo Domingo de Guzmán - Obispado de Quilmes y otro s/ Juicio ejecutivo


    P 200, XLVIII, 09 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Oportunidad para tratar excepciones de falta de acción. Inmunidades funcionales: artículos 68 y 120 de la Constitución Nacional. Prerrogativa de los miembros del Ministerio Público. Ejercicio de libertad de expresión de funcionarios públicos.


    Los agravios del recurrente deben prosperar puesto que el alcance de los artículos 68 y 120 de la Constitución Nacional exige que la defensa fundada en las inmunidades funcionales allí previstas sea resuelta como de previo y especial pronunciamiento. El artículo 68 de la Constitución Nacional dispone que ninguno de los miembros del Congreso puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador. A su vez, el artículo 120 establece que los miembros del Ministerio Público gozan de inmunidades funcionales. Esas prerrogativas tienen el objetivo fundamental de garantizar que los legisladores y magistrados del Ministerio Público, respectivamente, ejerzan sus funciones en forma libre e independiente. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha expuesto desde el precedente registrado en Fallos: 1:297 que esta inmunidad debe interpretarse en el sentido más amplio y absoluto; porque si hubiera un medio de violarla impunemente, éste se emplearía con frecuencia por los que intentan coartar la libertad de los legisladores, dejando burlado su privilegio, y frustrada la Constitución en una de sus más sustanciales disposiciones (considerando 1). Asimismo, destacó en otras oportunidades que los constituyentes han previsto que los legisladores y magistrados del Ministerio Público no sean sometidos a procesos judiciales originados en las declaraciones que realizan en relación con el ejercicio de sus cargos. En relación con la inmunidad prevista en el artículo 68 de la Constitución Nacional, la Corte Suprema tiene dicho que la posibilidad de que un miembro del Congreso pueda ser sometido a proceso, a fin de que en él sean indagados o interpretados judicialmente sus opiniones [...] contraría la idea que sobre la división de poderes tuvieron los autores de la Constitución. Respecto de la inmunidad funcional de los magistrados del Ministerio Público, esta Procuración General ha señalado que la posibilidad de que los fiscales sean objeto de proceso por delitos contra el honor como consecuencia de la difusión pública que pudiesen adquirir los actos cumplidos durante su desempeño también podría importar, aun de modo indirecto, un riesgo y una limitación injustificada en el adecuado ejercicio de su rol. El alcance dado por nuestros constituyentes a esas inmunidades funcionales busca evitar el freno inhibitorio que podría resultar de la posibilidad de que fueran sometidos a acusaciones penales o acciones civiles por proferir dichas opiniones (Fallos: 327:138, considerando 13°). Vale también destacar que la Corte Suprema aclaró que este régimen no altera el principio de igualdad de los habitantes, porque de ese modo no se privilegia a una persona sino a la función, con base en razones de orden público relacionadas con la marcha regular de una recta administración de justicia (Fallos: 308:2540, considerando 5°). Por último, la Corte Suprema precisó que esas inmunidades funcionales se mantienen incluso con posterioridad a la finalización del ejercicio del cargo a fin de asegurar el ejercicio de la libertad que expresión que requiere el cumplimiento de sus funciones. La postergación del tratamiento de la excepción en estudio lesiona el ámbito de protección de las inmunidades previstas en los artículos 68 y 120 pues, si es resuelta al momento del dictado de la sentencia definitiva, las expresiones del recurrente ya habrán estado sometidas a un proceso judicial y, por lo tanto, se habrá frustrado la finalidad de las inmunidades funcionales mencionadas. De acuerdo con el alcance otorgado por nuestros constituyentes, esas inmunidades no solo protegen a los legisladores y magistrados del Ministerio Público de una eventual condena civil o penal por las expresiones vertidas en ejercicio de la función, sino también de la posibilidad de estar sometidos a un proceso de esa naturaleza.


    Righi, Esteban Justo c/ Garrido, Carlos Manuel s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 109, 2014, (50-R)/CS1, 11 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado nacional. Facultades y funciones atribuidas al Ministerio Público Fiscal: adecuada prestación del servicio de justicia. Observancia de la legalidad y del debido proceso. Independencia del Ministerio Público. Precedente "Quiroga".


    La decisión apelada adoptó una interpretación errónea de las normas federales que regulan la actuación de los fiscales al denegar al recurrente el examen del expediente, pues tal inteligencia omite ponderar que, a fin de no afectar la adecuada prestación del servicio de justicia, los jueces no pueden impedir a los fiscales tomar vista de una causa, ni suplir la determinación acerca de la existencia de intereses generales de la sociedad que requieran su intervención, si se encuentra comprometido el efectivo cumplimiento del debido proceso, o debe actuar en defensa de la legalidad. El modo en que resolvió la sentencia apelada la solicitud del fiscal importa la obstrucción del ejercicio de funciones propias de los representantes del Ministerio Público Fiscal, pues el art. 127 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no puede ser aplicado en forma aislada del resto del ordenamiento jurídico vigente, desconociendo las disposiciones de la Constitución Nacional (art. 120) y de las leyes que regulan el funcionamiento de ese órgano. Ello es así, toda vez que la interpretación de las normas procesales debe ser efectuada en forma sistemática y en consonancia con el diseño constitucional de administración de justicia, que requiere la oportuna vista de los expedientes al fiscal que corresponda a fin de determinar la necesidad de su actuación. Finalmente, si bien resulta acertada la afirmación del tribunal en el sentido de que el interés público por el cual debe velar el Ministerio Público no debe ser confundido ni identificado con los intereses patrimoniales del Estado Nacional, también es preciso tener en cuenta que la solicitud formulada por el fiscal ante la cámara encuentra suficiente fundamento en su deber de control de la observancia de la legalidad y del debido proceso, así como también en el interés general de la comunidad por el respeto hacia las instituciones, máxime cuando se encuentra en juego la gestión estatal –en virtud de la intervención dispuesta oportunamente- y la utilización de los recursos públicos. En consecuencia, la decisión apelada adoptó una interpretación errónea de las facultades y funciones atribuidas a los fiscales por normas de jerarquía constitucional y legal, en perjuicio de una adecuada prestación del servicio de justicia.


    Montilla Ltda. Agraria, Comercial e Industrial S.A. c/ Resero S.A. y Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1179, 2013, (49-M), 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Poderes Constituídos. Poder Judicial


    Consejo de la Magistratura


    Recurso extraordinario por salto de instancia (per saltum). Ausencia del requisito legal exigido: único remedio eficaz. Distinción del precedente “Roszas”. Criterio excepcional y restrictivo sostenido en fallos "Rizzo" y "Cabral".


    El estado actual del trámite indica que la revisión pretendida carece de uno de los requisitos previstos en el artículo 257 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, esto es, que constituya el único remedio eficaz para la protección del derecho federal comprometido. Cabe afirmar que el estado procesal en que se encuentran las actuaciones ante el a quo, donde ya se ha dictado e impugnado la sentencia que confirmó el rechazo de la acción de hábeas corpus, refleja que existe una distinción esencial con el antecedente jurisprudencial citado por el recurrente (Rosza) que impide sostener que el recurso intentado en autos constituya el único eficaz a los fines perseguidos, como lo exige la norma procesal aplicable. El criterio expuesto encuadra, asimismo, en la marcada excepcionalidad con que la ley ha regulado la impugnación que se intenta, tal como la Corte lo consideró al resolver en la causa "Estado Nacional s/ interpone recurso extraordinario por salto de instancia en autos: Rizzo, Jorge Gabriel" (expte. E.126, L. XLIX). Asimismo, lo sustancial de este temperamento restrictivo coincide con el adoptado por el Tribunal en la causa "Cabral, Luis María c/ EN - Consejo de la Magistratura s/ proceso de conocimiento" (expte. CAF 33666/20151/1/CS1), donde no estimó que el caso permitiera dejar de lado el requisito de sentencia definitiva o equiparable a tal y declaró inadmisibles los recursos extraordinarios. La inexistencia del requisito examinado, hace innecesario abordar la posible acreditación de los restantes que contempla el artículo 257 bis. De otro modo, podría ingresarse a la inadecuada hermenéutica de permitir excepciones a un instrumento cuya naturaleza ya reviste esa condición, en detrimento de la acotada jurisdicción de la Corte (art. 117 de la Ley Fundamental). Lo dicho, también releva del tratamiento del agravio subsidiario acerca de la invalidez constitucional de la ley 27.145,


    Recurso Salto de Instancia n° 1 - Beneficiario: L., Agapito Alberto y otros s/ Hábeas corpus


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 21630, 2015, 1/RS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en FLP 21630/2015/1/RS1, "Recurso Salto Instancia n° 1 - Beneficiario: Ledo, Agapito Alberto y otros s/ hábeas corpus".


    Recurso Salto de Instancia n° 1 - Beneficiario: L., Agapito Alberto y otros s/ Hábeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35385, 2015, 1/RS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en FLP 21630/2015/1/RS1, "Recurso Salto Instancia n° 1 - Beneficiario: Ledo, Agapito Alberto y otros s/ hábeas corpus".


    Recurso Salto de Instancia n° 1 - Beneficiario: L., Agapito Alberto y otros s/ Hábeas corpus


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 21614, 2015, 1/RS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Estructura. Justicia Federal. Consejo de la Magistratura. Tribunal de Enjuiciamiento. Remoción de Jueces


    Rechazo demanda interpuesta por magistrados intervinientes en el caso "Marita Verón", por cuya actuación fueron acusados por el Jurado de Enjuiciamiento provincial. Procedimiento previsto en la Constitución local. Pretensión de impugnación de normas relativas a la integración del referido tribunal. Cuestionamiento de aspectos del proceso. Designación de los representantes del poder ejecutivo en el mencionado cuerpo. Naturaleza política del procedimiento de enjuiciamiento de magistrados. Improcedencia de los recursos extraordinarios: falta de debida fundamentación de los agravios.


    Los agravios esgrimidos, lejos de plantear una crítica razonada y concreta de todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia apelada, no hacen más que reiterar lo ya expresado en la demanda, sin aportar nuevos argumentos capaces de afectar el razonamiento seguido en el pronunciamiento apelado. El planteo de invalidez del art. 130 de la Constitución local que establece la irrecurribilidad del fallo destitutorio del jurado también resulta improcedente, toda vez que, en las actuales circunstancias del caso, el agravio resulta prematuro y meramente conjetural. Ello es así, dada la inexistencia de un pronunciamiento que ponga fin al proceso de enjuiciamiento y la consiguiente falta de certeza respecto del sentido de esa decisión y de la verificación de un eventual gravamen concreto para los recurrentes. Tal circunstancia, pues, obsta a la intervención del Tribunal, en razón de su conocida jurisprudencia acerca del carácter inoficioso de un pronunciamiento de la Corte ante la ausencia de un gravamen derivado de la efectiva aplicación de las normas cuya constitucionalidad de discute. Corresponde rechazar los agravios materia de apelación federal, máxime si se tiene cuenta la especial naturaleza de las cuestiones que subyacen al presente planteo, vinculadas con el principio republicano de separación de poderes al que, en el ámbito específico del enjuiciamiento de magistrados provinciales, también deben sumarse los límites derivados del respeto por las autonomías provinciales.


    Romero Lascano, Eduardo Antonio c/ Provincia de Tucumán y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1, 2014, (50-R)/CS1, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia


    Demanda contra provincia. Obtención del pago de certificados de deuda. Aportes al sistema de obra social. Precedente “Tallarico”, de Fallos: 315:2292. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y la doctrina de Corte, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4569, 2015 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Originaria


    Acción de amparo colectivo. Reconocimiento de la posesión y propiedad comunitaria de tierras tradicionales indígenas. Comunidad Aborigen La Primavera. Parque Nacional Río Pilcomayo. Intereses contrapuestos entre el Estado Nacional y la provincia. Litisconsorcio pasivo necesario. Causa indígena de carácter federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Ello, en atención a la naturaleza de los intervinientes en el proceso pues, de la exposición de los hechos que la actora efectúa en la demanda, así como también el origen de la acción y la relación de derecho existente entre ellos, el Estado Nacional y la Provincia de Formosa son parte nominal y sustancial y conforman un litisconsorcio pasivo necesario, a los fines de hacer posible la restitución del derecho de propiedad comunitaria que la comunidad actora denuncia afectado ante los hechos, actos y omisiones de ambos, en los términos del art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Surgen también intereses contrapuestos entre el Estado Nacional y la Provincia de Formosa. Por un lado, el primero reconoció territorio a la comunidad actora, denominando la zona como "Colonia Aborigen La Primavera" (decretos 80.513/40 y 3297/52) y creó el Parque Nacional Río Pilcomayo (leyes 14.073 y 17.915). Por el otro, la Provincia de Formosa, adjudicándose la titularidad de parte de estas tierras, los cedió a la familia Celia y al Instituto Universitario de Formosa. Así, la única forma de conciliar ambos privilegios es sustanciando el pleito en instancia originaria de la Corte. Además, el proceso constituye una "causa indígena" de carácter federal pues la Comunidad actora denuncia la violación del derecho de propiedad comunitaria indígena y el Estado Nacional y la provincia también se adjudican la titularidad de parte de dichos territorios, afectándose los arts. 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 75, inc. 17, de la Constitución Nacional, dependiendo la cuestión del reconocimiento que la Provincia y el Estado Nacional efectúen sobre el territorio que reclama la comunidad. Lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de tales preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia.


    Comunidad Toba c/ Provincia de Formosa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 528, 2011, (47-C), 22 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Acción de amparo contra Estado Nacional. Inexistencia de causales que habiliten la competencia originaria de la Corte.


    El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Sobre tales bases, el sub lite no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, si bien según se desprende de los términos de la demanda la pretensión de la actora, en principio, se dirigió contra el Estado Nacional y la Provincia del Neuquén, con posterioridad la desistió respecto de la segunda, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo previsto por el constituyente, habilitan su tramitación ante los estrados de la Corte. Por otra parte, la incompetencia del juzgado federal, declarada sobre la base de una hipotética citación de la Provincia del Neuquén a integrar la litis, resulta prematura pues reconoce como fundamento un acto procesal que aún no ha acontecido. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    De Angeli, Damián y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo ley 16.986


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 1231, 2015, CS1, 02 de octubre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción de repetición contra Estado Nacional y provincia. Cuestiones de derecho público: exclusivo del gobierno local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    La Corte ya dijo que no son causas civiles las cuales, como el sub examine, se pretenda atribuir responsabilidad patrimonial a una provincia por los daños y perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido sus órganos, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación corresponde al Derecho Administrativo y, por ende, son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    QBE Argentina Aseguradora de Riesgos del Trabajo y otro c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4988, 2013, CS1, 22 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia. Modificación introducida por organismo de rentas provincial al régimen de retenciones y percepciones del impuesto sobre los ingresos brutos. Vendedor inscripto como contribuyente sujeto al Convenio Multilateral en la jurisdicción provincial. Causa ajena a la competencia originaria de la Corte. Cuestiones de índole local.


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. En ese orden de ideas, el objeto de la pretensión esgrimida en el sub examine se vincula con actos locales relativos a la potestad de aplicar un impuesto provincial y la correlativa obligación de pagarlo, aspectos que exceden lo inherente a la función recaudadora asignada a la Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones, por lo que dicha provincia tiene interés directo en el pleito, razón por la cual se le debe reconocer el carácter de parte en sentido sustancial. En el sub lite la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Grupo Simpa S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3646, 2014, 20 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia. Pretensión fiscal provincial de cobrar impuesto de sellos. Pretendida inconstitucionalidad e ilegalidad de los arts. 167 y 170 del Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe. Remisión Fallos: 332:1007. Régimen de coparticipación federal: ley-convenio. Materia del derecho público provincial. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales autoridades provinciales. Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub examine, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de la actora consiste en, por un lado, obtener la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 167 Y 170 del Código Fiscal de la Provincia de Santa Fe, por violar lo dispuesto en el art. 9°, punto 2 de la ley de coparticipación federal de impuestos y, por el otro y a partir de un planteo efectuado en subsidio, conseguir que el Tribunal efectúe igual declaración respecto de los arts. 115, 116 y 117 del código fiscal provincial por considerar que se encuentran en franca oposición con las disposiciones del código civil en cuanto al cómputo, interrupción y suspensión de la prescripción. El planteamiento efectuado incluye cuestiones federales y locales, por lo que resulta aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte en Fallos: 332:1007, donde se señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía. Así entonces, en tanto el actor funda su pretensión de modo principal en la afectación del art. 9 ° de dicho cuerpo legal, que forma parte integrante del plexo normativo local, la presente causa resulta ajena a la instancia originaria ante esta Corte. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos -incluida la alegada violación de los preceptos del Código Civil que regulan el instituto de la prescripción- sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Generadora Córdoba S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Incidente de medida cautelar


    G 665, L, 05 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra una provincia. Pretensión de cobro de alícuota diferenciada del impuesto sobre los ingresos brutos. Prestadora del servicio público de telecomunicaciones. Comercio interjurisdiccional. Preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal. Materia federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    La actora cuestiona la legitimidad de la pretensión fiscal de la Provincia del Chaco, sustentada en normas locales y en actos dictados en su consecuencia, de obtener el pago de supuestas diferencias por impuesto sobre los ingresos brutos que le fueron reclamadas, por considerarla violatoria de lo dispuesto en los arts. 8° 1 9°, 10, 11, 16, 28, 31, 75, incs. 1°, 10 y 13; y 126 de la Constitución Nacional. Es decir que el planteo se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, por lo que la cuestión federal es la predominante en la causa. Así entonces, aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental) y al establecimiento de aduanas interiores. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13 de la Ley Fundamental) cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Telecom Personal S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa (Art. 322 Cod. Procesal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2902, 2015, 22 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra una provincia. Resolución P.G. 288/12 de la Procuración General provincial. Cuestión jurídica de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los art. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que el proceso versa. La apertura de la jurisdicción originaria en razón de la materia sólo procede cuando la acción entablada se basa directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Por lo mismo, dicha jurisdicción será improcedente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de competencia de los poderes provinciales; ya que la autonomía de las provincias determina la adopción de este criterio, a fin de lograr el equilibrio que debe coexistir evitando acrecentar los poderes del gobierno central en detrimento de las facultades provinciales y viceversa. En el sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de derecho público local, más allá de que se invoquen en la demanda garantías constitucionales en forma genérica. En efecto, para resolver el pleito se tendrá que analizar necesariamente la validez de un acto de una autoridad provincial -como es la Resolución PG 288/12 de la Procuración General de la Provincia de Buenos Aires- frente a las disposiciones del Código Procesal Penal provincial y las demás normas de carácter local que regulan la competencia del Ministerio Público de la provincia, cuestión que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional. En tales condiciones y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte Suprema ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, no es susceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a dicha instancia.


    O., Carlos Eduardo c/ Buenos Aires, Pcia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3607, 2014, 12 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Reelección por tres mandatos consecutivos a gobernador de una provincia. Cuestiones de interpretación y aplicación del derecho público local. Respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Las cuestiones planteadas en el escrito bajo análisis se relacionan directamente con la interpretación y aplicación del derecho público local, más específicamente, del artículo 140 de la Constitución de la Provincia de Salta. En efecto, el asunto se vincula con la organización de las autoridades provinciales que es realizada por la Constitución local en ejercicio de la autonomía reservada a las provincias por el artículo 122 de la Constitución Nacional. Se trata de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. De este modo, no se encuentra habilitada la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, que es de índole taxativa y excepcional. La ilegitimidad argüida en la demanda no encuentra sostén en la letra de la norma, considerando la voluntad del constituyente, el contexto histórico y el modo en que fue interpretada y aplicada desde su sanción. Así, corresponde que la justicia de la Provincia de Salta conozca en este caso, ya que el respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el artículo 14 de la ley 48.


    Frente Grande Salta c/ Provincia de Salta


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5813, 2014, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Amparo contra provincia. Expropiación de planta industrial. Improcedencia competencia originaria. Jurisdicción local: conocimiento de causas que versen sobre aspectos del derecho provincial.


    La materia del pleito no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que la actora cuestiona actos de las autoridades locales dictados en relación con la expropiación de sus bienes. Tiene dicho la Corte que la expropiación es una institución de derecho público, regida por las leyes que sobre la materia ha dictado cada provincia, en el ámbito de su respectiva competencia territorial. El hecho de que la actora invoque el supuesto incumplimiento de cláusulas constitucionales, no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16.986), cuestión que no se ha demostrado en autos puesto que la supuesta lesión provendría de autoridades locales.


    Alpesca S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5247, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Amparo por daño ambiental colectivo. Explotación petrolera en el Parque Nacional Calilegua y en sus inmediaciones. Competencia federal en razón de la materia y de las personas. Competencia originaria de la Corte.


    El pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte, en razón de la materia, pues es parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto se encuentra en juego la preservación y protección de una cuenca interjurisdiccional (conf. las leyes 25.675 General del Ambiente y 25.688 del Régimen de Gestión de Aguas). Además, la causa está comprendida en el art. 10 de la de la ley nacional 24.051, pues debe ser la justicia federal quien determine si aquellos líquidos pueden considerarse "residuo peligroso" en los términos de sus anexos I y II y si podrían afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados. Pero también, corresponde a esa competencia en razón de las personas, pues la Provincia de Jujuy ha sido demandada junto con el Estado Nacional, quien concurre como parte necesaria a integrar la litis en virtud de la naturaleza federal del caso en examen. Ello así, toda vez que se le atribuye responsabilidad a la Provincia de Jujuy, por no haber ejercido suficientemente el poder de policía medio ambiental en la jurisdicción donde es titular de dominio del recurso ambiental que se pretende tutelar, y también lo es el Estado Nacional, en virtud de la naturaleza federal de dicho recurso natural, tal como lo sostuvo V. E., para que, en su caso, ambos deban recomponer (art. 31 de la LGA).


    Saavedra, Silvia Graciela y otro c/ Administración Nacional Parques Nacionales, Estado Nacional y otros s/ Amparo ambiental


    FSA-Justicia Federal de Salta, 18805, 2014, CS1, 09 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del pleito. Remisión sentencia de la causa Y. 58, L. XLII, "Yacimientos Mineros Agua de Dionisio” y dictámenes de Y. 44, L. XLIX; Y. 45, L. XLIX e Y. 2, L. L.


    Toda vez que es demandada una provincia -a quien concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional - por una entidad interjurisdiccional-, que de acuerdo con el art. 116 de la Constitución Nacional tiene derecho al fuero federal, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Catamarca, Provincia de y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2357, 2015, 02 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Rechazo. Perjuicios económicos. Causa de naturaleza civil.


    Corresponde declarar la incompetencia de la Corte Suprema para entender en el caso, cuando de los fundamentos y conclusiones, no se verifica en el caso una causa de naturaleza civil que corresponda a la competencia originaria de la Corte prevista en los artículos 117 de la Ley Fundamental, y 24 inciso 1° del Decreto - ley 1285/58, ni se trata de un supuesto que dé lugar a un litisconsorcio necesario que permita hacer excepción a la doctrina establecida en el precedente "Mendoza”. Por ello, la causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Culturagro S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3027, 2015, 12 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Remisión a lo resuelto en autos 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza" y, CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Industrias Viauro S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2872, 2015, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal. Explotación de área hidrocarburífera. Ley 27.007.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda, se desprende que la actora, quien invoca ser titular de concesiones de explotación otorgadas por el Estado Nacional, cuestiona disposiciones locales por ser contrarias al art. 31 de la ley nacional 27.007 y, en consecuencia, a la Ley Fundamental. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del referido precepto federal, que regula lo atinente a los procesos de prórroga de concesiones de explotación de hidrocarburos otorgadas por el Estado Nacional, iniciados en las provincias con anterioridad a su entrada en vigencia, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.


    Petrobras Argentina S.A. c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4028, 2015, 31 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Demanda de desalojo promovida por una provincia: distinta vecindad. Prórroga de competencia originaria en favor de tribunales inferiores de la Nación: renuncia tácita. Cuestión ajena a la competencia originaria.


    Cabe recordar que en reiterados precedentes la Corte ha reconocido la validez de la prórroga de su competencia originaria en favor de tribunales inferiores de la Nación, cuando aquella jurisdicción nace rationae personae. Ello es así, por constituir una prerrogativa de carácter personal que, como tal, puede ser renunciada expresa o tácitamente. En el sub lite se presenta un supuesto de renuncia tácita al mencionado privilegio, en tanto la Provincia no invocó su condición de aforada a la jurisdicción originaria del Tribunal, ni al contestar el traslado de la excepción de incompetencia opuesta por el demandado –quien requirió que intervinieran en la causa los tribunales federales de baja instancia por tratarse de una causa civil en la que era parte una provincia y un vecino de otra-, ni al expresar sus agravios contra la decisión del juez provincial de admitir tal petición, oportunidad en la que efectuó reserva de acudir a la competencia apelada del Tribunal, en los términos del art. 14 de la ley 48, en la eventualidad de un fallo adverso a sus intereses lo que debe ser valorado como una renuncia tácita a la prerrogativa que le confiere el art. 117 de la Constitución Nacional, y una prórroga a favor de la justicia federal referida. En virtud de lo expuesto, la causa debería seguir tramitando por ante el juzgado federal de origen, ya que el derecho al fuero federal que corresponde al demandado en razón de su distinta vecindad (art. 116 de la Ley Fundamental) se encontrará allí resguardado.


    Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos c/ Ponce Víctor Hugo s/ Desalojo


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22000811, 2011, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen


    Construcción de represas sin previa evaluación de impacto ambiental ni participación ciudadana. Ausencia de la interjurisdiccionalidad del recurso ambiental afectado. Cuestiones de derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    En primer lugar, las causas referidas a cuestiones ambientales, en principio, corresponden a la competencia de los jueces locales, según lo dispone el art. 41, tercer párrafo, de la Constitución Nacional, pues establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección" y reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas. Dicho texto constitucional se complementa con el art. 32 de la Ley General del Ambiente, 25.675, que prescribe que la competencia judicial "será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia". Sentado ello, en los procesos referidos a cuestiones ambientales la competencia originaria procede si es parte una provincia y la causa reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". Por otra parte, tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por la actora contra la Provincia de Santa Cruz y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia, pues la materia ni es exclusivamente federal ni reviste naturaleza civil, por el contrario, la causa está vinculada con el ejercicio del poder de policía ambiental, asunto regido sustancialmente por el derecho público local y, por lo tanto, de competencia de las autoridades provinciales (conf. arts. 41 y 121 de la Constitución Nacional). Además, no existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Fundación Banco de Bosques para el Manejo Sustentable de los Recursos Naturales c/ Santa Cruz, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4390, 2015,1, 02 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Obtención del pago de certificados de deuda. Aportes al sistema de obra social. Precedente “Tallarico”, de Fallos: 315:2292. Competencia originaria de la Corte


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y la doctrina de Corte, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecutivo -ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4379, 2015, 22 de octubre de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Obras sociales y seguro nacional de salud. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3564, 2015, 24 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Obras sociales y seguro nacional de salud. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3575, 2015, 24 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios entablada contra el Estado Nacional y el gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Proceso ajeno a la instancia a la competencia originaria de la Corte.


    En el sub judice no corresponde a la competencia originaria de V.E., toda vez que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, contra la cual el actor entabla su demanda, no es una provincia argentina, requisito indispensable para que aquélla surja. Por lo tanto, no resulta aplicable en la especie la doctrina según la cual corresponde a la Corte entender en un pleito en instancia originaria, cualquiera fuera la materia en debate, cuando son parte el Estado Nacional o una entidad nacional -que tienen derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- y una provincia argentina -a la que le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- por ser la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales. En tales condiciones, y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos el proceso es ajeno al conocimiento del Tribunal.


    O., H. C. c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5830, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Ejecución de certificados de deuda. En razón a la naturaleza de las partes del pleito: competencia originaria de la Corte Suprema.


    Toda vez que la actora es una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico" y la demandada es una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de un certificado de deuda que tiene su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chubut, Provincia de s/ Ejecutivo - ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3423, 2015, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Ejecución de certificados de deuda. En razón a la naturaleza de las partes del pleito: competencia originaria de la Corte Suprema.


    Toda vez que la actora es una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico" y la demandada es una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de un certificado de deuda que tiene su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecutivo - ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3424, 2015, 10 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Impugnación de normas provinciales. Pretensión de cobro de deuda por parte de organismo fiscal provincial. Ingresos brutos. Contribuyente inscripto en el Convenio Multilateral. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Ausencia de manifiesto contenido federal. Doctrina causa "Papel Misionero". Trámite ante la justicia local. Ausencia del carácter de parte sustancial en el pleito de la provincias citadas.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento efectuado resulta cuanto menos conjunto, en tanto incluye cuestiones federales y locales, por lo que corresponde aplicar al caso la doctrina adoptada por V.E. en la causa P. 582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, Provincia de s/ acción declarativa" en la cual se señaló que las leyes-convenio (entre las que se debe incluir el Convenio Multilateral) en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía (v. consid. 2°). El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Para determinar si corresponde la atribución de competencia federal en razón de las personas, se torna indispensable establecer si las provincias aquí citadas, son parte en el litigio, es decir, si revisten tal calidad no sólo en sentido nominal sino también sustancial, esto es que tengan en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria. La citación a las referidas provincias se funda en que, según el criterio de la actora, se encuentran gravemente perjudicadas por los regímenes aquí cuestionados no sólo por el incumplimiento de normas emitidas por la Comisión Arbitral, sino por cuanto, con su aplicación, se afectaría la recaudación del impuesto sobre los ingresos brutos. No se evidencia que las provincias tengan un interés directo, concreto y actual que inmediatice su gravamen como consecuencia del accionar que aquí se impugna.


    Hierronort Salta S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4085, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Naturaleza de las partes. Ratione personae. Demanda de una provincia contra el Estado Nacional. Programa de Desendeudamiento de las Provincias Argentinas.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que la Provincia de Rio Negro –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Rio Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3571, 2015, 23 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 215, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 231, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 48, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 62, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 122, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 143, 2013, 143-0, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 195, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 228/2013: "Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal". Competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 161, 2013, (49-0), 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 3750/2014: "Telecom S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. Competencia originaria de la Corte.


    Telecom S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4018, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros.


    Cuestión de competencia. Supuestas amenazas. Status diplomático. Competencia originaria de la Corte.


    Al resultar de las constancias del expediente que el imputado revestiría status diplomático, el presente caso corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Cabe requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para que el imputado pueda ser sometido a juicio.


    E., Salah s/ Amenazas con armas o anónimas (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1330, 2015, CS1, 15 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Representaciones diplomáticas. No revisten la calidad de aforados. Presunto atentado. Inexistencia de daño. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    La Corte tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58. No surge de las constancias incorporadas al legajo que el hecho, que no produjo daño tuviera entidad para afectar las actividades propias de la legación o de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, la causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    M. D. C, James Lucias s/ Intimidación pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3434, 2015, CS1, 30 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Casos en que alguna Provincia es Parte


    Acción contra estado provincial. Base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos por la extracción de petróleo. Cuestiones de índole local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 11, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que versan, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En este orden de ideas, en el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.


    Pluspetrol S.A. c/ Neuquén, Provincia de y otros s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3333, 2015, 1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra provincia. Sistema de inspección sanitaria del tránsito de alimentos. Ley provincial 2.766, arts. 1 y 3. Alcances de la cláusula comercial. Precedentes "Kraft Food Argentina" y "Molinos Río de La Plata S.A.". Competencia originaria de la Corte.


    El planteo se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, por lo que la cuestión federal es la predominante en la causa. Así entonces, aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra una norma local (2.766), se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad provincial interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio inter-jurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental) y al establecimiento de aduanas interiores. Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, inc. 13 de la Ley Fundamental) cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Sucesores de Alfredo Williner S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4101, 2015, 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra una provincia. Interferencia de la autoridad local en el ámbito de la Nación en la regulación del comercio interjurisdiccional. Competencia originaria de la Corte.


    Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra una norma provincial, tal pretensión exige dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75 inc. 13 de la Constitución Nacional) cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Lo hasta aquí señalado implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    José Minetti y Cia. Ltda. SACEI c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3778, 2015 14 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra una provincia. Pretensión de cobro de alícuota diferenciada del impuesto sobre los ingresos brutos. Régimen de coparticipación federal: competencia local. Inexistencia de causales que habiliten la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. En efecto, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.


    Frideco S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3910, 2015 16 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza contra una provincia. Regulación del comercio interjurisdiccional y al establecimiento de aduanas interiores. Provincia parte de un pleito de manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


    La actora cuestiona la legitimidad de la pretensión fiscal de la Provincia de Santa Fe, sustentada en normas locales y en actos dictados en su consecuencia, de obtener de Telecom S.A. el pago de supuestas diferencias por impuesto sobre los ingresos brutos que le fueron reclamadas, por considerarla violatoria de lo dispuesto en los arts. 8, 9, 10, 11, 16, 28, 31, 75, incs. 1°, 10 y 13; y 126 de la Constitución Nacional. El planteo se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, por lo que la cuestión federal es la predominante en la causa. Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto a la regulación del comercio interjurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental) y al establecimiento de aduanas interiores.


    Telecom S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3750, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad contra una provincia. Pretensión de cobro alícuota diferencial en impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad de fabricación de plaguicidas y productos químicos de uso agropecuario. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0. 459, L. XLI, Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, B. 505, L. XLVIII, y CSJ 1279/2013 (49-A).


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Red Surcos S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4148, 2015, 25 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza y declaración de inconstitucionalidad. Pretensión de cobro de supuestas diferencias por impuesto sobre los ingresos brutos. Normas sobre prescripción. Preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    La competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal. Es lo que ocurre en el caso, toda vez que, de los términos de la demanda se desprende que la actora cuestiona la legitimidad de la pretensión fiscal de la provincia sustentada en normas locales y en actos dictados en su consecuencia, de obtener de la actora el pago de supuestas diferencias por impuesto sobre los ingresos brutos correspondientes a periodos que considera prescriptos, a la luz de las normas tanto del Código Civil derogado como del actual Código Civil y Comercial vigente y de la jurisprudencia del Tribunal. Todo ello, según sostiene, en franca violación a lo dispuesto en los arts. 31 y 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Si bien la actora dirige la acción contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la autoridad local se ha arrogado una competencia que no pertenece a ella, pues su ejercicio se encuentra delegado en exclusividad a la Nación (art. 75, inc. 12, de la CN) y expresamente vedado a las provincias (art. 126, CN). Así, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula "de los códigos" (art. 75, inc. 12), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Bremen Motors SA y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3963, 2015, 25 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Comercio interjurisdiccional. Impuesto sobre ingresos brutos: régimen de percepción a cuenta a sujetos que no realizan actividad en la jurisdicción. Contenido federal.


    El objeto central de la acción consiste en obtener que se declare que la pretensión de la Provincia de Tucumán -plasmada en las normas y actos cuya declaración de inconstitucionalidad se persigue- de aplicar el régimen de percepción a cuenta en el impuesto sobre los ingresos brutos a sujetos que no realizan actividad alguna en la jurisdicción –es decir sin sustento territorial- y que por lo tanto no son contribuyentes del gravamen en ella, se excede en el ejercicio de su potestad fiscal al extenderla fuera de sus límites, con afectación del régimen federal de gobierno y del comercio interjurisdiccional. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los arts. 1° y 75, inc. 13 de la Constitución Nacional cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Al ser parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Tavex Argentina S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3086, 2014, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra una provincia. Ley local de regulación del servicio interjurisdiccional de las telecomunicaciones. Defensa del consumidor. Manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


    Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas locales, tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que podría ser propio a la Nación en materia de telecomunicaciones, leyes 19.798 y 27.078, que constituyen el ejercicio del comercio, forman parte del sistema de correos y tienden a promover la prosperidad, adelanto y bienestar general del país, y si colisiona con las prescripciones de la legislación de fondo, como es la ley 24.240, dictada por el Gobierno Federal en ejercicio de las atribuciones que, a fin de robustecer mediante la unidad legislativa la necesaria unidad nacional, le otorga en forma exclusiva y excluyente el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversos artículos de la Ley Fundamental, en especial, el del art. 75, incs. 12, 13 y 18, de la Constitución Nacional, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Ello implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Nextel Communications Argentina S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3875, 2015, 26 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad contra una provincia. Libertad de asociación, trabajo, industria y comercio. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que es demandada la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- por una entidad interjurisdiccional -que, de acuerdo con el art. 116 de la Constitución Nacional, tiene derecho al fuero federal- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Catamarca, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4033, 2015, 10 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Provincia demanda a la Nación. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 1039/2008 (44-13)/CS1, CSJ 538/2009 (45-S)/CS1 y CSJ 786/2013 (49-C) /CS1.


    Toda vez que una provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria ante la Corte.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4839, 2015, 17 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen


    Actos locales: potestad de aplicación de impuesto provinciales. Contenido federal. Remisión a causa A. 911, L. XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Para discernir la competencia originaria, es necesario examinar en cada caso cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito y, por ende, aptitud para cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. El objeto de esta pretensión se vincula con actos locales relativos a la potestad de aplicar un impuesto provincial y su correlativa obligación de pagarlo, aspectos que exceden lo inherente a la función recaudadora asignada actualmente a la Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones (entidad autárquica, según la ley local 4.366). En tales condiciones, la Provincia de Misiones tiene interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial, más allá de la naturaleza de entidad autárquica que reviste la Dirección General de Rentas local. La cuestión de competencia en examen resulta sustancialmente análoga a la ya resuelta por la Corte en la causa A. 911, L. XLVII, "Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", a cuyos términos, por razones de brevedad, se remite. Corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal.


    Trivento Bodegas y Viñedos S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3833, 2014, 20 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones a la obra social. Ejecución de certificados de deuda contra una provincia. Ley 23.660 y 23.661. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 doctrina in re "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo - Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3095, 2015, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones a la obra social. Ejecución de certificados de deuda contra una provincia. Ley 23.660. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 doctrina in re "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo - Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3100, 2015, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones a la obra social. Ejecución de certificados de deuda contra una provincia. Ley 23.660. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 doctrina in re "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo - Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3151, 2015, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones a la obra social. Ejecución de certificados de deuda contra una provincia. Ley 23.660. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 doctrina in re "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo - Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3169, 2015, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones a la obra social. Ejecución de certificados de deuda contra una provincia. Ley 23.660. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 doctrina in re "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo - Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3210, 2015, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Demanda de entidad nacional contra una provincia. Competencia originaria de la Corte Suprema ratione personae.


    De los términos de la demanda se desprende que una entidad nacional, la Superintendencia de Servicios de Salud, demanda a una Provincia, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ San Luis, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1064, 2015, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema cuando es parte una provincia. Cuestión federal predominante. Indiferencia frente a la vecindad o nacionalidad de la actora.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Cuando el derecho que pretende hacer valer la actora se encuentra especialmente regido por normas de naturaleza federal, como lo son las leyes nacionales 22.021 –y sus modificatorias-, y el decreto nacional 699/2010, y dado que la materia del pleito reviste un manifiesto carácter federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    AVH San Luis S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional (PEN) y otro s/ Proceso de conocimiento - Ordinario


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 61000002, 2013, CA1- CS1, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo resuelto en autos CSJ 3750/2014 "Telecom S.A. c Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza" -en donde se compartió el criterio expresado por la Procuración General en el dictamen correspondiente-.


    Telecom Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4128, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos 0. 459, L. XLI "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A. 47, L. XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", B. 505, L. XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza", y CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad - repetición de impuesto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 110, 2015, 23 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Exención del impuesto a los ingresos brutos. “Permiso de rancho”. Regulación del comercio interjurisdiccional. Provincia parte en un pleito de manifiesto contenido federal.


    Uno de los supuestos que suscita la competencia originaria del Tribunal se configura cuando es parte una provincia y la causa reviste manifiesto contenido federal, es decir, en el caso en que la demanda entablada se funde directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Así entonces, aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto de la regulación del comercio interjurisdiccional y si colisiona con lo establecido en la denominada cláusula del progreso (arts. 75, incs. 13 y 18 de la Ley Fundamental).


    Shell Compañía Argentina de Petróleo SA c/Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4019, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Remisión a lo resuelto en 0. 459, XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890; A.47, XLVIII, "Aluar Aluminio Argentino S.A. I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"; B.505, XLVIII, "Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ acción declarativa de certeza"; y CSJ 1279/2013 (49-A) "Akapol S.A. c/ Córdoba, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Torres e Hijos SA c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4084, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal. Retención de aportes previsionales.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecutivo - ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4300, 2015, 30 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal. Retención de aportes previsionales.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Esta hipótesis es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que el planteamiento que efectúa la actora versa sobre el cálculo que debe realizarse para determinar la retención de los aportes previsionales en el marco de la ley federal 22.804, modificada por la ley 23.646, que instituyó con alcance nacional el régimen complementario de jubilaciones y pensiones para la actividad docente, pues impugna un acto administrativo dictado por el Consejo de Administración de la Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente que crea dicha ley. En tales condiciones, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en razón de ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal -materia previsional- con independencia de la vecindad o nacionalidad que detenta la actora.


    Córdoba, Provincia de c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Ordinario


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 63180, 2013, CS1, 30 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de una obra social contra una provincia. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Ello, toda vez que una obra social, que litiga en el fuero federal, demanda a una provincia con derecho a la competencia originaria de la Corte, según el art. 117 de la Constitución Nacional, una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a determinar que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal.


    Instituto de Obra Social del Ejército c/ Provincia de Santa Fe s/ Contencioso administrativo - varios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 16723, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Asociación sindical demanda a una provincia. Reclamo por retenciones de cuotas sindicales. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Toda vez que una provincia, a quien le corresponde litigar ante la instancia conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el art. 5°, in fine, de la ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4136, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Asociación sindical demanda a una provincia. Reclamo por retenciones de cuotas sindicales. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Toda vez que una provincia, a quien le corresponde litigar ante la instancia conforme el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el art. 5°, in fine, de la ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso ante instancia originaria de la Corte Suprema.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4135, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Caducidad de subsidio otorgado a una provincia. Estado Nacional demanda devolución de sumas de dinero. Competencia originaria de la Corte Suprema ratione personae.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según, el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia, por lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Estado Nacional (Ministerio de Desarrollo Social) c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17842, 2010, CA1-CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Obra social demanda a una provincia. Reclamo por aportes y contribuciones. Prerrogativas jurisdiccionales de las partes. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4570, 2015, 15 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Obras sociales y seguro nacional de salud. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2917, 2015, 27 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Obras sociales y seguro nacional de salud. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ San Juan, Provincia de s/ Ejecutivo - ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3006, 2015, 05 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Obras sociales y seguro nacional de salud. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina; y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2920, 2015, 27 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Obras sociales y seguro nacional de salud. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2919, 2015, 27 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda de devolución de suma retenida por aplicación del régimen de recaudación bancaria. Resolución general (DPIP San Luis) 46/2002. Juicios en que una provincia es parte. Cuestiones de índole local. Falta de manifiesto contenido federal. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte.


    En el sub lite la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, según se desprende de los términos de la demanda, la actora pretende obtener la devolución de una suma de dinero, que le fue retenida por aplicación del régimen de recaudación bancaria previsto en la resolución general (DPIP San Luis) 46/2002. No es óbice a lo expuesto que la actora invoque la afectación del principio de territorialidad y del derecho de propiedad, consagrados en la Constitución Nacional (v. arts. 5°, 17, 121 y 123), puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16.986) o, en razón de la materia, cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales (arts. 116 de la Constitución Nacional y 21 inc. 11, de la ley 48), supuestos que no se presentan en autos. El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Total Austral S.A. Sucursal Argentina c/ San Luis, Provincia de s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 145, 2015, 01 de julio de 2015


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una entidad nacional contra una provincia: competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que una entidad nacional como lo es la Dirección Nacional de Vialidad -con derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, dirige su pretensión contra la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria, por lo que resulta indiferente la materia sobre la que versa el proceso.


    Dirección Nacional de Vialidad c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4944, 2014, 06 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Materia federal y naturaleza de las partes en el pleito: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315: 2292 in re "Tallarico" y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5560, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Materia federal y naturaleza de las partes en el pleito: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315: 2292 in re "Tallarico" y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5136, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Materia federal y naturaleza de las partes en el pleito: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315: 2292 in re "Tallarico" y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5882, 2014, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Impuesto más gravoso cuando el contribuyente no posee establecimiento en la jurisdicción. Remisión a lo resuelto en O. 459, XLI; A. 47, XLVIII; B. 505, XLVIII; CSJ 1279/2013 (49-A); y a lo dictaminado en CSJ 110/2015. Competencia originaria de la Corte.


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3992, 2015, 14 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Incidente de medida cautelar. Provincia demanda a la Nación. Competencia originaria de la Corte Suprema. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 786/2013 (49- C)/CS1 y CSJ 538/2009 (45-S)/CS1.


    Toda vez que una provincia –a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en la instancia originaria ante la Corte.


    Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incidente de medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4879, 2015, 1, 17 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Sistema de la Obra social de los docentes. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la actividad docente (OSPLAD) c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo - Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3287, 2015, 28 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Juicio ejecutivo contra una provincia. Ejecución de certificados de deuda. Leyes 23.660 y 23.661. Sistema de la Obra social de los docentes. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros precedentes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3370, 2015, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Planteo de inconstitucionalidad de la ley 13.441 de la Provincia de Santa Fe. Manifiesto contenido federal. Provincia parte del pleito. Competencia originaria de la Corte.


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa CSJ 94/2015, "Coto Centro Integral de Comercialización S .A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Amparo". No es óbice para ello que las actoras soliciten la declaración de inconstitucionalidad también de las ordenanzas 4.584, 3.832 y 4.706 -emanadas de los municipios de Venado Tuerto, Esperanza y Rafaela, respectivamente- en cuanto adhirieron a la ley provincial 13.411 cuya validez aquí se impugna. Se demanda solo a la Provincia de Santa Fe, de forma tal que las citadas comunas son ajenas a este pleito. Al ser parte la Provincia de Santa Fe en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de las actoras el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Inc S.A. y otros c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cód. Procesal) de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3056, 2015, 28 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Planteo de inconstitucionalidad de la ley 13.441 de la Provincia de Santa Fe. Regulación del descanso semanal, los feriados, el cierre de establecimientos y el horario de atención al público de los supermercados. Contrato de trabajo y promoción comercial. Preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Se desprende de los términos de la demanda que la actora pretende impugnar la ley local 13.441, que regula el descanso semanal, los feriados, el cierre de establecimientos y el horario de atención al público de los supermercados, en cuanto -a su entender- incursiona en temas constitutivos del contrato de trabajo legislados por las leyes nacionales 20.744, 18.204 y 21.297, así como también sobre beneficios contemplados en el régimen de promoción comercial nacional de la ley 18.425 y el decreto 2284/91, que fue ratificado por la ley 24.307, a la que adhirió la provincia mediante la ley local 10.787. En tales condiciones y toda vez que el asunto en examen exige dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere el ámbito que le es propio a la Nación en materia de contrato de trabajo y de promoción comercial (art. 75, inc. 12 y 18 de la Constitución Nacional), la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. En atención a lo expuesto, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Coto Centro Integral de Comercialización c/ Santa Fe, Provincia de s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 94, 2015, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Presunta falta de ingresos y liquidación de divisas obtenidas de la exportación. Infracción a las normas del régimen penal cambiario. Predominante cuestión federal. Competencia originaria de la Corte.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte Suprema es en los litigios en que una provincia es parte y la cuestión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso de la Nación o tratados con potencias extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Dado que la provincia es parte sustancial en este proceso aforada a la jurisdicción originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y la pretensión se funda directa y exclusivamente en una ley nacional, corresponde a V.E. aceptar la competencia atribuida.


    Provincia de Chubut y otro s/ Inf. Ley 24.144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1645, 2014, CS1, 08 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 911, XLVII, “Aceitera Martínez S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”. Competencia originaria de la Corte.


    Alliance One Tobacco Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3945, 2015, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 3875/2015, “Nextel Communications Argentina S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”. Competencia originaria de la Corte.


    AMX Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4361, 2015, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen


    Solicita exención del impuesto de sellos. Prerrogativas jurisdiccionales de las partes. Provincia demandada. Competencia originaria de la Corte.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, este corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae. En efecto, toda vez que es demandada la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y una de las actoras es una entidad nacional (v. decreto 721/04, por el que se constituyó Correo Oficial de la República Argentina S.A., y resolución 440/04 del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, mediante la que se aprobó su acta constitutiva y los estatutos), que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Correo Oficial de la República Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4232, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Prerrogativas


    Acción declarativa entablada por magistrados judiciales contra una provincia. Garantía constitucional de la intangibilidad de las remuneraciones. Art. 110 de la Constitución Nacional. Remisión al dictamen y sentencia de la causa F. 880, L. XLIII, "Federación Argentina de la Magistratura c/ Salta, Provincia de". Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Valga aclarar que en dicha causa, si bien lo que estaba en juego era la garantía de inmovilidad de los jueces prevista en el art. 110 de la Constitución Nacional, los argumentos allí vertidos son de plena aplicación a este proceso en el que lo que se alega es la afectación de la garantía de intangibilidad de sus remuneraciones, también consagrada en dicho precepto constitucional. Ello surge nítido de lo establecido en el considerando 3 de dicho precedente en el cual V.E., al atribuir manifiesto contenido federal a la materia del pleito, sostuvo: "3…Ello es así pues todo lo concerniente a la inamovilidad de los jueces... es inherente a la naturaleza del Poder Judicial y configura uno de los principios estructurales del sistema político establecido por los constituyentes de 1853, al punto que es uno de los dos contenidos sobre los que se asienta la independencia de dicho departamento y que ha sido calificada por el Tribunal como una garantía a favor de la totalidad de los habitantes" (Fallos: 322:1616 y su cita)". Cabe consignar que la referida cita es la correspondiente a Fallos: 319: 24, donde en el considerando 8 de la Acordada 20, del 11 de noviembre de 1996, v. E. puntualizó: "Que la intangibilidad de las compensaciones asignadas a los jueces por el ejercicio de sus funciones no constituye un privilegio sino una garantía, establecida por la Constitución Nacional para asegurar la independencia del Poder Judicial de la Nación...", añadiendo en el considerando siguiente que las previsiones constitucionales impuestas para asegurar la independencia del Poder Judicial son la inamovilidad en el cargo de los jueces y la intangibilidad de sus remuneraciones.


    Aracil, Stells Maris y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 88, 2015, 11 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Poderes constituídos. Poder Legislativo


    Congreso. Atribuciones. Económicas y Financieras. Empréstitos y Deuda Pública


    Acción declarativa. Pretensión fiscal de una Provincia de cobrar impuestos de sellos a los contratos de constitución de fideicomisos financieros. Certificados de participación y títulos de deuda. Oferta pública instrumentada en una jurisdicción: efectos en otra. Legitimación procesal a ADEBA: remisión A. 2107, L. XLII.


    En los contratos de constitución de los fideicomisos, Megabono XLIV, Consubond Serie LII, Banco Piano XI, CMR Falabella XVII y Galicia Personales las partes intervinientes pactaron la "oferta pública" de los certificados de participación y títulos de deuda a emitirse. Con base en este punto, la Provincia de Misiones arguye que esa oferta pública produce "efectos" en su territorio, en los términos definidos por su Código Fiscal, situación que la habilitaría a reclamar el pago del impuesto de sellos. El art. 16 de la ley 17.811 define a la "oferta pública". En referencia a este precepto, el art. 21 del capítulo XV de la resolución CNV 368/01 ordenaba a las entidades que solicitaran la autorización de oferta pública de los valores representativos de deuda garantizados con bienes fideicomitidos o certificados de participación, dar a conocer un "prospecto" confeccionado de acuerdo a lo establecido en esa resolución. Este prospecto era definido por el art. 1 del capítulo VIII de la citada resolución CNV 368/01 (texto según la resolución conjunta CNV 470 AFIP 1.738/04) en los siguientes términos: "El prospecto constituye el documento básico a través del cual se realiza la oferta pública de valores negociables y en su redacción debe emplearse un lenguaje fácilmente comprensible para la generalidad de los lectores y que resulte fácil para el análisis y comprensión de su contenido. Los prospectos deberán estar firmados por personas con facultades para obligar al emisor u oferente, las que deberán estar precisamente individualizadas, y suscriptos en todas sus hojas por persona con representación suficiente. Los prospectos asimismo describirán detalladamente los esfuerzos de colocación a ser efectuados y las emisoras deberán acreditar, en caso de serle requerido por autoridad competente, la realización de esa actividad". Resulta de fundamental importancia para esta controversia, el art. 2 del capítulo VIII de la esa resolución CNV 368/01 que establecía: "una vez aprobado, el prospecto deberá: a) Ser impreso en un número suficiente de ejemplares para cubrir la demanda de los posibles interesados. b) Publicarse en los órganos informativos de las entidades autorreguladas en que vayan a cotizar los valores negociables o de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 14 y siguientes del Capítulo XXIII Régimen Informativo Periódico''. A continuación, el siguiente artículo regulaba los supuestos en los que se realizaba una publicación resumida del prospecto, en cuyo caso su texto completo debía encontrarse a disposición del inversor en la sede social del emisor, en la sede de los agentes colocadores y en cualquier todo otro lugar que la emisora indique, circunstancia que debía encontrarse debidamente aclarada en la versión resumida. Se evidencia que la oferta pública -a la que la demandada le atribuye decisivos "efectos" en el territorio de la Provincia de Misiones- es una invitación que se concreta, en el supuesto de los fideicomisos financieros, mediante un documento básico que es el "prospecto", que debe "publicarse" en los órganos informativos de las entidades autorreguladas donde cotizarán los valores negociables y, finalmente, en el caso de existir una versión resumida de ese prospecto, su texto completo debía "encontrarse a disposición" del inversor en la "sede social del emisor", en la “sede de los agentes colocadores” y en "cualquier todo otro lugar que la emisora indique". De los contratos y de los prospectos obrantes no surge que estos últimos debieran ser publicados en órganos informativos de entidades autorreguladas ubicadas en el territorio de Misiones, ni tampoco que en esa jurisdicción se situara la "sede social del emisor", la "sede de los agentes colocadores" o cualquier otro "lugar que la emisora indique" para la puesta a disposición de la versión completa del prospecto, en aquellos casos en que hubiere optado por publicar la resumida. Tampoco la Provincia demandada alegó, ni muchos menos demostró, este aserto sino que, por el contrario, se limitó a esgrimir que en su territorio existían sucursales de la entidades bancarias actoras que ofrecían los títulos valores a sus clientes. En estos términos, es evidente que los actos necesarios para concretar la oferta pública no debieron ser aceptados, protestados, cumplidos, inscriptos en los registros públicos, o presentados ante las autoridades judiciales, administrativas, árbitros, jueces o amigables componedores en el territorio misionero, con el objeto de hacer valer, modificar o dejar sin efecto los derechos u obligaciones constatados en esos instrumentos, como lo exigían los arts. 151 del Código Fiscal (texto según ley 2.860) y 165 del posterior ordenamiento por medio de la ley 4.366. Eso sella la suerte adversa de la pretensión fiscal, sin que la mención inserta en los prospectos respecto de posibles reclamos de pago del impuesto de sellos por parte de otras jurisdicciones diferentes a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pueda torcer este razonamiento. Ello es así pues los tributos no son obligaciones que emergen de los contratos ni de las advertencias contenidas en ellos, sino que su imposición y su fuerza compulsiva son actos de gobierno y de potestad pública, razón por la que nunca puede fundarse una exigencia tributaria –como erróneamente lo sostiene la provincia- en el mero hecho de que los contratantes avisen a los inversores sobre hipotéticas acciones de cobro que puedan intentar uno o más fiscos contra ellos.


    Asociación de Bancos Privados de Capital Argentino (ADEBA) y otros c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 692, 2010, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Consolidación de sumas adeudadas en concepto de diferencias salariales e indemnizatorias. Régimen que no se aplica sobre la totalidad del monto de la condena. Deuda de ente que no constituye uno de los sujetos mencionados en el art. 2 de la ley 23.982 ni del art. 13 de la ley 25.344.


    Los incentivos que reclama la actora por el período comprendido entre septiembre de 1997 y enero de 1998 debieron ser abonados por el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal en su carácter de ente cooperador que funciona con fondos propios, en el marco de la cooperación técnica y financiera regulada por las leyes 23.283 y 23.412, como lo hizo durante el período anterior al que se reclama en autos. En tales condiciones, si bien se ha señalado que la voluntad del legislador que sancionó la ley 23.982 fue la de abarcar un amplio universo de deudas, tal apreciación de manera alguna autoriza a extender su ámbito de aplicación a entes que, como ocurre en el sub lite, no constituyen uno de los sujetos mencionados en el art. 2 de dicha ley, ni en el art. 13 de la ley 25.344, que remite a la primera. Ello es así, máxime cuando el ente cooperador creado en los términos de las leyes 23.283 y 23.412 es quien solventa los incentivos de los agentes según las indicaciones que reciba al respecto, empleando a esos efectos el fondo de cooperación técnica y financiera, que se integra de conformidad con lo prescripto por el art. 8 de la ley 23.283.


    Funes, Liliana Edelmira c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otro s/ Empleo público


    F 452, XLIX, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Indemnización resarcitoria debida por el Estado Nacional. Ley de consolidación. Causa de las obligaciones. Deuda no comprendida en las leyes 23.982 ni 25.344


    Resulta aplicable al sub lite la doctrina sentada por la Corte que establece que la causa de las obligaciones, en los términos de la ley de consolidación, la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen, elementos relevantes a tal fin y no los contratos a los que aquéllos se vinculen. En tales condiciones, la obligación de pagar una suma de dinero que consiste en el monto indemnizatorio fijado sólo nace ante la falta de entrega de las tierras, cuestión que fue resuelta en la decisión del 27 de junio de 2003 y quedó firme con posterioridad. En consecuencia, si bien el régimen de consolidación de deudas puede ser invocado en cualquier estado del proceso en atención al carácter de orden público que le asignó el legislador, lo cierto es que la suma que adeuda la demandada no queda comprendida en las leyes 23.982 ni 25.344, sin perjuicio de ajustarse a los mecanismos de previsión presupuestaria que contemplan las respectivas leyes de presupuesto para cada ejercicio financiero.


    Compañía Swift de La Plata S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de liquidación de bienes planta Río Gallegos s/ Incidente de adjudicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1506, 2013, (49-C)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Programa de Propiedad Participada. Transformación de ente a privatizar en sociedad anónima. Convenio de sindicación de acciones: empleados adquirentes. Requisito de onerosidad. Remisión a fallos: 332:2441.


    La Corte confirmó que el momento crítico para precisar quiénes son los trabajadores convocados por ley para participar del Programa de Propiedad Participada debe ser fijado al tiempo de transformación del ente a privatizar en sociedad anónima, y en lo que aquí concierne, al tiempo del dictado del decreto 1189/92, Boletín Oficial del 1717/92. El reconocimiento del derecho no quedó condicionado a la transferencia de la actora a alguna de las licenciatarias y resulta descalificable la cláusula del pliego licitatorio en orden a que la calidad de empleado-adquirente se alcanza a partir de la adhesión al acuerdo general de transferencia y al convenio de sindicación de acciones. De tal modo, el argumento relativo a que la actora no pasó a depender de ninguna de las licenciatarias ni suscribió la documentación pertinente, ni canceló el precio de las acciones, no desvirtúa las razones del pronunciamiento. Ahora bien, en cuanto al denominado requisito de onerosidad, esto es, el precio que debía abonarse por las acciones, la normativa estipuló que en el caso de los empleados adquirentes debían destinarse los dividendos anuales -hasta su totalidad, de ser necesario- y hasta el cincuenta por ciento de la participación en las ganancias inherente a los bonos del artículo 230 de la Ley de Sociedades. Es así que el mentado precio sería abonado con los frutos o rentas generados por esos valores, poniéndose de manifiesto que el beneficio otorgado a los trabajadores comprendidos estaba dado, en primer término, por la titularidad de las acciones, la que, en el supuesto de perderse, quedaba sustituida por el precio que debían percibir del "Fondo de Garantía y Recompra". Obvio es que la falta de participación de la empleada despedida, impidió la percepción de dividendos, extremo que, por cierto, no obsta al reconocimiento del derecho, ni tampoco a que en la etapa respectiva, se verifique el descuento correspondiente al valor de adquisición de los títulos.


    Moyano, Esther c/ Ministerio de Economía


    M 505, XLVII, 25 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Honorarios profesionales. Leyes 23.982 y 25.344. Cobro de los créditos: remisión a fallos 335:310 y a la sentencia de la causa B. 220, L. XLVI, "Bercún, Eduardo c/ Junta Nacional de Granos y otros s/ Sumario". Arbitrariedad.


    La consolidación de las obligaciones alcanzadas por las leyes 23.982 y 25.344 opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce -en ese momento- la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación a fin de percibir los créditos que le son reconocidos, los cuales únicamente devengan el interés que prevé el art. 6° de la ley 23.982 o el art. 12, inc. a), del decreto reglamentario 1116/00, según corresponda. Los letrados efectuaron una presentación el 14 de agosto de 2008 a fin de que el organismo deudor realizara las gestiones necesarias para incorporar una partida presupuestaria destinada al pago de sus honorarios, en la inteligencia de que estaban comprendidos en la ley 23.982 y que debían percibirlos en efectivo por haber transcurrido el plazo de dieciséis años previsto por aquella ley. De este modo, se advierte claramente la incompatibilidad de la actitud asumida por los profesionales con el procedimiento fijado por las normas aplicables para el cobro de las acreencias, las cuales requieren en la etapa inicial la pertinente liquidación judicial firme y definitiva, y la suscripción de los formularios de requerimiento de pago. Tales exigencias, contrariamente a lo que sostiene el a quo, no pueden ser soslayadas mediante la aplicación del principio de informalismo que rige en el ámbito administrativo, en razón del carácter de orden público que el legislador atribuyó a las leyes de consolidación, criterio que tampoco se ve alterado por el largo tiempo transcurrido desde que se han generado las obligaciones ni por su pretendido carácter alimentario, pues dichas circunstancias no se encuentran previstas entre los supuestos de excepción que contiene el régimen de consolidación de deudas.


    Frigorífico Andino S.A. s/ Concurso preventivo p/ Inc. rev. s/ Ejec. de honorarios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 599, 2013, (49-F)/CS001, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Ley 23.982. Impugnación de liquidación. Intereses. Deuda consolidada. Novación de la obligación original y sus accesorios. Sentencia arbitraria: apartamiento de normas de orden público.


    Asiste razón al apelante en cuanto sostiene que el a quo omitió considerar que el crédito reclamado se encuentra comprendido en el régimen de consolidación de deudas pues, en atención a la edad del actor al momento de su reconocimiento por pronunciamiento firme, no es posible aplicar la exclusión que prevé el art. 8 del decreto reglamentario 1116/00. Asimismo, admitió el cálculo de intereses según lo dispuesto por el decreto 941/91, prescindiendo de este modo de la solución normativa prevista para el caso que, además, es de orden público. De conformidad con la ley 23.982, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 1). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece (art. 17) y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés que prevé el art. 6 de esa ley, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicar la liquidación correspondiente. El citado art. 6 establece que, a partir de la consolidación, las obligaciones comprendidas devengarán solamente un interés equivalente a la tasa promedio de la caja de ahorro común que publique el Banco Central de la República Argentina, capitalizable mensualmente. Esta norma ha sido reproducida en el art. 12, inc. a), anexo IV, del decreto 1116/00, relativo a las deudas consolidadas y pagaderas en moneda nacional y/o bonos emitidos en moneda nacional, aplicable a los créditos que se liquidan judicialmente en virtud de la remisión que efectúa el art. 13 del mismo decreto. El criterio adoptado por la cámara en el sentido de que corresponde abonar los intereses fijados en la sentencia que se ejecuta con sustento en que la demandada se funda en apreciaciones genéricas y en que no ha presentado la liquidación que considera correcta, importa un injustificado apartamiento de normas de inexcusable aplicación en virtud del carácter de orden público que reviste el régimen de consolidación, que resulta aplicable a los pronunciamientos no cumplidos si se trata de deudas consolidadas, aun cuando las obligaciones previsionales se abonen en efectivo según lo establecido por las sucesivas leyes de presupuesto (leyes 26.422, 26.546, 26.728, 26.784 y 26.895).


    Olivera, Eduardo Humberto c/ Anses s/ Inconstitucionalidad ley 24.463 y sumario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 243, 2013, (49-O)/CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Proceso de conocimiento. Presunta mora en el pago de la deuda con bonos. Arbitraria imposición de astreintes. Afectación a garantías constitucionales. Sentencia arbitraria.


    Aun cuando la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos a la instancia extraordinaria, en el caso el tribunal apelado adoptó un enfoque erróneo de lo debatido en la causa y omitió examinar cuestiones decisivas oportunamente propuestas, con menoscabo de las garantías que consagran los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. El a quo no tuvo en cuenta, en primer lugar, que la nueva pretensión constituía un manifiesto apartamiento del objeto originario de las diligencias preliminares, ni que la condena a la demandada a efectuar el pago en el plazo de sesenta días requería el inicio de un proceso de conocimiento (art. 323 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). En segundo lugar, omitió considerar que, como ha dicho la Corte reiteradamente, cuando una obligación queda comprendida en el régimen de consolidación de deudas, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. La decisión de la cámara que deja subsistente la intimación a que en sesenta días se resuelva definitivamente el expediente administrativo y se entreguen los bonos que correspondan bajo apercibimiento de imponer sanciones conminatorias, pone en evidencia que se fundó en afirmaciones meramente dogmáticas que no atienden adecuadamente a las constancias de la causa. En tales condiciones, el pronunciamiento recurrido no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene graves defectos en la consideración de extremos conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar los planteos del apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Sanatorio 9 de Julio S.A. y otros UTE y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Diligencia preliminar


    S 220, XLIX, 03 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Leyes de Emergencia


    Leyes de emergencia. Ejecución hipotecaria. Hipoteca constituida sobre vivienda única y familiar. Improcedencia de la aplicación del precedente “Longobardi”. Arbitrariedad de la sentencia. Meras discrepancias con la sentencia apelada.


    Asiste razón a la apelante en tanto afirma que el tribunal superior debió evaluar la aplicación realizada por la cámara de la doctrina de "Longobardi" -prevista para deudas superiores a US$100.000, en las que no está en juego la vivienda única y familiar del ejecutado-. En efecto, el superior tribunal local descartó la arbitrariedad de la sentencia por considerar que no fue acreditada la concurrencia de los requisitos previstos por la ley 26.167 y que solo se tomaron los principios de equidad que surgen de ese precedente, sin ponderar los planteos y la prueba indicada por la deudora como conducente para la solución de ese aspecto. Sin embargo, los restantes agravios presentados por la recurrente, no deben prosperar, pues la sentencia encuentra sustento suficiente en las consideraciones relativas a la procedencia de recursos locales, así como en las circunstancias de hecho y de derecho común, sin que resulte de tal forma descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad. En este sentido, las críticas de la apelante solo traducen diferencias de criterio con el juzgador en materias ajenas a la vía extraordinaria intentada. Por otra parte, los argumentos expuestos, no resultan suficientes para rechazar las premisas en las que se apoya el pronunciamiento recurrido, en tanto reiteran argumentos que han obtenido respuesta en las instancias anteriores.


    Krieger, Ana Inés c/ Sánchez, Orlando Rubén s/ Daño moral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 961, 2014, CS1, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Títulos de la deuda pública nacional. Diferimiento del pago de los servicios. Emergencia económica. Ley 25.561. Excepciones. Decreto 471/02. Remisión al dictamen y sentencia en precedente “Galli” (Fallos: 328:690).


    Las disposiciones legales que difirieron el pago de los servicios de la deuda pública pertenecen a aquella categoría excepcional de normas, que fueron dictadas en el marco del estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, declarado por la ley 25.561 -modificada por su similar 25.820- y sucesivamente prorrogado por las leyes 25.972, 26.077, 26.204, 26.339, 26.456, 26.563, 26.729 Y 26.896. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que, al mismo tiempo que el Estado nacional difirió los pagos de su deuda pública, estableció numerosas excepciones a esa regla (resoluciones 73/02 y 158/03, del Ministerio de Economía, y leyes 25.827, 25.967, 26.078, 26.198, 26.337 y 26.422), que permitieron a un importante conjunto de tenedores de títulos públicos percibir los servicios financieros de éstos en las condiciones fijadas por el decreto 471/02. Una de esas excepciones estaba referida -en cuanto aquí interesa- a los servicios financieros de los bonos de consolidación y de los bonos de consolidación de deudas previsionales que estuvieran en poder de personas físicas de 75 años o más de edad y cuyas tenencias se encontraran acreditadas en la Caja de Valores al 31 de diciembre de 2001 y se mantuvieran sin variación, o por la parte que cumpliera esa condición (arts. 2°, inc. 'c', de la resolución 73/02; 2°, inc. 'd', ap. I, de la resolución 158/03; 60, inc. 'd', ap. I, de la ley 25.827; y 47, inc. 'd', ap. I, de la ley 25.967). Mientras estuvo vigente la norma de excepción invocada en la demanda como fundamento de la pretensión, la aquí actora no alcanzaba la edad contemplada en aquélla (75 años o más de edad), sino que recién lo hizo en 2006, ejercicio anual cuyo presupuesto -aprobado por la ley 26.078- no previó la excepción por edad a la que se aludió más arriba, como tampoco lo hicieron las sucesivas leyes de presupuesto que rigieron desde entonces hasta la fecha. La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que la modificación de normas por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad.


    Galindo de Spota, Norma Carmen c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ proceso de conocimiento ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 17442, 2007, CS1, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Poder Impositivo y Coparticipación


    Acción declarativa contra una provincia. Pretensión de cobro de alícuota diferenciada del impuesto sobre los ingresos brutos. Productos elaborados en otra jurisdicción. Facultades exclusivas de la Nación. Restricción a la libre circulación de las mercancías. La "cláusula comercial" en la Constitución Nacional. Inconstitucionalidad del art. 160, inc. ñ), del Código Fiscal santafesino.


    No habiendo sido objeto de impugnación el encuadre fiscal de las actividades industriales declaradas por la empresa en el impuesto sobre los ingresos brutos ("fabricación de medicamentos para uso humano y productos farmacéuticos" y "fabricación de plaguicidas y productos químicos de uso agropecuario"), es improcedente la pretensión de la Provincia de Santa Fe de exigirle el pago de ese tributo aplicando la alícuota básica del 3,5% -tipificada en el art. 6° de la ley local 3.650- toda vez que ella era desplazada por la exención específica fijada en el art. 160, inc. ñ), del Código Fiscal (ley 3.456, t.o. 1997) para la actividad industrial vigente durante los períodos fiscales enero de 2010 a junio de 2011, siendo inconstitucional que se pretenda distinguir entre las plantas fabriles radicadas en la jurisdicción y las situadas fuera de ella. Al excluir de la exención a las actividades industriales cuando ellas se desarrollen en plantas fabriles situadas fuera de la provincia, la demandada ha pretendido ejercer facultades que son propias, exclusivas e indelegables de las autoridades nacionales, en tanto ha intentado torcer las corrientes naturales del comercio en su propio beneficio (art. 75, inc. 13°) instaurando una suerte de "aduana interior" vedada por la Constitución (arts. 9° a 12°) para perjudicar a los productos foráneos en beneficio de los manufacturados en su territorio, circunstancia que lleva a concluir en la completa invalidez constitucional de esta exigencia contenida en el art. 160, inc. ñ), de su Código Fiscal.


    Bayer S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 505, 2012, (48-B), 15 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza entablada por concesionario de explotación hidrocarburífera contra provincia. Procedencia. Liquidación de las regalías hidrocarburíferas. Remisión a lo dictaminado en autos E.113, L. XLV, "ENAP Sipetrol Argentina S.A. c/ Provincia del Chubut s/ acción declarativa de certeza”.


    Alianza Petrolera Argentina S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 140, 2011, (47-A), 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Pretensión de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos por parte de una provincia. Regulación del sistema de energía eléctrica. Actividad de generación y comercialización de energía eléctrica en el Mercado Eléctrico Mayorista. Mercado spot: remisión a lo dictaminado en C. 1380 L. XL. Mercado a término: análisis de las leyes 15.336 y 24.065.


    Se advierte que la Provincia pretende incluir en la base imponible del tributo los ingresos provenientes de la venta de energía generada tanto en el mercado a término como en el mercado spot, de energía no generada, y venta de potencia en el mercado spot. Respecto de la inclusión en la base imponible de los ingresos provenientes de las ventas en el mercado spot, se remite a lo dictaminado en la causa C.1380, L.XL, "Centrales Térmicas Patagónicas S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ acción declarativa" y en la sentencia de la Corte, en cuanto fueren aplicables a esta causa. En lo atinente a la inclusión en la base imponible de los ingresos provenientes de las ventas en el mercado a término, una arraigada doctrina del Tribunal ha establecido que lo relativo al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal incorporado al concepto abarcador que supone la interpretación del art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional. En esa inteligencia, corroborada en Fallos: 320: 1302, se dijo que el Congreso dictó las leyes 15.336 y 24.065 por las que se planifica, se establecen pautas generales y se ordena la política energética nacional. En ese contexto legal es que debe resolverse si la potestad tributaria provincial aquí cuestionada pone en crisis a ese régimen, advirtiendo, por si cupiera alguna duda, que la ley 24.065, modificatoria en ciertos aspectos de la mentada ley 15.336, no modificó ni derogó el art. 12 de ésta, tal como se dijo en Fallos: 322:2598, y 325:723, entre otros. La declaración de la autoridad federal competente respecto de la conformación de los costos de generación de la energía eléctrica implica que la actividad que desarrolla la demandante se encuentra alcanzada por la exención del gravamen cuestionado a fin de impedir, como de hecho sucedería, que incida en la libre producción y circulación de la energía eléctrica; y que, al valorar como necesaria su fijación, no ha sido una falta de previsión de su parte con relación a las facultades de imposición local, sino un examen de mérito en el que consideró la medida como un medio idóneo para alcanzar los fines federales perseguidos. Cabe indicar que como ya lo sostuvo la Corte en el citado precedente de C.1380, L.XL; "Centrales Térmicas Patagónicas S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ acción declarativa" (cons. 13), no debe entenderse que dicha exención se origina exclusivamente en un reglamento sino que constituye el ejercicio, por parte de la autoridad nacional, de claras facultades constitucionales otorgadas a la Nación y ejercidas por el legislador en el art 12 de la ley 15.336 (art. 75, inc. 18, Constitución Nacional; Fallos: 68:227; 183:181 y 190, entre otros). Por ello, no puede verse en ello una conculcación de las facultades de la autoridad provincial, sino la consagración de las disposiciones que regulan la especie, emanadas del órgano competente a nivel federal, que además de gozar de la consabida presunción de legitimidad, se inscriben en las que el Estado Nacional clasifica en el ámbito energético legal como demostrativas de la determinación de los medios apropiados para lograr los fines de interés nacional en esa materia. En estas condiciones y bajo este prisma, forzoso es colegir que la actora se halla legal y técnicamente impedida de incorporar en sus costos el impuesto provincial sobre los ingresos brutos que le reclama la Provincia y ello, es suficiente para rechazar la pretensión tributaria aquí discutida.


    Central Puerto SA c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 253, 2013, (49-C)/ CS1, 15 de octubre de 2015


    Ver Dictamen


    Gravamen a los titulares de los servicios de radiodifusión: ley 22.285. Cómputo a cuenta en el IVA. Planteo de inconstitucionalidad e ilegalidad del art. 1°, inc. 1.1), de la ley 25.063. Régimen de coparticipación federal. Facultades constitucionales del Congreso Nacional. Poder impositivo. Rechazo del planteo.


    La provincia solicita la inconstitucionalidad e ilegalidad del art. 1°, inc. 1.1), de la ley 25.063, en cuanto permite computar a cuenta del IVA el 100% de las sumas pagadas por el GTSR, indicando que ello provoca una merma de la masa coparticipable y, por ende, una disminución de las sumas que automáticamente debe percibir por la porción que sobre ésta le corresponde. Cabe destacar que mediante el instituto del "pago a cuenta" el Congreso Nacional establece una suerte de beneficio fiscal, consistente en que si el contribuyente tiene un saldo a pagar en sus declaraciones de IVA, el importe abonado por otro impuesto distinto -en este caso, el GTSR- puede emplearse para la cancelación de esa deuda. De esta forma, y dicho de una manera figurada, por una decisión del legislador se duplica el valor de una única suma de dinero pagada al Fisco Nacional, que surte un doble efecto cancelatorio, es decir tanto frente al GTSR cuanto al IVA. Con ello, lo que debe estudiarse es si este beneficio fiscal constituye -como lo denuncia la provincia- una indebida merma de la masa coparticipable definida en el art. 2° de la ley 23.548. Cabe mencionar que no están en discusión ahora las facultades constitucionales de la Nación para crear, regular y percibir el IVA, como lo hizo por medio de la actualmente vigente ley 23.349, en su texto ordenado por decreto 280/97. Así, salvo el valladar infranqueable que suponen las limitaciones constitucionales, las facultades de órgano legislativo son amplias y discrecionales, de modo que el criterio de oportunidad o acierto con que las ejerza es irrevisable por cualquier otro poder. Contrariamente a la postura que sostiene la actora, nada se encuentra en la ley 23.548 que limite esas facultades constitucionales del Congreso Nacional. Bajo el prisma de la consolidada regla hermenéutica, es claro que el derecho que adquirieron las provincias como consecuencia de su adhesión al régimen de coparticipación federal se limita a participar del "producido de la recaudación" de todos los impuestos nacionales, sin que de allí pueda extenderse a que lo tengan también a intervenir en la definición de esos tributos -v. gr., hecho imponible, base, alícuota, exenciones, sujetos pasivos, plazos y modalidades de su percepción, etc.-, potestad que se conserva como resorte propio del Congreso Nacional. El sistema federal importa asignación de competencias a las jurisdicciones federal y provincial; ello no implica, por cierto, subordinación de los estados particulares al gobierno central, pero si coordinación de esfuerzos y funciones dirigida al bien común general. Bajo este aspecto, el pago a cuenta establecido en el art. 1°, inc. 1.1), de la ley 25.063 se muestra compatible con los principios señalados, habida cuenta de que no importa sino el ejercicio legítimo de los poderes impositivos delegados al Congreso Nacional por la Constitución, sin otorgarle por ello un destino diferente al producido por lo recaudado en su ejercicio, circunstancia en la que devendría exigible el cumplimiento de los requisitos especiales fijados en su art. 75, inc. 3°. Cabe recordar una vez más la inveterada doctrina del Tribunal que sostiene que las normas han de ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la judicial. Una solución contraria llevaría a condenar al Congreso Nacional por transgredir el sistema de la ley convenio 23.548 cada vez que -en uso de sus atribuciones constitucionales- establezca una exención, rebaje una alícuota, modifique la base imponible, derogue un gravamen o tome cualquier otra medida que implique una presunta merma de la recaudación de los tributos nacionales coparticipables, consecuencia que no surge ni de la letra ni de la intención que alimentó la creación del régimen.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 313, 2009, (45-S), 15 de mayo de 2015


    Ver Dictamen


    Régimen de la energía eléctrica. Acción declarativa de certeza. Impuesto sobre los ingresos brutos. Ejecución del contrato de construcción, operación y mantenimiento para la ampliación de red de energía eléctrica. Art. 12 de la ley 15.336: exención de todo tributo local. Medida que restringe o dificulta la libre circulación de la energía eléctrica. Remisión a Fallos: 327:2369 y 329:358, y, causa I.147, L. XLIV.


    Se encuentran reunidos los requisitos establecidos por el art. 322 del código de rito, pues ha mediado una actividad explicita de la Dirección General de Rentas de la demandada, dirigida a la "percepción" del impuesto que estima adeudado, consistente en la denegación de los pertinentes documentos que hagan constar la exención en el gravamen, y que, en consecuencia, liberen a la actora de resultar sujeto pasivo de retenciones y percepciones que funcionan como anticipos del pago del impuesto sobre los ingresos brutos. Por ello, esa actividad estatal posee entidad para sumir a la actora en un "estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica", entendiéndose por tal a aquella que es "concreta" al momento de emitir la sentencia. En efecto, una ya arraigada doctrina del Tribunal ha establecido que lo atinente al régimen de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal, incorporado al concepto abarcativo que supone la interpretación del inc. 13 del art. 75 de la Constitución Nacional En tal inteligencia, el Congreso Nacional dictó -entre otras- las leyes 15.336 y 24.065 por las que se planifica, se establecen pautas generales y se ordena la política energética. En ese contexto legal es en el que debe resolverse, primariamente, si la potestad tributaria provincial pone en crisis ese régimen, dejando sentado desde ahora que la ley 24.065, modificatoria en ciertos aspectos de su antecedente, la ley 15.336, no modificó ni derogó el art. 12 de ésta. En el caso aquí estudiado ha sido la autoridad federal quien constató y decidió, sobre la base de lo dispuesto por el Congreso Nacional en el ya citado art. 12 de la ley 15.336, que el contrato COM involucrado en autos estaría exento de todo tributo local provincial o municipal- que incidiera sobre el canon anual, al entender que tal gabela constituía una medida que restringe o dificulta la libre circulación de la energía eléctrica. Tal determinación surge claramente expresada del texto del art. 45, tercer párrafo, del contrato, en el que se señala que "todo impuesto provincial o municipal que incida sobre el canon anual dificulta la libre circulación de la energía eléctrica, no pudiendo gravarse el canon anual, las actividades objeto del contrato COM y las licencias técnicas". En virtud de lo claramente estatuido por dicho art. 12 de la ley 15.336, las autoridades nacionales competentes se circunscribieron a constatar la ocurrencia, en los hechos, del presupuesto fáctico contemplado en la norma legal de exención, la cual reposa en claras facultades constitucionales otorgadas a la Nación. Tal conducta de las autoridades nacionales debe ser entendida en el contexto del reconocimiento de la consolidada jurisprudencia de la Corte de que "quien tiene el deber de procurar determinado fin, tiene el derecho de procurar los medios para su logro efectivo". Así, la pretensión tributaria local colisiona, en la especie, con las normas federales, circunstancia que ha de llevar a declarar su improcedencia.


    Transportadora Cuyana S.A. c/ San Juan, Provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción meramente declarativa


    T 313, XLIV, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Formación y Sanción de Leyes


    Extinción de jubilación de privilegio otorgada a funcionario de la última dictadura. Rechazo acción de amparo. Constitucionalidad de ley 26.475. Ausencia de afectación de derecho adquirido. Beneficio extraordinario ilegítimo. Control de los actos del gobierno de facto. Medida razonable del Estado a fin de subsanar las secuelas del abuso y de la vulneración masiva de los derechos humanos.


    Con relación a la naturaleza del derecho adquirido, cabe precisar que el haber concedido al apelante en el marco de la ley 21.121 no constituye una prestación jubilatoria ordinaria conferida en virtud de contribuciones equivalentes realizadas por el propio beneficiario durante su vida activa. Por el contrario, es una gratificación extraordinaria otorgada en reconocimiento del ejercicio de un cargo jerárquico en la última dictadura durante dos años y cuatro meses. Corresponde considerar que la adquisición originaria de esa gratificación extraordinaria estuvo rodeada de graves y particulares vicios. Esa concesión otorgada por autoridades de facto padece de una ilegitimidad en la causa, a saber, la concesión de un reconocimiento al mérito a quien fue designado por autoridades de facto para desempeñar un cargo jerárquico en la estructura central de ese gobierno. Con relación a la validez y continuidad de los actos de los gobiernos de facto, la Procuración General de la Nación se pronunció en la causa de Fallos: 312:435, donde se objetaba, bajo el presupuesto de afectar derechos adquiridos, la constitucionalidad de la ley 23.115, que derogó la ley de facto 21.536 y dispuso la anulación de las confirmaciones de profesores universitarios y los beneficios de estabilidad en el cargo obtenidos por aplicación de esa ley. Allí la Procuración -cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia del 6 de abril de 1989- sostuvo que la Corte no ha vacilado en declarar la ilegalidad del derecho creado anormalmente por las autoridades de facto y expuso que "no reconocerle al gobierno de la Constitución la potestad legal de anular, la vigencia de los efectos pendientes de los actos del gobierno de facto implicaría, por lo pronto, limitarlo nocivamente en el logro de la consolidación del sistema democrático y, además, significaría otorgarle -a los actos del poder de hecho- la plenitud de los atributos sólo razonablemente atribuibles, de por sí, a los actos legítimos del poder de jure [ ... ] Por ello en nada obsta a que, mediando razones superiores de política legislativa, el restaurado gobierno constitucional pueda anular la vigencia de sus efectos pendientes ...". La ilegitimidad del derecho invocado, que fuera concedido por autoridades de facto, afecta la causa de ese beneficio extraordinario otorgado a José Ángel Paolino. No puede obviarse que configura un contrasentido otorgarle un reconocimiento al mérito a quien conformó un gobierno que usurpó el poder a las autoridades democráticas y que cometió graves violaciones a los derechos humanos. Para más, la política educativa de la dictadura, en la que el actor tuvo un rol protagónico, procuró alcanzar un control ideológico, que fue una de las columnas del plan sistemático ideado por ese gobierno para eliminar el disenso. En esas condiciones, la postura del recurrente no parece justificada, ya que persigue el mantenimiento a perpetuidad de una estabilidad generada por un acto de naturaleza ilegítima. La pretensión del impugnante implicaría limitar las facultades del gobierno constitucional de eliminar los efectos hacia el futuro de una gratificación otorgada en reconocimiento del supuesto mérito de quienes ocuparon cargos políticos determinantes durante la última dictadura. El ejercicio de dicha facultad a través de la sanción de la ley 26.475 no luce arbitrario o irrazonable. Las necesidades previsionales del actor son resguardadas por la ley aquí cuestionada que prevé la percepción de una jubilación de acuerdo al régimen ordinario (art. 3, ley 26.475). La medida persigue un cometido de esencial importancia del gobierno constitucional. Tal como surge de los antecedentes parlamentarios, la ley busca "seguir avanzando un poco más en un cierre de página digno de un período negro de nuestra historia". Además, ese dictamen señala que es "una aberración que encontremos hoy personas que cobren jubilaciones llamadas 'de privilegio' que les fueran dadas sobre la base de que su única actividad fue formar parte de la dictadura". En este sentido, la ley 26.475 se enmarca dentro de las medidas que deben adoptar los Estados, de acuerdo con los instrumentos internacionales de derechos humanos, a fin de hacer frente con un enfoque global a las violaciones masivas de derechos humanos. Esas medidas no sólo comprenden investigaciones, sanciones e indemnizaciones individuales, sino también un conjunto de disposiciones que tiendan a la restauración de la confianza en las instituciones públicas y la consolidación de la democracia y del estado de derecho. La extinción del beneficio especial otorgado al actor por ejercer un cargo jerárquico en la última dictadura constituye una medida razonable adoptada por el Estado argentino en aras de subsanar las secuelas del abuso y de la vulneración masiva de los derechos humanos. De otro modo, la confianza ciudadana en la vigencia de las instituciones del Estado y del estado del derecho se verían amenazadas si el Estado Nacional le otorgase una prestación en reconocimiento del supuesto mérito a quien formó parte de un gobierno ilegítimo en un área vinculada a la censura ideológica.


    Paolino, José Ángel c/ Anses s/ Amparo


    P 659, XLVIII, 27 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Internacional


    Derecho Internacional


    Derecho Internacional Privado


    Contrato con sociedad extranjera. Obligación de devolver divisa extranjera. Facultad de elegir el derecho nacional. Cláusulas complementarias. Normativa de emergencia. Derogación del sistema de convertibilidad. Domicilio de la deudora.


    Para la determinación de la ley aplicable a un contrato con elementos multinacionales, corresponde indagar; en primer lugar, si las partes han ejercido la facultad de elegir el derecho nacional aplicable al contrato, sin perjuicio del orden público internacional privado del juez con jurisdicción internacional y de las normas de policía, que no pueden ser desplazados por la autonomía referida. En caso contrario, es decir, si las partes no han ejercido la mencionada autonomía a efectos de elegir el derecho aplicable, cabe acudir a las normas de conflicto de fuente legal que regulan el caso. Tratándose de un asunto planteado ante un juez argentino, éste aplicará normas de conflicto argentinas para la determinación del derecho que rige el caso. Pero ellas pueden ser, a su vez, de fuente interna o de fuente internacional. Éstas últimas desplazan en lo pertinente a las otras –art. 31, Constitución Nacional-. No es materia de controversia en esta litis que las partes no han ejercido en forma expresa la facultad de elegir el derecho nacional aplicable al contrato que las une, por lo que cabe recurrir a las normas de conflicto argentinas para su determinación. En particular, son aplicables al caso las normas del Título XI del Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo (1940), pues se trata de un contrato celebrado en Argentina, cuyas partes firmantes se domicilian una en el país y la otra en el Uruguay, y ambos Estados han ratificado ese instrumento internacional. Respecto de las cláusulas complementarias, el hecho de que en las mismas se haya convenido que el medio de pago seria la transferencia bancaria en la cuenta indicada por el acreedor, no implica necesariamente un cambio en el lugar de cumplimiento de la obligación, pues en el convenio principal se fijó a tal efecto en el domicilio del deudor; máxime cuando las sumas correspondientes a la cuota cancelatoria se depositaban en nuestro país. Si bien las sumas adeudadas debían transferirse al Banco Exprinter de Montevideo, Uruguay, dicha cuenta podía ser modificada por cualquier otra si mediaba la debida notificación. En razón de ello, no puede afirmarse que el lugar de cumplimiento se alteró de manera indubitada y que, por ende, se trasladó al Uruguay, ya que lo único que explícitamente se acordó en las Cláusulas Complementarias es la modalidad de pago por transferencia bancaria a la cuenta que anoticiase el acreedor, esta última susceptible de ser reemplazada por otra. Ante la imposibilidad de efectuar trasferencias al exterior, conforme la normativa de emergencia que regía en aquel momento –en especial, artículo 2°, inciso b, decreto 1570/01-, y teniendo en cuenta que los convenios deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que las partes verosímilmente entendieron o pudieron entender, es razonable inferir que, en esas circunstancias particulares, el lugar de cumplimiento no podía ser otro que el domicilio de la deudora, sea a través del retiro en dicho sitio del cheque puesto a disposición de la acreedora, o a través de la elección de otra cuenta bancaria donde fuese viable cancelar la obligación asumida. En atención a las razones enunciadas precedentemente, considero que median en autos suficientes elementos de convicción para concluir que la legislación aplicable al convenio en estudio es el derecho argentino, circunstancia que impide encuadrar el caso en la excepción prevista en el artículo 1, inciso e, del decreto 410/2002, que regula aquellos supuestos subsumidos en la ley extranjera, sobre los cuales no operan las normas de pesificación; máxime teniendo en cuenta que en la causa no se probó de manera suficiente la falta de afectación del contrato por la derogación del sistema de convertibilidad.


    Ponape SA -Consignación- y Ponape SA c/ Cerámica Alberdi SA -Cumplimiento Contractual- (Expte. 49/07)


    C 257, XLIX, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen


    Restitución de hijo menor. Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya "CH 1980". Cuestión de competencia. Falta de participación del Ministerio Pupilar. Sanción de nulidad. Vulneración de los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal. Situación de extrañamiento. Necesidad de agilidad en los procedimientos. Mejor interés del niño. Convención sobre los Derechos del Niño.


    La resolución apelada, al declarar la nulidad de la sentencia dictada sobre el fondo del asunto, con sustento en una incompetencia introducida en el marco de un recurso deducido contra aquella decisión, configura un caso de privación de justicia incompatible con la índole de los derechos en juego, suscitando así un perjuicio de imposible o dificultosa reparación ulterior (art. 14, ley 48). El agravio federal fue introducido en tiempo propio, puesto que la disputa sobre la competencia surgió recién en la órbita de la Corte local. Luego, la eventual arbitrariedad de la solución jurisdiccional no pudo ser prevista, razonablemente, ni planteada con anterioridad. En otro orden, la resolución se dictó sin oír previamente al Ministerio Pupilar, con lo cual, correspondería declarar la nulidad de los actos llevados a cabo sin su participación, con arreglo al artículo 59 del Código Civil. Pero, sumar más dilaciones, postergando nuevamente la respuesta jurisdiccional, supone una concreta y severa vulneración de los derechos fundamentales del menor. Más allá de la indiscutible gravedad de la omisión en la que se ha incurrido, ante las singulares características del caso y transcurridos más de dos años de proceso, la sanción de nulidad obraría en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución del pleito. En este último imperativo también está implicado el orden público, en coincidencia con los principios de rango superior que imprimen a este tipo de trámites singular premura, involucrando en ello la responsabilidad internacional del Estado. El derecho del menor encontrará una mayor satisfacción al obtener más rápidamente un pronunciamiento que finalmente se ocupe de esclarecer un asunto trascendental para él que, sin embargo, ha permanecido indefinido durante la mitad de su corta vida de sólo cuatro años. La aptitud jurisdiccional debe determinarse en la oportunidad adecuada. Asimismo, aun en casos en los que la ley autoriza la declaración de oficio en cualquier etapa procesal, el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la cuestión ha fenecido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. A partir de tales premisas, la Corte ha calificado como extemporánea y carente de sostén la incompetencia verificada cuando el juez ya había asumido expresamente su jurisdicción, sin mediar objeciones de las partes, y se había expedido sobre el fondo del asunto. En esa misma dirección, tiene dicho que el planteo introducido por la demandada recién ante el tribunal superior de la causa, carece de idoneidad para habilitar el progreso de este tipo de cuestiones, por ser fruto de reflexiones tardías. Por ende, la decisión recurrida, que sobrevino luego de un extenso trámite de casi dos años y ya culminadas las actuaciones, configura un acto intempestivo que vulnera los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal, en la medida en que ellos se orientan a evitar la privación de justicia. El supuesto debe examinarse desde la perspectiva del mejor interés del niño, tal como es ponderado por el Convenio de la Haya; esto es, en íntima relación con un rápido esclarecimiento de la situación de extrañamiento. Esa agilidad de los procedimientos es, al mismo tiempo, el objetivo primordial y uno de los ejes que sostienen el sistema de restitución diseñado por la comunidad de naciones. En el marco hermenéutico propio de la materia sobre la que versa la causa, no cabe sino concluir que, al someter el conflicto a un nuevo juzgamiento, el fallo priva al niño de la tutela efectiva como parte esencial de un proceso que lo afecta directamente y en el cual debe valorarse primordialmente su mejor interés en los términos de la Convención aplicable.


    E., M. D. c/ P., P. s/ Varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2126, 2014, RH1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Derecho Colectivo del Trabajo



    Asociaciones Sindicales de Trabajadores


    Asociación sindical simplemente inscripta. Privilegios otorgados a entidades sindicales con personería gremial: desigualdad irrazonable. Derecho a la libertad de asociación sindical. Inconstitucionalidad de los arts. 44 y 48, Ley 23.551 y arts. 70, 90 y 91, convenio colectivo 697/05. Remisión a los casos "Asociación Trabajadores del Estado cl Ministerio de Trabajo", y "Rossi, Adriana Maria c/ Estado Nacional-Armada Argentina".


    Los artículos 44 y 48 de la ley 23.551 y los artículos 70, 90 y 91 del convenio colectivo 697/05 violan el derecho a la libertad de asociación sindical, tal como ha sido interpretado por la Corte Suprema, en la medida que otorgan privilegios a las asociaciones sindicales con personería gremial en detrimento de las simplemente inscriptas. En efecto, ello conlleva una desigualdad irrazonable entre los dos tipos de organizaciones, lo que afecta la libertad sindical tanto en el aspecto individual como en el colectivo. Dichos privilegios exceden de aquellos que pueden otorgarse a las organizaciones más representativas en tanto no se vinculan con su prioridad de representación en las negociaciones colectivas, en la consulta por las autoridades o en la designación de delegados ante organismos internacionales, únicas prerrogativas admitidas en el Convenio 87 conforme lo manifestado por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo. El actual régimen de franquicias y licencias -tal como está regulado en las normas aquí cuestionadas- puede influir, en forma indebida, en la elección de los trabajadores con relación a la asociación a la que deseen afiliarse, ya que optarían por aquella que tenga más privilegios y brinde mayor protección, incluso aunque no adhieran a su ideología política o sindical. En este sentido la Comisión de Expertos, al formular observaciones sobre la ley 23.551 en 1989, manifestó que la concesión a los sindicatos más representativos de ciertos privilegios relativos a la defensa de los intereses profesionales no debe estar subordinada a condiciones de tal naturaleza que influyese indebidamente en la elección por los trabajadores de la organización a la que deben afiliarse. En consecuencia, tal como lo entendió la sentencia apelada, los artículos 44 y 48 de la ley 23.551 y los artículos 70, 90 y 91 del convenio colectivo de trabajo 697/05, en cuanto excluyen en forma arbitraria a las asociaciones simplemente inscriptas del régimen de franquicias y licencias, resultan inconstitucionales.


    Nueva Org. Trab. Estatales c/ I.N.S.S.J.P.


    N 143, XLVIII, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Organización y Funcionamiento


    Personería gremial. Nueva asociación: representación de personal jerarquizado. Encuadramiento sindical: cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Principio de no injerencia y de amplitud en el sector público. Costas: cuestión fáctica y procesal.


    Son ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48 las cuestiones de encuadramiento sindical, las referidas a la interpretación de las normas que hacen al cumplimiento de los recaudos necesarios para lograr y mantener la personería gremial, y a determinar cuál es el sindicato más representativo de la actividad o categoría profesional de que se trata. Además, la Corte ha entendido que no causa agravio constitucional la decisión que otorga personería gremial a una nueva asociación parcial que agrupa a trabajadores jerarquizados. Así, no se advierte fundado el agravio de la recurrente pues se confirmó la resolución Ministerial que le otorgó la personería gremial para actuar en representación del personal jerarquizado del Poder Judicial provincial. Al respecto, cabe resaltar que la cámara desestimó el planteo de la Asociación Gremial de Empleados, pero no podría haber desplazado su personería pues hubiera excedido los términos del recurso planteado. La personería gremial de la entidad preexistente y la definición de su alcance personal no surgen de la decisión de la cámara aquí recurrida, sino de actos administrativos previos que el a quo valoró como antecedentes. Además, resulta irrelevante para la solución del caso la declaración de inconstitucionalidad de la ley 22.105 pues, además de encontrarse derogada al momento del dictado de la sentencia –art. 66 de la ley 23.551-, la cámara fundó su decisión en el principio de no injerencia, emergente del Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo, y de amplitud en el sector público, receptado por los artículos 4 y 6 de la ley 24.185 y la resolución 255/03 del Ministerio de Trabajo.


    Ministerio de Trabajo c/ Asoc. de Funcionarios Judiciales de la Pcia. de Mendoza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 429, 2014, (50-M) CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Régimen sindical argentino. Coexistencia de personerías gremiales en el sector público. Ley 23.551. Interpretación y aplicación de la resolución ministerial 255/03. Libertad sindical y protección del derecho de sindicación.


    En primer lugar, respecto al agravio en el cual se afirma que las resoluciones ministeriales 708/09 y 770/12 fueron dictadas in audita parte, cabe resaltar que quien inició las actuaciones administrativas fue el recurrente, ante la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, cuando solicitó la nulidad de la elección de delegados convocada por la Asociación de Trabajadores del Estado. A su vez, el sindicato provincial impugnó la resolución 708/09 a través de los recursos de reconsideración -tratado por resolución ministerial 770/12- y directo -tratado por el a quo en la sentencia en crisis-, donde desarrolló un amplio relato de su postura. Por ello, en el caso, la autoridad administrativa cumplió con el procedimiento previsto por el decreto 1759/72, y la cámara desarrolló en debida forma el proceso que establece el artículo 62 de la ley 23.551. En consecuencia, y conforme lo dictaminado por el Fiscal General ante la cámara, no se ha vulnerado el derecho de defensa de la recurrente, ni el debido proceso adjetivo. En segundo lugar, respecto a los agravios referidos a la interpretación y aplicación de la resolución ministerial 255/03, tampoco deberían prosperar, pues la decisión recurrida no realiza una interpretación irrazonable del derecho aplicable a las circunstancias de la causa. En efecto, los artículos 4° y 6° de la ley 24.185 establecieron el principio de la representatividad colectiva plural de los trabajadores del sector público, admitiendo expresamente a más de una asociación sindical con personería gremial en el mismo ámbito de aplicación. Corresponde puntualizar además que la resolución 255/03 recepta las recomendaciones de la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios de la Organización Internacional del Trabajo, en cuanto sostiene que los requisitos contenidos en los artículos 28 y 30 de la ley 23.551 resultan excesivos y contrarios a las exigencias del Convenio 87 sobre libertad sindical y protección del derecho de sindicación, el cual está incorporado al artículo 8.3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y al artículo 22.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ambos de rango constitucional. Así, la resolución 708/09, al considerar la aptitud de la Asociación de Trabajadores del Estado para actuar en el mismo ámbito de representación del Sindicato de Empleados, reconoce la vigencia de su personería gremial de alcance nacional anterior a la del recurrente. Pero ese acto administrativo, como sostuvo el a quo, no desplaza al Sindicato de Empleados de su esfera de actuación, sino que establece una coexistencia entre diversas entidades sindicales de empleo público. En consecuencia, el a quo realizó una interpretación de la resolución 255/03 y de los elementos probatorios del caso, que no resulta irrazonable, sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Ministerio de Trabajo c/ Asoc. de Trabajadores del Estado – Consejo Directivo de la Provincia de Córdoba


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 892, 2013, (49M) CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Principios. Libertad Sindical


    Demanda de exclusión de tutela sindical. Docente universitario. Calificaciones y evaluaciones negativas. Discriminación por actividad política. Protección especial de la actividad sindical: especial cuidado en el análisis de las pruebas.


    Los argumentos utilizados para calificar de modo negativo al trabajador parecen incurrir en arbitrariedad y evidenciarían indicios de discriminación sindical, los cuales no fueron suficientemente atendidos por las instancias anteriores. En igual sentido, los testimonios presentados en la causa se refieren explícitamente a la persecución política del docente. En consecuencia, ameritaban un análisis detenido que descartara con absoluta certeza aquellas denuncias. En casos de alegada discriminación sindical, el Tribunal ha exigido que la empleadora desacreditase con prueba suficiente los indicios de discriminación presentados por el trabajador y que los tribunales realizasen un análisis especialmente cuidadoso de las pruebas presentadas a fin de pronunciarse sobre la existencia de actos que interfiriesen con la actividad sindical, especialmente protegida en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y en diversos instrumentos internacionales. La falta de observancia de tales recaudos en el pronunciamiento sub examine impide considerar la decisión como un acto judicial válido, más allá de la decisión que en definitiva se adopte.


    Universidad Nacional de Rosario c/ Calarota, Luis Raúl s/ Exclusión de tutela sindical


    U 13, XLVIII, 09 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso admisible. Libertad sindical. Ley 23.551. Remisión a precedentes anteriores. Actos discriminatorios en relaciones laborales. Ley 23.592. Carga de la prueba. Sentencia arbitraria.


    En cuanto a la aplicación de la ley 23.592 a las relaciones laborales, los agravios vertidos por la actora encuentran suficiente respuesta en el dictamen de autos P. 1.697, L. XLI. "Pellejero, Maria Mabel s/ Amparo"; criterio reiterado en P. 1.508, L. XLII y P 1.210, L XLII, "Parra Vera, Máxima c/ Sau Timoteo s/ Acción de amparo" y A. 590, L. XLIII, A. 390, L. XLIII; "Arecco, Maximiliano c/ Praxiar Argentina S.A. s/ Juicio sumarísimo", y en el caso "Álvarez" (Fallos: 333:2306) a cuyas consideraciones y términos se remite. En el dictamen L. 263, L. XLV, "Ledesma, Florencio c/ Citrus Batalla S.A. s/ Sumarísimo", se determinó que si la aplicación de la ley 23.592 estuviese condicionada a que el trabajador se encuentre comprendido en alguna de las previsiones estipuladas en los artículos 48, 50 y 52 de la ley 23.551, se estaría distinguiendo donde la norma no distingue e imponiendo una carga que la ley no exige. En este caso la Cámara local sostuvo que no podía otorgarse una protección a quien desempeñare actividades sindicales sin ser representante gremial reconocido formalmente, tema que el superior Tribunal provincial entendió como opinable, sin examinar que se estaba planteando una cuestión de índole federal. Al respecto, la Corte resolvió en numerosos casos en que trabajadores invocaron el artículo 47 de la ley 23.551 por no tratarse de actividades sindicales encuadrables en los artículos 48 y 52 de la ley 23.551 y les otorgo el amparo federal de la ley 23.592. En los casos en que resulta aplicable la ley 23.592, y se controvierte la existencia de un motivo discriminatorio en el acto en juego, resultará suficiente, para la parte que afirma dicho motivo, la acreditación de hechos, prima facie evaluados, que resulten idóneos para inducir su existencia, caso en el cual corresponderá al demandado a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que éste tuvo como causa un motivo objetivo y razonable ajeno a toda discriminación, y la evaluación de uno y otro extremo, es cometido propio de los jueces de la causa, a ser cumplido de conformidad con las reglas de la sana crítica. La sentencia apelada es arbitraria en cuanto prescindió de aplicar la ley federal 23.592 a las circunstancias comprobadas de la causa. Corresponde admitir la queja, declarar procedente el recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia impugnada y restituir las actuaciones al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expuesto.


    Varela, José Gilberto c/ Disco S.A. s/ Amparo Sindical


    V 528, XLVII, 04 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Derecho de la Seguridad Social


    Asignaciones Familiares


    Asignaciones familiares. Determinación y modificación del monto. Atribución propia del poder ejecutivo local. Exceso de la función jurisdiccional.


    La determinación de los montos correspondientes a las asignaciones familiares por cónyuge e hijo se encuentra incluida dentro del marco de actividad y decisión exclusiva del Poder Ejecutivo local y, por consiguiente, excluidos del control de los órganos jurisdiccionales. Si bien corresponde al Poder Judicial controlar la legitimidad de los actos emitidos en esta materia, no se encuentra facultado para formular juicio alguno respecto de la oportunidad, mérito o conveniencia que determinaron su dictado, tal como lo hizo el tribunal apelado. Al modificar el importe de las mencionadas asignaciones familiares previamente establecido por el poder ejecutivo provincial, el tribunal ha excedido el límite de la función jurisdiccional e invadió una atribución propia y exclusiva de aquel órgano valorando circunstancias ajenas al campo de lo jurídico. La determinación del monto de las prestaciones de la seguridad social se encuentra íntimamente vinculado al gobierno, administración de la hacienda y patrimonio público, materia propia de los poderes ejecutivo y legislativo. Por ello, tan correcto es afirmar que en la esfera que le es exclusiva, la competencia del Poder Judicial debe ser ejercida con la profundidad y energía que mejor respondan a los mandatos de la Constitución y las leyes, como que una de sus misiones más delicadas es saber mantenerse en la esfera de su jurisdicción, sin menoscabo de las facultades que incumben a otros departamentos de gobierno.


    Barzaghi, Ángel O. y otros c/ Provincia de Buenos Aires


    B 1014, XLVIII, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Contingencias Cubiertas


    Asignación mensual vitalicia. Beneficio de carácter extraordinario para el presidente de la Nación. Opción por el régimen ordinario: improcedencia de percepción de pensión graciable. Art. 1 y 5 de ley 24.018.


    La cuestión traída a conocimiento de la Corte Suprema consiste en determinar si, durante el período comprendido entre el 19 de noviembre de 2002 y el 29 de junio de 2004, el actor ejerció la opción que le confiere el artículo 5 de la ley 24.018 o si por el contrario tiene derecho a cobrar el beneficio extraordinario previsto en el artículo 1 de esa ley. La ley 24.018 consagra en su capítulo 1 una asignación especial cuyos destinatarios son el presidente y el vicepresidente de la Nación y los jueces de la Corte Suprema de Justicia. Su percepción es incompatible con el goce de toda jubilación, pensión, retiro o prestación graciable, pero el interesado puede optar por uno de ellos (art. 5). De este modo, la ley otorga al beneficiario la facultad de elegir entre la prerrogativa excepcional que estipula en su artículo 1 y el régimen jubilatorio ordinario. En las presentes actuaciones, el tribunal apelado interpretó equivocadamente que la pensión peticionada tiene carácter jubilatorio y, en consecuencia, concluyó que es irrenunciable. Sin embargo, ello desatiende la propia letra del artículo 5, que expresamente faculta al interesado a optar por el régimen jubilatorio ordinario, así como la especial naturaleza de esa asignación extraordinaria prevista en el artículo 1 de la ley. Asimismo, analizó arbitrariamente los actos realizados por el actor durante el período en cuestión, actos concretos que significaron la elección de uno de los regímenes disponibles, a saber, el régimen ordinario. Así, le asiste razón al recurrente en cuanto la opción ejercida por el actor lo priva de requerir en estos autos la percepción correspondiente al régimen extraordinario.


    De la Rúa, Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social s/ Ley 24.018


    D 109, L, 22 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Regímenes. Capitalización. Prestaciones. Modalidades. Renta Vitalicia Previsional


    Acción de amparo: procedencia. Retiro por invalidez percibido mediante renta vitalicia previsional. Demanda contra Anses por bonificación por “zona austral”, ley 19.485. Remisión a A. 653, L. XLVIII. Movilidad del beneficio. Ley 26.417 y 26.425. Forma especial de liquidación del beneficio. Garantía de igualdad: situaciones anteriores y posteriores al nuevo régimen legal previsional. Componente público: distinción legislativa razonable.


    En orden al reconocimiento de la bonificación por "Zona Austral", los jueces de la causa alegaron que se abona incluso a aquellas personas que perciben prestaciones no contributivas, por lo cual estimaron que la falta de contribución al fondo estatal no es óbice para abonar tal beneficio, puesto que la implementación del suplemento es universal, para todas las personas que residan en los territorios mencionados en la ley. La ley 19.485 no distingue entre beneficiarios de acuerdo a la tarea realizada en actividad, o al régimen por el cual obtuvieron su prestación. Por el contrario, además de no efectuar diferencias entre jubilaciones y pensiones pasibles de engrosarse con el concepto, incluye entre los beneficiarios a los receptores de pensiones no contributivas, graciables y pensiones honoríficas. Por otro lado, la ley 26.425, determinó la unificación del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones en un único régimen previsional denominado "Sistema Integrado Previsional Argentino", eliminó el régimen de capitalización y estipuló su absorción y reemplazo por el sistema público. El artículo 5 de aquel cuerpo legal, prevé que los beneficios del régimen de capitalización que a la fecha de vigencia de la ley 26.425 –art. 21, 09/12/08- sean liquidados bajo la modalidad de renta vitalicia previsional, sigan siendo pagados por la compañía de seguros de retiro -CSR- que tiene a su cargo el dinero originalmente depositado en la cuenta de capitalización del beneficiario. En ese marco, las cuotas de la renta vitalicia no poseen la movilidad establecida legalmente, sino un parámetro de ajuste que varia según la aseguradora contratada y conforme a pautas técnicas que se aplican a esa póliza. Cuando las prestaciones liquidadas por la modalidad de renta vitalicia posean un componente estatal o acrediten derecho a la percepción de asignaciones familiares, se abonarán a través de la ANSeS, En la resolución 06/09 de la Secretaria de Seguridad Social, que reglamentó la ley 26.417, se estatuyó que el componente público correspondiente a beneficiarios que perciban rentas vitalicias que fueron otorgadas por las Compañías de Seguro de Retiro (CSR) de las personas que se encontraban en el Régimen de Capitalización a la fecha de vigencia de la Ley N° 26.425, se encuentra alcanzado por la movilidad allí establecida. En el sublite, el propio actor dirigió su reclamo sólo contra la ANSeS. Así, el análisis deberá circunscribirse a la responsabilidad del órgano administrativo en orden a la modalidad de liquidación del beneficio que recibe el actor, en virtud del contrato de renta vitalicia sin componente público firmado con Unidos Seguros de Retiro S.A. El Tribunal ha reiterado que el artículo 16 de la Constitución Nacional no impone una rígida igualdad, sino que la garantía de igualdad radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias. No todo trato legal diferente es discriminatorio y afecta derechos constitucionales, en tanto existen desigualdades fácticas que pueden traducirse en distingos justificados. Las diferencias existentes entre las situaciones anteriores y posteriores a la sanción de un nuevo régimen legal no configuran agravio a la garantía de la igualdad, porque de lo contrario toda reforma legislativa importaría desconocerla, y que esa garantía no obsta a la existencia de regímenes previsionales distintos, en tanto no medie una discriminación irrazonable o propósitos persecutorios No puede negarse que la renta vitalicia previsional dispuesta por la ley 24.241 posee características particulares que la diferenciaron desde un primer momento de las prestaciones ahora a cargo del régimen previsional público de reparto y que justificaron un modo especial de liquidación. Entonces, la forma de liquidación del beneficio –que involucra a personas jurídicas privadas- resulta particular y difiere de una garantía como la movilidad, prevista, en rigor, para el sistema público. Partiendo de tales premisas, la distinción legislativa respecto del componente público de aquella modalidad no puede reputarse irrazonable, más aún, si se advierte que ese tratamiento diferenciado pondera los aportes al régimen de reparto que compone ahora el Fondo de Garantía de Sustentabilidad -"FGS"- y las asignaciones familiares a cargo del Estado y no las sumas destinadas a la renta vitalicia transferidas a las compañías de seguro para su administración. La distinción legislativa no genera, en el supuesto, una lesión de la garantía de igualdad prevista en la Constitución Nacional y en disposiciones internacionales concordantes.


    D., A. F. c/ Anses s/ Amparos y sumarísmos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4348, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda contra ANSES por bonificación por “zona austral”, ley 19.485. Decreto 1.472/08. Precedente A. 653, L. XLVIII. Movilidad del beneficio. Pago de la prestación previsional con límite fijado en materia de topes por las leyes 24.241 y 24.463.


    La ley 19.485 viene a incrementar las jubilaciones y pensiones y las prestaciones mínimas otorgadas y a otorgarse por las cajas nacionales de previsión a beneficiarios radicados en la zona de Río Negro, entre otras. La medida tiene por objeto coadyuvar al programa de afincamiento y crecimiento demográfico de la región sur del país posibilitando su desarrollo regional y atendiendo prioritariamente las necesidades sociales del área derivadas del mayor costo de vida. Esta finalidad, a su vez, fue confirmada al disponerse una mejora en el coeficiente de la bonificación, mediante el artículo 15 del decreto 1.472/08, para dar una mejor cobertura a los jubilados y pensionados (dictamen de la Procuración General de la Nación, causa A. 653, L. XLVIII, "Andreone Hugo c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Acción de amparo"). En tal contexto la actora, residente de Río Negro, obtuvo el derecho a la bonificación a partir de la transferencia del régimen jubilatorio local en el que se encontraba, a la Nación. La bonificación se encuentra estrictamente ligada a prestaciones previsionales, se liquida en el haber mensual y su monto deriva de la aplicación del coeficiente sobre la jubilación (art. 1, ley 19.485). En tales condiciones, al reclamo retroactivo le resulta aplicable el plazo prescriptivo estipulado para los haberes jubilatorios devengados, pues estos resultan conformados, entre otros conceptos, por la bonificación del sub examine (art. 82, ley 18.037; art. 168, ley 24.241). Esa bonificación integra el haber previsional y su pago deriva de fondos de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), la pretendida exclusión de los topes máximos carece de sustento normativo y desnaturaliza el principio de solidaridad (arts. 9, ley 24.241; resolución ANSES 603/04). Corresponde admitir la queja, declarar formalmente procedente el recurso extraordinario y confirmar la sentencia.


    Colombo, Maria Julia c/ Anses y otro s/ Cobro de pesos


    C 1363, XLVIII, 06 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reparto. Prestaciones


    Acción de amparo. Régimen especial previsional docente. Deducciones a los haberes jubilatorios de la ley 24.463: inaplicabilidad. Principio según el cual ley general no deroga ley especial anterior. Sentencia arbitraria.


    El a qua incurrió en arbitrariedad en tanto revocó la sentencia de primera instancia que había hecho lugar a la pretensión de la actora y sostuvo que la vía de amparo es inadmisible, desatendiendo la naturaleza de los derechos aquí en litigio, la avanzada edad de la actora y el perjuicio que su pondría un eventual reinicio de la causa que ya se encontraba en un estado avanzado. Además, no se advierte que el ámbito de conocimiento y debate de la acción entablada haya restringido el ejercicio del derecho de defensa en juicio de las partes. Por último, no puede dejar de ponderar que la solicitud en materia de seguridad social obligaba al tribunal a justificar con mayor rigor su posición. Sobre la relación entre estas dos normas, la Corte Suprema ha dicho, en relación con las pautas de movilidad del régimen docente, que la ley 24.463 tampoco deroga expresamente el estatuto aplicable a los docentes, sin que pueda admitirse el alcance que la apelante pretende dar a la fórmula genérica referente a las disposiciones que se le opongan, habida cuenta de que vino sólo a reformar el sistema establecido por la ley 24.241, sin afectar a otros regímenes especiales y autónomos, los cuales se mantienen plenamente vigentes [ ... ] el régimen jubilatorio de la ley 24.016 ha quedado sustraído de las disposiciones que integran el sistema general reglamentado por las leyes 24.241 y 24.463, con el que coexiste, manteniéndose vigente en todas sus características. La Corte expresó que interpretar que las cláusulas de la ley 24.463 alcanzarían a los regímenes previsionales especiales y autónomos contraria el principio según el cual la ley general no deroga a la ley especial anterior salvo expresa abrogación o manifiesta incompatibilidad. Por ello, el artículo 9 de la ley 24.463 no es aplicable al haber que la actora percibe en el marco de un régimen especial de jubilaciones y pensiones para el personal docente de conformidad con la ley 24.016.


    Guzman, Cristina c/ Anses


    G 33, XL, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Descuentos en el haber jubilatorio. Solicitud de cese de la aplicación de la ley 4837 de la Provincia de Chaco. Eventual confiscatoriedad de la disminución del haber. Remisión a B. 846, L. XLVI; "Becerro, Demetrio c/ Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos de la Provincia del Chaco s/ acción de amparo".


    Cabe dejar sin efecto la sentencia que rechazó el amparo dirigido a que la demandada cese la aplicación de la ley local 4.837 -que estableció un nuevo cálculo de los haberes jubilatorios- y practique la devolución del descuento, dado que el a quo omitió el problema básico del pleito, esto es, la admisibilidad constitucional de alterar por ley posterior la base de cálculo de un beneficio incorporado al patrimonio del jubilado a partir de su concesión y de su efectivo cobro.


    Lovera, Osvaldo c/ Instituto de Seguridad Social s/ Acción de amparo


    L 152, XLIX, 12 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reajuste del haber jubilatorio. Prestación compensatoria. Prestación básica universal. Movilidad del beneficio. Remisión a la causa Q. 68, L. XLVI; "Quiroga, Carlos c/ ANSeS s/ Reajustes varios". Pretendida inconstitucionalidad arts. 9 y 25, ley 24.241.


    No se ha efectuado una liquidación que permita verificar si, por la aplicación de la normativa que se insiste en censurar, se configura una situación de confiscatoriedad en los términos de la doctrina sentada por el Tribunal, circunstancia que torna prematuro y conjetural expedirse sobre el planteo.


    Carpinelli, Roberto Alfredo c/ Anses s/ Reajustes varios


    C 1098, XLVII, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Régimen Previsional para Investigadores Científicos y Tecnológicos, Ley 22.929. Rechazo de beneficio. Prescindencia de elementos conducentes. Fundamentación incongruente. Necesidad de cautela al resolver sobre prestaciones alimentarias. Sentencia arbitraria.


    Si la Sala entendió que la pretensora poseía impedimentos concretos para alcanzar el marco jurídico que persigue para su beneficio, debió haberlos individualizados, como así también proveer argumentos apropiados para fundar su fallo, lo que implica un estudio de las constancias del caso en consonancia con los argumentos fácticos y jurídicos esgrimidos por la apelante en su memorial, lo que no se patentiza. El temperamento expuesto por la juzgadora trasunta una actividad analítica que dista de constituir la que requiere el deber jurisdiccional para convalidar un fallo; tanto más, cuando se trata de planteos relativos a una prestación alimentaria, supuesto en que los jueces deben proceder con suma cautela.


    Sonvico, Violeta Amelia Zenobia Fortuna c/ Anses s/ Reajustes varios


    S 631, XLVIII, 19 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pensión por Fallecimiento


    Beneficio de pensión por fallecimiento del concubino. Prueba de la convivencia: valoración. Excesivo rigor formal. Carácter alimentario del beneficio previsional.


    Aun cuando los agravios de la recurrente se vinculan con cuestiones de hecho y prueba, ajenas como regla a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba relevante y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional. La cámara consideró la prueba presentada en autos con un injustificado rigor que es contrario a las pautas hermenéuticas que rigen la materia y omitió valorar prueba relevante para decidir la cuestión controvertida.


    Forleo, Emma Rosa c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Pensiones


    F 115, XLVI, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Derecho de pensión de la cónyuge inocente divorciada. Coparticipación. Principios que rigen la materia previsional: necesidad de máxima prudencia.


    La Corte sostuvo en diversas oportunidades que los efectos de la culpa de ambos cónyuges, que el artículo 67 bis de la ley 2.393 establecía para la respectiva sentencia de divorcio regulaban sus consecuencias civiles, pero no traían aparejado la pérdida del beneficio de pensión cuando uno de los esposos había conservado el derecho a percibir alimentos. Se adujo, si bien en orden a la ley 21.965, que tiene derecho a coparticipar en la pensión, la cónyuge inocente divorciada vincularmente, a cuyo favor se fijaron alimentos. En ese contexto, con arreglo al artículo 101 de la ley 19.349, la recurrente tiene derecho a participar del beneficio de la pensión, pues el extremo planteado no cuenta con regulación en la ley específica -desde que la norma en cuestión fue sancionada cuando no estaba vigente en el país el divorcio vincular introducido por la ley 23.515- y la Corte sentó que, frente a situaciones como la descripta, los tribunales deben efectuar una exégesis del caso con la máxima prudencia y teniendo en cuenta que prevalecen los principios que rigen la materia en razón del tenor del beneficio discutido. El Tribunal ha expresado que, en supuestos como el estudiado, el juzgador no debe sujetarse en forma estricta a las previsiones del derecho de familia, puesto que en el campo de la seguridad social, en el cual lo esencial es cubrir los riesgos de la subsistencia y ancianidad, los recaudos formales del derecho común no deben requerirse con rigor extremo; máxime, si se tiene en cuenta el desamparo que le ocasionarla a la recurrente perder, en la ancianidad, el sostén económico que durante su vida activa recibió del causante y que se le había reconocido judicialmente.


    Monteverde, Ángela L. c/ Gendarmería Nacional s/ Ordinario


    M 400, XLVIII, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Prestaciones. Retiro por Invalidez


    Pensión por invalidez. Transferencia del sistema previsional provincial al nacional. Extinción del beneficio. Dictamen forense. Prescindencia de elementos conducentes. Finalidad tuitiva de la legislación previsional. Restablecimiento de la prestación jubilatoria.


    En orden a la rehabilitación del beneficio cesado a partir de 1998, no se hallan motivos suficientes como para apartarse de las conclusiones del dictamen forense (28% t.o.), cuya falta de razonabilidad -tratándose de un extremo fáctico y procesal- no se advierte patentizada como resultaría menester en esta instancia de excepción. En punto al escenario descripto a partir del año 2004, el Tribunal, en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 16 de la ley 48, podría hacer lugar al planteo y restablecer la prestación jubilatoria por invalidez a partir de entonces.


    Jorge, Catalina del Carmen c/ Anses


    J 85, XLIII, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Retiro por invalidez. Dolencias causadas por atentado a la AMIA. Acreditación de la condición de aportante irregular con derecho. Artículo 95 de la ley 24.241. Precedente "Pinto", P. 1861; L. XL.


    En el subexamine, la cámara incurrió en una omisión al soslayar lo referido a la fecha de la invalidez, y en un exceso formal al disponer que lo relativo al planteo constitucional y al reconocimiento de los aportes sea ventilado en otra ocasión, con lo que desatendió los fines tuitivos que rigen la materia. Tal extremo descalifica el fallo como acto judicial, tanto más cuando la propia demandada acepta que, en principio, la regularidad establecida por el decreto 460/99 puede ser tratada en esa instancia. En ese plano, incumbiría declarar procedente el recurso y devolver las actuaciones al tribunal de origen, a sus efectos. Sin perjuicio de ello, y por razones de economía, celeridad procesal y de un buen servicio de justicia, la Corte podría expedirse sobre el fondo del asunto, con arreglo al artículo 16 de la ley 48.


    Chiesa, Humberto Juan c/ Anses s/ Retiro por invalidez (Art. 49 Ley 24.241)


    C 880, XLVIII, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Retiro por invalidez. Informes técnicos. Incumplimiento de condiciones: ausencia de citación y examen pertinente al actor. Incapacidad psiquiátrica. Circunstancias sobrevinientes al momento de la decisión. Se da por cumplida la vista conferida.


    En el sub lite la sentencia de cámara no atendió con el rigor que debía los agravios que lucían en las diferentes impugnaciones llevadas por la actora ante su estrado, limitándose a confirmar los porcentajes de incapacidad que había fijado el Cuerpo Médico Forense sin dar un fundamento concreto para arribar a esa conclusión. En efecto, el primer informe se limitó a calcular el grado de invalidez de acuerdo a la prueba arrimada y no observó que lo dispuesto por el juzgador debía ser cumplido no sólo a partir de los antecedentes médicos sino con la citación y el examen pertinente al actor. Nótese sobre el punto que del total de la invalidez certificada por dicho organismo un 30% responde a una dolencia psiquiátrica, siendo que el profesional que así lo determinó puso de resalto que de requerirse un informe actualizado de dicha incapacidad debería contar con la presencia del actor, extremo que como se puso de resalto no ocurrió. Posteriormente, el recurrente hizo una nueva impugnación, a la que acompañó un examen neuro-psiquiátrico realizado por un médico especialista del que se desprende una incapacidad psiquiátrica permanente e irreversible del 40%. Ante ello, el a quo mandó a que el organismo técnico referido se expida sobre las observaciones realizadas por el actor. Como respuesta de aquel requerimiento, se ratificaron las conclusiones del informe anterior, empero se reiteró la solicitud de contar con la presencia del posible beneficiario en caso de requerirse un informe actualizado. A pesar de ello, el a quo denegó el beneficio peticionado. De lo expuesto surge claramente que los magistrados no repararon en el incumplimiento de la condición que ellos mismos habían impuesto para realizar los nuevos informes técnicos, que era la presencia del actor y la realización de nuevos exámenes. Teniendo en cuenta que el Tribunal ordenó medidas para mejor proveer, el resultado que estas diligencias arrojaron y la doctrina de que los fallos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de ser dictados aunque aquellas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, así como lo estipulado por el artículo 16 de la ley 48, esa Corte debe resolver el fondo del asunto haciendo lugar a la acción. Aconsejan también este temperamento elementos como la edad del demandante, el marco social, situación particular y circunstancias propias de la vida del solicitante.


    G., O. A. c/ Consolidar AFJP y otro s/ Retiro por invalidez


    G 424, XLVI, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Retiro por invalidez. Ley 24.241. Porcentaje de incapacidad exigido: prueba. Medida para mejor proveer. Circunstancias existentes al momento de la decisión. Arbitrariedad.


    El tribunal no ha ponderado, con el rigor que es menester, los planteos llevados por el interesado para su consideración. En efecto, la Cámara ha tomado su decisión sobre la base del dictamen y se limitó a valorar que el porcentaje de incapacidad no alcanzó el exigido por el artículo 49 de la ley 24.241. Sobre esta base, rechazó el planteo de la actora sin advertir que el Cuerpo Médico Forense había prescindido de las pruebas necesarias para diagnosticar el porcentaje de incapacidad que padece la recurrente. De este modo, incurrió en arbitrariedad al valorar únicamente el estudio médico elaborado de acuerdo con el Baremo, el cual excluye las pruebas específicas requeridas para diagnosticar la enfermedad que padece la recurrente. A su vez, cabe tener presente que las sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. En este sentido, no pueden dejar de considerarse los informes médicos ordenados por la Corte como medida para mejor proveer. Las conclusiones de ese informe muestran que en las presentes actuaciones están cumplidos los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión por invalidez solicitada.


    Oliveto, Noemí c/ Anses


    O 136, XLVIII, 01 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Derecho Individual del Trabajo


    Contrato de Trabajo


    Demanda de indemnización por despido. Acción contra ente público no estatal. Aplicación de la Ley de Contrato de Trabajo.


    La aseveración de la cámara omite tener en cuenta que la Corte tiene dicho que la naturaleza de ente público no estatal impide encuadrar al INSSJP dentro de la Administración Pública descentralizada y que los actos de sus órganos no constituyen actos administrativos. Asimismo, en oportunidad de expedirse acerca del régimen jurídico aplicable a su personal, sostuvo el Tribunal que el instituto no integra la Administración Pública Central ni descentralizada y, por lo tanto, las relaciones laborales que se desarrollan en su ámbito se rigen por la Ley de Contrato de Trabajo. En tales condiciones, no parece razonable encuadrar a la demandada en el esquema que comprende a los organismos estatales a los efectos de aplicar el art. 230 de la Ley de Contrato de Trabajo cuando de la propia norma de creación del INSSJP surge claramente lo contrario.


    Mantero, Alejandro c/ PAMI Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 23270, 2013, 2/RH1, 24 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extinción. Clasificación. Según la Voluntad que la Motiva. Por Voluntad del Empleador. Despido


    Despido discriminatorio. Acreditación de los hechos. Actividad sindical de la trabajadora. Prueba de existencia de un motivo objetivo y razonable. Sentencia arbitraria: falta de adecuada valoración de las circunstancias de la causa. Precedente “Pellicori”.


    La Corte ha sostenido que la ley 23.592, que prohíbe los actos discriminatorios, es aplicable a las relaciones laborales. Además, precisó que en los casos en que resulta aplicable la ley, y se controvierte la existencia de un motivo discriminatorio en el acto en juego, resulta suficiente, para la parte que afirma dicho motivo, la acreditación de hechos, prima facie evaluados, que resulten idóneos para inducir su existencia, caso en el cual corresponde al demandado a quien se reprocha la comisión del trato impugnado, la prueba de que este tuvo como causa un motivo objetivo y razonable ajeno a toda discriminación. Además, señaló que la evaluación de uno y otro extremo debe ser realizada por los jueces de la causa, de conformidad con las reglas de la sana crítica. La sentencia apelada valoró arbitrariamente las constancias de la causa. En efecto, a los fines de tener por acreditado hechos que prima facie resulten idóneos para demostrar que el despido obedeció a motivos discriminatorios, el tribunal no ponderó adecuadamente las pruebas traídas por la parte actora. Luego, el tribunal debió considerar si la demandada probó que el despido tuvo un motivo objetivo y razonable ajeno a la discriminación alegada por la trabajadora. Así, el pronunciamiento apelado no puede ser considerado una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa, por lo que debe ser dejada sin efecto de acuerdo con la doctrina en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Pérez Ramírez, Estela María c/ Centro Educación Médica e Investigaciones Clínicas s/Juicio sumarísimo


    P 250, XLIX, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Despido. Supuesto fraude laboral: art. 29 de la Ley de Contrato de Trabajo. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común: ajenos al recurso extraordinario. Pretensa arbitrariedad de la sentencia: meras discrepancias con lo resuelto. Responsabilidad de los integrantes del órgano de administración. Artículo 59 de la Ley de Sociedades: Deber de actuar con la lealtad y diligencia de una buena persona de negocios.


    En primer lugar, es conveniente señalar que las objeciones planteadas por los recurrentes remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y por ello resultan, en principio, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En el caso, los recurrentes omitieron demostrar que el fallo apelado no constituye una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad. En lo que respecta a la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración, la sentencia tuvo por acreditado que los recurrentes ocuparon el directorio durante la vigencia de la relación laboral con el actor. En este punto, ha de señalarse que para que opere la responsabilidad de los administradores, no es determinante la intervención directa en los hechos generadores de responsabilidad, cuando se prueba una conducta omisiva frente a un deber de actuar y de conocer los hechos en función del grado de diligencia esperado para quien ocupa la conducción empresaria (artículo 59 de la Ley de Sociedades). Bajo ese marco normativo se observa que la política de contratación laboral no constituye una tarea extraña a la función del órgano de administración, y que la modalidad no podía resultar desconocida para el directorio en tanto las tareas que prestaba el actor, por su relación directa con los usuarios de la empresa, revestían especial importancia para la actividad y reputación de la firma. En consecuencia, no luce arbitraria la sentencia en cuanto considera reunidos los extremos para extender la condena a los recurrentes, pues el deber de actuar con la lealtad y diligencia de una buena persona de negocios (artículo 59 de la Ley de Sociedades) obliga a los directores a adoptar medidas razonables de supervisión y control sobre los sistemas de contratación del personal, para evitar maniobras en fraude a la ley laboral como las que se tuvieron por probadas en la causa. Más allá de la envergadura de la empresa y de los diferentes sistemas de delegación de tareas en las áreas gerenciales, el incumplimiento de estos deberes permite atribuir responsabilidad a los directores.


    Oviedo, Javier Darío c/ Telecom Arg. S.A y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 123, 2014, (50-O)/CS1, 09 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Notificación de despido: carácter recepticio. Indemnización por despido arbitrario. Artículo 178 de la ley 20.744. Equiparación jurídica de adopción y maternidad. Inaplicabilidad de la doctrina de la arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en relación con la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. En el caso, la recurrente no demostró que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad, ya que la obtención de la guarda con fines de adopción a favor de la actora se encontraba debidamente notificada al momento del despido. En ese orden de ideas, la Corte manifestó que, dado el carácter recepticio que debe atribuirse a la notificación del despido, éste debe considerarse producido en la fecha en que el dependiente tomó conocimiento de lo decidido por el empleador, dado que lo que interesa es la recepción de la pieza por parte del trabajador y no el momento en que se expidió el despacho telegráfico. La aplicación del artículo 178 de la ley 20.744 a las presentes actuaciones, en cuanto equipara jurídicamente los institutos de adopción y maternidad, luce fundada en las leyes e instrumentos internacionales con jerarquía constitucional citadas en la decisión recurrida -Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, Convención sobre Derechos del Niño y la ley 24.714. Corresponde desestimar el recurso de queja interpuesto y confirmar la sentencia apelada.


    Af. Geizerstan, Marianne Elena c/ Alianza Francesa s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 13904, 2010, 1/RH1, 04 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Protección Contra el Despido


    Despido sin causa de trabajador postulado para el cargo de delegado en la empresa. Acto discriminatorio. Leyes 23.551 y 23.592. Reinstalación en su puesto de trabajo. Violacio´n a los derechos humanos. Improcedencia de la indemnización en lugar de la reincorporación.


    En cuanto a la aplicación a las relaciones laborales de la ley 23.592, la cuestión encuentra suficiente respuesta en el dictamen de la causa P. 1697, L. XLI, "Pellejero, Maria Mabel" (y otros) y Fallos 333:2306. La ley 23.592 ha tendido a conjurar un particular modo de menoscabo del pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional: el acto discriminatorio. Y ha previsto, por vía de imponer al autor la obligación de "dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y [...] reparar el daño moral y material ocasionados" (art. 10), una reacción legal proporcionada a tamaña agresión pues, y sobre ello cabe poner el acento, el acto discriminatorio ofende nada menos que el fundamento definitivo de los derechos humanos: la dignidad de la persona. Del mismo modo que lo entendió la Corte en el precedente "Álvarez", la protección contra el despido arbitrario –articulo 14 bis, Constitución Nacional- no implica la prohibición absoluta y permanente de toda medida de reinstalación. Asimismo, no puede verse incompatibilidad alguna entre la reinstalación del trabajador, víctima de un distracto discriminatorio, y el derecho a contratar y ejercer toda industria lícita del artículo 14 de la Constitución Nacional. La reinstalación, por lo demás, guarda singular coherencia con los principios que rigen a las instancias jurisdiccionales internacionales en materia de derechos humanos, tendientes a la plena reparación de los daños irrogados, por ejemplo, por un despido. Es que, el objetivo primario de las reparaciones en materia de derechos humanos debería ser la rectificación o restitución en lugar de la compensación. Esta última sólo proporciona a la víctima algo equivalente a lo que fue perdido, mientras que las primeras reponen precisamente lo que le fue sacado o quitado. El intercambio de violaciones de derechos humanos por dinero, además, entraña un conflicto con el carácter inalienable de aquéllos, aun cuando no puede ser descartado en casos en los que la pérdida ha ocurrido y es irreparable. El amparo de la ley antidiscriminatoria contraria la opción otorgada a la demandada para que, en lugar de la reincorporación, pague una suma indemnizatoria.


    Moreira, Gustavo Marcelo c/ Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. s/ Juicio sumarísimo


    M 1252, XLVII, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sin Justa Causa


    Despido incausado. Falta de registro del trabajador. Multas e indemnizaciones agravadas de la Ley de Empleo. Arbitrariedad. Valoración de la prueba sobre el vínculo laboral.


    En cuanto a los planteos de arbitrariedad referidos a la improcedencia de las multas previstas en los artículos 8 y 15 de la ley 24.013, la queja debe prosperar ya que la decisión apelada no realizó una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa y, en consecuencia, no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. En particular, el a quo omitió considerar el artículo 3, punto 1, del decreto 2725/91, reglamentario del artículo 11 de la ley 24.013, el cual establece que la intimación al empleador a efectos de que este registre la relación laboral debe efectuarse durante la vigencia de la relación para que resulten aplicables las multas cuestionadas. Al respecto, la cámara sostuvo que el despido del actor se había producido con la recepción de la nota mediante la cual se le comunicó que se dejaba sin efecto la autorización concedida para realizar prácticas médicas en el Hospital Alemán. Sin embargo, soslayó que el accionante, en la demanda, había relatado haber recibido esa nota con anterioridad a enviar la misiva tendiente a obtener el registro del contrato de trabajo. En consecuencia, el tribunal se apartó arbitrariamente del derecho vigente. Por el contrario, respecto a los restantes agravios, el recurso no satisface el requisito de fundamentación autónoma previsto por el artículo 15 de la ley 48. Los agravios presentados por las codemandadas contra la valoración de la prueba realizada por la cámara, que concluyó que el vínculo entre las partes era un contrato de trabajo, no abordan mediante una crítica de esas características los argumentos en los que se funda la sentencia recurrida.


    Rica, Carlos Martin c/ Hospital Alemán y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 9, 2014, 50-R/CS1, 11 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Según los Efectos Indemnizatorios. Indemnización


    Demanda de despido. Carácter remuneratorio de prestaciones al trabajador. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Tope indemnizatorio. Doctrina del precedente "Vizzoti". Sentencia arbitraria.


    El recurso ha sido mal concedido en relación con los agravios dirigidos a cuestionar el carácter remuneratorio de los servicios de habitación de hotel, comida, lavandería y medicina prepaga. En efecto, las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común ajenas a la instancia federal y que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias, máxime cuando lo resuelto se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto judicial. El artículo 103 de la Ley de Contrato de Trabajo señala la existencia de una presunción del carácter remuneratorio de todo pago recibido por el trabajador, en el marco del contrato de trabajo y por la puesta a disposición de la fuerza de trabajo, salvo las excepciones que por existir causa distinta surjan de la ley. En igual sentido, la Corte Suprema sostuvo, respecto de los beneficios o prestaciones que recibe el trabajador, que toda ganancia que obtiene del empleador con motivo o a consecuencia del empleo, resulta un salario, una contraprestación de este último sujeto y por esta última causa". Por el contrario, el agravio traído por la impugnante referido a la omisión de la aplicación del tope indemnizatorio previsto en el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, conforme la interpretación realizada por la Corte Suprema en el precedente "Vizzoti", configura una cuestión de arbitrariedad suficiente para declarar procedente el recurso interpuesto. El cálculo de la indemnización por antigüedad realizado por el a quo tomó como base la mejor remuneración normal mensual y habitual, y se apartó sin expresar fundamento alguno de la solución normativa prevista por el legislador al prescindir del tope establecido en el segundo párrafo del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo. Asimismo, al decidir de ese modo, omitió considerar el planteo de la recurrente quien en la contestación de la demanda solicitó la aplicación al caso de la doctrina de la Corte en el precedente "Vizzoti". En consecuencia, el fallo carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales y lesiona las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, por lo que se lo debe descalificar, en este punto, como acto judicial sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Budis Dodera, Saúl c/ Panatel S.A. y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 29, 2014, (50-B)/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sujetos. Trabajador. Accidentes y Enfermedades. Ley de Riesgos del Trabajo. Aseguradoras de Riesgos del Trabajo


    Accidente de trabajo. Responsabilidad de las aseguradoras de riesgos de trabajo (ART). Prevención de los riesgos: Incumplimiento de deberes de control. Monto indemnizatorio: cuestiones de hecho y prueba ajenas a la instancia extraordinaria. Arbitrariedad. Sentencia contradictoria, y apartamiento del derecho aplicable. Precedentes “Torillo” y “Soria”.


    El recurso de queja interpuesto es improcedente en relación con la fijación del monto indemnizatorio, teniendo en cuenta que los agravios se refieren a cuestiones de hecho y prueba, que son ajenas a la instancia extraordinario. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia. El recurso de hecho es parcialmente procedente en cuanto cuestiona la decisión del tribunal a quo en relación con la responsabilidad de la aseguradora de riesgos de trabajo. En este sentido, la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias constituye sustento suficiente para la procedencia de los recursos en examen en tanto la argumentación provista en la sentencia recurrida no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. Respecto a la responsabilidad de la aseguradora, la sentencia recurrida, que descarta toda posible atribución de responsabilidad en el marco del derecho común, se contrapone a la doctrina del caso "Torrillo" (Fallos: 332:709) donde la Corte Suprema estableció que no existe razón alguna para excluir a las aseguradoras de riesgos del trabajo del régimen de responsabilidad previsto por el Código Civil, por los daños a la persona de un trabajador derivados de un accidente o enfermedad laboral, en el caso en que se demuestre el nexo causal adecuado entre dichos daños y la omisión o el cumplimiento deficiente por parte de la primera de sus deberes legales. Tampoco esa corte consideró exención suficiente el solo hecho que las aseguradoras de riesgos del trabajo no pueden obligar a las empleadoras aseguradas a cumplir determinadas normas de seguridad, ni impedir que éstas ejecuten sus trabajos por no alcanzar ciertas condiciones de resguardo al no estar facultadas para sancionar ni para clausurar establecimientos. En ese orden de ideas, la Corte Suprema, en el caso "Soria" (Fallos: 330:1550), puntualizó que de no seguirse la línea señalada se incurriría en un apartamiento palmario del derecho aplicable (art. 1074 C.C.), al consagrar una suerte de exención de responsabilidad civil, absoluta y permanente de las aseguradoras respecto de sus obligaciones en materia de prevención de los riesgos del trabajo, pues uno de los objetivos de la ley 24.557 y de su decreto reglamentario 170/96 es reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos. La Corte Suprema en el caso "Torrillo" manifestó que no es propio de las aseguradoras de riesgos de trabajo permanecer indiferentes a los incumplimientos del empleador, ya que la obligación de denunciar es una de sus funciones preventivas. La sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que corresponde descalificarlo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. Corresponde admitir parcialmente la queja y hacer lugar al recurso extraordinario con el alcance expuesto.


    Pérez, Fidel c/ Weland S.A. y otro s/ Accidente de trabajo


    P 814, XLVII, 24 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contingencias Cubiertas. Accidente In Itinere


    Accidentes de trabajo in itinere: indemnización. Actualización del monto de condena. Aplicación del índice RIPTE. Ley 26.773 y decreto 1694/2009. Extensión de los efectos de la normativa. Principio iura curia novit. Principio de irretroactividad. Principio protectorio del derecho laboral.


    La sentencia en estudio no viola el principio de congruencia por haber aplicado normas no introducidas por el actor en el proceso. En efecto, tanto el decreto 1694/09 como la ley 26.773 estaban vigentes al momento del pronunciamiento de primera instancia y, por lo tanto, resulta aplicable el principio iura curia novit. En segundo lugar, no se ha violado el principio de irretroactividad al aplicar la normativa mencionada a un accidente ocurrido antes de su entrada en vigencia. El decreto 1694/2009 y la ley 26.773 entraron en vigencia previo al dictado de la sentencia de primera instancia. En consecuencia, la aseguradora no ha dado cumplimiento con las prestaciones del sistema y, en definitiva, no ha consumado la relación jurídica de cobertura de las prestaciones de la ley 24.557 con anterioridad a la entrada en vigencia del nuevo régimen legal. En esas condiciones, no se trata de la aplicación retroactiva de las normas, sino de la extensión de los efectos de esas disposiciones a una relación jurídica existente cuyas consecuencias no han cesado. En ese orden de ideas, el artículo 7 del Código Civil y Comercial de la Nación -ley 26.994- establece que las leyes se aplican, a partir de su entrada en vigencia, a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes. En cuanto al agravio que cuestiona la aplicación del índice RIPTE a la prestación prevista en el artículo 14 apartado 2, inciso a, tampoco asiste razón a la recurrente. En efecto, el artículo 8 de la ley 26.773 establece que los importes por incapacidad laboral permanente previstos en las normas que integran el régimen de reparación, se ajustarán de manera general semestralmente según la variación del índice RIPTE. A su vez, el artículo 17, inciso 6, de esa ley ordena que las prestaciones en dinero por incapacidad permanente, previstas en la ley 24.557 y sus modificatorias, y su actualización mediante el decreto 1694/09, se ajustarán a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley conforme al índice RIPTE. A su vez, no luce razonable que el decreto en estudio actualice determinadas prestaciones y excluya a otras. Ese entendimiento resultaría en un trato desigual pues solo algunas indemnizaciones por daños sufridos por los trabajadores serían actualizadas al momento del efectivo pago. En segundo lugar, el agravio referido a la afectación del derecho de propiedad tampoco debe prosperar pues las cuestiones que se suscitan entre el empleador y la aseguradora en virtud del contrato de seguro -alícuotas, en el caso- son, por regla, inoponibles al trabajador (art. 28 de ley 24.557), a quien se le debe garantizar una reparación justa, suficiente y razonable, sin perjuicio de las acciones que puedan ejercer la demandada y el empleador entre sí. Por ello, el a quo realizó una interpretación razonable de la ley 26.773, y esgrimió fundamentos suficientes y acordes al principio protectorio (art. 14 bis de la Constitución Nacional), al de progresividad (art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y art. 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y al de aplicación de la norma más favorable (art. 5.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y art. 9 de la ley 20.744), sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad.


    Espósito, Dardo Luis c/ Provincia Art S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 18036, 2011, 1/RH1, 21 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Accidentes del Trabajo


    Accidentes de trabajo: indemnización. Actualización del monto de condena. Aplicación del índice RIPTE. Ley 26.773 y decreto 1694/2009. Principio de irretroactividad. Principio protectorio del derecho laboral. Intereses por mora.


    No se ha violado el principio de irretroactividad al aplicar las actualizaciones previstas en el decreto 1694/09 y la ley 26.773 a un accidente ocurrido antes de su entrada en vigencia. El decreto y la ley entraron en vigencia previo al dictado de la sentencia de primera instancia. En consecuencia, la aseguradora no ha dado cumplimiento con las prestaciones del sistema y, en definitiva, no ha consumado la relación jurídica de cobertura de las prestaciones de la ley 24.557 con anterioridad a la entrada en vigencia del nuevo régimen legal. En esas condiciones, no se trata de la aplicación retroactiva de las normas, sino de la extensión de los efectos de esas disposiciones a una relación jurídica existente cuyas consecuencias no han cesado. En ese orden de ideas, el artículo 7 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que las leyes se aplican, a partir de su entrada en vigencia, a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes. En cuanto al agravio que cuestiona la aplicación del índice RIPTE a la prestación prevista en el artículo 14 apartado 2, inciso a, tampoco asiste razón a la recurrente. En efecto, el artículo 8 de la ley 26.773 establece que los importes por incapacidad laboral permanente previstos en las normas que integran el régimen de reparación, se ajustarán de manera general semestralmente según la variación del índice RIPTE. A su vez, el artículo 17, inciso 6, de esa ley ordena que las prestaciones en dinero por incapacidad permanente, previstas en la ley 24.557 y sus modificatorias, y su actualización mediante el decreto 1694/09, se ajustarán a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley conforme al índice RIPTE. A su vez, no luce razonable que el decreto en estudio actualice determinadas prestaciones y excluya a otras. Ese entendimiento resultaría en un trato desigual pues solo algunas indemnizaciones por daños sufridos por los trabajadores serían actualizadas al momento del efectivo pago. En segundo lugar, el agravio referido a la afectación del derecho de propiedad tampoco debe prosperar pues las cuestiones que se suscitan entre el empleador y la aseguradora en virtud del contrato de seguro -alícuotas, en el caso- son, por regla, inoponibles al trabajador (art. 28 de ley 24.557), a quien se le debe garantizar una reparación justa, suficiente y razonable, sin perjuicio de las acciones que puedan ejercer la demandada y el empleador entre sí. Por ello, el a quo realizó una interpretación razonable de la ley 26.773, y esgrimió fundamentos suficientes y acordes al principio protectorio (art. 14 bis de la Constitución Nacional), al de progresividad (art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y art. 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) y al de aplicación de la norma más favorable (art. 5.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y art. 9 de la ley 20.744), sin que la mera discrepancia del recurrente pueda configurar un supuesto de arbitrariedad. Por lo demás, en orden a los agravios vinculados con los accesorios, es dable puntualizar que los jueces resolvieron su aplicación en razón de la mora del deudor, por lo que no resulta procedente la afirmación del recurrente que critica la alegada doble imposición que existiría de aplicar el RIPTE y los intereses en cuestión. Nótese que el RIPTE constituye un mecanismo de actualización, por lo que ambos índices poseen naturalezas diversas.


    González, Roberto Jesús c/ La Caja ART s/ Accidente


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 29674, 2010, 1/RH1, 22 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Incapacidades


    Accidente laboral. Ley 24.557. Carácter definitivo de la incapacidad. Declaración de gran invalidez. Modificación introducida por del decreto 1694/2009. Extensión de los efectos de la normativa. Aplicación de la ley 26.773. Principio de iura novit curia.


    El a qua consideró inaplicable el decreto 1694/09 por no estar vigente al momento de ocurrido el infortunio, y sostuvo que del mismo no se desprende su aplicación retroactiva, pero no tuvo en cuenta que, en el sub lite, la aseguradora no ha dado cumplimiento con las prestaciones del sistema y, en definitiva, no ha consumado la relación jurídica de cobertura de las prestaciones de la ley 24.557, con anterioridad a la entrada en vigencia de la nueva normativa. En esas condiciones, no se trata de la aplicación retroactiva de una norma, sino la extensión de los efectos de esas disposiciones a una relación jurídica existente y cuyas consecuencias no han cesado. En cuanto al agravio referido a la ley 26.773, la Cámara rechazó su aplicación inmediata con fundamento en que el actor no introdujo la temática antes del dictado de la sentencia de primera instancia, pero soslaya que la norma estaba plenamente vigente al momento del pronunciamiento y, por tanto, debió ser considerada en aplicación del principio de iura novit curia. Así, la sentencia, en los puntos antes señalados, no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que corresponde descalificarla sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. Por otro lado, no cabe hacer lugar al agravio relativo a la declaración de gran invalidez, ya que la Corte Suprema ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados. En el caso, la recurrente no demostró que el fallo, en este aspecto, no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de tal doctrina.


    Figueroa, Héctor Fabián c/ Mapfre Argentina ART S.A. s/ Accidente


    F 19, L, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procesal Civil y Comercial. Parte General. Competencia. Competencia en Razón de la Materia


    Cuestión de competencia. Demanda de despido. Empleador y Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires demandados. Supuesta responsabilidad solidaria. Materia de derecho laboral común. Competencia de la justicia del trabajo.


    La actora no alega la existencia de un vinculo laboral que la uniera directamente con el codemandado Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sino que afirma que la relación de trabajo se habría concretado con el otro codemandado en su calidad de titular del buffet ubicado en la sede de un organismo del gobierno de la Ciudad, y la pretensión dirigida contra este último se sustenta en la responsabilidad solidaria del principal por las obligaciones de los cesionarios, contratistas o subcontratistas respecto del personal que preste servicios, prevista por el art. 30 de la ley 20.744. En tales condiciones, no se advierte que la materia en debate se refiera a cuestiones relacionadas con facultades inherentes a la Administración local, ni se ha puesto en tela de juicio la validez de actos administrativos dictados por el gobierno de la Ciudad, lo cual permite descartar, en principio, que para resolver la controversia se deban aplicar e interpretar normas y principios propios del derecho público. En consecuencia, dado que la substancia del pleito atañe al derecho laboral común y no al derecho público local, no corresponde que sea resuelto por los jueces en lo contencioso administrativo y tributario sino por la justicia nacional del trabajo.


    Scheytt, Elba del Carmen c/ Reinoso, Ariel Roberto y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 66622, 2014, CS1, 01 de abril de 2015 


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delitos contra la Integridad Sexual. Abuso Sexual Agravado


    Supuesto delito de abuso sexual contra una niña con retraso mental. Convención de “Belém do Pará”. Posible responsabilidad internacional. Precedente "Inés Fernández Ortega vs. México". Pesquisa insuficiente: necesidad de profundizar la investigación.


    Respecto a la declaración de la víctima, la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que en hechos de esta naturaleza no resulta inusual que el relato de la víctima contenga ciertas imprecisiones. También se debe tener en cuenta que este tipo de agresiones sexuales se cometen en ámbitos íntimos y por fuera del alcance de terceros, por lo que no corresponde clausurar la investigación con el mero argumento de que no hay testigos directos del hecho. Máxime cuando no se procuró escuchar a las personas que puedan dar datos que sustenten, aunque de manera indirecta, la versión de la víctima: los preventores, los testigos del procedimiento, los vecinos del lugar. Finalmente, el juez consideró determinante la ausencia de signos de violencia externa en el cuerpo de la niña. Sin embargo, esa característica debería ser ponderada junto a la totalidad del conjunto probatorio, a saber, el tiempo transcurrido desde el momento del abuso y el hecho de que las demás circunstancias lucen compatibles con el modo de ejecución de las acciones descriptas por la víctima. Por lo demás, la propia resolución de la Cámara en lo Criminal reconoce que la ausencia de lesiones no descarta un acceso violento, como así tampoco otras formas de abuso. En síntesis, se debería profundizar la investigación en el sentido señalado pues una pesquisa insuficiente, más allá de no dar respuesta al conflicto concreto, pondría en riesgo el compromiso de investigar con seriedad y debida diligencia la violencia de género, en búsqueda efectiva de la verdad (artículo 7, incisos "a" y "f', Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer -Belém do Pará-), y podría verse comprometida la responsabilidad internacional de nuestro país.


    F. A., J. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 50259, 2012, 3/RH2, 22 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos contra la Propiedad. Robo. Agravante.Robo Cometido con Armas


    Delito de robo con arma. Posibilidad de acreditar la aptitud para el disparo. Art. 166, Código Penal. Validez de testimonios y totalidad del plexo probatorio. Exégesis y Exigencias dogmáticas: mayores requisitos de los que la ley impone. Sentencia arbitraria.


    Es doctrina del Tribunal que la primera regla de hermenéutica legal consiste en dar pleno efecto a la intención del legislador de quien no se presupone inconsecuencia o imprevisión, razón por la cual su propósito no debe ser obviado por los jueces so pretexto de posibles imperfecciones técnicas en la instrumentación legal, evitando realizar interpretaciones que pongan en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el valor que las concilie y deje a todas con valor y efecto. En el presente caso, no sólo se ha omitido la consideración de ese lineamiento general sino que, además y como resultado de una exégesis arbitraria, se han exigido mayores requisitos de los que la propia ley impone, restringiendo su aplicación y desechando aquellas situaciones que dieron motivo a la jurisprudencia del Tribunal que luego fue recogida por los legisladores para la sanción de la ley 25.882. En tales condiciones, también aparece como dogmática la conclusión del voto mayoritario, en cuanto a que no bastaba la descripción que realizó el damnificado para determinar si, en virtud de las características intrínsecas del objeto empleado, nos encontrábamos ante la presencia de un arma de fuego cuando, al mismo tiempo, como allí se reconoce y se transcribe, se afirma que aquél expresó que el imputado había esgrimido "...un arma de fuego... ". Lo expresado adquiere más relevancia en el sub examine, en tanto es posible apreciar que a escasos dos días del hecho cuya calificación se modificó, en el mismo comercio y horario, y con un modus operandi casi idéntico, se frustró otro hecho en el que se le secuestró al imputado un arma de fuego (segundo hecho motivo de condena). También, al haberse desconocido en la sentencia apelada la entidad de pruebas relevantes restándoles valor a otras, sólo a partir de exigencias dogmáticas, es posible concluir, con base en la doctrina de la arbitrariedad, que aquella no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias fácticas comprobadas en el proceso.


    T., Cristian Adrián s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 747, 2015, RH1, 23 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos contra las Personas. Delitos contra la Vida. Homicidio. Homicidio Agravado


    Homicidio calificado por ensañamiento. Coautoría: existencia de un plan común. Ausencia de concurso premeditado de dos o más personas. Inexistencia de arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba ajenas a la instancia federal.


    No se advierte, como lo sugiere el apelante, que la coautoría que motivó esta condena, repose mínimamente en el concurso premeditado de dos o más personas que, hasta el fallo de casación, se lo tuvo como calificante del homicidio. Lejos de ello, la coautoría se funda en la decisión de llevar adelante un plan común en el que cada uno de los aportes realizados por los intervinientes es imputable a los otros (principio de imputación recíproca). Esa circunstancia no es negada, ni desconocida por los restantes juzgadores, al momento de razonar sus conclusiones para suprimir la agravante del inciso 6° del artículo 80, del Código Penal, como pretende alegar el recurrente para sustentar una autocontradicción argumentativa. Todo lo contrario, ellos reafirman con su remisión el análisis del preopinante, pero entienden en relación con la calificante que no han existido indicios para inferir que los imputados hayan conocido el modo de planificación homicida más allá del acuerdo previo de la agresión. Es más, ello se ve corroborado por la propia cita de doctrina realizada a continuación de ese razonamiento en la que, precisamente, con base en ese elemento subjetivo cuya ausencia justificó la supresión de aquella agravante, se distingue el concierto preexistente del concurso premeditado de dos o más personas para matar. Igual suerte debe correr la crítica dirigida por la defensa contra la agravante por ensañamiento, pues el a quo ha dado prolijo tratamiento a los cuestionamientos planteados por la defensa y a los motivos que lo llevaran a confirmar su presencia en el caso, todo lo cual descarta que aquel tribunal haya obrado con arbitrariedad. En efecto, la sentencia basa sus conclusiones en que, siendo sólo cuatro puñaladas las aptas para causar la muerte, sus agresores aplicaron, además, otras cuarenta y ocho, algunas de ellas con alta cuota de sufrimiento y bajo carácter letal -aplicadas en cuero cabelludo y cara- para la víctima: a contrario, ninguna agresión se produjo luego del fallecimiento. Fue pues en función de ese cuadro objetivo y de las demás circunstancias que rodearon la planificación y desenlace del hecho bajo examen que el a quo infirió la presencia del especial componente subjetivo que reclama la agravante, haciendo una interpretación razonable de las pruebas colectadas en autos. Se trata nuevamente, tal lo dicho, de cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, que resultan de exclusiva incumbencia del tribunal de mérito y, por tanto, ajeno al control de la vía intentada. Deben rechazarse las quejas del recurrente toda vez que ellas se reducen a esgrimir una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, en tanto sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos tanto por el tribunal de grado como por el a quo respetando las pautas de la doctrina, con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada.


    S., Alejandro Miguel y otros s/ causa nº 13540


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 407, 2014, (50-5)CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Miembro de las Fuerzas de Seguridad


    Homicidio agravado: cometido por funcionario público en ejercicio de sus funciones. Conocimiento de tal circunstancia al momento del hecho. Recurso de queja.


    No se cuestiona la postura que respecto de una norma de derecho común puedan asumir los magistrados, sino que la elección interpretativa se realice, como en el caso, mediante la invocación dogmática de un estándar de conocimiento que no requiere la norma ni, se desprende de la intención del legislador. En efecto, condicionar la aplicación de la agravante en estudio a la comprobación de que, al momento del hecho, el imputado haya reflexionado expresamente sobre su condición de policía y los límites fijados por la ley que rige su actuación en procedimientos de la índole del que originó la formación de esta causa, equivale a soslayar que el conocimiento de esos elementos normativos forman parte de su saber permanente, del mismo modo que la condición de funcionario se reputa conocida en forma concomitante por aquel que, en tal carácter, comete un delito funcional, sin que dicha condición deba hacerse especialmente presente para el autor al ejecutar la acción.


    S., C. F. s/ Homicidio culposo (artículo 84, 2° párrafo del Código Penal)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 627, 2015, RH1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos Previstos en Leyes Especiales


    Estupefacientes. Tenencia


    Delito de tenencia de estupefacientes. Ley 23.737. Requisa personal: legitimidad de la intervención policial. Ámbito de privacidad. Cantidad destinada al consumo personal: concepto de "escasez". Cuestiones ajenas al conocimiento de la Corte.


    Cuando se pone en entredicho la legitimidad de la intervención policial es preciso juzgar la cuestión de acuerdo con una pauta objetiva que no es sino el conocimiento de las circunstancias y los hechos de que disponía el funcionario en el momento en que decidió la detención y la requisa. Desde esa perspectiva, es razonable concluir en que la sospecha necesaria para llevar a cabo el procedimiento estaba apoyada en constatación empírica de las circunstancias narradas en la denuncia y los otros comportamientos percibidos que inequívocamente constituían una base objetiva y particularizada para presumir la existencia de actividad criminal. Sin embargo, esta justificación no ha sido rebatida por la defensa, que en cambio ha concentrado sus esfuerzos en criticar la utilización de los testimonios anónimos en relación con el derecho del imputado a confrontar la prueba de cargo, sin advertir que aquí no se trata de evidencia que haya sido utilizada para fundar la condena, sino simplemente de una notitia criminis que impulsó a las policía a iniciar una investigación dentro del margen de sus facultades. En tales condiciones, son inadmisibles los recursos basados en la reiteración de asertos vertidos en las instancias anteriores, pues ello no constituye una crítica concreta y razonada del fallo apelado. Es similar la consideración que merece el segundo agravio vinculado a la calificación legal del hecho y el pretendido amparo en el ámbito de la privacidad. Al respecto, es necesario señalar que el a quo no omitió ponderar la versión del imputado según la cual la droga secuestrada pertenecía a varios amigos que se pusieron de acuerdo para comprarla e iba a ser partida en cantidades destinadas al consumo personal de cada uno, pero le restó valor como justificación frente al hecho de haber sido sorprendido en la tenencia de un kilogramo de marihuana, cantidad equivalente a la de 2685 dosis umbrales, de la que el tribunal se negó a predicar la "escasez" que exige la figura penal que sanciona la tenencia para consumo personal. Así pues, queda claro que la discrepancia de la defensa atañe al valor que debe asignarse a determinados hechos esgrimidos como atenuantes. Ello remite a cuestiones de hecho y prueba ajenas al conocimiento de la Corte por la vía extraordinaria, toda vez que han sido resueltas con fundamentos suficientes que obstan a la tacha de arbitrariedad. Pues el alcance que el tribunal asignó al concepto legal "escaso" para excluir de su aplicación a la cantidad de sustancia secuestrada en esta causa, no parece apartarse en forma manifiesta del sentido literal posible del término e incluso encuentra sustento en la literatura especializada que el a quo tuvo en cuenta para fundamentar su decisión.


    C., Oscar Daniel s/ Causa n° 12989


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 239, 2013, (49-C)/ CS1, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Régimen Penal Aduanero


    Delito de contrabando. Artículos 863, 865 y 871 del Código Aduanero. Dinero de origen presuntamente ilícito: calificación legal de los hechos. Meras discrepancias sobre la aplicación de la ley. Cuestiones de naturaleza común y procesal: excepción. Se mantiene la queja.


    La cuestión acerca de la calificación legal de los hechos ya había sido objeto de tratamiento en la causa frente a un planteo del Ministerio Público Fiscal, oportunidad en que se sostuvo que por medio de la figura de contrabando se tutela esencialmente el ejercicio de la función de control aduanero sobre la introducción, la extracción y la circulación de mercaderías; que los billetes de banco son mercaderías; que la conducta investigada en el sub lite, con carácter general, poseía entidad para dificultar el adecuado ejercicio de las funciones que las leyes acuerdan al servicio aduanero para el control sobre las importaciones, y por lo tanto encontraba adecuación en los tipos de los artículos 863, 865 inciso "a" y 871 del Código Aduanero, y en el del artículo 278, inciso 3°, del Código Penal. Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, en el supuesto del que partió el a quo, según el cual no se habría configurado una cuestión federal y los agravios de la recurrente sólo consistieron en discrepancias sobre la aplicación de la ley al caso, tampoco la decisión apelada habría contado con la debida fundamentación, pues con base en una mera afirmación dogmática ese tribunal rechazó la posibilidad de examinar si la decisión impugnada contenía un error en la interpretación de la ley penal, a pesar de que el artículo 456, inciso 1°, del Código Procesal Penal de la Nación establece que uno de los motivos por los que puede interponerse el recurso de casación es la errónea aplicación de la ley sustantiva, sin limitarlo al supuesto de arbitrariedad, y en el sub examine no fue controvertido el alcance de esa competencia frente a una decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico basada en las citadas disposiciones del Código Aduanero. En tales condiciones, también en este supuesto correspondería hacer excepción al principio según el cual el rechazo de los recursos por parte de los tribunales de la causa, por remitir al examen de cuestiones de naturaleza común y procesal, no es materia de recurso extraordinario, pues mediante fundamentación sólo aparente y en detrimento del adecuado servicio de justicia, el a quo no abordó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia.


    U. M., Diego Bautista s/ Contrabando artículo 863 – Código Aduanero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1652, 2015, RH1, 04 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Parte General


    Acción Penal


    Causas de Extinción. Prescripción


    Posibilidad de incurrir en responsabilidad internacional del Estado: deber de investigar, contenido y naturaleza de la obligación. Pacto de San José de Costa Rica. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Imprescriptibilidad del delito de Tortura: aplicación a graves violaciones de Derecho Humanos, no exclusivamente a la categoría de lesa humanidad. Plazo razonable.


    La figura prima facie seleccionada por las partes acusadoras y por los jueces de la causa es indicativa de la trascendencia que el sub judice presenta frente al sistema interamericano de derechos humanos. En efecto, tanto en orden a la posible imprescriptibilidad de la acción, como respecto al deber estatal de investigar, esa calificación determina la aplicación de criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que, en el estado actual del trámite, obstan al cierre del proceso resuelto por el a quo, pues ello podría generar la eventual responsabilidad internacional de la República Argentina. En ese sentido, al expedirse ese tribunal in re "Bueno Alves vs. Argentina" determinó que aun cuando los actos de tortura se encuentran alcanzados por la protección de la Convención Americana, "ello no significa que deban ser calificados per se como delitos de lesa humanidad" debido a que, en ese caso, tales actos al igual que en el sub examine- no formaron parte de un contexto de ataque generalizado o sistemático contra una población (sentencia del 11 de mayo de 2007, Serie C n° 164, párrafo 87 y su cita del caso "Almonacid Arellano", Serie C n° 154). Ese concepto coincide, con el precedente publicado en Fallos: 330:3074, y, más recientemente, con la opinión expuesta por este Ministerio Público el 3 de febrero de 2014 en los autos "Funes, Gustavo Javier y otro" (expte. F.294.XLVII) que, de acuerdo con ella, recibieron sentencia del Tribunal el 14 de octubre siguiente. Sin embargo -descartada la condición de crimen de lesa humanidad- las características de los hechos de autos y su encuadre normativo, no permiten concluir que, sin más, pueda operar la extinción de la acción penal por el paso del tiempo. Ello, en atención a que la Corte Interamericana no ha limitado el excepcional criterio de la imprescriptibilidad a aquella categoría criminal. Al fallar en in re "Vera Vera y otra vs. Ecuador", reseñó varios precedentes sobre la materia y sintetizó que "en la jurisprudencia de la Corte, la improcedencia de la prescripción usualmente ha sido declarada por las peculiaridades en casos que involucran graves violaciones a derechos humanos, tales como la desaparición forzada de personas, la ejecución extrajudicial y tortura. En algunos de esos casos, las violaciones de derechos humanos ocurrieron en contextos de violaciones masivas y sistemáticas" (Serie C nº 226, sentencia del 19 de mayo de 2011, párrafo 117 y sus citas). De lo anterior se extrae que conductas como las investigadas en autos -que por sus características, en principio, resultan de naturaleza común pues no han ocurrido en tal contexto- en ciertas condiciones también pueden ser consideradas graves violaciones a los derechos humanos y, en consecuencia, ser susceptibles de impedir la prescripción de la acción que, en palabras del tribunal interamericano, "determina la extinción de la pretensión punitiva por el transcurso del tiempo y que, generalmente, limita el poder punitivo del Estado para perseguir la conducta ilícita y sancionar a sus autores" (caso "Vera Vera", recién citado, párrafo 117, y sus citas en nota nº 124). Ahora bien, para poder establecer el real alcance de los hechos denunciados resulta necesaria su investigación con arreglo a las pautas que han sido fijadas por la Corte Interamericana, pues como sostuvo la Corte en numerosos pronunciamientos, la jerarquía constitucional del Pacto de San José de Costa Rica en sus "condiciones de vigencia", significa tal como "rige en el ámbito internacional y considerando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por los tribunales 'internacionales competentes para su interpretación y aplicación. Este concepto coincide con el del propio tribunal regional, en cuanto a que "los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un 'control de convencionalidad' entre las normas internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana" (caso "Furlan y familiares vs. Argentina", Serie C n° 246, sentencia del 31 de agosto de 2012, párrafo 303, y sus citas en nota n° 463; caso "Gelman vs. Uruguay", Serie C n° 221, sentencia del 24 de febrero de 2011, párrafo 193 y sus citas en nota nº 228). En esas condiciones, cabe recordar que esa magistratura también ha estimado que "el deber de investigar constituye una obligación estatal imperativa que deriva del derecho internacional y no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas internas de ninguna índole. Como ya ha señalado este Tribunal, en caso de vulneración grave a derechos fundamentales la necesidad imperiosa de prevenir la repetición de tales hechos depende, en buena medida, de que se evite su impunidad y se satisfaga las expectativas de las víctimas y la sociedad en su conjunto de acceder al conocimiento de la verdad de lo sucedido. La obligación de investigar constituye un medio para alcanzar esos fines, y su incumplimiento acarrea la responsabilidad internacional del Estado" (caso "Bueno Alves vs. Argentina", ya citado). En ese mismo pronunciamiento, sintetizó que "los elementos constitutivos de la tortura son los siguientes: a) un acto intencional; b) que causa severos sufrimientos físicos o mentales, y c) que se cometa con determinado fin o propósito"; y sostuvo que a la luz de ello deben analizarse los hechos. La averiguación tendiente a determinar la existencia de esos elementos constitutivos, debe realizarse observando la jurisprudencia de la Corte Interamericana en cuanto a que "'el deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses particulares'. La investigación debe ser 'seria, imparcial, efectiva y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, enjuiciamiento y eventual castigo de los autores de los hechos'. La obligación referida se mantiene 'cualquiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus hechos no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado '" (caso "Castillo González y otros vs. Venezuela", Serie C nº 256, sentencia del 27 de noviembre de 2012). En el estado actual del legajo no es posible establecer -con arreglo a las condiciones de vigencia de la Convención- si se trató de un supuesto de afectación a la integridad personal de su artículo 5.1 ni su gravedad. La necesaria profundización de la investigación habrá de permitir determinar si las conductas denunciadas configuraron un delito común, por lo tanto prescriptible como juzgó el a quo, o –de acreditarse los "elementos constitutivos" de la tortura- si existió una grave violación a los derechos humanos que autoriza a hacer excepción a esa limitación del poder punitivo del Estado. Si bien la cronología de este proceso -no así su trámite efectivo- excedería holgadamente la duración razonable de acuerdo a los criterios que la Corte ha juzgado a partir del precedente "Mattei" (Fallos: 272:188) y ello aparecería prima facie en detrimento de la garantía de los imputados que resguarda el enjuiciamiento sin dilaciones, estimo que en las particulares condiciones del sub examine esa tensión resulta inevitable hasta tanto el Estado, a través de los órganos judiciales competentes, cumpla con aquella "obligación de medios y no de resultado" de investigar debidamente para estar en condiciones de dar respuesta fundada -no obstante el tiempo transcurrido y según surja de las diligencias por realizar- al derecho de las víctimas. Cabe recordar, a todo evento, que la inactividad de estas últimas no justifica la del Estado, "quien es el único obligado a cumplir su función de investigador como único titular de la acción penal" (Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso "Perozo y otros vs. Venezuela", Serie C n° 195). La Corte Interamericana, para asegurar la tutela judicial efectiva (arts. 8.1 y 25.1 de la Convención), ha declarado la procedencia del deber de investigar aun en casos donde -por no configurar crímenes de lesa humanidad ni graves violaciones a los derechos humanos- interpretó que la acción penal por los hechos denunciados se había extinguido por el paso del tiempo. Ello, en aplicación del criterio restrictivo que en materia de imprescriptibilidad forjó con posterioridad al caso "Bulacio vs. Argentina" (Serie C na 100, sentencia del 18 de septiembre de 2003). A fin de evitar reiteraciones, sobre este aspecto habré de remitirme a la reseña efectuada por el Ministerio Público en el expediente F.294.XLVII, caratulado "Funes, Gustavo Javier y otro". En segundo lugar, porque frente a la dificultad que previsiblemente habrá de significar avanzar en el sentido indicado, el fiscal y el juez intervinientes deberán prestar especial atención a otras mandas fundamentales también vigentes en el sistema interamericano: (i) la extinción de la pretensión punitiva por el transcurso del tiempo "es una garantía que debe ser observada debidamente por el juzgador para todo imputado de un delito"; (ii) "el imputado no es responsable de velar por la celeridad de la actuación de las autoridades en el desarrollo del proceso penal, ni por la falta de la debida diligencia de las autoridades estatales. No se puede atribuir al imputado en un proceso penal que soporte la carga del retardo en la administración de justicia, lo cual traería como resultado el menoscabo de los derechos que le confiere la ley" (caso "Albán Cornejo y otros vs. Ecuador", Serie C nº 171). En tales condiciones, la posible restricción de las garantías judiciales de los imputados que habrá de significar la reapertura del proceso en resguardo del orden público comprometido, se verá limitada a un grado admisible en los términos del artículo 32.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto tendrá "en cuenta el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la necesidad de preservar el objeto y fin de la Convención".


    M., Héctor Francisco c/ s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1423, 2013, (49-M)/CS1, 21 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal cambiaria: fecha para computar el vencimiento de la obligación. Norma penal en blanco. Ampliación del plazo una vez consumada la omisión típica. Ley penal posterior más benigna. Principio de legalidad. Mantiene la queja.


    Al asignarse relevancia a la fecha de "oficialización de la operación" comercial para computar el vencimiento de la obligación, no sólo se desconoce que la que interesa a esos fines es la del embarque, sino que también se le atribuyen efectos por sobre la correspondiente a la "operación de cambio" que es la única que -determinada por las regulaciones "en vigor" que complementan la ley penal en blanco- contempla el artículo 1°, inciso "e", de la ley 19.359 al describir la omisión típica que debe caracterizarse como un delito instantáneo. La Cámara ha efectuado una hermenéutica irrazonable del derecho aplicable que se aparta de su propio texto y contradice la doctrina de la Corte en cuanto a que la primera regla de interpretación de la ley es su letra, pues en una materia esencialmente dinámica como la cambiaria, lo resuelto predica la ultraactividad de un estado de normas que difiere del vigente al tiempo de exteriorización de la conducta típica.


    R. D. S.A. y otro s/ Infracción ley 24144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1649, 2013, 1/RH1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal. Delitos de privación ilegítima de la libertad, falsedad ideológica de instrumento público y falso testimonio. Exceso de jurisdicción al desoír lo resuelto por la Corte en la misma causa. Distintos criterios para el cómputo de la prescripción. Circunstancias existentes al momento del pronunciamiento. Sentencia arbitraria.


    De acuerdo con el razonamiento seguido tanto por el tribunal de juicio como por el a quo, la acción penal por el delito de privación ilegal de la libertad agravada, en concurso ideal con el de falsedad ideológica de instrumento público, habría prescripto en todos los casos, es decir, que la prescripción ya habría operado para la fecha en la que se expidió la Corte. Como señala el fiscal en su escrito, esto significa que ambos tribunales, sin decirlo, partieron de la base de que la Corte no advirtió que dictaba sentencia en una causa cuya acción penal estaba prescripta; una suposición que resulta inadmisible en razón de la autoridad que reviste el Tribunal y la presunción de acierto de sus sentencias, máxime cuando es doctrina de la Corte que sus decisiones deben atender a las circunstancias existentes al momento del pronunciamiento y que la prescripción en materia penal es de orden público y debe ser declarada de oficio en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. Salvo mejor interpretación que pudiera hacer la Corte de sus propios fallos, asiste razón por ello al recurrente en que la Corte, en su anterior intervención, al anular la sentencia y ordenar en definitiva la realización de un nuevo juicio, descartó la hipótesis de la prescripción haciendo cosa juzgada sobre la cuestión, de modo que el pronunciamiento del a quo, y antes el del tribunal de juicio, importaron un exceso de jurisdicción y un alzamiento contra lo resuelto en la causa por el Tribunal en un fallo anterior, todo lo cual conlleva su invalidez como acto jurisdiccional. Por último, asiste razón también al recurrente cuando denuncia, de manera subsidiaria, arbitrariedad en la selección de los criterios para el cómputo de la prescripción de la acción que se realizó en la sentencia impugnada. Es que, en primer lugar, no se comprende por qué razón los jueces que conformaron la mayoría privaron retroactivamente de aptitud interruptora a actos procesales regularmente cumplidos, como la citación a juicio y la fijación de audiencia de debate, si la anulación dispuesta por la casación como consecuencia del fallo de la Corte se circunscribió exclusivamente a la sentencia absolutoria del primer tribunal de juicio, en virtud de defectos intrínsecos atribuibles sólo a ella. Por consiguiente, también desde esta perspectiva el pronunciamiento apelado carece de fundamentación suficiente para ser considerado como un acto judicial válido, de modo que por un doble orden de razones concurren en el caso las circunstancias excepcionales que, con base en la doctrina de la arbitrariedad, habilitarían a la Corte a apartarse de la conocida regla según la cual la determinación de los actos que constituyen secuela del juicio es materia ajena, por principio, a esta instancia extraordinaria.


    L., Héctor José y otros s/Privación ilegítima de la libertad agravada (art. 142 inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1200, 2015, RH1, 25 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal. Robo simple en grado de tentativa. Improcedencia agravante artículo 41 quater del C.P. Régimen penal de la minoridad. Remisión a la legislación civil vigente al momento del hecho. Artículo 126 del Código Civil. Precedente "Furlán y Familiares vs. Argentina" Corte Interamericana de Derechos Humanos. Interés superior del niño. Principio pro persona. Inaplicabilidad doctrina de la arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    La Corte ha establecido el carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad, reservada únicamente a los casos más graves de notorio desvío de las leyes o ausencia total de fundamentos. La sentencia apelada interpretó y aplicó normas de derecho común sin arbitrariedad. La Convención sobre los Derechos del Niño establece en su artículo 1 que "se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad". Ello en función de la interpretación efectuada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el "Caso Furlán y familiares vs. Argentina". En esa oportunidad, el tribunal regional dispuso que "en términos generales, se entiende por niño a toda persona que no ha cumplido 18 años de edad. No obstante lo anterior, el Tribunal tiene en cuenta que al momento de la ocurrencia de los hechos se encontraba vigente el artículo 126 del Código Civil de Argentina que establecía que eran 'menores de edad las personas que no hubieren cumplido la edad de veintiún años', razón por la cual en aplicación del principio pro persona (artículo 29.b de la Convención) se entenderá que Sebastián Furlán adquirió la mayoría de edad sólo al cumplir los 21 años de edad”. Sobre la base de las mismas consideraciones resulta arbitraria la sentencia que concluyó que la imputada, quien tenía diecinueve años al momento del hecho estando vigente el artículo 126 del Código Civil que establecía la mayoría de edad a los veintiún años, debe ser considerada niña a los efectos del sub examine, y por tanto, no resulta aplicable la agravante del artículo 41 quater del Código Penal. Conforme el Comité de los Derechos del Niño, en los asuntos de naturaleza penal, el principio del interés superior del niño y en consecuencia también el principio pro persona se aplica tanto a los niños en conflicto con la ley -autores presuntos, acusados o condenados- como a quienes están en contacto con ella - víctimas o testigos- (CRC, Observación General N° 14, párrafo 28).


    G., M. A. s/ Causa n° 15.896


    G 524, L, 01 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Clases de Sanciones


    Violación de los derechos reconocidos a los jóvenes en conflicto con la ley penal definidos en la Convención sobre los Derechos del Niño. Interés superior del niño. Imposición de sanciones penales a jóvenes: promoción de su reintegración social y a que éste asuma una función constructiva en la sociedad. Vulneración de garantías constitucionales: prohibición de la múltiple persecución penal y juzgamiento en un plazo razonable. Precedente ''Martei''.


    El joven fue acusado por hechos ocurridos en 2005, cuando tenía 16 años. Un tribunal lo juzgó y absolvió, pero la sentencia fue anulada. Otro tribunal determinó que la aplicación de una pena era innecesaria y lo sobreseyó, pero otra vez el fallo fue revocado por errores de procedimiento. Transcurridos más de nueve años, el joven debería ser juzgado nuevamente y corre el riesgo de ser condenado. En tales condiciones, tal como sostiene la defensa en la apelación federal, la decisión de someter nuevamente a juicio al imputado está basada en una interpretación meramente formal del régimen penal juvenil que desatiende las garantías especiales que los tratados internacionales incorporados a nuestra Constitución Nacional aseguran a las niñas, niños y jóvenes en conflicto con la ley penal (arts. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional, y 3 y 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño). La imposición de sanciones penales a jóvenes, tal como establece la Convención sobre los Derechos del Niño, debe atender al "interés superior del niño", a promover su "reintegración social" y a que "éste asuma una función constructiva en la sociedad" (arts. 3 y 40, inc. 1° de la citada Convención y 75, inc. 22, de la Constitución Nacional). La consideración del "interés superior del niño" implica que ''los tradicionales objetivos de la justicia penal, a saber, la represión o el castigo, deben ser sustituidos por los de rehabilitación y justicia restitutiva" (Comité de los Derechos del Niño, Observación General n° 14, "El derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial", del 29 de mayo de 2013, párrafo n° 28). Ello porque en este ámbito se aplican todas las garantías y beneficios de los que gozan las personas mayores, con un plus de derechos derivados de su condición (conf. Fallos: 328:4343, considerando s 22°, 23°, 32° y 33°; con cita de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 2002, "Condición Jurídica Derechos Humanos de los Niños", párrafo n° 54). En consecuencia, la normativa constitucional apunta a restringir los efectos estigmatizantes del proceso penal a través de la promoción de soluciones alternativas -medidas de supervisión sociales, educativas o de restitución y compensación a la víctima, etc.- que, siempre que sea apropiado y deseable, eviten recurrir a la pena privativa de libertad y favorezcan la reinserción social de los niños (art. 40, incs. 1°,3° Y 4° de la Convención sobre los Derechos del Niño; Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad -Reglas de Tokio-; regla n° 11 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores -Reglas de Beijing-; y Comité de Derechos del Niño, Observación General n°10, ''Los derechos del niño en la justicia de menores", del 25 de abril de 2007, párrafo n° 28). La decisión de la cámara de casación de mantener la judicialización del adolescente para evaluar en una nueva oportunidad la necesidad de aplicarle una pena privativa de la libertad no ha atendido el mandato constitucional que impone analizar, en cada caso, la pertinencia o valor de otras medidas que se orienten a lograr los objetivos de reinserción social y de interés superior del niño, y eviten o restrinjan, en lo posible, las consecuencias no deseadas del proceso respecto de las niñas, niños y adolescentes en conflicto con la ley penal. La retrogradación ordenada por el tribunal de la anterior instancia vulnera, además, el principio constitucional que prohíbe la múltiple persecución penal y el derecho del joven a definir su situación en un plazo razonable. Esa regla es particularmente exigible en este caso, pues la Convención de los Derechos del Niño impone una especial obligación a los Estados Parte de garantizar que las causas seguidas contra jóvenes infractores sean dirimidas sin demora. A partir del precedente ''Martei'', la Corte ha vedado la regresión del proceso para la reedición de un acto supuestamente viciado cuando la impugnación no cuestiona formas esenciales que comprometen las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, sino que se dirige a reforzar las posibilidades de arribar a una condena. Esta garantía se relaciona con el derecho que tiene toda persona a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una rápida y eficaz decisión judicial que establezca, de una vez para siempre, su situación frente a la ley penal. El fallo de la Cámara de Casación somete al acusado, luego del derrotero procesal que sufrió durante ese prolongado período y por tercera vez, a una nueva decisión sobre la aplicación de una sanción respecto del mismo hecho, a pesar de que ya existieron dos pronunciamientos que lo eximieron de ella. De ese modo, lo resuelto ha generado un nuevo riesgo de condena -o, en su caso, de aplicación de pena- que aleja aún más la posibilidad del joven de obtener un pronunciamiento definitivo que resuelva su estado frente a una imputación penal en un plazo razonable. Por lo expuesto, se debe hacer lugar al recurso extraordinario federal interpuesto por la defensa y en consecuencia, revocar la sentencia apelada.


    M., M. M. s/ Causa n° 15.252


    M 232, XLIX, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Penas


    Artículo 27 del Código Penal: condiciones para el dictado de un segunda condena de ejecución condicional. Interpretación. Arbitrariedad de la sentencia: exégesis que conduce a la derogación de una norma.


    La suspensión del cumplimiento efectivo de la pena podrá ser acordada por segunda vez "si el nuevo delito ha sido cometido después de haber transcurrido -en este caso- diez años a partir de la fecha de la primera condena firme", hipótesis que no se presenta en autos. El legislador se propuso mediante esta disposición reforzar los fines preventivos de la pena en suspenso,al hacer posible una segunda condena condicional sólo si la primera fue eficaz en la disuasión del delito al menos durante un tiempo determinado. En consecuencia, la circunstancia relevante para evaluar si la primera condena condicional constituyó una advertencia suficiente es si fue cometido un nuevo delito dentro del plazo estipulado. Si ante textos legales con imperfecciones técnicas, éstos deben interpretarse evitando suponer la inconsecuencia del legislador (Fallos: 324:2780; 328:2627; 329:5826), con mayor razón la interpretación debe evitar producir la inconsecuencia ante textos que no presentan tal defecto. En la práctica, los jueces se verán obligados a dejar de lado la regla del artículo 27 del Código Penal y conceder la posibilidad de segunda suspensión condicional de la pena, incluso a quienes hubieren cometido delitos dentro del plazo de ocho o diez años allí previsto, pues nunca podrán saber al momento de dictar su sentencia, la fecha en que ésta quedará firme.


    C., Walter Alejandro y otro s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3217, 2015, RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Determinación Judicial de la Pena


    Contrabando de estupefacientes agravado por su destino comercial. Escala penal: tentativa y consumación. Inconstitucionalidad de la equiparación punitiva prevista en el art. 872 del Código Aduanero. Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507".


    C. D., Marilú Paz s/ Contrabando de estupefacientes –artículo 866, 2° párrafo, Código Aduanero-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5969, 2014, CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Tráfico de estupefacientes. Decomiso de bienes secuestrados. Consecuencia pecuniaria accesoria de la condena. Facultad del juez de modificar la pena solicitada por el órgano acusador. Límite: Principio de congruencia. Principio acusatorio. Imparcialidad del juicio. Pretendida anulación del decomiso. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Garantías. Defensa en juicio. Debido proceso. Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas Ley 24.072. Mantenimiento de queja.


    La doctrina de la arbitrariedad que se invoca, procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso, que también amparan al Ministerio Público, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa, lo que no se aprecia en el sub examine. En tanto el a quo decidió dejar sin efecto el decomiso del inmueble, dispuesto por el tribunal de juicio, con base en que cualquier intento por superar la pretensión punitiva contenida en la acusación supondría un ejercicio jurisdiccional extra o ultra petita, pero sin dar, para ello, más fundamento que la propia interpretación sobre el alcance que cabe asignar al postulado constitucional "sin acusación no puede haber condena, expresada también en el voto disidente de los jueces Lorenzetti y Zaffaroni en el precedente "Amodio". La Corte tiene dicho que, en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, y que ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia. Sobre esa base, habilitada como lo fue en el caso la jurisdicción del tribunal por la actividad acusatoria, la exigencia constitucional queda circunscripta a la correlación entre el hecho que fue objeto de acusación y el que fue considerado en la sentencia y que, en consecuencia, el juez tiene facultad, dentro de ese límite fáctico, de modificar la pena solicitada por el órgano acusador. La función de la acusación es construir la imputación que constituye el objeto del proceso en torno del cual girará la defensa, y esa limitación apunta, de igual forma, a garantizar la imparcialidad del juicio, a fin de evitar que la conformación de la hipótesis fáctica acusatoria parta, siquiera mínimamente, del tribunal que juzga. La decisión de anular el decomiso ordenado en la instancia anterior debió estar sustentada en una concreta afectación al derecho de defensa, máxime si, como en el caso, no se advierte cuál es la sorpresa que en virtud de la normativa aplicable y las circunstancias probadas del hecho aquél pudo traer aparejada. Y es que sin perjuicio del debate que existe en tomo a la naturaleza del decomiso, dependiendo del objeto de que se trate (pena accesoria, acción civil o coacción administrativa directa), la doctrina nacional es conteste en sostener que constituye una consecuencia pecuniaria accesoria de la condena que recae sobre aquellos instrumentos del delito y los efectos provenientes de aquél, que les pertenecen a los condenados, cualquiera sea su grado de participación. El decomiso es inherente a la condena, de modo que, verificadas las condiciones para su aplicación, se vuelve una consecuencia jurídica no sujeta a disponibilidad ni sometida a la discrecionalidad de las pretensiones del acusador. No obstante ello, el a quo omitió cualquier análisis de ese tenor y dejó sin efecto el decomiso sin considerar, a su vez, que también por disposición del artículo 30 in fine de la ley 23.737, en el caso, resultaba incontrastable que aquél deviniera imperativo. La afirmación del a quo relativa a que al disponer el referido decomiso el tribunal agravó la pena solicitada por el Ministerio Fiscal, en violación a los principios acusatorio y ne procedat iudex ex oficio, resulta infundada, lo que a su vez torna descalificable la sentencia que con base en ella se dictó. Se mantiene la queja interpuesta.


    R., Jean Manuel Marie y otros s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 204, 2015, RH1, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Unificación de Penas


    Contienda negativa de competencia. Unificación de penas. Corresponde al Juez que dictó la pena mayor la aplicación del art. 58 del C.P.


    Más allá de que correspondería, previamente, la resolución del recurso interpuesto por la defensa del condenado respecto de la sentencia pronunciada, pienso que esta contienda resulta insustancial en tanto que, la juez correntina, en la insistencia, aceptó expresamente su competencia para conocer acerca de la posible aplicación del artículo 58 del Código Penal. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver el incidente a la justicia local, sin perjuicio de la decisión que a su entender corresponda dictar y su oportunidad.


    M., A. I. s/ Art. 422 CPP


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4149, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Administrativo


    Procedimiento Administrativo


    Recursos


    Admisibilidad del recurso. Articulo 11, ley 18.695. Revisión judicial del acto administrativo de imposición de multa. Inaplicabilidad del límite previsto. Derecho de defensa en juicio. Precedente "Fernández Arias". Pago previo para la intervención judicial. Precedente “Micrómnibus Barrancas de Belgrano S.A. s/ Impugnación". Principio solve et repete.


    La ley 18.695 fija el procedimiento a seguir para la comprobación y el juzgamiento de las infracciones a las normas de ordenamiento y regulación de la prestación del trabajo en todo el territorio del país. Establece que las decisiones adoptadas por los órganos administrativos podrán ser recurridas a los fines de su control por un órgano judicial competente, ya sea la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en la Capital Federal o al Juez Nacional en lo Federal que corresponda atendiendo al lugar donde se hubiere comprobado la infracción y por razones de turno (cf. Art. 1 y 11, ley citada). La Corte en el precedente "Fernández Arias" ha admitido la actuación de cuerpos administrativos con facultades jurisdiccionales, más lo hizo luego de establecer, con particular énfasis, que la validez de los procedimientos se halla supeditada al requisito de que las leyes pertinentes dejaran expedita la instancia judicial posterior. Agregó que si este requerimiento no recibe satisfacción, existe agravio constitucional originado en privación de justicia, reparable por la vía del artículo 14 de la ley 48. En el mismo orden, sostuvo que el ejercicio de facultades jurisdiccionales por parte de órganos administrativos resulta compatible con lo dispuesto en los artículos 18 y 109 de la CN, siempre y cuando los organismos de la administración dotados de jurisdicción para resolver conflictos entre particulares hayan sido creados por ley, su independencia e imparcialidad estén aseguradas, el objetivo económico y político tenido en cuenta por el legislador para crearlos (y restringir así la jurisdicción que la Constitución Nacional atribuye a la justicia ordinaria) haya sido razonable y, además, sus decisiones estén sujetas a control judicial amplio y suficiente. La limitación que veda el acceso al control judicial en función de la cuantía de la multa, afecta el derecho de defensa en juicio y más abarcativamente el de la tutela judicial efectiva (cf. arts. 18 de la CN y 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). En consecuencia, el límite previsto en el cuarto párrafo del artículo 11 de la ley 18.695, en tanto impide a la actora obtener la revisión judicial del acto que considera lesivo de sus intereses, e implica una restricción a su derecho a acceder a la justicia, deviene inaplicable. La condición del pago previo, ya que la regla del solve et re pete no es por sí misma, contraria a los derechos de igualdad y de defensa en juicio (cf. arts. 16 y 18 de la CN). En ese sentido, el Máximo Tribunal ha reconocido, en principio, la validez de las normas que establecen el requisito del previo pago para la intervención judicial y ha entendido necesario morigerar ese requisito, en supuestos de excepción que involucren situaciones patrimoniales concretas de los obligados, a fin de evitar que ese pago previo se traduzca en un real menoscabo de derechos. Asimismo, en el caso "Micrómnibus Barrancas de Belgrano S.A. s/ Impugnación" se estableció que el alcance que cabe otorgar a lo dispuesto por el art. 80, inc. 1°, de la Convención Americana de Derechos Humanos, a la que el inciso 22 del artículo 75 de la Constitución Nacional otorga jerarquía constitucional, es equivalente, en relación con el principio solve et repete, al fijado por la jurisprudencia anteriormente citada, con fundamento en el derecho de defensa garantizado por el art. 18 de la Constitución Nacional. En el presente, la sociedad demandante omitió invocar y acreditar que su situación pudiese encuadrar en algunos de los supuestos de excepción señalados, lo que permite descartar el reparo constitucional invocado, a ese respecto, por el juez federal para fundar su decisorio.


    Giaboo S.R.L. s/ Recurso de queja


    G 360, XLIX, 29 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Constitucional


    Procesal Constitucional


    Cuestión análoga a B. 304 .XLVIII "Barros, Gustavo Alberto c/ Municipalidad de la Ciudad de Mendoza s/ APA" que fue resuelto por la Corte conforme al pronunciamiento en la causa "Ramos" (Fallos: 333: 311) al que por razones de brevedad, corresponde remitir, sin perjuicio de mantener el criterio contrario expresado en dicha causa en el dictamen de fecha 13 de octubre de 2009.


    Galeno Torres, Facundo Martín y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Mendoza s/ Acción procesal administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3915, 2014, RH1, 26 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 528/2011 (47-C), "Comunidad Indígena Toba La Primavera - Navogoh c/ Formosa, Provincia de y otros s/ amparo".


    Comunidad Toba c/ UNAF – Provincia de Formosa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 508, 2011, (47 -C), 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa O. 58, L. XLIX, "Obra Social del Personal de Entidades Deportivas y Civiles c/ Atlético Echagüe Club s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social del Personal de Entidades Deportivas y Civiles c/ Atlético Echagüe Club s/ Ejecución fiscal


    O 59, XLIX, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Control de Constitucionalidad


    Acción declarativa contra una provincia. Requisitos de procedencia. Presunta inconstitucionalidad de ley misionera 4.459. Obligatoriedad del envasado en origen. Necesidad de autorización para exportar yerba mate molida o canchada. Remisión a lo dictaminado y luego resuelto de manera concordante por la Corte Suprema en autos CSJ 4/2009 (45-N) "Navar S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Yerbatera del Nordeste S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2, 2009, (45-Y), 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por Administración de Parques Nacionales. Planteo de inconstitucionalidad de la ley 4.467 de la provincia de Misiones: creación del Parque Provincial Río Iguazú. Parque Nacional Iguazú: límites. Decreto 100.133. Supuesta superposición territorial. Interpretación de la ley. Finalidad de la norma.


    La accionante entiende que el parque provincial invade un establecimiento de utilidad nacional, mientras que la Provincia de Misiones indica que el límite norte del parque nacional está conformado por la ribera del río Iguazú y no por su cauce, motivo por el cual no existiría superposición territorial entre ambos. La dilucidación del sub examine requiere examinar el art. 3° del decreto 100.133, en cuanto establece que el límite norte del parque nacional es "el río Iguazú desde su desembocadura en el Río Alto Paraná hasta el esquinero Nord-Oeste de la Colonia Manuel Belgrano...". Sobre la base de lo expuesto, la única interpretación posible que puede efectuarse con respecto a este párrafo es que la delimitación del parque nacional establecida incluye al río Iguazú, hasta el límite con la República Federativa del Brasil. Esta conclusión se impone toda vez que el decreto no efectúa ninguna distinción ni se refiere a un determinado sector del río, sino que, por el contrario, fija como límite norte "el río Iguazú" sin ninguna mención en cuanto a su línea de talweg ni a sus márgenes, con la única indicación puntual de los extremos de su tramo que deben considerarse a los efectos de su delimitación. En este sentido, aparece oportuno recordar la doctrina formulada por la Corte según la cual no debe distinguirse donde la norma no lo hace. Por ello, debe desestimarse la pretensión de la demandada en cuanto considera que el parque nacional sólo se extiende hasta la línea de ribera del rio Iguazú sin comprender parte alguna de tal cauce de aguas, pues tal exégesis implicaría apartarse de la clara letra del decreto 100.133. Por otro lado, no debe pasar inadvertido que considerar que el río Iguazú -desde la línea divisoria internacional- pertenece al parque nacional homónimo condice plenamente con la finalidad que tuvo en miras el legislador al momento de disponer su creación, que ha sido proteger el fenómeno natural de las Cataratas del Iguazú, objetivo central del referido establecimiento de utilidad nacional. Desde esta perspectiva, resulta inadmisible el argumento de la provincia accionada en cuanto afirma que el cauce del río Iguazú y sus cataratas no integran el nombrado establecimiento de utilidad nacional, pues el fenómeno natural referido ha sido el factor determinante de su nacimiento.


    Administración de Parques Nacionales c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A 1316, XLIV, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Despido. Indemnización y comisiones adeudadas. Falta de aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa. Prohibición de actualización monetaria. Planteo de inconstitucionalidad del art. 4 de la ley 25.561. Fallo "Chiara Diaz".


    El a quo no realizó una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo cual, en este aspecto, cabe descalificar a la sentencia recurrida como acto judicial valido con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad. Resulta procedente el agravio referido a la declaración de invalidez constitucional del artículo 4 de la ley 25.561, que modificó los artículos 7 y 10 de la ley 23.928. Dicha norma, que modifica solo en el término "australes", que fue reemplazado por el de ''pesos'', mantuvo vigente la prohibición de actualización monetaria, indexación por precios y repotenciación de deudas para aquellas obligaciones de dar sumas de dinero, y, en el sub lite, la sentencia en crisis actualiza el crédito del actor a las variaciones que sufra la Canasta Básica Total elaborada por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos. Al respecto, la Corte Suprema en el fallo "Chiara Diaz" estableció que la aplicación de cláusulas de actualización monetaria significaría traicionar el objetivo anti-inflacionario que se proponen alcanzar las leyes federales 23.928 y 25.561, mediante la prohibición genérica de la 'indexación', medida de política económica cuyo acierto no compete a la Corte evaluar. En el sub lite, no se encuentra acreditada una afectación al derecho de propiedad del actor de tal magnitud que sustente la declaración de inconstitucionalidad de las normas cuestionadas, más aún cuando el a quo aplicó a las sumas adeudadas un interés equivalente al promedio mensual de la tasa activa aplicada por el Banco de la Nación Argentina para operaciones corrientes de descuento de documentos comerciales. Ello se conjuga con el principio según el cual la decisión de invalidar una norma comporta la ultima ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.


    Puente Olivera, Mariano c/ Tizado Patagonia Bienes Raíces del Sur S.R.L. s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 536, 2013, (49-P)/CS1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 34, L. XLVIII, "Barceló, Juan José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Tissone, Ernesto José y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 8, 2012, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos E.113, L. XLV, "ENAP Sipetrol Argentina S.A. c/ Provincia del Chubut s/acción declarativa de certeza".


    Desarrollos Petroleros y Ganaderos S.A. c/ Mendoza, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 180, 2010, (46-D)/CS1, 15 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Características. Legitimación


    Acción declarativa de certeza contra la Provincia de Misiones y la Administración de Parque Nacionales. Sanción de la ley provincial 4.467. Determinación de la autoridad administrativa. Control de constitucionalidad. Falta de legitimación de la firma actora. Falta de interés legítimo. Inexistencia de un "caso", "causa" o "controversia".


    La actora carece de legitimación para esgrimir la pretensión que dedujo contra la Provincia de Misiones y la Administración de Parques Nacionales, pues no ha demostrado tener un interés directo en el dictado de un pronunciamiento judicial. A esos efectos, debe tenerse presente que la actora funda su pretensión en la incertidumbre que le ocasiona la sanción de la ley provincial 4.467, que creó el "Parque Provincial del Rio Iguazú", respecto de la autoridad competente para regular, controlar y sancionar en relación a la actividad que desarrolla en el Parque Nacional Iguazú como consecuencia de la licitación pública nacional 4/95 otorgada por la Administración de Parques Nacionales. Sin embargo, no se advierte que la demandante pueda experimentar daño alguno a raíz de la sanción de la normativa provincial, toda vez que no acreditó la existencia de una relación jurídica directa con la Administración de Parques Nacionales ni con la Provincia de Misiones, sino que la actual concesionaria de la licitación 4/95 es una Unión Transitoria de Empresas. A ello cabe agregar que, si bien la firma integra la citada unión transitoria, lo cierto es que no ejerce su representación legal. Se desprende de lo expuesto que la demandante no sólo se encuentra inhabilitada para representar legalmente a los integrantes de la Unión Transitoria respecto de los reclamos y acciones judiciales contra el concedente o terceros, sino que tampoco experimenta un interés directo pues, como se señaló, la concesionaria del Parque Nacional Iguazú es la Unión Transitoria de Empresas. Las consideraciones efectuadas en modo alguno suponen que el Poder Judicial abdique del control de constitucionalidad de las normas o actos emanados de los otros poderes del Estado, sino que sólo significan que dicho control se halla supeditado a la existencia de un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca, de modo de dar lugar a una causa judicial, circunstancia que no aparece configurada en la especie.


    Cataratas 2000 S.R.L. c/ Provincia de Misiones y otros s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1696, 2008, (44-C)/CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Cuestión devenida abstracta por haberse declarado extinguida la acción penal dado el cumplimiento del plazo y de las condiciones bajo las que, oportunamente, se suspendió el juicio a prueba a favor del imputado.


    P., Luis Miguel y otro s/ Infracción ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2973, 2012, TO2/1/RH1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Almacenamiento de estupefacientes. Contrabando agravado en grado de tentativa. Escala penal: equiparación tentativa y consumación. Presunta inconstitucionalidad del artículo 872 del Código Aduanero. Remisión al dictamen en el expediente A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15.507". Decomiso de los instrumentos del delito. Fundamentación. Tribunales colegiados. Precedentes Fallos: 312:1058 y 334:490, considerando 4°, G. 2096, L. XL, "Garayo, Elsa Irene s/ Medida cautelar" y C. 1389, L. XIIV, "Cano, Jorge Oscar s/ Recurso de casación". Mantenimiento de queja.


    En relación a la inconstitucionalidad de la equiparación punitiva prevista en el artículo 872 del Código Aduanero, se remite a la causa A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae c/ s/ Causa n° 15.507". Por otro lado, respecto de la cuestión relativa a la fundamentación exigible para la decisión que dispone el decomiso de los instrumentos del delito y de los efectos provenientes de aquél, la Corte tiene establecido que las sentencias de tribunales colegiados son inválidas cuando ellas resultan de una mera agregación de opiniones individuales que no exhiben una coincidencia mayoritaria sustancial sobre los fundamentos que dan apoyo a la decisión que se adopta. En el pronunciamiento impugnado, la cámara ha resuelto el planteo atinente al decomiso con base en la coincidencia de dos votos que, sin embargo, detentan distinta motivación. En efecto, de los dos jueces que coincidieron en anular el decomiso ordenado en la sentencia de condena, uno creyó que la decisión carecía de la fundamentación requerida a tal fin, mientras que el otro propició la concesión del agravio por considerar que el tribunal no estaba facultado para dictar una medida que el representante del Ministerio Público Fiscal no había peticionado al momento de celebrarse el juicio abreviado. En principio, las sentencias del Tribunal deben limitarse a los planteos formulados por las partes, sin embargo, la Corte debe corregir la actuación de las cámaras nacionales de apelaciones cuando aparezca realizada con transgresión de los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia. Por ser ello así, y no obstante que el apelante no haya planteado agravio respecto del vicio señalado, en la medida en que las circunstancias ut supra referidas han privado en este aspecto al pronunciamiento impugnado de aquello que debe constituir su esencia, esto es, ser una unidad lógica-jurídica cuya validez no sólo depende de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva sino que también ostente una sustancial coincidencia en los fundamentos que respaldan la decisión. Se hace excepción al principio según el cual el modo de emitir el voto de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son materia extraña a la apelación federal, y se descalifica el pronunciamiento de casación recurrido y se dispone el dictado de uno nuevo.


    V. M., Maria Gloria y otro s/ Infracción ley 23.737 (art. 29)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4139, 2014, RH1, 10 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, en virtud de lo resuelto en el fallo de la causa D. 749, L. XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ Causa n° 14.358" y de los argumentos del dictamen que lo precedió, se mantiene la queja.


    B., Néstor Luis y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 208, 2015, RH1, 02 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Se solicita a la C.S.J.N. que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    B., César Ezequiel s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5155, 2014, RH1, 24 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    A fin de que la Corte pueda expedirse, se mantiene la queja.


    R., Lucas Yamil s/ Inf. ley 23.737


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 52000046, 2013, TO2/RH1, 01 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse se mantiene la queja interpuesta.


    A. E., Oscar Daniel y otros s/ Infracción ley 23.737


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 3815, 2014, 3/1/1/RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse se mantiene la queja interpuesta.


    L., Diego Hernán y otros s/ Infracción ley 22.415


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 10191, 2014, 13/1/RH2, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse se mantiene la queja interpuesta.


    R., Víctor Manuel y otros s/ Robo con armas, etc.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64476, 2001, TO1/2/1/RH1, 04 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse, mantiene la queja.


    G., F. H. y otro s/ Abuso deshonesto, robo con armas y lesiones


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 662, 2007, TO1/2/1/CS1, 22 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse, se mantiene la queja.


    F., Manuel Jorge s/encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6989, 2006, TO1/1/RH1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte se pronuncie sobre la cuestión planteada, se mantiene la queja.


    D., Gustavo s/ Incidente de recurso extraordinario


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 33013793, 2007, TO1/148/1/1/RH/7, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    A fin de que la Corte se pronuncie sobre la cuestión, se mantiene la queja.


    M., Julio Alberto s/ Estafa en grado de tentativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3352, 2015, RH1, 05 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Arbitrariedad de la sentencia absolutoria. Plan sistemático. Coautoría funcional: rol ejecutor en la medida de su competencia.


    El recurso extraordinario resulta formalmente procedente, pues la sentencia impugnada reviste el carácter de definitiva, proviene del tribunal superior de la causa y si bien lo debatido remite al examen de aspectos de hecho, prueba y derecho común, regularmente ajenos a la competencia de la Corte, ello no es óbice para que conozca en los casos que, como el sub examine, hacen excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. Los argumentos brindados para confirmar la absolución del imputado son dogmáticos, en tanto no se condicen con las circunstancias comprobadas de la causa y contradicen razonamientos que el a quo expuso para justificar la condena de otros imputados, por lo que la sentencia impugnada mediante recurso federal debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido. Por otro lado, también la arbitrariedad se desprende de la falta de precisión del estándar probatorio tenido en cuenta para llegar a esa decisión, ya que el a quo la apoyó en la existencia de una "orfandad probatoria" que no logró justificar, sobre todo porque no brindó razones suficientes para sostener, razonablemente, que las pruebas reunidas contra el imputado no bastan para condenarlo.


    Z., Juan Antonio s/ Sustracción de menores


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3747, 2014, RH1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cese de prisión: obtención de libertad condicional. Ausencia de gravamen actual. Cuestión abstracta. Desestimación del recurso de queja.


    Los agravios invocados con base en el derecho a recurrir y en las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso, han perdido virtualidad, desde que el apelante dejó de sufrir el perjuicio que ocasionó el pronunciamiento apelado, y la impugnación no cumple, entonces, con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado.


    M., Gabriel Fernando s/ causa n° 16642


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 916, 2013, (49-M) CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cobertura asistencial, terapéutica y educativa del niño con Síndrome de Down por parte de la empresa de medicina prepaga. Ley N° 24.901. Principios rectores de los estatutos de la salud, la discapacidad y la niñez. Remisión a lo resuelto en autos R. 104 L. XLVII.


    Para negar la cobertura requerida, la demandada debía probar concretamente la disponibilidad entre sus prestadores de un servicio educativo análogo al reclamado. También debía demostrar la exorbitancia o sin razón de la elección de la institución educativa efectuada por los padres en virtud de que el síndrome de down lleva de suyo la necesidad de iniciar y mantener el tratamiento en establecimientos que cuenten con equipos capacitados y con modelos sistemáticos e inclusivos. Además hay que destacar la necesidad de valorar los progresos logrados por la persona con discapacidad, los que podrán desvanecerse de no continuar con el proceso en curso. Teniendo en cuenta estos criterios cabe señalar que, la demandada se limitó a ofrecer, en forma genérica, la colaboración en la búsqueda de una institución pública. Dicho ofrecimiento no constituye una alternativa suficiente en los términos referidos. Además, se destacó que el cambio de institución resultaría perjudicial para el niño. En casos como el presente, se deben facilitar medidas efectivas y personalizadas de apoyo en entornos que fomenten al máximo el desarrollo social y educativo, de conformidad con el objetivo de plena inclusión, máxime cuando el actor es una persona en situación de múltiple vulnerabilidad –por su condición de niño y de persona con discapacidad- y, en consecuencia, sus derechos deben ser objeto de una protección especial.


    M., F. G. y otros c/ OSDE s/ Amparo de salud


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2932, 2010, 1/RH1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cohecho activo. Tráfico de influencias. Citación a indagatoria. Pretendida arbitrariedad. Injustificado ritualismo. Mantenimiento de queja.


    La cuestión reside en la arbitrariedad de los pronunciamientos por los cuales se impidió al Ministerio Público controlar la decisión del magistrado a cargo de la instrucción de no citar a prestar declaración indagatoria uno de los imputados, sellando en los hechos la suerte de su pretensión de someter a enjuiciamiento a los procesados por la ejecución de los crímenes sobre los que versa este proceso junto con la persona a quien se le imputa el papel central de instigador. La misma arbitrariedad se replica al declarar la inadmisibilidad del recurso extraordinario. Con sustento en un injustificado ritualismo, se omitió considerar las particulares circunstancias sobre las que el fiscal recurrente se fundó para alegar la equiparación de la decisión impugnada a una sentencia definitiva en virtud de los efectos concretos que tendría en el desarrollo del procedimiento.


    M., Ramiro A. s/ Inf. art. 258 cohecho activo e. p. de la U.N.T.


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 40054, 2010, 7/1/RH3, 15 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Atentado contra la AMIA. Excepción de prescripción. Suscripción de acta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado argentino. Renuncia tácita a plantear prescripción de la acción. Remisión al fallo en autos CSJ 712/2013, "Faifman, Ruth Myriam y otros c/ Estado Nacional s/ daños y perjuicios".


    En el precedente, la Corte consideró que el Estado Nacional había renunciado tácitamente a la prescripción el 4 de marzo de 2005, al suscribir un acta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la petición presentada por diversos organismos no gubernamentales a raíz del atentado. Allí, el Estado argentino reconoció su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la vida, del derecho a la integridad física, del derecho a las garantías judiciales, del derecho a la protección judicial y el deber de garantía (arts. 4, 5, 8, 25 y 1.1; Convención Americana sobre Derechos Humanos). En concreto, asumió que había incumplido su función de prevención por no haber adoptado las medidas idóneas para intentar evitar el referido atentado, por haber existido encubrimiento de los hechos y por haber mediado un grave y deliberado incumplimiento de la función de investigación. Asimismo, el Estado asumió el deber de promover la sanción de una ley de reparación para las víctimas. En el entender de la Corte, este reconocimiento de responsabilidad generó la obligación del Estado de indemnizar a quienes hubieran sufrido daños como consecuencia del atentado. Además, el compromiso de reparación se realizó sin distinguir entre quienes habían interpuesto acciones dentro del plazo de prescripción y quienes no lo habían hecho. Por lo tanto, la Corte resolvió que el Estado Nacional renunció, tácita pero inequívocamente, a plantear la prescripción que habría operado en 1996.


    Toer, Ariel c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 18, 2013, (49-T) CS1, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios por enfermedad profesional. Daño moral por incumplimiento de prestación de la obra social. Inexistencia de arbitrariedad: rechazo del recurso.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En el presente proceso, la demandada no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Passanisi, Marisa Viviana y otro c/ Obra Social del Poder Judicial de la Nación y otros s/ Accidente de trabajo/enferm. prof. - acción civil


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 9400, 2008, I/RH1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda de despido. Encuadramiento en la categoría laboral. Inexistencia de arbitrariedad: rechazo del recurso.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. Cabe precisar que la Corte ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En el presente proceso, la demandada no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Carranza Pons, Raúl c/ Caruso Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Ordinario - despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 411, 2014, (50-C)/CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Homicidio simple. Arma de fuego. Revisión de una sentencia. Imparcialidad. Arbitrariedad. Rechazo de la queja.


    Las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos locales no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, ya que por su naturaleza procesal no trascienden del marco de las atribuciones propias de los jueces de la causa, sobre todo cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia, respecto de los cuales la doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida. El acceso a la instancia de revisión de la sentencia, en los términos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no es incondicionado, sino que los Estados pueden subordinarlo al cumplimiento de determinados requisitos formales. El hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedencia formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a las normas que reglamentan su ejercicio, y así lo ha entendido la Corte Suprema al concluir que la Constitución nacional no consagra derechos absolutos. En cuanto a la garantía de imparcialidad, no basta con señalar que un juez ha tenido un desempeño previo, sino que es preciso demostrar que el contenido específico de las intervenciones particulares que los jueces (cuya imparcialidad se pone en duda) han realizado en etapas anteriores al juicio o plenario o a su actuación en la revisión de una condena, hacen plausible el temor de parcialidad que se alega. Respecto de la arbitrariedad alegada por la defensa, cabe mencionar que la revisión practicada por el tribunal de casación no presenta los vicios que le atribuye el recurrente toda vez que sin que venga evidenciada ninguna restricción cognoscitiva incompatible con el criterio enunciado en el precedente 'Casal' por la Corte Suprema -fallo328:3399-, desplegó su competencia revisora sin anteponer mallas formales desnaturalizadoras de su cometido, abordó todos y cada uno de los argumentos defensistas y justificó la ratificación de la condena, juzgando idónea -a tal efecto- la prueba testimonial de las personas que presenciaron el episodio.


    O., Alcides Ariel c/ s/ Causa n° 117.915


    O 69, XLIX, 12 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad: ius cogens anterior a la ley 25.779. Plazo razonable. Plan sistemático. Codominio del hecho: rol ejecutor en la medida de la competencia. Alegada arbitrariedad: fundamentos suficientes de la sentencia. Constitucionalidad de la prisión perpetua: remisión a Menéndez.


    En lo que respecta a los agravios referidos al principio de legalidad, la inconstitucionalidad de la ley 25.779 y el plazo razonable de duración del proceso, el recurso extraordinario ha sido bien rechazado, puesto que no logra refutar los argumentos que dan sustento a la decisión apelada en relación con las cuestiones federales planteadas. En efecto, el a quo recordó que, tal como se desprende de consolidada jurisprudencia de la Corre, los delitos de lesa humanidad y su imprescriptibilidad estaban previstos en el derecho internacional, ya para la época del hecho de esta causa, como normas de ius cogens vinculantes para nuestro país, por lo que carece de fundamento la alegada irretroactividad de la ley penal más gravosa, ni resulta decisivo el planteo de inconstitucionalidad de la ley 25.779, en la medida en que dispuso la nulidad de las leyes 23.492 y 23.521 por contradecir la Constitución, y, en consecuencia, su contenido coincide con lo que los jueces deben declarar. De todas maneras, consideró que esa ley resulta adecuada al bloque de constitucionalidad federal en tanto "es tributaría y recoge los lineamientos de los organismos supranacionales encargados de monitorizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado argentino... ". En el mismo sentido, señaló que, de acuerdo con la misma jurisprudencia, "pesa sobre el Estado argentino remover los obstáculos que impidan que la Nación cumpla con su obligación de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas en nuestro país durante la última dictadura militar", a lo que añadió que no se puede obviar que las demoras en el juzgamiento de esos delitos están ligadas al marco generalizado de ocultamiento que tuvo lugar desde el final del gobierno de facto, a la sanción de las "leyes del perdón" y a la particular complejidad de las causas, debido a la "cantidad de víctimas involucradas y hechos examinados, [y] la diversidad y calidad de los imputados sometidos a juicio". En suma, es acertado lo resuelto por el a quo en tanto si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y no resultan obligatorias para casos análogos, lo cierto es que los jueces deben conformar sus fallos a esa jurisprudencia, salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada. La conclusión a la que arribó el a quo a partir de las constancias probatorias no puede considerarse arbitraria pues, más allá de su acierto o error, no fue refutada por la recurrente, la que tampoco brindó una versión alternativa de lo ocurrido que explique con igual o mayor grado de convicción cada uno de esos indicios, ni aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto no se basa en fundamentos aparentes, ni presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se ha reconstruido el hecho. Por otro lado, corresponde el rechazo del agravio referido a la calificación de la participación del imputado en el hecho, en tanto remite al examen de una cuestión de derecho común, materia exclusiva de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria, en particular si -como ocurre en el sub examine- la decisión cuenta con fundamentos suficientes que descartan su arbitrariedad. A ese respecto, se tuvo por probado que aquél integró el aparato organizado de poder encaminado por la última dictadura cívico militar al cumplimiento del plan de terrorismo de estado, y que, de acuerdo con el rol que desempeñaba, tenía "pleno dominio" sobre la parte de ese aparato subordinada a su mando. Por lo tanto, a diferencia de lo sostenido por la defensa, no resultaba necesario especificar el contenido de las órdenes que habría impartido, pues basta con haber aclarado, para satisfacer el requisito de la descripción precisa y circunstanciada de la imputación, que existió un plan de represión ilegal, que hubo una rigurosa división de tareas para llevarlo a cabo entre las diferentes fuerzas militares y de seguridad civil de todo el país, que el condenado integró en posición de mando intermedio una de esas fuerzas y que ésta intervino en la ejecución del hecho, el cual, de acuerdo con sus características descriptas, coincidió con los métodos y los objetivos fijados en ese plan. En el mismo sentido, es infundada la crítica defensiva según la cual tampoco se describió la actuación del imputado dirigida a "sostener la estructura militar" a la que pertenecía, o para dominar una porción del "aparato ilegal" al que sirvió, pues esas circunstancias quedaron establecidas a partir de la descripción de los métodos y los objetivos del plan mencionado y su función de mando intermedio en la estructura diseñada para concretarlo, de lo que se desprende su rol de ejecutor de ese plan en la medida de la competencia que le había sido atribuida. En suma, como lo expuso el a quo, resulta aplicable al caso el artículo 45 del Código Penal, en tanto se probó un codominio de los hechos mediante una división de tareas previamente establecida, "sin requerir la determinación de quién ha efectuado tal o cual conducta". Por lo expuesto, la sentencia impugnada tampoco en este punto puede descalificarse como acto jurisdiccional válido, en tanto no se basa en fundamentos aparentes, ni presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se ha establecido la responsabilidad del condenado, así como tampoco desconoce indudablemente restricciones constitucionales, lo que obsta, por tanto, la intervención de la Corte. En cuanto al cuestionamiento de la constitucionalidad de la prisión perpetua, corresponde remitirse, en beneficio de la brevedad, a los fundamentos y conclusiones expuestas al dictaminar en el caso M. 382, XLIX, "Menéndez, Luciano Benjamín y otro s/recurso extraordinario", sentencia del 22 de abril de 2014, ya que se planteó allí en términos idénticos. Por lo tanto, el recurso extraordinario, en lo que se refiere a ese agravio, resulta inadmisible.


    T., Julio Alberto s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 25, 2014, (50-T)/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad de la queja planteada: inexistencia de cuestión federal o sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal, pues refieren a cuestiones que hacen a las circunstancias de hecho de la causa que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Lo anterior es así debido a que los agravios de los apelantes constituyen una mera discrepancia respecto de la valoración de la prueba y se dirigen a postular una interpretación alternativa a la realizada por el tribunal de las bases y condiciones del concurso.


    Silvano Lima, Ezequiel y otros c/Telecom Personal SA y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 3485, 2012, 2/RH1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Mantenimiento de queja.


    Srio. av. (imp. C. F.) s/ Infracción art. 145 bis, 10 párrafo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 42000401, 2012, 1/1/RH2, 21 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Mantenimiento de queja.


    V., Jorge Fabian s/ Causa 16.794


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 323, 2014, (50-V)/CS1, 04 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, en virtud de lo resuelto en el fallo de la causa D. 749, L. XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ Causa n° 14.358" y de los argumentos del dictamen que lo precedió, se mantiene la queja.


    K., Héctor Mario y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 206, 2015, RH1, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, en virtud de lo resuelto en el fallo de la causa D. 749, L. XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ Causa n° 14.358" y de los argumentos del dictamen que lo precedió, se mantiene la queja.


    L., Norberto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 218, 2015, RH1, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa H. 139, L. XLVIII, "Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario". Hace lugar a la queja.


    G., Modesto Alejandro s/ Recurso extraordinario


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12398, 2015, TO1/1/RH1, 21 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa P. 35, L. L, caratulada "Piccione, Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 1.291". Se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso extraordinario y se revoca fallo impugnado para que, por intermedio de quien corresponda, se dicte uno nuevo conforme a derecho.


    Andrada, Omar y Piccione, Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 823/2013


    A 329, L, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa P. 35, L. L, caratulada "Piccione, Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 1.291". Se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso extraordinario y se revoca fallo impugnado para que, por intermedio de quien corresponda, se dicte uno nuevo conforme a derecho.


    Piccione, Guillermo Anibal s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1699, 2014, RH1, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa S.C. P. 35, L. L, caratulada ''Piccione, Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 1.291". Corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto y revocar el fallo impugnado para que, por intermedio de quien corresponda, se dicte uno nuevo conforme a derecho.


    L., Bernardo Luis s/ Privación ilegal de la libertad (Art. 144 bis inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3978, 2014, RH1, 12 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa S.C. R. 417, L. XLVIII, "Ramollino, Si1vana Graciela y otros c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ Diferencias de salarios". Corresponde hacer lugar a la queja, rechazar el recurso extraordinario y confirmar la sentencia.


    Barraza, Federico c/ Telecom S.A.


    B 1009, XLVII, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en los autos caratulados "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590". Mantenimiento de queja.


    L., Diego Oscar s/ Falsificación documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1360, 2013, 1/1/RH1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal: precedente “Di Nuncio”. Cuestión federal. Funcionario público sindicado como autor pero no imputado formalmente: inaplicabilidad de la garantía a ser juzgado en un plazo razonable.


    De ningún modo podía admitirse como fundamento idóneo para dejar de considerar una posible aplicación de la causal de suspensión prevista en el segundo párrafo del artículo 67 del Código Penal, la justificación brindada por la cámara de apelaciones. Recuérdese que como único argumento, sostuvieron que el plazo de cuatro años transcurrido desde que habría tenido lugar el hecho obstaba a que, de indagarse a un funcionario, éste pudiera emplear su cargo o autoridad para obstaculizar o impedir la persecución judicial. No obstante, si como surge de esa afirmación, la razón de ser de esa causal de suspensión reside en la posibilidad de que el cargo sea utilizado para entorpecer la investigación a fin de que el plazo de prescripción fenezca mientras se ejerce la función pública, es evidente que esa valoración debió referirse no al futuro sino al pasado, y debió considerar si en virtud de la jerarquía de los cargos que el imputado ocupó desde el momento del hecho hasta la actualidad, dispuso de la capacidad de influencia que satisface el fundamento de la suspensión de la prescripción prevista en la citada norma y, más aun, si no podría incluso explicar el "fracaso de la actividad instructoria" a pesar de la denuncia a persona concreta que abrió la investigación. Un análisis de la índole señalada era además ya de por sí exigible en términos de una adecuada fundamentación a la luz de las razones que informan el dictado de la referida norma. Y si bien lo anteriormente expresado bastaba para determinar el carácter federal del agravio, nuevamente se señala la arbitrariedad en la que incurrió la cámara de apelaciones al declarar la prescripción soslayando que, al no haber sido sometida aún formalmente persona alguna a proceso, no era posible establecer si la acción penal no se había visto interrumpida por la comisión de otro delito, de modo que lo resuelto fue también con menoscabo de lo dispuesto en el artículo 67, cuarto párrafo, inciso a, del código de fondo. Por último, la ausencia de una imputación formal en la causa torna infundada la pretendida afectación a la garantía a ser juzgado en un plazo razonable, en la que, subsidiariamente, parece haber sustentado la cámara de apelaciones la prescripción dispuesta. En ese sentido, cabe recordar que tanto la Corte Interamericana como la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la de la Corte, en la materia, han tenido justamente en cuenta, para el control de la mencionada garantía, el perjuicio que irroga la duración del proceso para la persona que lo sufre como imputado, por lo que la referencia que realizó la cámara de apelaciones al tiempo transcurrido desde la fecha de comisión del hecho carece de relevancia a tal fin. En ese contexto, que el fallo que declaró la prescripción de la acción penal no sólo resultó arbitrario sino que importó una afectación del adecuado servicio de justicia garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional, puesto que los jueces no pueden sustraerse a lo que es propio de su ministerio sin menoscabo evidente de la mencionada garantía constitucional. En tales condiciones, y en atención al carácter federal del agravio planteado ante el a quo, era aplicable al sub lite la doctrina del precedente de Fallos: 328:1108 (Di Nunzio), y la decisión de rechazar el recurso de casación ante él interpuesto implicó un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido. En consecuencia, la sentencia impugnada debe ser dejada sin efecto a fin de hacer posible la apertura de la queja y el estudio del recurso de casación oportunamente interpuesto, lo que además permitirá cumplir con la finalidad última del proceso penal, que consiste en la averiguación de los hechos que se reconocen de interés (Fallos: 321:1385 y su cita), máxime en supuestos en los que, como en el sub examine, el suceso denunciado involucra la posible comisión de delitos en el ejercicio de la función pública, pues ése es el modo de dar máxima eficacia a las disposiciones contenidas en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción, que integran nuestro orden jurídico.


    N.N. s/ Delito -anterior al sistema. Denunciante: Jefe de Subcomisaria Ira. U.R. XIX y otro


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 51000473, 2009, 1/RH1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto delito de trata de personas. Sentencia equiparable a definitiva. Excepción de la vía extraordinaria: perjuicio de imposible reparación. Excesivo rigor formal. Potencial responsabilidad internacional del Estado Argentino: incumplimiento de la obligación de prevenir y combatir la trata de personas.Se mantiene la queja.


    En el pronunciamiento apelado se sostuvo de manera dogmática que el auto de falta de mérito tiene carácter provisional e implica la prosecución de las actuaciones, sin analizar las razones expuestas por el fiscal recurrente para demostrar que esa decisión, por la que se revocó el procesamiento de los imputados, generó un perjuicio de imposible reparación, en la medida en que, frente a los profusos elementos probatorios incorporados, no se aprecia alguna medida de prueba para eliminar una supuesta duda que no aparece como un resultado razonable de la valoración de la prueba desarrollada, por lo que la resolución implicaría entonces, en los hechos, la interrupción o parálisis de la causa hasta el agotamiento del plazo de prescripción de la acción. Tal omisión resulta especialmente significativa en el sub examine, si se tiene en cuenta que en su resolución la cámara de apelaciones reconoció, con base en un informe de la Dirección Especial de Prevención y Sanción del Delito de Trata de Personas del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Santa Fe, que tres de las mujeres que trabajaban en el local allanado son extranjeras, vivían allí y comían lo que les daba el encargado, provenían de lugares distantes, estaban separadas de sus familias, se encontraban en precaria situación económica, y los tres imputados obtenían provecho de la prostitución que aquéllas desarrollaban, lo que consideró que constituían indicios de riesgo de vulnerabilidad. El a quo soslayó cuestiones y argumentos relevantes para la solución del caso, y consideró entonces que la sentencia apelada carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido. No puede dejar de señalarse, asimismo, que la revocación del procesamiento dictado en la causa se dispuso con base en una supuesta situación de duda que resulta insustancial e insignificante frente a la valoración de la prueba que el fiscal y el juez de primera instancia expusieron para llegar al grado de convicción requerido para el dictado de aquel auto de mérito, que no es el necesario para fundar una sentencia de condena. Por último, no se advierte que la cámara de apelaciones hubiese mencionado la existencia de alguna medida de prueba de entidad para neutralizar ese hipotético estado de duda, y que no pudiera llevarse a cabo durante un juicio oral. Tales consideraciones, evidencian que era necesario un examen profundo del a quo acerca del planteo por el que el recurrente pretendió su intervención en el sub examine, en especial teniendo en cuenta que la decisión impugnada podría llegar a generar responsabilidad internacional del Estado Argentino, por incumplimiento de la obligación de prevenir y combatir la trata de personas en los términos de los artículos 2, "a" y 9, 1, "a" del "Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños", que complementa la "Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional".


    G., O. B. s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5675, 2014, RH1, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Privación ilegítima de la libertad. Imposición de tormentos. Agravante por funcionario público. Derecho de defensa en juicio. Principio de congruencia: base fáctica y calificación legal. Participación necesaria o secundaria. Valoración de la prueba: ausencia de arbitrariedad.


    En cuanto al agravio referido al principio de congruencia, aun cuando se admitiera la falta de correlación invocada entre las indagatorias, el procesamiento y los requerimientos de elevación a juicio en lo que respecta a las circunstancias fácticas calificadas de ese modo en estos actos procesales, habría que concluir que el recurso extraordinario es inadmisible, en tanto no se ha demostrado el perjuicio irrogado. Si el juez de instrucción, la cámara de apelaciones y los acusadores siempre calificaron las conductas imputadas como participación, la defensa pudo razonablemente prever que debía ofrecer prueba y argumentar en el juicio sobre la inexistencia de los elementos objetivos y subjetivos propios de esa forma de ilícito, y no sólo de su encubrimiento, en el cual, a su modo de ver, debían subsumirse aquellas conductas. Desde esta perspectiva, el agravio debe ser desechado no sólo porque su introducción resulta tardía, sino también porque, no trasciende de la interpretación de normas de derecho común, procesal y de su aplicación al caso, aspectos extraños a la instancia extraordinaria, sin que la mención de preceptos constitucionales haya bastado para la debida fundamentación del recurso. En cuanto a la modificación en el grado de participación, dado que los imputados fueron acusados como partícipes primarios, la parte pudo razonablemente prever que debía ofrecer prueba y argumentar en el juicio sobre la inexistencia de los elementos objetivos y subjetivos de esa conducta ilícita, por lo que no se advierte la transgresión del derecho constitucional invocado. Según consolidada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la exigencia de acusación, como forma sustancial de todo proceso penal, salvaguarda la defensa en juicio del justiciable, y que si bien el sistema de enjuiciamiento criminal adoptado por nuestra legislación procesal penal nacional (Ley 23.984 y modificatorias) pertenece a los denominados "sistemas mixtos", la etapa del debate materializa claramente principios de puro cuño acusatorio, dada la exigencia de oralidad, continuidad, publicidad y contradictorio, los cuales no sólo responden a un reclamo meramente legal sino que configuran verdaderos recaudos de orden constitucional. Respecto del agravio referido a la valoración de prueba, el razonamiento no puede considerarse arbitrario pues, más allá de su acierto o error, no fue refutado por la recurrente, la que tampoco brindó una versión alternativa de lo ocurrido que explique con igual o mayor grado de convicción cada uno de los indicios derivados de la prueba analizada, ni aparece como inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, en tanto no se basa en fundamentos aparentes, ni presenta contradicciones que impidan verificar de qué manera se ha reconstruido el hecho y establecido la responsabilidad de los condenados, así como tampoco desconoce indudablemente restricciones constitucionales, lo que obsta, por tanto, la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    T., Julio Alberto y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 23, 2014, (50-T)/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procedencia del recurso de queja: interpretación de sentencia por el mismo Tribunal que la dicta. Falta de pronunciamiento de la Procuración General de la Nación sobre el fondo de la cuestión.


    El recurso deducido es procedente, toda vez que tiene dicho la Corte que siempre que se halle en tela de juicio la interpretación de un fallo anterior del Tribunal recaído en la causa, se configura una cuestión federal que torna admisible el recurso extraordinario. Este Ministerio Público ha sostenido que cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de ese Tribunal dictado en la misma causa -tal como ocurre en el caso bajo análisis- son sus miembros los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propias sentencias. Asimismo, ha expresado la Corte que si la Procuración General de la Nación no tuvo opinión consonante en un anterior pronunciamiento de ese Alto Tribunal en la misma causa -tal es el caso de autos, dado que se dictaminó que correspondía declarar improcedente aquella queja-, son los miembros de la Corte Suprema a quienes compete expedirse en la materia en debate.


    C., Fernando Ariel s/ Causa Nº 8398


    C 1497, XLIX, 25 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada de Gas del Estado S.E. Trabajadores convocados. Remisión a Fallos: 332:2441 ("Barria'').


    Fillaster, Osvaldo Rubén y otros c/ Ministerio de Economía y otros s/ Proceso de concocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 287, 2013, (49-F)/CS1, 22 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina S.A. Derecho a percibir bonos de participación en las ganancias. Ley 23.696. Sujetos legitimados. Razonable reglamentación de situación diferente. Inexistencia de agravio constitucional.


    Los recurrentes no se encuentran comprendidos entre los sujetos legitimados para acceder a los Programas de Propiedad Participada creados por la ley 23.696. En efecto, el artículo 22 de la ley 23.696 determina que podrán ser sujetos adquirentes en un Programa de Propiedad Participada, los empleados del ente a privatizar de todas las jerarquías que tengan relación de dependencia. De allí se desprende que el sistema sólo comprende aquéllos que, al momento de la adhesión al programa, estuvieran trabajando en el ente a privatizar y que la condición de socio adherente estaba sujeta al mantenimiento de la relación laboral. La Corte se ha expedido en particular sobre la participación obrera instaurada a partir de la privatización del servicio del asunto, concluyendo que el Poder Ejecutivo seleccionó razonablemente como sujetos adquirentes de las acciones al personal del ente a privatizar (ENTEL) que hubiera pasado a desempeñarse en las firmas adjudicatarias, como consecuencia de la privatización segmentada llevada a cabo. A partir de todos antecedentes y doctrina concordante de la Corte, no les asiste razón a los impugnantes, porque la hermenéutica de la ley debe integrarse a su espíritu, a sus fines, al conjunto armónico del ordenamiento jurídico, y a los principios fundamentales del derecho en el grado y jerarquía en que éstos son valorados por el ordenamiento jurídico. Dentro del marco descripto, el diseño legislativo de estos programas no produce un agravio constitucional a los recurrentes, ni puede ser tildado de discriminatorio. La diversidad de trato entre quienes ingresaron a la ex Entel, y los trabajadores de la concesionaria una vez privatizada aparece como una razonable reglamentación de una diferente situación.


    Ramollino, Silvana c/ Telecom Arg. S.A.


    R 417, XLVIII, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada de Telecom Argentina S.A. Ley 23.696. Decreto 395/92. Derecho a percibir bonos de participación en las ganancias. Sujetos legitimados. Remisión a R. 417; L. XLVIII, "Ramollino, Silvana Graciela y otros c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ diferencias de salarios".


    En cuanto al quantum de la indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a los accionantes respectos de los cuales prosperó la demanda, los agravios remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y de derecho común, los cuales resultan ajenos a esta instancia extraordinaria, máxime, cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten descartar la tacha de arbitrariedad acusada.


    Gotelli, Jorge Luis c/ Telefónica de Argentina S.A.


    G 133, XLVIII, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada: derecho a percibir bonos de participación. Indemnización por daños y perjuicios. Distribución de costas. Ausencia de arbitrariedad. Cuestión ajena a la instancia extraordinaria. Remisión al dictamen de la causa S.C. R. 417; L. XLVIII, “Ramollino, Silvana Graciela y otros”.


    En cuanto a la crítica referida a la distribución de costas de segunda instancia, la Corte manifestó en sucesivas oportunidades que su imposición en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa, y ajena al remedio federal. Máxime cuando el apelante no demuestra la arbitrariedad de lo decidido, punto en que la queja sólo trasunta discrepancia con el temperamento del tribunal que basó su decisión en el criterio objetivo de la derrota, por lo que corresponde denegarla en este aspecto.


    López, Rubén y otros c/ Estado Nacional


    L 528, XLVIII, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada: derecho a percibir bonos de participación. Quantum de la indemnización. Aspectos de hecho y prueba. Cuestión ajena a la instancia extraordinaria. Remisión al dictamen de la causa S.C. R. 417; L. XLVIII, “Ramollino, Silvana Graciela y otros”.


    En cuanto al quantum de la indemnización por los daños y perjuicios ocasionados a los accionantes respectos de los cuales prosperó la demanda, remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y de derecho común, los cuales resultan ajenos a esta instancia extraordinaria; máxime, cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten descartar la tacha de arbitrariedad acusada. El a quo fundó dicha decisión en que el porcentual indicado se correspondía con el utilizado por otros entes privatizados, circunstancia que no ha sido puntualmente controvertida. En este punto, es conveniente mencionar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que se dirige a cubrir casos excepcionales, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de sustento normativo, impiden considerar al pronunciamiento de los jueces ordinarios, como una "sentencia fundada en ley", situación que, conforme a lo expresado, no acaece en el sub lite. Todo ello, más allá del carácter opinable que pueda revestir la decisión final adoptada sobre cuestiones de carácter fáctico y de derecho común.


    Montone, José Héctor y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Part. acción obrera


    M 902, XLVIII, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de casación. Precedente "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108). Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Mantenimiento de queja.


    El límite recursivo previsto para el Ministerio Público en el artículo 458 del Código Procesal Penal carece de efecto ante la existencia de la cuestión federal invocada por el recurrente y cuyo conocimiento es propio de su competencia material como tribunal intermedio con arreglo al criterio fijado por la Corte en "Di Nunzio" (Fallos: 328:1108). En efecto, en ese precedente determinó que la Cámara de Casación Penal debe intervenir "siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte". La respuesta formal brindada por el a quo al declarar inadmisible la impugnación resulta en sí misma arbitraria desde que carece de referencia alguna a los fundados planteos de aquella naturaleza que, sobre la base de las constancias iniciales del proceso, fueron desarrollados por el fiscal al motivar el recurso de casación, donde aludió al exceso ritual con el que fueron interpretadas las normas procesales aplicables, tanto en lo vinculado al régimen de nulidades como respecto de las atribuciones que la ley reconoce al juez para ordenar fundadamente restricciones a la garantía del artículo 19 de la Constitución Nacional, y las facultades de las fuerzas de seguridad para su cumplimiento, todo ello en un proceso iniciado ante la presunta infracción a la ley federal 23.737. La omisión del a quo de valorar los aspectos pertinentes para la solución del pleito, en tanto suscitan la cuestión federal descripta y son propios de su competencia con prescindencia de los límites del recurso acusatorio (Fallos: 329:6002), conduce a la descalificación de su pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.


    M., Héctor Isaac y otros c/ s/ Causa n° 14.177


    M 272, L, 2014, RHE, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Accidente laboral. Indemnización. Remedio excepcional. Presunta arbitrariedad. Confirma la sentencia apelada.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar la interpretación y la aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias. La doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. Debido a que la recurrente no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituía una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, que amerite dejarlo sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad, corresponde rechazar el recurso de queja, y confirmar la sentencia apelada.


    Centurión, Mónica Liliana c/ Provincia ART y otro s/ Accidente - Acción civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1171, 2013, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Autonomía sindical. Argumentos no federales. Presunta arbitrariedad. Aplicación razonada del derecho vigente. Confirma la sentencia apelada.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, esta doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. Debido a que en el caso no se demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituía una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad, corresponde rechazar el recurso de queja interpuesto y confirmar la sentencia apelada.


    Bichi, Luis Ángel y otros c/ Centro de Comisarios Navales s/ Acción de amparo


    B 1000, XLIX, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Cobro de tasa de justicia. Recaudo de sentencia definitiva. Presunta afectación al derecho de propiedad. Desestimación del recurso.


    El pronunciamiento recurrido no satisface el recaudo de sentencia definitiva exigido por el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, ya que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso. En virtud de ello, corresponde desestimar el recurso de queja interpuesto.


    Acosta, Aída y otros c/ Ministerio de Economía


    A 190, XLIX, 18 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Comercio de estupefacientes. Ejercicio de la defensa de dos o más imputados. Arbitrariedad de sentencias.


    El pronunciamiento se torna arbitrario, en lo que se refiere a la absolución de los imputados cuando de las constancias del expediente en las que sustentó su decisión, el tribunal inferior sólo habilitaría a derivar la existencia de un estado de indefensión respecto de uno de los imputados. Cuando el pronunciamiento recurrido carece del fundamento suficiente que la Corte Suprema exige como condición de validez de las decisiones judiciales, corresponde la descalificación del fallo por aplicación de la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.


    F. E., José Santos y otros c/ s/ Causa n° 16.332


    F 375, L, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Contrato de compraventa. Transferencia de un inmueble. Adquirente de buena fe a título oneroso. Posible comisión de estafa procesal. Vinculación de procesos.


    Aun cuando los agravios remitan al estudio de cuestiones de prueba y derecho común, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso extraordinario cuando el tribunal ha omitido dar tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a las constancias comprobadas de la causa y el derecho aplicable. En virtud de la existencia de los autos "Gurfinkiel s/ Estafa" (expediente nro. 1812/11), en donde la querella sostiene sustancialmente que las actuaciones que precedieron a la escritura -esgrimida por los actores como base principal de su demanda- fueron ficticias y tienen como principal finalidad convencer engañosamente al juez de la reivindicación de que los compradores deben recibir el tratamiento que la ley acuerda a los terceros de buena fe y a título oneroso, y dado que se está ventilando la posible comisión de una estafa procesal en estos mismos autos, los jueces civiles deberán tener en cuenta dicha circunstancia, que revela una vinculación entre ambos procesos. Tanto es así que la verificación del delito investigado en sede penal podría aparejar el dictado de sentencias contradictorias, incompatible con la coherencia y el orden que deben presidir la administración de justicia, además de verse frustrada la finalidad de este juicio. En tales condiciones, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia y restituir el expediente al tribunal de origen.


    Gurfinkiel, Daniel y otros c/ Lucero S.A.


    G 199, XLVIII, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Daños y perjuicios. Responsabilidad aeronáutica. Deber de seguridad. Consumidores. Artículo 42 de la Constitución Nacional.


    El artículo 184 del Código de Comercio prevé que, en caso de muerte o lesión de un viajero, la empresa está obligada al pleno resarcimiento de los daños y perjuicios, a menos que pruebe que el accidente provino de fuerza mayor o sucedió por culpa de la víctima o de un tercero por quien la empresa no sea civilmente responsable. Cabe señalar que, si bien el artículo 184 del Código de Comercio solo menciona el transporte de ferrocarril, la Corte ha aceptado que esta norma regula la responsabilidad del transportista frente al pasajero por los daños que este último sufra durante el transporte oneroso, cualquiera sea el medio de transporte utilizado. En este sentido, la Corte ha dicho que esta responsabilidad "tiene su razón de ser en el deber de seguridad que el contrato impone al transportador, en virtud del cual debe trasladar o conducir a la persona transportada sana y salva al lugar convenido" y que la interpretación de la extensión de este deber tiene que ser efectuada a la luz del derecho a la seguridad de los consumidores y usuarios previsto en el artículo 42 de la Constitución Nacional. Además, la Corte estableció que los prestadores de servicios públicos de transporte deben cuidar la vida y la salud de los pasajeros que confían en que aquellos se han ocupado razonablemente de su seguridad, por lo que no puede exigirse a los consumidores que se comporten como contratantes expertos que exijan pruebas e información antes de usar el servicio. Allí, el tribunal apuntó que los prestadores deben cumplir con sus obligaciones de buena fe, lo que demanda proteger las expectativas razonables generadas en los consumidores.


    P., R. E. c/ A. Lineas Aéreas S.A. y/o C. del Sur S.A. y/o A. A. S.A. s/ Sumario


    P 675, XLVIII, 01 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Demanda de indemnización por despido. Aplicación de la Ley de Contrato de Trabajo. Defensa insuficiente e inadecuada del recurrente. Improcedencia de la queja.


    El recurso extraordinario interpuesto es inadmisible, pues lo relativo a la procedencia o improcedencia de los recursos locales constituye materia ajena a la vía del art. 14 de la ley 48, sin que se advierta en el sub lite la configuración de un supuesto de arbitrariedad de sentencia que habilite a hacer una excepción a dicha regla. En efecto, la apelante no logra demostrar la irrazonabilidad de lo resuelto ni el apartamiento de las normas aplicables al caso por parte del tribunal, el cual se fundó en la inexistencia de una controversia que versara sobre la interpretación o aplicación de normas de carácter constitucional y en que los planteos del actor se limitaban a discrepar con la extensión de la reparación otorgada por la cámara al considerar que las pautas indemnizatorias fijadas por la ley 20.744 constituían un parámetro razonable a los fines de resarcir en forma integral el daño causado.


    Rivas, Gabriel Fabián y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1562, 2014, RH1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Despido. Motivos discriminatorios. Presunta arbitrariedad. Precedente “Pellicori”. Inexistencia de aviso del cese de la conducta.


    Aun cuando los agravios concretos formulados por la recurrente involucran aspectos de orden factico, ajenos en principio a esta instancia, la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias constituye sustento suficiente para la procedencia formal del recurso en examen, en tanto la argumentación provista en la sentencia recurrida no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. La Corte, citando el precedente “Pellicori” consideró que se encontraban acreditados hechos que podían inducir la existencia de un motivo discriminatorio en el despido y enfatizó que la actitud de la empleadora fue violatoria del principio de buena fe (art. 63, ley 20.744) y de continuidad del contrato de trabajo (art. 10, ley 20.744) porque nunca le advirtió al trabajador sobre el cese de la conducta. Al no haberse evaluado de manera suficiente por el tribunal anterior estas circunstancias, a los efectos de calificar el despido como arbitrario, corresponde hacer lugar a la queja, declarar admisible el recurso extraordinario interpuesto y dejar sin efecto la sentencia impugnada a fin de que, por quien corresponda, se dicte una nueva conforme a derecho.


    Brindisi, Ricardo Gabriel s/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Juicio sumarísimo


    B 829, XLIX, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Despido. Presuntos motivos discriminatorios y antisindicales. Ley 23.592. Precedente “Álvarez”. Reinstalación del trabajador.


    La ley 23.592 ha tendido a conjurar un particular modo de menoscabo del pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional: el acto discriminatorio. Y ha previsto, por vía de imponer al autor la obligación de "dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y (...) reparar el daño moral y material ocasionados" (art 1), una reacción legal proporcionada a tamaña agresión pues, y sobre ello cabe poner el acento, el acto discriminatorio ofende nada menos que el fundamento definitivo de los derechos humanos: la dignidad de la persona. Del mismo modo que lo entendió la Corte en el precedente "Álvarez", la protección contra el despido arbitrario –artículo 14 bis, Constitución Nacional- no implica la prohibición absoluta y permanente de toda medida de reinstalación. No puede verse incompatibilidad alguna entre la reinstalación del trabajador, víctima de un distracto discriminatorio, y el derecho a contratar y ejercer toda industria lícita del artículo 14 de la Constitución Nacional. La reinstalación, por lo demás, guarda singular coherencia con los principios que rigen a las instancias jurisdiccionales internacionales en materia de derechos humanos, tendientes a la plena reparación de los daños irrogados, por ejemplo, por un despido. En efecto, el objetivo primario de las reparaciones en materia de derechos humanos debería ser la rectificación o restitución en lugar de la compensación. Esta última sólo proporciona a la víctima algo equivalente a lo que fue perdido, mientras que las primeras reponen precisamente, lo que le fue sacado o quitado. El intercambio de violaciones de derechos humanos por dinero, además, entraña un conflicto con el carácter inalienable de aquéllos, aun cuando no puede ser descartado en casos en los que la pérdida ha ocurrido y es irreparable.


    Conte, Maximiliano c/ Correo Oficial de la República Argentina SA s/ Juicio sumarísimo


    C 990, XLIX, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Doctrina de arbitrariedad. Cierre anticipado de la investigación. Falta de producción de pruebas. Entrevista psicológica.


    Si bien como regla, la apelación extraordinaria federal no procede contra las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, dada su naturaleza procesal, la Corte Suprema ha reconocido la excepción a ese principio cuando el examen de los requisitos que debe reunir la apelación se ha realizado con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de las garantías constitucionales de debido proceso y defensa en juicio. La decisión de la cámara de casación es arbitraria, cuando convalida el cierre anticipado de una investigación en la que no se agotaron las posibilidades de reunir las pruebas conducentes a dilucidar un delicado hecho como la muerte de una persona por causas dudosas. Se considera interrumpido el curso de la investigación, al impedirse la realización de una entrevista psicológica que tenía fines tuitivos respecto de quién hoy ya es mayor de edad. En virtud de la desaparición completa de los elementos colectados en la escena del crimen, entre otros cuestionamientos, corresponde hacer lugar a la queja, y revocar el fallo en virtud de que se dicte uno nuevo conforme a derecho.


    V., Leonardo César s/ Causa n° 16.920


    V 416, XLIX, 04 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Embargos y ejecuciones de bienes. Falta de carácter de sentencia definitiva. Artículo 14 de la ley 48. Recurso extraordinario mal concedido.


    Las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos y de apremio no son, como principio, susceptibles de recurso extraordinario, pues no revisten el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48. Al no haberse acreditado la existencia de un gravamen concreto, actual y de imposible reparación ulterior que justifique la apertura de la instancia excepcional, y teniendo en cuenta que la inconstitucionalidad de la ley 9994 se funda en un agravio futuro o meramente conjetural incapaz de sustentar la apelación federal intentada, corresponde declarar mal concedido el recurso extraordinario.


    Obra Social del Personal de Entidades Deportivas y Civiles c/ Atlético Echagüe Club s/ Ejecución fiscal


    O 58, XLIX, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Expulsión del sindicato. Incumplimiento de requisitos formales. Artículo 15 de la ley 48. Cuestiones fácticas ajenas a la instancia federal. Rechazo del recurso.


    El recurso extraordinario se encuentra correctamente denegado debido a que el tribunal apelado consideró que devino inoficioso tratar el planteo fundado en la ley 23.592, ya que el acto que los reclamantes consideran discriminatorio y sobre el cual fundan su reclamo fue declarado nulo por incumplir los requisitos formales que establece la normativa aplicable y, en consecuencia, por violar el derecho de defensa en juicio. Ese argumento central sobre el carácter abstracto del planteo realizado sobre la base de la ley 23.592 no fue adecuadamente controvertido en el recurso bajo estudio y, por ello, esa impugnación no cumple con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Para más, se remite a cuestiones fácticas ajenas a la instancia federal. Por todo ello, corresponde rechazar la queja interpuesta y confirmar la sentencia apelada.


    Bichi, Luis Ángel y otros c/ Centro de Comisarios Navales s/ Acción de amparo


    B 991, XLIX, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Extinción de la acción penal por prescripción. Arbitrariedad. Remisión a lo dictaminado en los autos en los autos S. 471 L. XLVIII, "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590". Se mantiene la queja.


    Cabe hacer excepción al principio según el cual el rechazo de los recursos por parte de los tribunales de la causa, por remitir al examen de cuestiones de naturaleza común y procesal, no es materia de recurso extraordinario, pues mediante fundamentación sólo aparente y en detrimento del adecuado servicio de justicia, el a quo no abordó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia.


    P., Oscar Natalio y otros s/ Falsificación documentación automotor


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 25005778, 2011, 1/3/1/1/RH2, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Jubilación. Beneficio de la seguridad social. Artículo 64 de la ley 8.404. Interpretación de un régimen provincial. Arbitrariedad de una sentencia. Inconstitucionalidad de una norma: suma gravedad institucional.


    El recurso extraordinario se encuentra bien denegado pues no resulta procedente en casos en donde las partes discuten la interpretación del régimen especial que la provincia instituyó para abogados y procuradores que no se encontrasen dentro del sistema de reciprocidad jubilatoria, lo cual pone de manifiesto que se trata de una materia que -en principio- no es revisable en la instancia de excepción, en razón del respeto debido al derecho de los estados provinciales de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Para descalificar una sentencia por ser arbitraria no basta la mera disconformidad con la solución apelada, sino que es necesario que se trate de un caso excepcional, en el que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento impidan considerar el pronunciamiento como la "sentencia fundada en ley" a la que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico. En ese sentido, procede en aquellos supuestos donde se advierte una clara, concreta y manifiesta afectación de las garantías consagradas en la Ley Fundamental, para lo cual debe atenderse singularmente a las particularidades del caso, las que descartan aquí, que el planteo prospere.


    Frezza Bienvenido, Denis c/ Caja Prev. Abogados


    F 232, XLVII, 19 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Presunta arbitrariedad. Exhorto remitido por un juez de Brasil. Denegación del recurso extraordinario. Cláusulas de carácter federal. Ley 25.935. Obligación del juez exhortado.


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas que habiliten la instancia extraordinaria, por ello el recurso extraordinario fue correctamente denegado en relación con el pedido de inhibitoria. En cambio, el recurso extraordinario fue mal denegado en relación con el planteo de nulidad, pues en este aspecto la sentencia recurrida es equiparable a definitiva dado que se trata de la única oportunidad para que los jueces argentinos resuelvan sobre el cumplimiento de los requisitos del exhorto remitido por el juez de Brasil. En este sentido, cabe atribuir alcance definitivo a la decisión que importa privar a la apelante de la jurisdicción de los tribunales argentinos para hacer valer sus derechos y, por consiguiente, de obtener el eventual acceso a la instancia federal por agravios de naturaleza constitucional. En la tarea de esclarecer la inteligencia de cláusulas de carácter federal, la Corte Suprema de Justicia de la Nación no se encuentra limitada por las posiciones de las instancias anteriores ni la de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. En este sentido, el juez exhortado tiene la obligación de controlar los requisitos formales que deben reunir los exhortos, lo cual incluye el cumplimiento del artículo 6 del instrumento aprobado por la ley 25.935. En particular, el inciso ‘c’ de ese artículo prevé que el exhorto debe contener una copia de la demanda, lo cual incluye la copia de los documentos que son parte integrante de ella.


    Agencia Esp. de Fin. Industrial c/ Cidef Arg.


    A 369, XLIX, 19 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Remedio excepcional. Despido. Locación de servicios. Doctrina de la arbitrariedad. Aplicación razonada del derecho vigente. Rechazo del recurso.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, esta doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. Al no haberse demostrado de manera suficiente que el fallo apelado no constituía una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que debiera ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad, corresponde rechazar el recurso de queja interpuesto y confirmar la sentencia apelada.


    Zechner, Evelina Margarita c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quimo s/ Despido


    Z 156, XLVII, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Sistema previsional para escribanos. Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento de elementos conducentes para la solución del litigio.


    La vía intentada es procedente pues el tribunal omitió tratar como es menester planteos oportunamente propuestos y conducentes para la correcta solución del pleito y, mediante un fundamento aparente, lo resolvió con menoscabo de derechos que cuentan con amparo constitucional. Ello es así, toda vez que el voto de la mayoría de la sala no se hizo cargo concretamente de lo postulado por el actor en relación a la transferencia a la Caja Notarial de los fondos correspondientes al Régimen Especial de Cooperación Social del Colegio de Escribanos de Capital Federal, en el marco de la ley 21.205, así como de las obligaciones derivadas de tal circunstancia. Los extremos referidos por el recurrente debieron ser valorados por los jueces de la causa, a fin de concretar una ponderación adecuada de las normas en juego y de conferir al subexamine una solución ajustada a la delicada función que deben cumplir los tribunales al tiempo de resolver peticiones de naturaleza previsional.


    Balbiani, Pedro Benedicto c/ Caja Notarial Complementario de Seguridad Social s/ Reajustes varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 923, 2013, 04 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Tenencia de estupefacientes. Sospecha razonable. Información proveniente de fuente inobjetable. Se mantiene la queja. Verosimilitud de la denuncia.


    La sospecha apoyada en información proveniente de una fuente inobjetable, que es negligentemente desatendida en beneficio de un formalismo excesivo, desvirtúa el sentido y la finalidad de la norma. Una sospecha es razonable cuando está basada en hechos o informaciones que alcancen a convencer a un observador objetivo de que la persona de que se trata puede haber cometido la ofensa.


    K., Germán s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5952, 2014, RH1, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso declarado desierto por falta de presentación de copias digitalizadas en el expediente. Notificación por nota: arbitrariedad. Exceso ritual. Garantía de defensa en juicio. Procedencia del recurso extraordinario.


    La decisión que impide el acceso a la instancia de apelación con fundamento en la deserción del recurso sin atender las circunstancias alegadas por el recurrente, sólo satisface de modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa, lo que autoriza a su descalificación sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias. El a quo, previo a una simple notificación por nota de la necesidad de presentar copias electrónicas, tuvo por no presentada la expresión de agravios y ordenó su desglose para luego declarar desierto el recurso de apelación. Dicha sanción resulta desproporcionadamente gravosa y pone en evidencia que la Cámara incurrió en un exceso de rigor formal que afectó, en consecuencia, el derecho de defensa en juicio, consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Bravo Ruiz, Paulo Cesar c/ Martocq, Sebastian Marcelo y otros s/daños y perjuicios (acc. de tran.c/les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 72179, 2007, 1/RH1, 05 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Régimen de Inmunidades para legisladores, funcionarios y magistrados. Ley 25.320. Ausencia de sentencias definitivas o equiparables a tal. Falta de fundamentación. Rechazo de la queja.


    En lo que atañe al fondo de la cuestión, el recurso adolece de una adecuada fundamentación que permita rebatir la aplicación que el a quo hizo de la ley 25.320, y que en principio aparece correcta, pues es sabido que las inmunidades funcionales no están previstas en interés de la persona, sino precisamente de la función y tienen por tanto el alcance que les confieren específicamente las normas que establecen y regulan el contenido de la actividad funcional de que se trate. En el caso, la función que se pretende tutelar (senador nacional) es propia del gobierno federal y; como tal, se halla regida en su contenido por las reglas pertinentes de la Constitución Nacional y por las leyes dictadas por el Congreso de la Nación, concretamente, en lo que concierne a la inmunidad que aquí interesa, por las disposiciones de la ley 25.320, reglamentarias de los artículos 69 y 70 de la Ley Fundamental. No resulta, por ello, procedente la pretendida aplicación de una norma procesal penal de orden local para dirimir los alcances de las inmunidades que le asistirían al senador en su condición de legislador nacional. Y por ello mismo carece también de asidero la tesis del recurrente en el sentido de que la ley 25.320 sólo regiría en los procesos sustanciados ante la justicia nacional y federal. En cuanto a los demás agravios, ninguno de ellos puede prosperar. Así, en lo que atañe a la anulación dispuesta, resulta aplicable la jurisprudencia según la cual las decisiones que resuelven nulidades, y cuya consecuencia sea continuar sometido a proceso, no constituyen sentencias definitivas o equiparables a tal, sin que la invocación de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. Por último, tampoco el agravio vinculado con el derecho a ser juzgado en un plazo razonable puede prosperar. Cabe recordar que si bien la Corte tiene dicho que las decisiones cuya consecuencia es la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva, también ha sentado el criterio de que dichas resoluciones pueden equipararse, en cuanto a sus efectos, a las definitivas, en la medida en que quepa presumir que hasta la sentencia final pueda transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado. De lo expresado se desprende, por consiguiente, que la apelación carece en todos sus agravios de una adecuada fundamentación, lo que la descalifica desde la perspectiva del artículo 15 de la ley 48.


    R., Juan Carlos c/ s/ Incidente información sumaria - causa n° 34.977/11


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 185, 2014, (50-R)/CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a “Tomassi”. Presunta arbitrariedad en la valoración probatoria: meras discrepancias.


    Los agravios referidos al principio de legalidad, la inconstitucionalidad de la ley 25.779, el plazo razonable de duración del proceso y la inconstitucionalidad de la prisión perpetua, fueron planteados en términos idénticos por la defensa de un coimputado, en la queja que diera lugar a la formación del expediente CSJ 25/2014(50-T)/CS1, "T., Julio Alberto y otros s/recurso de queja". Por lo tanto, cabe remitirse, en beneficio de la brevedad, a los argumentos y conclusiones allí expuestos, así pues en lo que se refiere a esos agravios, la procedencia formal del recurso extraordinario ha sido bien denegada. El agravio referido a la arbitrariedad en la valoración de la prueba constituye una reiteración de críticas basadas en una apreciación fragmentaria de la fundamentación de la condena, ya formulada en instancias anteriores e insuficiente para sustentar la tacha de arbitrariedad, pues desconoce el valor que en su conjunto adquiere el razonamiento del tribunal oral, convalidado por el a quo, y sólo traduce meras discrepancias acerca de cuestiones vinculadas con la valoración de la prueba, materia propia de los jueces de la causa, en particular si -como ocurre en este caso- el decisorio cuenta con motivación suficiente que, más allá de su acierto o error, descarta su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    T., Julio Alberto y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 24, 2014, (50-T)/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado in re "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego - aptitud disparo no acreditada" expte. CS] 3341/2015.


    L., Ana María


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 211, 2014, (50-L)/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en A. 558 XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11835".


    F., Ornar Gerardo y otra s/Rrecurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3995, 2015, RH1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos "Schlenker, Alan s/ causa 13.590" letra S, Nº 471, libro XL VIII. Mantiene la queja.


    R., Darío s/ Falsificación doc. automotor


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 25005704, 2011, 3/1/RH1, 05 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos C. 1506, L. XLIX, "Compañía Swift de La Plata S.A. s/ quiebra s/ incidente de liquidación Planta Río Gallegos s/ incidente de adjudicación".


    Compañía Swift de La Plata S.A.F. s/ Quiebra s/ Incidente de liquidación de bienes planta Río Gallegos s/ Incidente de adjudicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1447, 2013, (49-C)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CJS 3341/2015/RH1 "González Castillo, Cristian Maximiliano".


    M.Matias o M. Maximiliano s/ Homicidio agravado en grado de tentativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3354, 2015, RH1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 267/2013 (49- B)/S001 "Biset Francisco e Hijos S.R.L. c/ Provincia de San Juan s/ expropiación inversa".


    Biset, Francisco e Hijos S.R.L. c/ Provincia de San Juan s/ Expropiación inversa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 228, 2013, (49-B)/CS001, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 32/2014-(50-0)/CS1 "Orue, Mariana Laura c/ INCUCAI s/ despido".


    Coduras, Javier Andres c/ Comisión Nacional de Regulación del Transporte y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 156, 2014, (50-C)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 303, L. XLVII; "Diéguez, Olga c/ ANSeS s/ reajustes varios" (Q. 68, L. XLVI, "Quiroga, Carlos A. c/ ANSeS s/ reajustes varios").


    Balbo, Ítalo Antonio c/ Anses s/ Reajustes varios


    B 478, XLVII, 09 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos F. 477, L. XLVII, "Fate S.A.I.C.I. c/ Ottoboni, Víctor Octavio s/ Exclusión tutelar sindical”.


    Municipalidad de Ensenada c/ Segovia, Matías Humberto s/ Exclusión de tutela


    M 422, L, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en el caso A. 558 XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ causa nº 11835".


    C., Pedro Alberto s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1881, 2015, RH1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Diéguez Herrera".


    R., Gonzalo y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 304, 2015, RH1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Diéguez Herrera".


    S., Luis Santos y otros s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3033, 2015, RH1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "González Castillo, Cristian Maximiliano y otro s/ Robo con arma fuego aptitud disparo no acreditada" nº 3341/2015.


    R. R., M. C. s/ Abuso sexual - art. 119 2º párrafo.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3340, 2015, RH1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M) /CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios.


    Angeleri, Brian Daniel c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 417, 2014, (50-A)/ CS1, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 417, L. XLVIII, "Ramollino, Silvana Graciela y otros c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ Diferencias de salarios".


    Ríos, Luis E. c/ Telecom Argentina SA s/ Diferencias salariales


    R 480, XLIX, 21 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa R. 517, L. XLIX, "Rivarola, Olga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Belletini, Carlos y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    B 667, XLIX, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa R.919, L. XLIX, "Red Argentina de Consumidores (Asoc. Civil) c/ Banco Patagonia S.A. s/ Ordinario".


    Red Argentina de Consumidores (Asoc. Civil) c/ Banco Patagonia S.A. s/ Ordinario


    R 887, XLIX, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos C. 1497, L. XLIX, caratulados "C. Fernando s/ causa n° 8398".


    C., Fernando Ariel s/ Causa Nº 8398


    C 1455, XLIX, 25 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", letra S, n° 471, L. XLVIII. Se mantiene la queja.


    A., César Augusto s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3281, 2015, RH1, 28 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos caratulados "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590". Se mantiene la queja.


    G., Franco José María s/ Hurto con escalamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000203, 2008, T01/1/RH1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado por la Procuración en los autos C. 990, L. XLIX "Conte, Maximiliano c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Juicio sumarísimo".


    Defilippis, Fernando Javier c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Juicio sumarísimo


    D 667, XLIX, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en B. 719. L. XLV, "Balatti, Lidia Inés s/ Causa nº 8403".


    S., Miguel Alberto y otros s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4196, 2015, RH1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte en autos G. 331. XLVI; "Galeano González, Pedro c/ Futura AFJP s/ acción de amparo”.


    Zalazar Cabrera, Cristian Waldemar y otro c/ Consolidar AFJP S.A. s/ Accidente


    Z 23, XLIX, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte en autos C. 789, L. XLIII, "Carlos, Jorge y otros c/ LS 83 TV Canal 9 s/ cobro de pesos" (Fallos: 335:1053) y L. 322, L. XLVI, "Llevara, Walter Abraham c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano".


    Reales, Martín c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. (YPF) y otro reclamos - Part. Accionariado Obrero


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 4235, 1998, 1/ RH1, 12 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte en autos G. 331. L. XLVI; "Galeano González, Pedro c/ Futura AFJP s/ acción de amparo".


    Pedrozo, Maria Juliana c/ La Segunda Art S.A. y otros s/ Accidente


    P 340, XLIX, 06 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos G. 78, L. XLV, "Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A. y otros s/ despido" y L. 376, L. XLVIII, "Lamadrid, María Florencia c/ Comisión Nacional de Regulación del Transporte y otros s/ despido".


    Orue, Mariana Laura c/ INCUCAI s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 32, 2014, (50-O)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 471, L. XLVIII, caratulados “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590”.


    Textil C., S.A. s/ Inf. Ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 22002526, 2002, 4/1/RH1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 517, L. XLIX, "Rivarola, OIga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Argüello Dermidio y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    A 676, XLVIII, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 517, L. XLIX, "Rivarola, OIga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Díaz Gavier, Mario José y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    D 499, XLIX, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 517, L. XLIX, "Rivarola, OIga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Fanani, Martha Lucía Sofía y otros s/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    F 367, XLVIII, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 517, L. XLIX, "Rivarola, OIga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Lucero, Oscar Alberto y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    L 421, XLVIII, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 517, L. XLIX, "Rivarola, OIga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Sales, Antonio Ornar y otros s/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    S 664, XLIX, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 551, L. XLVIII, "Rodríguez, Brian Sebastián y otros s/ incidente tutelar".


    A., David Moisés s/ Causa n° 114.755


    A 1166, XLVIII, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de autos R. 551, L. XLVIII, "Rodríguez, Brian Sebastián y otros s/ incidente tutelar".


    A., David Moisés s/ Causa n° 115.458


    A 1235, XLVIII, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa C. 990, L. XLIX, "Conte, Maximiliano c/ Correo Oficial de la República Argentina SA s/ Juicio sumarísimo”.


    Orellano, Francisco Daniel c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Juicio sumarísimo


    O 93, XLIX, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa P. 35, L. L, "Piccione, Guillermo Anibal”. Procedencia del recurso extraordinario.


    P., Luis Abelardo y otros s/ Causa n° 344


    P 567, L, 10 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de los autos R. 517, L. XLIX, "Rivarola, OIga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba".


    Vignau, Damiana Mercedes y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena jurisdicción - Recurso de casación


    V 357, XLIX, 20 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen en autos R. 551, L. XLVIII, "Rodríguez, Brian Sebastián y otros s/ incidente tutelar".


    C., Walter Octavio s/ Robo calificado


    C 555, XLVIII, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el recurso. Remisión a lo dictaminado en autos "Diéguez Herrera, Esteban s/ causa N° 13139" (expte. D. 33, L. XLVIII).


    M., Mario Guillermo s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2033, 2014, RH1, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    F., Gonzalo Arturo y otros s/ Causa n°13904


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 402, 2014, (50-F)/CS1, 18 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    P. C., Pablo Andrés s/ Causa n° 112/2013


    P 466, L, 13 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    T. I., Jonathan y otros s/ Causa n° 9191


    T 74, XLIX, 18 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja.


    A., Sergio Luis y otros s/ Infracción ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 41000502, 2012, 4/1/1/1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se remite a lo dictaminado en la causa G. 21, L. L, "Gatica, Humberto Oscar y otros c/ s/ Causa n° 14.767". Se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso extraordinario y dejar sin efecto la sentencia recurrida.


    G., Humberto Oscar y otro c/s/ causa n° 14.767


    G 89, L, 10 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicitan los autos principales a fin de contestar la vista conferida en la queja.


    O Guillermo Adolfo s/ Infracción ley 22.362 (Art. 31. inc. d)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2378, 2010, TO1/1/RH1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sentencia debidamente fundada. Cuestiones de hecho y prueba que son ajenas a la instancia extraordinaria.


    Respecto de los agravios, resultan de aplicación al caso los fundamentos que se expusieron en el expediente CSJ 407/2014, a cuyos fundamentos se remite en lo pertinente. Deben rechazarse las quejas del recurrente toda vez que ellas se reducen a esgrimir una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, en tanto sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos tanto por el tribunal de grado como por el a quo respetando las pautas de la doctrina de Fallos: 328:3399, con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada.


    S., A. M. y otros s/ causa nº 13540.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 385, 2014, (50-5)CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Solicita a V.E. medida para mejor dictaminar en la queja: remisión de autos principales.


    Angel Estrada y Cia. S.A. y otros c/ Municipalidad de Merlo s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 16080221, 2009, 1/RH1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Solicita medida para mejor dictaminar: remisión de los autos principales.


    Fiscalía de Estado y otro c/ Yacimientos Petrolíficos Fiscales (YPF) S.A. s/ Medidas cautelares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4144, 2014, RH1, 18 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Solicita remisión de autos principales.


    B., Christian y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1927, 2006, TO1/1/RH1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Solicitud de pago de complemento jubilatorio. Devolución de aportes efectuados. Falta de crítica prolija de la sentencia impugnada. Queja inadmisible.


    El recurso extraordinario fue bien denegado en tanto no satisface el requisito de fundamentación autónoma debido a que los recurrentes han omitido hacerse cargo de todos y cada uno de los argumentos en los que el a quo sustentó las conclusiones impugnadas. El recurrente se limita a afirmar que la aplicación de las resoluciones en las que la cámara fundó su decisión resulta arbitraria, sin rebatir las razones esgrimidas por el tribunal para fundar su atinencia al caso. Por su parte, la cámara consideró que las normas en estudio establecen el derecho del agente jubilado a percibir la devolución de los aportes efectuados a ese fondo y que resultan aplicables al caso debido a que fueron dictadas con anterioridad a la sentencia de primera instancia, lo que no fue cuestionado por el recurrente.


    Martínez, Ricardo Enrique c/ Banco Nación Argentina - Fondo Compensador y otro s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1427, 2012, (48-M)/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Validez constitucional de la incapacidad civil accesoria prevista en el artículo 12 del CP. Interés superior del niño: normas nacionales e internacionales que avalan la suspensión de la patria potestad de las personas privadas de su libertad. Precedentes "More" y "Paredes". Ley de ejecución de la pena privativa de la libertad 24.660. Código Civil y Comercial de la Nación. Revocación de la declaración de inconstitucionalidad por no cumplir con el requisito de estricta necesidad ni de perjuicio concreto causado.


    Cabe observar que la Convención sobre los Derechos del Niño exhibe una notable razonabilidad en torno a los límites que el interés superior del niño encuentra ante situaciones de esa naturaleza derivadas de la aplicación de la ley. Frente al argumento referido a la afectación de ese interés que produciría la vigencia del artículo 12 del Código Penal, corresponde advertir que aun cuando el artículo 3.1 del aludido instrumento impone que en todas las medidas concernientes a los niños que -entre otros- tomen los tribunales, debe atenderse a su interés superior, el artículo 37, inciso "b", también contempla -como último recurso y durante el período más breve que proceda- el supuesto de detención, encarcelamiento o prisión de un niño; por su parte, el inciso "a" de esa norma admite su prisión perpetua con posibilidad de excarcelación. En consecuencia, si no obstante aquel interés superior se ha previsto la privación de la libertad del propio menor, cabe concluir -como de modo implícito surge del artículo 9.4- que es tolerable la eventual afectación que, hallándose en libertad, pueda causarle -como se pretende en el sub judice- la restricción ambulatoria que sufra uno de sus padres o ambos, sin que ello implique que la pena trascienda a los hijos, máxime ante la vigencia de las normas de derecho interno que tienden a morigerar los posibles perjuicios. En efecto, las consecuencias que respecto de los hijos menores pueda causar la privación de la libertad de los padres han sido limitadas en la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad nº 24.660, complementaria del Código Penal. A lo que cabe añadir las normas que regulan la curatela (arts. 138 a 140 del Código Civil y Comercial de la Nación) por expreso mandato del artículo 12 del Código Penal, que incluyen las de la tutela en caso de tener hijos menores la persona condenada, es posible sostener que el derecho interno ha buscado atenuar el alcance de aquella restricción en general y, en lo referido al ejercicio de la responsabilidad parental, ha tendido al mantenimiento de la unidad familiar en la mayor medida posible en el marco de la ejecución de una condena efectiva firme. De esta manera, observa sin arbitrariedad los requisitos que la Corte Interamericana indicó en la Opinión Consultiva OC 21/14: (i) legalidad; (ii) idoneidad, en tanto persigue un fin legítimo acorde a la Convención; (iii) necesidad, pues dentro de las medidas posibles no existe otra menos gravosa e igualmente efectiva; y (iv) proporcionalidad, pues restringe en el menor grado posible el derecho protegido en función de su objetivo. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos a través de los "Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas", aprobados mediante la resolución 1/08. En lo que aquí interesa y en consonancia con el criterio de validez de la incapacidad civil accesoria del artículo 12 del Código Penal, el principio II establece que "Toda persona privada de libertad ... tendrá derecho, además, a conservar sus garantías fundamentales y ejercer sus derechos, a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente, por disposición de la ley, y por razones inherentes a su condición de personas privadas de libertad". La situación normativa -tanto de derecho interno como del derecho internacional humanitario- documenta que se encuentra ausente el requisito de estricta necesidad que es dable exigir a un tribunal de justicia para la realización de un acto de suma gravedad como el del sub examine, en el que cabe agotar todas las interpretaciones posibles de una norma antes de concluir en su inconstitucionalidad, pues se trata de un remedio extremo que sólo puede operar cuando no resta posibilidad interpretativa alguna de compatibilizar la ley con la Constitución Nacional y los tratados internacionales que forman parte de ella, dado que siempre importa desconocer un acto de poder de inmediata procedencia de la soberanía popular, cuya banalización no puede ser republicanamente saludable. La aplicación de este criterio en las condiciones expuestas, se debe, además, a que no corresponde juzgar el acierto o la conveniencia del medio arbitrado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones para alcanzar el fin propuesto, ya que el control de constitucionalidad que incumbe a los Jueces excluye tal examen. Finalmente y al igual que en los precedentes "More" y "Paredes", en el fallo impugnado tampoco se ha invocado qué perjuicio concreto pueda irrogar la aplicación de la incapacidad civil accesoria, pues en oposición a lo que se consideró en el primer voto de la mayoría del a quo, donde se aludió a la ausencia de gravamen actual en tal sentido, en el segundo sólo se mencionó que la defensa señaló que su asistido -no se indica cuál- tiene hijos a su cargo y que ello compromete el interés superior del niño. Esta deficiencia, tanto del planteo como del fallo, también concurre a descalificar lo resuelto, máxime tratándose una decisión que importa la declaración de invalidez constitucional de una ley. El temperamento que se postula no importa desatender en modo alguno la consideración humanitaria y digna a la que toda persona privada de la libertad tiene derecho al igual que su familia, valores que no pueden dejar de compartirse tanto en virtud de las normas que se han invocado como por tratarse de principios por los que corresponde velar a este Ministerio Público (arts. 1° y 9°, incisos "c" y "d", de la ley 27.148), sino interpretar el artículo 12 del Código Penal con estricto arreglo a los criterios enunciados.


    G.C., C. M. y otros s/ Robo con arma de fuego- aptitud disparo no acreditada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3341, 2015, RH1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisitos de Admisibilidad


    Admisibilidad del recurso de casación. Fallos: 328:1108. Cuestionamiento auto de sobreseimiento. Valoración de la prueba. Arbitrariedad. Errónea aplicación de la ley 22.415. Precedente "Di Nunzio". Mantenimiento de queja.


    Los agravios planteados no han merecido respuesta alguna del tribunal a quo, que omitió brindar adecuada respuesta jurisdiccional a cuestionamientos que involucran no sólo materia federal por ser objeto de investigación el posible contrabando de exportación de divisas mediante la presentación de facturas ideológicamente falsas (arts. 863, 864 y 865 del Código Aduanero), sino que también configuran causal de arbitrariedad ante la omisión de considerar prueba y normas relevantes para la solución del litigio. Tratándose de los dos aspectos específicamente señalados por la Corte en "Di Nunzio" como propios de la competencia de la Cámara Federal de Casación en su calidad de tribunal intermedio, la omisión de pronunciarse frente a planteos de esa naturaleza debidamente fundados, impone la descalificación de la inadmisibilidad del recurso intentado por el representante del Ministerio Público. Se mantiene la queja.


    R., Gustavo y otros c/ s/ Causa n° 381/13


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, R 934, XLIX, 2013, RHE, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Amparo solicitando la cobertura de tratamiento para la visión. Necesidad de cirugía quirúrgica en Alemania. Medida cautelar innovativa proveída de conformidad. Falta de carácter definitivo de la sentencia. Inadmisibilidad de queja.


    La apelación federal no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal (art. 14, ley 48), en virtud del tenor instrumental y accesorio de las disposiciones precautorias. En tal sentido, el auto que de los autos principales, carece de aquella naturaleza desde el punto de vista estrictamente ritual, en la medida en que define una vicisitud adjetiva que no pone fin al pleito. Tampoco se encuentra que el impugnante haya demostrado, de manera concreta, que concurran las circunstancias excepcionales que permitan apartarse de la regla y equiparar el fallo objetado a uno definitivo. En tales condiciones, y dado que los presupuestos de procedencia formal del recurso federal no pueden suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales, el remedio resulta inadmisible.


    I., V. c/ Consejo Profesional de Cs. Econ. de la Pcia. De Santa Fe y otro s/ Amparo Ley 16.986


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 6752, 2014, 2/RH2, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Caducidad de instancia correspondiente a recurso extraordinario. Plazo establecido en el art. 310 del CPCCN. Pretendida interrupción. Ausencia de arbitrariedad.


    La resolución del a quo resulta razonable toda vez que aun considerando que, tal como sostiene la recurrente, el pedido de caducidad se planteó un día antes del vencimiento del plazo, lo cierto es que ello resulta irrelevante porque el juzgado corrió el traslado una vez que el plazo se encontraba cumplido. A su vez, la actora no realizó hasta el dictado de la sentencia ninguna actividad tendiente a impulsar el procedimiento. Por lo tanto, la recurrente no demostró que el recurso haya sido mal denegado ni que la decisión apelada deba ser dejada sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Woolyn SA C/ EN - AFIP - DGI - Resol 90/07 RDEX s/DGI


    W 2, L, 25 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Caducidad de instancia en el incidente de verificación de crédito. Cuestiones de hecho y derecho común ajenas a la instancia extraordinaria. Inexistencia de cuestión federal. Recurso de queja inadmisible.


    El recurso es inadmisible pues de acuerdo a la doctrina de la Corte Suprema las cuestiones vinculadas con aspectos de hecho y derecho común y procesal son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sus tentarla e impiden su descalificación como acto judicial. Si bien el recurrente sostiene que han sido vulnerados derechos consagrados en la Constitución Nacional, en virtud de lo dispuesto por el artículo 15 de la ley 48, la cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con la materia litigiosa, y tal relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional invocado. Este presupuesto no se encuentra cumplido en el sub lite. A su vez, la excepcional doctrina de la gravedad institucional sólo faculta a la Corte Suprema a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal.


    Banco Comercial Fondo de Recuperación Patrimonial Bancario c/ Leipark International Corpartion s/ Incidente de verificación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 736, 2013, (49-B) CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Competencia para entender en recurso de nulidad deducido contra laudo arbitral. Convenios de comercialización y transporte de hidrocarburos. Jurisdicción internacional de los jueces argentinos para intervenir. Suspensión cautelar de la etapa de cuantificación de daños del proceso arbitral. Resolución que no constituye sentencia definitiva o equiparable a tal. Agravio conjetural. Rechazo recurso de queja.


    Las resoluciones en materia de competencia, como regla, no constituyen sentencia definitiva a los fines de habilitar la instancia extraordinaria. Solo la denegatoria del fuero federal o la privación de la jurisdicción de los tribunales argentinos para que la apelante haga valer sus derechos, constituyen excepciones a este requisito. Ninguna de esas circunstancias se configura en el presente caso. Las resoluciones referentes a medidas cautelares no constituyen sentencias de carácter definitivo, salvo que el recurrente demuestre la existencia de los requisitos tradicionalmente exigidos por ese Tribunal para hacerlas equiparables a tales, esto es, que medie cuestión federal bastante conjuntamente con un agravio que resulte irreparable. En el recurso bajo estudio, la recurrente únicamente menciona de modo general los perjuicios patrimoniales que, a su criterio, le causaría la confirmación de la medida impugnada. De este modo, no ha aportado elementos que acrediten que la suspensión provisoria le ocasiona un agravio que, por su magnitud o circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. No se advierte la existencia de un supuesto de gravedad institucional. En efecto, no se demostró de modo fehaciente que la situación afecte de manera directa los intereses de la comunidad o que lo decidido pueda afectar principios del orden social vinculados con instituciones básicas del derecho. Ni el carácter federal de los instrumentos internacionales invocados por el recurrente ni la índole internacional del conflicto sometido a arbitraje tienen entidad suficiente para suplir la ausencia del carácter definitivo de la sentencia.


    YPF S.A. c/ AES Uruguaiana Emprendimientos S.A. y otros s/ Recurso directo de organismo externo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 41255, 2013, 1/3/RH2, 12 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Consolidación de sumas por diferencias salariales e indemnizatorias. Inadmisibilidad de recurso. Reflexión tardía. Determinación del modo de cumplimiento de la sentencia. Inexistencia de exceso de jurisdicción.


    El recurso extraordinario interpuesto es inadmisible, toda vez que el planteo introducido en esta instancia de excepción por el Estado Nacional sin haber efectuado una alegación oportuna ante la cámara configura una reflexión tardía que resulta insuficiente para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48. Lo resuelto por el juez de grado con respecto al modo de pago del monto de condena fue consentido por el recurrente al no haberlo cuestionado ante el tribunal a quo, pues aquel pronunciamiento claramente efectuó una distinción entre los créditos a cargo del Estado Nacional –que quedan consolidados- y aquellos créditos a cargo del ente cooperador -retroactivos excluidos de la ley 25.344 y sus prórrogas- que debían abonarse siguiendo el procedimiento previsto por el art. 22 de la ley 23.982 por no estar consolidados. Tal conclusión, aunque no se ha establecido en forma expresa en su parte dispositiva, surge de los términos del pronunciamiento de primera instancia, sin que el apelante hubiera solicitado aclaratoria al respecto (art. 166, inc. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) . La Corte tiene dicho que la sentencia constituye una unidad lógico-jurídica en que la parte dispositiva no es sino la conclusión final y necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y normativos efectuado en su fundamentación. No es, pues, sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da validez y fija los alcances del pronunciamiento, estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que sirven de base a la decisión. Habida cuenta de tales circunstancias, no es posible invocar en esta etapa del proceso un exceso de jurisdicción por parte de la cámara, la cual se limitó a determinar en forma explícita el diferente modo de cumplimiento de la sentencia según la causa de los créditos reclamados, excluyendo la aplicación del art. 22 de la ley 23.982 en razón de la naturaleza del ente cooperador.


    Funes, Liliana Edelmira c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Empleo público


    F 399, XLIX, 10 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contrato de arrendamiento. Suspensión de la ejecutoriedad del acto administrativo. Pronunciamiento relativo a concesión de medidas cautelares. Ausencia de sentencia definitiva. Inexistencia de trascendencia institucional. Recurso inadmisible.


    El recurso extraordinario resulta inadmisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal en los términos exigidos por la jurisprudencia de la Corte para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48. Los pronunciamientos relativos a la concesión de medidas cautelares resultan ajenos a la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48, excepto en aquellos casos en los que la decisión causa un perjuicio que, por su magnitud y las circunstancias de hecho, resulta de tardía, insuficiente o muy difícil reparación ulterior. Tal supuesto, no se verifica en autos, toda vez que los argumentos de la recurrente resultan insuficientes para habilitar esta instancia extraordinaria al no lograr desvirtuar el razonamiento del a quo. Luego, tampoco consiguen demostrar la existencia de un agravio que no pueda ser suficientemente reparado por la decisión final ni permiten concluir que en el caso se verifique una situación que pueda liminarmente considerarse como de trascendencia institucional. El recurrente no logró demostrar que en autos concurran las condiciones que permitan obviar el requisito de sentencia definitiva, circunstancia que impide habilitar esta instancia de excepción, más aún cuando su falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Inter Agro S.R.L. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 63, 2012, (48-I)/CS1, 10 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ejecución del convenio de tenencia, alimentos y régimen de contacto de la hija menor. Inexistencia de excepción para la apertura del recurso extraordinario. Desestimación del recurso de queja.


    Las decisiones en materia de competencia no constituyen fallos definitivos en los términos del artículo 14 de la ley 48, excepto que concurran circunstancias que autoricen su equiparación. Ellas son, la denegatoria del fuero federal, la efectiva privación de justicia o la generación de un perjuicio de insuficiente, tardía o dificultosa reparación ulterior. Tales circunstancias no se presentan en el caso, y dado que los extremos de procedencia formal del recurso extraordinario no pueden soslayarse invocando la doctrina en materia de sentencias arbitrarias o el supuesto desconocimiento de prerrogativas fundamentales, el planteo resulta inadmisible.


    H., D. c/ R.; F. H. s/ Homologación de acuerdo - Mediación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 42411, 2013, 1, 22 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delito de falsedad ideológica. Artículos 292 y 293 del Código Penal. Unidad típica inseparable: tipo penal agravado. No proceden los precedentes Valerga o Acosta. Discusión parlamentaria de la ley 24.410. Ausencia de arbitrariedad. Rechazo de la queja.


    La presente queja debe ser rechazada pues se debate el alcance acordado a una norma de derecho común -el artículo 293, segundo párrafo, del Código Penal- y no le corresponde a la Corte establecer su inteligencia -artículo 15 de la ley 48-. Tampoco se trata de las situaciones descriptas en los precedentes Valerga o Acosta donde la Corte estableció que "el principio de legalidad (artículo 18 de la Constitución Nacional) exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal". En tanto aquí no hay que dilucidar el sentido del signo lingüístico (la semántica), pues el artículo 293 del Código Penal, con una redacción clara y unívoca en cuanto a la estructura formal del lenguaje, remite, para la agravante de la llamada falsedad ideológica, al "último párrafo del artículo anterior", con lo cual no se presenta ante un problema de ambigüedad intrínseca, como los aludidos por la citada jurisprudencia del Tribunal. Por último, tampoco se advierte un supuesto de arbitrariedad, desde que resulta claro que los dos últimos párrafos del artículo 292 del Código Penal, conforman una unidad típica inseparable, un solo ente conceptual, ya que en un párrafo se describen por su naturaleza los documentos cuya falsificación agrava la hipótesis delictiva (los destinados a acreditar la identidad de las personas o la titularidad del dominio o habilitación para circular de vehículos automotores) y en el otro se especifican los que se equiparan a aquel género. Luego, cuando el artículo 293 in fine remite al "último párrafo del artículo anterior", no hay dudas de que refiere a la parte por el todo.


    P., Alfredo Adolfo s/ Causa 13.559


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 574, 2013, (49-P)CS1, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda de indemnización por accidente in itinere. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Desestimación del recurso de queja.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    González, Candida Elisabet c/ Valean S.A. y otros s/ Despido


    G 414, XLVII, 25 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Derecho a recurrir. Doble conforme. Ley 24.769. Acceso a la vía casatoria: supresión arbitraria. Sentencia equiparable a definitiva.


    Por un lado, el a quo ha restringido el acceso a la vía casatoria con el argumento de la existencia de "doble conformidad judicial", en referencia a que la Cámara de Apelaciones ratificó lo resuelto por el juez, pero esa circunstancia carece de todo efecto para cercenar el recurso reconocido para el Ministerio Público en los artículos 457 y 458 del código procesal vigente. Esto es así en virtud del criterio del Alto Tribunal según el cual, cuando el ordenamiento ritual confiere el derecho a recurso, éste reviste jerarquía constitucional y no puede suprimirse arbitrariamente. En consecuencia, la decisión que limitó en esos términos la impugnación intentada e impidió la revisión de una sentencia cuyos efectos -en tanto en las instancias precedentes se aludió a la atipicidad del hecho- deben equipararse a definitiva, torna inoperante el derecho aplicable y, por ello, debe ser dejada sin efecto. Asimismo, esa interpretación de la figura penal en la que se ha subsumido lo denunciado en el sub judice, importa restar relevancia típica a conductas que los fiscales intervinientes -al igual que la Administración Federal de Ingresos Públicos- estimaron prima facie constitutivas de evasión tributaria (art. 2° de la ley 24.769). Por lo tanto, la decisión judicial en sentido contrario a la inteligencia alegada por las partes con respecto a esa ley de naturaleza federal, configura un supuesto de cuestión federal expresamente previsto en el inciso 3° del artículo 14 de la ley 48, cuyo conocimiento es competencia del a quo como tribunal intermedio.


    N., S.A. c/ s/ Causa n° 348/ 2013


    N 226, XLIX, 2013, RHE, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Despido indirecto. Ausencia de demostración de pronunciamiento arbitrario. Rechazo recurso de queja.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    López, María Florencia c/ Meyer, Alejandro


    L 323, XLVII, 26 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Encarcelamiento: sentencia condenatoria firme. Circunstancias existentes al momento de la sentencia. Ausencia de gravamen actual. Cuestión abstracta. Desestimación del recurso de queja.


    M., Matías Damián y otro s/ Tortura


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5729, 2014, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Improcedencia de intervención de la Corte. Cuestiones de competencia. Inexistencia de circunstancias excepcionales. Desestimación de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que pronunciamientos atacada conduce permitan equiparar esos interlocutorios a definitivos, entre ellas cuando la decisión a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Ramírez, Del Pilar y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001089, 2012, 1/RH1, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción ley 22.415 y 24.769. Principio de plazo razonable. Circunstancias existentes al momento de la sentencia. Ausencia de gravamen actual. Cuestión abstracta. Desestimación del recurso de queja.


    P., Carlos Alberto y otros s/ Infracción ley 22.415 y 24.769. Querellante: AFIP-DGA


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 91002241, 2012, TO1/1/1/RH1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pretensa declaración de inconstitucionalidad. Ausencia de gravamen concreto. Incumplimiento de las exigencias de fundamentación. Corresponde desestimar la queja.


    La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma Fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. El sub lite no cumple con esa exigencia de fundamentación, por lo que es insuficiente para habilitar la vía extraordinaria intentada. Para más, debe señalarse que no fue adecuadamente controvertido por el recurrente el argumento central del dictamen de la Fiscal General, a cuyos fundamentos remitió la Cámara, referido a que en estos autos la competencia de la Justicia Federal de la Seguridad Social se encuentra consentida.


    Gómez, Héctor Máximo c/ Berkley International ART s/ Ley 24.557


    G 534, XLIX, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reajuste su haber jubilatorio. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso de queja


    Las objeciones planteadas por la recurrente suscitan el examen de cuestiones ajenas a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar la interpretación y la aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinaria La doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La recurrente no demostró que el recurso haya sido mal denegado ni que la decisión apelada deba ser dejada sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Dahhur, Mirna Nelly c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.) s/ Demanda contencioso-administrativa


    D 55, XLIX, 23 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Rechazo de recurso directo. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso de queja.


    El Superior Tribunal provincial basó su sentencia en suficientes razones de carácter no federal sin que el recurrente haya demostrado que tal decisión no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad. En tales condiciones, corresponde recordar que dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos, razón por la cual la vía federal no es admisible.


    Rivarola, Olga y otros c/ Caja de Jubilaciones de Córdoba


    R 517, XLIX, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Rechazo demanda por daños y perjuicios derivados de supuesta discriminación. Desestimación recurso de queja. Falta de demostración de arbitrariedad. Mera discrepancia.


    Las quejas del apelante sólo traducen un diferente criterio con respecto a la posición del tribunal apelado, mas no logran demostrar que el fallo carezca de los presupuestos mínimos que lo sustentan como acto jurisdiccional válido, extremo que impide habilitar esta vía excepcional; máxime cuando la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho y prueba sobre la base de los cuales los magistrados de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, ni tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, situaciones que no concurren en el caso.


    Gómez, Jorge Elvio c/ GCBA s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 829, 2013, (49-G)/CS1, 18 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reparación integral por accidente de trabajo. Obligación de prevención y control de la aseguradora: accionar negligente. Ausencia de demostración de pronunciamiento arbitrario. Recurso de queja mal concedido.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. Cabe precisar que la Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Gómez, Alicia Gabriela c/ Jumbo Retail Argentina S.A. y otro s/ Accidente acción civil


    G 767, XLIX, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Supuesto despido sin causa. Pretendida arbitrariedad: ausencia de fundamentos. Rechazo del recurso de queja.


    El recurso extraordinario fue correctamente denegado, pues la apelante no formula -como es imprescindible- una crítica concreta y razonada a los fundamentos desarrollados por el a quo, circunstancia que conduce a declarar la deserción de la apelación. El argumento central de la alzada -referido a la existencia de un contrato de trabajo entre el actor y el hospital, y el consecuente carácter de colocadora de personal médico de la recurrente en los términos del artículo 29 de la ley 20.744- no fue adecuadamente controvertido en el recurso bajo estudio. Por ello, esa impugnación no cumple con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.


    Rica, Carlos Martin c/ Hospital Alemán y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5, 2014, 50-R/CS1, 11 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Trata de personas mayores de dieciocho años de edad. Vulnerabilidad de las víctimas. Art. 145, incs. 2° y 3°, del C.P. Auto de procesamiento con prisión preventiva. Recurso admisible. Precedente "Di Nunzio”, fallos: 333:677, fallos: 319:2411. Arbitrariedad de sentencia. Equiparación a definitiva. Competencia de la Cámara Federal de Casación Penal. Afectación a la garantía del debido proceso. Material federal. Mantenimiento de queja.


    Los formales términos de la inadmisibilidad cuya revisión se pretende en esta instancia, permiten descalificar ese pronunciamiento tanto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad como por la inobservancia del criterio fijado por la Corte en "Di Nunzio" (Fallos: 328: 1108), tal como se alega en la apelación federal. Sin ingresar al fondo del asunto, pues lo que aquí se persigue es la apertura de la instancia de casación, lo descripto permite advertir que no se ha efectuado ninguna referencia acerca de los razonables argumentos planteados en orden a la definitividad que cabe asignar a la resolución de la Cámara Federal de Rosario en las especiales circunstancias del caso, ni a la invocada afectación de las funciones constitucionales de este Ministerio Público, como así tampoco a la eventual responsabilidad internacional del Estado y al riesgo procesal que la libertad de los imputados conlleva. La naturaleza del auto impugnado imponía la valoración de esos especiales aspectos del recurso intentado ante el a quo, en aplicación de las pautas con las que el Tribunal evalúa esos requisitos al conocer por la vía del artículo 14 de la ley 48. La doctrina del precedente aludido indica que "el concepto de sentencia equiparable a definitiva para el recurso extraordinario, no difiere del establecido para el recurso de casación, tomando el carácter del tribunal intermedio de la cámara homónima, siempre que se invoque en los planteos recursivos una cuestión federal o la arbitrariedad del pronunciamiento conforme la doctrina de esta Corte”. La omisión de tratamiento de un planteo expresamente desarrollado para la acreditación de uno de los requisitos formales de la admisibilidad del recurso intentado, importa una causal de arbitrariedad y descalifica lo resuelto con arreglo a la doctrina de Fallos: 324:4170; 326:1223, 1377 y 2409, entre otros, máxime cuando este aspecto de la impugnación se centraba en cuestionar el mismo impedimento que había utilizado la Cámara Federal de Rosario para denegarla. Por lo tanto, acreditado el requisito de sentencia definitiva o equiparable a ella, la competencia de la Cámara Federal de Casación Penal se encuentra regularmente habilitada para conocer en cuanto a los vicios in iudicando e in procedendo expuestos en el recurso respectivo (arts. 23, 456 y 457 del Código Procesal Penal de la Nación). Por lo demás, la impugnación resulta propia de su jurisdicción en tanto involucra la inteligencia del precepto constitucional y de los instrumentos internacionales invocados, como así también la afectación de la garantía del debido proceso que asiste a este Ministerio, lo cual suscita materia federal suficiente con arreglo al inciso 3° del artículo 14 de la ley 48 que, en virtud de la doctrina "Di Nunzio", le compete resolver en su calidad de tribunal intermedio.


    R., Jorge Osvaldo y otros c/ s/ Causa n° 1.435/13


    R 334, L, 2014, RHE, 19 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario Federal


    Remisión al dictamen de la causa E. 107, L. L., "Empresa Provincial de Energia c/ Compañía Administradora del Mercado Eléctrico - Estado Nacional s/ amparo".


    Empresa Provincial de Energía (Epec) c/ Estado Nacional s/ Amparo


    E 141, L, 10 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen


    Remisión a los puntos II y III del dictamen presentado en el caso S. 1, XLIX, "Simón, Antonio Herminio y otros s/ recurso extraordinario”.


    B., Reynaldo Benito Antonio y otro s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1574, 2014, RH, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia. Obtención del pago de certificados de deuda. Aportes al sistema de obra social. Precedente “Tallarico”, de Fallos: 315:2292. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y la doctrina de Corte, y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales. Asimismo, cabe recordar que la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de varios certificados de deuda que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecutivo -ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4370, 2015, 22 de octubre de 2015


    Ver Dictamen


    Por cuestiones análogas, se remite al dictamen en la causa S.C. P. 35, L. L, caratulada ''Piccione, Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 1.291". Se debe hacer lugar a la queja, y declarar procedente el recurso extraordinario.


    A., Omar y otros s/ Asociación ilícita, imposición de tortura


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 31000615, 2010, 40/1/RH23, 10 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. M. 377, L. XLIX, "Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia". Corresponde hacer lugar a la queja, admitir el recurso extraordinario, revocar la sentencia y devolver las actuaciones a la cámara para que, por quien corresponda, se expida sobre las restantes cuestiones planteadas por la empresa sancionada.


    Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    A 676, XLIX, 10 de abril de 2015


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S.C. A. 676, L. XLIX, "Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    A 661, XLIX, 10 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    A fin de mejor dictaminar, se solicita a la Corte requiera la remisión de los autos principales. Luego se corra nueva vista, en los términos del artículo 33, inciso a, ley 24.946.


    Szwarc, Rubén c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 99, 2014, (50-S)/CS1, 04 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    A los fines de mejor dictaminar se solicita a la Corte, tenga a bien requerir la remisión de los autos principales y del incidente de medida cautelar.


    Vollosio, Beatriz P. y otros c/ Estado Nacional y otro


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5653, 2011, 1/RH1, 14 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa contra una provincia. Controversia actual y concreta. Presunta inconstitucionalidad de la ley provincial 6.959, modificada por la ley 8.006. Supuesta improcedencia del cobro de tasa provincial por servicios de inspección, control y fiscalización higiénico sanitaria. Remisión al dictamen de la causa L. 238, L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros”.


    Es conveniente recordar que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. La presente acción constituye la vía legal más idónea de la cual dispone la interesada para proteger su derecho y que, además, se encuentran reunidos la totalidad de los recaudos fijados por el art. 322 del CPCCN para su procedencia. En cuanto al fondo del asunto, el tema a discernir estriba en determinar si resulta procedente el cobro por parte de la Provincia de Mendoza de una tasa por los servicios de inspección, control y fiscalización higiénica sanitaria que realiza respecto de los productos lácteos (y derivados) que la actora pretende ingresar a la provincia. Tal cuestión presenta sustancial analogía con la ya examinada en el dictamen de la causa L. 238, L. XLVI, “Logística La Serenísima S.A. y otros”.


    Milkaut S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 834, 2012, (48-M)/CS1, 18 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Atento a que el informe interdisciplinario y el dictamen del Ministerio Público de la Defensa, actuando en representación promiscua del niño, fueron emitidos antes de ser agregadas las actuaciones, se devuelve la causa a la Corte, en el entendimiento de que, con carácter previo, debe oírse nuevamente a ese organismo. Cumplido, vuelva para dictamen.


    I., J. M. s/ Protección especial


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 37609, 2012, 1/RH1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Beneficios previsionales para civiles que participaron en la Guerra de Malvinas: denegación. Ley 23.848 y sus reformas. Inexistencia de riesgo de combate. Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 00046/2009 (45-T); "Tejerina, Hugo Daniel y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa s/ sumario", que remite a A. 468 L. XLVII; "Arfinetti, Víctor R. c/ Estado Nacional", y G. 123, L. XLIV; "Gerez, Carmelo c/ Estado Nacional".


    Ambertin, Alejandro y otros c/ Estado Nacional s/ Sumario


    A 884, XLV, 15 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Causa entre la CABA y una provincia. Remisión a lo resuelto G. 2462, L.XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ cumplimiento de contrato y cobro de pesos".


    Las causas que se susciten entre la CABA y una provincia deben sustanciarse ante los jueces de esta última toda vez que, si bien la CABA, como persona de derecho público, queda alcanzada por la categoría de vecino de extraña jurisdicción territorial que prevé el art. 116 de la Constitución Nacional, tal situación no basta para hacer surtir el fuero federal. Ello, en tanto que en autos no se presenta un asunto de naturaleza civil, ya que la relación jurídica en que se funda la pretensión es de naturaleza administrativa pues lo controvertido en este expediente se refiere a las secuelas de un vínculo en el cual tanto la actora como la demandada actúan en su carácter de poder administrador y en uso de facultades propias.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Servicio Social de la Casa de la provincia de Chubut s/ Ejecución fiscal


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 720, 2011, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Concesión de recurso extraordinario. Omisión del traslado correspondiente. Invalidez del pronunciamiento.


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso -particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así las cosas, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5401, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda: razones de economía y celeridad procesal. Accidente de tránsito ferroviario. Precedente de Fallos: 328:293. Justicia nacional.


    La Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil. Por lo demás, corresponde tomar en cuenta que la competencia federal en razón de las personas, como privilegio del Estado, no es oponible cuando el proceso tramita ante los tribunales nacionales, los cuales también pertenecen a la órbita federal, ya que todos los magistrados nacionales con asiento en la Capital Federal revisten el mismo carácter.


    Lazarte Guido Hernan c/ UGOFE SA s/ Lesión y/o muerte pasajeros trans. Ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48631, 2012, CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción Ley 23.737. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Remisión a Comp. n° 159 L. XLIII “Juárez, Rosa Stella Maris”. Justicia local.


    C., César Darío s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1077, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Inf. Ley 23.737. Remisión a Comp. n° 1036 1. XLVIII "López, Carlos Adrián; y otros”. Justicia federal.


    C., Federico Sebastián s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 173, 2014, (50-C)CS1(50-C), 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contrato de concesión. Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz. Reducción del margen comisional de las concesionarias. Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa T. 269, L. XLIV, "Tommasi Automotores S.A. c/ CIADEA S.A. y otro s/ Ordinario". Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario.


    Niro S.A. c/ Renault Argentina S.A. y otros s/ Ordinario


    N 65, XLIX, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    S., José Norberto y otro s/ Medidas precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 845, 2014, CS1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Becerra, Juan José c/ Calvi, Juan María y otros s/ Cumplimiento de contrato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, B 367, L, RHE, 04 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Caranta, Mauricio Ariel c/ Asociación Civil Club Atlético Boca Juniors s/ Despido


    C 1036, XLIX, 05 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Tecno Nea S.A. c/ The Conservation Land Trust Argentina S.A. s/ Ejecución especial – ley 24.441


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, T 179, L, RHE, 10 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión devenida abstracta, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


    M., Ana Inés s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, COMP 22695, 2014, 1/CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Desaparición del los requisitos jurisdiccionales. Cuestión de pronunciamiento abstracto.


    En virtud de la doctrina de la Corte Suprema según la cual las sentencias del Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al momento dictadas, el planteo del accionante ha perdido actualidad. La Corte Suprema ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar.


    Rivero, Sergio Ariel c/ Rio Negro, Provincia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 938, 2014, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Desistimiento del recurso fiscal interpuesto. Remisión a lo dictaminado en los autos C. 126, L. XLIX, "Casal Muñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    T., Á. R. s/ Abuso Sexual -art. 119, 1° párrafo-


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45018, 2009, TO1/1/1/RH1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Desistimiento del recurso fiscal. Remisión a lo dictaminado en autos G. 524; L. L, "Galán, Marcela Alejandra s/ causa n° 15.896”.


    B., Emanuel Alejandro s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5156, 2014, RH1, 05 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Despido. Créditos adeudados. Remisión al fallo de la causa CSJ 774/2011 (47-G) "Gómez, Claudia Patricia c/ SADEN S.A. y otro s/ Despido".


    Cribellati, Marisol c/ Obra Social para la Actividad de Seguros y Otros s/ Despido


    C 146, XLIX, 23 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Determinación de deuda de una provincia por la AFIP. Convenio de Transferencia del Sistema Provincial de Previsión Social a la Nación. Supuesta existencia de trabajadores no declarados o registrados. Retención de aportes. Carga probatoria. Alcance probatorio del peritaje contable. Cuestiones de hecho y prueba: materia ajena al MPF.


    La reclamante persigue la revocación de actos administrativos emanados de la AFIP, en el entendimiento de que se fundan en constataciones erróneas en torno a la existencia de trabajadores no declarados o registrados y a la consiguiente falta de retención de los aportes. Por su lado, el organismo recaudador sostiene que la Provincia no ha logrado demostrar la existencia de fallas en el procedimiento determinativo, por lo que solicita el rechazo de la presente demanda. Así, la controversia se reduce a determinar si en el ámbito de la administración provincial existieron trabajadores no registrados y, en consecuencia, si la obligada ha omitido retener los aportes sobre sus salarios, a partir -principalmente- de la valoración del alcance probatorio del peritaje contable producido, así como de la ponderación de la conducta observada por los contendientes en orden a la sustanciación de esa medida. Las partes tampoco han alegado que en la producción en la prueba ofrecida se haya afectado la garantía del debido proceso. No resulta ocioso agregar que, por aplicación de la regla onus probandi incumbit ei qui dicit plasmada en el artículo 377 del Código ritual, es al peticionario a quien atañe la carga probatoria. Esta exigencia impone acreditar fehacientemente el extremo que se alega y, en autos, vale observar que la actora no ha aseverado en rigor, como era menester, haber satisfecho oportuna y cabalmente la totalidad de las obligaciones que se le reclaman a través de las resoluciones impugnadas de nulidad. Consecuentemente, la resolución de este conflicto, en tanto requiere indagar sobre la existencia de trabajadores provinciales no registrados y acerca de la falta de retención de aportes sobre sus estipendios, remite, en esencia, al estudio de aspectos de hecho y prueba, los cuales resultan ajenos a los intereses que el Ministerio Público debe tutelar. En el supuesto de considerar la Corte -a través del examen de las pruebas de la causa y de la aplicación del principio del artículo 377 del Código ritual - que no mediaron fallas en el trámite administrativo en cuanto al alcance de la determinación de deuda, corresponde el rechazo de la demanda.


    Santiago del Estero, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Proceso de conocimiento


    S 515, XLIV, 16 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    En virtud de los fundamentos vertidos por el señor Fiscal General, y en consonancia con la doctrina que informa la sentencia de la Corte en la causa D. 749; XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otro c/ s/causa n° 14358", se mantiene la queja.


    F., Jorge Horacio s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 207, 2015, RH1, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    En virtud de los fundamentos vertidos por el señor Fiscal, que brindan suficiente sustento al agravio de arbitrariedad invocado, se mantiene la queja.


    L. V., Arzob Ramiro s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3856, 2015, RH1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Estese a lo solicitado en la causa CSJ 99/2014(50- S)/CS1 "Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional s/ Medida precautoria".


    Szwarc, Rubén c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 89, 2014, (50-S)/CS1, 04 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Estese a lo solicitado en la causa CSJ 99/2014(50- S)/CS1 "Szwarc, Rubén Mario y otro c/ Estado Nacional s/ Medida precautoria".


    Szwarc, Rubén c/ Estado Nacional


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 85, 2014, (50-S)/CS1, 19 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Estese a lo solicitado en la causa D. 1, L. XLVIII, "Del Castillo, Rodolfo c/ AFIP - DGA Depto. Recursos Humanos Casa Central PEN – EN s/ Acción de amparo". Una vez cumplida la medida, se corra nueva vista.


    Del Castillo, Rodolfo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)- DGA Depto. Recursos Humanos Casa Central PEN - EN s/ Acción de amparo


    D 3, XLVIII, 28 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Circunstancias sobrevinientes. Condena posterior a la interposición del recurso. Queja contra la denegatoria de recurso de casación contra la condena: aplicación del art. 285 del CPCCN. Pérdida de virtualidad del agravio.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Según surge de los autos principales, con posterioridad a la interposición del presente recurso el Tribunal de Juicio en lo Criminal del Distrito Judicial Norte decidió condenar al imputado a quince años de prisión en carácter de autor de homicidio agravado por la relación con la víctima, con circunstancias extraordinarias de atenuación. Esa sentencia, aunque no se encuentre firme, constituye una decisión sobre el fondo que, como tal, goza de una presunción de acierto que puede incidir en la evaluación del riesgo de fuga. Cabe señalar, además, que el ordenamiento procesal penal provincial, en su artículo 285, le atribuye al veredicto condenatorio de primera instancia una especial repercusión en el análisis de la determinación del plazo de detención y la razonabilidad de su duración, cuestión que, por remitir entonces al examen de normas procesales locales y de las circunstancias particulares de las actuaciones, deberían eventualmente ser evaluada por los jueces de la causa. El a quo declaró inadmisible el recurso extraordinario que dedujo la defensa del imputado contra el rechazo de la casación interpuesta contra la sentencia de condena. Y si bien esa decisión motivó la presentación directa que dio origen al expediente CSJ 003869/2015-00,"T, Carlos Humberto s/ Homicidio calificado", hasta el momento la Corte no habría hecho lugar a esa queja por lo que adquiere especial significación en el caso lo dispuesto en el artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto establece que mientras aquello no ocurra no se suspenderá el curso del proceso, en la medida en que se vincula con la posibilidad de lograr la ejecución inmediata de la resolución impugnada. En tales condiciones, han perdido virtualidad los agravios que el recurrente planteó respecto de la prisión preventiva de su asistido -dispuesta en oportunidad de dictarse su procesamiento- pues concurren nuevas circunstancias que deberían ser tenidas en cuenta al evaluar su situación.


    T., Carlos Humberto y otra s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5731, 2014, CS1, 25 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Fundamentos del fiscal recurrente resultan suficientes. Mantiene la queja.


    L. V., Arzob Ramiro y otros s/ Testimonio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26554, 2002, TO1/1/1/1/RH1, 31 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Juicio sucesorio. Fuero de atracción. Remisión a lo resuelto en CIV 12515/2006/CS1, "Vilchi de March, Maria c/ PAM1 y otros s/ daños y perjuicios".


    Rinaldi, Juan Carlos José c/ Rinaldi, Néstor Onofre y otros s/ Cumplimiento de contrato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 171, 2014, (50C)/CS1, 18 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    La cuestión planteada en este recurso ha sido examinada en el dictamen de la causa F. 739, L. XLIX, "Farmacity S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia", a cuyos términos se remite.


    Farmacity S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    F 622, XLIX, 22 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    La cuestión principal planteada en este recurso ha sido examinada en la sentencia dictada en la causa CSJ 73/2012 (48-C)/CS1 y CSJ 1411/2011 (47-C)/CS1, caratulada "Cencosud S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia", a cuyos términos se remite. Se torna inoficioso el tratamiento de las restantes cuestiones planteadas por el recurrente en este estado del proceso. Se hace lugar al recurso extraordinario.


    Farmacity S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    F 739, XLIX, 22 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Fallecimiento: corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso.


    C., Emilio Daniel s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3130, 2015, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Medida cautelar: plazo de vigencia. Cuestión tratada en dictamen del recurso deducido por el demandado. Pronunciamiento inoficioso.


    Las consideraciones efectuadas en el dictamen sobre el recurso extraordinario deducido por el Estado Nacional demandado en esta causa, donde el pronunciamiento fue a favor de su procedencia y, consecuentemente, por la revocación in totum de la sentencia aquí recurrida, llevan a concluir que es inoficioso pronunciarse sobre los recursos deducidos por la actora.


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Resolución I-1991/11 I-1982/11 - Enargas (Expte. 14215/08) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35770, 2012, 3/RH3, 10 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Medida de mejor proveer: se solicitan los autos principales, una vez cumplido, se corra nueva vista.


    Di Fazio Fernando Gabriel c/ Siseg SRL y otro s/ Accidente - Ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 28760, 2014, 1/RH1, 19 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Medida para mejor dictaminar.


    Segura, María Elena c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada - Decreto 1336/05 435/09 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 32243, 2011, CS1, 02 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Medida previa: se solicitan actuaciones acumuladas, incidente y documentación. Cumplido, se corra nueva vista.


    Administración de parques nacionales c/ San Luis Pcia. s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 642, 2010, (46-A)CS1, 19 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Notificación de las etapas del proceso. Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN. Invalidez del pronunciamiento.


    El segundo párrafo del art. 257 del C.P.C.C.N. ordena que de la presentación en que se deduzca el recurso extraordinario debe darse traslado a las partes interesadas, notificándolas personalmente o por cédula. Este medio de notificación es exigido también por dicho precepto para la providencia que disponga la concesión del recurso. La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el precitado artículo, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Ferrari, Domingo y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - S.P.F. s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 564, 2013, (49-F)/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Notificación de las etapas del proceso. Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN. Invalidez del pronunciamiento.


    La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso -particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del C.P.C.C.N.- tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así las cosas, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.


    Orsna (Ref. Tango Jet S.A. s/ Med. Caut. CCF2045/13) c/ s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36334, 2013, CS1-CA1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN.


    El traslado del recurso extraordinario federal, que dispone el artículo 257, segundo párrafo, del C.P.C.C.N., tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Así, tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en los recursos extraordinario y de queja. En el caso, el tribunal apelado resolvió rechazar el remedio federal presentado por la demandada sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma. Corresponde dejar sin efecto el auto de rechazo y devolver los autos principales al tribunal de origen a fin de que proceda a dar cumplimiento a los actos de comunicación procesal omitidos.


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común Sur c/ Galeno Argentina S.A. s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 600, XLIX, 2013, (49-A)/CS1, 12 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Para mejor dictaminar en la presente queja, se solicita a la Corte que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    D., Ramón y otro s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 341, 2015, RH1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Planteo devenido abstracto. No corresponde al Tribunal expedirse.


    Es doctrina de la Corte que las sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión, aunque éstas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Por ello, no corresponde expedirse sobre el planteo, ya que la cuestión traída a la consideración del Tribunal ha devenido abstracta.


    l., Marcelo Fabián


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5457, 2014, RH1, 19 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a causas S. 1069, L. XLIV "Scalise, Claudio s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Fisco Nacional"; L. 719, L. XLIV "López Mautino, Pablo Jorge s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos" y C. 1058, L. XLV "Cherashny, Guillerm s/ Concurso preventivo s/ Incidente de Revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos". Considera inoficioso dar tratamiento a los agravios referidos a las costas, corresponde admitir la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada.


    Corvalán, Mario Aristides s/ Pequeño concurso prev.


    C 1349, XLVII, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a la causa S.C. W. 41, L. XLIX, "Wakun José Carlos c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones, de la Policía de la provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria". Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario.


    Belderrain, Martin Manuel c/ I.P.S


    B 692, XLIX, 13 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a las causas S. 1.069, L. XLIV, "Scalise, Claudio s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de Revisión por Fisco Nacional", L. 719, L. XLIV,"López Mautino, Pablo Jorge s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos", y C. 1.058, L. XLV, “Cherashny, Guillermo s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión por Administración Federal de Ingresos Públicos". Admite la queja, declara procedente el recurso extraordinario interpuesto y revoca la sentencia apelada.


    Giardelli, Luis Alberto s/ Quiebra s/ Incidente de revisión promovido por Fisco Nacional


    G 873, XLIX, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en A. 395, L. XLVIII, "Agosti, Carlos c/ Radio Rural San Francisco S.R.L. s/ Demanda laboral". Se hace lugar a la queja, se declara admisible el recurso extraordinario.


    Agosti, Carlos Antonio c/ Radio Rural San Francisco S.R.L. s/ Demanda indemnización por antigüedad y otros


    A 281, L, 23 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en el expediente CSJ 185/2014/ (50-R)/CS1, "Romero, Juan Carlos c/s/ Causa n° 34.977/11". Se rechaza la queja.


    R., Juan Carlos c/ s/ Incidente - causa n° 34.963/11


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 188, 2014, (50-R)/CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en el expediente CSJ 185/2014/ (50-R)/CS1, "Romero, Juan Carlos c/s/ Causa n° 34.977/11". Se rechaza la queja.


    R., Juan Carlos; D., Javier c/ s/ Causa n° 35.483/12


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 187, 2014, (50-R)/CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa A. 558, L XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    C. M., Sebastián Luis s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3392, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa A. 558, L XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    D., Diego Martín y otro s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3390, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa A. 558, L XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    D., Juan Domingo s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3391, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835". Mantenimiento del recurso.


    B., Sergio Carlos y otros s/ Secuestro extorsivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3494, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa B. 384 L.L., caratulada "Bergés, Jorge Antonio s/ Recurso de casación". Se solicita que se declare procedente el recurso extraordinario y se revoque la decisión impugnada.


    C., Bernabé s/ Recurso de Casación


    C 523, L, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa P. 30, L. L, “Paniconi, Guido Aníbal s/Causa n° 704/2013". Desestimación del recurso.


    V., Jonatan Andrés s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72919, 2013, 4/1/RH1, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a lo dictaminado en la causa S 471, L. XLVIII, “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590". Mantenimiento de queja.


    M., Sergio Hernán s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11773, 2011, TO1/1/RH1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar, se solicita expedirse sobre la competencia originaria.


    Río Negro, provincia c/ AFIP – DGI s/ Recurso de apelación


    R 378, L, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar, se solicita requerir los autos principales para que se proceda a su agregado.


    Aladin, Gerardo Omar c/ Municipalidad de la ciudad de San Francisco s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 275, 2015, RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada de Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. Retiro voluntario del trabajador. Inexistencia de condiciones para adquirir las acciones pretendidas.


    El retiro voluntario admitido por el propio actor en su demanda torna infructuoso el debate sobre el pretendido derecho del actor, en su calidad de ex trabajador de Petroquímica General Mosconi SAIC, de acceder a las acciones clase "c" del Programa de Propiedad Participada de Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. o, en su defecto, de percibir una suma de dinero equivalente. En efecto, siendo que el retiro del accionante se efectuó mediante "mutuo acuerdo", tal acto presupone el ejercicio de una opción incompatible con la suscripción de las acciones a la que estaría llamado; a lo que se agrega que aquel proceder admite como fuente una conducta con aptitud para romper el nexo de causalidad entre el evento que se le atribuye al Ejecutivo y el daño generado al actor con la exclusión de su ingreso al PPP.


    Lovelli, Rubén c/ Ministerio de Economía


    L 728, XLIX, 03 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Realización de medidas previas a dictaminar. Artículo 33, inciso “a”, ley 24.946.


    Toda vez que los fallos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de ser dictados, aunque aquellas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, se solicita al Tribunal la realización de medidas para mejor dictaminar. Una vez cumplidas, se corra nueva vista a fin de que el Ministerio Público dictamine en los términos del artículo 33, inciso a, ley 24.946.


    Del Castillo, Rodolfo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP)- DGA Depto. Recursos Humanos Casa Central PEN - EN s/ Acción de amparo


    D 1, XLVIII, 28 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario federal. Acción de amparo. Derecho de libre elección de obra social. Decreto 91/1993. Carácter definitivo de los fallos. Afiliados de obra social. Reglamentación de derechos.


    Si bien la Corte ha sostenido la ausencia de carácter definitivo de los fallos dictados en procesos de amparo, también ha reconocido que ello no obsta para admitir la procedencia del remedio federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. La imposibilidad de la recurrente de que se efectúe un nuevo análisis y resolución de la controversia es definitiva, toda vez que el fallo de la Cámara declaró la inconstitucionalidad de la resolución que impide el traspaso de los afiliados a una obra social que no se encuentra habilitada para operar en el ámbito territorial del sindicato actor. En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de naturaleza federal, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de la cámara ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto en disputa, según la interpretación que rectamente debe serle otorgada. Cabe recordar que la Corte Suprema ha reiterado en numerosas ocasiones que "la Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, insusceptibles de razonable reglamentación". Ello surge, además, de los artículos 14 y 28 de la Constitución Nacional. Sobre esta base, la Corte ha entendido que la constitucionalidad de esa reglamentación está condicionada, por una parte, a la circunstancia de que los derechos afectados sean respetados en su sustancia y, por la otra, a la adecuación de las restricciones a las necesidades y fines públicos que las justifican, de manera que no aparezcan infundadas o arbitrarias, sino razonables, es decir, proporcionadas a las circunstancias que las originan y a los fines que se procuran alcanzar con ellas. Asimismo, la Corte ha destacado que la carga de la prueba de la irrazonabilidad está en manos de quien la invoca.


    Sindicato de Obreros de Estaciones de Servicios Garages y Playas de Estacionamiento del Chaco c/ Estado Nacional (ANSSAL) s/ Acción de amparo y medida cautelar


    S 400, XLVIII, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario federal. Demanda de usucapión contra el Estado Nacional. Circunstancias sobrevinientes al momento de la interposición de la demanda.


    El remedio federal resulta improcedente toda vez que, al encontrarse firme la decisión que hizo lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva del Estado Nacional, carece de todo fundamento la intervención de la competencia federal invocada por la recurrente sobre la base de un aspecto procesal que se ha visto modificado con posterioridad a la interposición de la demanda. Ello así, en función de la regla conforme a la cual los fallos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión -incluso cuando aquéllas sean sobrevinientes a la interposición recurso extraordinario-.


    Espínola, Angelina y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Prescripción adquisitiva


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 210005000, 2006, CA1-CS1, 01 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario federal. Derecho de propiedad intelectual. Agravios que no suscitan cuestión federal. Cuestiones de hecho y prueba.


    Si bien la controversia ha sido resuelta sobre la base de la ley 24.425 -de carácter federal-, los agravios planteados en el recurso extraordinario se refieren principalmente a aspectos fácticos que no exigen la interpretación de esa norma. Los extremos de hecho pertinentes a la correcta aplicación de una ley federal no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria.


    Consp. Reg. Denominación Origen Rioja c/ Estado Nacional (EN)


    C 1442, XLVIII, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recursos extraordinarios federales. Omisión al tratar la admisibilidad formal de los recursos. Medidas para subsanar la omisión.


    Al momento de pronunciarse sobre la admisibilidad formal de los recursos extraordinarios, la Cámara únicamente lo hizo respecto de uno de ellos (cuya denegación dio origen a la presente queja), y omitió expedirse con relación al restante remedio federal. En virtud de ello, y por elementales razones de economía procesal, V. E. debería disponer la devolución de las actuaciones principales al tribunal de origen a fin de que subsane la omisión apuntada.


    Torres Ávalos, Celedonio Oscar c/ Fundación Argentina y otro s/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 14021, 2013, 1/RH1, 10 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 316: 1524; 317: 312; 317: 1440; 322: 3268, y Competencias n° 456; L. XXXIX, "Gérez Héctor Alberto s/ Insania", y n° 960; L. XLVI, "Nuñez, Herbert Alejandro s/ Habeas corpus".


    C. D., Bruno y otro s/ Inf. ley 19.511


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1333, 2013, CS1, 16 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 316: 1524; 317: 312; 317: 1440; 322: 3268, y Competencias n° 456; L. XXXIX, "Gérez Héctor Alberto s/ Insania", y n° 960; L. XLVI, "Nuñez, Herbert Alejandro s/ Habeas corpus".


    M., José Lorenzo s/ Infracción ley 24.769


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 70629, 2014, 1/ CS1, 05 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 328:293.


    Escaris, Sergio Roberto c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Vialidad - Occovi y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 49922, 2007, CS1, 04 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la causa A. 1058 L. XLVII "Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ Apelación de resolución de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Terminal 4 SA y otros s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1071, 2014, CS1, 21 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la causa A. 1058, L. XLVII, "Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ Apelación de resolución de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Shell Cía. Argentina de Petróleo S.A. c/ Estado Nacional (EN) - Ministerio de Economía s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2548, 2013, CS1, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la causa C.434, L. XLVII, “Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ Ordinario".


    Red Argentina de Consumidores (Asoc. Civil) c/ Banco Patagonia S.A. s/ Ordinario


    R 919, XLIX, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de Corte Suprema en autos CSJ 22/2014 (50-U)/CS1, "U.O.C.R.A. c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Disegna S.A. s/ Ejecución fiscal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 8841, 2014, CS1, 21 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de Corte Suprema en autos CSJ 22/2014 (50-U)/CS1, "U.O.C.R.A. c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Hariyo, Juan José s/ Ejecución fiscal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 31289, 2014, CS1, 05 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de Corte Suprema en autos CSJ 22/2014 (50-U)/CS1, "U.O.C.R.A. c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Reina de Reinas S.A. s/ Ejecución fiscal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26177, 2014, CS1, 05 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de la Corte Suprema emitida en S.C. Comp. 118, L. XLIII; “Fiorito, Omar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios".


    Morrone, Nora Mabel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4695, 2015, CS1, 14 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia dictada en autos causa M.489, L.XLVII, "Maldonado, Guillermo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y DD.HH. s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.".


    Paniagua, José Roberto y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 394, 2012, (48-P)/CS1, 08 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia dictada en la causa CSJ 73/2012 (48-C)/CS1 y CSJ 1411/2011 (47 -C)/CS1, caratulada "Cencosud S.A. s/ apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Sealed Air Corporation y otros s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 587, 2014, 1/RH1, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia dictada en la causa CSJ 73/2012 (48-C)/CS1 y CSJ 1411/2011 (47-C)/CS1, caratulada "Cencosud S.A. s/ apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Jumbo Retail Argentina S.A. s/ Infracción a la Ley 25.156


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 455, 2014, 1/RH1, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en “Re Dress S.A. y otro s/ Infracción ley 24144. Denunciante: Banco Central de la República Argentina” (Expte. CPE 1649/2013/1/RH1). Mantiene la queja.


    Mach 97 S.A. y otro s/ Infracción ley 24144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1811, 2013, 1/RH1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en “Re Dress S.A. y otro s/ Infracción ley 24144. Denunciante: Banco Central de la República Argentina” (Expte. CPE 1649/2013/1/RH1). Mantiene la queja.


    X. A. Industrial y Comercial Sociedad Anónima y otros s/ Infracción ley 24144


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 967, 2014, 1/RH1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13590, letra S, n° 471, libro XLVIII”


    M., Alejandro Sebastián s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3088, 2015, RH1, 26 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 1256, L. XLVIII; "Bisserier Díaz, Pamela c/ Estado Nacional - D.G.N. - Períodos 24/09/01, 29/10/04, 09/03 y 15/11/05 s/ empleo público".


    Bisserier Díaz, Pamela c/ Estado Nacional


    B 813, XLVIII, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CAF 17442/2007 /CS1, "Galindo de Spota, Norma Carmen c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otro s/ proceso de conocimiento ley 25.561".


    Galindo de Spota, Norma Carmen c/ Estado Nacional - Ley 25.287 s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 375, 2014, (50-G)/CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CAF 56731/2013, "Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ proceso de ejecución".


    Estado Nacional - ANAC – c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Proceso de ejecución


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 38842, 2013, CA1-CS1, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 123/2014 (50-0)/CS1, "Oviedo, Javier Darío c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ despido".


    Oviedo, Javier Darío c/ Telecom Arg. S.A y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 115, 2014, (50-O) CS1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 123/2014 (50-0)/CS1, "Oviedo, Javier Darío c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ despido".


    Oviedo, Javier Darío c/ Telecom Arg. S.A y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 114, 2014, (50-O)CS1, 09 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 584/2013 (49-M) /CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ daños y perjuicios".


    Turegano y Rubio, Maria Elisa y otros c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6557, 2008, 1/RH1, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 910/2013 (49-A) /CS1 "Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM -disp 1752/09 y otro s/ recurso directo”.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - Disp 1369/09 y otro s/ Recurso directo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 723, 2014, (50-A)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 910/2013 (49-A) /CS1 "Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM -disp 1752/09 y otro s/ recurso directo”.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - Disp 19775 y otro s/ Recurso directo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1233, 2013, (49-A)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 910/2013 (49-A) /CS1 "Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM -disp 1752/09 y otro s/ recurso directo”.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - Disp 875/09 y otro s/ Recurso directo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1234, 2013, (49-A)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 910/2013 (49-A) /CS1, "Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional -DNM -disp. 1752/09 y otro s/ recurso directo DNM".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional (DNM)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 29365, 2014, 10 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 910/2013 (49-A)/CS1"Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM -disp. 1752/09 y otro s/ recurso directo DNM".


    Estado Nacional - ANAC - Resol. 668/08 y otro c/ Austral Líneas Aéreas - Cielos del Sur S.A. s/ Proceso de ejecución


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36295, 2013, CS2, 06 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 109, L. L.


    De la Rúa, Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social - Comisión Nac. de Pensiones Asistenciales s/ Ley 24.018


    D 67, L, 22 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos FRO 2365/2014/1/RH1 "N.L. (en representación de N. K. M. E.) s/ medida autosatisfactiva".


    N.L. (en representación de N. K. M. E.) s/ Medida autosatisfactiva


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 2365, 2014, 2/RH1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos FTU 747432/1999/CS1 "Fisco Nacional-AFIP c/ Raúl Andrés Urrere y Cía. S.C. s/ ejecución fiscal".


    Urrere, Raúl Andrés s/ Concurso preventivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4466, 2014, CS1, 22 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos G. 823, L. XLIX, "González, José Maria y otros s/ causa n° 415/2013”.


    S. A., Manuel y otros s/ Privación ilegal de la libertad personal, tortura y homicidio agravado fuerza de seguridad


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 76000017, 2011, 3/1/RH3, 03 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos P. 675, L. XLVIII, "Pagano, Roberto Eduardo c/ Austral Líneas Aéreas S.A. y/o Cielos del Sur S.A. y/o Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Sumario”


    Pagano, Roberto Eduardo c/ Austral Líneas Aéreas S.A. y/o Cielos del Sur S.A. y/o Aerolíneas Argentinas S.A.s/ Sumario


    P 580, XLVIII, 01 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos R. 417, L. XLVIII, "Ramollino, Silvana Graciela y otros c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ diferencias de salarios".


    Santillán, Sergio c/ Telecom Arg. S.A.


    S 625, XLVIII, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en CSJ 2828/2014 CS1, "Cablevisión S.A. s/ ley 24.240".


    Cablevisión S.A. c/ Provincia del Chaco s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3968, 2015, CS1, 10 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en el expediente CSJ 185/2014(50-R)/CS1., "Romero, Juan Carlos c/s/causa n° 34977/11". Rechazo de la queja.


    R., Juan Carlos s/ Incidente - causa nº 34.962/2011


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 190, 2014, (50-R)/CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", S. 471, L. XLVIII. Mantenimiento de queja.


    G., Ángel Antonio s/ Inf. ley 23.737


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 19151, 2003, TO1/1/1/RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", S. 471, L. XLVIII. Mantenimiento de queja.


    H., Lucas Ramón s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000493, 2010, TO1/1/1/RH2, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae c/s/ Causa n° 15.507". Mantenimiento de queja.


    M., Sölvi s/ Infracción ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1496, 2013, T01/2/1/1/RH2, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 126, L. XLIX, “"Casal Muñiz, Pedro”.


    R., Jonathan Roberto s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 748, 2015, RH1, 11 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CAF 37747/2013/CA1-CS1 "Giustiniani, Rubén Héctor c/ YPF S.A. s/Amparo por mora".


    Giustiniani, Rubén Héctor c/ YPF S.A. s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37747, 2013, RH1, 07 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 1652/ 2015/ RH1, “U. M., Diego Bautista”.


    U. S., Daniel David s/ Contrabando artículo 863 – Código Aduanero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1656, 2015, RH1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 1652/ 2015/ RH1, “U. M., Diego Bautista”.


    U., Claudio s/ Contrabando artículo 863 - Código Aduanero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3121, 2015, RH1, 04 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 363/2014 (50- G) /CS1, "Glibota, Pedro Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía Resol 235 166 y 334/2011 y otros s/ proceso de conocimiento”.


    Glibota, Pedro Pablo c/ Dr. Mariano Brian Salama y otros s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 394, 2014, (50-G)/CS1, 16 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Aguirre, Vicente David c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. LGR (Línea General Roca) y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 24604, 2009, 1/RH1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Almaras, Carolina Paola c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 254, 2014, (50-A)/CS001, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Báez, Mario Oscar c/ Unión Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 502, 2014, (50-B)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Cañizares, Cristina Del Valle c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 257, 2014, (50-C)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Cubillas, Diego Armando c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1560, 2013, (49-C)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Delgado, Julio Salomón c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 397, 2014, (50-D)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Díaz, Edmundo Argentino c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 713, 2013, (49-D)/CC1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Fernández, Guillermo Rodolfo y otros c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 450, 2013, (49-F)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Fernández, Guillermo Rodolfo y otros c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia y otro s/ Daños y perjuicios acc. tran. c/ les. o muerte


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 475, 2013, (49-F)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Ferreyra, Oscar Manuel y otro c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5, 2014, (50-F)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Giménez, Julio Cesar c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 301, 2014, (50-G)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Jugo, Jesús Manuel c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 49524, 2010, 1/RH1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Keppardt, Silvio Alejandro c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. - Ferrocarril Metropolitano General Roca y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6, 2014, (50-K)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Linares Gulino, Horacio César Aníbal c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 350, 2013, (49-L)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    López, Julio Eduardo c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 603, 2013, (49-L)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Mercado Cossio, Liborio c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 882, 2014, (50-M)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Otero Fernández, Elías c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 113161, 2008, 1/RH1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Peralta, Rafael y otro c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 628, 2013, (49-P)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Quintana, Eduardo Fabián c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30637, 2009, 1/RH1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Ramírez, Miguel Ángel c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 642, 2012, (48-R)/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Tapia, Valeria Guadalupe c/ Línea General Roca Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 177, 2014, (50-T)/CC1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa M. 655, L. XLIX, "Martínez y Staneck S.A. y Carlos Alberto Martínez c/ Agroar Máquinas Agrícolas S.A. s/ ordinario".


    Martínez y Staneek S.A. y Carlos Alberto Martínez c/ Agroar Máquinas Agrícolas S.A. s/ Ordinario


    M 637, XLIX, 13 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 962, L. XLIX, "Proconsumer c/ Banco ltaú Buen Ayre S.A. s/ sumarísimo".


    Proconsumer c/ Banco ltaú Buen Ayre S.A. s/ Sumarísimo


    P 829, XLIX, RHE, 10 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa P.962, XLIX, "Proconsumer c/ Banco ltaú Buen Ayre S.A. s/ sumarísimo".


    Proconsumer c/ Banco ltaú Buen Ayre S.A. s/ Sumarísimo


    P 832, XLIX, RHE, 10 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos "Barmack, Gabriel s/ causa n° 14.327", B. 555, XLVIII.


    I. M., Fernando Daniel y otro s/ Robo con armas y estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27006, 2010, T01/1/RH1, 18 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos “Barmack, Gabriel s/ causa n° 14.327”, B. 555, XLVIII.


    M., Gabriel Alfredo s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49045, 2011, TO1/1/RH1, 30 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327”, B. 555, XLVIII.


    B., Roberto s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, COMP 24456, 2008, T01/1/RH1, 16 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos “Schlenker, Alan s/ causa n° 13.590”, S. 471, XLVIII.


    L. S.R.L. y otro s/ Infracción ley 24.769


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 1929, 2013, 1/1/RH1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CAF 40440/2012/CS1, “Empresa Alas Argentinas SRL (TF 29.795-I) c/ DGI”.


    Aero Kern S.A. (TF 24508-I) c/ D.G.I.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 5643, 2013, CS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CNE 4418/2015/2/CS1 “Paz, Roque Raúl s/ Amparo”.


    Paz, Roque Raúl c/ Partido Justicialista - Distrito Tucumán s/ Amparo electoral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4217, 2015, CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 2828/2014 “Cablevisión S.A. s/ Ley 24.240”.


    Cablevisión S.A. s/ Recursos directos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4189, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 2828/2014/CS1, “Cablevisión S.A. s/ ley 24.240”.


    Cablevisión S.A. c/ Provincia del Chaco s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3969, 2015, CS1, 10 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 2828/2015/CS1 “Cablevisión S.A. s/ Ley 24.240”.


    Cablevisión S.A. c/ Provincia del Chaco s/ Varios - contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4064, 2015, CS1, 16 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 468/2014 (50-A)/CS1, "Agout, Nélida Carmen Laval c/ Estado Nacional s/ Ordinario".


    Laval, Nélida Carmen c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 257, 2014, (50-L)/CS1, 25 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos CSJ 627/2015/RH1, “Salas, Claudio Fabián s/ Homicidio culposo (art. 84, 2° párrafo)”.


    S., Claudio Fabián s/ Homicidio agravado (art. 80 inc. 8)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 616, 2015, RH1, 17 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos FBB 8966/2014/1/CS1, “Naumann, Eric Otto y otros c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Omic del Distrito de Daireaux c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otros s/ Amparo ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 9982, 2014, 1/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos S. 471, L. XLVIII, caratulados "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590". Se mantiene la queja.


    V., Héctor Javier s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000912, 2007, TO1/1/RH1, 07 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en autos A. 1058, L. XLVII, "Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ Apelación de Resolución de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Oficina Anticorrupción s/ Solicitud de intervención de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    O 267, XLIX, 11 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en Comp. 1153, XLVII "Compulsa extraída en As. n° 87.053 - A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. inf. Ley 22.362 y 11.723)" y Comp. 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ inf. leyes 11.723 y 22.362".


    N.N s/ Infracción ley 11.723


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4728, 2015, CS1, 01 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en competencias 588 y 565, libro XLVIII.


    I., Javier Alejandro s/ Malversación de caudales públicos


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 7423, 2014, 1/CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en CSJ 161/2013 (49-C), "Consumidores Financieros Asociación Civil p/ su defensa c/ Prudencia Cía. Argentina de Seguros Grales. SA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa L.T.D.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 39068, 2011, 1/RH1, 07 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en CSJ 363/2011 (47-C), “Vega, Carlos Alberto c/ Anses y otro s/ Amparos y sumarísimos”.


    Almirón, Fernando c/ Anses s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1006, 2012, (48-A)/CS1, 03 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en CSJ 5975/2014/CS1, "Kehiayan, Carlos Ricardo”.


    A., Carlos Elbio y otros s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5970, 2014, CS1, 23 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en D. 749; XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ causa n° 14358".


    H., Rodolfo Eduardo y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4447, 2015, RH1, 02 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en D. 749; XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ causa n° 14358".


    H., Rodolfo Eduardo y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4444, 2015, RH1, 02 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en D. 749; XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ causa n° 14358".


    H., Rodolfo Eduardo y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4445, 2015, RH1, 02 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en D. 749; XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros c/s/ causa n° 14358".


    H., Rodolfo Eduardo y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4446, 2015, RH1, 02 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en la causa CSJ 838/2013(49-L)/CS1, "Lolli, Fabricio Acta n° 17.875 La Plata s/ infracción ley 22.802".


    Bonesi S.A. s/ Recurso directo - Lealtad comercial - ley 22.802


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 86011106, 2008, CS1, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en las causas C.789, L. XLIII, "Carlos, Jorge y otros c/ LS 83 TV Canal 9 s/ cobro de pesos" (Fallos: 335:1053) y L. 322, L. XLVI, "Llevara, Walter Abraham c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano".


    Ojeda, Ángel Alberto c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Accidente ley 9688


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 227, 2013, (49-O)/CS1, 06 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en los autos A. 558, XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11835”.


    U., Ricardo Antonio s/ Art. 306, 312 y 41 Q 42, 45, 166, 54, 55, 277, 189, otros del C.P. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500000071, 2011, TO1/3/1/1/RH1, 16 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en los autos C. 789, XLIII, “Carlos, Jorge y otros c/ LS 83 TV Canal 9 s/ Cobro de pesos”, y L. 322, XLVI, “Llevara, Walter Abraham c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano”.


    Orellana, Antonia Ernestina c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Otros reclamos - participación accionariado obrero


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 3921, 1998, 1/RH1, 30 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en los autos D. 749, XLVIII, “Demaría, Jorge Luis y otros s/ causa n° 14.358”.


    L. C., Gaspar Roberto y otros s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9871, 2005, TO1/RH1, 04 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en n° 475 L. XLVIII in re "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis".


    A., Julián Alberto s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4422, 2015, CS1, 18 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos CSJ 62/2010 (46-E), "Empresa Pesquera de la Patagonia y Antártida S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    G 101, XLVIII, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos CSJ 62/2010 (46-E), "Empresa Pesquera de la Patagonia y Antártida S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    San Arawa S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S 105, XLVIII, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por V.E. en la causa CSJ 838/2013 (49-L)/CS1, "Lolli, Fabricio Acta n° 17.875 La Plata s/ infracción ley 22.802".


    Zheng Cheng Guo s/ Recurso directo - Lealtad comercial - Ley 22.802


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 28766, 2014, CS1, 10 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por V.E. en la causa CSJ 838/2013 (49-L) /CS1, "Lolli, Fabricio Acta n° 17.875 La Plata s/ infracción ley 22.802".


    Zheng Yi, Chun s/ Recurso directo - Lealtad comercial - Ley 22.802


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 15926, 2014, CS1, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a los dictámenes emitidos en los autos CSJ 261/2012 (48-E) "Etchart, Fernando Martin c/ ANSeS s/ amparo" y CSJ 257/2014 (50-M) "Martínez, Mónica Graciela c/ ANSeS s/ amparo".


    Acosta, Sandra Beatriz c/ Anses y otros s/ Amparos y sumarísimos


    A 101, L, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a los puntos II y III del dictamen del caso S. 1, XLIX, “Simón, Antonio Herminio y otros”.


    B., Reynaldo Benito Antonio y otro s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1470, 2014, RH, 19 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a los puntos II y III del dictamen emitido en el caso S. 1, XLIX, “Simón, Antonio Herminio”.


    B., Jorge Oscar s/ Incidente de excarcelación


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6859, 1998, 192/ CS1, 24 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a los resuelto en S.75, L. XLIX, "S.J.D. y otro c/ Comisión Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo",


    P., V. D. c/ Comisión Nacional Asesora para la Internación de Personas Discapacitadas y otro s/ Amparo


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 12924, 2006, 1/RH1, 18 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa I. 111, L. XLVI, “Irisarri, Carlos Ariel”.


    Paredez, Miguel Ángel c/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ Accidente ley especial


    P 138, XLIX, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa "Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14327", letra B, n° 555, libro XLVIII.


    P., Flores s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7039, 2013, T02/1/RH1, 18 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", letra S, n° 471, libro XLVIII.


    K., Juan Antonio y otros s/ Evasión simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3108, 2015, RH1, 15 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", S. 471, L. XLVIII.


    C., Carlos Alberto s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 500001048, 2006, TO1/1/RH1, 16 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", S. 471, L. XLVIII.


    P. R., Víctor s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10539, 2012, TO1/1/RH1, 05 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590", S. 471, L. XLVIII.


    V., Hugo César y otros s/robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51354, 2002, TO1/1/RH1, 16 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa "Schlenker, Alan s/causa: n° 13590", letra S, n° 471, libro XL VIII.


    L., Adolfo Mario s/ Falsificación


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 23005728, 2013, 1/1/1/RH1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507".


    C., León Manuel s/ Infracción ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 791, 2013, 2/1/1/RH2, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX, “Armstrong, Sharon Mae”.


    O. F., Ignacio s/ Infracción ley 22.415


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 990000166, 2013, T01/2/1/RH2, 24 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 558. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón".


    Z. N., Miguel Ángel y otro s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3124, 2015, CS1, 15 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 558. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón”.


    M. M., Alejandro Ernesto s/ Tenencia de arma de guerra (art. 189 bis, 4° pár.) mod. Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3127, 2015, CS1, 15 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 558. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón”.


    O., Clausio Alberto s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3129, 2015, CS1, 15 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A.558. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón”.


    B., Marcos Abraham s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4034, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa B. 34, L. XLVIII, "Barceló, Juan José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Desarrollos al Costo S.R.L. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 311, 2013, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa C. 434, L. XLVII, “Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ Ordinario”.


    Prevención Asesoramiento y Def. Cons. c/ B.B.V.A.


    P 570, XLIX, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCC 1820/2009/T01/1/RH2., “R., Marcelo Alejo”.


    Rodríguez, Marcelo Alejo s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1820, 2009, TO1/1/RH1, 06 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5938, 2013, CS1/CA1, 13 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6073, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6275, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6455, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6836, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Consumidores Mercado Común del Sur y otro s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 6946, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CCF 5401/2013/CS1,"Telecom Personal S.A. c/ Asociación Protección Cons. del Mercado Común del Sur s/solicitud de inhibitoria".


    Telecom Personal S.A. c/ Proconsumer s/ Solicitud de inhibitoria


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7538, 2013, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1471/2014/RH1, "Soria, Mario José".


    C. P., Edwin Rafael y otro s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 344, 2015, RH1, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 584/2013 (49-M) /CS1 “Martínez, Marcelo Alejandro”.


    Verde Alicia Noemi c/ Unidad de Gestion Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. (UGOFE S.A.) y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91593, 2008, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1 "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Narváez, Roque Ramón c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 35, 2014, (50-N)/ CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 107, L. L., "Empresa Provincial de Energia c/ Compañía Administradora del Mercado Eléctrico - Estado Nacional s/ amparo".


    Empresa Provincial de Energía c/ Compañia Administradora del Mercado Eléctrico - Estado Nacional s/ Amparo


    E 97, L, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 8966/2014/1/CS1 “Naumann, Eric Otto y otros”.


    Berstein, Aron c/ Camuzzi Gas Pampeana y otros s/ Amparo ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 13621, 2014, CS2, 15 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FBB 8966/2014/1/CS1, "Naumann, Eric Otto y otros c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. y otros s/ amparo ley 16.986".


    Lambrecht, Marcela Marta y otros c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. y otros s/ Amparo ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8655, 2014, 3/CS1, 21 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa FTU 81810081/2012/TO1/1/1/RH5, “Colotti, Camilo Ángel y otros”.


    V., Ariel Rolando y otros s/ Homicidio agravado con ensañamiento - alevosía


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 81810258, 2011, TO1/3/1/1/RH1, 18 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa M.898.XLVIII, “Méndez, Luis Sebastián”.


    M., Marcial José Luis y otro s/ robo de automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17884, 2013, TO5/3/1/RH1, 19 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa N. 210, L. XLVII, "Nueva Chevallier S.A. c/ Via Bariloche S.A. s/ acción de amparo".


    Nueva Chevallier S.A. c/ Vía Bariloche S.A. y otro s/ Acción de amparo


    N 188, XLVII, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa n° 1291, S.C. P 35, L. L, “P., Guillermo Aníbal”.


    P., Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 1299/ 2013


    P 43, L, 03 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa n° 1291, S.C. P 35, L. L, “P., Guillermo Aníbal”.


    P., Guillermo Aníbal c/ s/ Causa n° 1414/ 2013


    P 36, L, 03 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa N° 465, L. L, "Escalante, Luis Ernesto y otros”.


    M. C., Elio Armando y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5909, 2014, TO1/14/CS1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa R. 551, L. XLVIII, "R., B. S. y otros s/ Incidente tutelar".


    S., Esteban s/ Causa n° 115.571


    S 965, XLIX, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa R. 551, L. XLVIII, "Rodríguez, Brian Sebastián y otros s/ Incidente tutelar".


    Quiroz, Matías Sebastián s/ Causa n° 114.153


    Q 38, XLVIII, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    A. I., María Consuelo s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 123, 2015, RH1, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    B., Maximiliano s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1591, 2014, RH1, 25 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    G. I., Fabiola s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 152, 2015, RH1, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, "Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    M., Mauricio s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 122, 2015, RH1, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa S. 471, L. XLVIII, “Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590”.


    L., Diego Oscar s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 981, 2015, RH1, 08 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. R.602, L. XLIX, “Richelet, Martha Ernestina”.


    Richelet, Martha Ernestina c/ DGI


    R 550, XLIX, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa T. 274, L. XLVIII, "Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ inhibitoria (expte. 30231-79176/11 de la Secretaria de Defensa del Consumidor)".


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de La Plata s/ Acción meramente declarativa


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 43106734, 2009, CS1, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen del caso R.551, L. XLVIII, “Rodríguez, Brian Sebastián y otros”.


    I., Julián y S., Leandro s/ Causa n° 115303


    I 115, XLIX, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen del caso R.551, L. XLVIII, “Rodríguez, Brian Sebastián y otros”.


    L., Gabriel Alejandro s/ Robo calificado


    L 555, L, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen del caso R.551, L. XLVIII, “Rodríguez, Brian Sebastián y otros”.


    M.V.D s/ Causa n°114609


    M 452, XLVIII, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen en H. 139, L. XLVIII, "Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/ incidente de recurso extraordinario".


    A., Adrián y otros s/ recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4772, 2015, RH1, 29 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen realizado en la causa "Romfioc S.R.L." expte. R 142/2013 XLIX.


    U, S.A. Y., y otro s/ Infracción ley 19.359. Denunciante: Banco Central de la República Argentina


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 32005718, 2010, 1/1CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen y sentencia de la causa P. 529, L. XLIII "Paravinja, Miroslav s/ Extradición por parte del Reino de Bélgica".


    R., Daniel Phillippe s/ Extradición


    R 253, L, 23 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al fallo del Máximo Tribunal en autos CSJ 22/2014 (50-U) CS1, “U.O.C.R.A. c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ ley 23.660 - Obras Sociales”.


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ C.L.W. Celerwall S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 26179, 2014, CS1, 03 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al precedente de Competencia n° 475 L. XL VIII, "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis".


    M., María Marta s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4231, 2015, CS1, 30 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al precedente de Competencia n° 475 L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis".


    A., Yael Sabrina s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3851, 2015, CS1, 30 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión causa A. 363, L. XLIX, “Armstrong, Sharon Mae”.


    K., Awudu Baki y otros s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4521, 2015, RH1, 09 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de autos R. 488, L. XLVII, "R. P., Bertha en representación de sus hijos menores J., F. y M. V. R. c/ SA de Construcción y Montaje Don Fierro y otros s/ accidente - acción civil".


    R. P., Bertha en representación de sus hijos menores J., F. y M. V. R. c/ SA de Construcción y Montaje Don Fierro y otros s/ Accidente - acción civil


    R 798, XLVII, 02 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa "Goye, Omar y otros" (expte. FGR 81 000599/2007/14/RH6).


    G., Omar y otros s/ Administración pública. Querellante: Oficina de Anticorrupción, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 81000599, 2007, 15/ RH7, 18 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa "Unión de Consumidores de Argentina c/ Cablevisión - Estado Nacional - Comisión Nacional de Comunicaciones s/ sumarísimo" (CSJ 53/2014 (50-U)/CS1). Pronunciamiento inoficioso.


    Unión de Consumidores de Argentina c/ Cablevisión - Estado Nacional s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 23, 2011, (47-U)CS1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa "Unión de Consumidores de Argentina c/ Cablevisión - Estado Nacional - Comisión Nacional de Comunicaciones s/ sumarísimo" (CSJ 53/2014 (50-U)/CS1). Pronunciamiento inoficioso.


    Unión de Consumidores de Argentina c/ Cablevisión - Estado Nacional s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 21, 2013, (49-U)/CS1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa CAF 13192/2008/CS1-CA1, "Loma Negra CIASA c/ EN - AFIP - DGI - Resol. 2/08 (OIGC) s/ Dirección General Impositiva".


    Loma Negra Ciasa c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos (Afip) - DGI - Resol. 2/08 (OIGC) s/ Dirección General Impositiva


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13192, 2008, 1/RH1, 01 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa CIV 105669/2011/CS1, "Elena, Marcos Osvaldo c/ UGOFE SA y otros s/ daños y perjuicios (acc. tran. c/ les. o muerte)".


    Sosa Martínez, Candido c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otro s/ Lesión y/o muerte de pasajeros transporte ferroviario.


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 6382, 2012, CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa CSJ 584/2013 (49-M) /CS1, "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ daños y perjuicios".


    Astorga, José Gregorio c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 635, 2014, (50-A)/CS1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa CSJ 584/2013 (49-M)/CS1, "Martínez, Marcelo Alejandro c/ UGOFE S.A. y otro s/ daños y perjuicios".


    Rossi, Maximiliano Emanuel c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 338, 2014, (50-R)/CS1, 22 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa T. 135, L., "Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Secretaría de Defensa del Consumidor s/ Inhibitoria".


    Telefónica de Argentina c/ Municipalidad de La Plata s/ Sumarísimo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 689, 2013, CS1, 26 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión L. 179; L. XLVIII, “López Puleio, Fernanda c/ E.N. - Ministerio Público de la Defensa – Resol. 1365/06 y 222/07”.


    Bisserier Díaz, Pamela c/ Estado Nacional


    B 1256, XLVIII, 16 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Se devuelven las actuaciones a pedido de la Corte.


    Arias, María Ana G. c/ Yahoo de Argentina s/ Amparo


    A 1259, XLIX, 13 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Se devuelven las actuaciones a pedido de la Corte.


    Arias, María Ana Gabriela c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1254, 2013, (49-A)/CS1, 29 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el recurso interpuesto por la Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal.


    F., Maximiliano Daniel; P., Pablo Javier; A., Cristian Ezequiel y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1466, 2014, RH1, 02 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el recurso.


    B., César Ezequiel s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5155, 2014, RH1, 29 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el recurso.


    P., Jonathan Iván s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5114, 2014, RH1, 30 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la presente queja a fin de que la Corte se pronuncie sobre la cuestión.


    M. Z., Carlos Ariel y otros s/ Infracción ley 23.737 y 22.415


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 4373, 2014, 3/ 1/ RH2, 21 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    C., Juan Fernando Lucas s/ Infracción ley 23.737 (art. 5 inc. c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6067, 2014, RH1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    O. A., Julia Verónica y Otros s/ Infracción ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2564, 2013, 13/ 1 / RH5, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    O. A., Julia Verónica y Otros s/ Infracción ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2564, 2013, TO1/ 12/ 1/ RH7, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    O. A., Julia Verónica y Otros s/ Infracción ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2564, 2013, TO1/ 14/ 1/ RH9, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    T., Lucas Alberto s/ Homicidio culposo (art. 84 2° párrafo)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49997, 2013, TO1/4/1/RH3, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se remite a la causa M. 237, L. XLIX, "Moyano Nores, José Manuel c/ EN - AFIP". Se rechaza el recurso extraordinario.


    Santamarina, Diego Javier y otro c/ Sanatorio Mitre y otros s/ Art. 250 C.P.C.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 102, 2014, (50-S)/CS1, 28 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicita a la C.S.J.N. que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    S., Vicente s/ Lesiones culposas (art. 94, 1° párrafo)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10343, 2012, 2/RH1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicita a V.E. la elevación de los autos principales. Luego, se confiera nueva vista.


    Seccional 18° de la Policía Federal Argentina (PFA) (personal) y otro s/ Vejación o apremios ilegales (art. 144 bis inc.2)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32339, 2011, TO1/1/RH1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicita a V.E. la elevación de los autos principales. Luego, se corra nueva vista.


    A., Patricia y otros s/ Infracción ley 23.737 (art. 5, inc. c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 212, 2015, RH1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicita a V.E. que requiera la elevación de las actuaciones principales y, luego de recibidas, se confiera una nueva vista.


    P., Jonathan Iván s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5114, 2014, RH1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión del primer cuerpo de la causa, como así también de los autos “Aguirre, Manuel Fernando c/ Carrizo, Paulo Enrique y otro s/ daños y perjuicios” (expte. 782/99).


    Aguirre, Manuel Fernando c/ Gómez, Humberto David y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3799, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Se solicitan autos principales para mejor dictaminar.


    H., Jorge Rubén s/ Infracción ley 23.737 (artículo 5, inciso c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 213, 2015, RH1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Defensor Publico Oficial en representación menores Comunidad Mbya Alecrin c/ Estado Nacional Argentino y otros s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 31000197, 2011, 1/RH1, 13 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Violencia contra la mujer. Sentencia absolutoria. Valoración arbitraria de la prueba. Errónea interpretación del art. 16, inc. i) de la Ley 26.485. Incumplimiento de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará): deber de actuar con debida diligencia. Precedente "Góngora".


    La decisión del a quo está en tensión con el deber de "actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer" que impone sobre el Estado nacional la Convención de Belém do Pará (en particular, su art. 7, inc. b) tal como ha sido interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y por V.E. al resolver el caso "Góngora". Efectivamente, de acuerdo con esa interpretación, cuando en un caso de violencia contra la mujer la parte acusadora impugna la sentencia de absolución alegando, no un mero error en la valoración de la prueba, sino el vicio de arbitrariedad, no es posible desoír el planteo mediante la sola aplicación de los limites formales del artículo 458 del C.P.P.N., sin evaluar el mérito de la petición. Es una parte importante de la obligación internacional asumida para la eliminación de prácticas sociales discriminatorias, como las que se expresan en la violencia de género, el asegurar que los procedimientos en los que se ventilan ataques discriminatorios sean conducidos de modo que no se socave la confianza de los miembros del grupo discriminado en la capacidad y disposición de las autoridades de protegerlos de la amenaza de violencia discriminatoria. Al desatender con rigor formalista la petición de quien alegaba que una acusación por hechos de violencia contra la mujer había sido desechada arbitrariamente, el a quo no cumplió con ese compromiso.


    O., D. H. s/ Causa n° 1.011/2013


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 105, 2014, 50/O/RHE(O.105.L.L), 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Generalidades


    Solicita remisión de autos principales. Luego se corra nueva vista.


    YPF S.A. c/ AES Uruguaiana Emprendimientos S.A. y otros s/ Recurso dir.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 41255 2013, 1/3/RH2, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Abuso sexual de menores bajo guarda. Remisión al dictamen de la causa G. 371, L. L, "Grassi, Julio César s/ Causa n° 38.690",


    G., J. C. s/ Causa n° 113.053


    G 348, L, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Ejecución hipotecaria. Inconstitucionalidad del artículo 61 de la ley 21.839. Remisión al dictamen de la causa G. 196 L. XLIV, “Gargano, Diego”.


    El recurso fue correctamente denegado con relación a los restantes agravios pues estos se refieren a cuestiones que hacen a las circunstancias de hecho de la causa y a la interpretación de normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias. En este sentido, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el caso, la recurrente no demostró que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Andrés Jaime Emilio y otros c/ Cárdenas Juan Carlos y Lidia Inés Zamora de Cárdena y otros s/ Ejecución hipotecaria


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 99249, 2002, 1/RH1, 18 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad: ius cogens anterior a la ley 25.779. Plazo razonable. Absolución arbitraria por falta de valoración integral de la prueba. Participación criminal. Plan sistemático. Múltiple persecución penal. Declaración conteste de las víctimas. Constitucionalidad de la prisión perpetua: remisión a Menéndez.


    Los agravios referidos al principio de legalidad, a la inconstitucionalidad de la Ley 25.779 y al plazo razonable de duración del proceso no han de prosperar, puesto que no logran refutar los argumentos que dan sustento a la decisión apelada. En efecto, el a quo rechazó esas impugnaciones con base en consolidada jurisprudencia de la Corte, según la cual los delitos de lesa humanidad y su imprescriptibilidad estaban previstos en el derecho internacional ya en la época de los hechos de esta causa, como normas de ius cogens, por lo que carece de fundamento la alegada irretroactividad de la ley penal más gravosa, a la vez que no resulta decisivo el planteo de inconstitucionalidad de la Ley 25.779, en la medida en que dispuso la nulidad de las Leyes 23.492 y 23.521 por contradecir la Constitución y, en consecuencia, su contenido coincide con lo que los jueces deben declarar. Además, sostuvo el a quo que los recurrentes omitieron dos circunstancias que resultan esenciales para evaluar la razonabilidad del plazo de duración del proceso: que los delitos de lesa humanidad investigados en esta causa fueron cometidos por funcionarios públicos que se valieron de la estructura de poder estatal para impedir u obstruir el avance de la justicia, y la complejidad del caso debido a la cantidad y naturaleza de los hechos. Y añadió que tampoco repararon en lo establecido por la Corte en cuanto a que "corresponde remover los obstáculos que impidan que el Estado argentino cumpla con su obligación de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas en nuestro país durante la última dictadura militar". En suma, es acertado lo resuelto por el a quo en tanto si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y no resultan obligatorias para casos análogos, lo cierto es que los jueces tienen el deber moral de conformar sus fallos a esa jurisprudencia, salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada. Es que, contrariamente a lo afirmado por los recurrentes, no se advierten en sus recursos un "argumento nuevo", es decir, no considerado por la Corte en la jurisprudencia ya citada, para sostener que la declaración de imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad que constituyen el objeto de esta causa, transgrede la prohibición de retroactividad de la ley penal más perjudicial para el acusado. En ese sentido, pretendieron demostrar la inexistencia de una norma consuetudinaria de ius cogens que estableciera esa imprescriptibilidad, con base en ciertas posiciones adoptadas por el Estado argentino desde sus tres poderes, entre 1973 y 1994, en cuanto a la persecución de aquellos delitos, que, según alegaron, revelaron su contrariedad con esa norma, por lo que no se la podría tener por conformada. Sin embargo, la Corte no omitió la consideración del comportamiento de nuestro Estado al pronunciarse sobre el asunto, es decir, no desconoció esa circunstancia, sino que, tras un repaso histórico de lo ocurrido, la valoró de manera diferente al afirmar que la práctica de la República Argentina importó una innegable contribución al desarrollo de una costumbre internacional a favor de la imprescriptibilidad. Por lo tanto, no es cierto que los recurrentes hayan introducido un "argumento nuevo", sino que, por el contrario, expresaron una opinión distinta a la sostenida por la Corte respecto del significado de los mismos sucesos históricos. Por otro lado, el fundamento decisivo invocado por el a quo para confirmar la absolución del acusado es que no tuvo el dominio de los hechos, pero ese fundamento no basta para legitimar la decisión, pues no descarta la responsabilidad penal del imputado sino que la delimita al grado de la coautoría. En ese sentido, aun si las características de la intervención del encartado que permiten inferir los hechos probados no son suficientes -desde el punto de vista del a quo- para tenerlo por coautor, es posible, sin embargo, que sí lo sean para reputarlo partícipe junto con aquellos a quienes se les atribuyó esa calidad. Esta infundada falta de consideración de un aspecto sustantivo razonablemente implícito en una alegación central de la parte acusadora invalida la decisión a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias, pues es insostenible el fallo que carece de fundamentación u omite valorar sustancialmente planteos serios y conducentes de las partes, dado que conculca derechos constitucionalmente garantizados al debido proceso y la defensa en juicio. En suma, las consideraciones efectuadas, tal como lo sostuvo la fiscal, demuestran la arbitrariedad invocada, en la medida en que la sentencia del a quo prescindió del análisis de prueba relevante para la adecuada solución del caso, sin advertir ni ponderar el peso que podía adquirir a partir de una visión conjunta y de la necesaria correlación de todos los testimonios entre sí y con los otros indicios colectados. En cuanto al agravio de la defensa referido a la prohibición de la múltiple persecución penal, el a quo le dio respuesta con cita del precedente "Mazzeo", sin que la recurrente haya introducido un argumento no considerado en esta sentencia que justifique modificar su doctrina. En conclusión, la defensa no ha logrado demostrar la arbitrariedad invocada, pues la sentencia impugnada, más allá de su acierto o error, cuenta con fundamentos suficientes que responden razonadamente a cada una de las cuestiones señaladas como conducentes para la adecuada solución del caso. Por lo tanto, el agravio planteado no debe prosperar, pues la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no se puede pretender, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. La defensa de ambos condenados intentó sostener la arbitrariedad de la sentencia del a quo mediante críticas dirigidas a cuestionar el valor de las pruebas consideradas aisladamente, sin apreciar la relevancia que adquieren al ser relacionadas con las otras tenidas en cuenta para fundamentar aquél pronunciamiento. Además, cabe recordar que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al proceso, cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes al convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada, por lo que la circunstancia de haber omitido algunos argumentos introducidos en el recurso de casación no necesariamente invalida la sentencia recurrida, tal como parece pretender la defensa. La recurrente también objetó que no existen pruebas acerca de que el imputado haya impartido las órdenes de cometer los hechos que se le imputaron. Sin embargo, se ha dicho que lo decisivo para condenar al mismo fue la demostración de que la junta militar había elaborado un plan de represión ilegal, que él tuvo el dominio parcial del aparato de poder organizado para llevarlo a cabo y que los hechos cometidos en el territorio de su competencia, donde todas las fuerzas de seguridad se encontraban subordinadas a su mando, al tratarse de la máxima autoridad del ejército en ese lugar, coincidieron con los objetivos manifestados en ese plan, lo cual, hace innecesaria la prueba de las órdenes específicas para la atribución de responsabilidad, pues ésta se basa en ese dominio. En cuanto al planteo de inconstitucionalidad de la prisión perpetua, se remite a lo dictaminado en M. 382, XLIX, "Menéndez, Luciano Benjamín y otro s/recurso extraordinario".


    H., Albano Eduardo s/ Privación ilegal de la libertad agravada art. 142 inc. 5


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5816, 2014, CS1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa B. 471, L. XLVIII, "Béliz, Gustavo Osvaldo s/ causa n° 14.261". Tratamiento inoficioso del planteo.


    B., Gustavo Osvaldo s/ Causa n° 14.621


    B 1102, XLVII, 30 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Requisitos de admisibilidad


    Abuso sexual. Falta de sana crítica racional al declarar el recurso mal concedido. Recurso de queja.


    La Cámara Federal de Casación mediante el empleo de fórmulas dogmáticas y fundamentos aparentes, prescindió de conocer de las cuestiones esenciales plateadas por el recurrente y así, eludió su función de ser, en el ordenamiento procesal actual, el órgano intermedio ante el cual las partes puedan encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores y, máxime cuando los agravios invocados involucraban una cuestión federal, como es la arbitrariedad.


    Q., O. D. s/ Causa n° 14382


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 22, 2014, 50/RHE, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva. Recurso inadmisible.


    Según reiterada jurisprudencia de la Corte, las decisiones judiciales que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria a los fines del recurso previsto por el art. 14 de la ley 48, por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esas resoluciones interlocutorias a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por lo demás, dicho requisito no puede suplirse mediante la invocación de la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Toda vez que se encuentra en debate la competencia de los tribunales locales de la Provincia de Río Negro para entender en la demanda promovida con el objeto de cuestionar la multa impuesta a la actora por el EAMCC y no se configura ninguna de las hipótesis de excepción antes mencionadas.


    Catedral Alta Patagonia S.A. c/ Municipalidad de San Carlos de Bariloche y otro s/ Acción contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5909, 2014, RH1, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Decisión judicial sobre determinación de la competencia. Cuestión procesal. Falta del carácter de sentencia definitiva. Recurso extraordinario inadmisible.


    La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Unión del Personal Civil de la Nación U.P.C.N. c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores Comercio Internacional y Culto s/ Cobro de apor. o contrib.


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2038, 2013, CA1/CS1, 17 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Decisión judicial sobre determinación de la competencia. Falta del carácter de sentencia definitiva. Improcedencia del recurso extraordinario.


    El recurso extraordinario resulta inadmisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia de la Corte para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48. Toda vez que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no constituyen una resolución contraria al privilegio federal. Antes bien, sólo se trata de una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, no justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.


    Cablevisión S.A. c/ Guardia Mendonca, Humberto Carlos y otros s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 1923, 2012, 1/RH1, 15 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Delito de violación seguida de homicidio. Informe pericial genético. Cuestiones de estricta naturaleza común y procesal: temas ajenos a la instancia extraordinaria. Fundamentación insuficiente. Ausencia de arbitrariedad.


    El apelante no ha realizado una crítica concreta, prolija y circunstanciada de las razones en que se apoya el fallo del a quo, lo que priva a su recurso del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia. Así, se limitó a reiterar las afirmaciones que había formulado en la etapa casacional y ni siquiera intentó proponer una solución jurídica distinta -que tampoco habilitaría, por sí sola, la apelación pretendida- que guarde coherencia con las constancias de la causa y con los fundamentos que pretende cuestionar. Esa falencia impide entonces, dar asidero a las múltiples suspicacias con las que pretende cuestionar el procedimiento pericial genético que concluyó, entre otras cosas, en la participación de su defendido en el hecho. Sin perjuicio de ello, cabe destacar que esa parte tampoco ha podido rebatir mínimamente los argumentos de los jueces del juicio quienes consideraron acreditada su participación a partir de otras pruebas e indicios debidamente interrelacionados que no fueron consecuencia de aquella criticada por el recurrente. En relación con los agravios referidos a la arbitrariedad de la sentencia, cabe hacer similares apreciaciones a las del apartado anterior, pues ellos no son más que la reiteración de los planteados en las instancias precedentes sobre temas de estricta índole común y procesal cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción salvo supuestos de arbitrariedad que no se advierten en el caso. En definitiva, las quejas del recurrente se reducen a esgrimir una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, en tanto sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos tanto por el magistrado de grado como por el a quo respetando las pautas de la doctrina, con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada.


    J., L. G. y otros s/ Violación seguida de muerte – causa n° 6687/1997


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 70, 2013, (49-J)/CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Falta de mérito. Paralización del proceso. Resolución equiparable a sentencia definitiva. Responsabilidad del Estado argentino: obligaciones internacionales. Mérito suficiente: rol desempeñado en plan sistemático de represión ilegal.


    El tribunal de alzada declaró inadmisible el recurso del fiscal, sin analizar el fondo de la cuestión. Sin embargo, con posterioridad a la presentación de esta queja, en otras causas seguidas contra el mismo imputado, se hizo lugar a los recursos del Ministerio Público Fiscal y se anularon las resoluciones que habían confirmado su falta de mérito. En esa oportunidad, se revisaron ampliamente las cuestiones de hecho y prueba planteadas y se concluyó que estaba probado el rol que el aquí imputado desempeñó en el plan criminal implementado durante la dictadura y que existía mérito sobre su responsabilidad por los delitos de lesa humanidad que se le atribuyeron. En este sentido, se afirmó que el imputado "ostentaba un destacable cargo en el engranaje general de la organización que llevó adelante el plan sistemático [de represión ilegal]. Efectivamente, el aquí imputado ocupó el cargo de Oficial de Personal y de Logística del Área Militar 132 y del Batallón de Ingenieros de Combate 101 de la ciudad de San Nicolás, provincia de Buenos Aires, esto es, formaba parte de los ejecutores del siniestro plan." Las funciones del imputado "incluían, obviamente, prestar la colaboración requerida por su superior en los procedimientos ilegales". De los pasajes transcriptos surge con absoluta claridad que el tribunal de alzada consideró suficientemente probado el rol que el imputado desempeñó en el plan de represión ilegal. Esa circunstancia no solo pone de manifiesto la arbitrariedad en que incurrió el tribunal de alzada al desestimar la vía recursiva con argumentos meramente formales, sino también la necesidad de que la causa avance a la etapa de juicio oral por esa imputación.


    P., Guillermo Aníbal el s/ Causa n° 1291


    P 35, L, 03 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Falta de mérito. Paralización del proceso. Resolución equiparable a sentencia definitiva. Responsabilidad del Estado argentino: obligaciones internacionales. Reglas de la sana crítica racional. Estándar de revisión impropio. Mérito suficiente: rol desempeñado en plan sistemático de represión ilegal.


    La mayoría del tribunal realizó una valoración fragmentarla y parcializada de las pruebas, que prescindió del contexto particular en que se cometieron los hechos. En efecto, los jueces omitieron considerar que los doce homicidios atribuidos se perpetraron en el marco del plan sistemático de represión ilegal desplegado durante la última dictadura militar, en el cual la actividad de inteligencia era fundamental para la planificación de los operativos en los que se secuestraba o asesinaba a personas sospechadas de tener vínculos con la "subversión" -tal como ha sido acreditado en innumerables fallos judiciales desde el “juicio a las Juntas Militares”. En segundo término, la circunstancia de que el imputado tuviera el grado de capitán no constituye una prueba de que no haya colaborado en la planificación de los procedimientos en los que se perpetraron los homicidios. Se trata, en cambio, de un criterio de deslinde de responsabilidad puramente formal, que se aparta de los hechos probados en la causa. En consecuencia, en este punto el fallo se apoya en fundamentos dogmáticos y solo aparentes. Respecto de la imputación por el delito de tormentos, la cámara rosarina se apartó de las reglas de la sana crítica racional al valorar el testimonio de la víctima, lo que la llevó a negar la fuerza probatoria del contundente reconocimiento del imputado que ésta había practicado. Por último, al igual que el vocal que opinó en disidencia, los jueces que conformaron la mayoría aplicaron un estándar de revisión impropio de la etapa que transitaba la causa, pues pretendieron alcanzar un grado de convicción sobre la responsabilidad del imputado cercano a la certeza, a la que solo se puede llegar una vez tramitado el juicio en el que ha mediado acusación, defensa, prueba y sentencia.


    G., José María y otros c/ s/ Causa n° 415/ 2013


    G 823, XLIX, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Estado Nacional. Ley 25.156. Comisión Nacional de Defensa de la Competencia. Denegación de apelación por instrucción sumarial concluida. Irrecurribilidad de las decisiones de la Comisión.


    La discusión estriba en la facultad de la Comisión Nacional de la Defensa de la Competencia para denegar la apelación interpuesta contra la resolución de la misma comisión que dio por concluida la instrucción sumarial y corrió el traslado a los presuntos responsables -entre ellos el aquí recurrente- para que presenten el descargo y la producción de prueba que estimaren procedente (resolución CNDC 27/11) notificación por nota 904/CNDC/11. La resolución CNDC 27/11 y su consecuente notificación por nota 904/11, en tanto da por concluida la instrucción sumaria e intima a los presuntos infractores a presentar su descargo, encuentra sustento en el ejercicio de atribuciones propias de la Comisión en su faz instructoria. En referencia a la denegación de la apelación contra la antedicha resolución, se trata de la derivación lógica de una competencia atribuida a la Comisión. El art. 32 de la ley 25.156 establece que "Concluida la instrucción del sumario el Tribunal [conforme a la interpretación debe entenderse Comisión Nacional de Defensa de la Competencia] notificará a los presuntos responsables para que en un plazo de quince (15) días efectúen su descargo y ofrezcan la prueba que consideren pertinente". La reglamentación a dicho artículo dispuso que "La resolución que dispone el traslado para el descargo y ofrecimiento de prueba del presunto responsable será fundada, con indicación de las conductas que se le atribuyen al mismo". Por su parte, el siguiente artículo (el 33) de la ley expresa la irrecurribilidad de las decisiones del Tribunal [léase Comisión] en materia de prueba y en su art. 52 no figuran el cierre del sumario ni el traslado para el descargo entre los actos enumerados como susceptibles de recurso directo. De lo expuesto puede inferirse, como bien lo ha explicado la cámara en el pronunciamiento que aquí se apela, que no se advierte que cualquier acto dictado durante el procedimiento previsto para la investigación de conductas sea recurrible por vía de apelación directa ante ella.


    Miniño, Jorge Raúl c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7324, 2011, CS1-CA1, 18 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Provincia. Beneficio previsional en distintos regímenes. Decreto-ley 9316/46. Exclusión del convenio de reciprocidad jubilatoria: prestación de dos haberes jubilatorios independientes.


    La decisión recurrida carece del requisito de definitividad necesario para habilitar la impugnación extraordinaria del artículo 14 de la ley 48 en tanto no pone fin a la pretensión del actor, sino que sostiene que debe canalizarse por otra vía -el reclamo ante la ANSES, que no fue parte en estos autos-, lo que torna conjetural el agravio llevado a conocimiento de esa Corte. Máxime, cuando el artículo 13 de la resolución de la Subsecretaría de Seguridad Social 363/81 excluye la aplicación del convenio de reciprocidad cuando un afiliado reúne la totalidad de los requisitos para acceder a un beneficio previsional en uno o varios regímenes, y dispone que en ese caso cada régimen debe acordar el haber correspondiente.


    Ramallo, Roberto Antonio c/ Est. Provincial


    R 371, XLIX, 13 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Desestimación recurso extraordinario: ausencia de crítica concreta y razonada de los fundamentos de la sentencia.


    A. F. J. y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 509, 2014, (50-A)CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación de delitos de lesa humanidad. Alegada arbitrariedad de sentencia. Inadmisibilidad del recurso: tardía presentación de los agravios y fundamentos insuficientes.


    El recurso federal resulta formalmente inadmisible en punto a la invocada incapacidad procesal de la querella para recurrir la decisión que rechazó el pedido de revocatoria de la excarcelación del imputado, en tanto los agravios fundados en ese argumento han sido planteados tardíamente. Las partes pueden ampliar en la audiencia regulada los fundamentos de los motivos, pero no "introducir otros nuevos ni realizar peticiones distintas a las formuladas al interponer el recurso", por lo que la Cámara de Casación no podía pronunciarse válidamente a ese respecto. La cuestión federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible, a fin de que los jueces de la causa puedan tratarla y resolverla, pues tanto la admisión como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a plantear en su momento las defensas a que hubiera lugar. Además, el recurso es inadmisible en relación con aquellas cuestiones que habiendo podido ser sometidas a la decisión de los tribunales de la causa aparecen planteadas ulteriormente, como fruto de reflexiones tardías, pues la jurisdicción de la Corte se encuentra limitada a la revisión de aspectos contenidos en la sentencia apelada. Tampoco debe prosperar el recurso federal en lo referido al planteo de arbitrariedad de la sentencia por resultar contradictoria y violatoria del principio de igualdad ante la ley. Ambos fundamentos son inatendibles, en tanto sus presupuestos resultan falaces. El recurrente omitió brindar en su remedio federal argumentos suficientes para demostrar la arbitrariedad de lo decidido por el a quo al responder esos agravios, pues se concentró en reforzar los fundamentos de aquel otro que, por el contrario, no fue materia de análisis en el voto de la mayoría. Desde esta perspectiva, entonces, el recurso extraordinario carece de la debida fundamentación.


    E., Agustín s/ Causa n° 251/2013


    E 139, L, 16 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Ley de defensa del consumidor. Omisión de notificación de las etapas del proceso: art. 257, 2° párr. CPCCN. Oportunidad de ejercer la defensa. Debido proceso.


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso -particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. En ese sentido, la sustanciación del recurso extraordinario deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en aquél. En el presente, tal como se advirtió, el tribunal apelado resolvió conceder el remedio federal presentado por la empresa sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión. En razón de lo expuesto, corresponde dejar sin efecto el auto de concesión y devolver los autos principales al tribunal de origen a fin de que proceda a dar cumplimiento a los actos de comunicación procesal omitidos.


    Brizuela, Sandra Analia c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Recurso directo Ley 24.240


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 81005638, 2013, CA1/CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Pretensión de inconstitucionalidad. Interpretación de la resolución 9/04 de la Secretaría de Coordinación Técnica de la Nación. Derechos de ejercer industria lícita y comerciar, de igualdad, de propiedad y el debido proceso. Omisión de tratamiento del punto federal.


    Cabe recordar que la actora desde el primer escrito ante la cámara adujo una cuestión federal en punto a la interpretación de la resolución 9/04 de la Secretaría de Coordinación Técnica de la Nación y que, posteriormente, al plantear el recurso de inconstitucionalidad ante dicho tribunal, adujo la violación a los derechos de ejercer industria lícita y comerciar, de igualdad, de propiedad y el debido proceso, entre otros, protegidos por los arts. 14, 16, 17 Y 18 de la Constitución Nacional. Sin embargo, el máximo tribunal de la ciudad -en el voto de la mayoría- declaró, mediante el empleo de fórmulas genéricas, inadmisible el recurso extraordinario local, de manera que no ha ingresado siquiera en el análisis del punto federal. Esa omisión comporta un obstáculo al correcto ejercicio de la competencia apelada, pues la decisión del caso federal no emana del tribunal superior de la causa, por lo cual correspondería aplicar al caso la doctrina de los precedentes "Strada" y "Di Mascio". Cabe recordar que el respeto cabal del régimen federal de gobierno, impone -por un lado- reconocer a los magistrados de todas las instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la Constitución Nacional y, por el- otro, colocar la intervención apelada de la Corte en el quicio que ella le ha señalado, cual es "ser su intérprete y salvaguarda final". Al ser ello así, la omisión por parte del tribunal local de todo pronunciamiento sobre los derechos que el recurrente fundó en normas de indudable carácter federal, y sin que ello implique abrir juicio sobre el fondo de la cuestión, constituye un obstáculo para que la Corte pueda decidir si están dadas las condiciones para el ejercicio de su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo.


    Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso de inconstitucionalidad denegado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 146, 2014, (50-T)/CS1, 18 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Rechazo de excepción de incompetencia. Inexistencia de agravio federal definitivo o privación de justicia. Recurso inadmisible.


    El recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Mundo, Liliana Beatriz c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Migraciones s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2691, 2012, 1/RH1, 24 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Rechazo de excepción de incompetencia. Inexistencia de agravio federal definitivo o privación de justicia. Recurso inadmisible.


    El recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. La resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio. Además, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Televisión Satelital Codificada S.A. c/ Asociación de Fútbol Argentino y otro s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 260, 2014, (50-T)/CS1, 24 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Reclamo de diferencias salariales. Desestimación de excepciones. Falta del carácter de sentencia definitiva. Improcedencia del recurso extraordinario.


    El recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. La determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Minotti, Alberto y otros c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Diferencias salariales


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 2827, 2012, 1/RH1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario contra la sentencia que resuelve la incompetencia del fuero federal a favor del fuero laboral. Ausencia de agravio.


    Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Pisano Mariana y otros C/ Colegio de escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64286, 2013, CA1/CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario federal. Delitos de sustracción de menor, coacción e impedimento de contacto con el padre no conviviente. Ausencia de cuestión federal. Falta de fundamentación autónoma. Inadmisibilidad del recurso.


    A la ausencia de una genuina cuestión federal, cabe agregar que la apelación extraordinaria tampoco cumple con la carga de fundamentación autónoma, pues no contiene una crítica concreta y razonada a los fundamentos del fallo cuestionado, y en su lugar exhibe afirmaciones cuya relación con la pretensión de fondo no se explica con claridad, cuando no resultan directamente impertinentes al caso bajo examen.


    M., O. s/ Coacción inf. 24.270 y sustracción de menor de 10 años


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28400, 2006, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Cabe recordar la reiterada jurisprudencia del Tribunal conforme a la cual las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan -como regla- la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Este principio, sin embargo, admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En virtud de tales pautas, el recurso intentado en el sub lite resulta inadmisible. Ello es así toda vez que las resoluciones que deciden acerca de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no constituyen una resolución contraria al privilegio federal en los términos del art. 14 de la ley 48. En esas condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.


    Labiano, María Mercedes c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Finanzas Públicas - s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 38111, 2013, CA1/CS1, 23 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En esas condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.


    Proconsumer c/ Telecom Personal S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 272318, 2011, 1/RH1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Excepción de incompetencia denegada. Cuestión de orden procesal. Ausencia de agravio federal definitivo.


    El recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.


    Castiglia, Liliana Beatriz y otros c/ Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 64319, 2013, CA1-CS1, 07 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Excepción de incompetencia. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Improcedencia del recurso.


    A propósito de la cuestión aquí debatida, cabe recordar la reiterada jurisprudencia del Tribunal conforme a la cual las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Este principio, sin embargo, admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias extraordinarias que permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos; entre ellas, cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado resulta inadmisible y, por lo tanto, fue correctamente denegado. Ello es así, dado que las decisiones que deciden acerca de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no constituyen una resolución contraria al privilegio federal en los términos del art. 14 de la ley 48. En esas condiciones, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.


    Boldt S.A. c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3725, 2013, 1/RH1, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Excepción de incompetencia. Denegación del fuero federal. Precedentes “Strada” y “Mascio”. Procedencia del recurso.


    Como ha dicho la Corte, que, si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellos compromete sólo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional. La decisión del tribunal local que desestimó los recursos de casación y de nulidad extraordinario -fundada, entre otras críticas formales, en que no media una sentencia definitiva o equiparable a tal- omitió pronunciarse sobre el fondo de la cuestión esencial planteada claramente por la apelante, cual es que se ha denegado el fuero federal expresamente invocado por aquélla desde su primera presentación, circunstancia que, según reiterada doctrina de la Corte, equipara a definitiva la sentencia de la cámara local. Todo ello, pone de manifiesto que la doctrina en que se funda la resolución impugnada no se ajusta a dicha jurisprudencia ni a la desarrollada in extenso por la Corte en Fallos: 308:490, "Strada"; 311:2478 "Di Mascio" y reiterada en Fallos: 312:483 y 1416; 315:761 y 781 Y 324:2177, entre otros, al interpretar el alcance de la expresión "superior tribunal" empleada en el art. 14 de la ley 48. Al ser ello así, la sentencia del tribunal a quo debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Municipalidad de Villa El Chocón c/ Transener S.A. s/ Apremio (vigente al 31/07/2015)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4014, 2015, RH1, 23 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisitos de actividad. Fundamentación


    Personas privadas de la libertad ambulatoria. Falta de legitimación para promover la acción en defensa de los intereses colectivos. Requisito para accionar: homogeneidad. Precedente "Halabi". Inexistencia de arbitrariedad. Falta de fundamentación adecuada.


    Los agravios son una mera repetición de los planteados ante el a quo, y no logran conmover su decisión en cuanto sostuvo que no se configura el requisito de homogeneidad estipulado por la Corte en el precedente "Halabi", toda vez que la base del reclamo radica en la obtención del reconocimiento de derechos plurindividuales de un grupo de personas privadas de su libertad que se encuentran en una situación disímil frente a la norma que es la base del reclamo, a saber, el artículo 120 de la ley 24.660. Las personas privadas de la libertad ambulatoria que prestan tareas laborales a favor de los codemandados presentan situaciones disímiles entre sí, toda vez que, no desarrollan las mismas tareas, ni cumplen la misma jornada de trabajo y, en consecuencia, perciben diferentes remuneraciones. A su vez la recurrente solicita el pago de diferencias salariales, las cuales varían conforme la situación particular de cada trabajador y requieren de un análisis detallado y plenamente individual para su determinación.


    Sind. Unico Trab. Priv. Libertad c/ Estado Nacional


    S 841, XLIX, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Autónoma


    Régimen previsional. Ley 24.013. Inconstitucionalidad de la resolución 71/1999 de la Secretaria de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación. Falta de fundamentación autónoma. Recurso mal concedido.


    En el caso existe cuestión federal, toda vez que se ha cuestionado la validez constitucional de un acto de autoridad nacional, y la decisión ha sido contraria a su validez (art. 14, inc. 1, ley 48). Sin embargo, el recurso extraordinario fue mal concedido en tanto no satisface el requisito de fundamentación autónoma debido a que los recurrentes han omitido hacerse cargo de todos y cada uno de los argumentos en los que el a quo sustentó las conclusiones impugnadas.


    Budman, Nadina Guadalupe c/ Anses y otro s/ Amparo


    B 53, L, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Requisitos de admisibilidad. Requisitos de actividad. Plazo de interposición


    Pretendida inconstitucionalidad de los artículos 11, 43 y 44 de la ley 8.472. Ley 8.482. Decreto 1.777/95. Recurso extemporáneo. Plazo perentorio. Desestimación de la queja.


    Le incumbe a la Corte, por ser el tribunal del recurso, determinar si aquél fue deducido en tiempo oportuno. El plazo del artículo 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es fatal y perentorio y corre por diez días hábiles contados desde la notificación de la sentencia definitiva dictada por el tribunal superior de la causa.


    Bernaldez, Joaquina c/ Pcia. de Córdoba


    B 875, XLVI, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisitos Objetivos


    Cuestión de competencia. Inexistencia de denegatoria del fuero federal. Ausencia de sentencia definitiva. Desestimación recurso de queja.


    La resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Fernández, Esther c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Estado Nacional s/ Recursos Ley 20.094


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 81022480, 2012, 1/RH1, 19 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Decisiones recurribles


    Decisión judicial sobre determinación de la competencia. Falta del carácter de sentencia definitiva. Falta de denegación del fuero federal. Inexistencia de gravedad institucional. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos como por ejemplo, cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad en delante de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. Ninguna de las excepciones mencionadas se presenta en el sub lite, toda vez que el pronunciamiento de la Cámara, que desestimó el planteo de incompetencia formulado por el Estado Nacional, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal pues, por el contrario, sostiene su propia competencia, ya que, según lo tiene decidido la Corte, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional y, por otro lado, tampoco coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. Tampoco se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Estado Nacional, o que lesione la normal relación entre las instituciones. La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, tal como lo intenta el recurrente al pretender conculcados preceptos de la Constitución Nacional y del Pacto de San José de Costa Rica.


    Elena, Marcos Osvaldo c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otros s/ Daños y perjuicios (acc. tran. c/ les. o muerte)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 105669, 2011, CS1, 15 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Notificación de la demanda. Nulidad. Pronunciamiento no equiparable a sentencia definitiva, ni asimilable a tal. Alegada arbitrariedad: lesión a los derechos de los menores e infracción de tratados internacionales. Inadmisibilidad del recurso: meras discrepancias con el fallo.


    Los pronunciamientos vinculados a nulidades del procedimiento no revisten el carácter de sentencia definitiva ni asimilable a tal, en tanto, por regla, no ponen fin al pleito ni impiden su continuación ni ocasionan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Se debate acerca de una vicisitud procesal, extraña, como norma y por su naturaleza, a la vía extraordinaria intentada. Sin perjuicio de ello, y frente al supuesto de que se interprete que concurren circunstancias excepcionales que tornan los agravios de dificultosa reparación ulterior, el remedio fundado en el artículo 14 de la ley 48 no puede prosperar. En el sub lite, el tribunal dispuso la nulidad de lo obrado a partir de que la actora solicitó que el traslado de la demanda al médico fuera realizado mediante edictos, con sustento en que el desarrollo irregular del trámite dejó al profesional en estado de indefensión. Frente a ello, las alegaciones referidas a la suficiencia de las notificaciones y de la representación oficial, no distan de una mera discrepancia con las razones del fallo y, por lo tanto, carecen de aptitud para rebatirlo, desde que, allende su grado de acierto, se sustenta en argumentos no federales suficientes. El traslado de la demanda es de trascendencia, ya que de su regularidad depende la constitución válida de la relación procesal y la efectiva vigencia del principio de bilateralidad. En ese marco, el temperamento del tribunal a quo, frente a las deficiencias que puntualizó, concuerda tanto con la normativa específica (art. 145, CPCCN), como con la doctrina de esa Corte que sostiene que nuestro ordenamiento privilegia la adecuada salvaguarda del derecho a la defensa en juicio y que, en circunstancias de encontrarse controvertida la notificación del traslado de demanda, debe estarse a favor de aquella respuesta que evite la lesión de garantías de neta raíz constitucional. Permanece indemostrada la relación directa e inmediata de los tratados internacionales invocados con lo discutido y resuelto, máxime, cuando el debate no involucró la interpretación de alguna de sus cláusulas ni el tribunal los incorporó como fundamento de la solución, motivada en extremos procesales de apreciación privativa de los tribunales de la causa. En la misma línea, las genéricas alusiones a la lesión de derechos de los menores resultan notoriamente deficitarias para configurar un caso federal, toda vez que la simple mención de afectaciones constitucionales no alcanza para descalificar las decisiones judiciales. Ello acontece, particularmente, con la invocación del derecho a la salud de los jóvenes, puesto que no llega a advertirse la vinculación de esa faceta con la disputa traída a consideración.


    A., C. F. c/ FEMEBA y Otros s/ Daños y Perjuicios


    A 454, XLVIII, 26 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Decisiones Judiciales


    Tribunales colegiados. Formalidades de las sentencias: materia ajena al recurso extraordinario. Excepción: inexistencia de opiniones sustancialmente coincidentes. Se hace lugar a la queja.


    En lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal. No obstante, corresponde hacer excepción a ese principio cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida, pues la validez de un fallo depende no solamente de que la mayoría convenga en la parte dispositiva, sino que también exhiba una sustancial coincidencia en los fundamentos. Asimismo, si bien las decisiones de la Corte Suprema están en principio limitadas a los planteos formulados por los litigantes, resulta insoslayable declarar la inexistencia de aquellas sentencias que carecen de los requisitos indispensables para ser consideradas un acto judicial válido.


    Bustamante de Martínez, Idalina c/ Transportes Metropolitano Belgrano S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    B 433, XLIX, 28 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Generalidades


    Medida cautelar. Vencimiento de la prórroga. Alegada arbitrariedad y gravedad institucional. Inexistencia de gravamen y de un interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema. Pronunciamiento inoficioso.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de modo que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente, situación que se verifica en autos. Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteas que han devenido abstractos. Por tanto, que cabe declarar inoficioso el pronunciamiento de V.E. en la causa.


    Argan S.A. c/ Comando del Tercer Cuerpo de Ejército s/ Recurso


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 806, 2013, (49-A)/CS1, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sentencia definitiva


    Decisión judicial sobre determinación de la competencia. Falta del carácter de sentencia definitiva. Recurso extraordinario inadmisible.


    El recurso extraordinario resulta inadmisible, pues no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia de la Corte para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48. Ello es así, porque las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos como por ejemplo, cuando acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior al no haber oportunidad posterior de volver sobre lo resuelto, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción. La quejosa no logró demostrar que en autos concurran las condiciones que permitan obviar el requisito de la sentencia definitiva, circunstancia que impide habilitar esta instancia de excepción, más aún cuando esta falta no puede suplirse con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento.


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal y otro c/ Estado Nacional - Anses s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 49712, 2014, RH1, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Declaración de incompetencia. Medida cautelar. Ausencia de sentencia definitiva o asimilable a tal. Inadmisibilidad del recurso.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un especifico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por otra parte, según conocida jurisprudencia de la Corte Suprema, las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el precepto normativo aludido para la procedencia del recurso extraordinario; aunque también el Tribunal ha destacado que esa regla cede cuando se configura un supuesto de gravedad institucional o cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancia de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


    Asociación Bancaria Sociedad de Empleados de Banco c/ Caja Popular de Ahorros de la provincia de Tucumán s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 59500, 2013, 1/RH1, 09 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Decisiones equiparables a sentencia definitiva


    Cobro de sumas de dinero. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Precedente “Mix, Paola Vanessa y otros”. Rechazo recurso de queja.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. A ello se suma la doctrina de la Corte que enseña que la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso.


    Asege S.A. Asesoría de Seguridad de Empresas c/ Correo Oficial de la República Argentina S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4672, 2013, 1/RH1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    García, Jorge Ariel c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001122, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Benítez, Hugo Mario c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001134, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Echenique, José Alberto c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001123, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Leguizamón, Ignacia y otros c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001092, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Pereyra, Domingo Edmundo c/ Estado Nacional y Dirección Nacional de Gendarmería s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001141, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Santana, Miguel Ángel c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001133, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. Rechazo de la queja.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Vega, Carlos Nicolás c/ Estado Nacional y Dirección Nacional de Gendarmería s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001125, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Rechazo de queja.


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Asimismo, cabe recordar la doctrina según la cual el requisito de sentencia definitiva no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que ella no deniega el fuero federal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado donde puede seguir defendiendo sus derechos.


    Flores, José Maria c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 22001136, 2012, 1/RH1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Recurso extraordinario inadmisible.


    Las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.


    Consumidores Financieros Asoc. Civil p/ Su Defensa c/ Petróleo Brasileiro S.A. - Petrobras y otro S/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 40968, 2012, CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ausencia de sentencia definitiva. Cuestión de orden procesal. Recurso extraordinario inadmisible.


    Las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta.


    Lertora, Johana Micaela y otros c/ Estado Nacional - Dirección Nacional de Migraciones s/ Diferencias de salarios


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 50765, 2012, CS1, 14 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Resoluciones de Órganos Ajenos al Poder Judicial


    Recurso extraordinario. Remoción de escribana adscripta: la medida debe guardar proporcionalidad con la necesidad de salvaguardar el interés público. Ilegitimidad del acto, en cuanto a su legalidad y razonabilidad. Procedencia del recurso.


    La Corte se ha expresado a propósito de la reglamentación de la actividad del notariado, cuyas particularidades considera justificadas por la especial naturaleza de la facultad atribuida a los escribanos de registro de dar fe a los actos y contratos que celebren, definida por el Tribunal como una concesión del Estado. Empero, la Corte ha señalado también que las restricciones e inhabilidades a que puede sujetarse el ejercicio de la aludida profesión resultan válidas en la medida en que sean razonables, mantengan adecuada proporción con la necesidad de salvaguardar el interés público comprometido y no conduzcan a una desnaturalización del derecho constitucional de trabajar. De ahí, pues, que la atribución de facultades tan delicadas tenga su necesario correlato en las exigencias y sanciones que la reglamentación contiene, en el sentido de revocar aquel atributo siempre que la conducta del escribano se aparte de los parámetros que la ley establece para tutelar el interés público comprometido. No es, entonces, el Estado el que a su capricho puede retirar la facultad asignada, sino el sujeto quien voluntariamente se margina al dejar de cumplir los deberes a su cargo.


    Díaz, Nadina Mariel c/ y otro s/ Acción de inconstitucionalidad artículo 50 última parte ley n° 4.193 y decreto n° 1.830/2012


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 232, 2014, (50-D)/CS1, 13 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Motivos en los que debe apoyarse


    Beneficios previsionales para civiles que participaron en la Guerra de Malvinas: denegación. Ley 23.848 y sus reformas. Inexistencia de riesgo de combate. Remisión a lo dictaminado en autos A. 468, L. XLVII; "Arfinetti, Víctor Hugo c/ Estado Nacional".


    Las disposiciones que regulan beneficios para quienes intervinieron en la Guerra de Malvinas refieren el concepto de combatiente o veterano a los militares que tuvieron una actuación efectiva en los combates habidos en los teatros de operaciones o, en el supuesto de los civiles, a quienes hubieran estado destinados en ellos para apoyar el esfuerzo bélico, desde que propenden a reivindicar y reconocer esa participación activa en la conflagración. Tal es el caso de las leyes 23.109, 23.118, 23.848, 24.343, 24.652, 24.892; entre otras normas. El recurso no puede prosperar porque el fallo apelado se encuentra al abrigo de la crítica que se le endilga, desde que los actores expresan su discrepancia con la interpretación provista al asunto por la cámara, mas no demuestran, cómo era menester, haber operado bajo riesgo de combate, aunque sea temporariamente, en el teatro de operaciones citado.


    Tejerina, Hugo Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Sumario


    T 46, XLV, 08 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Concusión. Prisión. Inhabilitación especial. Restricción al derecho de defensa en juicio. Ausencia de los imputados en las declaraciones de las víctimas. Falta de argumentación. Técnica del balancing. Principio de proporcionalidad. No se advierte la contradictio in términis. Discrepancia valorativa. Facultad de los tribunales de imponer una pena mayor a la propuesta por la fiscalía. Principio de congruencia. Iura novit curia. Precedente "Fermín Ramírez contra Guatemala". Remisión “Acosta, Orlando Daniel s/ Causa n° 5.019". Proporcionalidad de la pena. Inexistencia de arbitrariedad. Improcedencia del recurso.


    En primer lugar, los apelantes sostienen que se habría vulnerado el derecho de defensa al no haberse puesto en conocimiento de los imputados, al momento de la primera indagatoria, los hechos y las pruebas que obraban en su contra, así como también, al ser retirados de la audiencia durante el debate impidiéndoles controlar las declaraciones de las víctimas. No obstante, pretenden disimular en su crítica al fallo, la falencia que no pudieron suplir, en la medida que no han indicado precisamente qué perjuicios concretos o de qué defensas se habrían visto privados y de qué manera ellas hubiesen incidido en la decisión final y, sólo se han limitado a reiterar los argumentos expuestos al recurrir el fallo condenatorio, sin que pueda apreciarse alguno distinto que se dirija a cuestionar las consideraciones que, en ese sentido, se formularon, lo que torna improcedente el recurso extraordinario. Tampoco se hacen cargo de la argumentación relativa a que no fue vulnerada aquella garantía al impedir de conformidad con el artículo 79, inc. c), del Código Procesal Penal de la Nación, que los imputados se encuentren en la sala al momento de declarar las víctimas. En ocasiones, esas medidas para protegerlas pueden entrar en conflicto con el derecho del imputado a interrogarlas (artículo 8.2.f, de la Convención Americana de Derechos Humanos) sin que pueda establecerse a priori la prevalencia de alguno de ambos intereses pues, en estos casos donde los propios testigos manifestaron su temor, los jueces tienen la obligación de adoptar las medidas que, proporcionalmente, resulten adecuadas para moderar los efectos negativos del delito y que logren asegurar también el respeto por la dignidad de las víctimas (Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, resolución 40/34 de la Asamblea General de las Naciones Unidas). La medida que adoptó el tribunal de juicio y que fue destacada en el fallo recurrido, aparece acertada a la luz del principio de proporcionalidad que sirve de guía para la resolución de estos conflictos (técnica del balancing) y según el cual, esa restricción al derecho de defensa es admitida sólo cuando sea estrictamente necesaria y en la medida que ese sacrificio sea compensado en algún momento del procedimiento. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos sostuvo que el artículo 6 del Convenio Europeo no concede al imputado un derecho ilimitado de asegurar la presencia de los testigos ante el tribunal sino que, normalmente es a los tribunales nacionales a quienes les corresponde determinar si es aconsejable oír a un testigo. Las críticas de los recurrentes se reducen a esgrimir una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión resulta, por regla, ajena a la instancia extraordinaria, en tanto sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos tanto por el tribunal de grado como por el a quo respetando las pautas de la doctrina de Fallos: 328:3399, con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada. En relación con la alegada conculcación del principio de congruencia, que intentan vincular principalmente a la mayor gravedad de pena que impuso el tribunal en función de la calificación adoptada, la Corte tiene decidido que en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualquiera que fueren las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellos mismos hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, sin más limitación que la de restringir el pronunciamiento a los hechos que constituyeron materia de juicio y que, satisfecha esta exigencia, no existe afectación alguna de los preceptos constitucionales mencionados precedentemente. Durante todo el transcurso del proceso se mantuvo incólume la plataforma fáctica sobre la que finalmente reposó la condena, y que el reproche sustentado en ella, se fue precisando a medida que avanzaba su trámite -lo cual es su resultado lógico- mas no por ello es posible sostener, como intentan los apelantes, que se haya responsabilizado a sus defendidos por hechos distintos a los intimados, de manera tal que se haya provocado un desbaratamiento de sus estrategias defensivas. Incluso de uno de los agravios invocados por los propios recurrentes, surge que todos los damnificados de los distintos hechos comparecieron a juicio y fueron interrogados por las defensas, lo que permite descartar cualquier posibilidad de indefensión o de sorpresa frente al concurso real escogido por el tribunal, reduciéndose todo a la aplicación del principio iura novit curia reconocido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Fermín Ramírez contra Guatemala" que, hasta incluso ha avalado la adopción de una circunstancia agravante en una instancia superior, cuando el acusado pudo preverla. Esta Procuración General de la Nación sostuvo en la causa "Acosta, Orlando Daniel s/ Causa n° 5019", a cuyos fundamentos se remite, que no existía impedimento constitucional a que se imponga una pena mayor a la requerida siempre que, como fue ampliamente desarrollado en el apartado VII, exista una adecuada correlación entre el hecho que fue objeto de acusación y el que fue considerado en la sentencia, pues el juez tiene la facultad, dentro de ese límite fáctico, de modificar la sanción requerida por el órgano acusador. Dilucidada la facultad tribunales de imponer una pena mayor a que la solicitada por la fiscalía, deviene inoficioso el tratamiento de las críticas que se han desarrollado alrededor de la doctrina sentada a partir del caso "Squilarrio" (Fallos: 329:3006) en la medida que las sanciones escogidas por los jueces del tribunal no autorizaban, por el límite, su ejecución condicional. Finalmente, no existió arbitraria en la aplicación de las pautas de los artículos 40 y 41 del Código Penal, pues se estableció una pena dentro de la escala legal respectiva que tuvo en cuenta las cuestiones debidamente debatidas en el juicio, sin que las eventualidades que puedan surgir de la diferente consideración de las mismas circunstancias fácticas puedan significar un óbice a la adecuada determinación judicial de la pena que se ha practicado en el sub júdice. Los presentes recursos extraordinarios no trascienden de la interpretación de normas de derecho común, procesal y de su aplicación al caso, aspectos ajenos a la instancia extraordinaria, sin que la sola mención de preceptos constitucionales baste para su debida fundamentación pues, más allá de no haber demostrado que las normas aplicadas sean incompatibles con ellos, tampoco lo ha hecho en relación directa con su situación. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.


    Z. G., Daniel Fernando s/ Recurso de casación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6, 2014, (50-Z)/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Condena de indemnización por despido. Alegada violación de principios y garantías constitucionales. Inexistencia de arbitrariedad.


    Las cuestiones atinentes a la existencia o no de cosa juzgada remiten al estudio de cuestiones de hecho y de derecho procesal, que fueron resueltas por el a quo sin arbitrariedad. La doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. Para más, la invocación de las garantías previstas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional no tiene una relación directa e inmediata con la materia del pleito, que, en esencia, se vincula con el examen de las constancias de la causa, por lo que el recurso no satisface la exigencia del artículo 15 de la ley 48. En definitiva, el recurrente no demostró que el recurso haya sido mal denegado ni que la decisión apelada deba ser dejada sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Vallejo, Pedro David c/ Automat Argentina SRL y otro s/ Despido


    V 183, XLIX, 09 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda contra una provincia. Reclamo de cuota sindical retenida. Determinación de existencia de la deuda. Cuestiones de hecho y prueba: materia de derecho procesal y común. Ausencia de cuestiones que conciernan al MPF: eximición de dictaminar.


    El debate suscitado en autos no corresponde a cuestiones acerca de las que esté llamada a pronunciarse esta Procuración General de la Nación. Es que la actora persigue el cobro de las cuotas sindicales supuestamente retenidas y no integradas a la asociación demandante y la provincia lo niega. En tales condiciones, la controversia se limita a determinar la existencia de deuda por el concepto reclamado, a partir de la valoración del alcance probatorio de la prueba pericial contable producida así como de la ponderación de la conducta observada por las partes en relación con la sustanciación de esa medida. Consecuentemente, la resolución de esta controversia remite al examen de materias gobernadas por el derecho procesal y común, al tiempo que compromete puntos de hecho y prueba que corresponden a la decisión de ese Tribunal. En ausencia de cuestiones que conciernan a este Ministerio Público Fiscal, queda eximido de dictaminar en las presentes actuaciones.


    Asociación de trabajadores del Estado c/ Salta, Pcia de s/ Cuotas judiciales


    A 139, XXIII, 12 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Diferencias salariales. Indemnizaciones por despido. Ley de Contrato de Trabajo. Leyes 24.013, 25.323 y 25.345. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Escobar, Adrián Sandro c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano S.A. y otro s/ Despido


    E 101, XLVIII, 14 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción. Programa de Propiedad Participada de las Terminales Portuarias. Inexistencia de arbitrariedad. Recurso inadmisible. Desestimación de la queja.


    Tiene dicho la Corte los agravios relacionados con la prescripción de la acción no pueden prosperar si el planteo deducido sólo exhibe un criterio diverso al propuesto por el a quo en lo atinente a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Soustuyo, Juan Pablo c/ Estado Nacional


    S 36, XLVI, 29 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso admisible. Sentencia equiparable a definitiva. Cuestión federal. Arbitrariedad. Encarcelamiento preventivo. Tráfico de estupefacientes. Precedente “Di Nunzio”.


    La apelación extraordinaria federal no procede contra las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, dada su naturaleza procesal, la Corte Suprema ha reconocido la excepción a ese principio cuando el examen de los requisitos que debe reunir la apelación se ha realizado con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de las garantías constitucionales de debido proceso y defensa enjuicio. La sentencia es arbitraria, se prescindió de dar tratamiento a los planteos introducidos por la fiscalía, aun cuando involucraban cuestiones directamente relacionadas con la cuestión federal por arbitrariedad invocada. Respecto de la actualidad del gravamen y su imposibilidad de reparación ulterior menciona la violación de la garantía del debido proceso consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional, la posible responsabilidad internacional del Estado Argentino respecto de los compromisos adquiridos respecto del tráfico ilícito de estupefacientes y sus delitos conexos y la gravedad institucional que ello implica. Frente a los planteos oportunamente introducidos por el apelante - que involucraron cuestiones de índole federal relacionadas con el alcance que debe darse a las reglas de la excarcelación- tampoco se observo el criterio establecido en el caso "Di Nunzio", en cuanto faculta al tribunal de casación a conocer previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intentasen someterse luego a la decisión final de la Corte Suprema, con prescindencia de obstáculos formales. Se declara procedente la queja, hace lugar al recurso extraordinario y revocar la decisión apelada para que, por medio de quien corresponda, se dicte una nueva conforme a derecho.


    Z., Delfín David y otro s/ Infracción ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3200119, 2012, 47/1/RH5, 28 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso inadmisible. Defensa consumidor. Abusivas tasas de intereses en tarjetas de créditos. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo recurso de queja.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Prevención Asesoramiento y Defensa del Consumidor y otro c/ Bankboston NA y otro s/ Ordinario


    P 534, XLIX, 29 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Arbitrariedad


    Condena por accidente de trabajo. Prestaciones dinerarias. Ingreso base mensual. Inconstitucionalidad arts. 12, y 14, ley 24.557. Aspectos procesales y de hecho: ajenos a la instancia extraordinaria. Falta de invocación de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso: meras discrepancias con lo resuelto.


    El thema decidendum se vincula estrictamente con aspectos relacionados a la legitimidad de la determinación del ingreso base mensual para el cálculo de las prestaciones dinerarias, lo cual sustentaría la inconstitucionalidad del artículo 12 de la ley 24.557. En tales condiciones, los argumentos presentados por la compañía aseguradora, remiten al examen de aspectos de hecho y procesales los cuales resultan ajenos como regla y por su naturaleza a esta instancia extraordinaria. Máxime cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten desestimar la tacha de arbitrariedad invocada. Desde otro lado, resultan inconducentes las críticas vinculadas con la decisión en orden a la invalidez constitucional del artículo 14, inciso 2, apartado b) de la ley 24.557, pues la recurrente no invoca el agravio concreto e inmediato que le ocasiona lo resuelto. Resulta inoficioso un pronunciamiento respecto de la constitucionalidad de una norma, si no se advierte el gravamen que la declaración de inconstitucionalidad que motiva el recurso extraordinario podría traerle aparejado. En igual medida, no resultan hábiles para alterar la sentencia recurrida las manifestaciones de la accionada relativas al alcance de sus obligaciones limitadas a lo pactado en el contrato de seguro de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Riesgos del Trabajo. La ley 24.557 regula la cobertura de los daños que los trabajadores en su condición de tales, pueden padecer, cuya prima está a cargo del empleador. El riesgo a cubrir se encuentra genéricamente descripto en el artículo 6 y, en caso de concretarse, el beneficiario se hace acreedor de prestaciones dinerarias a cargo de la aseguradora, entre ellas, la regulada en el artículo 12 de ese cuerpo legal. Ahora bien, no parece razonable alegar el límite de la cobertura, cuando, como en el caso, ha sido declarada la inconstitucionalidad del mencionado artículo 12 y, en consecuencia, de la forma para calcular la indemnización allí prevista. En consecuencia, los agravios de arbitrariedad no exceden de la mera discrepancia con lo resuelto por el a quo, por lo que son inadmisibles para habilitar la instancia extraordinaria.


    Castillo, Juan Norberto c/ Provincia A.R.T. s/ Accidente ley especial


    C 1011, XLIX, 23 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen


    Amparo. Pretendida inconstitucionalidad de los artículos 2, inciso 1; 3, inciso 4; 4; 5; 9; 10; 13, inciso 3; 16; 17 y 19 de la ley 26.854 que regula las medidas cautelares en las causas en las que son parte o interviene el Estado Nacional o sus entes descentralizados. Falta de legitimación para promover acciones en defensa de intereses colectivos. Ausencia de caso judicial o agravio concreto. Requisitos para accionar. Precedente "Halabi".


    Existe un caso judicial cuando se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas, y por el contrario, no hay una causa cuando lo que se procura es la declaración general y directa de inconstitucionalidad de normas o actos de los otros poderes estatales. El fin y las consecuencias del control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutivas y legislativas requieren que la existencia de caso o causa sea observado rigurosamente para preservar el principio de división de poderes, dado que nuestro sistema impide el dictado de sentencias cuyo efecto sea privar de valor erga omnes a las normas impugnadas, o que se refieran a agravios meramente conjeturales e hipotéticos. En el caso "Halabi", V.E. delimitó la existencia de tres categorías de derechos en materia de legitimación procesal: individuales, de incidencia colectiva que tienen por objeto bienes colectivos y de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos. Luego, enfatizó que "En todos esos supuestos, la comprobación de la existencia de un 'caso' es imprescindible ya que no se admite una acción que persiga el control de la mera legalidad de una disposición". Los requisitos para identificar la configuración de caso o causa no acontecen en el sub lite. El actor plantea la inconstitucionalidad de una ley dictada por el Congreso de la Nación sin acreditar un agravio concreto, personal y diferenciado que justifique la intervención del Poder Judicial para efectuar una declaración de esa índole. El tenor de las presentaciones del actor evidencia que lo que intenta es obtener la derogación con efectos erga omnes de múltiples artículos de una ley general que tacha de lesiva, enumerando una extensa lista de derechos constitucionales y convencionales que entiende vulnerados, pero sin demostrar en qué medida éstos se encuentran comprometidos y el agravio específico que el texto legal cuestionado le ocasiona en su carácter de afectado del sector que aduce representar. Tampoco se encuentran presentes los requisitos expuestos en el caso "Halabi" para que un sujeto accione en representación de los derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos. La procedencia de estas acciones requiere la verificación de tres requisitos: una causa fáctica común, una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de ese hecho y la constatación de que el ejercicio individual no aparece plenamente justificado. Aun cuando el recurrente invoca como causa fáctica común la sanción de la ley 26.854, los restantes requisitos establecidos en "Halabi" no se encuentran acreditados. Por un lado, los efectos de la aplicación de esa ley a las particularidades de cada caso son tan disímiles que tornan inadmisible un tratamiento colectivo de la cuestión controvertida. En efecto, la aplicación concreta de esa ley posee implicancias diversas tanto desde la perspectiva de los justiciables como de los intereses públicos que esa ley procura resguardar. Ello requiere la promoción de acciones individuales donde cada interesado pueda efectuar las impugnaciones constitucionales que estime adecuadas a las particulares circunstancias del caso, y que deberán resolverse ponderando los valores en juego en el marco de cada proceso y con el alcance propio de las acciones de esa índole. Por otro lado, el impugnante no ha acreditado la falta de interés en la promoción de demandas individuales o la ausencia de una posibilidad cierta de los afectados directos para accionar en resguardo de sus derechos. De este modo, los intereses invocados por el recurrente carecen de homogeneidad, por lo que su planteo no es suficientemente representativo de la disputa que trae a conocimiento de la justicia. Asimismo, no demostró que el ejercicio individual de demandas sea injustificado. Por consiguiente, el actor no ha acreditado la concurrencia de los presupuestos que justifican la promoción de una acción colectiva en representación de intereses individuales homogéneos.


    Gil, Domínguez Andrés c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional – Ley 26.854 s/ Amparo ley 16.986


    G 983, XLIX, 04 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Apelabilidad de la sentencia. Monto: actualización. Art. 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Sentencia arbitraria.


    El pronunciamiento del a quo incurrió en arbitrariedad al declarar que la sentencia de primera instancia era inapelable en razón del monto. En efecto, el artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone textualmente que a los efectos de determinar la inapelabilidad de una sentencia o resolución, se estará al monto que rija en la fecha de presentación de la demanda o de la reconvención. Al mismo tiempo, la acordada 16/2014 de la Corte Suprema, que actualizó el monto a $50.000, establece que dicho monto rige exclusivamente para las demandas o reconvenciones que se presenten desde esa fecha. En consecuencia, el monto mínimo que debe regir es el contemplado en la anterior redacción del artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación pues se trata de un reclamo de fecha anterior a la actualización dispuesta por la Corte.


    Vitale, Christian Norberto y otro c/ Donzelli, Reinaldo Serafin y otros s/daños y perjuicios (acc. tran. c/ les. o muerte


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 108551, 2005, 2/RH2, 14 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delito de apremios ilegales calificado. Violencia policial. Circunstancias que rodearon al suceso: análisis parcial y aislado de los elementos de juicio. Sentencia arbitraria.


    El pronunciamiento condenatorio estuvo centralmente fundado en una valoración razonable de las declaraciones prestadas durante la audiencia del debate por todos los intervinientes en la riña en la que se produjo la lesión. Si bien las versiones confusas y contradictorias le impidieron al tribunal oral reconstruir con exactitud cómo se desencadenó y desarrolló la pelea, a partir del tipo de lesión sufrida, el modo en que se rompió el bastón reglamentario y el resto de circunstancias comprobadas que rodearon al suceso y que surgieron de la confrontación de los testimonios de todos los intervinientes durante la audiencia, los magistrados pudieron inferir con certeza que el acusado usó ese elemento para golpear con él aplicando fuerza excesiva; y que el daño sufrido por la víctima no pudo sino ser la consecuencia de ese ejercicio de violencia policial. Esa inferencia es suficiente para dar sustento a la condena por el delito atribuido, el que se vería satisfecho con la evidencia de que, en el cumplimiento de un acto de servicio, el funcionario ha cometido una vejación o apremio injustificado contra una persona. Los magistrados de la cámara de casación, al intervenir como consecuencia del recurso de la defensa contra la sentencia condenatoria, trasladaron injustificadamente la incertidumbre acerca de las circunstancias contextuales de la riña al hecho específico del golpe violento propinado con su bastón que provocó la fractura del hueso cúbito sin dar cuenta de la distinción que a ese respecto había trazado el tribunal de mérito. Mientras que el pronunciamiento de los magistrados de la instancia de juicio se fundó en la consideración minuciosa de todos los testimonios y de lo que cada aspecto de ellos permitía inferir sobre el hecho imputado, los vocales que formaron la mayoría de la sala de casación resolvieron la anulación del fallo y absolución del acusado sólo sobre la base de una mirada global del caso, guiados por el presupuesto injustificado de que no es posible hallar certeza sobre la ocurrencia de un suceso específico -el golpe- sin tenerla también sobre el contexto más general -la pelea- dentro del cual tuvo lugar. Eso vicia el razonamiento del a quo en el sentido indicado por el recurrente. La decisión impugnada no es, en esa medida, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que las partes tienen derecho.


    Seccional 18 de la P.F.A (personal) y otro s/ Vejación o apremios ilegales


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32339, 2011, T01/1/RH1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda de rendición de cuentas. Vehículos de transporte subastados. Pretensa inconstitucionalidad del artículo 39 del decreto-ley 15.348/46: supuesto menoscabo a garantías constitucionales. Omisión del agravio relacionado con la rendición de cuentas. Sentencia arbitraria.


    La aplicación del artículo 39 del decreto-ley 15.348/46 al presente caso no deviene inconstitucional. Si bien el recurrente alega una restricción a sus derechos de defensa en juicio y propiedad, no corresponde invalidar la ley en estudio, que fue sancionada a fin de permitir el acceso al crédito y la utilización y disponibilidad de los bienes prendados por parte del deudor. De este modo, no concurren los presupuestos para la declaración de inconstitucionalidad, pues en el caso no se advierte una clara, concreta y manifiesta afectación de las garantías consagradas en la Constitución Nacional. Por el contrario, asiste razón al recurrente en cuanto alega que la sentencia incurrió en arbitrariedad al omitir resolver el agravio planteado en relación con la rendición de cuentas. En el presente caso, el actor demandó en su escrito inicial la rendición de cuentas al banco demandado respecto de los camiones subastados en los términos del artículo 39 del decreto-ley 15.348/46. Luego, una vez que el banco contestó la demanda y rindió las cuentas, el actor las impugnó. A su turno, el juez de primera instancia trató los agravios planteados por el actor en relación a las irregularidades endilgadas a esa rendición de cuentas El a quo debió examinar el agravio en estudio oportunamente planteado por el actor. En efecto, a diferencia de lo sostenido por la cámara, el examen de la rendición de cuentas no es ajeno a las presentes actuaciones. En este sentido, la Corte tiene dicho que el proceso de rendición de cuentas consta de dos etapas: en la primera se establece si existe obligación de rendir cuentas y, en la segunda, una vez reconocida esa obligación, se examinan las cuentas efectivamente rendidas. Además, no puede obviarse que los bienes prendados fueron ejecutados en el marco de un proceso donde el actor no pudo intervenir. En esas circunstancias, la adecuada preservación de las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso impone que se traten en este proceso sus defensas.


    Schenfeld, Jorge Ricardo c/ Citibank NA s/ Rendición de cuentas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 60, 2010, 46-S/CS1, 11 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Denegación del beneficio de pensión. Supuesta separación de hecho al momento del fallecimiento. Aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa. Inexistencia de arbitrariedad. Improcedencia de la nulidad por falta de intervención del Defensor oficial: falta de afectación del interés del incapaz.


    De las constancias surge que la Cámara, al -resolver el fondo del asunto, ponderó las pruebas testimoniales y documentales incorporadas en autos y se atuvo a la normativa que rige en la materia -art. 34, inciso a), ley 8024 (Prov. de Córdoba)-. Ello así, no se observa que la recurrente haya demostrado nítidamente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa. Además, los pronunciamientos recurridos poseen adecuado sustento en las consideraciones realizadas sobre la procedencia de los recursos locales, así como en la valoración de las cuestiones fácticas y en el derecho local aplicado por los magistrados intervinientes, razón por la cual las resoluciones bajo examen no resultan descalificables en virtud de la doctrina de la arbitrariedad. Por otro lado, la nulidad resultante de la falta de intervención del Defensor Oficial en las causas relativas a la persona o a los bienes de un incapaz se funda en el interés y protección del incapaz mismo, por lo que, si no se advierte su afectación, no debe ser admitida. Sobre esta base, no se evidencia en el sub lite que se hayan menoscabado los derechos de los menores, extremo que justificaría la procedencia de la nulidad planteada en estas actuaciones.


    Nievas, Claudia Marcela c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Recurso directo


    N 102, XLVIII, 09 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Diferencias salariales. Impugnación de liquidación. Inexistencia de arbitrariedad.


    La doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. En el caso, la recurrente no demostró que la decisión apelada deba ser dejada sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Malavasi Ventura, Eva c/ Previsora San Luis SRL s/ Cobro de pesos - recurso de queja


    M 997, XLVIII, 13 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Divisas transferidas por cobros de exportaciones. Pesificación. Inconstitucionalidad del punto 4 Comunicación BCRA "A" 3473. Inexistencia de arbitrariedad.


    Los argumentos traídos por la accionada remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho, prueba y de derecho común, los cuales resultan ajenos a esta instancia extraordinaria; máxime, cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten descartar la tacha de arbitrariedad acusada. Es así, toda vez que el a quo fundó el rechazo de la defensa de la demandada, vinculada a la falta de oportuna reserva por parte de la sociedad actora, en las circunstancias particulares del caso y la aplicación e interpretación de normas de derecho común.


    Witcel SA c/ Citibank NA s/ Sumarísimo


    W 5, XLIX, 16 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Indemnización por lucro cesante y daño moral. Quantum. Apartamiento de las pautas establecidas por el la Corte en su sentencia.


    La Cámara no adecuó su nuevo pronunciamiento a lo dispuesto por la Corte pues, más allá de los extensos argumentos brindados y la reducción del monto por lucro cesante a la que arribó, volvió a adoptar como punto inicial para determinar la suma de este rubro que el actor, con anterioridad a su cese, percibió honorarios judiciales mientras se desempeñó en el banco demandado. Sin embargo, como señaló la Corte en la sentencia, no hay ninguna constancia o elemento probatorio que acredite tal extremo, motivo por el cual se devolvieron las actuaciones a fin de que dicha circunstancia sea tomada en consideración al momento de determinar el quantum indemnizatorio. Por otra parte, en lo que se refiere al daño moral, la cámara también se apartó de lo resuelto por el Tribunal en su anterior intervención. El fallo impugnado consagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el Tribunal y desconoce, en lo esencial, aquella decisión, por lo que corresponde su descalificación.


    San Martín, Juan José Félix c/ Banco de la Nación Argentina (BNA) s/ Demanda contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 304, 2014, (50-S)/CS1, 01 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reclamo por diferencias previsionales. Caducidad. Inaplicabilidad de los principios del formalismo moderado, in dubio pro habilitate instantiae y in dubio pro actione. Inexistencia de arbitrariedad.


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. En el sub examine, la recurrente no demostró que el fallo apelado, no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad. El principio del formalismo moderado no es aplicable al procedimiento recursivo cuya esencia es eminentemente formalista, y que tanto en la ley de procedimiento como en la del proceso rige el principio de improrrogabilidad de los plazos. Además, sostuvo que el principio in dubio pro habilitate instantiae no es operativo frente a supuestos en los cuales la comprobación objetiva de las pautas exigidas por la norma no reviste resquicios de dubitación, como así tampoco lo es el principio in dubio pro actione cuando sólo puede cumplirse mediante el apartamiento de la norma. En este marco, no se encuentra que la sentencia recurrida se haya apartado del derecho aplicable.


    Gerbaudo, Tersila c/ Caja de jubilaciones de Córdoba


    G 642, XLIX, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Régimen de consolidación de deudas. Ley local de emergencia 1485. Relaciones entre acreedor y deudor: compete al Congreso de la Nación. Precedentes "Fisco Nacional" y "Delbes". Sentencia Arbitraria.


    Cabe señalar que, mediante la ley local de emergencia 1485 se autorizó al Poder Ejecutivo a implementar el Programa de Conversión, Ordenamiento y Reestructuración de la Deuda Pública de la Provincia de Formosa, Fase II, estableciendo un procedimiento de cancelación de las deudas locales –incluidas las provenientes de sentencias judiciales o en proceso judicial o reclamo administrativo- mediante los títulos que se emitieran en el marco del citado programa, cuya recepción es obligatoria. A su turno, el decreto 400/10 dispuso la emisión de títulos públicos en las condiciones que allí se fijaron. De la reseña efectuada surge claramente que la provincia pretendió implementar un procedimiento de pago de la deuda pública local que se asemeja al régimen de consolidación instaurado en el orden nacional mediante las leyes 23.982 y 25.344, circunstancia que fue soslayada por el tribunal apelado. Habida cuenta de lo expuesto, resultan aplicables al sub lite las consideraciones formuladas en los precedentes "Fisco Nacional" y "Delbes". Cabe recordar que, en el primero de ellos, el Alto Tribunal sostuvo que, en cuanto a la ejecución de las sentencias dictadas en contra de las provincias, que cualesquiera sean las disposiciones que contengan las leyes locales tendientes a substraer de la acción de los acreedores los bienes, recursos y rentas del Estado contrariando los derechos y garantías que acuerda la ley civil, no pueden ser válidamente invocadas, pues las relaciones entre acreedor y deudor son de la exclusiva legislación del Congreso Nacional. Esta doctrina fue reiterada en el citado caso "Delbes", al pronunciarse acerca de la validez constitucional de la ley 11.756 de la Provincia de Buenos Aires, que dispuso la consolidación de las obligaciones a cargo de los municipios, sin contar con la previa habilitación de una norma nacional. Allí consideró que dicho ordenamiento no fue dictado dentro del marco de atribuciones propio de la Legislatura local, sino que involucraba cuestiones vinculadas al modo en que se cancelan las acreencias. En tales condiciones, cabe concluir que lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Empresa Flumian Hnos. S.R.L. c/ Provincia de Formosa s/ Cobro de pesos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 276, 2013, (49-E)/CS1, 18 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Supuestos


    Admisibilidad de la queja: remisión a Olivera Róvere. Arbitrariedad de sentencia: omisión de reexaminar el riesgo de fuga a partir del dictado de la condena. Delitos de lesa humanidad.


    El recurso extraordinario articulado es formalmente procedente, por los mismos motivos expuestos por la Corte, a este respecto, en el precedente O. 296, XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/recurso de casación", de 27 de agosto de 2013, por lo que cabe remitirse a ellos en beneficio de la brevedad, y, en consecuencia, la queja resulta admisible. Asiste razón al recurrente cuando tacha de arbitraria la decisión impugnada, en tanto se ha omitido reexaminar el riesgo de fuga del condenado con base en los parámetros elaborados por la Corte para este tipo de casos, a pesar de que medió en autos una nueva circunstancia que así lo requería pues, valorada junto a aquéllos, podría constituir un motivo suficiente para revocar la libertad de que venía gozando el mismo. En efecto, aunque el imputado respetó las condiciones que se le impusieron para mantener la libertad provisional durante una parte del proceso, según afirma el a quo, lo cierto es que a partir del pronunciamiento condenatorio se redujo significativamente la probabilidad de que obtenga una sentencia definitiva favorable a sus intereses, en comparación con la que contaba hasta el momento de los alegatos, por lo que su situación, evidentemente, ya no es la misma. Por lo tanto, la condena dictada, aunque no se encuentre firme, constituye una decisión sobre el fondo que, como tal, goza de una presunción de acierto que incide desfavorablemente en cuanto al riesgo de fuga, mucho más cuando la pena impuesta es la más grave que prevé nuestro ordenamiento. Esa nueva circunstancia, entonces, exigía un nuevo examen acerca del riesgo de fuga, es decir, volver a considerar la entidad que adquieren en este caso los parámetros establecidos por la Corte para el juicio sobre ese aspecto, frente a la novedad que importa la sentencia de condena. Por el contrario, no se pretende, como parece sugerirlo el a quo, que se encarcele al condenado con base únicamente en ese pronunciamiento aún no firme, la gravedad del delito o la obligación internacional asumida por el Estado argentino en materia de crímenes de lesa humanidad. Esa postura resultaría, en efecto, contraria a la doctrina del Tribunal, que si bien sostuvo que la prospectiva de sujeción al proceso del imputado por hechos de suma gravedad, como lo es el atribuido al encausado no puede ser equiparada a la de quien espera la realización de su juicio con la expectativa de ser condenado a una pena de ejecución condicional o de efectiva privación de la libertad por un período de tiempo ampliamente inferior, ello no basta para imponer la medida cautelar, sino que también deben considerarse las circunstancias fácticas y personales señaladas en la jurisprudencia recordada. Y esto es, justamente, lo que no ha hecho el a quo, al limitarse a descalificar la orden de detención sin tener en cuenta esas circunstancias, por lo que, de acuerdo con lo señalado por el señor Fiscal General, se ha apartado de dicha jurisprudencia, en particular en cuanto al especial deber de cuidado que deben observar los jueces antes de liberar a un imputado o, más aún, como en el sub examine, a un condenado por delitos de lesa humanidad.


    S., Teófilo y otro s/Privación ilegal de la libertad personal


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 91001251, 2013, TO1/11/1/RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procedencia del recuso. Sentencia arbitraria. Verificación de un crédito en un concurso preventivo. Valoración irrazonable de la prueba. Ley 11.683.


    La Corte Suprema ha dicho que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, ha reconocido que corresponde hacer una excepción a la referida regla cuando la sentencia en examen ha incurrido en arbitrariedad, tal como ocurre en el presente caso en tanto el superior tribunal provincial prescindió de la consideración de cuestiones oportunamente propuestas. En las presentes actuaciones, la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) solicitó la verificación de un crédito en un concurso preventivo, del cual el juez del concurso declaró inadmisible la suma de $92.252,64. En consecuencia, el fisco inició un incidente de revisión a fin de que se admitiese la parte del crédito rechazada en el proceso principal. A efectos de mostrar la legitimidad del crédito insinuado, acompañó las boletas de deuda correspondientes y las declaraciones juradas electrónicas, a partir de las cuales se emitieron esas boletas. Sin embargo, la Cámara tuvo por no probada la causa del crédito, pues consideró que las declaraciones juradas habían sido desconocidas por el concursado y que las boletas acompañadas eran insuficientes para hacer lugar a la solicitud de la actora. La sentencia de Cámara valoró irrazonablemente las declaraciones juradas presentadas por el fisco, en donde consta la causa de los créditos contra el concursado. En efecto, esa decisión omitió tomar en consideración el procedimiento fiscal para la percepción de gravámenes regulado en la ley 11.683, que establece que las declaraciones juradas presentadas por los contribuyentes constituyen la base sobre la cual se determinan los tributos y hacen responsable al declarante por el gravamen que en ellas se base o que de las mismas resulte (art. 11 y siguientes, ley 11.683). Por lo tanto, deviene arbitrario el pronunciamiento que no reconoce el valor probatorio de esos documentos con fundamento en su mero desconocimiento por parte del demandado. La sentencia del superior tribunal provincial que rechazó el recurso local sin resolver las cuestiones mencionadas no constituye un acto jurisdiccional válido. Corresponde declarar mal denegado el recurso extraordinario y devolver al tribunal de origen para que resuelva conforme a derecho.


    AFIP - DGI c/ García, José Agustín s/ Concurso preventivo


    A 1167, XLVIII, 09 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reclamo de pago de las diferencias salariales. Trabajadores de la Dirección Nacional de Vialidad. Dtos. 165/82 y 3456/84. Ley 21.418. Arbitrariedad. Desconocimiento de la aplicación de las normas federales conducentes para la resolución del caso.


    El thema decidendum estriba en determinar si a los actores les corresponde el pago de las diferencias salariales emergentes de los aumentos salariales dispuestos por el decreto 165/82 y lo que ellos percibieron, así como también el importe establecido por el decreto 3456/84. Los actores fundan su pretensión en la inconstitucionalidad de la ley 21.418, que dejó sin efecto las convenciones colectivas de trabajo suscriptas en virtud de lo establecido en las normas que deroga en el art. 1°, entre las cuales se encuentra el decreto 3258/73, que aquí interesa. Si bien en el sub lite se hizo lugar a lo peticionado por los actores con sustento en la sentencia dictada en otro proceso, lo cierto es que una decisión en tal sentido sólo puede adoptarse soslayando que V.E. se ha pronunciado a favor de la constitucionalidad de la ley 21.418, en la inteligencia de que dicho ordenamiento tendió a consolidar las atribuciones privativas e inherentes de los poderes de las respectivas autoridades jerárquicas en cuanto al cumplimiento de objetivos de interés general, circunstancia que priva de fundamento a lo resuelto. El decreto 165/82 -que incrementó las remuneraciones básicas de las relaciones laborales regidas por convenios colectivos- tenía un ámbito de aplicación restringido a las relaciones de trabajo privado y no comprendía al que se desenvolvían en el ámbito personal regido por convenciones colectivas que prestara servicios en organismos públicos. Ello es así, pues pocos días antes del dictado del citado decreto el Poder Ejecutivo Nacional dio a conocer el decreto 72, mediante el cual se otorgaron aumentos salariales a quienes se encontraban comprendidos en convenciones colectivas de trabajo y se desempeñaban en organismos públicos, sociedades el Estado y en sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria. El decreto 165/82 no pudo referirse al mismo grupo de trabajadores que ya se encontraba comprendido en el decreto 72/82. Si la intención del Poder Ejecutivo hubiera sido alterar las pautas salariales fijadas en el decreto 72/82 se habría manifestado expresamente en tal sentido, dada la proximidad con que fueron dictados sendos decretos. En virtud de ello, el decreto 165/82 no resulta aplicable al personal de la DNV, al referirse exclusivamente al ámbito privado. Tampoco asiste a los actores el derecho a obtener el cobro del incremento dispuesto por el decreto 3456/84, toda vez que esta norma se dictó exclusivamente para las empresas, sociedades del Estado y sociedades con participación estatal mayoritaria sujetos a convenciones colectivas, figuras en las que no encuadra el organismo demandado, circunstancia que impide aplicar sus disposiciones al personal de la DNV. De acuerdo a lo expuesto, la cámara, al fallar como lo hizo, desconoció la aplicación de las normas federales conducentes para la solución del caso.


    Barrera, Mario Alberto y otros c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Laboral


    B 852, XLVIII, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Apartamiento de la solución normativa


    Astreintes. Pedido de levantamiento de embargo. Inembargabilidad de bienes y fondos públicos. Cumplimiento de la manda judicial. Sentencia arbitraria.


    La cámara rechazó la pretensión del IAF tendiente a que se aplicaran las normas que prevén la inembargabilidad de sus bienes, así como también de los fondos y de cualquier medio de financiamiento de los gastos del sector público nacional (leyes 17.021 y 24.624), por entender que resulta injustificada la demora en que incurrió en abonar los honorarios correspondientes al letrado de la actora en virtud del pacto de cuota litis que convino en su oportunidad. Al decidir de este modo, la cámara no otorga una adecuada respuesta a los cuestionamientos formulados por el instituto apelante con respecto a la imposibilidad de ejecutar de modo inmediato el crédito que se generó por las astreintes impuestas, con fundamento en las normas que establecen la inembargabilidad de los fondos públicos. La Corte señaló que cuando el mandato judicial cuyo cumplimiento perseguía la imposición de las astreintes ya ha sido acatado -tal como ocurre en el sub lite- ello indica que la sujeción del cobro de la deuda por astreintes al procedimiento diferido no puede enervar la eficacia del instituto, toda vez que su finalidad -el cumplimiento de la resolución judicial- ya ha sido alcanzada. Concluyó, entonces, que el efecto de las sanciones conminatorias no se inhibe por la circunstancia de que, obtenido su propósito, su percepción se someta al régimen previsto por el art. 22 de la ley 23.982. Así, asiste razón a la recurrente en cuanto señala que corresponde levantar el embargo trabado sobre sus cuentas bancarias por aplicación de normas que revisten carácter de orden público, máxime cuando el propio tribunal tuvo en consideración que el 2 de diciembre de 2009 la demandada dio cumplimiento a la orden judicial y depositó la suma reclamada por honorarios, lo que torna aplicable la doctrina antes aludida. Lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo tanto, corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido, en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    Cabrera José Alfredo c/ Ministerio de Defensa - Instituto de Ayuda Financiera s/ Ordinario - contencioso administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1250, 2011, (47-C)/CS1, 01 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto colectivo entre entidad bancaria y sus empleados. Convención Colectiva de Trabajo 18/75. Ejecución de laudo laboral. Ley 14.786. Banco con participación estatal mayoritaria: función económica y social. Plazo de prescripción aplicable. Inhabilidad del título. Agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Sentencia arbitraria.


    La decisión apelada no trató adecuadamente las defensas opuestas por la entidad bancaria al progreso de la acción, y se apartó en forma infundada del derecho vigente aplicable a las circunstancias de la causa. Por un lado, el tribunal a quo rechazó la prescripción de la acción recurriendo al plazo decenal previsto en el artículo 4023 del Código Civil en atención a que, en su entender, el régimen normativo no prevé un plazo especial para los laudos dictados en el marco de la ley 14.786. Sin embargo, para así decidir, omitió valorar la naturaleza de los derechos reclamados -beneficios salariales- y el artículo 256 de la ley 20.744 que dispone que "Prescriben a los dos (2) años las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo y, en general, de disposiciones de convenios colectivos, laudos con eficacia de convenios colectivos y disposiciones legales o reglamentarias del Derecho del Trabajo. Esta norma tiene carácter de orden público y el plazo no puede ser modificado por convenciones individuales o colectivas". Por otro lado, el tribunal apelado omitió tratar los agravios planteados por la entidad bancaria con relación a la inhabilidad del título invocado para promover la vía ejecutiva. En efecto, cabe destacar que la ley 14.786, que regula el procedimiento para la solución de conflictos colectivos de trabajo, establece específicamente que el laudo tendrá los mismos efectos que las convenciones colectivas de trabajo (art. 7). De este modo, el laudo no configura una adjudicación de derechos concretos, sino que tiene carácter normativo. A fin de decidir la ejecutoriedad del laudo, el tribunal a quo no sólo no ponderó si el régimen particular en cuestión prevé expresamente esa vía, sino que tampoco valoró si el laudo reúne los requisitos sustanciales de los títulos ejecutivos, como la existencia de un crédito exigible, líquido e individualizable.


    Prane, Ornar Raúl y otros c/ Banco del Chubut S.A. s/ Ley 18.345


    P 415, L, 05 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Excepción de prescripción. Suspensión de pleno derecho del curso de la prescripción: 44 de la ley 26.476. Sentencia arbitraria.


    Con relación a la excepción de prescripción le asiste razón a la recurrente, en cuanto señala que la sentencia apelada ha omitido toda consideración con respecto a lo establecido en el art. 44 de la ley 26.476 (B.O. 24/12/2008). En efecto, esta última norma suspendió, con carácter general y por el plazo de un año, "el curso de la prescripción de la acción para determinar o exigir el pago de los tributos cuya aplicación, percepción y fiscalización esté a cargo de la Administración Federal de Ingresos Públicos y para aplicar multas con relación a los mismos, así como la caducidad de la instancia en los juicios de ejecución fiscal o de recursos judiciales". También corresponde hacer lugar al recurso en lo tocante al periodo 12/2004, ya que la decisión del juez, al rechazar íntegramente la ejecución, sin dar fundamento alguno con relación a la suerte de esa posición del IVA, impide calificarla como un acto jurisdiccional válido imponiéndose su revocación a la luz de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) - D.G.I. c/ Paredes Cereales Sociedad Anónima s/ Recurso extraordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 768, 2014, (50-A)/CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Multa impuesta por la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia. Excepción de inhabilidad de título. Interpretación de la ley 25.156: remisión al dictamen de la causa "Mafinsa". Sentencia arbitraria: se aparta de las reglas que regulan el proceso ejecutivo.


    En el caso se da el supuesto de excepción que justifica la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad al haberse apartado inequívocamente el a quo de la solución prevista por el legislador. El tribunal al dar curso a la excepción inhabilidad de título con sustento en los artículos 499 y 980 del Código Civil se apartó de las reglas que regulan el proceso ejecutivo en el C.P.C.C.N, aplicable al caso en atención a lo dispuesto por el artículo 56 de la ley 25.156. En efecto, el artículo 544, inciso 4, limita el planteo de la excepción de inhabilidad de título al estudio de las formas extrínsecas del título, sin que pueda discutirse mediante aquélla la legitimidad de la causa de la obligación. En ese marco, resulta improcedente la pretensión de Aceros Zapla S.A. de discutir en el marco de un proceso ejecutivo las atribuciones conferidas por los artículos 24, 50 y 58 de la ley 25.156 a la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia para actuar en el marco de la investigación que inició. En efecto, las defensas opuestas por la ejecutada para cuestionar la procedencia de la ejecución no aluden a un vicio extrínseco del título sino a una discrepancia en la interpretación de la ley, cuyo tratamiento excede el limitado ámbito de conocimiento de esta clase de procesos. Sin perjuicio de lo anterior, en cuanto a la interpretación de los artículos 24, 50 y 58 de la ley 25.156 remisión al dictamen de la causa M. 377, L. XLIX, "Mafinsa S.A. s/ Apelación Resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Aceros Zapla s/ Ejecución fiscal


    A 1085, XLIX, 12 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Jubilación ordinaria anticipada. Ley de la provincia de Buenos Aires 12.563. Norma vigente al momento del hecho generador del beneficio. Interpretación de la ley. Necesaria cautela para resolver peticiones de naturaleza alimentaria.


    El a quo rechazó la pretensión acudiendo en forma dogmática a jurisprudencia propia y sin adentrarse en el estudio específico del problema, dejando de lado extremos que correspondía ponderar para una cabal solución del litigio; y en el ámbito de una norma local de excepción, como la ley 12.563 (B.O. 02/01/01). Por lo demás, la conclusión del tribunal hace hincapié en el criterio plasmado en la resolución SSSN 16110 (a propósito del alcance, en lo que interesa, de la ley 25.321), la que fue dictada varios años después del cese de servicios del accionante. Ese temperamento, soslaya el principio según el cual los derechos previsionales se rigen, en lo sustantivo, por la normativa vigente al tiempo de producirse el hecho generador del beneficio. Con cita de los artículos 80 y 81 de la ley 18.037 -texto según art. 168, ley 24.241- y 2 del decreto 679/95 y de jurisprudencia del Tribunal-, la Corte ha descalificado que la expresión "mayor tiempo con aportes" haya pretendido estipular como "caja otorgante del beneficio aquélla a la que correspondía legalmente la percepción del mayor tiempo de cotizaciones obligatorias que debía realizar su afiliado y eventual beneficiario". La primera fuente de interpretación de la leyes su letra y los jueces deben proceder con suma cautela en el rechazo de peticiones de naturaleza alimentaria, por lo que no cabe darle al concepto "mayor tiempo con aportes" otra inteligencia que la que surge de su propio tenor.


    Cabrera Miguel Ángel c/ I.P.S. s/ Pretensión anulatoria


    C 95, L, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recálculo de haber previsional. Sentencia arbitraria: omisión de consideración de cuestiones conducentes. Carácter alimentario de los derechos reclamados: necesaria cautela para decidir.


    Asiste razón a la recurrente, por cuanto la sala, para ordenar la forma en que debía recalcularse el haber inicial, se apartó de las constancias de autos y omitió considerar argumentos oportunos y conducentes de la pretensora, lo cual condujo a la aplicación de soluciones jurídicas que no se ajustan al sublite. Lo que conduce a la descalificación del decisorio en el punto, máxime, cuando la cuestión involucra derechos de carácter alimentario, lo que impone a los jueces actuar con suma cautela al momento de tratar peticiones de esa índole.


    Kinderkegt, Hilda c/ Anses s/ Reajustes varios


    K 95, XLVIII, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Régimen de consolidación de deudas. Ley 23.982. Cálculo de intereses en sede judicial. Novación de la obligación original y sus accesorios. Sentencia arbitraria: apartamiento de normas de orden público.


    De conformidad con la ley 23.982, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 10). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece (art. 17) y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés que prevé el art. 6° de esa ley, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicar la liquidación correspondiente. Cabe recordar que el citado art. 6° establece que, a partir de la consolidación, las obligaciones comprendidas devengarán solamente un interés equivalente a la tasa promedio de la caja de ahorro común que publique el Banco Central de la República Argentina y se debe calcular durante todo el período que contempla la consolidación, es decir, desde la fecha de emisión hacia el futuro. Por su parte, el art. 15 del decreto 2140/91 dispone que los créditos a liquidarse judicialmente se expresarán a la fecha de corte (1°de abril de 1991) y que las solicitudes de cancelación se tramitarán de conformidad con lo establecido en la ley, el decreto y otras disposiciones complementarias. En consecuencia, no procede incluir intereses en la liquidación a ser aprobada en sede judicial, sino que lo correcto es que se la practique hasta el 1° de abril de 1991 y, de allí en más, el acreedor debe ocurrir a la sede administrativa que corresponda para la determinación y ulterior reclamo de los intereses que devenguen los bonos de consolidación de la ley 23.982. Al confirmar el fallo impugnado que corresponde el cálculo de intereses en sede judicial con posterioridad al 1° de abril de 1991, prescindió de disposiciones que resultan de inexcusable aplicación a los créditos anteriores a esa fecha en virtud del carácter de orden público que el legislador atribuyó al régimen de consolidación, sin que las razones expresadas en la decisión recurrida justifiquen, el apartamiento de expresas disposiciones que regulan el modo de ejecución de sentencias firmes que resultan aplicables a los pronunciamientos no cumplidos si se trata de deudas consolidadas.


    Tecninoa Ingeniería S.R.L. c/ YPF y otro s/ Civil y comercial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 234, 2014, (50-T)/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Subsidios instituidos por el ONCCA. Actividad de engorde a corral del ganado bovino (feed lots). Prescindencia de la solución normativa prevista. Resolución conjunta 235/2011 del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. Sentencia arbitraria.


    El actor pretende que se declare la nulidad e inconstitucionalidad del art. 5 de la resolución conjunta 235/2011 del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, 166/2011 del Ministerio de Industria y 334/2011 del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca (en adelante denominada "resolución conjunta) y que, en consecuencia, se ordene al Poder Ejecutivo resolver las solicitudes de subsidios que el actor formuló por el período mayo de 2009 a marzo de 2010, de acuerdo con el régimen instituido por la resolución 1.378/07 de la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario (en adelante ONCCA). Lo resuelto por la cámara se apartó de las disposiciones aplicables, sin dar un fundamento razonable para ello. En efecto, asiste razón al apelante en cuanto alega que el a quo, al considerar inaplicable el art. 5° de la resolución conjunta a la actividad de engorde a corral del ganado bovino que realiza el actor, prescindió de la solución normativa prevista para el caso. Resulta evidente que la resolución conjunta denegó "todas" las solicitudes de compensaciones "y/o" subsidios "y/o" reembolsos que se hallaban en trámite y pendientes del dictado del acto resolutivo correspondiente, pero que exceptuó de tal denegación a aquellas solicitudes relativas a las compensaciones de los sectores avícolas y de molinos, las que, "en su caso", debían ser reconducidas de acuerdo con los términos de la normativa por ella implementada en sus anexos I y II. Por lo tanto, el rechazo genérico del art. 5° resulta plenamente aplicable a las solicitudes que, por la actividad de feed lots, había presentado la actora. El a quo, por el contrario, sin dar fundamento alguno se apartó de la clara letra de la norma estudiada y extendió indebidamente el procedimiento fijado para las solicitudes y compensaciones para las actividades avícolas y de molinos a la de feed lots que no estaban previstas.


    Glibota, Pedro Pablo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol 235 166 y 334/2011 y otros s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 363, 2014, (50-G)/CS1, 16 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Apartamiento de las constancias de la causa


    Cesantía de empleada pública: legitimidad. Facultad para determinar horario de prestación de tareas. Maternidad. Trato discriminatorio hacia la mujer. Derechos constitucionales y convencionales de las mujeres. Excesivo rigor formal. Sentencia arbitraria.


    El a quo se pronunció a favor de la legitimidad de la cesantía incurriendo en un excesivo rigor formal y desatendiendo los argumentos de hecho y derecho llevados por la actora ante esa instancia, por lo que cabe descalificar al pronunciamiento sub examine como acto jurisdiccional válido. El tribunal sostuvo que la cesantía era legitima sobre la base de invocar y aplicar los artículos 78, inciso a, y 85 del Estatuto y Escalafón para el Personal de la Administración Pública, que regulan la facultad de la Administración Pública de determinar el horario de prestación de tareas, las obligaciones de los empleados públicos y el abandono de tareas. Sin embargo, no examinó adecuadamente las razones expuestas por la actora para justificar su proceder, aun cuando los artículos 83 y 85 de la citada norma local afirman que el abandono debe ser sin causa justificada para dar lugar a la cesantía. En este sentido, era necesario ponderar la justificación arrimada por la actora, a saber, que el demandado había utilizado un instrumento legítimo, como es el cambio de horarios de tareas, para un fin diverso, esto es, hostigarla laboralmente y aprovecharse de su situación de reciente maternidad.


    Gallo, Maria Liliana c/ Provincia de Buenos Aires - Ministerio de Salud s/ Demanda contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 616, 2014, 50-G, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios por agresiones de un tercero en un evento público. Responsabilidad de la organización no gubernamental convocante. Autorización del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Obligaciones del estado en materia de seguridad. Protección a la libertad de expresión, derecho de reunión y asociación. Diferencias con el caso “Mosca” (Fallos: 330:563). Sentencia arbitraria.


    El actor fue agredido por un tercero en el espacio ubicado afuera y detrás del anfiteatro, donde se desarrolló efectivamente la actividad por la Comunidad Homosexual Argentina. Si bien el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires autorizó a esa asociación a realizar el evento "en la Costanera Sur", las constancias de la causa señalan que la actividad se llevó a cabo concretamente en el anfiteatro ubicado en esa costanera. Por ello, ante las inconsistencias de las declaraciones testimoniales con relación a la hora de terminación del evento y atento las cuestiones con respecto al lugar donde sucedió la agresión, la decisión apelada en cuanto tuvo por probado el relato de los hechos presentado por el actor luce dogmática y desprovista de sustento suficiente y, por consiguiente, debe ser dejada sin efecto en atención a la doctrina de arbitrariedad de sentencias. La interpretación adoptada por el a quo de los términos de la autorización otorgada por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no podía dejar de lado el alcance de los derechos constitucionales en juego. En efecto, al determinar que esa autorización obligaba a la organización no gubernamental a contratar personal de seguridad, el tribunal desatendió la doctrina de la Corte Suprema, de acuerdo con la cual las normas de derecho común -inclusive las decisiones administrativas locales- deben ser interpretadas en forma armónica con los derechos constitucionales implicados. En el caso, la protección de la libertad de expresión y del derecho de reunión y asociación demandaba que el Estado proveyera ciertas condiciones para su ejercicio, como brindar el servicio de seguridad, máxime considerando que se trataba de una expresión colectiva de aquéllos. La inteligencia de la resolución 11/2005 en consonancia con la Constitución Nacional indica que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no podía delegar a la recurrente obligaciones en materia de seguridad, que son propias del Estado y que por su magnitud económica podían, en el caso, tornar ilusorio el ejercicio de derechos esenciales por parte de la asociación civil aquí recurrente. Por otro lado, la extensión irreflexiva que realiza la sentencia apelada de la responsabilidad de determinados organizadores de eventos deportivos con fines de lucro, tal como fue entendida por la Corte Suprema en el caso "Mosca", a una organización no gubernamental que lleva a cabo una actividad gratuita en un predio público inhibe el ejercicio de los derechos constitucionales involucrados. Las circunstancias fácticas de este caso son sustancialmente distintas en tanto aquí se trata de determinar la responsabilidad de una asociación civil que lleva a cabo, en forma gratuita, una actividad que persigue intereses prioritarios en materia de salud --de los que los Estados no pueden desentenderse- en un espacio público y abierto con la autorización estatal pertinente. Es decir, se trata de una manifestación colectiva del ejercicio de los derechos a la libertad de expresión, de reunión y de asociación. A su vez, aquí no hay una relación de consumo entre la asociación que lleva a cabo la campaña preventiva y los ciudadanos que participan de esa actividad. En efecto, a través de "Stop Sida", la Comunidad Homosexual Argentina no ofreció bienes o servicios en forma profesional en los términos del artículo 1 de la ley 24.240. Por tales razones, las normas utilizadas por la Corte Suprema en "Mosca" no lucen aplicables a este caso.


    Arregui, Diego M. c/ Estado Nacional - PFA y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1255, 2013, (49-A)/CS1, 27 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Autocontradicción


    Accidente de trabajo. ART: Incumplimiento de deberes de control. Monto indemnizatorio y prescripción: cuestiones de hecho y prueba ajenas a la instancia extraordinaria. Arbitrariedad. Sentencia contradictoria, y apartamiento del derecho aplicable. Renta periódica. Art. 15, inc. b), ley 24.557. Precedentes: 332:709, 330:1550 y 4633.


    En el sub lite, se tuvo por probado el incumplimiento de la aseguradora de riesgos de trabajo con su deber de adoptar medidas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo. Sin embargo, la Cámara incurrió en una contradicción al aceptar, por un lado, la inobservancia de la aseguradora que produjo las condiciones de riesgo que resultaron en la muerte del trabajador y, a su vez, desconocer que esa inobservancia es suficiente para que exista responsabilidad de la aseguradora. Esta contradicción resulta palmaria dado que quedó probado que el siniestro tuvo lugar como consecuencia de las condiciones de inseguridad en las que trabajaba el fallecido debido a que el empleador y la aseguradora incumplieron con las medidas que legalmente debían adoptar. Las aseguradoras de riesgo de trabajo no pueden quedar al margen del régimen de responsabilidad previsto en el Código Civil cuando los daños sufridos por el trabajador son consecuencia de las condiciones producidas por la omisión de la aseguradora de cumplir con sus deberes legales. Esta postura, sin rebozos, conduciría a una exención general y permanente de las aseguradoras. De este modo, la Cámara se apartó del criterio sentado por la Corte en Fallos: 332:709 y reiterado en Fallos: 330:1550 y 4633. Por ello, la sentencia en crisis ha incurrido en una contradicción y en un apartamiento irrazonable del derecho aplicable, que impiden considerarla como un acto judicial válido. La Corte Suprema ha admitido en determinadas circunstancias que los jueces valoren de oficio la constitucionalidad de las leyes como corolario del principio iura novit curia y siempre que exista un caso o causa. El planteo de la insuficiencia y la pérdida de poder adquisitivo de la renta periódica, de acuerdo con lo previsto en el art. 15, inc. b, de la ley 24.557, ha sido tratado en las instancias anteriores, donde las partes tuvieron oportunidad de expedirse. En estas circunstancias, la forma de introducción del planteo no pudo válidamente impedir que los jueces se expidieran sobre la validez de una norma que, en el entender de la actora, agravia sus derechos constitucionales. La Corte Suprema ha declarado la inconstitucionalidad del art. 14, inc. 2, apartado b, de la ley 24.557 –actualmente derogado- que establecía la renta periódica como modo de pago indemnizatorio, en cuanto vulnera los derechos previstos en favor de los trabajadores en el art. 14 bis de la Constitución Nacional e impide la reparación integral, diciendo que "el régimen indemnizatorio de renta periódica [ ... ] puede conducir a resultados opuestos a los objetivos legales a los que debe servir, y a un apartamiento de la tendencia a aproximarse a las efectivas necesidades que experimentan los damnificados". Asimismo, consideró que el régimen indemnizatorio de renta periódica resulta irrazonable "al no encontrar sustento en ningún fin tutelar legítimo". El art. 15, inc. b, de la ley 24.557 es análogo a la norma analizada en el precedente citado, y cabe hacer las mismas consideraciones sobre la inconstitucionalidad de esta norma. Por lo tanto, vulnera los derechos constitucionales invocados por los recurrentes.


    Rocabado Peredo, Bertha c/ SA de Construcción y Montaje "Don Fierro" y otros


    R 488, XLVII, 02 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Carencia de fundamentos


    Acción de ilegitimidad. Excepción de caducidad. Excesivo rigor formal. Vulneración del derecho de defensa en juicio. Interpretación restrictiva de aspectos vinculados al instituto de la caducidad. Extrema cautela necesaria para denegar derechos. Fines tuitivos de la materia previsional.


    Los magistrados rechazaron la demanda intentada sin fundamento adecuado y suficiente, con excesivo rigor formal y sin ponderar las circunstancias particulares de la causa y la naturaleza imprescriptible de los derechos de la seguridad social, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 14 bis de la Carta Magna. El superior tribunal provincial, en la sentencia dictada en la acción de amparo previa afirmó que asistían a la actora vías procedimentales más idóneas, dejando así abierto el camino judicial que la accionante ahora intenta, y que se le deniega con fundamento en que ha transcurrido el plazo previsto en el artículo 12 del C.C.A.P. Cabe aclarar que el plazo que ya se hallaba perimido a la fecha de la sentencia en el trámite de amparo. Tal contradicción importó, cuanto menos, posicionar a la justiciable en un camino que la condujo fatalmente a la frustración de su solicitud y que vulneró gravemente su derecho de defensa en juicio; a lo que se añade que la juzgadora descalificó por dogmáticos los argumentos de la cámara referidos a la compatibilización de la norma prescriptiva de la acción, con las garantías constitucionales que asisten a la actora, sin fundar ese extremo y prescindiendo de analizar lo dispuesto por el artículo 15 de la ley local 4.297. Ello resulta, entonces, incompatible con la extrema cautela con la que los tribunales deben actuar cuando se trata de denegar derechos de la naturaleza que se reclama en los autos. A ello se añade que el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de que no se desnaturalicen los fines tuitivos que inspiran la materia previsional y que los aspectos vinculados al instituto de la caducidad resultan de interpretación restrictiva.


    Simons, Marta Susana c/ Provincia del Chaco s/ Demanda contenciosa administrativa


    S 34, XLIX, 16 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios por accidente laboral en el marco del "Programa Jefes de Hogar". Seguro de responsabilidad civil insuficiente. Obligaciones de la provincia. Supuesta omisión antijurídica en el ejercicio del deber de control. Inexistencia de responsabilidad del Estado Nacional. Fundamento aparente.


    La Cámara ha efectuado una elaboración dogmática acerca de la naturaleza de la responsabilidad del Estado Nacional que sólo otorga al fallo una fundamentación aparente, lo que redunda en el menoscabo al derecho de defensa en juicio, amparado por el artículo 18 de la Constitución Nacional. Cabe recordar que en supuestos como el del sub examine –donde se discute la omisión antijurídica en el ejercicio del deber de control o del poder de policía- rigen los presupuestos derivados de la responsabilidad extracontractual del Estado, los que en términos generales se verifican cuando: a) alguno de sus órganos incurre en una falta de servicio, b) el actor sufre un daño cierto y c) existe una relación de causalidad directa entre la conducta u omisión estatal impugnada y el daño cuya reparación se persigue, extremos que explicita la ley 26.944. El a quo efectuó un insuficiente estudio del régimen jurídico aplicable al caso para establecer cuál era el deber legal omitido por el Estado Nacional y a fin de determinar la relación entre la actividad o inactividad de aquél y el daño ocasionado. No es óbice a lo expuesto, como se sostiene en la sentencia, que el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires hayan celebrado un acuerdo en virtud del cual decidieron que esta última debía contratar un seguro de responsabilidad civil y que se hayan comprometido en ese instrumento a cumplir y hacer cumplir sus cláusulas, pues ello no conduce a concluir, sin más, que el Estado deba ser responsable ante el actor, con quien no mantiene relación alguna.


    Pineda, Ángel Antonio c/ Provincia ART S.A. y otro s/ Accidente: acción civil


    P 151, XLIX, 04 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Privación ilegal de la libertad y tormentos. Imparcialidad y subsistencia de la acción penal: remisión al dictamen de la causa M. 462, XLVIII, “Marina, Julián y otros”; y Fallos: 328:2056. Prisión preventiva. Cómputo del plazo: Remisión al dictamen de la causa S. 1, XLIX, “Simón, Antonio Herminio y otros”. Autoría mediata: falta de fundamentación. Organización jerárquica. Plan de represión ilegal: calidad del rol atribuido. Arbitrariedad de sentencia.


    El agravio referido a la arbitrariedad de la sentencia que confirmó la absolución parcial del imputado debe prosperar pues, como lo sostuvo la recurrente, el a quo desatendió un argumento relevante para la resolución del caso, oportunamente propuesto, y afectó así de manera sustancial el interés de la apelante. La hipótesis de que el imputado actuó como autor mediato de los hechos de privación ilegal de la libertad y tormentos investigados en autos, sostenida por este Ministerio Público desde el momento de formalizar la acusación mantenida en el plenario. Como fundamento de la falta de responsabilidad del imputado en los hechos en cuestión, el a quo solamente señaló que ello resultaba de "la fecha en que ocurrieron los acontecimientos, el tenor de las actividades que desplegaba el imputado y la falta de indicios sobre algún tipo de intervención activa de su parte en los secuestros reseñados. Pero ese fundamento, ignora aquella hipótesis acusatoria porque, por un lado, si el imputado es autor mediato por dominio parcial de la organización que perpetró los hechos, como lo sostuvo la recurrente, no debía probarse "su intervención activa" en los hechos de la organización. En cambio, bastaba con demostrar, tal como se lo hizo en autos, según lo admitió el a quo, que existió una organización jerárquica con asignación vertical de diferentes roles a sus miembros, que esa organización debía consumar un plan de represión ilegal elaborado por la junta de gobierno, que el respectivo Batallón del Ejército integraba esa organización y que los hechos fueron cometidos en cumplimiento de ese plan, de acuerdo con la parte que le correspondía ejecutar a aquella agrupación según el rol que le fue atribuido. Por otro lado, el a quo no expuso los motivos por los cuales, a su modo de ver, la falta de responsabilidad del imputado deriva de la fecha en que ocurrieron los acontecimientos y del "tenor de las actividades que desplegaba". Esa falta de fundamentación descalifica la decisión, incluso porque aquellas afirmaciones sin explicación parecen contrastar con otras circunstancias comprobadas de la causa. En suma, con base en esas consideraciones, no se advierte por qué las fechas de los acontecimientos contribuirían a desvirtuar la hipótesis sostenida por la acusación, ni por qué tendrían relevancia, en definitiva, para excluir la responsabilidad. En síntesis, el a quo no podía omitir, sin incurrir en arbitrariedad, el tratamiento del planteo del Ministerio Público referido a la calidad de autor mediato del imputado en relación con los hechos cometidos por la asociación ilícita que integró pues, más allá de su acierto o error, resulta conducente para la adecuada solución del caso, lo que descalifica a la sentencia impugnada como acto jurisdiccional válido.


    B., Jorge y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    B 335, XLIX, 25 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos de robo agravado y homicidio "criminis causa". Examen parcial de circunstancias aisladas. Pretensa vulneración de garantías del debido proceso y defensa en juicio. Fundamentación insuficiente: meras afirmaciones dogmáticas. Sentencia arbitraria.


    El voto mayoritario de la alzada ignoró las razones sostenidas por el apelante y, mediante un examen parcial de circunstancias aisladas, dejó de considerarlas en su conjunto para afirmar que aquél no lograba demostrar su pretensión, sin advertir frente a los planteos adecuados del recurso de casación, que un análisis integral y armónico de los elementos mencionados daría cuenta de la existencia de un acuerdo pleno de cometer el hecho, y que inclusive permitirían considerar que, independientemente de quién haya sido el autor del disparo mortal, cada uno contaba con esa posibilidad y habría consentido, tácitamente, cada tramo del hecho que se tuvo por probado, lo que incluía al homicidio como medio funcional y efectivo para perfeccionar aquel delito y lograr huir, o en el peor de los casos como un resultado previsible. En tales condiciones, el fallo del a quo no satisface las necesarias exigencias de debida fundamentación que demanda la doctrina de la arbitrariedad, sin que su alusión a la falta de exactitud sobre cómo habría ocurrido el último tramo del hecho, alcance para sostener además la duda sobre la cual hace reposar su decisión de confirmar la sentencia del tribunal inferior, pues tiene establecido la Corte, que ese particular estado de ánimo no puede descansar sobre una mera subjetividad de los jueces, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba evaluados en conjunto lo que de acuerdo con lo antes expuesto, no se encuentra debidamente verificado en el sub judice.


    V., Jorge Luís s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3200, 2015, RH1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda por daños y perjuicios. Incumplimiento contractual. Monto en concepto de daños a la marca: falta de fundamentos y elementos probatorios. Deuda a cargo del Estado nacional: Régimen de consolidación. Consideraciones genéricas y abstractas. Sentencia arbitraria.


    Al fijar los montos indemnizatorios por indisponibilidad de las instalaciones y daño a las marcas, la sentencia apelada sólo satisface en apariencia la exigencia de una adecuada fundamentación. El a quo invocó circunstancias y argumentos que carecen de relevancia para determinar la suma debida por este rubro -"avance tecnológico y técnico en el proceso productivo vitivinícola"-, sin brindar fundamentos suficientes que justifiquen la exorbitante cifra a la que arribó. En este sentido, la cámara utilizó pautas de excesiva laxitud que no permiten verificar cuál ha sido el método. Por otra parte, también deben prosperar los agravios del recurrente vinculados al monto asignado en concepto de daños a la marca. En efecto, es importante poner de relieve, en primer lugar, que el a quo omitió exponer los fundamentos o elementos probatorios que lo llevaron a tener por acreditado el daño a las marcas propiedad de la actora y se limitó a expresar, sin respaldo probatorio alguno como hubiera sido menester, que aquéllas utilizadas por la locataria desaparecieron del mercado en enero de 1990 a raíz de lo sucedido con la impugnación de la consignación judicial, máxime cuando en la sentencia de primera instancia se efectuaron fundadas y precisas consideraciones para rechazar la procedencia del citado rubro indemnizatorio. Asimismo, la cámara esgrime consideraciones genéricas y abstractas apartadas del examen de los hechos y del todo insuficientes para sustentar la sentencia, pues tampoco se ha demostrado, ni siquiera sobre la base de indicios, el nexo causal entre el daño alegado y la conducta de la firma locataria, es decir, que el menoscabo que invoca la actora y que reconoce la cámara haya sido causado sin lugar a dudas por acciones u omisiones imputables a la firma Resero durante la vigencia de los contratos que suscribieron las partes con relación al mantenimiento en el puesto que las marcas ocupaban en el mercado. Finalmente, en cuanto al modo en que debe cancelarse el monto de la condena, cabe señalar que, al tratarse de una deuda que se encuentra a cargo del Estado Nacional, es insoslayable la aplicación del régimen de consolidación de deudas previsto por las leyes 23.982 y 25.344 y sus normas reglamentarias y complementarias, lo que torna insustancial el tratamiento de los agravios relativos a los intereses fijados por la cámara. Sobre la base de lo expresado, el tribunal apelado no efectuó ninguna precisión acerca de los criterios que le permitieron arribar a los exorbitantes montos indemnizatorios por los rubros indisponibilidad de la bodega y daños a las marcas. En consecuencia, el fallo impugnado exhibe defectos de fundamentación que lo descalifican como acto judicial válido y se configura la relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas que exige el art. 15 de la ley 48.


    Montilla Limitada, Agraria, Comercio e Industrial SA c/ Resero SAICF y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 712, 2013, (49-M)/CS1, 06 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Despido. Enfermedades inculpables. Solicitud de entrega de pasajes: incumplimiento de requisitos de otorgamiento. Inadmisibilidad del recurso. Vigencia de las cláusulas del CCT 19/90 "E" luego del 43/91 "E". Solicitud de viáticos en período de licencia. Arbitrariedad de sentencia: falta de fundamentación suficiente.


    El tema central en debate consiste en determinar si se mantuvieron o no vigentes las cláusulas del Convenio Colectivo de Trabajo 19/90 "E", sobre las que se funda el reclamo principal, luego de negociado el nuevo Convenio 43/91 "E". No surge de manera categórica que las cláusulas que regulan las enfermedades inculpables hayan sido sustituidas o derogadas. Asimismo, en el Acta Complementaria del Convenio Colectivo de Trabajo 43/91 "E" las partes manifestaron que continuarían de inmediato con el tratamiento de aquellos temas del Convenio Colectivo de Trabajo 19/90 "E" que aún no habían sido regulados en el nuevo acuerdo, entre ellos, el punto referido a las "Enfermedades y Accidentes". Sin embargo, no se advierte que con posterioridad al dictado del Convenio Colectivo 43/91 "E" se haya efectuado un nuevo análisis de las cláusulas contenidas en el citado apartado "Enfermedades y Accidentes". Al no haber una cláusula de sustitución expresa del capítulo referido a la licencia paga de las enfermedades inculpables, los jueces debieron ajustar la interpretación a lo que las partes colectivas tuvieron en mira y, en caso de duda, resolver en un sentido más favorable al trabajador. Dicha exigencia, derivada del principio protectorio consagrado en el art. 14 bis de la Constitución Nacional, adquiere en el caso pleno sentido en las circunstancias en que se aplicaron las normas de emergencia económica (ley 23.696, decreto 1.757/90 y Laudo 7/90), que por ser tales rigieron temporalmente y de ningún modo derogaron los derechos provenientes de los convenios colectivos. La ley federal 23.696 estableció que durante los procesos de privatización el trabajador seguiría amparado por todas las instituciones legales, convencionales y administrativas del Derecho del Trabajo, por lo tanto, antes de suponer la derogación o sustitución de derechos debió extremarse el examen de las constancias de la causa señaladas por el reclamante y que resultaban decisivas para la solución de la litis. Respecto al reclamo fundado en la arbitrariedad de la sentencia por haber entendido que el concepto "viáticos" era no remuneratorio y, en consecuencia, por decidir que no correspondía su pago durante el período de licencia por enfermedad, la Sala de la Cámara no respondió debidamente a las cuestiones debatidas. La sentencia reprochó al actor el hecho de que habría contribuido a crear la norma y que por ello resultaría aplicable la "teoría de los actos propios". En materia laboral no resulta oponible la teoría de los actos propios cuando el interesado se vio obligado a someterse al régimen del que se trata, como única vía posible para acceder al ejercicio de su actividad. A todo evento, cabe advertir que la respuesta dada por el a quo no atiende al planteo, pues la negociación colectiva y su producto, el convenio, es un derecho constitucional reconocido exclusivamente a los gremios. En esas condiciones, el sindicato actúa como sujeto jurídico diferenciado del trabajador individual y, por lo tanto, no podría atribuirse una conducta propia del gremio al actor, menos aún con la relevancia jurídica que se le pretende adjudicar en autos.


    Tubet, Ricardo Luis c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Despido


    T 300, XLVIII, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Determinación de deuda por contribuciones al Sistema Único de la Seguridad Social. Recurso de apelación pendiente. Proceso de quiebra de la actora. Operatividad del fuero de atracción.


    Resulta aplicable la jurisprudencia del Tribunal que concluye que, en los supuestos donde una causa se halla con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente proceda seguir entendiendo en el juicio. El fuero de atracción dispuesto por los artículos 21 y 132 de la ley 24.522 sólo podría operar después de la intervención del tribunal de alzada, y en el supuesto de que éste confirmara la decisión dictada por la AFIP. En el referido contexto, en el que la sentencia se limita a efectuar una enunciación de principios generales relativos al fuero de atracción y no examina en concreto las circunstancias de la causa, asiste razón al apelante cuando alega que el pronunciamiento carece de la debida fundamentación exigible a las resoluciones judiciales.


    San Sebastián S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – DGI s/ Impugnación de deuda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 516, 2013, (49-S)/CS1, 07 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Deuda por incapacidad derivada de un accidente de trabajo. Normativa de emergencia económica. Principio protectorio del trabajador. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones ajenas a la instancia federal.


    El recurso extraordinario fue mal concedido en tanto no satisface el requisito de fundamentación autónoma debido a que los recurrentes han omitido hacerse cargo de todos y cada uno de los argumentos en los que el a quo sustentó las conclusiones impugnadas El tribunal entendió, al interpretar el acuerdo conciliatorio, que el monto de la obligación fue pactado en dólares y que no resultaba aplicable la normativa de emergencia en atención a la naturaleza del crédito y la tutela preferente que la Constitución Nacional ha establecido a favor del trabajador. En ese marco, las cuestiones concretamente planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal vinculadas a la interpretación del acuerdo conciliatorio.


    Jaquet, Gustavo c/ Stefanelli, José s/ Accidente de trabajo


    J 28, L, 08 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Fallecimiento en ocasión de prestación de tareas. Legitimación pasiva del tercero citado. Responsabilidad objetiva, art. 1.113 C.C. Insuficiencia de la condena por daño moral. Arbitrariedad de sentencia: falta de fundamentación suficiente.


    El decisorio rechazó el planteo referido a la imputación de responsabilidad de la Cooperativa Eléctrica con fundamento en que se alteraría el principio de congruencia si se le reprochara algún compromiso en el evento dañoso, toda vez que la forma y condiciones de la instalación y materiales empleados, no fueron factores alegados oportunamente. Sin embargo, en la instancia se consideró que debía ser responsable en los términos en que fue citada al expediente, por ser propietaria de las líneas de alta tensión y del fluido eléctrico que conducen, teniendo la facultad de realizar tareas de inspección, supervisión y seguridad. Es por ese motivo que fue traída a juicio en los términos de los arts. 94 y 95 del Código procesal Civil y Comercial local y en concordancia con el art. 96 del mismo cuerpo normativo, la sentencia puede afectarla como a los litigantes principales. En consecuencia, la circunstancia del reproche con fundamento en la forma de instalación y materiales empleados no altera el principio de congruencia en la medida que no existe discusión alguna acerca de que la muerte del causante se produce por el contacto con un cable de conducción eléctrica, instalado por la Cooperativa, quien a su vez es la dueña de la cosa con entidad suficiente para ocasionar un daño. La Corte ha entendido arbitraria la sentencia que omite tomar en consideración que para la aplicación de la responsabilidad objetiva del art. 1113 del Código Civil basta con que el afectado demuestre el nexo causal entre el daño sufrido y el contacto con la cosa riesgosa, quedando a cargo de dueño o guardián de ella, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder. Respecto al planteo de insuficiencia de la condena por daño moral, sin perjuicio de que no se explicó cómo se determinó la cantidad fija decidida, la recurrente realiza una correcta observación, en cuanto no se fundamenta la razón de la distinción de montos en concepto de daño moral reconocido a los hijos, porque el hecho de que dos de ellos hayan adquirido la mayoría de edad en el transcurso del proceso no hace diferente el sufrimiento padecido por la pérdida de su progenitor. También le asiste razón a la recurrente al cuestionar la decisión que resolvió la inexistencia de agravio referido al daño moral de la viuda, porque ello resulta un apartamiento palmario de las constancias de la causa y el planteo se mostraba suficiente para su tratamiento. En la fijación del daño moral, debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la índole del hecho generador de la responsabilidad y la entidad del sufrimiento causado, el cual no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste, sino de compensar, en la medida posible, un daño consumado. En este orden de ideas, el dinero es un medio de obtener satisfacción, goces y distracciones para restablecer el equilibrio en los bienes extra patrimoniales.


    Slobayen, Sofia Anastacia c/ Rotzen Hermanos SRL s/ Laboral


    S 92, XLVII, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Poder de policía laboral. Empresa de aeronavegación comercial. Facultades del Ministerio de Trabajo de la Nación en el ámbito geográfico de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Defectos de fundamentación: sentencia arbitraria.


    El fallo impugnado exhibe defectos de fundamentación que lo descalifican como acto judicial válido, por lo que debe dejarse sin efecto en base a la doctrina de la arbitrariedad. La Cámara ha soslayado analizar en su decisión el Protocolo Adicional al Convenio de Acciones Conjuntas en Materia de Inspección del Trabajo y Fortalecimiento de la Autoridad Administrativa del Trabajo, firmado entre el recurrente y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el cual, evaluado prima facie, resultaría conducente para el debido esclarecimiento del litigio. En particular, debería haber considerado el artículo 4 del mencionado protocolo en el que las partes convinieron que el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación es el encargado de fiscalizar el cumplimiento de la normativa laboral en las empresas que realizan actividades dentro del ámbito geográfico de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que, en razón de la materia, resultan de competencia nacional. En el mismo sentido, el tribunal a qua omitió ponderar la incidencia del artículo 23, inciso 11, de la ley 22.520 en la cuestión debatida. Por otro lado, la decisión luce dogmática e infundada en tanto reconoce la facultad del gobierno local de ejercer funciones de policía laboral en las oficinas de la empresa accionante salvo en "aquellas funciones específicas de aeronavegación comercial, que se desarrollen en el territorio federal y que se encuentran reservadas al Gobierno Nacional". Esa distinción, además de carecer de precisión y correlación con los fundamentos de la sentencia, no parece tener sustento en el mencionado protocolo que se refiere a "empresas" que, en razón de la materia, resultan de competencia nacional. Tampoco hallaría sustento en el Convenio Colectivo de Trabajo N° 271/75, que es aplicable a la totalidad del personal no navegante de la empresa actora, y que no recepta la categoría referida en la resolución sub examine.


    Societe Air France S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa


    S 318, L, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Querella: plazo para su constitución. Intervención y derecho a recurrir. Garantías que asisten al querellante. Sentencia que no constituye un acto jurisdiccional válido.


    Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, cabe hacer excepción a ese principio en salvaguarda de las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio, cuando concurren supuestos de arbitrariedad, situación excepcional que se ha configurado en el sub lite, pues, el a quo se apartó de las constancias de la causa, de las que se desprende que la presentación fue efectuada cuando el plazo útil para apelar aún no había expirado y el sobreseimiento, por tanto, no había adquirido todavía firmeza. La conclusión en contrario que el a quo parece querer derivar de la falta de apelación del fiscal contra ese pronunciamiento dictado respecto de los imputados, o bien carece de base legal y se contrapone con la regla del artículo 149 del código de forma local, o bien implica la suposición de una circunstancia no acreditada en la causa -una renuncia expresa-, a la vez que desatiende cualquier consideración acerca de la función y de los principios generales de organización y funcionamiento del ministerio fiscal y los alcances de su intervención en el proceso. Se trata de defectos que, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, privan al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido. En tales condiciones, lo resuelto implicó también un cercenamiento indebido de un derecho expresamente concedido en la ley procesal local a la víctima para constituirse en parte querellante y actuar en defensa de sus derechos y una afectación de las garantías del debido proceso, acceso a la justicia y tutela judicial efectiva que aseguran los artículos 18 de la Constitución Nacional y 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


    C., Gustavo Javier y otros s/ Homicidio –causa n° 96-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1543, 2013, (49-C)/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión del juicio a prueba. Oposición del Fiscal General. Admisibilidad de recurso local. Excepción: sentencia equiparable a definitiva. Arbitrariedad: falta de fundamentación suficiente. Sentencia que no constituye un acto jurisdiccional válido.


    Es posible equiparar la resolución por la que se concede la suspensión del juicio a prueba a una sentencia definitiva, puesto que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, dado que la decisión impide que el proceso continúe hasta el dictado de la sentencia definitiva, con la consecuencia de que se extinguirá la acción penal al cumplirse las condiciones establecidas en el cuarto párrafo del artículo 76 ter del Código Penal. El a quo omitió considerar de manera razonada que la decisión cuestionada impide la continuación del proceso, y rechazó la vía recursiva mediante la invocación de una fórmula dogmática, y la mera cita de pronunciamientos de ese tribunal, sin demostrar mínimamente que en ellos haya sido analizado aquel argumento expuesto por la Corte. En consecuencia, la sentencia carece de sustento suficiente para ser considerada como un acto jurisdiccional válido, y merece ser descalificada en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Sumado a ello, cabe agregar que el a quo invocó supuestas limitaciones de orden local para rehusar el conocimiento del planteo de fondo que le presentó la recurrente, el que comprende un supuesto de arbitrariedad que la Corte ha admitido como medio idóneo para resguardar la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa. Se encuentra fundada la tacha de arbitrariedad alegada por el recurrente, lo que lleva a poner de resalto el criterio de V.E. a partir de los precedentes "Strada" y "Di Mascio", por el que se estableció que en los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de la justicia local.


    S., Miguel Angel s/ Causa 114.539


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 863, 2013, (49-S)/CS1(49-S), 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Exceso ritual


    Acreditación de la personería. Exceso ritual manifiesto. Afectación de la defensa en juicio. Sentencia arbitraria.


    La decisión del Tribunal se asentó en una visión dominada por un exceso de ritualismo que, al paso de olvidar la finalidad del proceso civil reiteradamente recordada por la Corte, pospuso la respuesta que el propio ordenamiento procesal contempla ante situaciones de esta especie con el objeto de evitar la cancelación definitiva de instancias aptas ante deficiencias típicamente subsanables, afectando con este modo de resolver en forma directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas, circunstancia que justifica descalificar el fallo como acto judicial constitucionalmente sostenible. En este marco interpretativo, es arbitraria la decisión recurrida que, omitiendo considerar constancias relevantes del caso y en forma intempestiva, dispuso la nulidad de lo actuado por el profesional interviniente.


    Seva, Leonilde Adela c/ Construcciones Sema S.R.L. y/u otros s/ Daños y perjuicios - Recurso extraordinario


    S 284, XLIV, 09 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda de despido: rechazo. Planteo de existencia de fraude laboral por interposición de personas. Excesivo rigor formal. Principio iuria curia novit. Sentencia arbitraria.


    La solución adoptada no constituye una derivación razonada del derecho aplicable con adecuación a las constancias de la causa, y ello redunda en menoscabo de la garantía de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado. Esas circunstancias excepcionales se presentan en el caso dado que el superior tribunal provincial se apartó de las constancias de la causa y del derecho aplicable al juzgar que el planteo sobre la existencia de fraude laboral en los términos de los artículos 14 y 29 de la ley 20.744 había sido efectuado en forma tardía, lo que obstaba su tratamiento. Esa decisión de excesivo rigor formal dejó sin respuesta judicial esa pretensión de la actora. El principio de congruencia impone a los jueces y tribunales decidir de conformidad con los hechos y pretensiones deducidas. Tal limitación sin embargo, infranqueable en el terreno fáctico (congruencia objetiva), no rige en el plano jurídico donde la fundamentación en derecho o la calificación jurídica efectuada por los litigantes no resulta vinculante para el juez a quien, en todos los casos, le corresponde "decir el derecho" (iuris dictio o jurísdicción) de conformidad con la atribución iura curia novit. Por lo expuesto, el a quo incurrió en un excesivo rigor formal al no tratar una cuestión conducente que había sido planteada en forma oportuna, por lo que corresponde su descalificación como acto judicial válido.


    Vallejos, Rosana Lía c/ Atento Argentina SA y otros s/ Ordinario-despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 183, 2014, 50-V/CS1, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pago de indemnización. Artículo 82 del código procesal de la provincia de Jujuy. Responsabilidad extendida a terceros. Arbitrariedad de sentencia. Recuso mal denegado.


    Los agravios formulados por la impugnante involucran aspectos de derecho común, ajenos en principio a esta instancia. Sin embargo, la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias constituye sustento suficiente para la procedencia del recurso en examen en tanto la argumentación provista en la sentencia recurrida no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido. La interpretación del artículo 82 del código procesal de la provincia de Jujuy resulta arbitraria. Esta norma prevé que el interviniente será considerado como parte y la sentencia lo afectará como a los litigantes principales. De este texto, se infiere que la decisión de la causa será ejecutable también en contra de los citados como terceros, en especial cuando éstos intervinieron en el proceso con los mismos derechos que las partes. En este sentido, corresponde destacar que el artículo 79 del mismo código prevé que los terceros intervinientes serán oídos después de la contestación del demandado.


    Rodríguez, María Gracia c/ Bárcena de Mulqui, María Carolina y Mulqui, Marcelo Armando s/ Cobro de pesos


    R 141, XLIX, 29 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Traslado. Copias para las partes: artículo 120 del Código Procesal Civil y Comercial. Exceso ritual. Afectación del derecho de defensa en juicio.


    La Cámara aplicó en forma mecánica el artículo 120 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, afectando la garantía de defensa en juicio de la parte actora. Al respecto, la Corte ha precisado que esa norma, en tanto establece que deberán adjuntarse tantas copias como partes intervengan, debe interpretarse a partir de su razón de ser, que es asegurar a las partes interesadas el debido conocimiento de las cuestiones planteadas por la contraria. Ello así, cabe ponderar que en el sub lite, las demandadas no han sufrido una vulneración concreta de sus derechos de defensa en virtud de la falta de copia en cuestión, ya que, intimada por de ley la actora al cumplimiento, lo realizó antes de ordenarse el respectivo traslado y justificó su falta en la creencia que se trataba de una misma parte dada la identidad del domicilio constituido. En el caso, concurren condiciones de excepción que permiten revisar la sentencia apelada toda vez que la solución adoptada por la Cámara incurrió en exceso ritual y afectó en consecuencia el derecho de defensa en juicio, consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Gómez, Bartolina y otro c/ Funes, Rigoberto Restituto s/ Prescripción adquisitiva


    G 1103, XLIX, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Excesos en los límites del pronunciamiento


    Condena de indemnización por despido. Inadmisibilidad del recurso: falta de demostración de agravio. Pronunciamiento arbitrario. Exceso de jurisdicción. Menoscabo de la garantía constitucional del debido proceso.


    El recurso es inadmisible cuando las objeciones planteadas por la recurrente no logran mostrar un agravio en su contra. En cambio, es admisible, cuando, ante todo, la sentencia del tribunal es equiparable a definitiva en tanto causa un gravamen irreparable a los recurrentes, y, si bien es cierto que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal ajenos al recurso extraordinario, ello no impide admitir la apertura del recurso federal, cuando la sentencia impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del tribunal con menoscabo de garantías consagradas en la Constitución Nacional. La sentencia impugnada contiene un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del tribunal con menoscabo de la garantía constitucional del debido proceso.


    Bel S.A. Vac S.R.L. s/ autos: Gaitán Sonia c/ Bel S.A.


    B 751, XLVIII, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Jubilación y retiro por invalidez: ejecución de sentencia. Impugnación de la liquidación. Costas. Pronunciamiento extra petita. Principio de congruencia y razonabilidad. Cosa juzgada.


    En cuanto al agravio referido a las costas, el artículo 21 de la ley 24.463 no es aplicable a los procesos en ejecución de sentencia, debido a que constituye una excepción al régimen general del código de rito y se encuentra inserta en el marco de las reformas al procedimiento de impugnación judicial de los actos de la ANSES, ámbito ajeno a las actuaciones tendientes al cumplimiento de una decisión pasada en autoridad de cosa juzgada. Si corresponde hacer lugar a la queja, y, en consecuencia, declarar formalmente admisible el recurso extraordinario, puesto que si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando, como ocurre en autos, lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, máxime cuando lo resuelto importa un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa. La Cámara se apartó de lo resuelto en la sentencia ejecutada pues, al revocar el rechazo de la impugnación del actor a la liquidación practicada por el ANSES, se pronunció extra petita sobre cuestiones que no habían sido introducidas de manera oportuna en la causa, vulnerando así el principio de congruencia. La aludida impugnación no se fundó en un error de cálculo, sino que a través de la misma se intentó obtener una actualización de los haberes retroactivos adeudados al actor, que no había sido solicitada en la demanda y, por ende, resulta ajena al ámbito de esta litis. Por otro lado, el principio de congruencia se vincula con la garantía de la defensa en juicio, ya que como regla el pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos es incompatible con las garantías constitucionales, pues el juzgador no puede convertirse en la voluntad implícita de una de las partes, sin alterar el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. Asimismo, la cosa juzgada configura uno de los pilares sobre los que se asienta la seguridad jurídica y un valor de primer orden que no puede ser desconocido con invocación de argumentos insustanciales y con la pretensión de suplir omisiones o corregir yerros en cualquier momento, pues ataca las bases mismas del sistema procesal y afecta la garantía del debido proceso, cuyo respeto es uno de los pilares del estado de derecho.


    Pereyra, Oscar Alberto c/ Anses s/ Jubilación y retiro por invalidez


    P 321, XLVI, 10 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes


    Indemnización por despido. Decreto 1772/91. Doctrina "Bruera". Sentencia arbitraria: omisión de pronunciamiento sobre cuestiones planteadas. Acto judicial inválido.


    En el sub lite se dan los presupuestos que justifican la excepcional doctrina de la Corte Suprema respecto a las sentencias arbitrarias, desde que la sentencia atacada omite pronunciarse sobre cuestiones planteadas en orden a la aplicación, interpretación y constitucionalidad del decreto 1772/91 y sus prórrogas, tales como los decretos 2094/93 y 2733/93. Sin perjuicio de la redacción utilizada por el actor en sus presentaciones, surge de manera clara la pretensión de obtener la declaración de invalidez del decreto 1772/91 por ser contrario a las garantías enumeradas en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. Ello así, dicho planteo debió haber sido analizado por el tribunal a quo, máxime teniendo en cuenta la doctrina de la Corte Suprema en el caso "Bruera, Alberto Miguel c/ Esso S.A.P.A. s/ despido". La doctrina sobre arbitrariedad de sentencias constituye sustento suficiente para la procedencia formal del recurso en examen, en tanto la argumentación provista en la sentencia recurrida no satisface las exigencias de fundamentación necesarias para considerar el pronunciamiento como un acto judicial válido.


    Vitali, Pablo José c/ Navenor S.A. s/ Despido


    V 417, XLVIII, 02 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen


    Acción de simulación. Rechazo de recurso de inaplicabilidad de ley. Muerte sobreviniente de uno de los demandados. Calidad de heredera: legitimación. Excesivo rigor formal. Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones propuestas y conducentes. Procedencia de la queja.


    El fallo del a quo incurrió en un excesivo rigor formal al desestimar el recurso de inaplicabilidad de ley sobre la base de fundamentos dogmáticos que frustraron la posibilidad de la actora de obtener una sentencia referida al fondo del asunto. De este modo, el tribunal soslayó los argumentos conducentes introducidos oportunamente por la accionante a fin de justificar su interés en el caso. No tuvo en cuenta que, más allá del marco en el que se acordó la legitimación inicial, la nueva investidura de la actora como heredera no alteró su calidad de tercera interesada que ha ostentado desde la interposición de la acción. Asimismo, ese tribunal no especificó el modo en que ha mutado la plataforma fáctica y jurídica en debate, que, en rigor, consiste en determinar si existió o no simulación en los actos sub examine. Estos puntos debían haberse tratado de manera exhaustiva por la Cámara, en primer término, y, en su defecto, por el Tribunal Superior de Justicia provincial, circunstancia que no aconteció en la especie. Ello así, la sentencia en crisis resulta descalificable como acto jurisdiccional válido, puesto que omitió pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la decisión del juicio en desmedro del derecho de defensa consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    León, Patricia Mabel c/ Becerra de Pfefferman, Cristina y otros s/ Ordinario


    L 621, XLVIII, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda por despido indirecto. Planteo de fraude a la ley laboral. Omisión de cuestión conducente. Excesivo rigor formal. Sentencia arbitraria.


    El superior tribunal provincial se apartó de las constancias de la causa y del derecho aplicable ya que se limitó a rechazar el agravio referido al fraude laboral y la interposición de personas por considerar que el recurrente no respetó los hechos fijados por la cámara, que había determinado que la empleadora no era prestataria de telefonía. Esa afirmación trataba el planteo de delegación de actividad normal, propia y específica imputada a la codemandada pero no el planteo de fraude realizado por el actor con fundamento en los artículos 14 y 29 de la ley 20.744. A su vez, al confirmar lo resuelto por la cámara, que había sostenido que el planteo sobre la existencia de fraude laboral había sido efectuado en forma tardía y que ello obstaba su tratamiento, convalidó esa decisión de excesivo rigor formal que dejó sin respuesta judicial aquella pretensión del actor. Cabe recordar que, conforme lo ha puntualizado ese tribunal en reiteradas ocasiones, el mencionado principio iuria curia novit faculta al juzgador a discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen con prescindencia de los fundamentos jurídicos que invoquen las partes. Por lo expuesto, la cámara incurrió en un excesivo rigor formal al no tratar una cuestión conducente que había sido planteada en forma oportuna. En consecuencia, le correspondía determinar si las codemandadas incurrieron en una interposición fraudulenta de personas, en perjuicio del trabajador -abonándole una remuneración inferior a la que, alega, tenía derecho a percibir- y con el fin de disminuir sus costos laborales. En ese orden de ideas, el análisis de este punto es esencial para determinar el encuadre convencional aplicable en el sub lite. En tales condiciones, la sentencia del superior tribunal provincial que confirmó, en ese aspecto, el pronunciamiento apelado carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales y lesiona las garantías constitucionales consagradas en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, por lo que corresponde descalificarlo como acto judicial sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, sin que esto implique emitir juicio sobre el fondo del asunto.


    Gil Combes, Eduardo Ignacio c/ Atento Argentina S.A. y otros s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3872, 2014, RH1, 29 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Supuesto allanamiento de la demanda. Acuerdo entre las partes. Falta de adecuado tratamiento de cuestiones conducentes. Derecho de defensa en juicio. Sentencia arbitraria.


    Asiste razón a la recurrente pues, en primer lugar, no obra en autos constancia alguna, emanada de la requerida, de la que pueda concluirse su allanamiento. Si bien es cierto que el art. 14 de la resolución general (AFIP) 3.451 establece que, en el caso de incluirse en el plan de facilidades de pago allí previsto deudas en discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial, los contribuyentes y/o responsables -con anterioridad a la fecha de adhesión- deberán allanarse o desistir de toda acción y derecho por los conceptos y montos por los que formulan el acogimiento, la ejecutada en momento alguno admitió el acogimiento a ese régimen por la deuda aquí reclamada. Así, resulta de aplicación la jurisprudencia de la Corte según la cual son descalificables, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad, las sentencias que, con menoscabo del derecho de defensa en juicio, se fundan en consideraciones que no se compadecen con las constancias de la causa, de las que se ha prescindido sin razón bastante. Es a todas luces evidente que, al constituir el escrito la única presentación de la demandada en autos, el a quo debió tenerlo en cuenta a la hora de decidir y, sin embargo, no lo hizo. En relación con ello, que allí obra un pedido conjunto de las partes para la suspensión de los plazos procesales del expediente por el término de cuarenta y cinco (45) días, petición aceptada por el Juzgado. Sentado ello, con base en la completa omisión de tratamiento por parte del a qua de la aludida presentación y a partir de un atento examen de las actuaciones -en ejercicio del deber-atribución que le corresponde al Ministerio Público de velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal (art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- no se puede dejar de destacar el modo formalmente erróneo e inadecuado en que se condujo el proceso. En tales circunstancias, media en el caso nexo directo e inmediato entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), porque la falta de adecuado tratamiento de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio así como la incorrecta apreciación de las circunstancias obrantes en la causa, con grave afectación del derecho de defensa en juicio, determinan también la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) - DGI c/ Ponedoras Sur S.A. s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 932, 2014, CS1, 15 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada de Telecom S.A. Ley 23.696 y Decreto 395/92. Remisión a fallo "Gentini" (Fallos: 331:1815). Remisión a lo dictaminado en autos R. 417, L. XLVIII, "Ramollino, Ivana Graciela y otros c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/diferencias de salarios". Sentencia arbitraria.


    El propósito tenido en cuenta por el legislador al dictar la ley 23.696 de tornar operativo en el ámbito del personal de las empresas privatizadas el derecho de los empleados a la participación en sus ganancias, ha quedado frustrado a raíz de una reglamentación que colisiona con la letra de la normativa y que resulta adversa al espíritu que la inspiró. El vicio que exhibe el artículo 4 del decreto 395/92 conlleva a su descalificación constitucional por haber determinado la vulneración del derecho e los actores invocan como sustento de su pretensión resarcitoria y que encuentra su fuente en la propia Ley Fundamental. Por otro lado, frente al daño invocado en la demanda -limitado a la falta de entrega de bonos de participación en las ganancias -, la Cámara condenó al pago de una suma en concepto de esos bonos, con intereses, y luego añadió la suma de $10.000 a favor de cada accionante que carece de justificación en las constancias de la causa. Ello es así, pues más allá de la falta de entrega de los bonos, los accionantes no esgrimieron, ni probaron, otras afectaciones -tales como daño moral, etc.-, y el tribunal a quo ha omitido exponer las razones por las cuales fija un monto adicional a cargo del Estado Nacional. De igual modo, al establecer la condena de la suma en concepto de bonos en cabeza exclusiva de Telecom SA, la sentencia no ha valorado los extremos alegados por las partes ni la proyección que en la situación fáctica concreta adquirió la inconstitucionalidad declarada a tenor de lo resuelto por la Corte Suprema en el precedente de Fallos: 331:1815. Así, corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada si las circunstancias del caso ponen de manifiesto la prescindencia de toda consideración concreta sobre pruebas conducentes para la adecuada decisión de la contienda. Bajo tales parámetros, la resolución deja de ser una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa y, en consecuencia incumple con los requisitos de validez que hacen al debido proceso. En definitiva, el tribunal omitió pronunciarse sobre aspectos sustanciales para la solución del litigio, de manera tal que se afectaron las garantías procesales de los recurrentes, reconocidas constitucionalmente, y tornó arbitraria la sentencia en crisis.


    Mármol, Silvia c/ Telecom Arg. S.A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, M 479, L, 25 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reparación integral por accidente de trabajo. Arbitrariedad: omisión de pronunciamiento sobre temas conducentes. No configura un acto judicial válido.


    Si bien los agravios vinculados con la atribución de responsabilidad por daños ocurridos en ocasión del trabajo remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para admitir el recurso por arbitrariedad cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la contienda de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida y, por tanto, el pronunciamiento no configura un acto judicial válido. En autos, no se analizó de manera exhaustiva la totalidad de las cuestiones fácticas decisivas y el cumplimiento de las obligaciones impuestas a la parte empleadora en orden a los deberes de seguridad e indemnidad exigibles en cualquier relación contractual. La Corte ha expresado que corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada si las circunstancias del caso ponen de manifiesto la prescindencia de toda consideración concreta sobre pruebas conducentes para la adecuada decisión de la contienda. En tales condiciones, la resolución deja de ser una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa y, en consecuencia, incumple con los requisitos de validez que hacen al debido proceso El tribunal omitió pronunciarse sobre aspectos sustanciales para la solución del litigio, de manera tal que se afectaron sus garantías procesales reconocidas constitucionalmente y se tomó arbitraria la sentencia en crisis.


    Benítez, Andrés c/ Eriday – UTE s/ Laboral


    B 521, XLIX, 23 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sobreseimiento por ausencia de las condiciones objetivas de legitimidad que autorizan la requisa sin orden judicial. Arbitrariedad de sentencia. Carencia de suficientes fundamentos. Meras afirmaciones dogmáticas.


    Aun cuando las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales de la causa, no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en casos cuyas particularidades hacen excepción al principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad que exige que las sentencias gocen de una adecuada fundamentación para ser consideradas jurisdiccionalmente válidas. La resolución atacada no cumple con los requisitos que esa doctrina exige, desde que el voto mayoritario se limitó a sostener, mediante el uso de una fórmula estereotipada, que el recurrente había fijado su expresión de agravios en meros juicios discrepantes respecto de aquellos que resultaron del decisorio que impugnaba, sin brindar una respuesta concreta a los particulares reclamos alegados en la apelación. En efecto, pasó por alto los planteos oportunamente introducidos por la fiscalía y omitió dar adecuado tratamiento a las cuestiones que, inclusive, involucraban aspectos que incidían en la determinación del alcance de una garantía constitucional de estricto carácter federal. En relación con los concretos planteamientos de la fiscalía, al intentar demostrar la arbitrariedad de la resolución de la Alzada, explicó que se encontraban corroboradas las condiciones objetivas que autorizaban la realización de la requisa sin orden judicial, que se había desvirtuado el análisis de las probanzas de la causa y que, a su vez, habían sido desatendidos por los magistrados de ese tribunal los elementos del sumario que confirmaban la legitimidad del procedimiento, sin que el a quo haya respondido a ninguno de esos reclamos, pese a que inclusive aquél fundamentó la concurrencia de situaciones razonablemente aptas para justificar el accionar policial, en el acta de procedimiento de cuyos términos surgían las circunstancias objetivas que alegaba para explicar, en definitiva, la falta de razonabilidad del fallo de la cámara de apelaciones. En definitiva el a quo ignoró los argumentos de la fiscalía e, incluso, pasó por alto los antecedentes jurisprudenciales de la Corte que también citó esa parte, a fin de fundamentar la existencia en el caso de una "sospecha razonable" que justificaba objetivamente la medida, todo lo cual, sustentaba adecuadamente el recurso de casación. Por último, frente a los ya enunciados planteos del apelante -que involucraron aspectos de índole federal, pues se relacionaban directamente con la determinación del alcance de una garantía constitucional- la decisión del a quo tampoco cumple con el criterio establecido en el caso "Di Nunzio", en cuanto le impone conocer previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intentasen someterse luego a la decisión final de la Corte Suprema, con prescindencia de obstáculos formales. El a quo ha prescindido arbitrariamente y con excesivo rigor formal de evaluar planteos adecuados del apelante que involucraban cuestiones de índole federal, apartándose de precedentes del Tribunal aplicables al caso, para arribar mediante afirmaciones dogmáticas a una decisión que carece de suficiente fundamento, frustrando de este modo una vía procesal apta para que el Ministerio Público pueda ejercer sus derechos, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    G., Andrés Hernaldo s/ Delito -anterior al sistema-


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 61000101, 2013, 1/RH1, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión Federal


    Inexistencia de cuestión federal. Cuestiones de hecho y prueba. Desestimación de la queja.


    Los agravios de la recurrente no suscitan cuestión federal por no tratarse de ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 14 de la ley 48. Por el contrario, remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba, cuyo tratamiento es ajeno a la instancia extraordinaria; máxime cuando los argumentos de la apelación federal sólo exhiben una mera discrepancia de criterios con los fundamentos dados por los jueces de la causa, y el fallo atacado se sustenta en argumentos suficientes que excluyen cualquier planteo de arbitrariedad. Si bien la controversia ha sido resuelta sobre la base de la ley 24.425, de carácter federal, los agravios planteados en el recurso extraordinario se refieren principalmente a cuestiones fácticas que no requieren de la interpretación de esa norma. La Corte Suprema ha dicho que los extremos de hecho pertinentes a la correcta aplicación de una ley federal no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria.


    Beccari, Alberto c/ Aduana Nacional y otros c/ Cese de uso de modelos y diseños - daños y perjuicios


    B 387, XLVIII, 01 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario


    Acción de amparo. Encuadramiento sindical. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige, para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. En el caso, la impugnante no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Unión de Trabajadores de Prensa de Buenos Aires c/ Soluciones Logísticas S.A. s/ Acción de amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, U 58, XLVIII, 2012, 15 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Base de cálculo para determinar los honorarios. Inexistencia de arbitrariedad. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Desestimación del recurso.


    Las objeciones planteadas por la quejosa suscitan el examen de cuestiones ajenas a la instancia federal. El remedio excepcional no tiene por objeto revisar la interpretación y la aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias. En este sentido, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. En el caso, la recurrente no demostró que el recurso haya sido mal denegado ni que la decisión apelada deba ser dejada sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Iturriaga, Julio Alfredo c/ Domech de Brettos, Luisa Nélida s/ Cobro de dólares estadounidenses


    I 186, XLVIII, 12 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestiones ajenas a la instancia federal. Inadmisiblidad del recurso extraordinario.


    Las cuestiones controvertidas en el recurso en vista se vinculan directamente con la valoración de los hechos de la causa y con la interpretación de normas de derecho común, tareas propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del artículo 14 de la ley 48. Asimismo, en el presente caso no se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad por cuya tutela le corresponde velar al Ministerio Público Fiscal (art. 120, Constitución Nacional; arts. 1, 25 y 33, ley 24.946).


    Kato, Yuzuke c/ Club Atlético Huracán Asociación Civil s/ Despido


    K 85, XLIX, 05 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestiones vinculadas con los hechos y normas de derecho común. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Las cuestiones controvertidas en el recurso en vista se vinculan directamente con la valoración de los hechos de la causa y con la interpretación de normas de derecho común, tareas propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del artículo 14 de la ley 48.


    Forescor S.A. c/ Capdevielle, Javier Oliverio Marcelo y otro s/ Ordinario


    F 248, XLIX, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delito de homicidio simple. Accidente de tránsito. Elementos subjetivos del tipo. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    No se advierte que el pronunciamiento presente una contradicción en sus fundamentos que lo descalifique como acto jurisdiccional válido, más allá de lo opinable que puedan resultar sus conclusiones, especialmente en cuanto a la relación concursal, pues independientemente de la discusión en torno a los diferentes aspectos subjetivos que se asigna a cada tramo del hecho, se trata de una materia ajena a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria. En lo relativo a este punto, cabe recordar que la solución se apoya además en cuestiones procesales vinculadas con aspectos de la sentencia en análisis que juzgaron irrevisables sin que ese fundamento haya sido rebatido suficientemente, lo que resulta especialmente exigible si se repara en que la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia que deciden sobre recursos extraordinarios de orden local.


    A., Cristian Ariel s/ Causa n° 107606


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1119, 2013, (49-A)/CS1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda por cumplimiento de contrato. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En el caso, la recurrente no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Sarubbi, Amelia Rosa s/ Recurso extraord. de inaplicab. de ley en autos "Sarubbi Amelia Rosa c/ Hilda Norma Sarubbi de Rossi s/ cumplimiento de contrato"


    S 204, XLIX, 03 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Elección de autoridades de sindicato. Rechazo recurso de queja: cuestiones de hecho y prueba ajenas a la instancia federal. Ausencia de arbitrariedad.


    El recurso extraordinario fue bien denegado puesto que las objeciones allí planteadas remiten al estudio de cuestiones de hecho y prueba y normas de derecho común ajenas a la instancia federal y que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias. En el caso, la decisión apelada se funda en argumentos no federales que resultan suficientes para sustentar la decisión e impiden su descalificación como acto jurisdiccional. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Ministerio de Trabajo c/ Sindicato del Personal de Frigoríficos de Carnes Capital y Gran Buenos Aires


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 893, 2014, (50 M)/CS1, 09 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Excepción de incompetencia. Juzgados nacionales con asiento en CABA: no suscita cuestión federal.


    Es jurisprudencia reiterada del Tribunal que las decisiones judiciales sobre determinación de la competencia -como sucede en el sub lite- no autorizan, como regla, la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48 por no estar satisfecho el recaudo de sentencia definitiva. Sin embargo, este principio admite excepciones en supuestos en que medie denegación del fuero federal (Fallos: 310:1425; 323:189; 324:533), u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellos cuando la decisión atacada desconoce un específico privilegio federal, o cuando lo resuelto conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. Por aplicación concreta de estos criterios al caso de autos, el recurso intentado es inadmisible. Ello es así, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.


    Vivas, Jorge Eduardo c/ Metrovías SA y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 29955, 2013, CS1, 20 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Homologación de acuerdo de pago denegada. Cuestiones de derecho común, ajenas a la instancia federal. Recurso extraordinario inadmisible.


    La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Proconsumer c/ Banco ltaú Buen Ayre S.A. s/ Sumarísimo


    P 827, XLIX, RHE, 10 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Honorarios. Determinación de base arancelaria para su regulación. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. La recurrente no demostró de manera suficiente que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Pergentil, Fany c/ Gaspard, Carlos y otros s/ Simulación


    P 797, XLVIII, 10 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del recurso extraordinario federal.


    Cuestiones vinculadas directamente con la valoración de los hechos de la causa y con la interpretación de normas de derecho común, tareas propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del artículo 14 de la ley 48. Asimismo, no se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad por cuya tutela le corresponde velar al Ministerio Público Fiscal (art. 120, Constitución Nacional; arts. 1, 25 y 33, ley 24.946).


    Araujo, Felipe Nerio c/ Municipalidad de Puerto Esperanza Provincia de Misiones y otro s/ Accidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1209, 2013, (49-A)/CS1, 05 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Intereses de tarjetas que exceden el límite impuesto por la ley 24240. Recursos de queja rechazados. Recursos extraordinarios mal concedidos: cuestiones de derecho común, ajenas a la instancia federal.


    La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    Proconsumer c/ Banco ltaú Buen Ayre S.A. s/ Sumarísimo


    P 962, XLIX, REX, 10 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Notificación de despido. Cargo gremial. La ley 23.551. Remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores. Ausencia de demostración de pronunciamiento arbitrario. Recurso mal concedido.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en relación con la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Esta doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. El Tribunal ha establecido que, es fundamento bastante de las decisiones judiciales la remisión a lo resuelto en pronunciamientos anteriores, sin que ello implique necesariamente la arbitrariedad de la sentencia, máxime cuando, como en el caso, no se advierte que la remisión efectuada por el a quo resulte manifiestamente inadecuada. La decisión impugnada realizó una interpretación amplia de los artículos 48 y siguientes de la ley 23.551. De todos modos considero que la postulación al cargo gremial se encontraba debidamente notificada al momento del despido, toda vez que éste se efectivizó el 16 de marzo de 2010, el día siguiente a la recepción de esa comunicación. En ese orden de ideas, la Corte manifestó que, dado el carácter recepticio que debe atribuirse a la notificación del despido, éste debe considerarse producido en la fecha en que el dependiente tomó conocimiento de lo decidido por el empleador, dado que lo que interesa es la recepción de la pieza por parte del trabajador y no el momento en que se expidió el despacho telegráfico.


    De Caso, Andrea Lorena el Cascada S.R.L. s/ Reinstalación (sumarísimo)


    D 152, XLIX, 06 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Nulidad de matrimonio. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Inexistencia de intereses generales de la sociedad.


    Las cuestiones controvertidas se vinculan directamente con la valoración de los hechos de la causa y con la interpretación de normas de derecho común, tareas propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del artículo 14 de la ley 48. Asimismo, no se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad por cuya tutela le corresponde velar al Ministerio Público Fiscal (art. 120, Constitución Nacional; arts. 1, 25 y 33, ley 24.946).


    V., H. O. c/ L., A. J. C. s/ Nulidad de matrimonio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 98, 2014, (50-V)/CS1, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Rechazo de recurso por extemporáneo. Cuestiones de hecho, derecho común y procesal. Recurso extraordinario correctamente rechazado.


    Como tiene dicho la Corte, los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48 cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, salvo que la resolución aparezca revestida de arbitrariedad, vulnere la garantía del debido proceso y cause un gravamen de insuficiente reparación posterior, circunstancias que no se advierten en el sub examine. También ha dicho que la valoración de los extremos en torno a la admisibilidad de los recursos es, como principio, facultad privativa de los jueces en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscita y, por lo tanto, no es materia susceptible de revisión por la vía prevista en el art. 14 de la ley 48. Asimismo, es menester recordar que la Corte Suprema ha expresado que la garantía de defensa no ampara la negligencia de las partes, lo que significa que quien ha tenido la oportunidad para ejercer sus derechos responde por la omisión que le es imputable.


    Reyes, Rafael Hugo y otros c/ BCRA - Resolución 384/11


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 8358, 2012, 2/RH1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Reclamo por accidente laboral. Monto indemnizatorio. Cuestiones ajenas a la instancia federal. Inexistencia de arbitrariedad. Desestimación del recurso.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos. En el caso, la recurrente no demostró que el fallo apelado no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.


    Ontiveros, Stella Maris c/ Prevención ART S.A. y otros s/ Accidente – inc y cas -


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, O 85, L, RHE, 11 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Resolución I-587/08 del Ente Nacional Regulador del Gas. Designación de interventor con facultades de coadministración societaria. Cuestiones ajenas a la competencia de la Corte. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo del recurso.


    En el caso, no se presentan circunstancias que permitan hacer excepción a dicho principio ni a aquel según el cual los agravios propuestos no son susceptibles de examen en la instancia del artículo 14 de la ley 48 cuando remiten a la apreciación de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, propias de los jueces de la causa. Máxime cuando el fallo cuenta -en este aspecto- con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, sirven para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. La invocación de la garantía prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional no tiene una relación directa e inmediata con la materia del pleito, por lo que el recurso no satisface la exigencia del artículo 15 de la ley 48.


    Transportadora Gas del Norte S.A. c/ Resolución 1-587/08


    T 68, L, 29 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Servicio de internet. Caducidad de licencias para brindar el servicio. Secretaría de Comunicaciones: Res. SC 100/10. Supuesta afectación del derecho de los usuarios. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenas a la instancia extraordinaria. Inexistencia de arbitrariedad.


    El recurso extraordinario ha sido bien denegado, pues los agravios de la recurrente no suscitan cuestión federal en los términos del artículo 14 de la ley 48, sino que remiten principalmente al estudio de cuestiones de hecho y prueba y derecho común, cuyo tratamiento es ajeno a la instancia extraordinaria. El a qua valoró las constancias de la causa y concluyó que no se han aportado pruebas ni indicios para sustentar que los usuarios y consumidores sufrirán un perjuicio actual o inminente en su derecho a acceder al servicio de internet como consecuencia del dictado de la resolución SC 100/10 que declaró la caducidad de las licencias otorgadas a la empresa demandada. De este modo, no resulta arbitraria la decisión en cuanto entendió que la pretensión de la actora es, a esta altura, prematura y conjetural. Por último la invocación de la garantía prevista en el artículo 42 de la CN no tiene una relación directa e inmediata con la materia del pleito por lo que el recurso no satisface la exigencia del artículo 15 de la ley 48. En ese sentido, el derecho de los usuarios a la continuidad de un determinado servicio de internet se encuentra condicionado a que el prestador obtenga y mantenga una licencia otorgada por la autoridad competente en base a la normativa que rige ese servicio.


    Unión de Consumidores de Argentina c/ Cablevisión - Estado Nacional s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 53, 2014, (50-U)/CS1, 09 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Trámite ante la Corte


    A fin de mejor dictaminar, se requiere la remisión de los autos "Stutz, Jorge Arnoldo c/ Estado Nacional - ANSeS s/ cobro de pesos" (expte. 1211/2005).


    Stutz, Jorge Arnoldo c/ Estado nacional - Anses s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2250, 2015, RH1, 19 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sentencia. Confirmación de la Sentencia Recurrida


    Remisión a la causa P.234, L.XLVIII, “Paracha, Jorge Daniel”. Ley 20.628, art. 20 inc. v). Procedencia de la exención. Ganancias provenientes de servicios prestados por sociedades civiles que abarquen a profesionales. Ausencia de arbitrariedad.


    De acuerdo a lo sostenido por el Tribunal cabe entender que las ganancias provenientes de los servicios prestados por sociedades civiles que abarquen a profesionales, e incluso a personas que ejerzan un oficio complementario a ellos como en este caso, encuadran en la cuarta categoría del impuesto. Ello salvo que se trate de sociedades de capital o que la actividad profesional se complemente con una explotación comercial. Lo expresado torna innecesario estudiar los restantes agravios del Fisco Nacional, ya que al tratarse de rentas de la cuarta categoría, resulta indiscutida la procedencia de la exención del inciso v) del art. 20 de la ley 20.628.


    Richelet, Martha Ernestina c/ DGI


    R 602, XLIX, 01 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Revocación con Reenvío


    Daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Fallecimiento consecuencia del atentado contra la AMIA. Remisión al fallo de la causa: CSJ 712/2013 (49-F), "Faifman, Ruth Myriam y otros c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios". Reconocimiento de responsabilidad internacional. Renuncia tácita a plantear la prescripción de la acción.


    Allí, la Corte consideró que el Estado Nacional había renunciado tácitamente a la prescripción el 4 de marzo de 2005, al suscribir un acta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la petición presentada por diversos organismos no gubernamentales a raíz de ese atentado. En esa oportunidad, el Estado argentino reconoció su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la vida, del derecho a la integridad física, del derecho a las garantías judiciales, del derecho a la protección judicial y el deber de garantía. En concreto, asumió que había incumplido su función de prevención por no haber adoptado las medidas idóneas para intentar evitar el referido atentado, por haber existido encubrimiento de los hechos y por haber mediado un grave y deliberado incumplimiento de la función de investigación. Asimismo, el Estado asumió el deber de promover la sanción de una ley de reparación para las víctimas. En el entender de la Corte, este reconocimiento de responsabilidad generó la obligación del Estado de indemnizar a quienes hubieran sufrido daños como consecuencia del atentado. Además, el compromiso de reparación se realizó sin distinguir entre quienes habían interpuesto acciones dentro del plazo de prescripción y quienes no lo habían hecho. Por lo tanto, la Corte resolvió que el 4 de marzo de 2005 el Estado Nacional renunció, tácita pero inequívocamente, a plantear la prescripción que habría operado en 1996.


    Villaverde, Rolando y otra c/ Estado Nacional Argentino s/ Daños y perjuicios


    V 294, XLIX, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Lesiones consecuencia del atentado contra la AMIA. Remisión al fallo de la causa: CSJ 712/2013 (49-F), "Faifman, Ruth Myriam y otros c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios". Reconocimiento de responsabilidad internacional. Renuncia tácita a plantear la prescripción de la acción.


    Allí, la Corte consideró que el Estado Nacional había renunciado tácitamente a la prescripción el 4 de marzo de 2005, al suscribir un acta ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco de la petición presentada por diversos organismos no gubernamentales a raíz de ese atentado. En esa oportunidad, el Estado argentino reconoció su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la vida, del derecho a la integridad física, del derecho a las garantías judiciales, del derecho a la protección judicial y el deber de garantía. En concreto, asumió que había incumplido su función de prevención por no haber adoptado las medidas idóneas para intentar evitar el referido atentado, por haber existido encubrimiento de los hechos y por haber mediado un grave y deliberado incumplimiento de la función de investigación. Asimismo, el Estado asumió el deber de promover la sanción de una ley de reparación para las víctimas. En el entender de la Corte, este reconocimiento de responsabilidad generó la obligación del Estado de indemnizar a quienes hubieran sufrido daños como consecuencia del atentado. Además, el compromiso de reparación se realizó sin distinguir entre quienes habían interpuesto acciones dentro del plazo de prescripción y quienes no lo habían hecho. Por lo tanto, la Corte resolvió que el 4 de marzo de 2005 el Estado Nacional renunció, tácita pero inequívocamente, a plantear la prescripción que habría operado en 1996.


    Schreiber, Elena Julia c/ Estado Nacional Argentino s/ Daños y perjuicios


    S 211, XLVIII, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procedimientos recursivos de infracciones: aplicación de multas. Ley 18.695. Imposibilidad de cuestionar ante la Cámara. Sentencia arbitraria.


    La resolución de la Cámara no constituye un acto jurisdiccional valido, ya que se limitó a examinar la vía recursiva prevista para que el infractor cuestione la resolución que impone la multa, soslayando que el recurso fue intentado por la Defensora Oficial con el objeto de cuestionar su intervención en las actuaciones. El fallo apelado debe ser descalificado bajo la doctrina de arbitrariedad, a los efectos de que se revise y se estudie en plenitud las circunstancias de hecho y de derecho en litigio. La solución propuesta no importa abrir juicio sobre el modo en que deberá dirimirse la cuestión en su aspecto sustancial, desde que ello implicaría inmiscuirse en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias.


    IERIC c/ Ferro, Sergio Alberto s/ Ejecución fiscal


    I 21, XLIX, 09 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Revocación de la Resolución Recurrida


    Abuso sexual de niños en guarda. Sentencia absolutoria. Regulación de honorarios fijados en instancia ordinaria: cuestiones ajenas al recurso. Arbitrariedad de sentencia. Valoración arbitraria de la prueba. Inmediación del debate. Graves defectos de fundamentación. No constituye un acto jurisdiccional válido.


    La decisión aquí apelada en cuanto confirmó la absolución, luce dogmática y contradictoria, pues afirmó, sin especificar una fuente pericial o científica, que los rasgos de personalidad del imputado resultaban manifiestamente incompatibles con la comisión de los hechos por los que fue absuelto, aun cuando los sucesos por los que se lo condenó presentan una innegable similitud con los que denunciaran otras víctimas. A su vez, se fundó en una valoración arbitraria de las pruebas producidas, en especial, en lo que respecta al mérito otorgado a los testimonios de las víctimas y a los informes periciales que juzgaron su credibilidad y veracidad. La decisión impugnada dejó sin debida respuesta el agravio del acusador particular vinculado con la valoración de esas pruebas, a pesar de la importancia que el propio tribunal de casación les había dado al afirmar que la decisión depende casi exclusivamente de la credibilidad que merezca la víctima en los casos en los que se investigan delitos generalmente cometidos en la intimidad. En ese sentido, la sentencia apelada se aparta de los estándares de valoración de la prueba adoptados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en casos de agresiones sexuales. ("Caso Rosendo Cantú y otra vs. México"). Allí, ese Tribunal expuso que "... la violación sexual es un tipo particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho". Además, resaltó que los relatos de los damnificados suelen adolecer de ciertas imprecisiones o inconsistencias que deben ser contextualizadas en las circunstancias específicas de la víctima, y que pueden explicarse por las situaciones traumáticas sufridas, el tiempo transcurrido y otras características. A lo expuesto, se suma que no existían elementos de prueba objetivos que permitieran dudar de que los hechos hubieran ocurrido tal como los relataran los damnificados, a cuyos dichos sólo enfrentaron las explicaciones parciales brindadas por la defensa del imputado. Si bien no se desconocen los términos en los que se debe hacer la revisión de estos aspectos en atención a los límites impuestos por la inmediación del debate, sobre todo en lo que atañe a algunas circunstancias como la impresión personal que el testigo puede causar en el tribunal, lo cierto es que también de ello deben dar cuenta circunstanciada los magistrados para que sus sentencias sean tenidas como fundamento válido y el tribunal de casación pueda revisar los criterios utilizados cuando evalúa tanto si se han aplicado las reglas de la sana crítica como si sus principios se aplicaron correctamente. Ello es así en especial en casos como el sub lite donde el testimonio de la víctima puede ser la prueba esencial del delito. El estado de duda que se requiere para la absolución no puede reposar en una pura subjetividad. Por el contrario, ese estado de ánimo debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto; lo que no sucede en esta causa. El máximo tribunal provincial, mediante afirmaciones meramente formales y dogmáticas que no dieron respuesta a los planteos del recurrente, convalidó una sentencia que presentaba graves defectos de fundamentación respecto de la valoración de la prueba; extremo que la invalida como acto jurisdiccional e impone su descalificación en virtud de la doctrina de la Corte Suprema en materia de arbitrariedad de sentencias.


    G., J. C. s/ Causa n° 38.690


    G 371, L, 01 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Caja de Retiros. Beneficio de jubilación: determinación del otorgante. Servicios con aportes y aquellos que se adeudan. Norma vigente al momento del hecho generador del beneficio.


    Cabe recordar que la Corte -al determinar el alcance del artículo 80 de la ley 18.037- ha descalificado que la expresión "mayor tiempo con aportes" haya pretendido determinar como "caja otorgante del beneficio aquélla a la que correspondía legalmente la percepción del mayor tiempo de cotizaciones obligatorias que debía realizar su afiliado y eventual beneficiario". Por lo demás, tal es el sentido dado por el artículo 2 del decreto 679/1995 que estipula que "[a] los fines de la ley 24.241, se consideran servicios con aportes: a) Tratándose de actividades en relación de dependencia, los períodos respecto de los cuales hubieran devengado y retenido los aportes y contribuciones correspondientes; b) En el caso de actividades autónomas, los períodos respecto de los cuales se hubieran devengado e ingresado las pertinentes cotizaciones". En este marco el rol de caja otorgante debe ser asumido por la demandada en tanto la resolución 16/2010 de la Secretaría de Seguridad Social de la Nación, con la que el tribunal provincial funda su decisión, fue dictada durante el trámite del proceso judicial y en cuestiones de seguridad social rige la norma vigente al momento del hecho generador del beneficio.


    Wakun, José Carlos c/ Caja Ret. Jub. y Pens. Buenos Aires


    W 41, XLIX, 13 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procesal Penal. General. Jurisdicción y Competencia


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia n° 451, L. XL “Lacour, Rosana Mabel y Vélez Vázquez, Marcelo”. Justicia local.


    B., Ruben s/ Inf. art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3619, 2014, CS1, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Competencia. Por el Territorio. Distribución de la Competencia


    Contienda negativa de competencia. Estafa mediante el uso de cheques extraviados. Lugar donde los títulos fueron entregados. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez nacional que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15834, 2014, 1/CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por la Materia


    Conflicto negativo de competencia. Delito de encubrimiento. Investigación insuficiente. Elementos indispensables para el correcto planteamiento: individualización de los hechos y posibles calificaciones jurídicas. Justicia federal.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de la cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, situación que se presenta en la causa porque no está establecido el origen de los cables. En estas condiciones, corresponde al juez federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja, especialmente si se repara en que de las manifestaciones de los peritos no puede descartarse que como consecuencia de los hechos hubiera resultado una efectiva interrupción del servicio de telecomunicaciones.


    A., Diego s/ Encubrimiento


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 74526, 2014, 2/CS1, 25 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión del Procedimiento Penal a Prueba


    Suspensión del juicio a prueba: oposición fiscal, requisitos. Homicidio culposo: mala praxis médica. Inhabilitación. Arbitrariedad de sentencia: fundamentación aparente y no coincidente de los votos que conforman la mayoría. Interpretación del artículo 76 bis del Código Penal.


    No coinciden los fundamentos de los votos que conformaron la opinión mayoritaria: el segundo voto, a diferencia del primero, no formuló consideración alguna acerca del límite que constituye la pena de inhabilitación para la suspensión del juicio a prueba. Del mismo modo, el segundo voto no contiene referencia a las razones válidas de política criminal por las que el fiscal se podría oponer a la suspensión del juicio, de acuerdo con la interpretación efectuada en el primer voto, en el que, por lo demás, no se expuso indicio alguno que permita discernir los motivos de oposición válidos de los que no lo serían. En este voto tampoco se expuso fundamentación alguna para sostener que la oposición del fiscal no podría basarse en un límite previsto en la ley, como en el caso fue la pena de inhabilitación, que obsta a la suspensión del juicio de acuerdo con el texto del artículo 76 bis del Código Penal, teniendo en cuenta que no existió un ofrecimiento de auto inhabilitación. Conforme lo expresó la Fiscal General apelante, la oposición del fiscal a la suspensión del juicio tuvo en cuenta el interés de la sociedad que llevó a postular aquella condición, y que en el caso estuvo relacionado con el ejercicio de la pediatría por parte del imputado, en cuyo desempeño habría tenido lugar el delito atribuido. El pronunciamiento se apoyó en fundamentación sólo aparente en cuanto le achacó al fiscal no haber vinculado las condiciones personales del imputado ni las particularidades del caso, o -en los términos empleados por la juez que votó en primer lugar- no haber explicado la conveniencia de realizar el juicio oral en el caso concreto. Por el contrario, en la decisión apelada se omitió explicar por qué tales circunstancias no resultarían suficientes para requerir la realización del juicio. Por lo demás, tampoco se encuentran argumentos que permita determinar concretamente a cuáles de las condiciones personales del imputado se aludió en el pronunciamiento, de qué modo podrían neutralizar aquel interés social, y por qué medios podrían ser verificadas sin perjudicar la finalidad del instituto de descongestionar el fuero correccional.


    D. Y. A., Leandro s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2804, 2015, RH1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Penal


    Derecho Constitucional. Declaraciones, Derechos y Garantías. Garantías


    Debido Proceso


    Representación promiscua. Supuesto menoscabo a la garantía del debido proceso y a la defensa en juicio del menor. Rechazo de nulidad: falta de perjuicio concreto. Ausencia de gravamen.


    Es doctrina de la Corte que para que prospere la declaración de nulidades procesales, se requiere la existencia de un perjuicio concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en el sólo cumplimiento de la ley importa un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia. Este temperamento no pasa por alto la doctrina de la Corte en que se ha fundado el remedio federal, que predica la intervención del defensor de menores como parte esencial y legítima en todo asunto judicial o extrajudicial en el que intervenga un menor de edad. En efecto, a diferencia de cuanto surge del precedente de Fallos: 333:1152 -y de los análogos publicados ninguno de ellos de naturaleza penal- donde se llegó al dictado de la sentencia definitiva sin intervención del Ministerio de Menores, en el sub judice -además de la inicial asistencia de la defensora pública- el representante promiscuo del menor fue convocado durante el trámite del proceso, quien así habrá de cumplir su cometido hasta el pronunciamiento final. De esta manera, teniendo en cuenta la indicada ausencia de afectación a las garantías y derechos del menor en la etapa procesal ya transitada, esta actuación asegura la regularidad de esa tutela especializada y la mejor defensa de sus derechos hacia adelante, con arreglo a la citada doctrina. Por lo demás, esta circunstancia descarta lesión alguna al debido proceso que asegura el artículo 18 de la Constitución Nacional, que en materia criminal exige la observancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia, pues el requerimiento del Ministerio Público de los autos principales configura la primera de esas etapas.


    M., G. O. s/ Causa n° 15598


    M 450, XLIX, 2013, RHE, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procesales Penales. Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable


    Delito de defraudación contra la administración pública. Prescripción de la acción penal. Argumentación insuficiente. Arbitrariedad no demostrada. Rechazo de la queja.


    El recurrente ha sustentado su argumentación exclusivamente en el tiempo transcurrido y en una genérica atribución de negligencia a las autoridades judiciales, no respaldada empero documentalmente mediante el acompañamiento de las piezas procesales correspondientes, en detrimento del requisito de autosuficiencia que deben cumplir la apelación extraordinaria y la queja por su denegatoria. Esta falencia adquiere además mayor dimensión cuando se advierte que la propia reseña del apelante pone de manifiesto, por un lado, la actividad del ministerio fiscal, que se opuso y recurrió cada una de las decisiones conclusivas en un claro ejercicio de la acción penal pública y, por el otro, que la decisión impugnada reconduce al examen por la cámara de apelaciones de otro sobreseimiento, dictado por razones de fondo, con lo cual el agravio luce también conjetural e hipotético ya a partir de los antecedentes informados en el legajo. También esta circunstancia, de conformidad con la conocida jurisprudencia del Tribunal, determina la inadmisibilidad de la apelación extraordinaria.


    L. A., Marcelo y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 664, 2013, (49-L)/CS1, 10 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen


    Desestimación del recurso de queja. Prescripción de la acción penal: cuestión ha devenido abstracta. Plazo razonable. Condena a reclusión perpetua: agravio meramente conjetural.


    Si bien lleva razón el apelante en cuanto a que la demora apuntada fue extraordinariamente extensa, ella no superó el plazo de prescripción previsto para el delito imputado, a diferencia de lo ocurrido en el precedente de Fallos: 329:445 ("Podestá"). En tales condiciones, no es posible postular una posible violación del derecho alegado sin una evaluación detallada de los pasos de tramitación concretos que explican el retraso del procedimiento a fin de evaluar si el acusado ha sido víctima de "la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa enjuicio". Pues, debe recordarse que una violación como la invocada ha de ser determinada judicialmente en cada litigio, tomando en consideración los rasgos particulares del caso concreto -la naturaleza de los delitos imputados en el proceso, la complejidad de la persecución penal y la prueba, la actividad procesal de la parte interesada y la conducta de las autoridades responsables de la administración de justicia- en lugar de resultar de una simple comparación con un término establecido en abstracto.


    S., Ramón de Jesús s/ Causa 105373


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1022, 2011, (47-S)/CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Excepción de falta de acción. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Falta de afectación de la garantía en situaciones que permiten avizorar su pronta resolución definitiva. Desestimación del recurso de queja.


    Cuando el acusado que alega ser víctima de "la injusticia de una indefinición que atenta contra la garantía constitucional de la defensa en juicio" puede ver resuelta la situación de incertidumbre con una resolución pronta del tribunal de la causa no se justifica la excepción a la exigencia de sentencia definitiva impuesta por el artículo 14 de la ley 48, pues será ese pronunciamiento presto a ocurrir el que satisfará de un modo u otro su derecho "a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que establezca, de una vez y para siempre, su situación frente a la ley penal".


    A., María Julia y otros s/ Defraudación - Causa n° 1101


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 463, 2014, (50-A)/CS1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ne Bis In Idem


    Recurso de queja. Derecho a recurrir de la víctima. Ne bis in idem. Reenvío de la causa para dictar nueva sentencia: garantizar el derecho al recurso. Garantía de la doble instancia.


    El derecho a recurrir de la sentencia de la víctima, o de su representante fue reconocido por el Tribunal a partir de las normas internacionales sobre garantías y protección judicial previstas en los artículos 8, apartado 10, y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Y ese derecho no entra en conflicto con la garantía que veda la múltiple persecución penal, tal como parece entender la recurrente, en la medida en que su ejercicio, como en este caso, se funde en la inobservancia de las formas sustanciales del proceso, y no en el intento de la acusación de corregir un error funcional propio, como por ejemplo la omisión de requerir la producción en el juicio de una prueba decisiva, a expensas del derecho del imputado a procurar y obtener un pronunciamiento que defina su situación. Lo contrario sí importaría reconocerle al querellante una segunda posibilidad de presentar el caso, con el fin de mejorar los aspectos que le impidieron obtener una condena la primera vez, en perjuicio del derecho constitucional del imputado que lo ampara contra el bis in idem.


    H., Raúl Horacio y Fragni, César Armando s/ Causa 11515


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 82, 2013, (49-H)/CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisitos de Admisibilidad



    Improcedencia del recurso. Principio in dubio pro reo. Imparcialidad de los jueces. Falta de fundamentación. Discrepancia valorativa. Extemporaneidad del agravio. Inexistencia de gravedad institucional. Garantía de la doble instancia. Convención Interamericana contra la Corrupción (ley 24.759). Desestimación de la queja.


    La impugnación constituye, por un lado, una reiteración de los agravios presentados ante el a quo que revela una discrepancia con el temperamento adoptado el tribunal superior de la provincia de Córdoba, y no alcanza a conmover los fundamentos de la resolución cuya revisión se persigue. Además de ello, se introducen agravios tardíos que no fueron planteados ante los jueces de la causa, lo cual también impide su conocimiento en la instancia extraordinaria. En primer término, porque el planteo referido a la afectación de la garantía de imparcialidad de los jueces ha sido tratado y respondido por el a quo con razonables fundamentos en el artículo 67, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la provincia de Córdoba, y en la improcedencia de recusaciones de esa naturaleza con sustento en meras denuncias. A tal fin invocó doctrina y precedentes propios y de la Corte, y concluyó en la extemporaneidad del agravio. Es criterio de la Corte en cuanto a que si el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos, éstos no resultan susceptibles de ser tratados por la vía del artículo 14 de la ley 48, al quedar afectados por las consecuencias de su conducta discrecional, lo cual torna improcedente este aspecto de la impugnación. Con relación al segundo agravio, referido a la inobservancia de la jurisprudencia de la Corte en "Arancibia Clavel", "Simón" y "Mazzeo" en materia de responsabilidad del Estado por violaciones masivas a derechos humanos, cabe afirmar que si bien el objeto procesal de estas actuaciones se vincula con las reparaciones económicas obtenidas en aplicación de normas que reconocieron ese derecho a las víctimas, no ha sido su materia la persecución, juzgamiento y sanción de violaciones graves a los derechos humanos, que es lo que se analizó en esos precedentes, sino que aquí se han investigado las consecuencias de contratos de contenido patrimonial entre los querellantes y la agente de bolsa acusada, posteriores a que los afectados por violaciones a los derechos humanos recibieran las indemnizaciones otorgadas por el Estado Nacional. Ello concurre a descartar la existencia de la gravedad institucional que se invoca, en tanto es evidente que el caso no excede del interés pecuniario de los accionantes, tal como también lo refleja el encuadre legal en el que se han subsumido los hechos motivo de juicio (art. 173, inc. 3°, del Código Penal). El planteo carece de relación directa con lo debatido y resuelto en el sub examine, lo cual obsta a su procedencia. En cuanto al agravio referido al menoscabo de la garantía de la doble instancia, además de vincularse con la inteligencia y aplicación de normas de derecho procesal provinciales que regulan la revisión de las respectivas decisiones judiciales, cuestión ajena por regla al recurso extraordinario, la invocación del precedente "Casal" (Fallos: 328:3399) pasa por alto que en ese pronunciamiento el Tribunal interpretó "el derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior" que el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos garantiza a "toda persona inculpada de delito", calidad de la que carecen los apelantes, quienes revisten el rol de acusadores particulares. En esa misma dirección, en "Arce" (Fallos: 320:2145), el Tribunal concluyó con cita de ese precepto de la Convención Americana y del artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que "de la conjunción de ambas normas surge que la garantía del derecho a recurrir ha sido consagrada sólo en beneficio del inculpado" (considerando 7°). Ello no implica desconocer el derecho de la víctima a acceder a la justicia (arts. 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), aspecto que -más allá del resultado del proceso judicial- no ha sido objeto de agravio; y si bien su derecho a la doble instancia no reviste jerarquía constitucional, en los regímenes procesales donde se encuentra regulado en favor del querellante no puede suprimirse arbitrariamente. Bajo estas pautas, la suerte adversa del recurso de casación interpuesto por las partes acusadoras en ejercicio de ese derecho reconocido por el artículo 471 del Código Procesal Penal de la provincia de Córdoba, no puede ser entendida como una afectación de esa garantía, pues ésta no asegura el resultado de la impugnación sino sólo la posibilidad de hacerlo, tal como ha ocurrido en autos. Con relación a la omisión de aplicar el derecho vigente, específicamente la Convención Interamericana contra la Corrupción (ley 24.759), además de ser extemporaneo, parte de una inteligencia de ese acuerdo internacional que conduciría a invertir el onus probandi en los casos que involucren hechos de corrupción de agentes públicos, calidad funcional que los impugnantes atribuyen a la imputada. Si bien la forma en que llega el planteo a esta instancia, a lo que cabe añadir su deficiente fundamentación, obstan al examen de esa interpretación del citado instrumento internacional y sus posibles efectos sobre garantías constitucionales, se dirige a objetar la valoración de aspectos de hecho y prueba efectuada por los jueces de la causa, en cuanto a la insuficiente acreditación del error sufrido por las víctimas, lo cual determinó la aplicación del principio in dubio pro reo. En base a ello, se descarta la existencia de la gravedad institucional alegada, en tanto no se ha demostrado qué perjuicios concretos por su magnitud o entidad trascienden el interés de la parte y afectan de modo directo a la comunidad. Se debe desestimar la queja.


    J. de F. F., Alba y otro c/ s/ p.ss.aa. defraudación por suscripción engañosa de documento – causa nº 49.708/07


    J 123, XLVIII, 2012, RHE, 04 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Etapas del Proceso Penal


    Ejecución. Pena Privativa de la Libertad. Detención Domiciliaria


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Precedente “Olivera Róvere”. Delitos de lesa humanidad. Beneficio de detención domiciliaria: necesidad de indicar las razones que justifican la concesión.


    La detención domiciliaria es una medida excepcional que, según la posición propugnada por esta Procuración General (cf. dictamen en el caso “Olivera Róvere”), está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, por lo que el a quo no podía circunscribirse a verificar la edad y las patologías brevemente mencionadas, sino que debía evaluar también si estas circunstancias son suficientes para que el encarcelamiento produzca alguna de esas dos situaciones ilegales. Al respecto, no debe olvidarse que la ley, al enunciar las condiciones que habilitan la concesión del beneficio, prescribe que ante ellas el juez "podrá" resolver de ese modo, por lo que sólo cabe concluir que tales condiciones no son requisitos suficientes o perentorios.


    R., Lucio Carlos s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1653, 2015, RH1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Admisibilidad del recurso. Delitos de lesa humanidad. Sanción adecuada: responsabilidad internacional del Estado. Prisión domiciliaria. Condición etaria: necesidad de indicar las razones que justifican la concesión. Precedente causa O. 296, L. XLVIII, "Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Ley 24.660.


    El recurso resulta admisible, ya que el Estado argentino asumió el compromiso internacional de garantizar no sólo que se sancione a los responsables de crímenes de lesa humanidad, sino también que se los sancione de manera adecuada, lo que resulta decisivo en este caso para adjudicarle naturaleza federal. El derecho internacional humanitario y de los derechos humanos, en diversos tratados y documentos, prescriben la obligación por parte de toda la comunidad internacional de 'perseguir', 'investigar' y 'sancionar adecuadamente a los responsables de cometer delitos que constituyen graves violaciones a los derechos humanos, y esa obligación resulta de aplicación perentoria en la jurisdicción argentina. El hecho de que el imputado tenga 71 años no justifica la concesión automática de la prisión domiciliaria, según lo dispone el artículo 32, inciso d, de la ley 24.660, ya que esa facultad jurisdiccional debe responder a estrictas razones humanitarias, que en este caso no han sido debidamente comprobadas, y a la verificación de que ese arresto domiciliario no comporta un aumento en el riesgo de fuga de quien se encuentra condenado por la comisión de delitos de lesa humanidad. Si bien la edad avanzada -más de 70 años- es uno de los supuestos por los cuales el juez puede conceder la detención domiciliaria; esa condición etaria no es suficiente para conceder un beneficio que constituye una excepción al cumplimiento en una unidad penitenciaria de la pena privativa de libertad. Hay otras circunstancias que el juez debe valorar para autorizar la prisión domiciliaria a los mayores de 70 años. Para determinar aquellas circunstancias, sin incurrir en arbitrariedad, es imprescindible tener en cuenta que la finalidad del instituto de la detención domiciliaria, que es garantizar el trato humanitario y evitar la restricción de derechos fundamentales no afectados por la pena impuesta. De tal motivación se concluye: (a) que la detención domiciliaria es una excepción al cumplimiento en la cárcel de la pena privativa de libertad, (b) que el legislador previó la condición etaria mencionada como supuesto no suficiente para conceder tal excepción, por lo que debería valorarse junto a otras circunstancias no especificadas en la ley, (c) que la finalidad de la detención domiciliaria, según el legislador, es garantizar el trato humanitario del condenado a pena privativa de libertad y evitar la restricción de derechos fundamentales no afectados por la pena impuesta, y (d) que, por lo tanto, para la concesión de la detención domiciliaria se debe demostrar, incluso cuando el condenado supere los 70 años de edad, que el encarcelamiento podría producir alguna de las dos consecuencias que aquélla está encaminada a evitar; por lo que surge, que el a quo debió basar su resolución en los estudios médicos adecuados a la importancia del caso. En consecuencia, el a quo ha incurrido en arbitrariedad al no basar su resolución en estudios científicos adecuados. Se declara procedente el recurso extraordinario y se revoca la decisión impugnada.


    B., J. A. s/ Recurso de casación


    B 384, L, 16 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Beneficio de detención domiciliaria: necesidad de indicar las razones que justifican la concesión. Precedente “Olivera Róvere”. Delitos de lesa humanidad.


    En cuanto a la situación de G., M. y G., cabe recordar, tal como lo hizo el recurrente, que la detención domiciliaria es una medida excepcional que, según ya lo sostuvo esta Procuración General, está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, por lo que si desaparecen las circunstancias idóneas para provocar alguna de esas dos consecuencias del encarcelamiento, la medida deja de estar justificada. Por lo tanto, desde esa perspectiva, el a quo debía verificar si aún se observaba alguna de esas circunstancias, antes de resolver si correspondía mantener la medida revocada por el tribunal oral, dado que se trataba de una consideración conducente para la adecuada solución del caso. Esa omisión, entonces, lleva a concluir que su decisión debe descalificarse como acto jurisdiccional válido. En el mismo sentido, del precedente "Olivera Róvere" se desprende que la concesión de la detención domiciliaria a un condenado por delitos de lesa humanidad, aun mediante sentencia no firme, debe estar precedida tanto de aquella verificación, como del análisis del riesgo procesal de fuga.


    M., Carlos Alberto y otro s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142, inc. 5) y privación ilegal de la libertad personal (art. 142 bis, inc. 3)


    FSA-Justicia Federal de Salta, 73000813, 2007, TO1/2/2/RH1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Beneficio de prisión domiciliaria. Análisis del estado de salud del imputado. Ausencia de elementos que justifiquen el beneficio.


    Cabe recordar que la detención domiciliaria es una medida excepcional que, según la posición propugnada por esta Procuración General, está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, como el derecho a la salud, por lo que al no haberse demostrado que las condiciones actuales del encierro del solicitante provocan alguna de esas dos consecuencias ilícitas, corresponde desestimar la presente queja.


    C., Leopoldo Norberto s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1138, 2014, RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Beneficio de detención domiciliaria y libertad provisional: necesidad de indicar las razones que justifican la concesión. Precedente “Olivera Róvere”. Arbitrariedad de la sentencia.


    En cuanto al fondo del asunto, cabe recordar que, salvo la mejor interpretación que de sus propios fallos pueda hacer el Tribunal, en el precedente “Olivera Róvere” se estableció que la concesión de la detención domiciliaria a un condenado por delitos de lesa humanidad, aun mediante sentencia no firme, debe estar precedida tanto de la verificación de los requisitos legales para el otorgamiento de esa medida excepcional (artículos 10 del Código Penal y 32 de la Ley 24.660), como del análisis del riesgo procesal de fuga. Es que, tal como lo señaló el recurrente, se advierte en casos como el sub examine un "especial deber de cuidado" que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de que ello ocurra, ya que el Estado argentino está obligado por el derecho internacional de los derechos humanos a investigar, juzgar y sancionar a los responsables de delitos de lesa humanidad. Pues bien, si ello es así en lo referido a la concesión de la detención domiciliaria, parece indudable que también debe serlo al concederse la libertad provisional. Sin embargo, el a quo omitió cumplir con aquel deber especial, en la medida en que no realizó el análisis de las circunstancias mencionadas, al considerar, erróneamente, que el tribunal oral había dispuesto la ejecución inmediata de la condena impuesta, a pesar de que todavía no se encontraba firme, y resolver el asunto con base, exclusivamente, en esta supuesta transgresión. A causa del mismo error, tampoco advirtió la necesidad de explorar, según lo establecido por la Corte, la posibilidad de aplicar medidas privativas de la libertad menos lesivas que el encarcelamiento, como la detención domiciliaria, cuando no correspondiera mantener la prisión preventiva, tal como lo propuso el señor Fiscal General en beneficio de algunos de los condenados. En conclusión, el a quo desatendió circunstancias conducentes para la adecuada solución del caso, por lo que su decisión debe descalificarse como acto jurisdiccional válido.


    C., Camilo Ángel y otros s/ Querella


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 81810081, 2012, TO1/1/1/RH5, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa conexa C. 523; L.L "Corrales, Bernabé s/ Recurso de casación"


    C., Bernabé Jesús s/ homicidio agravado y otros


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 91002955, 2009, TO1/1/2/RH2, 06 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Libertad Condicional


    Duración de la pena de reclusión perpetua y de la accesoria por tiempo indeterminado. Reincidencia. Revocación de libertad condicional. Ley 25.928. Pretensa inconstitucionalidad del artículo 52 Código Penal. Fundamentación insuficiente: tratamiento inoficioso.


    Más allá de la discusión acerca de la ley que debe regir la pena única dictada en último término, del recurso no surge la formulación de ningún agravio cuya satisfacción pueda tener aptitud para modificar la situación del impugnante, de modo que su tratamiento resulta inoficioso. El Código Penal, en la versión cuya aplicación reclama la recurrente, establecía que el condenado a una pena de reclusión perpetua que hubiera cumplido veinte años de condena podía obtener la libertad condicional (art.13); que la pena se extinguía si transcurrían cinco años desde la concesión sin que la libertad condicional fuera revocada (artículo 16); que, en cambio, la libertad condicional debía ser revocada si durante ese lapso el condenado cometía un nuevo delito (art. 15); y que, en tal caso, el condenado cuya libertad condicional hubiese sido revocada no podría obtener la libertad condicional nuevamente (art. 17). El imputado cometió los delitos que motivaron su segunda condena antes de que hubiese transcurrido el plazo de cinco años que el art. 16 establecía como requisito para la extinción de la pena, y de la lectura de los art.15 y17 se desprende sin esfuerzo que la comisión de un nuevo delito debía determinar -también según la ley cuya aplicación reclama la recurrente- la revocación de la libertad condicional, el reingreso del condenado en prisión y la imposibilidad de una nueva libertad condicional en el futuro, conclusión en la que confluye además el art.14 en razón de su declaración de reincidente. De allí que asistiera razón al a quo cuando, luego de argumentar en la misma línea en que aquí se lo ha hecho, señaló, como otro defecto del planteo de la defensa, que ni siquiera hubiera cuestionado la constitucionalidad de esas normas. Ninguna de estas consideraciones que constituyeron también el holding de la sentencia del a quo, fue refutada debidamente por la recurrente, que se limitó a reiterar dogmáticamente que el rechazo se basaba en la aplicación de la ley 25.928 y que la normativa anterior habilitaba su pedido. Por último, descartada cualquier discusión sobre la constitucionalidad de las normas referidas, ninguna duda cabe acerca de que cualquier otro debate en torno a eventuales modos alternativos de interpretarlas remitiría al examen de cuestiones de derecho común, cuya inteligencia no suscita cuestión federal, salvo arbitrariedad que tampoco se advierte, ni ha sido alegada siquiera en el caso.


    F. L., Guillermo José c/ s/ Causa n° 15494


    F 766, XLVIII, 17 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Instrucción


    Formas de Inicio. Denuncia


    Desestimación de la denuncia, posterior revocación por parte de la Cámara, queja interpuesta por la fiscalía general. Delegación de la instrucción y nueva desestimación. Desistimiento de la queja por cuestiones sobrevinientes al momento de la interposición.


    La plena reasunción del ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público y la actividad instructoria desplegada en consecuencia, dejan sin sustento -por breve que haya sido esta nueva actuación- el argumento central del remedio federal intentado, cual es, la imposibilidad que el querellante inicie en forma autónoma la instrucción. Ello, claro está, aun cuando en el ulterior trámite del proceso pueda reeditarse la cuestión federal planteada por la señora Fiscal General. Por lo demás, lo expuesto condice con los principios que rigen las funciones de este Ministerio Público Fiscal, en cuyo ejercicio debe tomar en cuenta los intereses de la víctima y procurar la máxima cooperación con los querellantes. Desde ese punto de vista, el temperamento que se postula resguarda el derecho del damnificado a una mayor respuesta jurisdiccional, y hacer prevalecer, mediante el mantenimiento de la queja en el actual estado del proceso, la ausencia de firmeza del auto aquí impugnado, lo cual desvirtuaría lo actuado posteriormente, podría significar un exceso ritual ajeno a la garantía del debido proceso así involucrada. En efecto, el criterio adoptado por el fiscal interviniente indica, más allá de que su conclusión remisoria haya coincidido con la inicialmente emitida por su antecesor, que existía una vía para dar aquella respuesta más acabadamente y, de ese modo, cumplir con el debido agotamiento de las posibles alternativas procesales para la vigencia de la acción, tal como se ha instruido reiteradamente a los representantes del Ministerio Público. Así las cosas, toda vez que para la evaluación de la apelación federal debe atenderse a las circunstancias existentes al momento de decidir aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso, se desiste de la queja.


    Comisión Normalizadora de CUCICBA y otros s/ Estafa, defraudación por ocultación de expediente, defraudación contra la administración pública, falsificación de documento privado y falsedad ideológica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28971, 2013, 1/RH1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Indagatoria


    Admisibilidad del recurso. Llamado a indagatoria. Equiparación a sentencia definitiva. Gravamen irreparable. Doctrina de la arbitrariedad. Lesa Humanidad: responsabilidad internacional del Estado de investigar, perseguir y sancionar a los responsables.


    Si bien, como regla, la apelación extraordinaria federal no procede contra decisiones de los tribunales de la causa en materia de admisibilidad de recursos, la Corte la ha admitido excepcionalmente cuando la resolución impugnada resulta equiparable a sentencia definitiva por sus efectos y por el gravamen que ocasiona, y cuando frustra la vía utilizada sin fundamentación suficiente, en violación de las garantías de defensa en juicio y debido proceso consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional. La resolución recurrida es equiparable a definitiva porque, aunque formalmente el rechazo del pedido de indagatoria permite continuar con la investigación, su efecto práctico es la paralización del proceso. Esto obedece a que ya se han agotado las medidas de prueba posibles y no existen otras que permitan obtener nuevos elementos de convicción sobre la responsabilidad o inocencia del imputado. La resolución impugnada también ocasiona al Ministerio Público Fiscal un gravamen actual y de imposible reparación ulterior, en tanto le impide ejercer su mandato constitucional de "promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad" (art. 120 de la Constitución Nacional). Esta obstrucción de la facultad requirente es particularmente grave en la presente causa, pues se trata de delitos de lesa humanidad y los fiscales actuantes han sostenido en todas las instancias recursivas que en virtud de las pruebas colectadas hasta el momento existe "motivo bastante" para escuchar al imputado en declaración indagatoria. En segundo lugar, la sala incurrió en un exceso ritual manifiesto al rechazar la vía recursiva sin analizar los argumentos planteados por el apelante, lo que la descalifica como un acto jurisdiccional válido conforme a la doctrina de la arbitrariedad. En la medida que la resolución apelada impide perseguir y juzgar posibles crímenes de lesa humanidad, en el caso podría estar comprometida la responsabilidad del Estado argentino por el incumplimiento de sus obligaciones internacionales en la materia. La Corte ha reconocido que nuestro país tiene el deber de "investigar", "perseguir" y "sancionar adecuadamente a los responsables" de graves violaciones a los derechos humanos y que es de suma gravedad institucional la eventual responsabilidad internacional que podría derivarse de su incumplimiento, lo cual presenta una cuestión federal suficiente que debió ser tratada por la cámara de casación. Corresponde declarar procedente el recurso extraordinario y revocar el fallo apelado, de modo que la cámara de casación trate los argumentos del fiscal contra el rechazo del llamado a indagatoria En tal sentido, la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario, en otras causas seguidas contra el imputado, con posterioridad a la resolución bajo análisis en el presente resolutorio consideró suficientemente probado el rol que desempeñó en el plan de represión ilegal: “Aún cuando no existieran evidencias de su directa actuación en la ejecución material de los ilícitos, pero sí en cuanto aportó los recursos y los medios materiales como Jefe de la Sección San Nicolás del Destacamento de Inteligencia 101 del Ejército, unidad que se dedicaba principalmente a obtener información de los detenidos". Por lo tanto, el estándar de sospecha requerido por el ordenamiento ritual a fin de recibir una declaración indagatoria en este caso ha quedado cumplido por demás.


    A., Omar s/ Allanamiento ilegal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3976, 2014, RH1, 13 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Juicio


    Juicio Común. Sentencia. Nulidad


    Delito de abuso sexual a menor de edad. Capacidad psíquica del imputado. Divergencias entre peritos en la caracterización de la perturbación psíquica del imputado. Arbitrariedad. Sentencia no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    Más allá de la divergencia entre las peritos, el tribunal de juicio encontró coincidencias importantes en la descripción que las dos profesionales hicieron de las características psíquicas del acusado, y contrastó ese perfil con la evidencia disponible sobre el comportamiento del imputado al cometer el hecho, con su conducta durante el procedimiento y, más en general, con los datos existentes sobre su vida social, familiar y laboral. De esa manera concluyó que no había fundamento para negar en el caso concreto la capacidad mínima necesaria para comprender una norma social tan básica como la que prohíbe abusar sexualmente de niños y niñas menores de trece años. La arbitrariedad del pronunciamiento de la cámara que revocó esa sentencia reside en que prescindió de la evidencia particular del caso concreto que estaba en juicio y adjudicó la cuestión sólo sobre la base de la existencia de una divergencia acerca de cómo caracterizar el desorden mental que afecta al imputado y la observación general, sobre la que no se pronunciaron las especialistas durante el debate, de que todo trastorno delirante implicaría una incapacidad general de culpabilidad. Ese desapego respecto de las particularidades del caso concreto sobre la base de las cuales el tribunal de mérito había fundado su decisión vicia la absolución dictada. Ella no constituye, en fin, una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    C., J. G. s/ Abuso sexual - art. 119 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 76, 2015, RH1, 23 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Juicios Especiales. Juicio de Menores


    Convención sobre los Derechos del Niño, art. 3, inc. 3 y art. 40, inc. 1. Comité de los Derechos del Niño. Suspensión de juicio a prueba en el proceso penal juvenil: Interpretación meramente formal del instituto. Tratamiento tutelar. Garantías diferenciadas.


    Asiste razón a la recurrente en cuanto a que el pronunciamiento -que desechó el régimen especial que el tribunal de menores había asignado a la medida- obvió las reglas que establecen garantías diferenciadas para la imposición de penas a niñas, niños y jóvenes respecto de los adultos, de acuerdo con la Convención sobre los Derechos del Niño. Entre esas pautas, se destaca el mandato constitucional que obliga a que la imposición de penas a jóvenes atienda a su "reintegración social" y a que éstos asuman "una función constructiva en la sociedad" de acuerdo con el articulo 40, inciso 1, de la citada Convención. En este ámbito, la protección del interés superior del niño -impuesta por el artículo 3, inciso 3, de dicho Tratado- significa que "los tradicionales objetivos de la justicia penal, a saber, la represión o el castigo, deben ser sustituidos por los de rehabilitación y justicia restitutiva" (Comité de los Derechos del Niño, Observación General n° 14, "El derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial", del 29 de mayo de 2013, párrafo n° 28). Desde esta óptica, la suspensión del juicio a prueba en el proceso penal juvenil sólo puede ser interpretada como una solución especial y alternativa a la continuación del juicio y a la eventual imposición de condena penal, que privilegió el resultado exitoso del tratamiento tutelar con el objetivo constitucional de promover su resocialización. La aplicación de este instituto por parte del tribunal de menores obedeció al mandato de los magistrados de cumplir con la Convención de los Derechos del Niño y, por ello, no puede asignársele los mismos efectos que tendría en el régimen de adultos. Ha sentado la Corte Suprema que la interpretación de las normas penales en general, y del instituto de la suspensión del juicio a prueba en particular, exige priorizar la exégesis legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. En ese sentido, la medida alternativa a la pena aplicada a este joven cuando aún no tenía dieciocho años de edad, bajo el régimen de la suspensión del juicio a prueba, no puede ocasionar consecuencias jurídicas negativas sobre el régimen penal de adultos. En consecuencia, la sentencia convalidada por la cámara de casación, ha realizado una interpretación meramente formal de las normas que regulan ese instituto que transgredió los especiales objetivos que la Convención sobre los Derechos del Niño reclama para la imposición de penas a niñas, niños y adolescentes.


    O., A. G. s/ Causa n° 16.150


    O 33, XLIX, 27 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extradición


    Pedido de extradición solicitado por la República de Paraguay. Concesión. Cumplimiento de requisitos. Certidumbre de los hechos. Debido proceso. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767). Planteos extemporáneos: rechazo in limine. Principios de preclusión y progresividad. Precedente "Bongiovanni". Requisitos nulidad procesal. Plazo razonable. Caso "Mozzatti' (Fallos: 300: 11 02). Planteos efectuados in pauperis. Improcedencia. Tratado de Extradición celebrado con el país peticionante (ley 25.302). Cómputo del tiempo de privación de la libertad.


    La extradición se autorizó -sin perjuicio de su confusa construcción- por la totalidad de las imputaciones objeto de la rogatoria internacional, otorgando así certidumbre en cuanto a los hechos respecto de los cuales habrá el requerido de ejercer su defensa en el proceso que se sigue en su contra en el Estado requirente. Alega la recurrente que se habría violado su derecho a un debido proceso en tanto no se celebró correctamente el juicio contradictorio exigido por la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767, artículo 30), desde que no se invitó a los sujetos procesales a ofrecer prueba antes de la citación a juicio. Sin embargo, el tratamiento del agravio es inadmisible, toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine, no se presentan circunstancias extraordinarias que permitan a la Corte soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. En primer lugar, en función de los principios de preclusión y progresividad, en atención a que el artículo 373 del Código Procesal Penal de la Nación, en función del artículo 170, inciso 2°, establece que las cuestiones previas pueden ser opuestas hasta inmediatamente después de abierto el debate, bajo pena de caducidad. Además, de acuerdo a lo que el Tribunal señaló en el precedente "Bongiovanni"' (Fallos: 322:486), la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma, y en el caso, no existe gravamen alguno que amerite tal sanción, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento. En los procedimientos de extradición el juicio contradictorio se circunscribe a la verificación de las exigencias ora convencionales, ora legales, y con ese fin la rogatoria internacional y los antecedentes que la acompañan son parte esencial del debate, de forma tal que las partes siempre tienen en esa ocasión la oportunidad de meritar los documentos que sustentan la solicitud y pronunciarse al respecto. Por consiguiente, no existen razones suficientes que sustenten la nulidad pretendida. En lo que se refiere a la aludida afectación de la garantía del requerido a ser juzgado en un plazo razonable, la Corte ha sostenido que la prosecución de un pleito inusualmente prolongado conculcaría el derecho de defensa de los acusados en tanto "debe reputarse incluido en la garantía de la defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional el derecho de todo imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de incertidumbre que comporta el enjuiciamiento penal". El fin de la garantía de obtener un pronunciamiento en un plazo razonable es imponer un límite temporal infranqueable al ius puniendi, extinguiendo la acción penal mediante el instituto de la prescripción, para terminar con la situación de incertidumbre frente a un proceso criminal. La pretensión de la parte recurrente consiste en trasladar al trámite de extradición aquel instituto, sin tener en consideración que el procedimiento penal y el extraditorio se encuentran caracterizados por un objeto y fin distintos. El instituto del plazo razonable no tiene virtualidad en el proceso de extradición sino, en todo caso, en el juicio principal; esto es, el que tramita en el Estado requirente por cuanto constituye una defensa de fondo y ajena, por definición, al objeto de este procedimiento. La demora en que puedan incurrir los tribunales de la parte requerida no se encuentra contemplada entre las causales para denegar una extradición, tanto en el tratado bilateral aplicable, como en los demás convenios celebrados por la nación, ni tampoco en la ley vernácula específica. Muy por el contrario, esta situación podría incluso configurar un incumplimiento de las condiciones a las que las partes se obligaron como sujetos de derecho internacional. Por otro lado, no corresponde hacer lugar a los planteos efectuados in pauperis por el imputado, en atención a que la opción que le reconoce el artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767); no es aplicable al caso por cuanto el presente trámite se encuentra regido por el Tratado de Extradición celebrado con la República del Paraguay (ley 25.302), el cual establece una cláusula facultativa en ese aspecto. Es potestad del poder administrador resolver eventualmente el planteo. Asimismo, el requisito de garantizar que se compute el tiempo que permanezca detenido a disposición del presente trámite en la causa de origen, se encuentra contemplado en el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, mas no en el convenio y, como la Corte tiene dicho, ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones. Sin perjuicio de ello, el Tribunal tiene establecido que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    B., Néstor Horacio s/ Extradición - art. 54


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 12000063, 2013, CA1-CS1, 17 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Concesión de extradición a favor de los Estados Unidos de Norteamérica. Recurso ordinario de apelación. Falta de fundamentación. Tratado de Extradición con los Estados Unidos de Norteamérica. Ley 25.126. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767). Rechazo del recurso interpuesto.


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado, ya que los agravios que se intenta hacer valer constituyen una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, y que fueron considerados por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con los Estados Unidos de Norteamérica (cfr. ley 25.126), y en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que la parte se hiciera cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos, lo que determina, sin más, su rechazo. Los planteos de la recurrente carecen de tal entidad que permitiría a la Corte soslayar ese óbice formal, máxime si se observa que además de la absoluta falta de fundamentación, se dirigen en última instancia a solicitar la declaración de nulidad de la sentencia, obviando que esa sanción procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma, y en el caso, no existe gravamen alguno que amerite tal solución, ni lo justifica la defensa, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento. Confirma la sentencia apelada.


    C., Rubén Ernesto s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 60002464, 2012, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extradición pasiva. Ley 24.767. Naturaleza del proceso de extradición. Improcedencia de la valoración de cuestiones de fondo. Intervención judicial debe limitarse a la verificación de los requisitos exigidos por la ley y los tratados que rigen la materia. Procedencia de la extradición.


    El a quo se extralimitó en sus atribuciones y desnaturalizó el trámite de la extradición, al introducirse en la valoración de cuestiones como la virtual eficacia del ardid para inducir a error, que hacen al fondo del asunto y le son, por definición, ajenas. Es que el procedimiento de extrañamiento no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento de la causa en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo, sino que debe limitarse a discutir sobre las cuestiones referentes a la identidad de la persona cuya entrega se reclama y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados que gobiernan el proceso. En suma, todos los acontecimientos reprochados en la requisitoria internacional encuentran adecuada subsunción en el ordenamiento punitivo nacional. Por todo lo expuesto, se solicita a la Corte que conceda la extradición.


    R., Marcelo Gastón s/ Extradición


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 18256, 2013, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extradición solicitada por la República de Chile. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Deberes del Ministerio Público Fiscal. Pretensión punitiva de ambos países. Denegatoria de la extradición. Prescripción de la pena.


    Si bien la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal -24.767- impone al Ministerio Público Fiscal el deber de "representar el interés por la extradición", esta tarea debe conjugarse con la defensa de la legalidad que la Constitución Nacional pone en cabeza de los fiscales en el artículo 120. En este sentido, cabe recordar que para que la asistencia judicial internacional tenga acogida favorable, deben encontrarse vigentes la pretensión punitiva del país trasandino así como la hipotética local. En caso de no verificarse dicha circunstancia, se torna inoficioso el tratamiento de los demás agravios planteados por la defensa y corresponde, en consecuencia, denegar la extradición solicitada.


    F. C., Pablo Antonio s/ Extradición - art. 52


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 3009, 2013, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extradición solicitada por la República del Perú. Validez de las pruebas colectadas en el marco de la investigación. Posible trato incompatible con los estándares internacionales: compromiso de monitoreo de las condiciones de detención. Tiempo de detención durante el trámite de la extradición: consideración por el tribunal requirente.


    Cabe recordar que la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional cuyo fundamento radica en el interés común de todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, por lo que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira. Esta doctrina cobra mayor relevancia en supuestos como el presente, donde el argumento del a quo está dirigido en última instancia a cuestionar la calificación de la conducta efectuada por las autoridades del país requirente en la normativa extranjera, decisión que de acuerdo a inveterada doctrina de la Corte los tribunales del país requerido no pueden modificar, por tratarse de una cuestión que se refiere al fondo del asunto, ajena por su naturaleza al trámite de extradición. Se ha dicho que no incumbe al procedimiento de extradición, por constituir defensas que han de ser interpuestas en la causa que motiva la asistencia jurídica internacional, la revisión de los aspectos probatorios valorados por el juez extranjero que habrían justificado la orden de detención y posterior pedido de extradición, así como tampoco la validez de la prueba incorporada al proceso extranjero y/o de los actos procesales allí celebrados, ni determinar que la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido resultaba notoriamente insuficiente. La misma tesitura debe aplicarse al extenso análisis referido a la validez de las pruebas colectadas en el marco de la investigación que dio origen a este proceso, efectuado tanto en la audiencia de debate por el representante de este Ministerio Público como en la sentencia del juez de la extradición. Estos mismos conceptos, a su vez, son los que desvirtúan la afirmación del a quo en el sentido de que el extraditurus no cuenta con garantías de que será respetado su derecho a un debido proceso en el país requirente. Finalmente, en lo que se refiere al aludido riesgo de que el imputado sufra por parte de las autoridades requirentes un trato incompatible con los estándares internacionales de derechos humanos, más allá de que el sistema penitenciario del Perú mereció cuestionamientos anteriormente, lo cierto es que mucho ha progresado desde aquel entonces, como se advierte de los informes de la Comisión contra la Tortura en los que se destacan los numerosos esfuerzos del país requirente por subsanar las falencias acusadas e incorporar a su ordenamiento jurídico las reformas sugeridas por el organismo internacional. Pero además de lo señalado, en lo que se refiere al presente trámite, las autoridades peruanas no sólo brindaron un pormenorizado informe en cuanto a la forma de selección del establecimiento en el cual el extraditable será alojado, sino que han llegado incluso a aceptar imposiciones que no se encuentran previstas en el tratado bilateral, asumiendo así el compromiso de instalar un dispositivo de monitoreo judicial del cumplimiento de las condiciones de detención compatibles a las vigentes en la legislación argentina, además de garantizar que se computará en el proceso de origen el tiempo que permanezca detenido en el marco de esta extradición.


    Q. C., Oswaldo Ceferino s/ Extradición - Art. 54


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 5295, 2013, CS1, 22 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extradición. Pedido solicitado por la República de Paraguay. Pretendida declaración de improcedencia: obligaciones instrumentales incumplidas; delitos políticos o conexos a estos.


    El planteo referido a la falta de documentación al presentarse la solicitud de extradición es impertinente, en tanto no se indica cuáles son los textos legales que a su entender establecerían las obligaciones instrumentales incumplidas. Lo mismo sucede con la queja referida a que el delito por el cual se requiere la entrega del extraditurus es penado más severamente en la legislación foránea que en la nacional. El instrumento internacional exige para conceder la entrega que el delito sea pasible de una pena intermedia mínima de dos años de prisión, conforme a la legislación del Estado requirente únicamente (artículo 2.1). De esta forma, en tanto se le imputa el delito de homicidio, para el que se prevé una pena privativa de la libertad de cinco a veinticinco años (artículo 105 del Código Penal de Paraguay), se advierte con facilidad que el mínimo convencional se encuentra satisfecho en exceso. Respecto de la caracterización del delito como conexo con un delito político, que pretende la defensa para impedir la extradición, más allá de que nada dice para rebatir los argumentos expuestos por el a quo en la sentencia, cabe señalar que encontrándose en trámite el presente recurso, se recibió una misiva de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Nacional para Refugiados (CO.NA.RE.), mediante la cual se informa que la petición de esa condición solicitada por el requerido fue denegada, lo cual abona la decisión que se pretende modificar.


    Z. L., Filemón s/Extradición


    Z 151, XLIX, 02 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pedido de extradición solicitado por la República de Portugal. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Procedencia. Requisito de certidumbre en cuanto a los hechos imputados: ubicación en un lapso y lugar. Regulatoria de competencia y prescripción. Motivos de sospecha. Cómputo del tiempo de detención del requerido.


    Al analizar el alcance del artículo 13.a de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la Corte sostuvo en reiteradas oportunidades que no es requisito legal que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. Por más que en el segundo hecho no se proporcionó el nombre del denominado "ofendido" -cabe aclarar que sí se lo hizo en el primero- se informa con total exactitud y precisión la denominación y ubicación geográfica de los locales donde se cometieron los robos, presuntamente, por los requeridos. Esta información resulta más que suficiente a los fines del trámite extraditorio, para que se pueda identificar a quienes fueron perjudicados por las maniobras imputadas y garantiza, en definitiva, que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa. Igual temperamento debe adoptarse respecto al cumplimiento del requisito previsto por el artículo 13.c de la ley 24.767. En virtud de las diferencias que pueden existir en la regulación de ciertos órganos e institutos, es que la ley 24.767 exige en determinados supuestos que se acompañe una explicación para ilustrar a los tribunales que deben resolver la procedencia de la extradición sobre su funcionamiento en el país requirente y establecer, eventualmente, la compatibilidad con la legislación nacional. Sin embargo, esa explicación no siempre es necesaria. Ocurren supuestos, como el de autos, en que la legislación del país requirente es prístina y similar a la nacional, por lo que no ofrece dificultades para que los magistrados puedan interpretarla y analizarla. En esas situaciones, no es indispensable que se ofrezca la explicación señalada, sino que basta, para satisfacer el fin perseguido por la ley la remisión de la legislación específica del Estado requirente, que en el caso contemplado en el artículo 13.c de la ley 24.767, consiste en la regulatoria de su competencia y del instituto de la prescripción. También resulta improcedente el agravio fundado en que no se advierten en el pedido formal, los motivos por los cuales se sospecha que los requeridos habrían tomado parte en los delitos (artículo 13.d de la ley 24.767). Se encuentran agregados al pedido formal los motivos que fundan las sospechas de participación de los requeridos en los hechos objeto de reproche, cumpliendo así con la manda prescripta en la legislación nacional. Finalmente, respecto de la garantía prevista en el artículo 11.e de la ley de extradiciones, surge de la documentación presentada a posteriori de la sentencia de instancia que la legislación del país requirente contempla que el tiempo de detención que la persona sufra durante este trámite será contabilizado en el proceso que le dio origen (artículo 80 del Código Penal de Portugal y 13 de la ley 144/99).


    P., Mauricio Iván y otro s/ Extradición


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 7303, 2013, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pedido de extradición solicitado por la República del Perú. Posibles violaciones a derechos humanos en jurisdicción del país requirente. Potencial responsabilidad internacional: principio ius cogens de non refoulment. Comité contra la Tortura. Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas. Medidas necesarias para salvaguardar la integridad física y psíquica. Tiempo de detención durante el trámite de la extradición: consideración por el tribunal requirente.


    Debe tenerse en cuenta que la ley de extradiciones, al contemplar la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente. Más allá de que aún persisten, en menor medida, problemas estructurales que podrían repercutir en las condiciones de detención de los individuos privados de su libertad en algunos de los centros penitenciarios del país requirente, mucho han variado las condiciones legales y sociales que fueron señaladas en la disidencia del precedente "Borelina", citado por la defensa, destacándose el compromiso asumido por la República de Perú en seguir el procedimiento facultativo para la presentación de informes ante el Comité contra la Tortura, a fin de continuar morigerando, a partir de sus recomendaciones, las circunstancias planteadas. De esta forma, no puede afirmarse que exista en el Estado solicitante del auxilio transnacional, un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que impliquen un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales, infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Por lo tanto, no existen motivos para denegar la entrega de la persona requerida. Sin perjuicio de ello, como es responsabilidad del país que solicita la extradición velar por su seguridad, como la de cualquier persona que se encuentre dentro de su territorio, de considerarlo la Corte adecuado, nada impide que el juez de la extradición, previo a efectivizar la entrega, solicite al Estado requirente que garantice que adoptará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física y psíquica del imputado en un establecimiento de detención que satisfaga lo regulado en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas. Finalmente, más allá de que no se encuentra previsto convencionalmente, nada impide que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.


    A. M., E. J. y otro s/ Extradición – art. 52


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 2952, 2013, CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Extradición Pasiva


    Extradición solicitada por la República del Perú. Prescripción de la acción: cómputo del plazo. Pretensa extinción de la pena. Garantía de plazo razonable: Improcedencia de su aplicación en el proceso extraditorio.


    El Tratado de Extradición con la República del Perú, que rige el presente trámite, establece que la asistencia jurídica internacional no será concedida si el delito o la pena hubiera prescrito con arreglo a la legislación del Estado Requirente (artículo IV.1.b). En el precedente “Cuba Mamani”, también referido a un pedido de extradición de la República del Perú por el delito de peculado, la Corte afirmó que corresponde duplicar el plazo ordinario de ocho años, que como máximo fija el artículo 387 del Código Penal extranjero, en atención a la calidad de funcionario público del autor principal, lo que suma dieciséis años y, a su vez, elevarlo en un medio (art. 83 in fine) arrojando un total de veinticuatro años. Sobre la base de esa inteligencia del derecho aplicable, que ha sido compartida por este Ministerio Público y que en modo alguno importa afectación del principio ne bis in idem, es procedente afirmar en función del aludido plazo extraordinario, que la pretensión punitiva continúa vigente en la actualidad en tanto desde el momento de los hechos por los cuales se requiere la entrega no ha transcurrido el plazo de veinticuatro años. Estas circunstancias, que acreditan incuestionablemente la vigencia de la acción penal según la ley peruana desde el dies a quo, hacen innecesario ingresar al tratamiento de los agravios referidos a los actos procesales interruptivos de la prescripción que valoró el sentenciante. El agravio referido a la extinción de la pena pasa por alto la legislación específica del Estado requirente. En efecto, el artículo 86 de su Código Penal determina que el plazo de prescripción de la pena es el mismo que alude o fija la ley para la prescripción de la acción penal. El plazo se contará desde el día en que la sentencia condenatoria quedó firme; mientras que el artículo 87, último párrafo, establece que la pena prescribe, en todo caso, en los mismos plazos de la acción penal. Ello sin perjuicio de que al regular los casos de extinción de la ejecución de la pena sí contempla el supuesto de cumplimiento de la pena (artículo 85.2). La evidente ausencia de los requisitos de sentencia condenatoria y de cumplimiento de la pena, sumada a que el cómputo de la prescripción de la pena se rige por los mismos plazos fijados para la extinción de la acción penal, hacen improcedente ingresar al análisis de los planteos de la defensa en tal sentido y conducen a su desestimación. En lo que se refiere a la aludida afectación de la garantía del requerido a ser juzgado en un plazo razonable, la pretensión de la parte recurrente consiste en trasladar al trámite de extradición -y, por esa vía, al supuesto de autos- aquel instituto, sin tener en consideración que el procedimiento penal y el extraditorio se encuentran caracterizados por un objeto y fin distintos. En este sentido, es sabido que el presente no constituye un juicio en sentido estricto, en virtud de que las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, puesto que no es la finalidad de estos procedimientos expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona por los hechos que se lo requiere, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, para lo cual se debe constatar si se cumplen en la especie las condiciones legales o convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente de que la persona le sea entregada. Por lo demás, cabe señalar, a todo evento, que la demora en que puedan incurrir los tribunales de la parte requerida no se encuentra contemplada entre las causales para denegar una extradición, tanto en el tratado bilateral aplicable, como en los demás convenios celebrados por la Nación, ni tampoco en la ley nacional específica.


    C. C., José Luis s/ Extradición


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 900, 2013, CS1, 04 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Tráfico ilícito de personas. Organización criminal internacional. Consumación en territorio nacional: cláusula de exclusión a la entrega. Tratado de extradición suscripto con la República Oriental del Uruguay (Ley 25.304). Se desiste del recurso.


    Resulta aplicable al sub judice la cláusula de exclusión a la entrega prevista en el artículo 3.1 del Tratado de Extradición suscripto con la República Oriental del Uruguay (ley 25.304), conforme al cual "para que proceda la extradición es necesario: A) que la Parte requirente tenga jurisdicción para juzgar acerca de los hechos en los que se funda la solicitud, hayan sido o no cometidos en el territorio de la Parte requirente, salvo que la Parte requerida tenga competencia para conocer en la causa ... ". Esa conclusión se refuerza si se tiene en cuenta el carácter transnacional de los hechos que se imputan a la organización en la que tendría intervención el requerido y por los cuales se ha solicitado su extradición, pues es claro que tratándose --en lo que aquí interesa- del ingreso ilegal de extranjeros desde la República Oriental del Uruguay hacia la República Argentina, la justicia nacional también resulta competente para conocer respecto de las conductas cometidas en nuestro territorio. Tal ha sido, además, la interpretación que la Corte ha efectuado de esa cláusula del convenio bilateral al fallar en los autos "Ohannessian Ohannian, Antranig s/extradición" (expte. O.215.XLV) y "Quiroga Maita, Modesto s/extradición" (expte. Q.38.XLVI). Esa doctrina, asimismo, preserva el orden público que involucra lo referido a la jurisdicción penal internacional de la República Argentina (Fallos: 330:4399). Ello procede aun cuando la solicitud de extradición sea la primera notitia criminis de los posibles delitos cometidos en el territorio nacional, cuya base fáctica y calificación provisoria (arts. 116 de la ley 25.871, 145 bis y 210 del Código Penal) han sido descriptas en la sentencia, pues la investigación en ciernes habrá de contar inicialmente con los antecedentes de estas actuaciones que el a quo girará a la justicia federal competente.


    Qingzhao, L s/ Extradición


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 53862, 2014, CS1, 07 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pedido de Extradición


    Pedido de extradición solicitado por el Reino de España. Delitos de revelación de secretos, estafa, apropiación indebida y extorsión. Excepciones del artículo 23 ley 24.767. Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino de España: potestativa para los países firmantes entregar o no a sus nacionales. Precedentes “Cicchitti", "García Allende", "Campos".


    La Corte tiene dicho que en caso de concurrencia jurisdiccional donde el delito que motiva la extradición "cayere" también bajo la jurisdicción nacional, la ley 24.767 asigna preferencia a la República Argentina para el juzgamiento (artículo 5), a menos que se configure uno de los supuestos de excepción que consagra el articulo 23, esto es: a) que el delito por el que se requiere la extradición integre una conducta punible significativamente más grave, que fuese de competencia del Estado requirente y ajena a la jurisdicción argentina; o b) que el Estado requirente tuviese facilidades notoriamente mayores que la República Argentina para conseguir las pruebas de delito. El caso bajo examen encuadra en los dos supuestos de excepción a los que el artículo 23 condiciona la procedencia de la solicitud. Por un lado, los hechos de competencia de los tribunales españoles son significativamente más graves (inciso "a"), por cuanto la mayoría de los delitos habrían sido cometidos, exclusivamente, en el país requirente. Por otra parte, dado que todos los efectos de las conductas por las que se solicita la extradición tuvieron lugar en el territorio del Estado requirente, este país se encontraría en mejores condiciones para investigarlas y juzgarlas, pues, por su cercanía, cuenta con facilidades notoriamente mayores que los tribunales nacionales para conseguir las pruebas del delito (inciso "b"). El artículo 7, inciso 1, del Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino de España establece una cláusula facultativa, en virtud de la cual resulta potestativo para los países firmantes entregar o no a sus nacionales. Esta circunstancia se encuentra prevista en el articulo 12 de la ley 24.767, último párrafo: "(...) Si fuere aplicable al caso un tratado que faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo, en la oportunidad prevista en el artículo 36, resolverá si se hace o no lugar a la opción". Este artículo completa la previsión, al establecer que: "Sin perjuicio de que el tribunal hubiese declarado procedente la extradición, el Poder Ejecutivo resolverá su denegatoria si las circunstancias en ese momento hicieran aplicables las causas previstas en los artículos 3° y 10, o cuando haga lugar a la opción del nacional en el caso previsto por el último párrafo del artículo 12". De tal forma, ante un tratado internacional que faculta la entrega de nacionales, como ocurre en este caso, la decisión recae exclusivamente en el poder administrador.


    Interpol s/ Pedido de extradición


    I 51, XLIX, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pedido de extradición solicitado por la República Oriental del Uruguay. Tutela de un menor en el proceso de extrañamiento. Rechazo in limine: planteo extemporáneo. No afecta el orden público argentino. Precedentes: "Bongiovannz", "Lagos Quispe", "Paz", "Schmidt”, "López”, “Mercado Muñoz" y “Romero Severo". Inexistencia de gravamen concreto. Interés superior del niño. Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Responsabilidad internacional del Estado. Principio del ius cogens de non refoulment. Inoperatividad de la cláusula de excepción contemplada por la ley 24.767.


    La impugnación a la sentencia se resume en los siguientes agravios: 1. La hija menor de edad del requerido no fue tutelada en el proceso de extrañamiento; y, 2. De formalizarse la entrega, correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos. En primer lugar, el tratamiento del agravio reseñado en primer término es inadmisible, toda vez que es fruto de una reflexión tardía y fue introducido recién en esta instancia, razón por la que corresponde su rechazo in limine. En varios precedentes la Corte decidió dejar de lado este reparo formal y tratar los planteos, pero ello ocurrió frente a cuestiones susceptibles de afectar el orden público argentino, y en esta oportunidad no se advierte que se presenten aquellas circunstancias extraordinarias, de tal magnitud, que han permitido a V.E. soslayar óbices formales para remediar ostensibles nulidades absolutas. En el supuesto de que el Tribunal decidiera ejercer esa facultad, no asiste razón a la defensa en la nulidad que postula, en tanto conforme el Tribunal lo señaló en el precedente "Bongiovannz" (Fallos: 322:486), la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma, y en el caso, no existe gravamen alguno que amerite tal sanción, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento. Sin perjuicio de ello, la Corte sostiene que no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatal ha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses puedan verse afectados por las decisiones y las medidas que adopten. El ordenamiento jurídico argentino regula mecanismos de tutela que el juez de instancia y/o las demás autoridades a las que competa intervenir en lo que resta del procedimiento de extradición -aún luego de adquirir firmeza la declaración de procedencia de la extradición– podrán utilizar para reducir al máximo posible el impacto negativo que sobre la integridad de los menores pudiera generar, a todo evento, la extradición de su progenitor. En segundo lugar, la defensa sostuvo que el requerido correría serio riesgo de sufrir un tratamiento incompatible con los estándares internacionales de los derechos humanos, lo que configuraría un incumplimiento de las obligaciones asumidas con el concierto mundial de Estados, ya que aquéllos priman por sobre el compromiso de extraditar. Al respecto, tal como sostiene el Ministro Fayt en su voto de la causa "Romero Severo" (Fallos: 322:507), la ley de extradiciones al contemplar la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente. Pero, para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción contemplada por la ley 24.767, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente. Este criterio se ajusta al que propugna el Comité contra la Tortura: para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Es la positivización del principio del ius cogens de non refoulment, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Ante una situación como la descripta, el país donde se encuentra el individuo buscado debe brindarle refugio, son responsables de la seguridad de la persona que se encuentra en su territorio. Como no puede haber extradición más que entre Estados, por cuanto éstos son los únicos que pueden ser parte en ella, la exclusión de la entrega debe obedecer a una manifiesta inacción o incorrecto proceder de los representantes, organismos o instituciones del país requirente, quienes fallan en su deber de garantir a todos sus habitantes los derechos humanos reconocidos en los instrumentos multilaterales. En el caso, surge de los informes agregados al expediente, que no existen actualmente deficiencias en las condiciones de detención en los establecimientos carcelarios uruguayos, por lo que no existen motivos para denegar la entrega de la persona requerida. Confirma la sentencia en todo cuanto fue materia de apelación.


    P. L., Adolfo Alonso s/ Extradición


    P 1021, XLVIII, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procedimiento Extraditorio. Proceso Judicial


    Extradición solicitada por la República de Italia. Condena in absentia: garantía absoluta de automática repetición. Potencial violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso. Denegatoria de la extradición.


    En atención a que la requerida condicionó su conformidad a la entrega a que la República de Italia otorgara las seguridades exigidas por el artículo 11.d de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), aún cuando haya sido con posterioridad al dictado de la sentencia, corresponde rechazar la asistencia judicial internacional rogada. Las autoridades del Estado que solicita la entrega informaron que su legislación no prevé "una garantía absoluta de automática repetición en el caso de condena in absentia, siendo en todo caso necesario [...] que el juez evalúe y compruebe la existencia de determinados presupuestos de ley", lo que eventualmente permitiría que obtenga "la restitución en el plazo para obtener impugnación" de la sentencia, mas no la realización de un nuevo juicio. Esta situación ha sido objeto de estudio en numerosos precedentes de la Corte y en análogos pedidos de extradición cursados por el país aquí requirente, en los que se sostuvo que el orden público internacional argentino, enriquecido a la luz de los principios contenidos en los tratados de derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional, continúa reaccionando frente a una condena criminal extranjera dictada in absentia cuando, como en el sub examine, resulta que el requerido no gozó de la posibilidad de tener efectivo conocimiento del proceso en su contra en forma oportuna a fin de poder ejercer su derecho a estar presente y ser oído. De esta forma, la entrega del extraditurus para el cumplimiento de una condena dictada en su ausencia en Italia, cuya legislación no prevé la realización de un nuevo proceso en donde la persona sea oída, se torna improcedente, pues ello importaría una violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso que la amparan, aun cuando el procedimiento de extradición al que se encuentra sometido es de naturaleza especial.


    C. C., Margarita de las M.


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 41154, 2014, CS2, 29 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Garantías Procesales


    Abuso sexual de un menor agravado por el vínculo. Verosimilitud del relato del niño. Principio in dubio pro reo. Distintos hechos de connotación sexual. Examen parcial e inadecuado de la prueba. Sentencia arbitraria.


    La arbitrariedad en la que incurrió el a quo deviene evidente pues, precisamente en la verosimilitud del relato del niño -sustentada en el diagnóstico coincidente de los peritos oficiales y demás elementos probatorios- el tribunal descartó que la conflictividad y sintomatología pudieran tener origen en otros factores y, por consiguiente, tuvo por acreditado tanto el episodio de abuso ocurrido como la autoría de su padre. En ese sentido, en la sentencia condenatoria se mencionó como una pauta del impacto negativo que el acto de referencia habría tenido en el niño, el hecho de que el mayor desajuste en su conducta se exteriorizara inmediatamente después del hecho, y que precisamente al día siguiente, refiriera que lo ocurrido con su padre -al menos en lo que hace al suceso que se tiene por acreditado—había acontecido "ayer" pues, al decir de los magistrados que integraron el tribunal, "[p]ara un niño de esa edad es razonable considerar que su relato de temporalidad pueda no ser demasiado preciso en la medida en que el suceso que reseña se aleja de su presente. Sin embargo, el concepto de 'ayer' sí es de comprensión para un niño, máxime cuando coincide que ese día había estado en la casa de su padre. Por lo demás, esta última referencia del tribunal desacredita la pretendida autocontradicción con la que el a quo descalificó la sentencia condenatoria, pues permite comprender por qué razón no aparece con la misma claridad en el relato del niño la participación que le cupo al imputado en el otro acontecimiento de connotación sexual que habría tenido lugar el año anterior. De allí pues que asiste razón a los recurrentes en cuanto sostienen que no está vedado al tribunal acotar la imputación a los tramos fácticos que el niño mantuvo con firmeza durante el tiempo -y que se correlacionan con otros elementos de la causa- y desechar, a la vez, el tramo que se refiere a otro hecho si, respecto de éste se considera que, sin perjuicio de la veracidad del testimonio del niño, no aparece con claridad la participación que efectivamente le cupo al imputado en él. En tales condiciones, aciertan los apelantes al tachar de arbitraria la sentencia recurrida pues, la duda acerca de la ocurrencia del hecho que esgrime el a quo carece de fundamentos suficientes, en tanto se respalda en un examen parcial e inadecuado del plexo probatorio, lo que autoriza la descalificación del pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. Ello es así, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que la invocación del principio in dubio pro reo no puede sustentarse en una pura subjetividad ya que, si bien es cierto que éste presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a descartar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de las constancias del proceso, circunstancia que, a la luz de los argumentos puestos de manifiesto en los párrafos precelentes, no concurre en el pronunciamiento impugnado.


    R., Marcelo Alejo s/ Querella


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 1820, 2009, TO1/2/RH2, 06 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Jurisdicción y Competencia


    Conflicto negativo de competencia. Falsificación de documentos públicos y privados. Hechos cometidos en distintas jurisdicciones: resulta competente el juez del lugar de comisión.


    El Tribunal tiene resuelto que cualquiera sea el vinculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Por aplicación de estos principios, y en tanto el juez local no cuestiona el lugar en el que se habría cometido el delito contra la propiedad, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para continuar conociendo a su respecto; como así también, profundizar la investigación con relación de los restantes sucesos que originaron la denuncia.


    NN s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4006, 2015, CS1, 26 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Competencia


    Contienda negativa de competencia. Lesiones a un interno provocadas por otros presos durante un traslado. Calificación legal sin sustento en las constancias de la causa. Lesiones en riña: elementos. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto (Fallos: 316:2374). En ese sentido, la calificación legal ensayada por el magistrado nacional carece, por el momento, de suficiente sustento en las circunstancias de la causa (Competencia n° 33 L. XL in re "Escalante, María Dolores s/ denuncia"). En lo que aquí interesa, "para que una riña o agresión sea punible como delito contra las personas, deben darse las siguientes condiciones: a) que exista una riña o una agresión de tres o más personas; b) que tenga un resultado mortal o lesivo; c) que no conste quienes causaron la muerte o la lesión; y d) que conste que alguno de los participantes ejerció violencia sobre la persona del ofendido". Sin embargo, aún no es posible concluir que no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones. Al respecto, tiene establecido la Corte que el elemento del tipo "indeterminación del autor" siempre aludió a una cuestión probatoria, pues no necesariamente una agresión tumultuaria implica que no pueda establecerse per se la autoría de, en su caso, el homicidio o lesiones. Por ello, la sanción a quienes hayan ejercido violencia, como elección del legislador, no se deriva de la imposibilidad material de establecer autorías y participaciones (Fallos: 329: 2367, disidencia de Fayt). Sobre el particular cabe consignar que, pese al estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, no resulta factible suponer por ahora -a partir de la descripción de los acontecimientos que, especialmente, emana de los dichos de la víctima que no se hallan controvertidos por ahora- que estos hayan sido el producto de un acometimiento súbito, confuso, imprevisto, rápido y desordenado, sin la existencia de un indicio de concierto previo, al menos entre algunos de los participantes máxime cuando, señaló expresamente que uno de los internos que viajaban en el camión, al menos habría incitado a otros a pegarle, lo que no parece compadecerse con la agresión tumultuaria y espontánea, expresamente exigida por la figura sostenida en la declinatoria.


    Unidad 24 SPF s/ Lesiones leves dte: Juzgado de Menores n° 1


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11191, 2015, 1/CS2, 16 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de multa por infracción a la ley 19.511. Principio de especialización. Competencia de la Cámara en lo Penal Económico.


    Las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituyen una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta. La ley 19.511 (ley de metrología) atribuyó a la Cámara Nacional en lo Penal Económico, en el ámbito de la Capital Federal, el conocimiento de las apelaciones que se interpongan contra las sanciones impuestas por el Poder Ejecutivo Nacional, o por los funcionarios que éste designe, con causa en incumplimientos a las obligaciones que aquélla fija (v.art. 38). Por aplicación del principio de especialización consagrado en la mencionada doctrina del Tribunal, esa previsión legal determina que sea el fuero nacional en lo penal económico el competente para entender en los procesos de ejecución que se inicien ante la falta de pago de las multas impuestas con sustento en la ley 19.511.


    Porfidi International de Argentina S.A. s/ Infracción ley 19.511


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 527, 2014, CS1, 26 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Accidente de tránsito. Lesiones leves: Acción penal no instada. Daño como único delito subsistente: corresponde a la justicia de CABA.


    Toda vez que según surge de las constancias del incidente la denunciante habría manifestado su voluntad de no instar la acción penal respecto de las lesiones, el objeto del presente conflicto solo se circunscribe al delito de daño. Por ello, y teniendo en cuenta que el delito de daño ha sido incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que continúe conociendo en esta causa.


    M., Jose Carlos y otro s/ Lesiones culposas (art. 94 - 10 párrafo)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 128, 2015, 1/CS1, 11 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación contra administración pública. Falsificación o uso de documentos falsos. Lugar donde se utilizaron los instrumentos. Justicia local.


    Toda vez que ambos magistrados se refieren al delito de falsificación de documentos (art. 292 del Código Penal), cabe señalar que, ya sea que trate del delito de estafa mediante la falsificación o el uso de documentos falsos, o solamente esta última figura, y en la medida que no sea posible corroborar el lugar donde ésta se perfeccionó, ambas infracciones deben ser investigadas por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se utilizaron tales instrumentos. Sobre esa base, en atención a que tanto de los dichos del contador como de la numeración consignada al remitirse por vía de fax se desprende que las facturas fueron usadas en jurisdicción local, cuanto menos para transmitirlas por teléfono, al juzgado local corresponde proseguir la investigación. En ese sentido corresponde agregar que el domicilio fiscal de la firma también se encuentra registrado en esa ciudad, circunstancia que, más allá de haberse descartado la aplicación de la ley penal tributaria, también redunda en la mayor eficacia y celeridad en la recolección de la prueba, sobre todo si se repara en la oportuna intervención otorgada por el fiscal al organismo recaudador.


    C. S.A. s/ Defraudación contra administración pública


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, COMP 1341, 2011, 1/ CS1, 11 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto tráfico de estupefacientes y tenencia de arma de guerra. Corresponde a la justicia federal.


    Es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes al menudeo, ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local. En ese sentido, atento al modo de operar de la organización, no puede afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización. Por último, también deberá la justicia de excepción entender en relación con el delito de tenencia ilegítima de arma de guerra, de acuerdo a lo establecido en la Competencia nº 452 “González”.


    K., Julieta Valeria y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4226, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia. Ausencia de conflicto inter jurisdiccial: contienda trabada entre un fiscal y un juez. Imposibilidad de resolver.


    No existe conflicto jurisdiccional que determine la intervención de la Corte Suprema en el caso en que un juez federal y un fiscal provincial discrepan acerca de la competencia, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces.


    L., Marcelo Ricardo s/ inf. Art. 303


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4010, 2015, CS1, 26 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Defraudación cometida mediante el uso ilegítimo de tarjetas de compra. Lugar donde fueron utilizadas. Justicia local.


    Toda vez que no surge del legajo que alguna parte de las acciones típicas denunciadas hayan ocurrido en esta ciudad, pero en cambio se encuentra acreditado, prima facie, que las tarjetas de compra habrían sido fraudulentamente utilizadas para realizar transacciones en distintos comercios de La Plata de manera presencial, corresponde al juez local conocer en esta investigación.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71441, 2014, 1/CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados. Lugar de consumación. Justicia provincial.


    Habida cuenta que se infiere de sus resoluciones, que ambos magistrados no discrepan acerca de la subsunción típica del hecho investigado, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, el delito de desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido lo cual, en el caso "sub exámine", habría resultado por medio de la celebración de una escritura con garantía hipotecaria rubricada en sede provincial que, en definitiva, habría frustrado el cumplimiento de las condiciones pactadas preliminarmente.


    L., Carlos Alberto y otros s/ Defraudación por desbaratamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 8210, 2013, 1/CS1, 31 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de estafa: lugar donde los títulos fueron entregados. Justicia local, que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Juan s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30674, 2015, 1/CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento. Estafa. Lugar de presentación del documento. Justicia local.


    Tiene establecido la Corte que si la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42132, 2014, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documentos públicos. Necesidad de incorporar elementos de prueba. Justicia federal, que previno.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, puesto que no se cuenta en el incidente con elementos que permitan determinar con el grado de certeza necesaria los pormenores de los hechos delictivos a investigar.


    V., Teresa Ana y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, Comp 18, 2014, 1/CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hecho excede las amenazas simples. Presuntas lesiones. Real naturaleza del delito. Justicia nacional.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo a lo manifestado por la denunciante, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar de la imputada haya estado dirigida doblegar la voluntad de la víctima para que no concurriera a la casa donde residía su madre, lo que incluso habría conseguido. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple. Por otra parte, surge de las declaraciones de la denunciante que ésta habría sufrido lesiones, por las que además también habría instado la acción penal.


    M. M., Rosa Angélica s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74781, 2014, 1/CS1, 07 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Presunta infracción a la ley 23.737. Investigación insuficiente. Justicia provincial, que previno.


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal lo que no se advierte en estos actuados. Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el lugar preciso en el que se produjo el secuestro de las sustancias prohibidas, y se detuvo a los imputados, lo que resulta indispensable para determinar la competencia territorial y material.


    C., E. y otro s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2383, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Presunto delito de usurpación. Real naturaleza del delito. Justicia contravencional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por el denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- asiste razón al magistrado nacional, toda vez que no puede descartarse, por el momento, la figura prevista en el artículo 181 del Código Penal.


    A., Yanina Romina s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62958, 2014, 1/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Robo, daños y amenazas. Hechos dentro de un mismo contexto. Justicia nacional.


    Habida cuenta los hechos habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto entre vecinos, por aplicación del criterio establecido en la competencia n° 475 L. XLVIII in re "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis", corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para conocer en esta causa.


    F., Juan Alejandro s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3119, 2015, CS1, 31 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Delito de abuso sexual, art. 119, párr. 1°. Lugar donde se consumó el delito. Justicia provincial.


    Según los dichos del denunciante, que pueden ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroborados, en la medida que no se encuentren desvirtuados por otros elementos de la causa, el hecho materia de investigación habría ocurrido en la provincia donde se encuentra internada la víctima. En consecuencia, y de acuerdo con la doctrina de la Corte, la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    N.N. s/ Abuso sexual art. 119, 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3435, 2015, CS1, 09 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Falsificación de cheques y falsificación de moneda extranjera: identidad de penas pero no de competencia. Corresponde a la justicia local.


    Si bien la ley N° 25.930 ha modificado el artículo 285 del Código Penal al equiparar la falsificación de cheques a la moneda nacional, ello fue al solo efecto de su penalidad, tal como sucede respecto de otros valores allí mencionados.


    L., Luis Alberto s/ Falsificación de moneda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3998, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Supuesto delito de estafa. Pesquisa incipiente. Justicia provincial.


    Más allá de la aparente disimilitud que se visualiza y la sola mención de que los hechos ocurrieron en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, todavía no se ha dirigido la pesquisa con el objeto de identificar y escuchar a la hermana de la denunciante que habría realizado el pago de una reserva en la firma, y también recibido la solicitud de adhesión, ni tampoco se ha ordenado la confección de un cuerpo de escritura por parte de una y otra, y la práctica de un peritaje caligráfico, sobre todo, teniendo en cuenta el supuesto delito contra la fe pública señalado en la denuncia para que, en su caso, puedan subsumirse los hechos en una determinada calificación legal, y suplir así la deficiencia que en ese sentido se advierten que, por consecuencia impide, además, a la luz de la doctrina de la Corte citada precedentemente, la adecuada resolución del conflicto. Por lo demás, y sin perjuicio de destacar la incongruencia que se observa en las actuaciones, con el objeto de esta investigación, corresponde al juez provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, y en cuya jurisdicción se domicilia la denunciante, y donde habría recibido la intimación de pago que cuestionó ante la oficina de defensa del consumidor, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4004, 2015, CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Alegada acumulación por conexidad. Robo agravado: lugar de consumación. Presunta comisión del delito de asociación ilícita: investigación insuficiente. Justicia que previno.


    Es doctrina del Tribunal que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan "prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Asimismo, la Corte también tiene establecido que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En lo atinente a la presunta comisión del delito previsto por el artículo 210 del Código Penal, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    M., Javier A. y otros s/ Robo en poblado y en banda


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 891, 2015, CS1, 11 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Archivo de las actuaciones. Conflicto abstracto.


    A., Maximiliano s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1134, 2015, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Conjunto de hechos de un mismo contexto de violencia familiar. Justicia nacional.


    Habida cuenta los hechos habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, y que el juez nacional no cuestiona esa circunstancia, por aplicación del criterio establecido en la competencia n° 475 L. XLVIII in re "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis", resuelta el 27 de diciembre de 2012, corresponde declarar su competencia.


    O., J. I. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 482, 2015, CS1, 22 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Defraudación mediante el uso de tarjeta de crédito. Hechos de un mismo contexto delictivo. Justicia provincial.


    Sin perjuicio de reparar que V. E. tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Desde esta perspectiva, y ante la presunción de que todos los datos de las tarjetas de crédito utilizados para las transacciones fraudulentas habrían sido ilegítimamente obtenidos en un local comercial ubicado en territorio provincial, donde sus titulares efectuaron personalmente compras genuinas, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa, atento que a esta altura de la investigación no se encuentra acreditada aún la utilización de documentos nacionales de identidad apócrifos, circunstancia que habilitaría la intervención del fuero de excepción.


    N.N. s/ Defraudación (artículo 173 inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72071, 2014, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Defraudación mediante el uso de tarjeta de crédito. Hechos de un mismo contexto delictivo. Justicia provincial.


    Sin perjuicio de reparar que V. E. tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Desde esta perspectiva, y ante la presunción de que todos los datos de las tarjetas de crédito utilizados para las transacciones fraudulentas habrían sido ilegítimamente obtenidos en un local comercial ubicado en territorio provincial, donde sus titulares efectuaron personalmente compras genuinas, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación (artículo 173 inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72061, 2014, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de abuso sexual. Desarrollo en distintos lugares. Mismo contexto delictivo. Investigación más eficaz y mayor economía procesal. Interés superior del niño. Justicia provincial, que previno.


    Las constancias del legajo permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de la niña a lo largo del tiempo, se encuentran enmarcadas en el hogar familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal; cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En este último aspecto, cabe señalar que tanto éste como la menor víctima viven en la provincia, donde también se efectuaron sus primeras evaluaciones físicas y psicológicas.


    M., M. E. s/ Abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3872, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Extinción de la prescripción de la acción penal. Cuestión abstracta.


    En los casos en que el magistrado interviniente hubiese declarado extinguida por prescripción la acción penal, cabe concluir que el conflicto de competencia se ha tornado abstracto, razón por la cual no corresponde que la Corte se pronuncie al respecto.


    S., Alfredo s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62876, 2014, 1/CS1, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Incompetencia por conexidad. Devolución de actuaciones sin emitir opinión sobre el fondo del asunto.


    A partir de la elevación del incidente a conocimiento de la Corte Suprema, los magistrados que trabaron la contienda se encuentran sometidos a su decisión y, por consecuencia, la insistencia de uno de ellos a través de una nueva declaración de incompetencia efectuada a un tribunal distinto, resulta improcedente por cuanto no se compadece con el curso natural que debe seguirse para la resolución de estos conflictos, que determina el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58. En esas condiciones, corresponde devolver las actuaciones sin emitir nueva opinión sobre el fondo del asunto, a sus efectos.


    N.N. p/ Violación sellos - Damnificado E. E.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 929, 2014, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Lesiones leves. Autor individualizado por la víctima. Justicia nacional en lo correccional.


    Más allá de las dificultades probatorias que, eventualmente, pudieran existir acerca del modo en que se desarrolló el episodio, no por esa sola circunstancia pueden descartarse imputaciones concretas a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal.


    S. D., Sergio Daniel y otro s/ Homicidio o lesiones en riña


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34541, 2014, 1/CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunto impedimento de contacto de hijos con sus padres. Investigación insuficiente para encuadrar el hecho en una figura penal. Justicia nacional, que previno.


    Atento que en esta ciudad se encuentra radicada la causa por maltrato y hostigamiento seguida contra la imputada, respecto de quien, además, la justicia civil dictó una prohibición de acercamiento por noventa días en relación a su ex pareja, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar con la investigación del presente caso, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    C., G. Á. s/ Infracción ley 24270


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 63549, 2014, 1/CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Secuestro de discos compactos apócrifos para la venta. Remisión a lo resuelto en Comp. 1153, XLVII, y Comp. 224, XLVII. Justicia provincial.


    S., Carlos A. s/ Infracción ley 22.362


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3505, 2015, CS1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia en razón del territorio. Presunta defraudación. Corresponde intervenir al juzgado con competencia en el lugar donde se consumó el delito.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse a los hechos, y en atención a que de los dichos del damnificado, sobre cuya base corresponde expedirse para dirimir este conflicto y de las demás constancias, surge que éstos se habrían desarrollado en su totalidad en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, donde se realizó la operación comercial con la consiguiente disposición patrimonial por parte del denunciante, y además, se encuentra el rodado materia de conflicto, se estima que en la medida que tales circunstancias no han sido cuestionadas por el juez local, y que conforme al principio de territorialidad la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    G., Silvio Adalberto s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 17855, 2015, 1/CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia entre tribunales nacionales: corresponde que sea resuelto por el superior del tribunal que previno. Trámite ante la Cámara Federal de Casación Penal.


    En tanto el presente conflicto se ha suscitado entre jueces nacionales -la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata y el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción- no corresponde a la Corte dirimirlo, pues resulta aplicable lo previsto en la segunda parte del artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58 (texto según ley 21.708), en la medida en que los tribunales contendientes no tienen un órgano superior jerárquico común, pero sí un tribunal de alzada con capacidad funcional de revisar sus decisiones.


    R., David Diego H. y otros s/ Encubrimiento


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 55006599, 2012, 2/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia mal trabada. Confusión provocada por imputados homónimos.


    Aunque el juzgado nacional advirtió e hizo referencia a la confusión incurrida por su par local, tuvo por trabada la contienda y la elevó a conocimiento de la Corte, cuando lo correcto hubiera sido que enviara las actuaciones nuevamente a la justicia de la ciudad, para que esta sede se pronunciara sobre los hechos declinados. En atención a lo expuesto, no se ha suscitado una contienda que la Corte deba resolver, por lo tanto, corresponde remitir las actuaciones juez nacional, que previno.


    G.,J. s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 29200, 2015, 1/CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia trabada luego de la elevación a juicio. Presunta trata de personas con fines de explotación sexual, tenencia de estupefacientes y explotación económica de prostitución ajena. Rechazo de la incompetencia parcial en razón de la íntima vinculación entre los delitos investigados. Corresponde continuar a la justicia federal.


    Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues al margen de la labor investigativa llevada adelante desde el inicio, la profusa descripción de los hechos en los autos de procesamiento y en el requerimiento de elevación a juicio permite vislumbrar un cuadro de acontecimientos relacionados con la explotación que la ley 26.364 se propone conjurar, y cuya escisión no solo concurriría en detrimento de la eficacia y celeridad del proceso sino que también se apartaría de la propia manda legal en cuanto establece que la explotación se configura en cualquiera de los supuestos allí previstos, sin perjuicio de que estos constituyan delitos autónomos respecto del delito de trata de personas (art. 2, segundo párrafo, ap. "c", de la ley 26.364, texto según ley 26.842). No debe pasarse por alto, finalmente, la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime. En otro orden, cabe señalar que aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, circunstancia que se verifica en este caso, donde toda la investigación fue realizada bajo la dirección de la justicia federal, se clausuró la instrucción y se dispuso la elevación a juicio, hallándose ya la causa en condiciones de celebrarse el debate oral, y en el presente esa solución es la que favorece una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia.


    R., R. R. y otros s/ Infracción ley 26.364 y 23.737


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, Comp 12009772, 2013, TO1/4/CS1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Seguro de renta vitalicia. Falta de investigación suficiente. Justicia provincial.


    Cuando el conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente, no resulta posible discernir fehacientemente cuáles han sido los pormenores de los hechos investigados y las calificaciones que podrían corresponderles, máxime cuando no se han incorporado a la causa elementos que den sustento a la subsunción típica propuesta y menos aún, para determinar la competencia material. En esas condiciones, corresponde al juez que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    M., Seguros S.A. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 195, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Accidente fatal de una aeronave particular. Relevancia del peritaje para determinar la afectación de intereses nacionales. Competencia federal.


    La Junta de Accidentes de Aviación Civil concluyó en su dictamen que las causas directas del accidente son atribuibles a otras “más profundas basadas en fallas latentes”. Las observaciones técnicas resultan categóricas para sostener que en el caso se habría afectado la seguridad de la aeronavegación, por lo que corresponde a la justicia federal proseguir con su investigación, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 55007014, 2013, 1/CS1, 07 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta. Lugar donde se ejecutó el acto perjudicial. Justicia nacional que previno.


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    T., José Luis s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 47831, 2012, 1/CS1, 11 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas presuntamente proferidas por supuestos miembros de una organización sindical a trabajadores para que cesen sus labores. Competencia de la justicia local.


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. En ese sentido, dado que no resulta que la motivación de la conducta de quienes podrían resultar imputados exceda de lo estrictamente particular y que, además, por el momento tampoco surge la afectación de interés federal alguno en el sentido establecido en la Comp. 1051 L. XLIII, "Bentolila", corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en estas actuaciones.


    N.N. C. B., Sante Mario s/ Amenazas


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 3360, 2015, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas telefónicas con motivación particular. Justicia local.


    Tiene dicho la Corte que más allá de que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, si del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, tal como sucede en el caso, debe declararse la competencia de la justicia ordinaria.


    N.N. s/ falsificación de documento y uso de doc. adulterado dte: C., Mariana


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 44640, 2014, 1/CS1, 18 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas vía correo electrónico art. 149 bis del CP. Inexistencia de prueba que determine la posible comisión del delito previsto en el art. 153 bis del CP. Justicia local.


    De las constancias incorporadas al incidente, no surge acreditada la hipótesis delictiva a la que se refieren los antecedentes que se invocan como fundamento del rechazo, y que, por otra parte, tampoco se advierte en el caso circunstancia alguna que surta la jurisdicción federal, motivo por el cual corresponde conocer en la causa a la justicia local.


    NN s/ amenazas denunciante: P L M


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 9992, 2014, 1/CS1, 28 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas vía correo electrónico: atribución de competencia según el interés afectado. Justicia local.


    Tiene establecido la Corte que la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular. Por aplicación de este principio y habida cuenta que según surge del incidente, ésa es la situación que aquí se presenta, sin que además se haya puesto en peligro la seguridad del Estado o de sus instituciones, corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


    P., Rubén Cesar s/ Coacción querellante: R. Horacio Gustavo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 63906, 2014, 1/ CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas y acceso indebido en una cuenta de correo electrónico. Competencia federal.


    El funcionamiento de una cuenta de correo electrónico constituye una "comunicación electrónica", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (Conf. Competencia n° 778, L. XLIX, in re "Díaz, Sergio Darío si violación correspondencia medios elect. Art. 153 2° p, resuelta el 24 de junio de 2014). Por otra parte, en virtud de la estrecha vinculación que presenta esa infracción con las amenazas, resulta conveniente –desde el punto de vista de una mejor administración de justicia- que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal (Fallos: 328:867). Por lo tanto debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en estas actuaciones, en las que además se deberá investigar la posible infracción al artículo 168 del Código Penal.


    P., Gustavo Ornar s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3815, 2015, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: 149 ter del Codigo Penal. Probada motivación particular. Ausencia de afectación al interés nacional. Justicia local.


    Atento que de las constancias de la causa resulta que la motivación de la conducta del imputado no excedería de lo estrictamente particular y que tampoco surge la afectación de interés federal alguno en el sentido establecido en Fallos: 306: 825; 313: 912 y 315: 311, corresponde a la justicia local la investigación.


    D., Fernando Marcelo s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3229, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Artículos 183, segundo párr. y 173, inc. 16 del Código Penal. Defraudación: manipulación informática. Justicia local.


    Toda vez que de las constancias incorporadas al legajo no surge fehacientemente que las maniobras denunciadas hayan estado dirigidas a defraudar al denunciante o sus clientes, sino que se habrían limitado a provocar una alteración, destrucción o inutilización de datos, documentos, programas o sistemas informáticos en los términos del artículo 183, segundo párrafo del Código Penal, corresponde al juzgado local conocer en esta investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34560, 2014, 1/ CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Automóvil secuestrado en una jurisdicción que contiene elementos robados momentos antes en otra distinta: corresponde al juez que investiga el robo. Arma con numeración erradicada: hecho escindible que corresponde a la justicia federal del lugar donde fue hallada.


    Las circunstancias permiten considerar que los sucesos que transcurrieron en sitios distintos conforman un mismo contexto delictivo, máxime porque al observar la distancia geográfica que media entre ellos, resultaría perfectamente que su trayecto en automóvil durase aproximadamente media hora. Por lo tanto, corresponde que el juez provincial que entiende en la causa en la que precisamente se investiga el hecho por el cual se desapoderó a la víctima, entre otros bienes, del equipo celular incautado, y que además admitió su competencia respecto del hallazgo del ese aparato, continúe con la investigación teniendo especialmente en cuenta los elementos recabados con motivo del secuestro ocurrido en esta ciudad; sin perjuicio de lo que de ello resulte, inclusive en lo relativo a la procedencia de los demás efectos encontrados en el rodado, máxime cuando éste no registra pedido de secuestro y, significativamente, también se encontró en su interior una llave de encendido de motor de vehículo, con logo de la misma marca del rodado de la que fue despojada la víctima. No obstante lo expuesto, cabe advertir que, por otra parte, en lo atinente al arma de fuego encontrada, toda vez que poseía su numeración erradicada, resulta de aplicación el criterio de la Corte según el cual, a partir de la reforma introducida por la ley 25.886, la figura de supresión de la numeración de un arma se encuentra incluida entre aquellas de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación. En consecuencia, habida cuenta que además ese delito resulta escindible de los restantes hechos objeto del proceso, y toda vez que no es posible conocer el lugar en el que fue cometido, corresponde su conocimiento a la justicia federal de esta ciudad, donde se secuestró el arma con su numeración suprimida aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que aquí también pudiera eventualmente resultar del trámite posterior.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35810, 2014, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cobro de cheques sustraídos. Competencia dividida.


    La Corte tiene dicho que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Por tal motivo corresponde al magistrado provincial, que previno, continuar conociendo en este hecho y al juez nacional profundizar la investigación respecto de la sustracción a partir de los elementos recabados a raíz del hallazgo de los documentos.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1154, 2015, CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal: portación ilegal de armas y encubrimiento de la supresión de su numeración. Competencia federal.


    Atento que se imputa al prevenido el encubrimiento de un delito de jurisdicción federal como lo es el del artículo 189 bis, apartado 5°, del Código Penal (Competencia n° 1407, 1. XL in re "Corvaro, César Eduardo s/ arts. 166,189 bis y 289 del C.P."), el que concurriría idealmente con la portación del arma (conf. Fallos: 315: 312), corresponde declarar la competencia del fuero de excepción para conocer en la causa por aplicación de los criterios establecidos en Fallos: 326:3217 y Fallos: 325: 902 y 327: 269.


    A., Vicente Luis s/ Portación de arma de uso civil/condic.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3306, 2015, CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito cometido dentro de establecimiento nacional. Llamada telefónica extorsiva. Interno de complejo penitenciario. Ausencia de afectación de intereses federales. Justicia local.


    Tiene establecido la Corte, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. De acuerdo con ese criterio, en tanto el llamado extorsivo efectuado desde un teléfono que se encuentra dentro del Complejo Penitenciario Federal, no habría representado ni provocado una alteración al normal desarrollo de las funciones ni del servicio que prestan los agentes nacionales, así como tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción nacional, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde a la justicia local conocer en la presente causa.


    T., Ezequiel s/ Competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 458, 2014, (50-C)/CS1, 27 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de abuso sexual en concurso con amenazas coactivas. Menor discapacitada. Mismo contexto delictivo. Mayor economía procesal. Justicia local, que previno.


    Las constancias del legajo permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas que el imputado habría desarroIIado en perjuicio de la niña a lo largo del tiempo, que incluirían amenazas para conseguir su silencio, se encuentran enmarcadas en el hogar familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que, según mi parecer, deben ser juzgadas por un único tribunal; cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En este último aspecto, cabe señalar que la causa tramitó desde su inicio en sede provincial, donde el imputado fue detenido inmediatamente después de que fuera encontrado con la menor en una habitación en una actitud impropia, se efectuaron las primeras evaluaciones físicas y psicológicas de la niña y se dispuso la prisión preventiva del imputado. Por otro lado, no puede pasar inadvertida la situación de extrema vulnerabilidad de la niña, quien no se encontraba en condiciones de prestar declaración de acuerdo al criterio médico, frente a la cual cabe a todos los organismos intervinientes, velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y evitar la reedición de una misma situación traumática.


    D. G., D.l D. s/ Violación según párrafo 4to, Art. 119, inc., f)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 198, 2015, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Desarrollo en distintas jurisdicciones. Régimen de preclusión. Principios de celeridad y economía procesal. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción. Tal como se desprende de la declinatoria y su posterior rechazo, es posible que las maniobras imputadas se hayan desarrollado en distintas jurisdicciones territoriales. Sin embargo, de acuerdo a los elementos reseñados en el auto de procesamiento, el requerimiento de elevación a juicio y demás constancias del legajo, se encuentra acreditado que la percepción indebida de las sumas correspondientes a tres -de los cinco- cheques materia de imputación se produjo en esta ciudad, sin que se haya determinado esa circunstancia en lo relativo a los dos restantes. Si a ello se suma que se consignó para la empresa un domicilio en esta ciudad, que es el mismo que figura en la constancia de la AFIP y que en la denuncia se habría indicado que la sede de la administración se encontraba en esta ciudad, a la justicia nacional corresponde proseguir las actuaciones, en cuya sede, además, se sustanció toda la investigación hasta llegar a la etapa de juicio. Cabe señalar en ese sentido que aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que, según mi parecer, se verifica en este caso en el que toda la investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante los estrados de la justicia nacional.


    B., Rubén Darío s/ Administración fraudulenta


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 280, 2014, (50-C)/CS1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de coacción agravada. Privación ilegítima de la libertad. Hechos que tuvieron inicio en un ámbito territorial y cesaron en otro. Mayor economía procesal. Eficaz investigación. Jurisdicción que previno en la investigación.


    Es doctrina de V.E. que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    D., Sergio Andrés s/ Coacción agravada


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3228, 2015, 1/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Presunta asociación ilícita. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Las constancias agregadas hasta ahora al incidente, no alcanzan para delimitar las características del suceso que se imputa, máxime cuando más allá de las circunstancias que surgen del registro domiciliario acaecido en esta ciudad, no se han incorporado elementos que permitan aseverar, con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, la subsunción típica propuesta en la declinatoria. La estrecha vinculación existente entre las distintas conductas investigadas en sede provincial, y el accionar que se le endilga a esa persona no permite determinar con precisión si, eventualmente, todos los imputados se hallarían unidos por un vínculo dentro de la estructura organizativa de la presunta asociación ilícita, a cuyo fin, resultaría de interés profundizar la pesquisa en lo atinente a las particularidades que rodearon la relación del imputado con la firma perjudicada; el tipo de mercadería que se habría incautado y las distintas adquisiciones que, a partir de su carácter de cliente, no ocasional, se habrían efectuado en el tiempo, con un sugestivo y último intervalo de cuatro o cinco meses.


    M., José Luis s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38786, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Hechos desarrollados en distintos territorios. Más eficaz investigación y mayor economía procesal: Justicia nacional, que previno.


    No resulta posible considerar que los hechos materia de investigación tuvieron lugar en un único ámbito territorial ya que, más allá de que algunos actos con relevancia típica en el caso, tales como la publicación del inmueble en los avisos clasificados de un diario local, la recepción de una suma en concepto de reserva, y el pedido de un segundo testimonio del título de la propiedad, habrían tenido lugar en la ciudad bonaerense, no debe perderse de vista, que el poder de administración y disposición presuntamente anómalo -sólo, en principio, atento la disimilitud que presenta la firma del denunciante con las restantes que surgen de la causa- y que figura otorgado en la localidad de Vicente López, habría sido usado, justamente, en una escribanía de esta ciudad para intentar obtener la escrituración del bien y así, completar la maniobra fraudulenta antes iniciada la cual, finalmente, resultó frustrada merced a la intervención del propio denunciante, quien intimó a la notaria a abstenerse de realizar cualquier acto que pudiera perjudicarlo, y denunció los hechos ante el Colegio de Escribanos de esta ciudad que, en definitiva, formó un expediente y resolvió entregarle la documentación. En consecuencia, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    G. W., Carlos s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20537, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar donde se desarrolla el ardid y lugar donde se verifica la disposición patrimonial: razones de economía procesal. Justicia local.


    Atento que la juez de garantías no ha cuestionado la hipótesis delictiva propuesta en la declinatoria y teniendo en cuenta las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Asimismo tiene establecido la Corte que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    P., Hugo Daniel s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3485, 2015, CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio. Tenencia ilegítima de arma de fuego: hechos escindibles. Ley 25.752. Justicia local.


    La tenencia ilegítima del arma de fuego, materia de esta contienda, es un hecho escindible de los demás. Tal es así que el homicidio que investiga la justicia nacional fue causada por un elemento punzo cortante, sin que la circunstancia de que el secuestro haya resultado de una medida ordenada por el juez nacional, constituya un parámetro objetivo a tener en cuenta a los fines de determinar la competencia. En consecuencia, y toda vez que el conocimiento del delito, motivo de la contienda, ha sido transferido a la justicia local mediante la ley 25.752 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa.


    B., Lorenzo Aldo y otro s/ Homicidio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48140, 2014, 1/ CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra el orden económico: presunto lavado de activos. Remisión al dictamen de la causa "Renga, Francisco s/ Competencia", comp. N° 138, libro XLIX. Justicia federal.


    Olivetto, José Luís y otros s/ Inf. Art. 303


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3441, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones leves en riña y amenazas. Posible aplicación del art. 45, Código Penal. Unidad contextual. Justicia nacional.


    Surge de las manifestaciones del denunciante, que deben ser tenidas en cuenta al momento de resolver esta contienda, que aquél y otro habrían resultado víctimas de una agresión por parte de varias personas debidamente identificadas por sus nombres, entre ellas, dos mujeres, sin que se advierta, además -pese al estado embrionario en que se encuentra la pesquisa- que sus padecimientos físicos hayan sido el fruto de un acometimiento tumultuario, súbito, confuso, imprevisto, rápido y desordenado -requisito exigido por el tipo objetivo de la figura en que se apoya el rechazo de la declinatoria- sino que, por el contrario, pese a las dificultades probatorias que pudieran existir, no pueden descartarse imputaciones concretas a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal. Por lo tanto, más allá de la puntual significación jurídica que finalmente se adopte, corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de las presentes actuaciones, no sólo respecto de esos delitos contra las personas sino, también, en orden a las presuntas amenazas que se habrían proferido que, si bien pertenecen a la órbita de la justicia local en virtud de lo establecido por el convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforman entre sí, una unidad contextual, que también amerita su pesquisa por parte del fuero nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    Quiñones Silvia Susana y otros s/ Lesiones leves en riña


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3898, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y presuntas amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la víctima -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente-, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en la causa. Por otra parte, también integra la denuncia las lesiones, cuyo conocimiento también corresponde a la jurisdicción nacional, más allá de la resolución que eventualmente pueda adoptarse al respecto a partir de las manifestaciones vertidas.


    F., Juan Pablo s/ Art. 149 bis


    Comp 496, L, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Desaparición de una persona. Ausencia de elementos que indiquen la desaparición forzada de la víctima. Competencia de la justicia local.


    No obstante la significación penal que en definitiva corresponda asignar al hecho denunciado, lo cierto es que, tal como lo sostiene la justicia federal, no se encuentra agregado al legajo elemento alguno que justifique esa competencia de excepción y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    P., Delfina Haydée s/d privación ilegal libertad personal (art. 142 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 5009, 2014, CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa, falsificación de documentos, uso de DNI apócrifo y sustitución de chapas patentes. Concurso ideal. Lugar de comisión. Justicia federal.


    Las constancias incorporadas al incidente indican que la estafa debe ser resuelta de acuerdo con la doctrina de la Corte, según la cual, cuando el fraude se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Como parte de la maniobra delictiva se habría utilizado documentación falsa, entre la que se encuentran instrumentos públicos de carácter nacional. Por lo tanto, corresponde a la justicia federal de la ciudad en cuyo ámbito territorial se consumó la estafa, conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    E., Nora Griselda y otro s/ Dcia. Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3487, 2015, CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Investigación insuficiente: indeterminación de hechos y calificación legal. Juez preventor.


    No se han incorporado aún a la causa elementos de juicio suficientes que permitan sostener la calificación jurídica sobre cuya base se ha planteado la declinatoria. Es doctrina del Tribunal que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de resolver. Corresponde a la justicia local que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Carlos Alberto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3463, 2015, CS1, 18 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Llamados extorsivos. Hecho transcurrido en más de una jurisdicción. Domicilio del damnificado.


    Aun cuando se desconozca la ubicación desde la cual se habrían efectuado las llamadas extorsivas y sus posibles autores, si es posible inferir que el hecho tuvo lugar en más de una jurisdicción territorial, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que sea más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En virtud de ello, y teniendo en cuenta el estado de la pesquisa, corresponde al juzgado en cuya jurisdicción se domicilia el damnificado entender en la causa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    R., Juan Carlos s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 632, 2015, CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Exhorto librado por juez federal: resulta competente su par del mismo fuero.


    Dado que el tribunal que libra la rogatoria pertenece al fuero de federal, cuya competencia es exclusiva, excluyente, excepcional y deriva directamente de la Constitución, corresponde intervenir a su par de la provincia, en atención al interés federal comprometido en el caso. Esa es la solución que responde al criterio establecido por la Corte en el sentido que en materia de exhortos debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado (Fallos: 328:1986).


    R.P., H. F. y otros s/ Abuso sexual art. 119 3° P.


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 12661, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Fabricación y tenencia ilegal de arma de guerra y acopio ilegal de municiones e instrumental para producirlas. Competencia federal.


    Por las características de las armas, sus partes, las municiones, las herramientas y demás útiles para ensamblarlas, la hipótesis delictiva a considerar es la prevista en el artículo 189, inciso 3°, del Código Penal y en esa inteligencia, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1° inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación - conforme ley 25.886-; corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que conozca tanto de este delito como de los demás vinculados a las mismas armas objeto de secuestro (doctrina de Fallos: 311:1644 y 316:3053).


    P., Adán Ramón s/ Tenencia de arma de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3614, 2015, CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos: registro de conductor. Competencia local.


    Toda vez que el instrumento público en cuestión, no es de carácter nacional al no ser expedido por autoridades de ese tenor, más allá del ámbito de su validez, corresponde declarar la competencia del juzgado local en cuyo territorio fue descubierto el delito.


    D., Juan Manuel s / Falsificación de documento público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3681, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de sello de funcionario de una delegación provincial del Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas. Justicia local.


    Teniendo en cuenta la condición del funcionario al que haría alusión el sello, a diferencia de lo sostenido por la juez local, el delito presuntamente cometido no es de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación (Fallos: 321: 979 a contrario sensu) atento al carácter provincial del Registro de las Personas y de los agentes que allí se desempeñan (Competencia nº 593, L.XXXVIII in re "Jensen, Raúl s/cohecho y falsificación de instrumento público"). Por lo tanto, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de la presente investigación.


    U., Mario Antonio s/ Falsificación de timbres, sellos y marcas


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 37760, 2014, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal. Supuesta interrupción de un servicio público. Principio de territorialidad. Justicia provincial.


    Toda vez que de los antecedentes remitidos no surge que el hecho hubiera provocado la efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, tal como lo requiere la doctrina de la Corte para otorgar el conocimiento a la justicia federal en estos casos, a la justicia local corresponde proseguir la investigación. Por lo demás, en tanto de los dichos de la propia víctima ante el magistrado interviniente se desprende que el hecho habría ocurrido mientras llegaba a la estación Avellaneda, es la justicia provincial la que debe conocer en razón del principio de territorialidad, sin perjuicio de cuanto resulte del trámite ulterior.


    C., Nicolás Hernán s/ Lesiones culposas


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, Comp 12528, 2013, 1/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente que permita determinar la existencia de un delito. Corresponde al juez que previno.


    La presente incidencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita resolver la cuestión de competencia planteada, pues no se refleja en el incidente que se hubiera dirigido la pesquisa en orden a establecer el verdadero alcance de los hechos a investigar, para discernir, luego, una correcta significación jurídica, sin que ni siquiera consten realizadas las mínimas tareas de investigación que permitan determinar al menos la existencia de delito, máxime cuando determinadas circunstancias que se presentan confusas autorizarían incluso a considerar lo contrario. Por esas razones, la calificación legal ensayada por el juez nacional, sobre cuya base declinó su competencia, no encuentra suficiente apoyo en las constancias de la causa. Sólo podrán subsanarse las deficiencias a partir de la profundización de la pesquisa por parte del juez nacional, pues incluso de su resultado podrían surgir elementos que permitieran conocer actos, eventualmente relevantes desde el punto de vista penal, ocurridos en jurisdicción territorial de esta ciudad.


    T., Miguel Jorge y otros s/ Defraudación y desobediencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21542, 2015, CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Individualización de los hechos. Justicia local.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa, y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Cuando las escasas constancias agregadas al incidente y la falta de claridad de la denuncia y su ratificación no permiten delimitar fehacientemente las características de los sucesos objeto de investigación y calificarlos, y cuando se pone en duda la existencia de delito, corresponde al juzgado local que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Sergio y otro s/ Defraudación por retención indebida


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 104, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hipótesis inicial de secuestro extorsivo descartada. Despliegue delictivo que no afecta el interés federal.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable a los hechos bajo investigación, lo cierto es que, tal como lo señala el juzgado federal, de las constancias del expediente no surge elemento alguno que justifique esa competencia de excepción, y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que surta esa jurisdicción, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    A., Cristian Daniel y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, Comp 8336, 2015, 1/CS1, 07 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Homicidio simple. Agente de la Policía Federal Argentina como imputado. Cumplimiento de funciones específicamente federales. Carácter excepcional de la justicia federal. Competencia de la justicia local.


    Debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de las funciones de índole federal, para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación. Asimismo, debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, inciso 31, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Teniendo en cuenta esas consideraciones, y en virtud de que no se verifican dichas circunstancias en el caso, corresponde a la justicia local continuar con el trámite del expediente.


    D., Cristian Ariel y otro s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2181, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Homicidio simple. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Más eficaz investigación y mayor economía procesal. Justicia provincial, que previno.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que no existe controversia entre ambos tribunales acerca de que el disparo ocurrió en territorio neuquino, donde la víctima falleció meses más tarde y se iniciaron las actuaciones, corresponde a esa jurisdicción, que previno, continuar con la investigación.


    N.N. s/ Homicidio simple


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3676, 2015, CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hostigamiento. Remisión a la causa L. XLIV “Franco, Eduardo Alberto”. Justicia nacional.


    N.N. s/ Coacción. Damnificado. C. V., Lindor Juan


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64489, 2014, 1/CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto y encubrimiento. Medidas de prueba para determinar la participación en los hechos. Indicio de autoría del hurto: acotado lapso entre la sustracción y la detención del imputado. Competencia del juez que interviene en el desapoderamiento, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Tiene establecido la Corte que, si no resulta con claridad que el prevenido por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que conoce en el delito contra la propiedad, en razón de la relación alterna existente entre ambas infracciones. En ese sentido, en el caso, no resulta posible desechar sin más la intervención en el desapoderamiento de quien aparece como imputado, especialmente si se repara en que no surge la realización de ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto. Esa falencia adquiere particular relevancia si se repara en el escaso lapso que medió entre el desapoderamiento y su ulterior hallazgo e incautación.


    C., Gabriel Alejandro s/ encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3923, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto: contexto de violencia intrafamiliar. Protección del interés del niño. Competencia nacional.


    El hecho objeto de investigación se enmarcaría en un contexto de violencia familiar por el que, a raíz de denuncias formuladas por la imputada contra su ex pareja ante la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte, la justicia nacional en lo civil dictó medidas de restricción perimetral a favor de ella y de su hijo, consideró que de resultar una infracción a la ley 24.270, las constancias remitidas indican que se habría desarrollado tanto en Ciudadela como en esta Capital. En consecuencia, deviene aplicable la doctrina de la Corte, según la cual, en estos casos la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que sea más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados (Fallos: 327:93 y 5480). De otra parte, no puede pasarse por alto que, en situaciones como las de autos, el criterio de conveniencia ha de ser el de la protección del interés del niño, el cual debe prevalecer sobre los otros, incluyendo los intereses de su padre y madre (Fallos: 328:2870). Por aplicación de estos principios, y teniendo en cuenta que desde por lo menos el mes de octubre de 2013 el menor residiría con su madre en esta Capital, jurisdicción en la que también se domicilia el denunciante, corresponde a la justicia nacional asumir la investigación de la presente causa, sin perjuicio de cuanto surja con posterioridad.


    Y., Y. A. s/ Infracción ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3628, 2015, CS1, 07 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incautación de DNI y cédulas de identidad. Atribución recíproca de la competencia. Ley 17.671. Justicia local.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Sin perjuicio de ello y para el supuesto de que, por razones de economía procesal y mejor administración de justicia, se decidiera dejar de lado este reparo formal, no hallándose controvertido que el secuestro del Documento Nacional de Identidad, que podría constituir una infracción a la ley 17.671, se produjo en el ámbito de la Capital Federal, su conocimiento corresponde al magistrado que tuvo intervención en ese procedimiento, aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, en cuanto a las cédulas de identidad, al no verificarse las circunstancias que en determinados casos puede importar la competencia federal por tratarse de documentos expedidos por una autoridad nacional, y en tanto su simple tenencia no se encuentra alcanzada por los supuestos típicos de la ley 17.671, corresponde a la justicia local continuar con el proceso, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Samanta s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 200, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de competencia. Presunto delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Acuerdo alimentario. Desconocimiento del domicilio actual. Juzgado que previno.


    No se encuentra correctamente trabada una cuestión de competencia, toda vez que la realización de medidas de instrucción practicadas con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fue atribuida, y una declinatoria efectuada después, da inicio a un nuevo conflicto. No obstante ello, respecto del acuerdo alimentario, atento la incertidumbre que se advierte en torno al actual domicilio del menor y su madre, sin que se descarte aún la posibilidad de que éstos pudieran estar residiendo fuera del país, sumado el largo tiempo que lleva esta investigación desde que fue instada la acción penal sin mucho aporte probatorio respecto de la comisión del delito denunciado, corresponde al juzgado que previno en la causa, continuar con su trámite, en cuya jurisdicción además, se encontrarían radicadas las actuaciones del juzgado de familia en las cuales se habría aprobado, el acuerdo alimentario presuntamente incumplido en perjuicio del niño.


    M., A. s/ Infracción ley 13.944


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 1059, 2015, CS1, 07 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Delitos de exacciones ilegales y violación de los deberes de funcionario público. Trámite ante la justicia federal que no fue parte del conflicto.


    Toda vez que los presuntos hechos de corrupción policial denunciados se habrían cometido en el ejercicio de las funciones propias de la institución federal con asiento en Tres de Febrero, con motivo de procedimientos de allanamiento ordenados en el marco de causas relacionadas con la ley de marcas n° 22.362, no puede descartarse, por el momento, que hubiesen obstruido el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación y el normal desempeño de una de sus instituciones, por lo que debe ser la justicia federal de esa sección la que asuma el conocimiento de estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    G., Pablo Javier y otros s/ Exacciones ilegales, abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 27678, 2013, 2/CS1, 02 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Inexistencia de delito. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: Padilla, Ezequías, Aron Elías y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 29738, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Presunta tenencia con fines de comercialización. Justicia federal.


    Si bien puede concluirse que la tenencia de los estupefacientes tendría como fin su comercialización, lo cierto es que ni de los elementos agregados al incidente, ni de las piezas referenciadas en las resoluciones de los jueces, surge claramente que el destino fuera exclusivamente el consumidor final. En consecuencia, y por imperio de los artículos 3 y 4 de la ley 26.052, debe ser la justicia de excepción la que continúe conociendo en esta causa, atento que su intervención es prioritaria en la materia; más aún cuando la declinatoria no se funda en nuevos elementos a los que ya fueron considerados al aceptarse la competencia en ese fuero, que ya sustanció todo el sumario y del que sólo resta realizar el juicio, lo que determina además que ésa sea la solución que más favorece en el caso el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    S., Daniel Maximiliano s/ Inf. Ley 23.737


    Comp 517, L, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción ley 23.737. Presunta comercialización de sustancias prohibidas. Secuestro de grandes cantidades de estupefacientes: competencia de la justicia federal.


    Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. En ese sentido, de las circunstancias observadas en esta causa, no puede afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aun cuando, en principio, podría identificarse a quienes proveen, distribuyen y venden la droga.


    B., Carlos Alberto y otros s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3847, 2015, CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos: ausencia de calificación legal. Justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    La denuncia y su mera ratificación –únicas constancias agregadas al incidente- no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos que constituyen su objeto que, por ahora, resultan difusos y, si eventualmente, revestirían carácter delictivo. Más allá de la mención acerca de que los hechos ocurrieron en una localidad bonaerense, se advierte que todavía no se ha dirigido la pesquisa con el objeto de precisar su alcance para que, en su caso, pueda subsumírselos en una determinada calificación legal, y suplir así la deficiencia que en ese sentido se observa en la declinatoria que, por consecuencia impide, además, a la luz de la doctrina de la Corte, la adecuada resolución del conflicto.


    C., Luis Silvio y otros s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 4861, 2014, 1/CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Juez federal preventor.


    De las escasas constancias incorporadas al incidente, no resulta posible discernir fehacientemente los distintos hechos motivo de la contienda y si, además, se hallarían vinculados o habrían contribuido a incrementar las presuntas maniobras de evasión impositiva que se desprenderían de la ampliación de denuncia o bien podría tratarse de conductas de índole diversa, cuyo eventual deslinde y significación jurídica, sólo podrá dilucidarse con certeza, una vez profundizada la pesquisa. Corresponde devolver las actuaciones al juez federal, quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas.


    G., Luis Alberto s/ Estafa, defraudación por abuso de firma en...


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 13000225, 2013, 5/CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Juzgado preventor.


    No es posible para el Tribunal resolver, dado que los escasos elementos incorporados al incidente no dan sustento a la subsunción típica propuesta en la declinatoria del magistrado nacional ni resultan suficientes para conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados. Corresponde al juez nacional, que previno, continuar con esta investigación.


    V., Raúl Oscar s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15178, 2014, 1/CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones ocasionadas por un presunto menor de edad. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia local.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de la declaración del damnificado -que no se encuentra desvirtuada por otra constancia incorporada al incidente- surge que el hecho ocurrió en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia al Juzgado local, sin perjuicio, claro está, de que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, le dé intervención de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional, atento lo que, en orden a la edad del imputado, se desprende de las constancias remitidas y que se devuelven junto al presente.


    K., M. s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1003, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737 tráfico de estupefacientes y atribución de competencia conforme la ley 26.052. Posible identificación de cadena de comercialización: corresponde al fuero federal.


    Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. En ese sentido, tal como también lo sostiene el fiscal federal, de las circunstancias observadas en esta causa, no puede afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando, en principio, podría identificarse a quienes proveen, distribuyen y venden la droga.


    M., Rufino Máximo s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3183, 2015, CS1, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737. Secuestro de marihuana. Tenencia de estupefacientes para consumo personal. Presunta siembra de sustancias prohibidas. Ley 26.052. Justicia local.


    La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, "salud pública", son ajenas al derecho federal. En virtud de ello, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. En este caso, no surge que el fin de la siembra de las sustancias prohibidas no fuera el consumo personal del imputado, por lo que, deben devolverse las actuaciones a la justicia local, a fin de que continúe conociendo en ellas.


    F., Cristian y otro s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1405, 2015, CS1, 16 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 26.485. Distintos hechos de violencia de género. Mismo conflicto de violencia contra la mujer: respuesta judicial oportuna y efectiva. Precedente Co. 475 L. XLVIII, “C., A. C.”. Justicia nacional.


    En consonancia con el derecho internacional de los derechos humanos y con la ley 26.485, los actos de violencia denunciados deben ser investigados y juzgados en forma conjunta a fin de cumplir, con determinación y eficacia, el deber del Estado de investigar, sancionar, reparar y prevenir la violencia de género contra las mujeres, así como a fin de procurar un adecuado acceso a la justicia por parte de las víctimas. En efecto, los hechos, según los cuales la víctima habría sido agredida en forma verbal y física y de modo reiterado en el marco de una relación de pareja -finalizada-, conforman un mismo conflicto de violencia de género. Ese conjunto de actos debe ser investigado y juzgado en forma conjunta, aun cuando alguno de ellos habría ocurrido en una jurisdicción distinta, en aras de procurar una respuesta judicial efectiva a la situación de violencia de género. La fragmentación de los hechos obstaculiza la eficacia de la investigación al impedir que los operadores de justicia tomen en cuenta el contexto de la violencia, y re-victimiza a la damnificada, que debería declarar en numerosas oportunidades y ante tribunales distintos sobre hechos que forman parte de un mismo conflicto.


    G., C. L. s/ Lesiones agravadas. Dam.: G., M. S.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 6667, 2015, 1/CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley nacional de protección del patrimonio arqueológico y paleontológico Nº 25.743. Restos fósiles. Competencia federal.


    Más allá de la concreta calificación legal que en definitiva se le asigne al hecho objeto de investigación, toda vez que los jueces coinciden en enmarcar el caso en las previsiones de la ley 25.743, de momento, no puede descartarse la posible afectación a intereses nacionales pues la norma establece como facultades exclusivas del Estado Nacional ejercer la "tutela" del patrimonio arqueológico y paleontológico (artículo 4°, inciso "a"), y el Poder Ejecutivo de la Nación al reglamentar esa legislación (Decreto 1022/2004, artículo 4°), dispuso que deberá entenderse por "tutela ejercida por aquél, la protección jurídica o legal de todo el patrimonio arqueológico y paleontológico del territorio argentino, más allá del derecho de dominio, protección y preservación que correspondan a las autoridades competentes de cada jurisdicción".


    S., Marcelo Ángel s/ Infracción ley 25.743


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2091, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley nacional de protección y conservación de la fauna. Remisión a la Competencia “Fothy, Esteban Andrés s/ pta. inf. 22.241”. Justicia federal.


    F., Sergio s/ Infracción ley 22.421


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, Comp 21335, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Licencia de conducir y documento nacional de identidad falsificados: vinculación que no admite separación de causas. Justicia Federal.


    En referencia a la licencia de conducir, toda vez que no se trata de un documento de carácter nacional (Comp. N° 1710, L. XXXIX, in re "Ortiz, Carlos Héctor s/ falsificación de documentos públicos"), su adulteración no surte la jurisdicción federal en los términos del artículo 33, inciso 1°, apartado c), del Código Procesal Penal de la Nación y, por consiguiente, tampoco su encubrimiento (Fallos:326:3217 a contrario sensu). No obstante ese criterio, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre ese hecho y la tenencia del DNI falso, por lo que resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser aquel que conoce respecto al segundo -en el caso, el Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 2 de San Martín-, pues ése ha sido el criterio acogido por la Corte, en la Competencia N° 924, L. XLIII, in re "Pimentel, Noelia Soledad y Díaz, Luis Ezequiel s/ encubrimiento"), aunque no haya sido parte en la contienda.


    M., Alfredo Tito s/ Delito de acción pública


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 7334, 2012, TO3/CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Organización criminal dedicada a la fabricación y comercialización de estupefacientes. Ley 23.737 y 26.052. Tenencia ilegítima de armas con numeración suprimida. Competencia federal.


    No se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización (Fallos: 329:6047, a contrario sensu). Por todo lo expuesto, y en atención a que la intervención de la justicia federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052), debe declararse su competencia para que conozca en esta causa (conf. Competencia n° 11, L. XLIX in re "Mazza, Oscar Alejandro y otros s/ infracción ley 23.737"). Las numeraciones de las armas incautadas se hallaban suprimidas. En tal sentido, cabe destacar que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5), del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal.


    F.P., Laura y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3930, 2015, CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Perturbaciones al ejercicio de la función pública. Art. 241, inc. segundo del Código Penal. Justicia nacional.


    Atento que las circunstancias fácticas comprobadas hasta el momento en la causa no permiten descartar al presente que la conducta del imputado hubiere estado directamente dirigida a estorbar o impedir al inspector llevar a cabo un acto propio de sus funciones, conforme los términos del artículo 241, inciso segundo, del Código Penal; y toda vez que este delito no ha sido traspasado a la órbita local, corresponde a la justicia nacional, que cuenta con la competencia más amplia para su conocimiento, asumir la investigación de este caso, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    V., Juan Domingo s/ Perturbaciones al ejercicio de la función pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 5944, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Portación ilegítima de arma de guerra y tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Ley 23.737 y 26.052. Justicia federal.


    Teniendo en cuenta la gran cantidad de material estupefaciente secuestrados, y que de la descripción del hecho atribuido a los prevenidos, en especial por la forma en que estaba acondicionada la droga, no puede afirmarse que estuviera destinada a un consumo inmediato, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación. También deberá la justicia de excepción entender en relación con el delito de portación ilegítima de arma de guerra, de acuerdo a lo establecido en la Competencia nº 452 L. XLIII in re "González, Bernardino y Condori, Jorge Daniel s/ infracción a la ley 23.737".


    F., Obdulio Saúl s/ Tenencia arma de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3906, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Portación ilegítima de arma de guerra y tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Ley 23.737 y 26.052. Justicia federal. Remisión a lo dictaminado en CSJ 3906/2015/CSl in re "Ferreyra, Obdulio Saúl s/ tenencia arma de guerra.”


    G., K.A s/ Tenencia de arma de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3911, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible sustracción de arma reglamentaria. Corresponde a la justicia federal.


    Atento que de acuerdo con el criterio establecido por el Tribunal, la sustracción de un arma de fuego reglamentaria suministrada por el Estado Nacional surte la competencia de excepción y teniendo en cuenta, además, que el hecho se cometió mientras la víctima se dirigía a prestar servicio de custodia en el Ministerio de Defensa, por lo que se habría entorpecido el normal desempeño de sus funciones en ese organismo nacional, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite de esta causa.


    V., Zoilo Abel s/ Homicidio agravado (art. 80, inc,8º)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4484, 2015, CS1, 22 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta asociación ilícita y fraude contra la administración pública. Empleada de organismo nacional. Actos ajenos a la función. Justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    La contienda no se encuentra trabada en forma correcta, cuando los órganos que intervienen no se han atribuido la competencia en forma recíproca. Sin embargo, respecto del fondo del asunto, no existen en este proceso elementos que susciten la competencia del fuero de excepción, toda vez que las evidencias colectadas hasta el momento no permiten apreciar que la imputada que se encuentra empleada en un organismo nacional haya abusado de esa condición para cometer el delito, con el resultado de obstruir o corromper su buen servicio, sino que en principio se trataría de actos ajenos a la función. Asiste razón al tribunal local en cuanto afirma que los hechos, en la forma en que han sido calificados, deben ser conocidos por la justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    C., Marcelo y otros s/ Asociación ilícita


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, Comp 5922, 2014, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Amenazas y usurpación. Justicia local.


    De la presentación de la denunciante y las demás constancias agregadas no surgen elementos que indiquen la existencia de un ardid determinante del acto de disposición patrimonial perjudicial para la víctima, pero sí de desavenencias posteriores entre los involucrados en cuanto al contenido y el cumplimiento fiel de aquello a lo que se habían obligado, y por supuesto, el hecho referido con claridad por la víctima de haber sido despojada con violencia, y eventualmente amenazas, de la posesión del local.


    K. I. P. s/Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46130, 2014, CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Corresponde al juez del lugar en el que se desarrollaron los actos relevantes.


    Resultan aplicables al caso los principios de la Corte que establecen, que a los fines de discernir la competencia, deben tenerse en cuenta los distintos lugares donde pudieron desarrollarse actos eventualmente relevantes y que la cuestión debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia. En tal sentido, cabe advertir que -según surge de una declaración- algunas de las disposiciones patrimoniales perjudiciales se habrían realizado también en oficinas de la empresa damnificada ubicada en esta Capital, donde además se asienta la firma e inclusive tiene su domicilio el principal imputado al que fueron dirigidas intimaciones por carta documento. Por esas razones, habida cuenta que además la sentencia de la cámara de apelaciones que valoró la documentación reservada en secretaria -que tuvo a la vista en su totalidad- concluyó que los contratos firmados entre las partes fueron suscriptos también en esta ciudad, y dado que los testimonios sólo se refieren a boletos de compraventa, resulta de mayor conveniencia, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que sea el juez nacional, que además previno, quien continúe con la profundización de la investigación en esta causa, sin perjuicio de lo que de ello pudiera eventualmente resultar.


    S., Hugo Damián y otro s/ Asociación ilícita


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45140, 2013, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Numeración falsa de chasis y motor. Real naturaleza del delito. Artículo 54 del Código Penal. Conducta única. Justicia federal.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Desde esa perspectiva, corresponde a la justicia federal en cuya jurisdicción tomó intervención el Registro Seccional de la Propiedad Automotor, con motivo de la transferencia del dominio que detectó irregularidades en la documentación y formuló la denuncia que dio origen a esta causa, conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante su empleo, y, además, respecto de la falsedad del formulario de verificación que también se habría entregado junto con esa documentación. También deberá conocer acerca de la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a las numeraciones del chasis y motor del automóvil, y de las chapas patentes que resultarían falsas.


    F., Esteban s/ Fals. doc. pub.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 14272, 2/CS1 -2/CA2, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de documento público. Justicia provincial.


    Pese a la virtual imposibilidad de hallar el documento público adulterado, bien señalada por los jueces contendientes, no puede descartarse que la utilización de la copia por parte de una persona que se presentó con nombre supuesto e invocó un falso título, y de esa manera consiguió que se le encargara la prestación de servicios presumiblemente rentados, constituya al menos un intento de defraudación que, en el caso, habría ocurrido en la localidad donde residía la víctima del engaño.


    N.N. s/ Falsificación documento público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 320, 2013, (49-C)/CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 11.723. Corresponde a la justicia local.


    En atención a que el fiscal y los miembros del tribunal federal han descartado -por los mismos fundamentos desarrollados por esta Procuración en la causa S.C.M. 1263, L. XLVIII "M.G., Daniel Alejo s/ Causa n° 15341"- que el hecho investigado constituya una infracción a la ley 22.362 resulta aplicable lo resuelto por la Corte Suprema en las Competencias nº 1153, XL VII "Compulsa extraída en As. Nº 87.053 -A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", sentencia del 20 de noviembre de 2012, y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ inf. Leyes 11.723 y 22.362".


    C., Mariana Johana y otros s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 62000751, 2011, TO2/CS1, 03 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 11.723. Venta de CD y DVD presuntamente apócrifos. Competencia de justicia local.


    En atención a que el fiscal y los miembros del tribunal federal han descartado -por los mismos fundamentos desarrollados por esta Procuración en la causa S.C.M. 1263, L. XLVIII "M.G., Daniel Alejo s/ Causa n° 15341"- que el hecho investigado constituya una infracción a la ley 22.362 resulta aplicable lo resuelto por la Corte Suprema en las Competencias nº 1153, XL VII "Compulsa extraída en As. Nº 87.053 -A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", sentencia del 20 de noviembre de 2012, y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ inf. Leyes 11.723 y 22.362".


    C., Carlos Raúl s/ Infracción Ley 11.723 y 22.362


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 17919, 2014, TO1/2/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 23.737. Remisión a la Competencia n° 398 1. XLII “Conte, Gabriel”. Justicia de excepción, que previno.


    P., Miguel Ángel s/ Averiguación de delito


    Comp 530, L, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de residuos peligrosos 24.051: incineración de basura. Hecho circunscripto al ámbito local: corresponde a la justicia local.


    Toda vez que la evidencia obrante en la causa sugiere que los hechos, por sus propias características, carecen de capacidad de afectar a personas o al ambiente fuera de los límites de la ciudad de Buenos Aires, con arreglo al criterio establecido por la Corte, corresponde a la justicia nacional en lo criminal conocer en la presente, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Usurpación (art. 181 inc. 1º)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4622, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta intermediación financiera ilegítima como medio comisivo para defraudar: conductas inescindibles. Infracción a la ley 21.526. Art. 310 del CP. Concurrencia ideal de delitos comunes y federales: corresponde a la justicia de excepción.


    El criterio decisivo para resolver la cuestión pasa por recordar que mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión del delito de intermediación financiera no autorizada resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y que eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito en cuestión, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretende atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si éste se halla configurado o no. Esa es precisamente la situación que se presenta en el caso, pues la denuncia y los escasos elementos probatorios colectados hasta el momento dan cuenta de la existencia de algunos de esos extremos -como la oferta de crédito sin autorización y la habitualidad de esa oferta-. Ello, hace necesario comprobar si se está frente a la hipótesis prevista por el artículo 310 del Código Penal. No aparece controvertido que los imputados brindaron crédito sin la autorización otorgada en forma expresa por el Banco Central de la República Argentina (BCRA), según lo exige la ley 21.526. Esta circunstancia permite suponer, en esta etapa embrionaria del proceso, que podría darse en el caso la habitualidad entre la oferta y la demanda de crédito que el tipo penal previsto en el artículo 310 del Código Penal requiere para su configuración. La resolución del juez federal fue prematura, pues en vista de estos elementos debió asumir la investigación y orientar la pesquisa a establecer por ejemplo, de qué modo se ofrecía el crédito o si los imputados también se dedicaban a captar ahorros del público. Por otra parte, dado que la intermediación financiera ilegítima constituiría el medio comisivo para lograr la defraudación de la que habría resultado víctima el denunciante, maniobra que no podría llevarse a cabo sin la existencia de la actividad mencionada, la investigación de los hechos resulta inescindible. Así lo ha resuelto el Tribunal: "Cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este último al que corresponde continuar con la investigación. Igual criterio se adopta en aquellos supuestos en los que las constancias incorporadas no alcancen para descartar que los hechos del caso constituyan una única conducta en los términos del art. 54 del Código Penal y, en consecuencia, no susceptible de ser escindida. En tales condiciones, corresponde atribuir competencia para continuar con el trámite de las actuaciones a la justicia federal, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    R. S., Esteban y otro s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3590, 2015, CS1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta privación ilegal de la libertad agravada. Justicia local.


    No obstante la significación penal que en definitiva quepa asignar a los hechos denunciados, toda vez que de los antecedentes remitidos se desprende que la joven vivía con su madre en la localidad de Ezeiza al momento de ausentarse del hogar, que allí también habría estado viviendo con la imputada, y concurriría a ceremonias del rito umbanda que practicarían los imputados, corresponde a la justicia local proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    S., Ezequiel Daniel y otro s/ Privación ilegal libertad agravada


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 54548, 2013, 1/ CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta sustitución de chapa patente (art. 289, inciso 3° del Código Penal). Lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al juzgado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Averiguación de delito Denunciante: Talete, Lidia Gladys


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 41465, 2014, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación y posible robo o hurto. Mismo contexto de conflicto. Justicia local.


    Puesto que ambos sucesos habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto, tal como lo admite la justicia local, que oportunamente aceptó conocer de la usurpación y dispuso algunas medidas de prueba, más allá de la relación que pudiera existir con la disposición de las pertenencias no recuperadas, respecto de las cuales sólo constan hasta el momento su declaración y la versión del imputado a la policía, en el sentido de que desechó en un volquete colocado en la vía pública sólo aquellas que quedaron como residuos de un incendio provocado por el marido de la víctima días antes del supuesto despojo, correspondería que esa sede ahonde en los pormenores de este hecho para determinar, luego de la incorporación de los elementos de juicio necesarios para precisar la denuncia, si existió o no la comisión de un delito ajeno a su competencia y, eventualmente, qué otros comportamientos se habrían adoptado sobre dichos bienes.


    S., Walter s/ Defraudación por retención indebida


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3604, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación. Amenazas simples. Real naturaleza del delito. Justicia nacional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Cuando no pueda descartarse, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que la víctima hiciera algo contra su voluntad, el suceso excede los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que profundice esta investigación.


    H. C., R. s/ Coacción Art. 149 bis. Dte. E. H., T. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72067, 2014, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación. Falsificación de documentos públicos. Investigación de un solo tribunal. Lugar de utilización del documento apócrifo. Amenazas.


    Cuando la falsedad de un instrumento público y la usurpación, que pudieron haber ocurrido en distintas jurisdicciones, presentan entre sí una relación tal que excede la mera conexidad, ya que de la validez de aquel documento depende la legitimidad del comportamiento imputado, resulta conveniente que un solo tribunal continúe con la investigación. Sobre la base de esas consideraciones, y en los casos que se desconoce el lugar de creación del documento apócrifo, debe estarse al lugar en el que fue utilizado En lo que se refiere a las amenazas, corresponde a la justicia provincial profundizar la pesquisa e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    C., Marcelo s/ Usurpación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 199, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta violación del sistema informático. Comentario ofensivo en diario digital. Individualización de los hechos. Justicia provincial.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ello no sucede cuando el juez local declina la competencia por la materia sin encuadrar los hechos en alguna figura determinada y las constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar fehacientemente las características de los sucesos objeto de investigación y calificarlos. En tales condiciones, corresponde al juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Violación sistema informático - art.153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 267, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual. Principio de territorialidad, art. 37 del CPPN. Justicia nacional, que previno.


    W. s/ Estupro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 8386, 2014, CS1, 05 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de enriquecimiento ilícito. Denuncia previa. Carácter excepcional del fuero federal. Justicia local.


    Cuando se trata de investigaciones que corresponden a períodos diferentes que toman como base probatoria declaraciones juradas de distintos períodos, no existe el riesgo de sentencias contradictorias. La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación; así como también tiene establecido el Tribunal que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Así, debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. En razón de todo lo expuesto, corresponde al juzgado local, que previno ya cuya sede acudió el denunciante, continuar conociendo en la causa en la que se investiga el supuesto incremento patrimonial que se habría producido mientras el imputado era funcionario provincial.


    M., Juan Luis s/ Enriquecimiento ilícito (Art. 268 inc. 1°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1527, 2015, CS1, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa. Retención indebida. Elementos insuficientes: necesidad de profundizar la pesquisa. Justicia nacional, que previno.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados. Deviene necesario profundizar las circunstancias que rodean a los sucesos denunciados, ya que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrarlos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para discernir el tribunal al que corresponde investigarlo.


    L., Matías U. y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61892, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de insolvencia procesal fraudulenta. Investigación insuficiente. Hechos cometidos en distintas jurisdicciones. Economía procesal. Precedentes. Justicia nacional.


    Aún no resulta posible afirmar que los hechos materia de investigación hubiesen tenido lugar en un único ámbito territorial, tal como ocurrió en el precedente de Fallos: 325:954, ya que en el sub lite aún no se han aclarado las circunstancias que rodearon la operación ni se ha determinado donde se habría realizado el acto de disposición patrimonial por parte del imputado, en tanto aún no ha sido oído el escribano que habría otorgado la escritura traslativa de dominio, y que se domiciliaría en esta ciudad. La dilucidación de tales aspectos permitiría evaluar la aplicación de la doctrina del Tribunal, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa del imputado sobre cuya base se resolvieron las competencias 756, L. XXXIX, "Passarelli, Angel Alberto s/ estafa", y 1377, L. XXXIX, "Abrahan Javid s/ defraudación". En virtud de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, ante cuyos estrados tramita el juicio ejecutivo promovido por el denunciante y a los que éste compareció para hacer valer sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    B., Juan Cruz s/ Insolvencia procesal fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 51046, 2014, 1/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata de personas. Principio de territorialidad. Justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, a los que cabe atenerse en tanto no aparecen controvertidos por otras constancias del legajo, y de conformidad con el principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación- corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa.


    N.N. s/ Inf. art. 145 bis, 1° párrafo


    FGR-Justicia Federal de General Roca, Comp 9047, 2013, 1/CS1, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto ejercicio de la prostitución. Tribunal que previno. Delito de concusión. Justicia federal.


    Independientemente de la calificación legal que en definitiva quepa darle a los hechos objeto del conflicto, cuando no pueda descartarse que los mismos hubieran sido cometidos para facilitar o favorecer el desenvolvimiento del negocio nocturno en el contexto de la trata de personas con fines de explotación sexual, corresponde que siga a cargo el tribunal que previno. Respecto de la participación de los funcionarios policiales en el allanamiento realizado, corresponde a la justicia federal continuar conociendo en dichas actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    C., R. Á. s/ Incidente de competencia


    FPA-Justicia Federal de Paraná, Comp 4190, 2014, 1/CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto robo automotor. Transferencia de dominio del vehículo. Lugar donde se incautó el rodado. Justicia local.


    Toda vez que surge de la causa que la denunciante había sido designada depositaria judicial provisoria de un vehículo de su propiedad, incautado en el partido de Morón, ámbito territorial en el que constituyó su domicilio y, además, transfirió el dominio del bien a su actual titular, a esa sede corresponde conocer en la presente causa.


    A., Elena E. s/ Su dcia. robo automotor


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7644, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto tráfico de estupefacientes. Secuestro de sustancias de corte y estupefacientes en diferentes presentaciones: eslabón intermedio en la cadena de comercialización. Competencia federal.


    La asignación de competencia a la justicia provincial no se encuentra prevista para todos los tipos penales contenidos en la ley 23.737, sino que ésta reserva para la justicia federal los delitos que integran el artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito de estupefacientes y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3º, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. En tal sentido, habida cuenta que entre los elementos secuestrados se encontraron sustancias incorporadas en el Anexo I del Decreto 1161/2000 de Control de Precursores y Sustancias esenciales para la elaboración y fabricación de estupefacientes, cuya figura, prevista en el artículo 5° inciso b) de la ley 23.737, no fue materia de delegación a las provincias efectuada por la ley 26.052, corresponde declarar la competencia de la justicia federal. A ello cabe agregar que, no se advierte en autos que pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización ya que la venta efectuada por la imputada de 300 gramos de cocaína compactada, permite al menos inferir que su destino sería su posterior comercialización.


    M., Mónica s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3356, 2015, CS1, 30 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos de robo de mercadería y contrabando: hecho indivisible. Justicia nacional.


    Sin perjuicio del propósito que hubiesen tenido los autores al momento de la consumación del robo de la mercadería que se encontraba sujeta a control aduanero, lo cierto es que como consecuencia de tales sucesos se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación. En orden a la competencia material del caso, conviene recordar que la Corte tiene establecido que en las hipótesis en las cuales no cabe dividir la continencia de la causa, la unificación no ha de realizarse sustrayendo del conocimiento del fuero penal económico los delitos federales que son específicamente de su resorte y que el robo de mercadería y su contrabando constituyen un hecho indivisible cuyo juzgamiento toca a la justicia federal. En ese sentido, según tiene establecido el Tribunal, cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal es a éste fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    N.N. s/ Infracción ley 22.415


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1906, 2013, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad y robo. Delito continuado: resulta competente el juez del lugar donde cesó.


    La Corte tiene resuelto, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Atento que según surge de la declaración de la víctima, que no se encuentra desvirtuada en la causa, fue en la provincia de Buenos Aires donde se habría consumado el robo del vehículo y del dinero, por aplicación de este principio, corresponde declarar la competencia al Juzgado local de ese lugar, que además previno.


    N.N. s/ Robo. Denunciante: G. O., Leandro Nicolás


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3515, 2015, CS1, 25 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad. Robo de automotor con armas. Distintas jurisdicciones. Lugar donde se consumó el robo. Justicia nacional.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74304, 2013, 1/CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Prostitución de menores de 18 años: infracción a la ley 12.331 o a la ley 26.364. Elementos insuficientes para sostener hipótesis de trata de personas con fines de explotación sexual. Competencia provincial.


    No obstante las escasas constancias del legajo, toda vez que de los dichos asentados en el acta de la audiencia de juicio se desprende, por un lado, que las menores habrían sido incitadas por su tía a mantener relaciones para obtener dinero; y por el otro, que el abuelo también habría hecho lo mismo con la madre de ellas, y que se hallaría muy próximo a las niñas, no se cuenta en autos con elementos de juicio que permitan sostener la hipótesis delictiva sobre trata de personas. Si bien de los elementos reunidos en la investigación, es posible colegir que las jóvenes se encuentran insertas en un entorno familiar con condiciones sociales y vitales de necesidad que propician los abusos de esa vulnerabilidad, con escasas posibilidades de contención, y que las personas adultas que las rodean podrían estar desarrollando actividades en infracción a la ley 12.331 o bien subsumibles en los supuestos de los artículos 125, 125 bis, 126 y 127 del Código Penal (conf. Comp. CSJ 535/2014(50-C), "Ponce, Gustavo s/ infracción art. 145 bis, 1° párrafo -sustituido conf. art. 25. ley 26.842-), no se cuenta en autos con constancias suficientes que hagan verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la ley 26.364 -texto según ley 26.842- (en el mismo sentido Comp. 773, L. XLIX, "Pérez, José Luis s/ abuso sexual").


    A.,T.V. s/ Infracción ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3645, 2015, CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Reclamo por tierras ancestrales de pueblos originarios: inaplicabilidad de las agravantes previstas en el art. 41 quinquies del CP. Protesta por derechos sociales. Corresponde a la justicia local.


    En atención al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas en la denuncia - que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente-, se advierte que los sucesos de este caso no habrían sido cometidos con los fines previstos en el artículo 41 quinquies del Código Penal de "aterrorizar a la población u obligar a las autoridades públicas nacionales o gobiernos extranjeros o agentes de una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo", por lo que, prima facie, no resulta aplicable esa agravante. A su vez, tampoco encerrarían algún tipo de conflictividad de la clase contemplada en los instrumentos internacionales sobre prevención y sanción del terrorismo suscripto por la Argentina, como la Convención Interamericana contra el Terrorismo y el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, incorporado a nuestra legislación interna a través de las leyes 26.023 y 26.024. Los acontecimientos bajo análisis están enmarcados en una protesta llevada adelante en reclamo de derechos sociales, lo que ameritaría aplicar, eventualmente, la excepción prevista en el artículo 41 quinquies del Código Penal, en la medida que prevé que "las agravantes previstas en este artículo no se aplicarán cuando el o los hechos de que se traten tuvieren lugar en ocasión del ejercicio de derechos humanos y/o sociales o de cualquier otro derecho constitucional".


    Ministerio Público Fiscal c/ J. H., Martiniano y otros


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4137, 2015, CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia FSM 24566/20 14/I/CS1, “Zárate, Luis Antonio y otro”. Justicia local.


    C., Javier Andrés s/ Infracción ley 22.421 (art.25)


    FSM-Justicia Federal de San Martín, Comp 30966, 2014, 1/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 163 L. XLIII “Chávez, Rubén”. Justicia local.


    C. Mauro, S. A. Sebastian s/ Inf ley 23737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1481, XLVIII, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión Competencia n° 475 L. XLVIII in re “Cazón, Adella Claudia”. Delito de amenazas. Presuntos delitos de hurto y lesiones: mismo contexto de conflicto familiar. Razones de mejor administración de administración de justicia: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia nacional, cuya competencia resulta más amplia.


    D., Pedro Omar s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3921, 2014, CS1, 04 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo agravado y homicidio criminis causa. Interrupción accidental del tráfico de trenes. Competencia ordinaria.


    Atento que según las constancias la interrupción del servicio ferroviario no habría sido consecuencia directa de la acción del delincuente enderezada a lesionar la integridad física y la propiedad de la víctima, y no al objeto esencial de protección, que es, el libre desarrollo del tráfico inter jurisdiccional (Competencia N° 1913, L. XXXVII, in re "Montes, Carlos s/ delito c/ las personas", resuelta el 12 de febrero de 2002), corresponde a la justicia ordinaria, que previno, seguir conociendo en la causa.


    L., Sergio Daniel s/ Homicidio agravado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3855, 2015, CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo con un arma cuya numeración se encuentra suprimida. Competencia federal.


    De acuerdo a lo que surge de la causa se atribuye a los prevenidos, entre otros delitos, el robo agravado en el que la víctima reconoció el arma cuya numeración se encontraba suprimida, como la que habían utilizado los autores de ese hecho. Según tiene resuelto la Corte, compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, tal como ocurre con la figura prevista en el artículo 189 bis, apartado 5°, del Código Penal. Por otra parte, dada la estrecha vinculación que existe entre ese delito con los restantes materia de esta causa dado el contexto en que se desarrollaron, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    D., Lucas Daniel y otro s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3422, 2015, CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor con armas y privación ilegal de la libertad. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia local.


    La competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y toda vez que de las manifestaciones del damnificado, que no se encuentran controvertidas en la causa, surge que fue en la provincia de Buenos Aires, donde se consumó el robo del camión y también donde cesó la privación ilegal de la libertad, corresponde declarar la competencia de la justicia local, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas y priv. ilegal de la libertad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 19838, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de mercancías no nacionalizadas de un depósito fiscal: posible contrabando. Corresponde a fuero penal económico, aunque no haya sido parte en la contienda.


    El robo de las mercancías se habría producido cuando se encontraban sujetas al régimen de destinación de tránsito de importación, y por consiguiente sometidas al control aduanero, del cual fueron sustraídas merced a ese mismo apoderamiento. En tales condiciones, cabe concluir que como consecuencia de los hechos que se investigan, se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación, y por lo tanto, resultan de aplicación los fundamentos que informaron la resolución de la Comp. 125, L. XXXlX, "Orsi, Ricardo César Vicente s/denuncia de contrabando", y 1741, L. XLI, "Vargas, Juan s/denuncia").


    L.M. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3675, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de vehículo. Hecho desarrollado en distintas jurisdicciones. Lugar del hallazgo del automóvil. Justicia local.


    Cuando los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En este sentido, y toda vez que el robo del taxi se consumó en territorio provincial, donde el imputado habría obligado a su chofer a descender de él, y que en ese ámbito fue hallado el vehículo y fueron detenidos sus ocupantes, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de esta causa.


    O., Marcelo José s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1307, 2015, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento. Clara desvinculación de tenedora de la mercadería robada con la sustracción. Corresponde a la justicia federal.


    Con relación al hallazgo de la mercadería en territorio provincial, estimo que resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que la imputada por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Esa exigencia ha sido cumplida en el sub júdice, en tanto la resolución debe ser interpretada como el auto de mérito que exige la doctrina de la Corte, pues el juez nacional que conoce en los delitos contra la propiedad y la libertad, luego de ponderar los elementos probatorios reunidos en sede provincial, y de realizar algunas medidas, descartó que pudiera atribuírsele participación al imputada en el robo perpetrado en esta ciudad, esencialmente a partir de las declaraciones de los damnificados por ese suceso, en el sentido de que éste había sido cometido por personas de sexo masculino y consideró entonces que debía ser investigada por su presunto encubrimiento. En consecuencia, corresponde declarar la competencia de la justicia federal de la sección donde fue secuestrada la mercadería, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas y pil


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 30717, 2014, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento. Medidas de prueba para determinar la participación en los hechos. Indicio de autoría del robo: acotado lapso entre la sustracción y la detención de los imputados. Competencia del juez que interviene en el robo.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. Al respecto, cabe señalar que no se ha practicado el reconocimiento de los prevenidos, sin que la dificultad que invocaron las víctimas para la realización de esa medida pueda autorizar un juicio adverso sobre su utilidad, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente. Dicho criterio resulta tanto más aplicable en el caso si se repara en que uno de los damnificados describió en sede provincial las características físicas y hasta fisonómicas de los asaltantes. Por otra parte no se advierte que la señora juez nacional haya ponderado la circunstancia de que los imputados fueron sorprendidos pocas horas después del robo no sólo en poder del vehículo, sino también de los objetos personales de sus ocupantes y de un arma que tampoco les fue exhibida a estos últimos. Asimismo, la Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción, cosa que aún no ha sido dilucidada en autos.


    D., J. C. y otro s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3940, 2015, CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos apócrifos. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en las competencias n° 1153, XLVII "Compulsa extraída en As. n° 87.053 - A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362".


    A., Miguel A. y otros s/ Inf. ley 22.362 y ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 24005512, 2012, TO1/3/CS1, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos apócrifos para la venta. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en las Competencias n° 1153, XLVII "Compulsa extraída en As. n° 87.053 – A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362".


    B, Sergio s/ Inf. ley 22.362 y 11.723


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 51010763, 2012, 1/CS1, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos apócrifos. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en las competencias n° 1153, XLVII "Compulsa extraída en As. n° 87.053 - A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362".


    C., Walter Enrique s/ Ley 22.362


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 734, 2013, TO1/CS1, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos apócrifos. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en las competencias n° 1153, XLVII "Compulsa extraída en As. n° 87.053 - A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y n° 224, XLVII "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362".


    P., Juana y otro s/ Inf. ley 22.362 y ley 11.723


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 47005032, 2013, TO1/CS1, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo y secuestro exprés: características y competencia. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Competencia local.


    No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. En efecto, de la descripción contenida en el requerimiento de elevación a juicio no surge que hubiera selección específica, ni tareas de inteligencia previas. Por el contrario, se desprende que más allá de las amenazas y las exigencias de dinero iniciales, la víctima fue prontamente liberada, extremos que abonan la estricta motivación particular del hecho y autorizan a presumir que se trató de un hecho delictivo bajo la modalidad conocida como secuestro exprés. Corresponde asignar la competencia para conocer en esta causa a la justicia local,


    R., Ezequiel Luis s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 56440, 2014, TO1/3/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Incorrecta traba de la contienda. Falta de atribución recíproca. Justicia local.


    Atento que los jueces locales no han cuestionado la competencia ratione materia ni que el hecho haya sucedido en territorio provincial, corresponde declarar su competencia para seguir conociendo, sin perjuicio de que si luego consideran que el proceso corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se lo remitan de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    O., Aníbal Mauricio y otro s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 94003296, 2012, TO1/1/CS1, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supresión de la numeración de un arma y tráfico de estupefacientes. Corresponde a la justicia federal.


    Dada la estrecha vinculación que existe entre la supresión de la numeración del arma, cuyo conocimiento aceptó el juez federal, y la infracción a la ley 23.737, se estima conveniente que la investigación de la causa quede a su cargo, cuya intervención, además, es prioritaria respecto del segundo delito (art. 3 y 4 de la ley 26.052).


    S. V., Romina Cristina s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4380, 2015, CS1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesta defraudación contra la administración pública. Posible diversidad de conductas delictivas. Justicia local, que previno.


    Las escasas constancias remitidas impiden dilucidar el verdadero alcance de los hechos materia del proceso, los que no pueden ser apreciados in extenso a fin de formar fundado criterio acerca de la maniobra que se habría desplegado, la entidad perjudicada y el lugar de su comisión, para así determinar finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos, más aun teniendo en cuenta que, de acuerdo a lo considerado por los magistrados en conflicto, podrían haberse cometido diferentes conductas delictivas que, por la diversidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. En tales condiciones, atento que el proceso lleva cuatro años de trámite en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia local, que previno y a cuya sede acudió el denunciante para hacer valer sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    C. P. M. P. S.A. p/ Defraudación contra la administración pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3271, 2014, CS1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de defraudación por retención indebida. Contrato de leasing. Justicia nacional.


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación deber ser satisfecha en el domicilio del deudor. Según surge de la cláusula 6.2, segundo párrafo, del contrato de leasing "la entrega del bien deberá hacerse en el domicilio del dador" o bien donde éste lo indique en adelante mediante comunicación escrita al tomador, y en atención a que ambos supuestos refieren a sitios de esta Capital, donde, además, tramita otro proceso comercial derivado de la misma relación contractual, corresponde al juzgado nacional continuar conociendo en estas actuaciones.


    Q., Cristian Franco s/ Defr. por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 61239, 2013, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto proceso irregular: cuestionamiento al desempeño de la administración de justicia. Justicia local.


    La razón asiste al juez federal, pues no es necesaria ninguna previa averiguación para concluir en que el cuestionamiento al desempeño de la administración de justicia local en un caso particular sometido a su jurisdicción no constituye ciertamente materia reservada a la competencia del fuero excepcional.


    N.N. s/ A determinar


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 54006394, 2011, 1/CS2, 27 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de una niña menor de 10 años, supresión de la identidad, falsedad ideológica. Resolución PGN 398/12: indicadores de casos de apropiación de niños durante el terrorismo de Estado. Competencia federal.


    La denunciante habría sido alejada de sus padres en el año 1978, y la persona que la habría mantenido privada de su libertad, ostentaba un cargo en la fuerza policial de la provincia, con lo que no puede descartarse que los hechos denunciados tengan vinculación con los antecedentes referidos en la Resolución PGN N° 398/12, en cuanto a la práctica sistemática y generalizada de sustracción, retención y ocultamiento de niños implementada durante esa época. Si a ello se suman las manifestaciones de Modesta B, ante la médica forense, en el sentido de que al imputado le decían "Comisario", y que él mismo hace referencia a que su esposa no podía embarazarse, cabe concluir que en el caso se verifican varios de los indicadores detallados en la mencionada resolución de esta Procuración General de la Nación para identificar los casos de apropiación. En consecuencia, y teniendo en cuenta que la hipótesis materia de investigación puede abarcar los delitos de sustracción, retención y ocultamiento de menores de diez años (artículo 146 del Código Penal), supresión y/o alteración de la identidad de un menor de diez años (artículo 139, inc. 2°, ídem) y falsedad ideológica de instrumentos destinados a acreditar la identidad de las personas (artículo 293 ídem), de acuerdo a la doctrina de Fallos: 329:2136 (en el mismo sentido, Competencia N° 496, L. XLIX, "N.N. s/ averiguación de ilícito", resuelta el 27 de noviembre de 2014), corresponde declarar la competencia del juzgado federal para continuar con la investigación, sin perjuicio de las calificaciones legales que en definitiva correspondan y de cuanto resulte del trámite posterior.


    P., Isidoro y otro s/ Infracción ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3584, 2015, CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de armas. Contrabando de estupefacientes. Justicia local.


    Cuando no se aprecia que se trate de un delito de acopio, en atención a la cantidad y a las características de las armas y municiones secuestradas, y teniendo en cuenta que la vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis del Código Penal, consiste en que las armas y municiones hayan sido utilizadas para la comisión de un delito federal, supuestos que no se presentan en estos autos, corresponde a la justicia local entender en las actuaciones.


    J., Gustavo s/ Tenencia de arma de guerra


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 42013193, 2011, 1/CS1, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tráfico de estupefacientes ley 23.737 y tenencia ilegítima de armas. Organización criminal dedicada al tráfico internacional de estupefacientes. Competencia federal.


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización (Fallos: 329:6047 a contrario sensu), menos aún cuando se habría logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga. En atención a que la intervención de la justicia federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052), debe declararse su competencia para que conozca en esta causa, la que además deberá entender respecto del delito de tenencia ilegítima de armas.


    A., Alfredo Aníbal y otros s/ inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3909, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Usurpación. Presunta afectación del buen funcionamiento de instituciones nacionales. Justicia federal.


    Conforme se desprende de los dichos del denunciante –no controvertidos por otros elementos del expediente- los terrenos cuya ocupación ilegal denuncia serían propiedad del Estado nacional y no surge de las demás constancias agregadas al legajo que la titularidad del dominio haya sido transferida a la provincia de Buenos Aires (conf. artículo 11 de la ley 24.093 de Actividades Portuarias). En consecuencia, y más allá de que ésta posea actualmente su administración y explotación, los hechos objeto de contienda serían susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones. A ello cabe sumar, atento la cercanía que presentaría la zona usurpada al área operativa del ferrocarril y el registro de algunos incidentes de violencia que habrían acaecido respecto de los trabajadores y la maquinaria en particular, por parte de desconocidos que habitarían esos predios, la posible afectación del normal desenvolvimiento de esa actividad.


    N.N. s/ Usurpación (art. 181. inc. 1) Denunciante: Tornour, Oscar Alberto


    FRO-Justicia Federal de Rosario, Comp 16459, 2013, 1/CS1, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violencia de género: distintos hechos, unidad de investigación. Remisión a lo dictaminado en CSJ 4072/2015/CS1.


    Si bien los hechos se presentan en principio como independientes y, al menos algunos de ellos, separados en el tiempo, forman parte de un mismo conflicto de género en contra de la denunciante, motivo por el cual la pesquisa debe quedar a cargo de único tribunal.


    B., E.H. y otro s/ Coacción Dte. Hl E. Y. y otros M.A.L. s/ Coacción (art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 9303, 2015, 1/CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violencia intrafamiliar e incumplimiento de los deberes alimentarios: hechos escindibles. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde a la justicia local.


    El presunto incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, materia de esta contienda, es un hecho escindible de los demás episodios violentos denunciados e, incluso, perjudica a otras víctimas (causa n° 323 L. L in re "Pariona Bernardo, Luis Alberto s/ Inf. art. 149 bis del CP", resuelta el 18 de noviembre de 2014). En consecuencia, y teniendo en cuenta que la investigación de ese delito ha sido transferida a la justicia local mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa.


    D., G. E. s/ Infracción ley 13.944 (art. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3954, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Presunta defraudación en perjuicio de la administración pública. Origen de las sumas de dinero. Ley de pesca n° 24.922. Trámite de las actuaciones ante la justicia federal.


    Más allá de que una parte de las sumas de dinero dadas en préstamo para asistir a una compañía pesquera por parte de un ente autárquico local provendrían de distintas vertientes de financiamiento del sector público provincial lo cierto es que, otro porcentaje del total, se habría integrado con fondos oportunamente girados por el Estado Nacional -no en carácter de subsidio o prestación asistencial- sino para su afectación específica a los fines establecidos por la ley de pesca n° 24.922, la cual por imperio de sus artículos 43 y 44, dispone su coparticipación entre éste y las provincias con litoral marítimo, por lo que cabe concluir, que para su disposición para otras cuestiones ajenas a su objeto, debió contarse con autorización previa del Consejo Federal de Pesca creado por el artículo 8° de dicha legislación, cuyas decisiones, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 4° del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional n° 748/99, resultan obligatorias para las partes.


    B. D. M. Chubut s/ Denuncia A.


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9116, 2014, CS1, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Remisión al dictamen "Viale, Claudio Horacio s/ Pedido de inhibitoria" (FCB 8630/20l4/CS1). Justicia provincial.


    C., Luciano s/ Pedido de inhibitoria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 8631, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Infracción art. 189 bis. Investigación insuficiente: indeterminación de hechos y calificación legal. Justicia local, que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Julio Jose s/ Inf. art 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3371, 2015, CS1, 17 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ley 22.421: competencia local. Lugar de comisión.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que, sólo resta determinar la competencia territorial atendiendo al lugar de su comisión. Por aplicación de ese principio, y más allá del embrionario estado de la investigación, en la que aún cabría conocer dónde se habrían capturado esos ejemplares, toda vez que se encontrarían en el domicilio de uno de los presuntos imputados, corresponde proseguirla al juzgado provincial.


    N. N. s/ Infracción ley 22.421


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1104, 2015, 1/CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Nuevo planteo de incompetencia. Presuntas lesiones. Conducta penal atípica. Archivo. Contravención. Justicia nacional.


    Si la justicia nacional considera que un hecho no constituye una conducta penal típica, deberá proceder a su archivo, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito, y en su caso, si posteriormente entiende que el suceso podría encuadrar en la infracción al artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberá remitir testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, a cuya jurisdicción se encuentra reservado dicho análisis


    I., Edgardo Javier s/ Lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20516, 2012, 1/CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en la Competencia 452 L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge Daniel s/ Infracción a la ley 23.737. Corresponde a la justicia federal.


    Q., Joaquín Nahuel y otros s/ Infracción art. 189 bis apartado (2) 3° párrafo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 32001122, 2012, 1/CS1, 31 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión al precedente publicado en Fallos: 333:589.


    G., Facundo s/ Infracción art. 193 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3935, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflictos de competencia


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. CCC 15.834/2014/1/CS1, "N.N. s/ Hurto". Justicia nacional.


    N.N. s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4070, 2015, 1/CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen


    Abuso sexual a un menor de edad. Investigación insuficiente. Falta de determinación de los hechos. Protección de la integridad e interés de los menores. Juzgado nacional.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. Atento que cabe a todos los organismos intervinientes, hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores corresponde proseguir la investigación al juzgado nacional, que por haber prevenido y ser el tribunal del domicilio de la víctima, se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    N.N. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 58028, 2013, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Afectación ambiental. Ley 24.051. Precedente “Lubricentro Belgrano”. Inexistencia de interjurisdiccionalidad del daño. Justicia provincial.


    A partir del caso "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163), el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051 (Fallos: 325:269), fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental intetjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente. Este extremo no se verifica en el caso, conforme puede apreciarse de los informes técnicos realizados por los profesionales del CADIC y del CONICET, de donde surge que los valores de contaminación están por debajo de los niveles guías de la ley 24.051, y también de las declaraciones testimoniales recabadas a lo largo de la investigación, que descartan la posibilidad de la intetjurisdiccionalidad del eventual daño. Por lo tanto, al no advertirse otras circunstancias que pudieren surtir la competencia federal, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Infracción ley 24.051 (art. 55) denunciante: W., Guillermo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 15373, 2014, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Amenazas. Comisión en distintas jurisdicciones territoriales. Competencia del juez que resulte más conveniente para una eficaz investigación. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    M. S., Mariana Andrea s/ Coacción (art. 149 bis) y coacción agravada (art. 149 ter. inc. 2 b)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20980, 2014, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Amenazas. Justicia nacional.


    De los elementos reunidos en la causa no puede descartarse -hasta el momento- que las amenazas hayan estado dirigidas a que la víctima actuara contra su voluntad, por lo que corresponde al juzgado nacional conocer en la causa (conf. Competencia n° 160, L. XLV, "Gallo, Diego Fernando s/ Infr. Art. 149 bis del C.P.").


    H., M. A. C. s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5432, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cheques de pago diferido. Cobro rechazado. Articulo 302 C.P. Domicilio del banco girado. Justicia bonaerense.


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Teniendo en cuenta los dichos no controvertidos del denunciante y las copias de los cheques incorporados al legajo, de los que surge que los documentos son de titularidad de la denunciada, de pago diferido y fueron rechazados por orden de no pagar, sin que exista elemento alguno que permita sostener que su entrega fue ardidosa, corresponde al juez bonaerense, con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado, evaluar la eventual aplicación al caso de alguno de los supuestos contemplados en el artículo 302 del Código Penal.


    A., Alejandra s/ Infracción art. 302


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54713, 2014, 1/CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Comercialización de medicamentos sin autorización. Artículo 204 quater del Código Penal. Leyes 23.737, 26.052. Ley provincial de adhesión. Denuncia anterior a la fecha de vigencia. Justicia federal.


    El artículo 204 quater fue incorporado al Código Penal por ley 23.737 de competencia exclusiva del fuero de excepción. A su vez, la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas abarcadas por la ley de estupefacientes, que asignó a la jurisdicción ordinaria respecto de aquellas provincias que adhirieran a su régimen. Entre los tipos penales contenidos en esa reforma se encuentra el previsto en el artículo mencionado, que en la provincia de Córdoba pasó a la órbita de la justicia local a partir de su adhesión mediante la ley 10.067. Sin embargo, teniendo en consideración que según lo dispuesto en su artículo 10, esa norma comenzó a regir el 1° de diciembre de 2012, y que se aplica a los delitos cometidos a partir de esa fecha, corresponde al juez federal continuar con la investigación de esta causa, habida cuenta que ésta se inició por denuncia del 12 de junio de 2012.


    Z., Mariano s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 905, 2013, (49-C)/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia abstracto: sobreseimiento del único imputado en la causa.


    S., Pelayo s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4406, 2015, CS1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Amenazas simples y lesiones leves. Mejor administración de justicia: pesquisa a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan esos hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves (artículo 89 del Código Penal), pienso que al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., Martín Ismael y otros s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1258, 2015, CS1, 31 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia nacional.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Rivas, Tadeo Javier s/ Averiguación de delito. Dte: Rivas, María Celeste y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15188, 2015, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Delito de estafa. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y calificaciones legales. Justicia nacional.


    Cabe poner de resalto, que más allá del sitio en el que se halla ubicado el local comercial donde, además, se habría practicado una inspección por parte del Ministerio de Trabajo, tal como lo sostienen tanto la fiscal como el juez local, las constancias agregadas hasta ahora al incidente, no alcanzan para delimitar con precisión las características de los sucesos objeto de investigación los que, eventualmente, podrían haber tenido desarrollo en distintas jurisdicciones. Asimismo, tampoco puede descartarse que, en virtud de la multiplicidad de circunstancias que comprenden, pudieran dar lugar a más de una calificación posible e inclusive -según lo narrado en la denuncia- incidir acerca de la competencia material. Tales circunstancias se ven corroboradas, además, por la propia resolución de la juez declinante, en tanto en ella no se observa una determinada calificación legal que se apoye razonablemente en las constancias del incidente, lo que impide, a la luz de la doctrina de la Corte, la adecuada resolución del conflicto.


    N.N. s/ Estafa dam: S., Erica Ana


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56837, 2013, 1/CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contaminación ambiental. Ley de residuos peligrosos. Precedente "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163). Inexistencia de interjurisdiccionalidad del daño. Justicia provincial.


    Toda vez que ambos magistrados coinciden en la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabe señalar que a partir del caso "Lubricentro Belgrano" (Fallos: 323:163), el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051 (Fallos: 325:269). La intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso, al no encontrarse agregado un adecuado informe técnico sobre las sustancias detectadas y la extensión del derrame. Corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Pazos, Aníbal Héctor s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 202, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia mal trabada. Falta de atribución recíproca entre tribunales intervinientes. Razones de economía procesal. Amenazas. Lugar de comisión del hecho. Justicia nacional. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Justicia local.


    Según doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. De la declaración de la denunciante -que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, surge que si bien algunas de las amenazas proferidas por el imputado fueron hechas en jurisdicción provincial, fueron recibidas por la damnificada en su domicilio en esta Ciudad. En virtud de estas consideraciones y toda vez que algunas de las amenazas objeto de esta pesquisa serían coactivas, de acuerdo al criterio del Tribunal en la causa n° 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis", corresponde a la justicia nacional, conocer en las presentes actuaciones. Por otra parte, el presunto incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, materia también de esta contienda, es un hecho escindible de los demás episodios denunciados e incluso, perjudica a otras víctimas. En consecuencia, y teniendo en cuenta que la investigación de ese delito ha sido transferida a la justicia local mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo en esta causa.


    M., H. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4528, 2014, CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trababa. Cuestiones de economía procesal que autorizan prescindir de los reparos formales. Presunta asociación ilícita: maniobras realizadas en distintas jurisdicciones. Competencia del juez que resulte más conveniente para una eficaz investigación. Justicia de Santa fe.


    Es doctrina de la Corte que si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados. Toda vez que los imputados se encuentran alojados en una cárcel de la localidad de Coronda, donde se habría formado y funcionaba la presunta organización delictiva en cuestión, con el despliegue del ardid destinado a inducir a las presuntas víctimas a realizar las disposiciones patrimoniales perjudiciales, para lo cual utilizaban incluso equipos del mismo establecimiento, corresponde al juez de Santa Fe conocer en esta investigación.


    A., Erica Emili y otros s/ Asociación ilícita


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4904, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Cuestiones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito. Robo. Justicia provincial.


    El trámite dado a la causa es erróneo, ya que al revocar la decisión del juez provincial de aceptar su competencia, con base en argumentos distintos a los que este invocó en su declinatoria, la Cámara promovió una nueva contienda que sólo en caso de rechazo por parte del juez nacional y su posterior insistencia, habría quedado correctamente trabada. Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. De acuerdo a ese principio, toda vez que el robo del camión se consumó en territorio provincial, donde fue hallado más tarde, corresponde a la justicia local, ante cuyos estrados la causa tramita desde hace casi cuatro años, continuar con el trámite en ella.


    N.N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4156, 2014, 1/CS1, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Amenazas. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Lesiones leves. Intervención de un único tribunal. Justicia nacional.


    Mediante el Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, quedarían comprendidas en él las figuras de amenazas e incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan esos delitos con el de lesiones, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior a los establecidos para las otras figuras penales materia de investigación en este incidente, ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    G. S., José s/ Lesions leves (art. 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4529, 2014, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Falsificación de documento público: formulario de transferencia dominial. Presentación ante el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor. Estafa. Falta de investigación suficiente. Intervención de un único tribunal. Justicia federal.


    Son aplicables al caso los principios establecidos por la Corte, en cuanto establecen que la presentación ante el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor de un formulario de transferencia dominial falso, entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación y que incluso cabe concluir esa obstrucción cuando el instrumento presuntamente espurio forma parte del legajo correspondiente al vehículo, lo que determina la competencia federal. Más allá del estado embrionario en que se encuentra aún la investigación de los hechos, lo que impide conocer fehacientemente el modo en que habrían ocurrido, las conductas que damnificaron al denunciante culminaron con las maniobras realizadas ante el organismo registral, pues con el fin de dar apariencia legal al rodado que habría sido adquirido con fraude mediante la entrega de cheques imposibilitados para el cobro y apenas unos veinticinco días antes, consolidó el perjuicio sufrido por la víctima mediante conductas delictivas que en definitiva conforman un mismo contexto delictual; lo que determina la conveniencia desde el punto de vista de una mejor y más expedita administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Le concierne el conocimiento de esta causa a la justicia de excepción, en cuya jurisdicción tiene su asiento la oficina registral donde se ingresó el instrumento falso y desde donde, además, como consecuencia de ello, se habría expedido, inclusive, un título de propiedad ideológicamente falso.


    S., Griselda Angélica s/ Falsificación de documento público - Propiedad automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3429, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Presunto secuestro extorsivo. Distintas jurisdicciones. No se verificaban las circunstancias contempladas en el precedente "Ramaro”. Motivación particular. Justicia local.


    No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro" (Fallos: 328:3963), tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. Al contrario, de la descripción contenida en el requerimiento de elevación a juicio se desprende que la imputada era la pareja de la víctima al momento de los hechos y que ella lo habría llamado con un falso pretexto. Tales aspectos conducen a concluir en la estricta motivación particular que refiere el tribunal federal y descarta que en el caso se verifiquen circunstancias que justifiquen la competencia de la justicia de excepción. Corresponde asignar la competencia para conocer en esta causa a la justicia local, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local.


    S., R. E. y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, Comp 2277, 2013, TO1/8/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Tenencia ilegítima del arma. Justicia provincial.


    Atento que la juez local no ha desconocido el carácter común del suceso, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


    Z. A., Laura Carmen s/ Fals. de moneda extranjera


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 9305, 2012, 3/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No se aprecian elementos concretos que indiquen que el imputado intentara desconocer el título en virtud del cual ocupaba el inmueble, razón por la cual, no es posible afirmar que la víctima haya sido despojada de la vivienda, elemento indispensable para la configuración de la usurpación, más allá de la falta de consentimiento para que aquél permanezca en ella, y de las acciones judiciales que, eventualmente, pudieran corresponderle a la denunciante frente a esa circunstancia. El hecho denunciado excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple, por lo que la justicia nacional debe continuar conociendo en la causa.


    E., José Luis Tito s/ Coaccion (art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44419, 2014, 2/CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de investigación precedente que permita calificar el hecho en una figura determinada.


    La declinatoria no se encuentra precedida de la necesaria investigación precedente que permita calificar el hecho prima facie en una figura determinada, razón por la cual la Corte se ve impedida de ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58. En consecuencia, corresponde a la justicia local, que previno, continuar a cargo de la causa que originó la contienda, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    M., César Gonzalo s/ Infracción art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4275, 2015, CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cheques rechazados por denuncia de extravío. Orden de no pagar. Ausencia de certeza de los hechos investigados. Juzgado que previno.


    Cuando la contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que cada etapa requiere, los pormenores y el alcance de los hechos investigados para subsumirlos en una figura determinada –ya sea una estafa o un libramiento de cheques sin fondo -, corresponde profundizar la pesquisa a fin de descartar la posibilidad de que los cheques hayan sido entregados a sabiendas de que nunca podrían ser cobrados, máxime teniendo en cuenta que el denunciante refirió que la titular de los documentos habría presentado la orden de no pagar. En virtud de ello, corresponde al juzgado que tomó conocimiento del hecho incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego la cuestión, con arreglo a lo que de ello surja.


    V., Raúl s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 185, 2015, CS1, 07 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito cometido por internos del Servicio Penitenciario Federal. Competencia del juzgado local.


    En tanto de las constancias agregadas al incidente no surge que el hecho de autos hubiere entorpecido el normal desenvolvimiento del Servicio Penitenciario Federal, ni el buen servicio que deben prestar sus empleados, corresponde al juzgado local continuar entendiendo en la causa.


    N.N. s/ A determinar, denunciante: B., Cristian Emanuel


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11063, 2015, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Ocupación ilegal. Justicia local.


    Le asiste razón al declinante, pues más allá del propósito que pudieron haber tenido originalmente al suscribir los boletos de compraventa, surge acabadamente de lo actuado que tal conducta -que eventualmente pudo haber formado parte del algún acto preparatorio- no ha generado perjuicio alguno, en tanto que, por un lado, nadie puede trasmitir un derecho mayor que el que posee y, por otro, tampoco puede arrogarse carácter de comprador de buena fe si conocía esa circunstancia (principio establecido por la ley civil -artículo 3270 del Código Civil de la Nación contemplado en los artículos 398 y 399 del actual Código Civil y Comercial de la Nación, según texto de la ley 26.994) sin que la intervención notarial, además, involucre responsabilidad sobre su contenido, pues -tal como el magistrado nacional señala- solo da cuenta que las firmas insertas en ellos fueron puestas en presencia del escribano. A ello cabe agregar, que no se observa ningún elemento en la causa que permita considerar que aquellos documentos pudieron haber sido utilizados, sino que, por el contrario, se encuentra establecido que ni siquiera fueron invocados por los imputados. En definitiva, cabe concluir, que atento las razones señaladas, no se verifica en el caso un perjuicio que exceda el ocasionado en virtud de la ocupación ilegal propiamente dicha por parte de los encausados y respecto de la casa en la que residió en vida. Por ello, toda vez que -mediante engaños por parte de quienes se presentaron como nuevos propietarios, y de quienes luego lo usurparon y permanecieron en él, o inclusive a partir de un hipotético abuso de confianza de quien poseía llaves de la casa- los imputados habían logrado invadir el inmueble y con ello despojar del eventual ejercicio del derecho real de dominio que le fuera trasmitido a los posibles sucesores de aquélla al momento de su fallecimiento.


    S., Sergio y otros s/Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18118, 2010, 3/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documentos utilizados en compraventa fraudulenta: concurso ideal. Delito de sustitución de chapas patentes. Excepción a la competencia territorial: mejor administración de justicia. Competencia de la justicia federal.


    Habida cuenta que el magistrado federal reconoce que los documentos públicos del automotor adulterados fueron los utilizados en la compraventa fraudulenta, resulta aplicable el criterio fijado por la Corte que establece que al producirse la estafa mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Resta considerar la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, acerca de la cual el Tribunal tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó. No obstante el criterio expuesto en esa doctrina relativa a la competencia material de tal infracción, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la anterior -falsificación de documentos registrales- máxime si se advierte la correspondencia entre la numeración del dominio colocado y la que figura inserta en los documentos falsos. Por lo tanto, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia federal, pues ése ha sido el criterio acogido por la Corte en el precedente Pimentel.


    B., Hugo Sergio y otros s/ Falsificación de documentos públicos


    FSA-Justicia Federal de Salta, 12001082, 2012, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de incitación a la violencia colectiva. Inexistencia de afectación a la seguridad del Estado Nacional. Justicia local.


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda al hecho en examen, es manifiesto que éste obedeció a una estricta motivación particular y no existe posibilidad de que resulte afectada de manera directa o indirecta la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    M., Maximiliano s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3801, 2014, CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones leves. Remisión al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis". Corresponde a la justicia nacional.


    G., Pablo Andrés s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1606, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de usurpación. No procede el precedente “Mendoza”, Fallos: 331: 1622. Justicia local.


    La competencia que la Corte asignó al juzgado federal de primera instancia en el caso "Mendoza", publicado en Fallos: 331: 1622, se limita rigurosamente a los supuestos establecidos en los considerandos 20 a 22, cuyo alcance fue aclarado posteriormente en Fallos: 332:2522, precedentes a los que cabe remitirse a fin de evitar repeticiones innecesarias. No se advierte que dentro de tales supuestos se encuentre la competencia para adoptar medidas que, como en el caso, tienden a hacer cesar la comisión de un delito o sus efectos, o a prevenir en general acciones delictivas sobre el espacio público, las cuales corresponden a las fuerzas de seguridad locales y, eventualmente, al juez bajo cuya jurisdicción hayan caído los hechos, en la medida en que éstos no presenten una vinculación directa con el incumplimiento de los mandatos judiciales ordenados por la Corte en el caso "Mendoza" para llevar a término el programa de saneamiento ambiental de la cuenca Matanza-Riachuelo.


    N.N. s/ Usurpación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4497, 2015, CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de violación de sistemas informáticos. Competencia de la justicia local.


    En atención a que no consta que el hecho denunciado haya importado perjuicio o intromisión en los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, corresponde a la justicia local continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Violación sistema informático art. 153 bis 1° párrafo


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 6267, 2015, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público. Presuntas víctimas, empleadas del banco de la Nación Argentina. Posible entorpecimiento de sus funciones. Competencia de la justicia federal.


    Tiene dicho la Corte que la jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, por lo que al momento del suceso debe existir una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de aquellas funciones de esa naturaleza, exigiendo que el funcionario autor o víctima de un delito haya estado cumpliendo tareas específicamente federales para que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a esa magistratura. Atento que según se desprende de las constancias incorporadas al incidente, los delitos que se le atribuyen al imputado habrían sido cometidos precisamente cuando las presuntas víctimas cumplían sus funciones como cajeros del Banco de la Nación Argentina, y con motivo de éstas, no resulta posible descartar, de momento, que se hayan visto entorpecidas. En consecuencia, corresponde al juzgado federal proseguir con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    C., Verena s/ Abuso de autoridad y violación de deberes de funcionario público (art. 248) y coacción agravada (art. 149 ter, inc. 1)


    FGR-Justicia Federal de General Roca, 5637, 2014, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas y usurpación: hechos distintos dentro del mismo contexto de conflicto familiar. Mejor servicio de justicia: investigación a cargo de un único tribunal.


    Atento que, en principio, la supuesta amenaza no habría sido el medio comisivo de la presunta usurpación, ya que habría tenido lugar un año después de perfeccionada esta última figura, ambas hipótesis delictivas aparecen como hechos independientes. Sin embargo, teniendo en cuenta su estrecha vinculación, en tanto se habrían desarrollado dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y economía procesal, que la investigación quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, corresponde a la justicia nacional, de competencia más amplia, y que a su vez previno, continuar con el trámite de esta causa.


    R. de la C., César Wilmer s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16164, 2015, 1/CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia de tráfico de influencias y falsedad ideológica de documento público. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Competencia de la justicia local.


    Cabe destacar que, tal como lo tiene establecido el Tribunal, constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto al juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Estos requisitos no se verifican en el presente, pues los escasos elementos reunidos hasta el momento no alcanzan para conocer con la certeza necesaria la realidad de los hechos motivos de la causa. En este orden de ideas, debe resultar posible discernir fehacientemente cuáles han sido los pormenores de los hechos, si formarían parte de las maniobras por los delitos denunciados, o bien si se trataría de conductas de distinta índole, cuyo eventual deslinde y significación jurídica, sólo podrá dilucidarse con certeza, una vez profundizada la pesquisa. En tales condiciones, corresponde a la justicia provincial, que previno y a la que acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, profundizar la investigación para darle precisión a los sucesos denunciados y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello surja.


    A., Osiris s/ Falsedad ideológica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3887, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia sobre amenazas en ministerio provincial. Competencia de la justicia provincial.


    Aun cuando en los escasos elementos incorporados al incidente no consta una descripción precisa de los hechos, atento que de los términos de la denuncia surge que ellos se inscribirían en el marco del desempeño laboral de quien la realiza, en el ámbito de una dependencia provincial, frente al carácter excepcional del fuero federal, corresponde al juez local continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 202, 2015, 1/CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia sobre amenazas y agresiones. Tribunal con competencia más amplia encargado de resolver.


    De las declaraciones de la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, se desprende que ciertas amenazas de las atribuidas a S. habrían sido efectuadas a fin de doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones. Toda vez que las mismas integrarían un mismo contexto de violencia familiar, a fin de brindar un mejor servicio de administración de justicia y de favorecer la eficacia de la investigación, es conveniente que juzgado nacional -cuya competencia resulta más amplia- conozca en la totalidad de esta causa.


    S., Julio César s/ Amenazas dte: M., Rosa Inés


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 29676, 2013, CS1, 30 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia sobre amenazas y lesiones. Tribunal con competencia más amplia encargado de resolver.


    Atento que más allá del estado de la investigación en torno al delito de lesiones, tampoco puede descartarse que las amenazas dirigidas a la damnificada, hayan tenido por objeto doblegar su voluntad, corresponde al juzgado nacional de competencia más amplia, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    B., Cristian Iván s/ Lesiones agravadas. Damnificada: G., Diana Mabel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24911, 2015, 1/CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Discos compactos apócrifos. Infracción a la ley 11.723. Remisión al fallo de la causa Comp. 1.153, L. XLVII, "Compulsa extraída en As. n° 87.053 – A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y Comp. 224, L. XLVII, "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362". Corresponde a la justicia provincial.


    A., Oscar Franco s/ Inf. Ley 22.362


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 471, 2014, (50C)/CS1(50-C), 25 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Discos compactos apócrifos. Remisión al fallo de la causa Comp. 1153, L. XLVII, "Compulsa extraída en As. n° 87.053 – A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y Comp. 224, L. XLVII, "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362". Corresponde a la justicia provincial.


    F., Mariano Sebastián s/ Inf. Ley 22.362


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 3218, 2013, T01/1/CS1, 25 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Distribución de la competencia de los tribunales locales según el tiempo en que se cometieron los hechos delictivos. Falta de fundamentación de la procedencia de la competencia federal. Competencia de la justicia local.


    La declinatoria, en la medida en que se apoya en que la causa debe asignarse a otro tribunal en razón del tiempo en que se cometieron los hechos, no se encuentra fundada en la forma debida, pues es sabido que tal circunstancia debe ser resuelta conforme al derecho local que prevé la distribución de tareas entre sus órganos judiciales en función del tiempo, y es ajena a las razones que pueden justificar la competencia de la justicia federal. Tal defecto no puede ser subsanado con la introducción tardía de una presunta relación de conexidad entre los hechos que dan lugar al presente conflicto y otros delitos que son investigados por el juzgado federal, no sólo porque ese argumento fue alegado de manera extemporánea, sin dar al otro juez participante en la contienda posibilidad de réplica, sino además porque carece de un respaldo mínimo en las constancias obrantes en la causa. Por lo tanto, corresponde al Juez provincial continuar el trámite del proceso, sin perjuicio del órgano judicial que en definitiva deba intervenir con arreglo al derecho procesal local.


    O., César Amado -denunciante-


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4640, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa y defraudación por administración fraudulenta. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Investigación insuficiente: necesidad de individualizar los hechos y sus calificaciones. Justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Las escasas constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación, ni tampoco consta en la resolución del magistrado declinante una determinada calificación legal que se apoye razonablemente en las constancias del incidente, lo que impide, a la luz de la doctrina de la Corte la adecuada resolución del conflicto, máxime cuando todavía no surge con claridad si resultan constitutivos de delito.


    NN s/ Estafa y defraudación por adm. fraudulenta denunciante P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36921, 2014, 1/CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Conexidad subjetiva: inaplicabilidad por hechos ocurridos en distintas provincias . Justicia del lugar de comisión.


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    B., Atilio Ernesto s/ Dcia. Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4344, 2014, CS1, 07 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hábeas corpus. Persona alojada en una cárcel del Servicio Penitenciario Federal. Averiguación sumaria indispensable por el juez del lugar donde se estuviera llevando a cabo el acto lesivo.


    Tiene dicho la Corte que las características propias del hábeas corpus exigen que la averiguación sumaria indispensable para su resolución sea practicada por el magistrado con competencia en el lugar en el cual se estuviera ejecutando el acto por el cual se reclama, a fin de garantizar, con su inmediatez, la adecuada apreciación de los hechos y la celeridad en el dictado y en el cumplimiento de la sentencia. Por otra parte, cabe tener en cuenta que el causante se encuentra alojado en una unidad del Servicio Penitenciario Federal, por lo que no se puede descartar a priori la intervención, por acción u omisión, de agentes nacionales. En consecuencia, procede declarar la competencia del Juzgado Federal de Primera Instancia de Morón, con jurisdicción en Marcos Paz, para que prosiga el trámite de la causa, aunque no haya sido parte de la contienda.


    S., Sasha Nahuel s/ Habeas corpus


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4658, 2015, CS1, 30 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen f


    Contienda negativa de competencia. Improcedencia de la calificación del hecho delictivo en esta etapa: abandono de persona y homicidio. Tribunal con competencia más amplia: encargado de resolver. Remisión Comp. 513, L. XXXVII, "Di Rico, Vicente Antonio s/ defraudación", y 836 L. XLII "Valpreda, Omar s/ infracción tenencia de arma uso civil".


    Es pertinente señalar que cuando la Corte es llamada a resolver una contienda de competencia en materia penal, no corresponde sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, como las atinentes a la configuración del tipo penal o las relaciones entre las diferentes figuras que invocan los magistrados que participan en el conflicto, pues esta incidencia no tiene sino la finalidad de determinar el juez que prima facie debe intervenir, de acuerdo con una apreciación provisional de los hechos y las circunstancias en que se hayan producido y con independencia de las calificaciones que les hayan atribuido hasta el momento. Así pues, no corresponde en esta etapa pronunciarse de manera certera sobre la calificación del hecho objeto de la contienda, ya que ésta depende, en general, de una larga y aún no saldada discusión sobre si es posible tratar de manera equivalente la producción de un resultado y la omisión de evitarlo, a falta de una norma escrita; y en el caso particular de los delitos de abandono de persona y el homicidio, la distinción eventualmente requeriría la valoración de circunstancias de hecho y prueba que antes deben ser exhaustivamente determinadas.


    A., Mario y otros s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 64642, 2015, 4/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción ley 23.737. Comercialización de estupefacientes: determinación del último eslabón de la cadena comercialización. Desarrollo en distintas jurisdicciones. Investigación a cargo de un único tribunal. Justicia federal.


    Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo la de Buenos Aires por ley 13.392- a ese régimen legal. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de los aquí involucrados, pueda afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga. Por ello, teniendo en cuenta que aquella actividad se desarrollaba tanto en la provincia de Buenos Aires como en esta Capital, resulta conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal.


    G., Rodrigo Sebastián y otros s/ Inf. Ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 22050, 2014, 9/CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar la investigación. Adulteración de documentación automotor. Presunto encubrimiento. Lugar donde ocurrió el hecho. Justicia nacional. Sustitución de chapa patente: lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia provincial.


    Cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso. Por lo demás, toda vez que el juez federal, archivó las actuaciones referidas a la falsificación del documento registral, según la jurisprudencia del Tribunal, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, y habida cuenta que de las escasas constancias del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes, corresponde a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    M., Pedro Luís s/ Falsif. de docts. prop. automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4152, 2014, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Pena de prisión. Cumplimiento efectivo. Unificación de condenas. Artículo 58 del Código Penal. Competencia del juez que impuso pena mayor. Fallos: 202:222; 237:537; 324:4245 y 313:244. Justicia nacional.


    La Corte tiene establecido que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, al no haber procedido el tribunal de provincial de acuerdo con la regla del artículo 58, primera parte, del Código Penal, se impone la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia nacional, por haber impuesto la pena mayor, expedirse respecto de la unificación de ambas.


    M., Carlos Enrique s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3034, 2015, CS1, 12 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Pluralidad de delitos. Posible encubrimiento. Portación de arma de fuego de uso civil. Investigación insuficiente. Falta de determinación de los hechos. Lugar de secuestro del vehículo. Sustitución de chapa patente. Adulteración de documentación automotor. Conexidad. Justicia federal.


    Las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Resulta prudente extremar los recaudos indispensables con el objeto de incorporar los elementos que, eventualmente, permitan corroborar las alegaciones del imputado. Corresponde a la justicia de San Rafael provincia de Mendoza, incorporar los elementos necesarios que permitan brindar precisión de la notitia criminis, en lo que se refiere a la adquisición del vehículo, como así también, en lo que respecta a la portación de arma de fuego de uso civil, sin la debida autorización y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite. En lo concerniente a la sustitución de las chapas patentes del vehículo, la Corte tiene establecido que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía. Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre ese delito y las adulteraciones de la cédula de identificación del automotor como de la que autoriza a conducir, atento la coincidencia que se observa entre las numeraciones individualizadoras del vehículo y las que constan en esa documentación. Por ello, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia federal de San Rafael, aunque no haya sido parte en la contienda.


    V. M., Mateo Alberto y otro s/ Infracción artículos 277 y 289 del C.P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4526, 2014, CS1, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual. Vulnerabilidad de la víctima menor de edad. Interés superior del niño. Proximidad a los órganos de justicia. Justicia nacional.


    Más allá de la subsunción típica que en definitiva corresponda, de los limitados elementos de juicio agregados al legajo es posible colegir la situación de extrema vulnerabilidad en que se encontraría la joven víctima tanto por la situación de calle que se describe cuanto por su afección a los estupefacientes, situación frente a la cual cabe a todos los organismos intervinientes, velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores. En esa inteligencia, atento que de las actuaciones surge que la menor fue llevada desde esta ciudad por quienes aquí tienen sus respectivos domicilios, que en esta Capital también reside su familia y fue trasladada después de un período de desintoxicación y tratamiento en Córdoba, corresponde a la justicia nacional proseguir la investigación, en tanto esa solución también es la que mejor favorece la proximidad con los órganos de justicia y el interés superior del niño.


    F., C. A. s/ Abuso sexual- art. 119, 3° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4191, 2014, CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos de amenazas y robo. Investigación cargo de un único tribunal: mejor administración de justicia. Justicia nacional.


    R., Brian Maximiliano s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3426, 2015, CS1, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Tribunal con competencia más amplia encargado de resolver: Justicia Nacional.


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ese requisito no se encuentra satisfecho en el caso, en el que tanto el juzgado local como el nacional resolvieron con base en la eventual calificación del delito de privación ilegal de la libertad, pero sin considerar la multiplicidad de circunstancias que comprende el suceso denunciado y que podría dar lugar a más de una calificación posible. Por lo tanto, y sin prejuicio de lo que pueda resultar del trámite ulterior, a fin de ofrecer un mejor servicio de administración de justicia y favorecer la eficacia de la pesquisa, los hechos materia de esta contienda deben ser investigados por el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, cuya competencia es más amplia.


    A., E. D. G. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4126, 2015, CS1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la causa n° 475 L. XLVIII “Cazón, Adella Claudia”. Juzgado Nacional.


    D. C., Jhon Jairo s/ Coacción (Art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3975, 2015, CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión al fallo de la causa Comp. 475, L. XLVIII, "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis". Corresponde a la justicia nacional.


    P., Mariana s/ Amenazas con armas o anónimas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3220, 2014, CS1, 01 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor con armas. Comisión en distintas jurisdicciones territoriales. Competencia del juez que resulte más conveniente para una eficaz investigación. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En este sentido, toda vez que el robo del camión se habría consumado en Avellaneda, donde primero el acompañante y luego el chofer fueron obligados a descender y trasladados a otro vehículo, hasta ser finalmente liberados en ese partido, donde además aquél fue hallado sin su carga, corresponde conocer en la causa a la justicia de la provincia, cuyas autoridades fueron las que primero tomaron intervención en el hecho.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 26085, 2014, 1/CS1, 07 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo. Amenazas. Conexidad de hechos. Mejor administración de justicia. Único magistrado interviniente. Justicia nacional.


    Las presuntas amenazas fueron realizadas en relación a un robo, cuya investigación se encuentra en trámite ante la justicia nacional. Atento a la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Todos los supuestos presuntamente delictivos deben ser investigados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    G., Rubén s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4527, 2014, CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de defraudación. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia nacional que previno.


    Las constancias agregadas al incidente no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características del suceso objeto de investigación que, presumiblemente, resultaría delictivo. En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    D., Osmar Sergio y otros s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18248, 2014, 1/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto desistimiento voluntario. Delito de robo. Justicia nacional.


    Asiste razón al juez local, toda vez que, frente a las circunstancias que rodearon la detención, no surgen, a esta altura de la investigación, elementos que permitan afirmar que existió un desistimiento voluntario del posible intento de robo. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno, y cuya competencia es más amplia, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    E., Gabriel Ornar s/ Robo Dam: Gallo, José Humberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72085, 2014, 1/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de cheque. Estafa perpetrada mediante el uso de aquél. Competencia territorial.


    La Corte Suprema tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. Por tal motivo, corresponde a la justicia nacional conocer en la presentación al cobro del cheque presuntamente falsificado y a la justicia provincial, que previno, profundizar la investigación en relación a la sustracción de los documentos e incorporar los elementos necesarios para darle precisión a este suceso, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que habría ocurrido.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4659, 2014, CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violación de correspondencia por medios electrónicos. Archivo de la causa. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    N.N. s/ Violación de correspondencia medios elect. Art. 153 2°P


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4228, 2015, CS1, 02 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    A., Edgardo Emanuel s/ Habeas corpus


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, Comp 14757, 2014, 1/CS2, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión devenida abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    G. S., Hugo s/ Inf. Art. 189 bis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41480, 2014, 1/CS1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daño informático. Manipulación de datos informáticos contenidos en un sitio de internet. Art. 183, segundo párrafo CP. Justica local.


    Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. En ese sentido, toda vez que tanto de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse en cuanto resultan verosímiles y no controvertidos por otras constancias del expediente, como de los informes agregados y especialmente de la declaración del experto en el tema, se desprende que el imputado, habría adquirido un software para manipular computadoras de forma remota, y atacado al sitio de la empresa extranjera mediante una maniobra que insertaría códigos maliciosos, y con ello se podría "agregar, modificar o eliminar información" u "obtener permisos de acceso", por lo que, por el momento, los hechos quedan enmarcados en los supuestos de daño informático, previstos y reprimidos en el artículo 183, segundo párrafo del Código Penal. Corresponde al juzgado local, que previno y a cuya sede acudió el denunciante en procura de sus derechos proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    R., Christian Carlos y otros s/ Art. 183, párr. 2, daños informáticos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 2358, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Defraudación. Falsificación de cheques. Estafa. Competencia único tribunal. Lugar de entrega. Falta de investigación suficiente. Justicia nacional que previno.


    Es doctrina de la Corte que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados, cheques, concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en el que aquellos fueron entregados y dónde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinado el lugar de la entrega fraudulenta del documento.


    B. V., Cosme Maria s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34411, 2014, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos de robo con armas, portación ilegítima de arma de uso civil y encubrimiento. Concurso ideal. Competencia federal.


    De la lectura de los antecedentes agregados al incidente, surge que el imputado, le habría sustraído dinero a una persona de sexo masculino que circulaba por la vía pública en la localidad de San Francisco Solano, partido de Quilmes, mediante el uso de un arma de fuego. Posteriormente fue detenido por personal policial, quien secuestró en su poder el arma, sobre la que pesaba un pedido de secuestro en esta Ciudad. Atento que la portación ilegítima de armas concurre idealmente con el encubrimiento, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, que ya se encuentra conociendo en relación con la infracción al artículo 277 del Código Penal.


    A., Luis Carlos s/ Inf. Art. 189 bis del C.P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1650, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos de robo con armas, portación ilegítima de arma de uso civil y encubrimiento. Concurso ideal. Competencia federal.


    De la lectura de los antecedentes agregados al incidente, surge que el imputado, le habría sustraído dinero a una persona de sexo masculino que circulaba por la vía pública en la localidad de San Francisco Solano, partido de Quilmes, mediante el uso de un arma de fuego. Posteriormente fue detenido por personal policial, quien secuestró en su poder el arma, sobre la que pesaba un pedido de secuestro en esta Ciudad. Atento que la portación ilegítima de armas concurre idealmente con el encubrimiento, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, que ya se encuentra conociendo en relación con la infracción al artículo 277 del Código Penal.


    C., Micaela y otros s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1669, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Denuncia contra integrantes de un tribunal oral provincial por el desempeño de sus funciones en un caso particular sometido a su conocimiento. Investigación suficiente. Justicia local.


    La denuncia contiene referencias a condiciones y circunstancias no controvertidas que permiten pronunciarse acerca del tribunal competente para juzgar los hechos sin necesidad de una mayor investigación. En tal sentido, dado a que trata de un cuestionamiento al desempeño en sus funciones de los jueces de un tribunal provincial de San Martín en un caso particular sometido a su conocimiento, la causa no puede sino continuar su trámite ante el juzgado de garantías de ese departamento judicial, en tanto no existe materia ni se advierte circunstancia alguna que surtan la competencia federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


    N.N. s/ Abuso de autoridad y violación deberes funcionario público


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 20106, 2014, 1/CS2, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Estafa. Internet. Distintas jurisdicciones. Lugar donde se efectuó el depósito bancario. Justicia de Rio Gallegos.


    En atención a que de las constancias que integran el legajo no se desprende de manera fehaciente la identidad o la posibilidad de determinar siquiera si los sospechosos habitan en la ciudad de Bahía Blanca, al haberse efectuado el depósito dinerario en Río Gallegos, es en esta jurisdicción donde debe continuar la investigación, sin perjuicio de que ulteriormente, precisada la notitia criminis, razones de economía aconsejen adoptar un criterio distinto.


    V., Rosana Gabriela s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 476, 2015, CS1, 03 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Estafa. Internet. Fraude claves bancarias. Homebanking. Competencia: razones de economía procesal. Justicia local.


    Corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, en atención a que es quien se encuentra en mejores condiciones para dilucidar los hechos, pues en su ámbito territorial se entablaron todas las comunicaciones con internet a través de las que se efectuaron de forma ilegítima distintas claves de acceso para gestionar cuentas bancarias que utilizan el sistema de home banking, por medio de las cuales efectuaron pagos electrónicos y transacciones dinerarias con total desconocimiento de sus titulares.


    V., Hugo Eriberto y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9888, 2008, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falsificación documentos públicos. Presunta estafa. Precedente Fallos: 332:28. Justicia federal.


    Atento que el juzgado federal ha admitido su competencia para conocer respecto de la falsificación de la documentación registral utilizada para cometer la presunta estafa, por aplicación del criterio que informó la decisión del Tribunal en el caso de Fallos: 332:281, análogo al presente, corresponde declarar su competencia para conocer en esta causa.


    C., Timoteo s/ Falsificación de documento - propiedad automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2929, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falta de individualización de los hechos. Actos con eventual relevancia típica en distintas jurisdicciones territoriales. Principio de eficacia y economía procesal. Doctrina de Fallos: 272: 154; 316:820; 321:1010 y 323:2582. Justicia local.


    Más allá que ambos magistrados coincidan en la calificación jurídica de los hechos, no es posible determinar aún con exactitud que los sucesos que se investigan configuren el tipo específico de defraudación que describe el inciso 9° del artículo 173 del Código Penal. La elección del juez al que corresponde continuar con la investigación, debe realizarse de acuerdo con lo que establece la doctrina de Fallos: 272: 154; 316:820; 321:1010 y 323:2582, entre otros, para casos -como el presente- en que, determinados actos con eventual relevancia típica pudieron haber tenido lugar en distintas jurisdicciones territoriales. En tal sentido, de los dichos del denunciante y demás elementos incorporados al legajo, se desprende que fue en territorio de la provincia de Buenos Aires donde sucedieron las tratativas y se acordó la operación, mientras que en dicho ámbito territorial también se firmó el contrato de transferencia registral y tuvo lugar tanto la devolución del rodado como la efectiva disposición del dinero -desde que la cuenta de la imputada, hacia la cual se dirigió la transferencia bancaria, se halla radicada en una sucursal de la ciudad de Gregorio de Laferrére, donde también se registra su posterior extracción-, e inclusive allí reside la nombrada, en cuya vivienda además le mostró el vehículo al denunciante para su venta. En tales condiciones, desde el punto de vista de una mayor eficacia de investigación y economía procesal, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente surgir del posterior curso de la pesquisa, y más allá de la calificación que de existir delito en definitiva se adopte, corresponde declarar competente al juzgado local, que además previno y en cuya jurisdicción también se domicilia el damnificado.


    N., Gladis y otros s/ Defraudación por estelionato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4153, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falta de investigación suficiente. Robo con arma sustraída en un hecho anterior. Alternancia entre el robo y su encubrimiento. Distintas jurisdicciones. Justicia provincial.


    Frente a la posibilidad de que el imputado haya tenido algún grado de participación en la sustracción del arma acaecido en territorio bonaerense, la resolución de la justicia local, no cumple con la doctrina del Tribunal en el sentido de que, en casos como el presente, debe hallarse precedida de una adecuada investigación que permita desvincularlo de la sustracción. Además, resulta imprescindible contar con un auto de mérito que defina la situación jurídica del encartado respecto del desapoderamiento del arma reglamentaria. Por ello, y en atención a la relación de alternancia existente entre el robo y su encubrimiento, corresponde a la justicia provincial, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del arma en esta ciudad, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    P., Michael Augusto y otros s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5409, 2014, CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falta de investigación suficiente. Sustracción de rodado. Necesidad de profundizar la investigación y obtener auto de mérito respecto del desapoderamiento. Encubrimiento. Corresponde a la justicia nacional. Sustitución de chapas patentes. Ausencia de afectación a organismo nacional. Intervención justicia local donde se constató la anomalía.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el prevenido. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad. La Corte tiene establecido que, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de hurto, circunstancia que, no se presenta en el caso. Corresponde al juzgado nacional, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del automóvil, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial. Por otra parte, en lo que respecta a la sustitución de las chapas patentes, la doctrina del Tribunal establece que esas infracciones son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Corresponde al juzgado de garantías conocer al respecto.


    K., Felix Daniel s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4242, 2014, CS1, 12 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción ley 23.737. Allanamientos. Secuestro de armas de fuego. Numeración erradicada. Falta de incorporación de elementos esenciales para resolver la contienda. Justicia federal.


    En el marco de esta investigación por infracción a la ley 23.737, se efectuaron, entre otros, dos allanamientos en la provincia de Buenos Aires en los que se secuestraron diversas armas de fuego. No puede resolverse sobre el fondo de la cuestión atento que las piezas del incidente, a las que no se han agregado las actas de allanamiento y secuestro, no resultan suficientes para discernir las circunstancias en que fueron incautadas las armas de fuego y su eventual relación con el otro delito. Esa deficiencia debe ser suplida por la justicia federal, que declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda. La justicia local deberá ceder su intervención a favor del juzgado de excepción, en caso de haber aceptado la competencia que éste le atribuyó en esta misma causa, teniendo en cuenta que una de las armas allí secuestradas tendría su numeración erradicada, y que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, esa infracción se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e, del C.P.P.N.


    V. G., Félix Benito s/ Tenencia de armas de guerra


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 10116, 2014, 1/CS1, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Insuficiente en la investigación: indeterminación de los hechos. Vulnerabilidad de la víctima. Protección de la integridad e interés de los menores. Competencia de acuerdo a la mayor eficacia en la investigación y economía procesal. Justica local.


    Más allá de las escasas constancias del legajo, que no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos denunciados y su adecuación legal, lo que sí cabe inferir del expediente, es que la joven víctima se encontraría en una situación de vulnerabilidad, con escasa o nula contención, y que estaría viviendo en la localidad correntina de Mercedes. En esas condiciones, en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y ante la situación de riesgo en la que podría encontrarse la víctima de autos, cabe a todos los organismos intervinientes asegurar la protección de su integridad, y en el caso, es la justicia de la provincia de Corrientes la que en mejores condiciones se encuentra de proveerla, en tanto asegura la proximidad con los órganos de justicia y contempla el interés superior del niño, al mismo tiempo que atiende razones de eficacia y economía procesales. Asimismo, se debe impedir que en este tipo de casos las víctimas puedan quedar expuestas al riesgo que implicaría la escisión en dos, o más, procesos judiciales simultáneos, en los que se pueda reeditar una misma situación traumática. Corresponde seguir conociendo en esta causa al juez local que previno.


    R., M. P. s/ Promoción o facilitación de la prostitución a menores de 18 años


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3247, 2014, CS1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    La cuestión negativa de competencia se ha tornado abstracta, y, por lo tanto, deviene inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


    A. R., A. y otros s/ Inf. ley 26.364


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, Comp 1757, 2015, 7/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Lesiones seguidas de muerte entre internos de un complejo penitenciario federal. No se obstruyo el normal funcionamiento de la dependencia. Justicia local.


    En atención a que de las constancias agregadas al incidente no surge que el hecho hubiere entorpecido el normal desenvolvimiento del establecimiento nacional, ni el buen servicio que deben prestar sus empleados corresponde la competencia de la justicia local para continuar interviniendo en la causa.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa. Víctima: P., Martín Gabriel


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 35323, 2014, 1/CS1, 30 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ley 24.270. Impedimento de contacto de hijos con sus padres. Lugar a considerar para determinar la competencia. Justicia nacional.


    Más allá de que la imputada se mudara con sus hijos a la localidad de Dolores, provincia de Buenos Aires, debe tenerse en cuenta que residían en esta Capital al tiempo en que los habría removido de la custodia de su padre, privándolo del contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. En consecuencia, y dado que además tramitaría en la justicia de la ciudad una causa iniciada por la imputada por presuntos maltratos y amenazas de aquélla y su actual pareja respecto de los menores, corresponde al juzgado nacional que previno, y a cuya jurisdicción acudió el denunciante para hacer valer sus derechos continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    Incidente n° 1 - Damnificado: C. D., G. E. - Imputado: L. V., M. del S. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 66514, 2013, 1/CS1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Mensajes difamatorios a través de redes sociales. Artículo 109 del Código Penal. Justicia nacional.


    La contienda debe ser resuelta de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en la competencia n° 504 L. XLIV, "Franco, Eduardo Alberto s/ Inf. Art. 6.1.9 de la ley 451 ".


    Giraldo S. s/ Robo y lesiones


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10151, 2014, 1/CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, remite a los fundamentos expuestos en la causa n° 413, L. XLVIII, "Peres, Carlos Enrique s/ Inf. Arts. 89 y 149 bis del C.P". Corresponde la competencia del Juzgado Nacional en lo Correccional n° 12.


    F. S., Lorenzo s/ Lesiones agravadas y amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62269, 2014, 1/CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a la competencia 318, L. XLVIII, "Corona, Alberto Rubén s/ Denuncia".


    G., Sergio s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5225, 2014, CS1, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a la competencia n° 1.174, L. XLVII, "Vitola, Rugo Leonardo s/ Denuncia". Justicia nacional.


    R., Jorge Luis s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40929, 2013, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a la Competencia n° 1.249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública". Justicia provincial.


    N.N. s/ Defraudación (art.173 inc.15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32970, 2014, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite a los autos "Poch, Julio Alberto c/ EN-Ministerio de Defensa - Armada – resol. 85/13 s/ Amparo ley 16.986", competencia n° 711, L. XLIX. Competencia del Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 5 de San Martín.


    B., Marcelo Eduardo c/ Ministerio de Defensa s/ Amparo


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 3915, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por cuestiones análogas, se remite al precedente publicado en Fallos: 333:589. Justicia nacional.


    N.N. s/ Acoso sexual a menores por comunicaciones electrónicas - Art. 131 del C.P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 74035, 2014, 1/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pornografía infantil. Publicación vía internet. Lugar de conexión. Justicia provincial.


    Toda vez que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia provincial, en cuyo ámbito se habría realizado la conexión de internet al momento de los hechos, conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    S., Nicolás s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5685, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunta infracción a la ley 22.421. Comercialización de aves silvestres a través de internet. Lugar de comisión del hecho. Justica local.


    Es doctrina de la Corte que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión. Toda vez que los hechos se habrían desarrollado en territorio provincial, donde tuvo lugar el secuestro de las aves y se realizaron las demás tareas de investigación, corresponde al juzgado de garantías asumir el conocimiento de la presente causa.


    R., Carlos Daniel s/ Infracción ley 22.421


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 5400681, 2012, 1/CS2, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presuntas amenazas coactivas. Naturaleza del delito. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto de las manifestaciones vertidas por el denunciante y teniendo en cuenta las circunstancias en que se lo habría intimidado, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, presumiblemente, la entrega de dinero. Por ello, excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo la causa, más aún teniendo en cuenta que, la profundización de la pesquisa, podría derivar en la subsunción típica de una conducta extorsiva.


    U., Juan Manuel s/ Amenazas. Dte: B., Eugenio Raúl


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 48582, 2014, CA1-CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen


    Presuntas amenazas y lesiones. Trámite a cargo de un único tribunal. Mejor servicio de administración de justicia. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, no puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigida a que la víctima hiciera algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" no excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple. Mediante el Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de amenazas. Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan todos los hechos denunciados, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para ese delito sea superior al establecido para las lesiones, ante la circunstancia de no haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., Sergio s/ Lesiones leves en riña


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3606, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presuntas lesiones. Amenazas. Ausencia de examen médico. Lesiones advertidas por personal policial. Mejor administración de justicia: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia correccional.


    Surge de la pesquisa, que el funcionario policial al momento de recibir la denuncia, dejó expresamente asentado que dicha lesión era visible a la instrucción, y que fue voluntad de la damnificada instar la acción penal a su respecto, motivo por el cual no debe rechazarse sin más esa imputación, más allá de la ausencia de examen médico. Por lo tanto, y en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., L. E. y otro s/ Amenaza y lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59479, 2014, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto abuso sexual de una menor de edad. Violencia de género. Intervención de un único tribunal. Prevalencia de la protección de la integridad e interés de los menores. Competencia de acuerdo a la mayor eficacia en la investigación y economía procesal. Justica local.


    De los dichos de la denunciante y demás constancias del expediente surge que el imputado habría abusado sexualmente de la menor en diferentes oportunidades a lo largo del tiempo, tanto en esta ciudad como en Comodoro Rivadavia, y que dichos episodios, se habrían producido en un contexto en el que la madre de la niña también resulta víctima de violencia de género, y en el que prevalecen las condiciones de extremo riesgo y vulnerabilidad para la adolescente. En esas condiciones, en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, corresponde que los hechos sean investigados por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En ese sentido, teniendo en cuenta que todo el grupo familiar vive en Comodoro Rivadavia, que la situación de la adolescente fue evaluada en esa ciudad por la oficina del servicio social, donde también fue entrevistada por una psicóloga forense y se dio intervención al servicio de asistencia a la víctima, como así también, que ante la situación de riesgo en que podría encontrarse la menor cabe a todos los organismos intervinientes asegurar la protección de su integridad y en el caso, es la justicia local la que en mejores condiciones se encuentra de proveerla, en tanto asegura la proximidad con los órganos de justicia y contempla el interés superior del niño, corresponde a esta continuar con la investigación.


    Z. M., C. s/ Abuso sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3600, 2014, CS1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto acoso sexual a través de redes sociales. Vulnerabilidad de la víctima menor de edad. Lugar de comisión. Interés superior del niño. Proximidad a los órganos de justicia. Justicia provincial.


    Toda vez que el juzgado local reconoce la naturaleza común del hecho denunciado, y más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable al caso, en tanto de los dichos del denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, a los que cabe atenerse para resolver la competencia, se desprende que el imputado viviría en Berazategui y podría tratarse de un conocido de la madre del menor, cabe presumir que de allí partieron las acciones presuntamente delictivas, por lo que desde ese lugar corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí, y reunir los demás elementos necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver luego de acuerdo a lo que de ello resulte. A ello cabe agregar que el niño se encontraría viviendo con su madre en esa localidad bonaerense, contenido por su grupo familiar frente la situación denunciada. En tales circunstancias, y atento que cabe a todos los organismos intervinientes, hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y evitar la reedición de una misma situación traumática, corresponde proseguir la investigación al juzgado provincial, que por ser, además, el tribunal del domicilio de la víctima, se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    A., J. A. s/d


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, Comp 540, 2014, 1/CS2, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto delito de amenazas coactivas y daños. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado las amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. El suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa. Asimismo, deberá entender también respecto del delito de daños, en razón de que por el momento no puede descartarse su vinculación con los otros hechos.


    N.N. s/ Inf. Art. 149 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2106, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto enriquecimiento ilícito (Art. 268, inc. 2 C.P.) Investigación insuficiente. Falta de precisión de los hechos. Justicia provincial ordinaria.


    Las constancias incorporadas al incidente no resultan, por el momento, soporte bastante para establecer con la certeza necesaria que esta etapa requiere, aquellos elementos objetivos que conformarían una presunta falsificación o adulteración de las declaraciones juradas sobre el impuesto a las ganancias, propiciada por la justicia local, ni mucho menos alguna otra hipótesis penalmente relevante que suscite la intervención del fuero de excepción. De tal manera, y atento que la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde devolver las actuaciones a la justicia provincial, que previno, para que profundice la investigación, dé precisión a los hechos en esos aspectos, eventualmente determine su calificación legal, y resuelva luego de conformidad con lo que resulte de ese trámite.


    G., Oscar Alejandro s/ Enriquecimiento ilicito (art. 268, inc. 2°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 240, 2014, (50-C)/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Privación ilegal de la libertad coactiva. Artículo 194 del Código Penal: interrupción transporte provincial. Justicia local que previno.


    Es doctrina de la Corte que no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva. Por otro lado, en relación a la infracción al artículo 194 del Código Penal, surge de las constancias del legajo que los hechos no habrían provocado la efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, tal como lo requiere la doctrina del Tribunal para otorgar el conocimiento a la justicia federal, toda vez que el recorrido de la línea de colectivos obstruida se circunscribe al ámbito provincial Corresponde a la justicia común proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A. S., José s/ Privación ilegal de la libertad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 5754, 2014, CS1, 12 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Pronunciamiento inoficioso: cuestión abstracta.


    Contienda negativa de competencia devenida abstracta (confr. Competencia N° 406, L. XLI, “Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento"), por lo tanto, resulta inoficioso un pronunciamiento de la Corte a su respecto.


    P. L., María Vanessa s/ Infr. art. 146 del C.P.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 44736, 2014, 1/CS1, 21 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Protesta gremial. Conflicto entre particulares. No afecta el servicio de transporte público. Justicia provincial.


    Surge de los informes agregados a la causa, que los sucesos no habrían provocado la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, tal como lo requiere la doctrina de la Corte para habilitar la intervención de fuero federal. Corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    R., Juan Alberto y otro s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194), denunciante: P., Gabriel Enrique


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, Comp 8952, 2013, 1/CS1, 10 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a la Competencia n° 68, L. XLVIII, "Quiroga, Juan José s/ Denuncia". Justicia local.


    N.N. s/ Venta de sustancias medicinales


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42577, 2013, 1/CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Robo de vehículo que transportaba mercadería. Privación ilegítima de la libertad. Elección del juez competente según lo que resulte más eficaz para la investigación. Justicia local.


    Se aplica al caso la doctrina de la Corte según la cual si los hechos han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En este sentido, toda vez que el robo de la camioneta se habría consumado en Ciudadela, donde el chofer y su acompañante fueron obligados a descender y trasladados a otro vehículo, hasta ser finalmente liberados en esa localidad, corresponde a la justicia local, en cuyo ámbito territorial se halló parte de los bienes sustraídos, conocer en el trámite de esta causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Hurto de mercadería transportada


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63176, 2013, 1/CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Robo y privación ilegítima de la libertad. Delitos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Competencia del lugar donde se cometió el último delito. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Atento que según surge de la declaración de la víctima, que no se encuentra desvirtuada en la causa, fue en Lomas de Zamora donde le sustrajeron sus pertenencias y lo desapoderaron del vehículo, corresponde la competencia del juzgado local, para conocer en estas actuaciones.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas. Damn.: P., Osvaldo Gustavo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 42014, 2014, 2/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Secuestro de CD's presuntamente apócrifos. Se descarta infracción a la ley 22.362. Justicia provincial.


    En atención a que el fiscal y el tribunal federal han descartado que el hecho investigado constituya una infracción a la ley 22.362, resulta aplicable lo resuelto por la Corte Suprema en las Competencias n° 1.153, L. XLVII, "Compulsa extraída en As. n° 87.053 - A s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)"; n° 224, L. XLVII, ''Malina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362" y n° 283, L. L, "Moya, Valeria del Carmen y otro s/ Inf. ley 22.362 y 11.723". Corresponde a la justicia provincial asumir la competencia.


    T., Nicomedes Baltasar y otros s/ Infracción ley 22.362


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1467, 2012, T01/1/CS1, 10 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Sustracción de motovehículo. Encubrimiento. Pluralidad de hechos. Relación de alternatividad. Lugar de secuestro de la moto. Justicia federal.


    La Corte tiene establecido que debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al imputado en uno u otro suceso que aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos. Por otro lado, a través de numerosos precedentes, estableció, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. Esa exigencia ha sido cumplida en el sub júdice, en tanto el magistrado nacional descartó la participación del imputado respecto de la sustracción acaecida en esta ciudad, y le atribuyó el delito de encubrimiento, sin que se advierta la existencia de medidas pendientes de realización en tal sentido. Corresponde declarar la competencia de la justicia federal de San Isidro, aunque no haya sido parte en la contienda, en cuya sección fue secuestrado el motovehículo.


    B., Kevin Diego D. y V. B., Osmar s/ Robo con arma


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38485, 2015, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Venta de discos compactos presuntamente apócrifos. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en las Competencias n° 1.153, L. XLVII, "Compulsa extraída en As. n° 87.053 - A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)" y n° 224, L. XLVII, "Molina, Marcela y otros s/ Inf. leyes 11.723 y 22.362". Justicia provincial.


    M., Ezequiel s/ Inf. Ley 22.362


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 61008300, 2012, 2/CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Encubrimiento


    Contienda de competencia. Alternatividad entre el robo y el encubrimiento. Investigación insuficiente. Juez que investiga el robo.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación respecto a la sustracción del moto vehículo en jurisdicción de provincia y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de ese delito, en atención a la relación de alternatividad existente entre el robo y su encubrimiento.


    C. Z., Álvaro y otro s/ Robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31689, 2014, 4/CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Alternatividad entre el robo y su encubrimiento. Ausencia de elementos suficientes para calificar legalmente la conducta del imputado. Razones de economía procesal. Justicia nacional de menores.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el prevenido. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. En ese sentido, tampoco se han podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado habría llegado a tener en su poder el bien, lo que adquiere particular relevancia si se repara en el escaso lapso que medió entre el robo y su ulterior hallazgo e incautación, máxime cuando fue detenido en compañía de quien fue reconocido como autor de la sustracción. Por lo demás, y aún cuando se concluyera en la imputación de encubrimiento, tampoco, de no llegarse a determinar el lugar de receptación del bien, resulta aplicable el criterio de Fallos: 315:312 y sus citas, pues por su carácter subsidiario bien podría ser dejado de lado por razones de una mayor economía procesal y mejor administración de justicia que rigen en la materia, y que toman aconsejable, en este caso, y frente a las circunstancias antes expuestas, que la conducta de ambos prevenidos sea investigada en un mismo proceso.


    G., Roberto Leonel s/ Encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 33287, 2015, CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Alternatividad entre el robo y su encubrimiento. Necesidad de una adecuada investigación. Justicia que conoce de la sustracción.


    En atención a la relación de alternatividad existente entre el robo y su encubrimiento, corresponde a la justicia provincial, ante la cual se denunció la sustracción del moto vehículo secuestrado, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    S., Facundo s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1309, 2015, CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento. Investigación insuficiente. Justicia local.


    No obstante el criterio adoptado por el juez respecto de la calificación del hecho y al magistrado al que compete investigarlo, no hay elementos suficientes que permitan sustentarla, en tanto aún no se han determinado las circunstancias en virtud de las cuales aquél tenía el rodado que, a su vez, había sido objeto de distintos delitos. Por esa razón, resulta útil para precisar los hechos a investigar y las tipificaciones que en definitiva pueden ser atribuidas, que por la multiplicidad de circunstancias que comprenden podrían dar lugar a más de una calificación posible, practicar las medidas de prueba que permitan identificar el automóvil y su origen; como así también, para discernir si quien lo tenía puede ser considerado víctima de estafa o partícipe de otro delito.


    E. S., Martín Benito s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3186, 2015, CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de resistencia a la autoridad. Secuestro de vehículo y posible encubrimiento. Incorrecta traba de la contienda: falta de atribución recíproca. Justicia provincial.


    Cuando la justicia nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales provinciales, no puede estar obligada a enviarla al juez competente de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación le es obviamente ajena, por lo que, al no existir una concreta negativa del titular del juzgado juvenil respecto de que el conocimiento del hecho compete a la justicia local, corresponde que sea éste quien remita el expediente al que considere habilitado para intervenir. Asimismo, cabe señalar que el correcto planteamiento de una cuestión negativa de competencia supone que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente -circunstancia no verificada en autos- y que además, cuando se suscita entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas de procedimiento nacionales.


    R. C., A. J. y otro s/ Av. de delito y resist. autoridad o desobediencia a func. Público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24764, 2015, 1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento y desapoderamiento: relación de alternatividad entre ambas infracciones. Corresponde a la justicia local.


    Atento la relación de alternatividad existente entre el desapoderamiento y su posible encubrimiento, resulta indispensable una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación de las personas involucradas en la causa respecto del primero de los hechos, por lo que el juzgado local debe agotar la investigación respecto de la sustracción del instrumento musical acaecida en su ámbito territorial, a partir de los elementos de juicio.


    N.N. s/ Encubrimiento (art. 278) - Damnificado: B., Susana Manuela


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 28928, 2015, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automotor. Presunto encubrimiento. Justicia nacional, que previno.


    Más allá de las aproximaciones destacadas por el denunciante, todavía no resulta factible establecer certeramente si el vehículo exhibido en la concesionaria de la localidad provincial tendría colocadas partes del camión sustraído en esta Capital, en tanto no ha sido secuestrado a partir de las cuestiones formales invocadas por el juez local. En ese sentido, tales circunstancias impiden dilucidar el verdadero alcance delictivo de los hechos materia del proceso los que tampoco pueden ser apreciados in extenso, a fin de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, y discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N.N. s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13210, 2014, 1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por conexidad


    Contienda negativa de competencia. Delitos de resistencia o desobediencia a funcionario público y amenazas. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, en tanto habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, su pesquisa debe quedar a cargo de un único tribunal. En consecuencia, no obstante que la investigación respecto de los delitos de amenazas simples y usurpación ha sido transferida a la órbita del Poder Judicial de la Ciudad, corresponde al juzgado nacional asumir su jurisdicción y continuar con el trámite de esta causa, en tanto posee competencia más amplia para la pesquisa de todos los sucesos, pues la figura de desobediencia prevista y reprimida por el artículo 239 del Código Penal no se encuentra incluida en ninguno de los convenios de transferencias penales a ese ámbito, y sin perjuicio de las reglas de conexidad que eventualmente puedan aplicarse, se sustanciaría una causa por lesiones que también tendría como víctima a la denunciante, según ésta lo afirmó en su presentación.


    G., Emanuel Matías s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4197, 2015, CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesta defraudación por administración fraudulenta. Investigación insuficiente. Justicia nacional, que previno.


    No obstante desprenderse del contexto de las actuaciones que la Unidad Funcional de Instrucción lleva a cabo una pesquisa -con intervención del juzgado que es parte en este conflicto- tal como lo sostienen el fiscal y el juez local, no puede establecerse, por ahora, una coincidencia entre ambas, atento que al haberse efectuado solo una descripción difusa del contexto fáctico que abarcaría la investigación iniciada en esa sede, impide formular un juicio cierto acerca de la posibilidad de que el objeto procesal de esta causa se encuentre comprendido en el de aquélla, especialmente si se repara en que no se han agregado al presente incidente testimonios de dichas actuaciones, a partir de las cuales pueda ilustrarse debidamente la cuestión.


    B., Carlos Marcelo s/ Defraudación por adm. Fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 33792, 2013, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Acumulación de causas


    Contienda mal trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Sustracción de correspondencia. Conexidad material. Justicia federal.


    Atento que existe una denuncia previa por los mismos hechos que se investigan en esta causa en trámite ante el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de Tres de Febrero, corresponde remitir las actuaciones a ese tribunal, a sus efectos.


    N.N. s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4906, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Distribución de la Competencia


    Conexidad. Artículo 189 bis, inciso 5°, del C.P. Incautación de las armas. Justicia federal.


    Atento la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación de las armas motivo de esta contienda, corresponde asignar el conocimiento de la causa al fuero de excepción, más allá de la calificación que en definitiva corresponda adoptar en relación a este último hecho.


    A., César Nicolás s/ Acopio de armas de guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 241, 2014, (50-C)/CS1, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de daño y amenazas simples. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Justicia local.


    Asiste razón al magistrado nacional por cuanto, en principio, no se desprende de las constancias de la causa que las amenazas denunciadas puedan considerarse incluidas en el segundo párrafo del artículo 149 bis del Código Penal, toda vez que no surge que ellas tuvieran como objeto obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad, sino sólo a alarmarlo o amedrentarlo. Por ello, y teniendo en cuenta que los delitos de amenazas simples y daño han sido incluidos entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia en lo contravencional la que entienda en esta causa.


    D., Patricia Mónica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24008, 2015, 1/CS1, 17 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Robo de automotor con armas. Resistencia o desobediencia a la autoridad. Hechos cometidos en distintas jurisdicciones. Conexidad material. Economía procesal. Justicia nacional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Todos los supuestos presuntamente delictivos deben ser investigados por la justicia nacional que previno y en cuya jurisdicción se detuvo a los imputados.


    G., Sebastián y otro s/ Robo de automotor con armas y resistencia o desobediencia a func.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34949, 2014, 5/CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Según convenga a una mejor administración de justicia


    Conexidad de hechos. Posibilidad de distintas calificaciones penales o relación concursal de figuras. Necesidad de intervención de un único magistrado. Justicia nacional.


    El objeto de esta investigación, eventualmente, podría admitir distintas calificaciones, o en tal caso algún tipo de relación concursal de figuras, sin que se descarte aun, a partir de sus constancias -analizadas a la luz de las reglas de la sana crítica- y pese a las conclusiones que surgirían de los exámenes médicos forenses agregados en el expediente, el delito de homicidio culposo, que aún permanece en la órbita de la justicia nacional en lo criminal de instrucción y que, hipotéticamente, podría haber tenido lugar raíz de la negligencia o impericia en el arte de curar de los profesionales médicos que, de un modo u otro, participaron en la atención de la víctima. Frente a esas circunstancias no puede desconocerse la incidencia que, recíprocamente, podrían tener las conclusiones a que se arribe en la investigación de ambos episodios, en aras de la debida verificación del curso causal que llevó al resultado final que, en el sentido establecido por la Corte en la Competencia n° 371, L. XL, "Melis Ana María s/ Denuncia", determina la necesidad de que intervenga un único magistrado, máxime cuando, tal como también lo ha sostenido el Tribunal, la sujeción en demasía -especialmente a cuestiones de fondo, o a la configuración del tipo delictivo- como ocurre en este caso, admite un margen de distinción cuando, hallándose debidamente salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, la división de la continencia de la causa, afecte el propósito de una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia. Corresponde a la justicia nacional el juzgamiento de todos los supuestos presuntamente delictivos en tanto que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C. L. E. s/ Homicidio culposo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1563, 2014, CS1, 19 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos Comp. 475, XLVIII, “Cazón, Adella Claudia s/ Artículo 149 bis”.


    A., Pedro Esteban s/ Lesiones agravadas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 510009606, 2012, 2/CS1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Robo de automotor. Posterior secuestro de sus tripulantes y robo de sus pertenencias. Delitos cometidos en distintas jurisdicciones. Competencia en función de razones de eficaz investigación y economía procesal. Juzgado provincial.


    De acuerdo con la declaración de la víctima, que no se encuentra desvirtuada en la causa, el desapoderamiento del camión se produjo en esta Ciudad, sin embargo, fue en jurisdicción provincial donde le sustrajeron dinero y su teléfono celular, dentro del mismo contexto de acción. Por lo tanto, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Corresponde al juzgado de garantías de provincia, que previno y en cuya jurisdicción fue hallado el camión en cuestión, conocer en las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Hallazgo de automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2329, 2014, CS1, 19 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Venta fraudulenta de vehículos. Falsificación y uso de documentos nacionales falsificados. Conexidad de hechos. Investigación a cargo de un único magistrado. Justicia federal.


    Aun cuando el estado de la pesquisa impide conocer con precisión el real alcance y la correcta significación de los episodios cuya investigación rechazó el juez federal, las particulares circunstancias en que se han desarrollado los hechos en su totalidad, en tanto mantienen una íntima vinculación entre sí y forman parte de un mismo contexto delictivo determinan la conveniencia desde el punto de vista de una mejor y más expedita administración de justicia, que su investigación quede a cargo del tribunal federal, que aceptó conocer en la falsificación y uso de los documentos nacionales espurios, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Norberto Ángel s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3570, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Generalidades. Aplicación exclusiva entre jueces nacionales


    Contienda de competencia. Delito de lesiones. Pluralidad de jurisdicciones. Reglas de conexidad entre delitos: aplicación exclusiva entre jueces nacionales. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que además sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los Jueces nacionales. Habida cuenta que, aun cuando los hechos de ambas causas se habrían desarrollado en igual contexto, las meras coincidencias a las que se refiere el declinante no resultan suficientemente concluyentes a fin de hacer excepción a tales principios, máxime cuando ambos episodios, que se presentan como escindibles, sucedieron en ámbitos territoriales distintos. Por lo tanto, corresponde al juez provincial continuar con la investigación del hecho que motivó la presente contienda, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente resultar de la profundización de la pesquisa -incluso en orden a la competencia material-.


    Policía Federal s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3907, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Supuestos de Conexidad


    Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 189 bis del Código Penal y ley 23.737. Pluralidad de delitos. Concurso ideal. Justicia federal.


    Resulta de aplicación la doctrina establecida por el Tribunal en la competencia n° 452, L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge David s/ Infracción a la ley 23.737". Corresponde a la justicia federal conocer en la totalidad de la causa.


    M., Viana Matías E. y otro s/ Infracción art. 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2995, 2015, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por el Territorio


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación: desarrollo en distintas jurisdicciones. Más eficaz investigación y mayor economía procesal. Justicia nacional.


    No resulta posible considerar que los hechos materia de investigación tuvieron lugar en un único ámbito territorial, ya que más allá de que la documentación usada por el imputado, habría sido presentada en el sistema asistencial de la caja de abogados, a través de dos asociaciones médicas bonaerenses con el objeto de generar error sobre la prestación de sus servicios y obtener pagos indebidos, no debe pasarse por alto que, en la sede de la delegación de ese organismo sita en esta ciudad, se habría producido, sucesivamente en el tiempo, el perjuicio patrimonial padecido por el profesional abogado afiliado quien, en concepto de copago, debió abonar dinero al referido sistema de salud, como consecuencia de las maniobras engañosas urdidas por el imputado, circunstancia que, por otra parte, puede ser tenida en cuenta para discernir la competencia en estos casos. Ello, sin que sea óbice considerar el detrimento que también se le habría ocasionado a la entidad platense que, según se desprende del incidente, habría abonado sumas aún no determinadas, en concepto de honorarios profesionales por las consultas inexistentes allí presentadas. En consecuencia, resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En tal sentido, aquellas circunstancias, sumadas a que en el ámbito de esta ciudad se domicilian tanto el denunciante como el imputado conducen a concluir, a la luz de los precedentes citados que, más allá de la oportuna determinación del perjuicio sufrido por la caja de abogados, es el tribunal en cuya jurisdicción tramitó la causa por más de cuatro años, y se haya radicada para la etapa de juicio, el que se encuentra en mejores condiciones para continuarla.


    N., Roberto Mario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 20, 2014, 50-C/CS1, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y robo. Delitos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Lugar donde se cometió el último delito. Justicia nacional.


    La competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito es a los tribunales de esta última a los que les corresponde entender en la causa. Con base en estos principios y en atención a que de las manifestaciones del denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias, surge que el robo se consumó en esta ciudad al ser aquél desapoderado del camión con su carga, corresponde al juez de instrucción conocer en la presente causa.


    N.N. s/ Robo en circunstancias del art. 163


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3671, 2015, CS1, 30 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hurto: delito cometido en una formación ferroviaria. Incorrecta traba de la contienda: falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal autorizan a prescindir la formalidad. Falta de afectación de intereses federales o de la prestación del servicio nacional. Corresponde a la justicia provincial.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Cuando de las constancias del incidente no surja que el hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni incidido de alguna manera en la prestación del servicio ferroviario, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde declarar la competencia al Juzgado de Garantías n° 4 del departamento judicial de Morón, sin perjuicio de que si éste considera que debe intervenir otro juez de la misma provincia, se las remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7219, 2014, CS1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Robo. Hechos desarrollados en distintas jurisdicciones. Justicia local.


    Tiene establecido la Corte, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad agravada (artículo 142 inciso 1 del Código Penal)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22618, 2015, CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Abuso sexual de una menor de edad. Interés superior del niño. Justicia local.


    Toda vez que de los dichos de la madre, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se hallan controvertidos por otras constancias del legajo, se desprende que el hecho a investigar habría ocurrido en territorio de la provincia, donde la menor, a diferencia de lo que sostiene el juez local, se domicilia junto con su familia, compete a él conocer en la causa, teniendo además especialmente en cuenta que esa solución también atiende el "interés superior del niño".


    A., M. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 64669, 2014, 1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Cheques sin provisión de fondos. Ausencia de elementos que tipifican el delito de estafa. Justicia con jurisdicción sobre la sede del banco girado.


    Teniendo en cuenta las constancias en el legajo, de las que surge que al momento de ser entregados los cheques no tenían impedimento alguno para ser cobrados, que habrían sido firmados por la misma persona que suscribió otros documentos que sí habrían sido pagados, sin que existan elementos que permitan acreditar que su entrega fue fraudulenta, corresponde al juez local, con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado, evaluar la eventual aplicación al caso de alguno de los supuestos contemplados en el artículo 302 del Código Penal.


    M., Alejandro s/ Infracción artículo 302 del Código Penal


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 170, 2015, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Lugar donde se realizó el depósito. Justicia local.


    En atención a que de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que fue en territorio provincial donde habría depositado el dinero y obtenido el comprobante luego cuestionado, corresponde que el juez local continúe con la investigación de la causa.


    N.N. s/ Estafa y falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63196, 2014, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Venta por internet. Desconocimiento del lugar donde se tuvo acceso a internet. Lugar de entrega del producto. Justicia local.


    Más allá de que no se ha determinado el lugar desde el que se tuvo acceso a internet para ingresar al sitio de Mercado Libre y devolver el pago de la mercadería vendida por el denunciante, en tanto surge de su declaración -que resulta verosímil y no está desvirtuada por otras constancias de la causa - que los materiales habrían sido retirados en su negocio, sito en jurisdicción del magistrado provincial, corresponde a éste continuar con la investigación.


    NN s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68032, 2013, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Falsificación de documento. Lugar donde se confeccionó el instrumento.


    En atención a que la presente contienda, se ha originado a partir de una cuestión de competencia territorial respecto de un documento que se habría confeccionado en la ciudad de Pergamino, lo que no cuestiona el magistrado local, corresponde declarar su competencia para conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio, claro está, que si su titular entiende que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    A., María Eugenia y otro s/ Falsificación de documento público. Denunciante: O., Julio Adolfo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72595, 2013, 2/CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunta infracción a la ley 13.944. Lugar de residencia de los menores. Justicia provincial.


    El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, debe investigarse en el lugar de residencia del menor, ya que allí se produjo la insatisfacción de los alimentos debidos a él, y donde la madre podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    T., R. M. s/ Infracción ley 13.944 (art. 2 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 1525, 2015, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Responsabilidad en fuga de internado. Incumplimiento de los deberes de funcionario público. Justicia local.


    De conformidad eón el principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde a la justicia provincial asumir su jurisdicción para entender en estas actuaciones e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    H., M. L. s/d


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 33849, 2015, 1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia en razón del territorio. Presunta privación ilegal de la libertad iniciada en una jurisdicción y concluida en otra. Lugar de comisión de más de un delito.


    Tiene dicho la Corte que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito es a los tribunales de esta última a los que les corresponde entender en la causa. Atento que, según las manifestaciones de la damnificada, que no se encuentran controvertidas en la causa, surge que fue en la provincia donde mientras las víctimas permanecieron cautivas, se consumaron otros delitos, corresponde al juez de ese lugar que previno.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3922, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Lugar donde ocurrió el hecho. Justicia provincial.


    Toda vez que de las manifestaciones de la madre de la menor damnificada, a las que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no aparecen desvirtuados por otras constancias del legajo, se desprende que el hecho habría ocurrido en su domicilio de la provincia de Buenos Aires, donde también residiría el padrastro imputado -circunstancias no controvertidas por el magistrado local- compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa.


    G., Javier y orto s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 24611, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal. Delito de hurto agravado: agentes del Servicio Penitenciario Federal. Justicia federal.


    Habida cuenta que la presente contienda se circunscribe a hechos supuestamente ocurridos en Ezeiza, provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del juez federal de esa sección, aunque no haya sido parte en la contienda, atento que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones.


    Complejo Penitenciario Federal N° del S.P.F s/ Hurto agravado Fuerzas de seguridad art. 163 bis


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14157, 2015, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Acción violenta para ocupar inmueble. Lugar donde se consumó el delito. Justicia local.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Denunciante: Valenzuela


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 12, 2015, 1/CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta, artículo 173, inciso 7° del Código Penal. Lugar donde se ejecutó el acto infiel o, en su defecto, el domicilio de la administración. Justicia local.


    Toda vez que los magistrados coinciden en que el hecho denunciado podría enmarcarse en la figura del artículo 173, inciso 7°, del Código Penal, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción. En ese sentido, teniendo en cuenta que la justicia provincial admite que el dinero percibido en efectivo respecto del cobro de la tarifa de peaje, debía ser entregado al camión de caudales en las distintas cabinas existentes en la traza de la autovía, sumado al lugar donde las oficinas administrativas de la empresa se ubicaban, al momento de los hechos, corresponde a esa jurisdicción continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Incidente n° 1 - Denunciante: K. G., Guillermo y otro - Imputado: C. S.A. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 39533, 2013, 1/CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas telefónicas recibidas en distintas jurisdicciones. Multiplicidad de hechos. Justicial local preventora.


    Es doctrina de la Corte que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que las llamadas intimidatorias recibidas circunstancialmente en otra provincia, formarían parte de un conjunto de sucesos acaecidos en esta ciudad y con la participación del mismo imputado, de acuerdo al criterio establecido por la Corte, resulta conveniente que su investigación sea realizada por la justicia local, más aún cuando, ya se encuentra investigando los hechos que guardan relación con éstos, y es además, la localidad donde se domicilia el denunciante.


    N.N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3353, 2015, CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Circunvención de incapaces. Delito de peligro concreto. Lugar donde se suscribe un instrumento público. Justicia nacional que previno.


    La circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en detrimento del incapaz o de otro. Asimismo, sin perjuicio de la anotación registral y de la participación del escribano, dada la edad avanzada y las patologías psicofísicas que padecía el presunto incapaz -en fecha muy cercana a su deceso- tampoco resulta posible determinar el sitio en que, realmente, se habría suscripto aquel instrumento público ni mucho menos, las precisas circunstancias en que habría tenido lugar su celebración. Por ello, corresponde devolver las actuaciones al juzgado nacional, que previno, para que continúe con su tramitación, sin perjuicio de lo que ulteriormente resulte.


    N., J. M. y otro s/ Defraudación a un menor o incapaz


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 74077, 2013, 1/CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación cometida mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra. Único contexto delictivo. Investigación a cargo de un solo tribunal. Justicia local.


    Sin perjuicio de reparar que la Corte tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Desde esta perspectiva, y ante la presunción de que todos los datos de las tarjetas de crédito utilizados para las transacciones fraudulentas habrían sido ilegítimamente obtenidos en un local comercial ubicado en territorio provincial, donde sus titulares efectuaron compras genuinas, lo que permitiría identificar a los eventuales responsables, corresponde declarar la competencia de la justicia local para seguir entendiendo en la causa.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 66011, 2014, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por administración fraudulenta. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Justicia nacional, que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, donde no constan los detalles de la operación ni las atribuciones conferidas al interventor, tampoco se cuenta con la declaración testimonial del contador del sindicato, ni con los estatutos de ambas instituciones, que puedan ilustrar acerca de una posible vinculación entre ellas. Frente a tales interrogantes, a los que se agrega el abultado lapso que medió desde que el denunciante asumiera como secretario general del sindicato en 2008 hasta que iniciara esta causa en 2014, de momento no parece favorecer los fines de este proceso escindir la investigación de un hecho que reconoce como antecedente aquel otro cuyo conocimiento retuvo el declinante.


    P., Juan s/Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56426, 2014, 1/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por documento. Lugar donde se consumó el delito. Justicia local.


    Más allá de la calificación legal que le pudiere corresponder a los hechos denunciados, en tanto de los términos de la denuncia como de los dichos del denunciante que no se encuentran controvertidos por otras constancias de la causa y pueden ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar la competencia y de las constancias que aportó, se desprende que el inmueble se sitúa en el ámbito provincial, donde los damnificados iniciaron las tratativas para su adquisición con el vendedor, le pagaron una suma de dinero en concepto de adelanto, y suscribieron tanto el boleto de compra como los pagarés destinados a cancelar las cuotas por el total de su precio, corresponde asignar la competencia a la justicia local para conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    V., Carlos Osvaldo y otros s/ Defraudación por documento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 64737, 2014, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por estelionato. Desarrollo en distintos lugares. Mismo contexto delictivo. Más eficaz investigación y mayor economía procesal. Justicia provincial.


    No resulta posible considerar que los hechos materia de investigación tuvieron lugar en un único ámbito territorial, ya que más allá de que, circunstancialmente, la celebración de algunos de los contratos de suscripción al programa de construcción de viviendas, habrían sido confeccionados en esta ciudad, no debe perderse de vista que, algunos de los denunciantes manifestaron que los habrían rubricado en las oficinas sitas en otra localidad donde, a su vez, se habrían abonado, al menos, parte de las cuotas que integraban el precio de los inmuebles adquiridos. En consecuencia, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    F., Alberto Raúl s/ Defraudación por estelionato denunciante Cartagena Gabriel


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27963, 2011, 1/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Lugar donde se ejecuta el acto. Domicilio de la administración. Justicia provincial, que previno.


    Atento la calificación que sustenta la declinatoria y que tampoco ha cuestionado el juez nacional, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción. En concordancia con esa doctrina, y en atención a que tanto de los dichos de la denunciante como de algunos empleados del organismo se desprende que la supuesta intervención irregular de esa entidad, se llevó a cabo en el domicilio de la administración, lugar en el que, además, se habría producido el presunto menoscabo patrimonial en perjuicio de esa entidad, por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, que previno, para continuar conociendo en estas actuaciones.


    F., Osvaldo Manuel y otro s/ Defraudación a la administración


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4546, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Lugar donde se ejecutó el acto infiel o, en su defecto, el domicilio de la administración. Justicia nacional, que previno.


    Toda vez que no existe controversia entre los jueces acerca de la calificación que correspondería prima facie a los hechos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración. Por aplicación de esta regla y teniendo en cuenta que la investigación que tramitó en la justicia bonaerense a raíz de una denuncia en contra del aquí imputado por el mismo delito bajo análisis, versaría sobre hechos distintos a los de esta contienda, corresponde continuar con esta investigación a la justicia nacional, que previno, donde tiene su sede social la firma en cuestión, ya que no existen constancias que permitan sostener que la administración se lleve a cabo en otro ámbito y, por otro lado, se desconoce dónde habrían sido realizados los supuestos actos infieles.


    B., Francisco y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4125, 2012, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas. Remisión n° 475; L. XLVIII, “Cazón, Adella Claudia”. Justicia nacional.


    Atento que de la declaración del denunciante, que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, surge que la amenaza recibida en localidad de Vicente López, provincia de Buenos Aires, formaría parte del mismo contexto en el cual se habrían dado los hechos acaecidos con anterioridad en esta ciudad, de acuerdo al criterio establecido por la Corte, corresponde conocer en esta causa al Juzgado Nacional, que previno y en cuya jurisdicción se domicilian víctimas e imputados.


    M., Facundo Ezequiel y otro s/ Coacción (art. 149 bis) Den: G., Yanina y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30851, 2013, 3/CS1, 07 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Remisión a CCC 6667/2015111 CS1 "Gómez, Carlos Lucas”. Justicia provincial.


    En atención a que las declaraciones de la denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa, corresponde entender en la causa al juzgado provincial, en cuya jurisdicción se habrían producido las amenazas y, además, se encontraría su domicilio. Por lo demás, no se advierte que esta solución resulte perjudicial para la investigación de un hecho de violencia de género.


    M., Franco Claudia s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21275, 2014, 1/CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por administración fraudulenta. Lugar donde se encuentra la sede de administración de la empresa. Justicia provincial.


    Atento que, según se desprende de las propias manifestaciones de la querella, que no se encuentran controvertidas en la causa, el imputado debía rendir cuentas de las cobranzas en la provincia de Tucumán, donde se encuentra la sede de la administración de la empresa, corresponde declarar la competencia del juez provincial para continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    L., Walter Remigio s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2985, 2015, CS1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa mediante uso de cheque. Lugar donde los títulos fueron entregados. Justicia local, que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., María de los Ángeles s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3793, 2015, CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa y sustracción de cheques: hechos distintos. Justicia local, que previno.


    Es doctrina del Tribunal que cuando el delito de estafa o su tentativa es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro. En consecuencia, y habida cuenta que de los escasos elementos incorporados al incidente no es posible determinar esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los títulos y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso de los depositantes. Por lo demás, y aun cuando el conflicto se circunscribe al intento de cobro del documento sustraído considerado precedentemente, cabe señalar que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos, por lo que corresponde que cada uno sea investigado ante el tribunal con jurisdicción en el lugar de su comisión, circunstancia que también deberá determinarse.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3962, 2015, CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa. Razones de economía procesal. Justicia nacional.


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. En este sentido, corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de la causa, en atención a que de los dichos del denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que si bien algunos de los depósitos fueron efectuados en otra localidad, los restantes tuvieron lugar en esta ciudad, en una cuenta cuyo titular está identificado, donde además se encuentra el hotel donde se concertó la reunión con la imputada, quien sería conocida por quienes allí trabajan.


    B., Walkiria s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3204, 2015, CS1, 07 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar donde se desarrolla el ardid y lugar donde se verifica la disposición patrimonial: razones de economía procesal. Justicia local.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. En este sentido, de los dichos del denunciante -que resultan verosímiles y no están desvirtuados por otras constancias de la causa- surge que si bien la firma del boleto de compraventa y cesión de derechos ocurrió en esta ciudad, la mayor parte de la maniobra que habría tendido a inducir a error al damnificado tuvo lugar en territorio provincial, donde se encuentran el terreno cedido y el que debería haber recibido en pago, donde se le habría entregado el camión y algunas de las cuotas dinerarias acordadas y donde se habrían entablado las acciones judiciales para obtener la usucapión y el cobro de los honorarios correspondientes, razón por la cual corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    O., Juan José y otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57106, 2014, 2/CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documento público. Lugar en que los hechos aparecen cometidos. No procede el precedente “Lobo, Roberto Martín y Freitas, José Manuel”. Justicia provincial.


    Pese a las escasas constancias acumuladas al incidente relativas al suceso que motivó este conflicto, asiste razón al magistrado nacional en tanto que, a partir de la mínima delimitación del objeto procesal. Y el expreso desconocimiento de la escribana de haber intervenido en el documento en que luce su firma y sello y las diferencias que, en cuanto a la primera, se aprecian a simple vista, bastan para tener por acreditada, al menos, con el grado de certeza que exige esta etapa, la existencia del hecho denunciado, sobre el cual, si bien no existen elementos adicionales que permitan conocer el lugar donde el documento falso fue creado, no se advierten discrepancias entre ambos magistrados acerca de que éste fue utilizado en la localidad bonaerense. Corresponde aplicar al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    P., Víctor Hugo s/ Fals doc. Public Dam: Sonnenberg


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13701, 2010, 1/CS2, 23 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio culposo, art. 84. Escasos elementos incorporados para calificar con certeza. Necesidad de establecer el lugar donde se habrían infringido deberes de cuidado. Justicia provincial, que previno.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, puesto que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los pormenores de los supuestos hechos delictivos investigados, ni tampoco para establecer fehacientemente, en cuál de los sitios en que fue atendida la presunta víctima podría haber tenido lugar la posible conducta culposa, en el caso de que ésa haya sido la causa determinante de su muerte. En tal sentido, si bien surge que el fallecimiento de la niña habría acaecido en una localidad bonaerense, tres días después de que fuera dada de alta del sanatorio de esta ciudad y tal como lo destaca el juez nacional en su resolución, la mera apreciación subjetiva de su madre en cuanto a los sitios en que se habría obrado con negligencia, aún no se encuentran debidamente corroborados como para que, en su caso, pueda establecerse la competencia territorial. Una conclusión efectuada sólo sobre una base meramente hipotética carece del sustento necesario en las constancias de la causa como para discernir la competencia sin que, previamente, haya recabado los elementos necesarios que permitan analizar las diversas secuencias atinentes a la atención de la paciente, que puedan haber influido en su desenlace fatal. La dilucidación de esos aspectos resulta imprescindible, a fin de establecer el lugar donde -presuntamente- se habrían infringido deberes de cuidado o diligencia por parte de uno o más profesionales de la ciencia médica, con afectación del bien jurídico protegido.


    Hospital G. y otros s/ Homicidio culposo (art. 84 2° párrafo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1401, 2015, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones leves. Acciones dependientes de instancia privada. Competencia en razón del territo: lugar donde se ha consumado el delito. Justicia local.


    Más allá de que la denunciante instó la acción penal, atento que los hechos motivo de contienda habrían ocurrido en jurisdicción provincial, corresponde al Juzgado local entender en las presentes actuaciones, sin perjuicio de la decisión que su titular entienda que corresponda adoptar en orden al artículo 72 del Código Penal.


    R. C., Daniel Wilson s/ Lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20470, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo automotor. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia local.


    Toda vez que de la denuncia de la víctima -que no se encuentra controvertida por otros elementos de la causa- surge que el robo se habría consumado en el acceso a una de las ciudades, corresponde a la justicia de esa ciudad conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    B., Héctor y otros s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3802, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Circunstancias existentes al momento de la sentencia. Justicia nacional.


    Atento que, según surge del incidente, se condenó a los imputados mediante acuerdo de juicio abreviado por los delitos cometidos en su ámbito territorial, y que el objeto del presente conflicto sólo se circunscribe al hecho ocurrido en esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional para que conozca en estas actuaciones.


    G. S., Luciano Roberto s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3873, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas coactivas y abuso sexual. Mismo contexto de conflicto familiar. Justicia nacional.


    Habida cuenta que las declaraciones de la denunciante no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa y que de ellas surge que las llamadas amenazantes se habrían realizado desde la provincia de Buenos Aires, y que éstas reconocerían su origen dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, en el que la niña también resultaría víctima de abuso sexual del que conoce la justicia local, corresponde declarar la competencia del juez de garantías.


    B., R. y otro s/ Coacción (art 149 bis) den: juzgado penal contravencional de faltas nro. 16


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 20702, 2014, 1/CS1, 05 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de encubrimiento e infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. Lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia nacional.


    Habida cuenta que tal como lo destaca el juez local, de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, su conocimiento corresponde al tribunal nacional, en cuyo ámbito territorial se comprobó la anomalía, y se secuestró el rodado con las chapas identificatorias cambiadas, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    O., Claudio Aníbal s/ Encubrimiento y falsificación, alteración o supresión de número registro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35826, 2014, 1/CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa, falsificación de documento privado y robo. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia provincial.


    En atención a las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Asimismo tiene establecido la Corte que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Al respecto cabe destacar que, según esas manifestaciones y la documentación obrante, ante la firma habría sido presentada una constancia falsa de una transferencia bancaria, para acreditar el pago y retirar la mercadería que perjudicó a esa empresa. En consecuencia y atento que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la juez de garantías conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    N.N. s/ Estafa, falsificación de documento privado y robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63819, 2014, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa. Lugar donde los títulos fueron entregados. Constancias insuficientes. Justicia nacional, que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Pero si de las constancias reunidas en el incidente de incompetencia, no surge el lugar donde se habría producido la entrega de los cheques extraviados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro, corresponde al juzgado que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y el lugar de la entrega originaria y si ésta fue fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base del endoso del depositante. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al legajo no surge esa circunstancia, corresponde a la justicia nacional continuar el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinado el lugar de la entrega del documento.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 45016, 2014, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa. Supuesta falsificación de documento. Justicia nacional, que previno.


    Más allá de que todavía no se ha establecido pericialmente la supuesta falsedad de la firma de la denunciante, ni tampoco el sitio donde, en su caso, se habría producido, de las constancias obrantes en el legajo agregado surge que dicho pagaré fue presentado ante la justicia nacional en lo comercial para promover una demanda por cobro ejecutivo, circunstancia que, podría poseer relevancia típica toda vez que, eventualmente, el juez actuante podría haber sido inducido a error, para intimar de pago y dictar en el expediente una medida cautelar de embargo en perjuicio de la denunciante. Bajo esas condiciones, y si a su vez se agrega que la justicia nacional en lo criminal de instrucción, fue la que previno y a la que acudió la denunciante a hacer valer sus derechos cabe concluir que, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos a partir del avance de la investigación, es la que se encuentra en mejores condiciones para llevarla adelante, máxime cuando en su ámbito territorial no sólo se sustancia el juicio comercial promovido con base en dicha presentación sino en el que, además, aquella opuso una excepción de falsedad de título, y solicitó diversas medidas de prueba.


    D., Luís Ernesto s/ Estafa y falsificación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34080, 2014, 1/CS1, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de privación ilegal de la libertad y robo. Lugar donde se consumó el robo. Justicia provincial.


    La Corte tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, y habida cuenta que de los dichos de la víctima -que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa- se desprende que, si bien la privación ilegítima de su libertad habría cesado en esta ciudad, tanto el desapoderamiento del camión y de sus efectos, tuvieron lugar en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad personal y robo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14827, 2015, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo con armas y privación ilegal de la libertad. Lugar donde se consumó el robo. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado y que en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito es a los tribunales de esta última a los que les corresponde entender en la causa. Con base en estos principios y en atención a que de Ias manifestaciones y de la información aportada por la empresa de logística y seguridad, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, surge que el robo se consumó en territorio provincial, donde el chofer habría sido desapoderado del camión con su carga, corresponde al juez de garantías investigar la presente causa.


    N.N. s/ Robo con armas y privación ilegal de la libertad personal


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25973, 2015, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación o supresión de registro. Lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia provincial.


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió el delito, corresponde investigarlo al tribunal provincial, en atención a que fue en su ámbito territorial donde se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación o supresión de número de registro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 12703, 2015, 1/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Llamados extorsivos desde establecimiento penitenciario. Hecho producido en jurisdicciones diferentes. Razones de economía procesal. Trámite ante la justicia local.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. En tales condiciones, atento que los llamados extorsivos efectuados habrían sido realizados desde el interior de un establecimiento penitenciario ubicado en la misma provincia en la cual se transfirió el dinero por correo postal, y donde residiría el único imputado, corresponde al Juzgado de Control y de Faltas de esa provincia, conocer en las presentes actuaciones y sus acumuladas, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N., Jorge s/ Extorsión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 194, 2015, CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Delitos de calumnias e injurias. Lugar donde se generó y divulgó la información injuriante. Justicia nacional.


    Ha sostenido el Tribunal que corresponde entender en la querella por injurias al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante. En ese sentido, y toda vez que la carta sobre la que fundamentalmente se apoya la querella fue enviada a la sede del directorio, ubicada en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional conocer en la presente causa.


    Y., Julián Vicente s/ Calumnias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5983, 2014, CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Encubrimiento. Delito de robo. Privación ilegítima de la libertad: distintas jurisdicciones. Lugar donde se habría consumado el robo. Necesidad de profundizar la pesquisa. Justicia nacional.


    Respecto del fondo de la cuestión, resulta de aplicación la doctrina de la Corte que establece que, en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, y habida cuenta que de las declaraciones de las propias víctimas que no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa surge que tanto el desapoderamiento como el inicio de la privación de la libertad sucedieron en esta ciudad, lo que incluso fue admitido por el propio juez nacional, corresponde a éste continuar con la investigación. A su vez, también deberá profundizar la pesquisa a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de los bienes acaecido en territorio bonaerense y localizados, no más de una hora después del desapoderamiento, merced al alerta radial de la empresa de rastreo satelital, pues en definitiva ese magistrado nacional es quien deberá resolver la situación procesal del único imputado en el delito contra la propiedad sin perjuicio del temperamento que pudiera adoptar en caso de encontrarse, luego, descartado fehacientemente todo grado de participación en ese episodio delictivo.


    A., Roberto Oscar s/Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3206, 2015, CS1, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Presunto abuso de armas agravado. Contexto delictivo común. Justicia nacional.


    En atención a que las conductas con relevancia típica, que integran un contexto delictivo común, habrían ocurrido mayoritariamente en esta ciudad, donde se habría efectuado el disparo con el arma de guerra que ilegítimamente portaba el agresor, corresponde declarar la competencia del juez nacional para conocer en esta causa.


    C. J., Julio Constante y otro s/ Abuso de armas agravado o atenuado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3301, 2015, CS1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Distintos delitos en una misma problemática de violencia familiar. Intereses de los menores. Mayor eficacia de la investigación: misma jurisdicción. Justicia provincial.


    Más allá del incipiente estado de la pesquisa, surge de las constancias agregadas al incidente que para la época en que el imputado se habría abstenido de prestar alimentos a sus hijos, éstos vivían con su madre en Martínez, y que ante el Tribunal de Familia n° 1 de San Isidro se fijó la cuota mensual que debía pagar por ese concepto, y tramita la cuestión sobre el régimen de visitas iniciado después por él y la abuela paterna. Por lo demás, en el juzgado de garantías que es parte en esta contienda se encuentra en pleno trámite la causa penal que tendría como víctima a la denunciante y que, con la presente, comparten su origen en una problemática de violencia familiar en la que hay que velar especialmente por los intereses de los menores, adoptando medidas tuitivas uniformes y coordinadas, por lo que parece más conveniente, a fin de favorecer junto con la eficacia de la investigación y el buen servicio de justicia, la defensa del imputado, que ambas estén radicadas en la misma jurisdicción, pese a que en la actualidad aquéllos se domiciliarían en la casa de sus abuelos en esta ciudad, pues de todos modos es cercana a esa localidad.


    U., J. M. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3000, 2015, CS1, 29 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24.270. Lugar donde residía la imputada con su hija. Justicia provincial.


    Conforme la calificación penal dada por los magistrados y los dichos verosímiles y no controvertidos del querellante, abonados por la decisión de la Cámara Nacional de Apelaciones, el impedimento de contacto se habría cometido en la localidad donde residía la imputada con su hija al tiempo en que de acuerdo con el régimen judicial previamente establecido, aquél fue a visitar a la menor y no la encontró porque su ex esposa se la había llevado consigo sin su consentimiento a una ciudad ubicada en otra localidad, impidiéndole de esa manera el ejercicio de sus derechos y obligaciones como padre. En consecuencia, ya sea que se tome en cuenta el lugar de comisión del hecho o el domicilio actual de la niña, ambos situados en territorio bonaerense, corresponde a la justicia de la localidad donde residía la imputada con su hija proseguir con la presente investigación, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad y de que si su titular entiende que debe intervenir otro tribunal de su misma provincia, se la remita de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    H., D. y otro s/ Infracción ley 24.270


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 34116, 2013, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Corresponde a la justicia local.


    Siendo que de las constancias del incidente de competencia surge que el causante habría sufrido un accidente con una motocicleta en la localidad de Ezpeleta, corresponde asignar la competencia a la justicia local.


    R., Jonathan s/ Lesiones leves (art. 89)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 4613, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lugar donde ocurrió la omisión al deber de cuidado. Peritaje médico. Justicia local.


    Las características del supuesto delito objeto de esta investigación, determinan que deba conocer el juez con jurisdicción en el lugar donde, hipotéticamente, podrían haberse omitido deberes de cuidado, que habrían provocado el fallecimiento en General Rodríguez. Ello es así en tanto que, tal como se desprende del peritaje médico, no resulta posible vincular con rigor científico la insuficiencia renal aguda padecida por la presunta víctima con el tratamiento médico que, oportunamente, se le brindara en el hospital de esta ciudad, de tal modo que, frente al resultado comprobado, sólo restaría investigar, puntual y concretamente, la eventual falta de cuidado o diligencia en que podrían haber incurrido los profesionales que la atendieron en el centro asistencial provincial, examinadas a la luz de las reglas del arte de curar.


    N.N. s/ Averiguación de delito: Aravena Telma Valeria y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 15930, 2014, 1/CS1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Maniobras delictivas tendientes a apoderarse de un inmueble: victima con demencia senil. Poder especial anómalo: mismo concierto delictivo. Justicia nacional, que previno.


    Sin entrar a considerar la hipótesis probable, de que haya padecido al momento de los hechos una patología de naturaleza tal que le hubiera impedido su capacidad de comprensión, lo cierto es que la falsedad del poder especial que se habría confeccionado en esta ciudad, no se presentaría, en principio, como un hecho aislado sino que, contrariamente, podría formar parte de un mismo concierto delictivo que, por consecuencia, y sin menoscabo de los principios establecidos por la Corte determina priorizar su unidad de conocimiento, con prescindencia del número de partícipes que pudieran existir. Desde esa perspectiva, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En tales condiciones, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos a partir del avance de la investigación, y la determinación de quienes, en definitiva, hubieren participado, la justicia nacional, que previno, donde tramitó la causa por más de cuatro años, y a cuyos estrados concurrió el denunciante a hacer valer sus derechos, es la que se encuentra en mejores condiciones para continuarla ya que en su ámbito territorial no sólo se halla situado el bien inmueble objeto de las maniobras denunciadas sino donde, además, se confeccionó el poder especial anómalo usado luego para transferirlo.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 59536, 2014, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto uso de documento de identidad falso y fraude con tarjeta de crédito. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Justicia federal.


    Cabe señalar en primer lugar que más allá del estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, se deprende de los dichos del denunciante y la documentación que aporta -lo que no se encuentra controvertido autos- que se habría utilizado un documento nacional de identidad para la emisión fraudulenta de la tarjeta de crédito, o al menos fotocopia de dicho instrumento nacional espurio, lo que en cualquiera de los casos surte la jurisdicción federal. En tal sentido cabe recordar que tiene establecido la Corte que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal. Por otra parte, aun cuando no existan suficientes elementos en el incidente que permitan determinar con absoluta certeza que la tarjeta se hubiera obtenido en la misma sucursal de la localidad donde se realizaron las compras tal como sugiere la documentación, de igual modo corresponde atender a ese ámbito para discernir la jurisdicción territorial. En definitiva fue en dicha filial donde la persona que se habría hecho pasar por la identidad en cuestión con la tarjeta de crédito que habría obtenido previamente con el presunto uso de un documento de identidad falso -o al menos de una fotocopia de éste- habría culminado la maniobra mediante la realización de compras en locales comerciales.


    S., Juan Alberto s/ Su denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2937, 2015, CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntos abusos sexuales contra menor de edad. Único tribunal: mayor economía procesal, mejor investigación y defensa del imputado. Integridad e interés de los menores. Mismo contexto delictivo. Justicia local que previno.


    Cabe señalar que donde la causa tramitó desde su inicio el menor fue evaluado física y psicológicamente, se realizaron las diligencias probatorias necesarias para acreditar los hechos y hacer cesar el abuso y tienen sus domicilios tanto el niño como el imputado. En tales condiciones, y atento que cabe a todos los organismos intervinientes, velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, y evitar la reedición de una misma situación traumática, corresponde proseguir la investigación al juzgado que previno y, además, por ser el tribunal del domicilio de la víctima, es el que se encuentra en mejores condiciones de resguardar esos intereses.


    M., M. R. s/ Abuso sexual- art. 119, 1°


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1429, 2015, CS1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad. Intereses del menor. Justicia local.


    De acuerdo con los elementos que surgen del legajo, con independencia de la hipótesis delictiva planteada y más allá de la discusión en torno a la relevancia penal que pudieran tener los hechos, de las constancias de la causa surge dónde éstos habrían ocurrido, lo que no cuestiona el juez local. En consecuencia, corresponde declarar la competencia del juez de garantías en cuyo ámbito territorial se encuentra el domicilio del cual la menor fue retirada y que, por lo tanto, es el que además se encuentra en mejores condiciones de asegurar sus intereses.


    B., N. E. s/ Privación ilegal de la libertad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18332, 2015, 1/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito en una de esas jurisdicciones. Necesidad de profundizar la investigación. Justicia nacional.


    El Tribunal tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, y atento que de los términos de la denuncia se desprende que el desapoderamiento del camión cargado con mercadería ocurrió en esta Capital, corresponde a la justicia nacional conocer a su respecto, como así también de la privación ilegítima de la libertad. También corresponde por razones de índole territorial, al mismo juzgado nacional conocer acerca del hallazgo de la mercadería en el galpón de esta ciudad, de donde se secuestró la mayor parte de los productos en poder de las personas que allí se encontraban más allá de la imputación que corresponda efectuarles, ya sea como partícipes del robo o autores del encubrimiento. La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito contra la propiedad, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso. Sobre la base de estas consideraciones, también corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento de la mercadería, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en esta Capital.


    C. C., Roberto Carlos y otros s/ Robo en circunstancias del art. 163 del C.P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2916, 2015, CS1, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Promoción de la prostitución. Elementos insuficientes: ausencia de individualización de los hechos. Principio de territorialidad, art. 37 del CPPN. Justicia provincial.


    Más allá de que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar certeramente los hechos de esta causa y tampoco definir con certidumbre las hipótesis delictivas, toda vez que el magistrado local admite que el número telefónico publicado en uno de los avisos exhibe la característica correspondiente a la ciudad de Bahía Blanca, a la que también se refiere el título de la publicación y el propio nombre del sitio web, en el que también se ofrecen una variedad de servicios en esa ciudad, de conformidad con el principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación-, corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa, sin perjuicio de cuanto resulte del trámite posterior.


    N.N. s/ Promoción de la prostitución


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 46078, 2014, 1/CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Querella por calumnias e injurias a través de red social “Facebook”. Corresponde a la justicia competente en el lugar donde se efectuaron las expresiones.


    Ha sostenido el Tribunal que corresponde entender en la querella por injurias, al juez del domicilio desde donde se generó y divulgó la información injuriante. Al respecto, cabe observar que si bien las expresiones presuntamente agraviantes habrían adquirido difusión por medio de internet, lo que posibilitaría su desarrollo instantáneo en diferentes jurisdicciones, en atención a que se habrían efectuado desde el domicilio del imputado, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para conocer en esta causa.


    K, Christian y otro s/ Querella


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4219, 2015, CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Razones de economía procesal. Delito de administración fraudulenta. Lugar donde se ejecutó el acto infiel o, en su defecto, el domicilio de la administración. Justica nacional.


    Atento que se infiere de sus resoluciones, que ambos magistrados no discrepan acerca de la subsunción típica de los sucesos, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción. Al respecto, cabe consignar, que no obstante desprenderse del contexto de las actuaciones que los hechos infieles podrían haber tenido lugar en distintas jurisdicciones, y que las firmas empresarias poseerían domicilio legal en distintas jurisdicciones, surge de las propias manifestaciones de las denunciantes -que no se encuentran controvertidas en la causa y en ese sentido corroboradas por el informe del veedor judicial anteriormente mencionado, que la sede de la administración de ambas razones sociales -a través de la cual se habrían perjudicado los intereses de los accionistas-, se desarrollaba en unas oficinas ubicadas en esta ciudad, circunstancia que, puntualmente, no fue cuestionada en el incidente y donde cabe presumir, por otra parte, que se encontrarían la mayoría de los elementos probatorios atinentes a su manejo. Por lo tanto corresponde declarar la competencia de la Justicia Nacional en cuya jurisdicción, además, se sustancia el juicio ordinario iniciado por ambas denunciantes ante el fuero comercial en el que, a su vez, se designó un veedor.


    B., Eduardo y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24654, 2013, 1/CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión al criterio establecido por V.E. en Comp. 734, L. XLIII, "González, Narda s/ suicidio en tentativa". Corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


    N.N. s/ Lesiones leves (art. 89 C.P.)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63968, 2014, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa n° 10824/ 2014/ 1/ CS1 “N.N s/ Lesiones”. Justicia local.


    N.N. s/ Lesiones leves. Damnificado: I., Liliana


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38143, 2014, 1/CS1, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo con arma. Hechos cometidos en distintas jurisdicciones. Justicia local.


    Habida cuenta que el juez local no ha desconocido que el hecho haya ocurrido en territorio bonaerense, sino que se limita a señalar que podría haberse desarrollado en localidades ajenas a su ámbito territorial, corresponde declarar su competencia para conocer en el caso sin perjuicio de que si considera que corresponde conocer a otro magistrado de su misma provincia, le remita las actuaciones de acuerdo con el derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52002, 2014, 1/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Suministro infiel de sustancias medicinales. Incorrecta traba del conflicto. Razones de economía procesal. Justicia provincial.


    Respecto del fondo del asunto, atento que el presente conflicto se ha originado a partir de una cuestión territorial, y que el juez de la provincia de Buenos Aires no ha desconocido que los hechos que se le atribuyen hayan ocurrido en su ámbito espacial, corresponde declarar su competencia. Por otra parte, debe ser la justicia de la provincia de Córdoba, aunque no haya sido parte en la contienda, la que conozca respecto de los hechos que habrían tenido lugar en esa provincia.


    S. A. S.A. y otros s/ Suministro infiel de sustancias medicinales


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67489, 2014, 1/CS1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de estafa. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de la calificación legal. Justicia nacional.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Cabe poner de resalto que las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación ni establecer con el grado de certeza necesario la calificación legal que correspondería atribuirle a los hechos denunciados, en la medida en que todavía no se ha incorporado al legajo el poder completo que se cuestiona, y mucho menos aún acreditado su supuesta falsedad, como así tampoco, que se tratase del mismo instrumento cuya autenticidad se discute en el ámbito provincial.


    S., Ernesto José s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17511, 2014, 1/CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de estafa. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de la calificación legal. Justicia provincial.


    Cabe poner de resalto que las constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación ni establecer con el grado de certeza necesario la calificación legal que correspondería atribuirle para expedirse respecto a su competencia territorial y material. Ello es así, en la medida en que todavía no ha sido acreditada pericialmente la presunta falsedad del poder utilizado ni la justicia provincial se ha expedido aún con relación a la titularidad de dominio de ese bien, al momento en que se realizó su enajenación, en el sentido de esclarecer si le habría pertenecido al causante, tal como surgiría de la documentación aportada por el escribano, a partir de lo dispuesto en la sentencia dictada en el expediente relacionado con la disolución de la sociedad constituida entre ambos, cuyas actuaciones fueron solicitadas por esa sede "ad efectum videndi".


    R., Roberto Antonio y otros s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3431, 2015, CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de automotor. Elementos correspondientes a etapa incipiente del proceso. Lugar de comisión. Justicia nacional.


    Consta en el legajo que el vehículo fue hallado al día siguiente en un descampado provincial incendiado y con un cadáver en su interior. No obstante, debe considerarse la existencia prima facie de una sustracción de automotor estacionado en una calle de la ciudad de Buenos Aires, delito que ciertamente, en razón del lugar de comisión, corresponde investigar a la justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    N.N. s/ Hurto de automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5206, 2014, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de cheques. Estafa. Doctrina de Fallos: 328:315. Corresponde a la justicia nacional. Hechos escindibles.


    La sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. De acuerdo a la doctrina de Fallos: 328:315, corresponde al magistrado nacional, que previno en la contienda, continuar conociendo en este hecho y al juez provincial profundizar la investigación respecto de la sustracción del cheque a partir de los elementos recabados a raíz del hallazgo del cartular.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30846, 2013, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Trafico de mercaderías peligrosas para la salud. Lugar donde ocurrieron los hechos. Justicia provincial.


    Droguería B. s/ Trafico merc. peligrosas p/ salud mod. ley 26.524. Denunciante Fiscalía de Distrito de Nueva Pompeya y Parque de los Patricios y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 30790, 2011, 1/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Distribución de la Competencia


    Contienda negativa de comeptencia. Privación ilegitima de la libertad. Robo. Desarrollo en diferentes jurisdicciones. Elección del juez competente según mayor eficacia y economía procesal. Justicia provincial.


    Resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    I., Julio s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5011, 2014, CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Contrato fraudulento de línea telefónica. Remisión al dictamen de la causa Comp. 949, L. XLVIII, "Rodríguez, Rocío s/ Estafa". Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    En atención a los fundamentos allí expuestos, y habida cuenta que, hasta el momento, no se habría acreditado en el expediente el lugar en el que se habrían contratado fraudulentamente las líneas de telefonía celular a nombre del denunciante, ni la documentación eventualmente utilizada para ello, corresponde a la justicia nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47902, 2014, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados. Art. 173, inc. 11, C.P. Lugar convenido por las partes. Justicia local.


    La Corte tiene establecido, que para decidir la cuestión de competencia resulta relevante el lugar en el que se dispuso del bien gravado sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y que en ausencia de prueba o cuando no se lo puede determinar, debe presumirse como tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente. En atención a que no se encuentra controvertido por los magistrados intervinientes, que las partes acordaron un domicilio en provincia para la ubicación del bien prendado, el cual, por otra parte, coincidiría con el denunciado en ese momento por el imputado, y adonde fue diligenciado y recibido el mandamiento, corresponde asignar competencia a la justicia provincial.


    R., Julio s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 33192, 2014, 1/CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falsificación de documento privado. Concurso ideal. Lugar donde se utilizó el instrumento. Justicia nacional.


    Resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual si los hechos a investigar -estafa y falsificación de documento privado- concurren en forma ideal deben tramitar ante el juez del lugar donde se utilizó el documento adulterado, y se ocasionó el concreto y efectivo perjuicio patrimonial. En atención a que de los elementos de juicio incorporados al incidente surge que para defraudar habrían utilizado, junto a otro documento, una factura de servicio de televisión por cable adulterada, que se recibió a través de correo electrónico en un domicilio de esta Capital, ámbito territorial en el que, además, se pagó la seña por el alquiler de una vivienda, corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    C., Eduardo y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 72268, 2013, 1/CS1, 15 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Exhorto para realizar informe previsto por el artículo 78 del Código Procesal Penal de la Nación. Competencia del magistrado provincial análoga a la del exhortante. Justicia local.


    De las constancias del legajo no se advierten cuestiones que impidan el cumplimiento de la rogatoria por el juez local según el criterio establecido por la Corte, en el sentido que en materia de exhortos debe existir, como regla, identidad o analogía entre la competencia por razón de la materia del exhortante y del exhortado. Sentado ello y en tanto la competencia del magistrado provincial es análoga a la del exhortante; como así también que los motivos alegados para rechazar el cumplimiento de la diligencia no encuentran sustento en las disposiciones de la ley 22.172, que rige el caso, y que las diferencias formales que puedan existir en ambas jurisdicciones no impiden que el acto procesal se cumpla, corresponde al juez local dar curso al exhorto, sin perjuicio de las atribuciones que los artículos 2° y 4° de la norma antes citada le acuerdan a tal fin.


    Silva, Cristian Damián s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3732, 2015, CS1, 30 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia cordobesa, que previno.


    Aun cuando no surge del incidente que se hubieren practicado diligencias en la causa, de los dichos del denunciante se desprende que más allá de que la madre se mudara con su hijo a la ciudad de Ushuaia, lo cierto es que ambos residían en Santa María de Punilla al momento en que lo habría removido de la custodia de su padre, privándolo del contacto con él y del ejercicio de sus derechos y obligaciones. Por lo tanto, corresponde a la justicia cordobesa que previno y en cuya jurisdicción, además, se sustanciaría actualmente una incidencia impulsada por el denunciante en relación con la modificación de la tenencia del menor y adecuación del régimen de visitas y cuota alimentaria oportunamente homologados, continuar con la tramitación de la causa, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    M. T., Y. M. s/ Infracción ley 24.270


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3358, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad. Lesiones. Desarrollo en distintas jurisdicciones. Selección del juez competente. Mayor eficacia y económica procesal. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que, si los hechos objeto de la pesquisa han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Habida cuenta que fue en la provincia de Buenos Aires donde la víctima recibió la mayor parte de los golpes que terminaron provocándole lesiones, y donde finalmente se domicilia, al igual que el imputado, corresponde a la justica local entender en estas actuaciones.


    D., Maximiliano Hernán s/ Privación ilegal de la libertad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6548, 2014, 1/CS1, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de cheques. Estafa. Encubrimiento. Estrecha vinculación de los hechos. Corresponde a la justicia federal.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, toda vez que el magistrado nacional descartó la participación del imputado en la sustracción acaecida en esta ciudad, y le atribuyó su encubrimiento. En tales condiciones, y habida cuenta que de las constancias del incidente no resulta posible determinar el lugar de comisión de ese delito, corresponde declarar la competencia del juzgado federal con jurisdicción en San Andrés, donde el documento habría sido utilizado como medio de pago, aunque no haya sido parte en la contienda. Asimismo, si bien a partir del criterio establecido por V.E. en Fallos: 315:2570 el encubrimiento resulta independiente de la estafa que se habría cometido con el uso de la orden de pago, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, ese fuero de excepción también deberá conocer respecto de este último delito, por lo que la justicia provincial deberá cederle su intervención.


    R., Maximiliano s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47586, 2003, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. Chapa patentes falsificadas. Lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia provincial.


    Según la jurisprudencia del Tribunal, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, y habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Claudio s/ Su dcia. falsif. de marcas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4625, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ignorancia del lugar de comisión


    Contienda de competencia. Homicidio. Ausencia de elementos para determinar con certeza el lugar del hecho. Lugar donde fue hallado el cadáver. Justicia provincial.


    Si bien no se ha establecido el lugar exacto de la muerte de la víctima y las circunstancias que la precedieron, sí se han determinado las relativas al hallazgo del cadáver, lo que amerita la competencia de la justicia provincial. A partir de esa premisa, sumada a que la causa haya tramitado en sede provincial por más de seis meses, y donde incluso se habría detenido a un sospechoso, determinan que la radicación ante sus tribunales sea la solución más aconsejable para asegurar, a su vez, una mayor economía procesal y mejor defensa del único imputado principios rectores a los que debe atenderse principalmente al momento de resolver estos conflictos siempre que, como sucede en el caso, quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 5314, 2015, 1/CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal. Infracción artículo 289, inciso 3°, del C.P. Chapas patentes presuntamente falsificadas. Lugar donde se comprobó la anomalía. Justicia provincial.


    Según la jurisprudencia del Tribunal, las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las escasas constancias del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes presuntamente falsificadas, corresponde a la justicia bonaerense, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., Guillermo Carlos s/ Inc. de incompetencia


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 10100, 2014, 1/CS1, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Estafa. Falsedad ideológica de cheques. Lugar de entrega. Desconocimiento. Lugar de sustracción. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que cuando el delito de estafa o su tentativa -que concurriría idealmente con su falsificación- es perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde a la justicia nacional de instrucción, con competencia en la materia y en cuya jurisdicción ocurrió la sustracción de los documentos y acudió el denunciante a hacer valer sus derechos, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, y de que no haya sido parte de la contienda.


    N.N. s/ Hurto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 14704, 2015, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falsificación de documento. Estafa. Concurso ideal. Lugar donde se presento el documento adulterado. Justicia nacional.


    El Tribunal tiene resuelto que si no se determinó el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo investigar la falsificación, así como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal. Por ello, no hallándose controvertido que el cheque fue depositado en esta ciudad, la justicia nacional debe proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    R., Ricardo Fabián s/ Estafa y falsificación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 37852, 2009, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Lugar de Comisión


    Conflicto de competencia. Delito de estafa: fraude mediante simulación de siniestros. Lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa. Razones de economía procesal. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que el principio básico en materia de competencia penal es el de que ella se rige por el lugar de comisión del delito y que tanto el ámbito donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.


    L., Hernán Javier y otros s/ Estafa, asociación ilícita, falsificación de documento y uso de documento falso


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 34990, 2013, 1/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Abuso sexual con acceso carnal. Declaraciones contestes sobre el lugar de comisión del delito. Justicia provincial.


    Toda vez que tanto de los dichos de la madre como del testigo, a los que cabe atenerse para discernir la competencia, se desprende que el hecho a investigar habría ocurrido en territorio de la provincia, compete al juez local conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Violación con fuerza o intimidación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 64481, 2014, 1/CS1, 05 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Abuso sexual de un menor de trece años. Lugar de comisión del hecho y lugar de residencia de la víctima y del imputado. Justicia local.


    Toda vez que de los dichos de la madre del menor damnificado, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no aparecen desvirtuados por otras constancias del legajo, se desprende que el hecho habría ocurrido en un domicilio de la provincia, donde también residiría actualmente el niño y el padre imputado, compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., D. L. s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4119, 2015, CS1, 23 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Abuso sexual de un menor. Dichos de la madre sobre el lugar de comisión del delito. Justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos de la madre del menor damnificado, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no aparecen desvirtuados por otras constancias del legajo, se desprende que el hecho tuvo lugar en su domicilio de la provincia de Buenos Aires, donde también residiría el joven imputado, compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M., M. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 43761, 2014, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Abuso sexual de una menor. Dichos del padre sobre el lugar de comisión del delito. Interés superior del niño. Justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos del padre, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se hallan controvertidos por otras constancias del legajo, se desprende que el hecho a investigar habría ocurrido en territorio de la provincia, donde la menor se domicilia actualmente con su madre y hermano, compete al juez local conocer en la causa, teniendo además especialmente en cuenta que esa solución también atiende el "interés superior del niño”.


    R., S. E. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 5914, 2015, 1/CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Compras fraudulentas: lugares donde fueron realizadas. Justicia local.


    Toda vez que de los dichos no controvertidos de los querellantes y la documentación aportada en la causa, surge que las compras fraudulentas habrían sido realizadas desde domicilios situados en territorio provincial, en uno de los cuales fue entregada la mercadería, corresponde declarar la competencia del magistrado local.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inciso 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40829, 2013, 1/CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Denuncia anónima de un homicidio. Elementos que infieren el lugar de ocurrencia del hecho. Justicia local.


    Más allá del estado embrionario en que aún se encuentra la pesquisa, la instrucción llevada a cabo hasta el momento permitió determinar con exactitud la dirección desde la cual se efectuó aquella llamada al 911, e inclusive el nombre y apellido de la titular de esa línea. Si a ello se agrega que, a partir de las coincidencias que se advierten entre tal dirección y los datos que brindó la persona que realizó la comunicación respecto del sitio en que aparentemente habría ocurrido el hecho que denuncia, es posible inferir que se trataría del mismo ámbito territorial, corresponde al juzgado de San Isidro continuar conociendo al respecto, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente resultar del trámite ulterior, inclusive en orden a la materia, y una vez discernido el real alcance de los episodios y las concretas circunstancias en que habrían ocurrido.


    C., Walter y otro s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6562, 2015, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Hostigamiento. Lugar del hecho. Denuncia en extraña jurisdicción. Justicia local.


    Atento que el hecho motivo de esta contienda habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del juzgado local, sin perjuicio de la decisión que en definitiva pueda adoptarse en orden a su calificación jurídica.


    B., Adrián Carlos s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 899, 2015, CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Libramiento de cheques sin provisión de fondos. Ausencia de elementos que tipifican el delito de administración fraudulenta. Justicia provincial.


    La cuestión se circunscribe a dilucidar la posible aplicación al caso de la figura del artículo 302, inciso 10, del Código Penal. En este sentido, y teniendo en cuenta que la sucursal bancaria de pago de los documentos se domicilia en la ciudad de Concepción del Uruguay, corresponde a la justicia provincial, en cuya jurisdicción, además, reside el imputado, asumir el conocimiento de la causa, sin perjuicio de cuanto resulte de su trámite ulterior.


    A., Benito José s/ Defraudación por administración fraudulenta


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 19352, 2013, 1/CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Robo de automotor. Posterior hallazgo del automóvil en otra jurisdicción. Lugar de ocurrencia del hecho. Justicia provincial.


    Toda vez que de las constancias incorporadas al legajo surge, prima facie, que el automotor hallado sería el denunciado como robado por su propietario, corresponde a la justicia provincial conocer en esta investigación.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 58833, 2014, 1/CS1, 04 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Robo de cheques. Lugar donde se produjo el hallazgo de estos documentos. Justicia local.


    Más allá de encontrarse controvertida la existencia de causa penal por el robo de los cheques en cuestión, dado que en territorio provincial se produjo el hallazgo de estos documentos y habrían ocurrido casi la totalidad de los hechos con relevancia típica en los que aparecen involucradas las mismas personas, con características propias de una organización criminal, corresponde a la justicia provincial conocer en esta causa.


    M., Eduardo Angel y otros s/ Asociación ilícita


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69270, 2007, 1/1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Robo en tentativa y lesiones. Lugar de consumación del hecho. Justicia local.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones del padre de la víctima, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, surge que el hecho habría ocurrido en la provincia, corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


    NN s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 35108, 2015, 1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Tarjetas de crédito apócrifas: lugar donde se produjo la falsificación. Defraudaciones. Ausencia de vinculación entre los autores de ambos delitos. Documento privado. Justicia ordinaria.


    Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen y, en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer. Toda vez que las tarjetas de crédito apócrifas habrían sido confeccionadas en un domicilio de esta ciudad, presuntamente por personas distintas a las que las utilizaron luego para cometer las defraudaciones que dieron origen a esta investigación, en atención a que la falsificación de documentos privados no compete al fuero federal, corresponde atribuir el conocimiento de esta causa a la justicia nacional de instrucción de esta ciudad, aunque no haya sido parte de la contienda.


    C. N., César Augusto s/ Falsificación documento privado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3231, 2015, CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante el uso de tarjeta de crédito. Remisión al dictamen de la causa Comp. 1249, L. XLI, "López, Santiago A. s/ Delito de acción pública".


    N.N. s/ Defraudación (art. 173 inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 25393, 2014, 2/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo agravado. Interrupción del servicio de ferrocarril. Justicia federal.


    Toda vez que de las constancias agregadas a la causa resulta que la formación debió detenerse como consecuencia de que la víctima había caído a las vías con motivo del robo, y que no existe controversia entre los magistrados acerca de que el hecho produjo de ese modo la efectiva paralización del tráfico ferroviario, sin perjuicio del lapso en que se mantuvo la interrupción, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    R., Diego Esteban s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4070, 2015, CS1, 20 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Delito desarrollado en distintas jurisdicciones. Corresponde a la justicia nacional.


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. Toda vez que el delito a investigar se habría desarrollado tanto en territorio provincial como en esta ciudad, donde finalmente el denunciante entregó el dinero para ser transferido, reside y acudió a hacer valer sus derechos, corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de esta causa.


    F., Yanina Vanesa y otros s/ Estafa s/ Denuncia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21012, 2014, 1/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Homicidio culposo y encubrimiento. Lugar a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia federal.


    Corresponde declarar la competencia del juzgado federal de la sección donde se secuestró el vehículo de alquiler para conocer a su respecto, aunque no haya sido parte en la contienda.


    B., Sergio Fabián s/ Encubrimiento (art. 278 del C.P.)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 69553, 2014, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto y encubrimiento. Resistencia a la autoridad: Hecho escindible. Lugar de comisión. Corresponde a la justicia provincial.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Por aplicación de estos principios, y en virtud de que la presunta resistencia a la autoridad ocurrió en el partido de Escobar, en perjuicio de agentes policiales que cumplen funciones en esa jurisdicción, corresponde asignar la competencia a la justicia provincial para continuar conociendo respecto de ese delito.


    M., Marcelo Ricardo s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 196, 2015, CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Intento de suicidio. Lugar de consumación del hecho. Corresponde a la justicia local.


    Toda vez que el juez local no controvirtió que el suceso denunciado habría tenido lugar en el domicilio de la causante, ubicado en la localidad de Vicente López, corresponde a esa jurisdicción, asumir el conocimiento del caso e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    A., P. S. s/ Av. de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60475, 2014, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Planteo incorrecto de la competencia. Razones de economía procesal: prescindencia del reparo formal. Defraudación por administración fraudulenta. Corresponde a la justicia nacional.


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestionó la calificación legal del hecho a investigar, el caso debe resolverse por aplicación de la doctrina de V.E., según la cual, el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    M., Antonio s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 49795, 2011, CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación: sustracción de dinero de una caja de ahorro. Lugar de comisión del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Corresponde a la justicia provincial conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 24772, 2014, 1/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Hechos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Conveniencia en unificar la investigación. Corresponde a la justicia local.


    No resulta posible considerar que los hechos materia de investigación tuvieron lugar en un único ámbito territorial, ya que más allá de que la entrega de una suma de dinero como contraprestación por la cesión de derechos, y a cuenta del precio habría ocurrido, circunstancialmente, no debe perderse de vista que esa disposición patrimonial no configuraría un hecho aislado sino que, por el contrario, podría formar parte de una maniobra delictiva más compleja que, presumiblemente, habría sido materializada por los imputados quienes, tras obtener el dinero de parte de la damnificada, y con la finalidad de completar el fraude, habrían presentado en el proceso ejecutivo, una segunda cesión de derechos sobre el mismo bien inmueble, sin que pueda descartarse a partir de dicha hipótesis fáctica, que haya tenido por objeto privarla de los derechos otorgados en el pacto oportunamente suscripto. Si los hechos objeto de pesquisa han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En tal sentido, aquellas circunstancias, sumadas a que en el ámbito de esta ciudad tramita el proceso de ejecución hipotecaria donde se presentó la segunda cesión de derechos que, en definitiva, guardaría estrecha relación con la primera conducen a concluir, que es el Tribunal Oral en lo Criminal n° 30, donde se halla radicada la causa para su etapa de juicio, el que se encuentra en mejores condiciones para continuarla.


    G., Américo Argentino y Otros s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10046, 2008, TO1/1/1CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad. Delitos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Competencia del lugar donde se cometió el último delito. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Por aplicación de este principio, y atento que de los términos de la denuncia se desprende que el desapoderamiento del automóvil propiedad de la víctima ocurrió en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa.


    M., Ana Silvia s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 191, 2015, CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo. Competencia en función del territorio: justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos del denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, se desprende que el robo ocurrió en territorio provincial, corresponde declarar la competencia al juzgado local.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado ley y sociedad


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 22727, 2015, 1/CS1, 30 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción o extravío de cheques. Estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia nacional.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al magistrado nacional continuar con esta investigación y determinar dónde, cuándo, en qué concepto y circunstancias fue entregado el documento.


    T., Martín Ricardo s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37998, 2013, 1/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falsificación documento privado. Asociación ilícita. Lugar de comisión. Relevancia típica de los hechos. Justicia bonaerense.


    En atención a que de los dichos no controvertidos del denunciante, surge que los hechos que podrían tener relevancia típica ocurrieron en la provincia de Buenos Aires, donde se habría retirado el documento sin autorización y, además, tiene su sede la firma perjudicada, corresponde declarar la competencia a la justicia bonaerense.


    F., Rodolfo Gustavo s/ Falsificación documento privado y asociación ilícita


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 68235, 2014, 1/CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Falta de determinación de los hechos. Lugar de comisión. Justicia local.


    Atento que según surge de las constancias del incidente el hecho motivo de contienda habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado local conocer en esta, sin perjuicio de la decisión que en definitiva pueda adoptarse en orden a su relevancia jurídica.


    Denunciante: G., Fernando. Imputado: personal de seg. de Tecnópolis s/ Av. de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 63870, 2014, 1/CS1, 03 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción al signo simbólico de sellos estatales. Desobediencia orden judicial. Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. Lugar de comisión. Justicia nacional.


    Toda vez que el hecho motivo de la incidencia -que trata de una infracción al signo simbólico de sellos estatales que impedía el ingreso a un inmueble para su preservación importó la desobediencia de una orden impartida por un juez nacional de instrucción, resulta de aplicación al caso el criterio del Tribunal que establece que habiendo sido afectada la administración de justicia nacional, corresponde investigar el hecho al tribunal ordinario con competencia en el lugar donde se produjo la afectación. Además el Tribunal ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. Corresponde que la justicia nacional en lo correccional de esta ciudad, que además previno en la contienda, continúe conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que eventualmente pudiera luego surgir del trámite ulterior.


    D., Ema y otro s/ Violación de sellos (Juzgado de Instrucción n° 42 – C – 21.648/2012 y otro s/ Incidente de incompetencia)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6721, 2014, 1/CS1, 12 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Lesiones leves. Lugar de consumación del hecho. Justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, en atención a que de la declaración del denunciante, que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente, surge que el hecho habría ocurrido en la localidad de San Martín, corresponde al juzgado provincial conocer en estas actuaciones.


    Imputado N.N. s/ Lesiones leves (art. 89 C.P.)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 71093, 2014, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Ley 24.270. Impedimento de contacto de hijos con sus padres. Lugar a considerar para determinar la competencia. Justicia provincial.


    Más allá del incipiente estado de la investigación, toda vez que de los dichos verosímiles y no controvertidos del denunciante se desprende que el presunto impedimento de contacto se habría materializado cuando al concurrir a la casa de la abuela de su ex pareja, ubicada en la localidad de Lomas del Mirador, donde viviría con sus hijos, corresponde al juzgado de garantías asumir el conocimiento de esta causa, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.


    Incidente n° 1. Damnificado: P., Claudio Osvaldo. Imputado: O., Carolina Irene s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 56210, 2014, 1/CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Operaciones fraudulentas de compra y venta de ganado. Estafa. Lugar de determinación de la competencia. Economía procesal. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Por aplicación de este principio y sin perjuicio de que la carga del ganado se realizó en jurisdicción provincial, la gestión de las operaciones por parte de quien habría invocado falsamente la representación de la firma denunciada tuvo lugar en la sede de la empresa consignataria en esta ciudad, desde donde se solicitó el documento de tránsito electrónico al SENASA -organismo que registró la operación a esa empresa-, se hallaría la información relativa a los números telefónicos utilizados en la operación y se conservaría la guía de ganado con los datos consignados de origen y destino. Corresponde al magistrado nacional, que previno, continuar con el trámite de la presente causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    M., Sebastian s/ Denuncia


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6050, 2014, 1/CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunta asociación ilícita. Robo calificado. Investigación insuficiente. Falta de determinación de los hechos. Lugar de comisión. Justicia local.


    No se cuestiona que los hechos a investigar hubiesen acaecido en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, y que conforme al principio de territorialidad la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a la justicia local asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a los sucesos y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    Juzg. Nac. en lo Crimin. de Inst. N° 15 s/ Asociación ilícita y robo calif.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 16507, 2014, CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunta instigación al aborto. Justicia provincial.


    Toda vez que de la reseña efectuada en el auto de procesamiento se desprende que los dichos de la víctima, a los que cabe atenerse para discernir la competencia en tanto no se encuentren desvirtuados por otras constancias del expediente, indican que el imputado la habría conducido hasta Merlo para la realización de presuntas maniobras abortivas, compete al juez provincial asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S. C., V. A. s/ Aborto sin consentimiento de la mujer


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 27191, 2015, 1/CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presuntas lesiones. Lugar de comisión. Justicia local.


    Atento que según surge de las constancias del incidente el hecho motivo de contienda habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado local conocer en esta, sin perjuicio de la decisión que en definitiva pueda adoptarse en orden a su relevancia jurídica.


    N.N. s/ Lesiones graves. Damnificado: P., A.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 37333, 2014, 1/CS1, 24 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto abuso sexual. Justicia local.


    Más allá de la significación penal que en definitiva quepa asignar al hecho y, toda vez que de la denuncia efectuada por la defensoría de la zona de Palermo, órgano descentralizado del Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de esta ciudad, se desprende que éste habría ocurrido en la provincia, circunstancia no controvertida por el juez local, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    A., I. L. s/ Abuso sexual


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 33188, 2014, 1/CS2, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Privación ilegítima de la libertad. Robo. Distintas jurisdicciones. Lugar de comisión último delito. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. En este sentido, toda vez que la sustracción de las pertenencias del denunciante se consumó en territorio provincial, donde fue liberado, y donde se encuentra también la caja fuerte objeto del robo, corresponde a la justicia local conocer en el trámite de esta causa.


    N.N. s/ Robo con armas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 61961, 2014, 1/CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Violencia familiar. Amenazas. Abuso sexual. Lugar de comisión de los hechos. Provincia de Buenos Aires.


    En atención a que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa, corresponde al Juzgado de Lomas de Zamora, en cuya jurisdicción, se habrían producido los hechos denunciados y, además, se domiciliaría el imputado.


    M. C., I. s/ Abuso sexual – art. 191, 1 ° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 4346, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por la Materia


    Contienda negativa de competencia. Presunta violación de los deberes de funcionario público y uso indebido de fondos de procedencia local. Investigación incipiente. Necesidad de profundizar la pesquisa. Justicia local.


    En primer lugar, cabe recordar que el Tribunal tiene establecido que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. Estas circunstancias no se verifican en el caso, pues, más allá del incipiente estado de la investigación y de la significación penal que en definitiva quepa asignar al hecho, lo cierto es que los escuetos términos de la denuncia se dirigen a cuestionar la conducta del legislador fuera de su rol específico como tal, en tanto dejan ver, esencialmente, su posible intervención y la de funcionarios del municipio de Almirante Brown en el presunto manejo irregular o uso indebido de fondos de procedencia local, por lo que tampoco, en principio, habría perjuicio para el patrimonio de la Nación sino para las rentas provinciales.


    G., Rubén Darío s/ Usurpación de autoridad, violación de los deberes de funcionario público y malversación de caudales públicos


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, COMP 7766, 2014, 1/ CS1, 30 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de promoción o facilitación de la prostitución. Pesquisa incipiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional.


    Si bien el embrionario estado en que se encuentra la investigación y los escasos elementos remitidos no permiten individualizar los hechos de manera acabada y tampoco definir con certidumbre las hipótesis delictivas, las circunstancias plasmadas en el expediente sí dan cuenta de que en el domicilio indicado en la denuncia podrían estar desarrollándose actividades en infracción a la ley 12.331 o bien configurativas del delito de promoción y facilitación de la prostitución (artículo 125 bis del Código Penal), cuyo conocimiento excede el marco de la competencia penal transferida a la justicia local. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional, que primero conoció, aunque no haya sido parte en la contienda, el que deberá incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y sin perjuicio de cuanto de ello resulte.


    N.N. s/ Inf. Art. 125 bis, promoción o facilitación de la prostitución, ley 26.842, prostitución con fines de lucro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18277, 2015, 1/CS1, 22 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Arts. 9 y ss. del CPCCN. Se solicita remisión de expediente.


    Rojas, Otilia Nélida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Htal. Fernández) y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48991, 2010, CA1-CS1, 15 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Posible comisión del delito de trata de personas. Artículos 145 bis y ter del CP según ley 26.842. Situación de vulnerabilidad de menores de edad. Justicia federal.


    Las circunstancias del caso, que denotan un contexto de maltrato, delincuencia, mendicidad y abuso de una situación de vulnerabilidad, al que habrían sido sometidos menores de edad de escasos recursos, resultan novedosas en esta oportunidad y amplían aquellas brindadas a la prevención, que dieron base a la decisión de la Corte. Y pese a que aún no se tiene la versión completa de todas las víctimas en cámara Gesell, pues, por un lado, no se incorporó al incidente la entrevista bajo esa modalidad que se habría producido, por consejo de las especialistas del Programa de Rescate, según el dictamen de la fiscal federal y lo proveído por el juez, pueden tomarse en cuenta para concluir ahora en la necesidad de profundizar la investigación en pos de dilucidar la posible comisión del delito de trata de personas (artículos 145 bis y ter del Código Penal, según ley 26.842). Por lo tanto, y atento que la justicia federal oportunamente aceptó su competencia para investigar esa hipótesis, considerada incluso relevante por la alzada para confirmar las denegatorias de excarcelación de los imputados, en tanto sostuvo que conforme el dictamen de la fiscalía, se les atribuye "formar parte de una organización dedicada a atraer niños en situación de calle y obligarlos a cometer delitos para su provecho, mediante la intimidación con armas de fuego y el uso de la violencia física", sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior, corresponde a esa sede proseguir con la pesquisa de este hecho y el relacionado con la tenencia ilegal de armas de fuego.


    A., E. D. s/ Infracción art. 145 ter, tercer párrafo, apartado 3° (sustituido conf. ley 26.842)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 123, 2014, (50-C)CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Real naturaliza del delito. Amenazas coactivas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad, atento que de la denuncia se desprende que habrían sido orientadas a que dejara de habitar su departamento.


    T., I. A. s/ Lesiones agravadas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72578, 2014, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Fondo Federal Solidario. Régimen de reparto y derivación de fondos a municipios. Abuso de autoridad. Justicia local.


    El Tribunal de Cuentas de la Nación informó que las transferencias de la Nación al gobierno provincial se registran en el sistema contable único que tiene esa provincia en tanto estos fondos se incorporan a su presupuesto general como otra fuente financiera más. Por su parte, el Síndico General de la Nación comunicó que son las provincias las que implementan el régimen de control del destino de los recursos provenientes del Fondo Federal Solidario. Cabe recordar que el Tribunal tiene establecido que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3° de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura. En consecuencia, si los hechos se refieren a la disposición de los recursos por parte del gobierno local, resulta claro que los actos y decisiones relativos al desarrollo económico de esa provincia, en donde éste no actúa directamente como "agente natural del Gobierno Federal" (artículo 5° y 121 a 129 de la C.N.) son de carácter local, más allá de que luego resulten en infracción de normas provinciales o nacionales.


    A., José Jorge y otros s/ Abuso de autoridad


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 48892, 2013, 1/CS1, 08 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Presunto delito de abandono de persona u homicidio: definición de la subsunción típica del hecho. Justicia nacional.


    Se encuentra fuera de discusión, que a partir de la declinatoria primigenia, el Juzgado local, aceptó formalmente la competencia atribuida en orden al delito de abandono de persona continuándose con el trámite de la causa durante la investigación preparatoria, hasta el requerimiento de elevación a juicio. Sin embargo, asiste razón al tribunal de alzada local que, por mayoría, consideró que la hipótesis fáctica a investigar, debía subsumirse, en principio, en el delito de homicidio, por lo que, frente a ella, no resulta de aplicación al caso el criterio establecido por la Corte. El perito aseveró que resulta muy difícil suponer que una persona –aun hallándose bajo efectos tóxicos– pueda incorporarse en forma voluntaria dichos cuerpos extraños a las vías respiratorias, dado su complicado acceso anatómico. Frente a todo lo expuesto, y más allá de la precisa subsunción típica que, en definitiva, corresponda asignar a los hechos, corresponde al Juzgado Nacional, que posee la más amplia competencia continuar conociendo en estas actuaciones.


    C. A., Rubén y otros s/ Abandono de personas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3227, 2015, CS1, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delitos de usurpación, amenazas coactivas y robo. Distintos hechos en un mismo contexto común. Mejor servicio de justicia: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    Los distintos supuestos delictivos que son objeto de investigación en esta causa se presentan dentro de un contexto común que torna necesaria su investigación por un mismo tribunal, lo que resulta de mayor conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y economía procesal. Por lo tanto, toda vez que el juzgado nacional de instrucción que previno se reservó el conocimiento de la pesquisa en relación a los presuntos hechos de amenazas coactivas y sustracción, a él le corresponde, dada su más amplia competencia entender también en la usurpación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Coacción (art. 149 bis). Damnificado: Y., Lin Lih


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27398, 2015, 1/CS1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Pretendida acumulación por conexidad. Privación ilegítima de la libertad. Motivaciones particulares. Justicia ordinaria.


    Las reglas de conexidad en materia penal son de aplicación exclusiva para la distribución de competencia entre jueces nacionales. Por lo demás, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    C., Julio César s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 590, 2015, CS1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Tenencia ilegítima de arma. Ausencia de elementos para configurar el delito de acopio. Justicia provincial.


    Corresponde devolver las actuaciones a la justicia provincial pues, más allá del planteo de nulidad aún pendiente de resolución, no se aprecia que a partir de la cantidad y características de las armas incautadas se trate, en principio, del delito de acopio.


    T., Jorge Daniel s/ Infracción artículo 189 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 203, 2015, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia entre la justicia nacional y la justicia local. Amenzas coactivas reiteradas. Valor probatorio de la declaración de la denunciante. Irrelevancia del comportamiento de la víctima. Corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente - no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad, sin que el posterior comportamiento de la víctima constituya un parámetro a tener en cuenta a la hora de calificar el hecho.


    G., José Daniel s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2949, 2015, CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la causa CCC 69830/2014/1/CS1, "Díaz Horacio Justo y otro”. Justicia nacional.


    S., Leandro Ramón s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público. Damnificado: Magliocca, Anabella Agostina


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 2000, 2015, CS1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Transferencia de competencias al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. Delitos amenazas y abuso de armas. Inescindible unidad contextual. Artículo 189 bis: exceso del límite previsto en el art. 27, inc. 2°. Justicia provincial, que primero conoció.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados, y que, en relación con la presente causa, sólo podría conocer respecto de las amenazas simples y la portación de arma de uso civil. Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan esos hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su juzgamiento quede a cargo de un único tribunal. Ante la circunstancia de no haberse traspasado el abuso de armas y la resistencia a la autoridad a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento. Ahora bien, en atención a que el máximo de pena previsto para la infracción al artículo 189 bis, 2° párrafo del Código Penal, excede el límite previsto por el artículo 27, inciso 2°, del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde asignar la competencia de esta causa al Tribunal Oral en lo Criminal n° 18, que primero conoció.


    A., Héctor Edgardo y otro s/ Inf art. 189 bis y abuso de armas agravado o atenuado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44397, 2011, 6/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Actos discriminatorios a través de la red social Facebook. Ley 23.592. Competencia federal.


    La Corte tiene establecido que las infracciones previstas en la ley 23.592 son competencia del fuero federal, motivo por el cual corresponde conocer en la causa a la justicia de excepción de la sección donde ocurrieron los hechos, aunque no haya sido parte en la contienda.


    I., Arnoldo Leónidas s/ Infracción ley 23.592 (art. 3)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3280, 2015, CS1, 07 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas con armas. Remisión CSJ 4072/2015/CS1 “Gómez, Carlos Lucas”. Hechos en principio independientes: mismo conflicto de género. Justicia nacional.


    S., Sergio Andrés s/ Amenazas con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3635, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples o coactivas. Abuso de armas. Unidad contextual: investigación a cargo de un único tribunal. Competencia de juez nacional.


    Los conflictos de competencia en materia penal, deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse "prima facie" y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No resulta posible descartar aún la eventual consideración de encuadrar los términos amenazantes dirigidos a la denunciante en el tipo coactivo del segundo párrafo del artículo 149 bis del Código Penal, atento el contexto en que fueron proferidos. En virtud del marco de unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    P., Julian s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3606, 2015, CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Artículo 189 bis, inciso 1°, del Código Penal. Remisión a la Comp. 193 L. XLIV, "N.N. s/ Tenencia o acopio de material explosivo". Justicia federal.


    G., Claudio Ariel s/ Tenencia municiones de armas de guerra mod. Ley 25.886


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5689, 2014, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Secuestro extorsivo. Modalidad express. Justicia local.


    Tal como lo señala el tribunal declinante, no se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos que permitan justificar el conocimiento de la justicia federal. Por el contrario, de la investigación realizada no surge que hubiera selección específica, ni tareas de inteligencia previas, todo lo cual autoriza a presumir que se trató de un hecho delictivo bajo la modalidad conocida como secuestro exprés.


    N.N. s/ Secuestro extorsivo


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 3377, 2013, 1/CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Secuestro: modalidad express. Justicia local.


    No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro" (Fallos: 328:3963), tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos. Al contrario, de la descripción contenida en el requerimiento de elevación a juicio se desprende que las víctimas fueron interrogadas en el momento sobre su lugar de residencia, circunstancia indicativa de la ausencia de planificación, así como también que el imputado y sus cómplices habrían cometido otros delitos que no guardan vinculación directa con este en particular, ni por su naturaleza, ni por el modus operandi. La falta de elementos que indiquen la realización de tareas de inteligencia previas, sumado a la pronta liberación de las víctimas tras el pago inmediato de sumas de dinero, abona la estricta motivación particular de los hechos y autoriza a presumir que se trató de un supuesto delictivo bajo la modalidad conocida como secuestro exprés.


    G. T., Oscar Darío y otro s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 19723, 2014, TO1/3/CS1, 10 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Coacción. Remisión a CCC 6667/2015/1/CS1, “G., C. L.”. Justicia nacional.


    G., C. L. s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4072, 2015, CS1, 21 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Coacción. Remisión CSJ 4072/2015/CS1 “Gómez, Carlos Lucas”. Mismo conflicto de género. Investigación a cargo de un único tribunal: evitar revictimización. Justicia nacional.


    A., Diego Daniel s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51110, 2014, 1/CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cuestiones electorales: posible delito de acción pública. Cargos electivos de índole local. Justicia provincial. Inexistencia de afectación de interés nacional.


    Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. En ese sentido, asiste razón al juez federal en tanto que, las cuestiones ventiladas en la causa no atañen al estorbo o falseamiento de elecciones nacionales sino, contrariamente, a la figuración, supuestamente indebida, de cargos electivos de índole local que, por imperio del criterio establecido, corresponden a la esfera de la justicia provincial en tanto que los candidatos de las listas impugnadas, como en este caso, se oficializan ante la Junta Electoral Provincial.


    J., Edith Marcela s/ Denuncia posible delito acción pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5961, 2014, CS1, 28 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenaza simple. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias. Justicia local.


    Atento los términos en que quedó planteada la cuestión y que, según la presentación de la Oficina de Asistencia Integral a la Víctima del Delito -que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente- no puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que aquella hiciera algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" no excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple.


    H., Alberto Esteban s/ Coacción (art. 149 bis) Denunciante: Fiscalía Oral Criminal n° 16


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54645, 2013, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas y abuso sexual. Mismo contexto de delito de abuso. Integridad e interés de la niña y mejor servicio de justicia. Justicia nacional.


    Con independencia de la hipótesis delictiva planteada por el declinante, las constancias agregadas al legajo no permiten descartar, por el momento, que las intromisiones detectadas por sus familiares en el teléfono de la víctima, así como el hecho de índole sexual que ésta relató al reaparecer en su casa, formen parte del mismo contexto de delito de abuso que también se investiga en el fuero de instrucción. Por lo tanto, a fin de preservar la integridad e interés de la menor y ofrecer un mejor servicio de administración de justicia, en el que se pueda disponer de las medidas necesarias y adecuadas para su resguardo psicológico, y evitar la posibilidad de dos o más procesos simultáneos en distintas sedes, con la reedición de una misma situación traumática, corresponde a la justicia nacional, que previno y tiene competencia más amplia, proseguir con el trámite de esta causa, previa aplicación de las reglas de conexidad del artículo 42 del Código Procesal Penal de la Nación y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Extorsión. Denunciante: G., Jorge Alberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29697, 2014, 1/CS1, 07 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, pudiendo incluso presentarse, en virtud de los hechos acaecidos, la figura del artículo 119 del Código Penal.


    P., Miguel Ángel s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3120, 2015, CS1, 14 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas simples. Transferencia Progresiva de Competencias. Justicia local.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Asiste razón al magistrado nacional, por cuanto, más allá de la denuncia, de su ratificación y ampliación, no se desprende que las amenazas denunciadas tuvieran como objeto obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad, sino sólo a alarmarlo y amedrentarlo. Por ello, y teniendo en cuenta que el delito de amenazas simples ha sido incluido entre aquellos mencionados en el Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia en lo penal, contravencional y de faltas la que entienda en esta causa.


    S. Cesar s/ Coacción Dam: Duran Diaz Claudio


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 231, 2015, 1/CS1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Remisión CSJ 4072/2015/CS1 “Gómez, Carlos Lucas”. Hechos en principio independientes: mismo conflicto de género. Justicia nacional.


    M. F., Fredy s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3321, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones graves. Supuesta omisión de funcionarios nacionales: control de medidas de seguridad del lugar en el que se produjo el accidente. Ausencia de afectación de intereses federales. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. De acuerdo con ese principio y más allá de la relevancia penal de los hechos, toda vez que de las constancias incorporadas al legajo no surge una afectación directa a intereses federales ni, por el momento, resulta imputado algún funcionario de ese carácter, corresponde continuar con esta investigación a la justicia local.


    N.N. s/ Lesiones graves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 475, 2015, CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones leves en riña. Necesidad de profundizar la investigación. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte aquella según la cual los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Según surge de las manifestaciones de los denunciantes, que no se encuentran controvertidas en la causa, dos de los agresores fueron debidamente identificados por sus nombres y solamente una persona resultó lesionada, siendo advertida dicha lesión por personal policial. Por lo demás, más allá de las dificultades probatorias que, eventualmente, pudieran existir acerca del modo en que se desarrolló el episodio, no por esa sola circunstancia pueden descartarse imputaciones concretas a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal. Por todo lo expuesto, corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de las presentes actuaciones, la que además deberá profundizar la investigación con respecto a la sustracción de un teléfono celular.


    P. E., Enrique s/ Lesiones leves en riña


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3244, 2014, CS1, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Remisión a la competencia n° 318, L. XLVIII “Corona, Alberto Rubén”. Justicia nacional.


    N.N. s/ Robo damnificado Mileto Fabián Marcelo


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13710, 2015, 1/CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito presuntamente cometido por funcionarios públicos. Justicia federal.


    En cuanto al fondo de la cuestión, en la causa que quedó trabada esta contienda, se investiga un delito presuntamente cometido por funcionarios públicos en ejercicio de funciones federales, por lo que existe una relación inequívoca entre el hecho denunciado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de esas funciones.


    P., Daniel Federico s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4067, 2015, CS1, 23 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de abuso sexual y exhibiciones obscenas. Mejor administración de justicia. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, que tendría a una menor por víctima, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y de su mayor resguardo, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    N.N. s/ Exhibiciones obscenas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4011, 2015, CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de coacción. Concepto de "dato informático de acceso restringido". Artículos 153 y 153 bis del Código Penal. Mismo conflicto de género. Remisión a CSJ 4072/2015/CS 1 “Gómez, Carlos Lucas”. Justicia federal.


    En atención a que de los dichos de la víctima -que resultan verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa- surge que se habría violado su cuenta de la red social, la cual constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    M., Ariel Leonardo s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2827, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa y uso de documento nacional falsificado: conducta única. Justicia federal.


    Cuando se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Desde esa perspectiva, y habida cuenta que según destaca el fiscal federal, surge la presunción de falsedad del documento que habría sido utilizado por quien se presentó a cobrar el giro, corresponde a la justicia federal conocer en estas actuaciones.


    Á., Vanesa s/ Uso de documento adulterado


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4841, 2014, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa y uso de documento nacional falsificado: conducta única. Justicia federal.


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte, según el cual, cuando el fraude se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, conviene recordar que, si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación, y que la circunstancia de que se hubiera utilizado una fotocopia de un DNI adulterado para cometer la estafa, habilita de igual modo al fuero de excepción.


    S. S., Ricardo Esteban s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3078, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de falsificación de documento público y estafa. Conducta única e inescindible: Justicia federal. Título apócrifo expedido por universidad privada: justicia local.


    En primer lugar, con relación a la presunta estafa que se habría cometido mediante la confección y presentación de un informe técnico adulterado ante el Registro de la Propiedad Automotor de Lomas de Zamora, resulta aplicable la doctrina de la Corte, que sostiene que cuando ese delito se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Asimismo, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte corresponde entender en el caso a la justicia de excepción, en atención a que la documentación falsa fue presentada ante un organismo nacional, y con ello se entorpeció el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación. Por otra parte, en lo atinente al título universitario expedido por una universidad privada, apócrifo, cuya copia habría sido presentada en C.I.P.B.A. donde se obtuvo irregularmente la credencial de ingeniero, no se advierte ninguna circunstancia que habilite la intervención de ese fuero, que es de naturaleza excepcional y restringida, en la medida en que ese documento solo cuenta con la certificación de un escribano público, y no se observa la autenticación por parte de la autoridad nacional competente, tal como lo establece el artículo 21 del Decreto Nacional Reglamentario 576/96, de la Ley 24521, de Educación Superior.


    C., Hernán y otros s/ Falsif. docts. Públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3081, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones agravadas y amenazas: elementos previstos en el tipo objetivo. Justicia nacional.


    Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que el funcionario policial, al momento de recibir la denuncia, dejó expresamente asentado que dicha lesión era visible a la instrucción, y que fue voluntad de la damnificada instar la acción penal a su respecto, no debe rechazarse sin más esa imputación, más allá de la ausencia de examen médico. Asimismo, de acuerdo a lo que se desprende de las declaraciones de la víctima obrantes en la causa que, por el momento, no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa y teniendo en cuenta el contexto en que tuvieron lugar las expresiones por ella referidas, no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigido a doblegar su voluntad para que no abandonara la vivienda. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, también desde este punto de vista debe ser la justicia nacional la que conozca en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Claudio Daniel s/ Lesiones agravadas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18088, 2015, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones leves y daños. Mejor administración de justicia: pesquisa a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos denunciados, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que todos los supuestos presuntamente delictivos sean investigados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento, y que además previno, sin perjuicio de la decisión que su titular entienda que, en su caso, corresponda adoptar en orden al artículo 72 del Código Penal.


    G., Marcelo s/ Lesiones leves art 89 y daños damnificado V., Francisco Humberto


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31947, 2014, 1CS1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Distintos hechos en un mismo contexto de conflicto familiar. Interés de los menores: evitar reeditar una misma situación traumática. Mejor servicio de justicia: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    Las constancias remitidas permiten situar a los hechos en el marco de un conflicto de violencia doméstica de larga data, donde los niños y adolescentes del núcleo familiar se encontrarían en permanente situación de riesgo, expuestos a problemáticas delictivas y abuso de sustancias estupefacientes, según se desprende de las propias declaraciones del denunciante, de testimonios de otros familiares y demás antecedentes agregados al legajo. Bajo ese contexto entonces, y más allá de cuanto se determine en torno a su significación penal y de la contundencia probatoria del caso, su investigación debe concentrarse ante un solo magistrado, a quien no solamente corresponde velar por la integridad e interés de los menores, que pueda disponer de las medidas necesarias y adecuadas para su resguardo físico y psicológico, sino también evitar la posibilidad de dos o más procesos judiciales simultáneos en distintas sedes, en las que se pueda reeditar una misma situación traumática.


    F., Walter Yamil s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3002, 2015, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento. Incautación de arma de fuego. Imposibilidad de individualizar a los autores. Justicia federal.


    Toda vez que el juez federal no cuestionó su competencia y atento la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, última parte del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación del arma motivo de esta contienda, corresponde asignar el conocimiento de la totalidad de la causa al fuero de excepción.


    N., Carlos José s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4131, 2014, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa mediante falsificación o uso de documentos que inducen a error. Concurso ideal. Justicia federal.


    No puede pasarse por alto que, según se desprende de las actuaciones, para llevar a cabo las maniobras engañosas ante la concesionaria, y a fin de obtener fraudulentamente el crédito prendario, se habría utilizado un documento nacional de identidad falso o ajeno, o al menos fotocopia de éste. Al respecto, cabe recordar que la Corte tiene establecido que atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal. Además, también es doctrina de la Corte que cuando una estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Por aplicación de tales principios, y toda vez que consta en el expediente la utilización en los hechos de una fotocopia de un documento nacional de identidad, que exteriorizaría diferencias respecto del real, corresponde declarar la competencia del tribunal federal, en cuyo ámbito territorial inclusive tuvieron lugar los acontecimientos que motivan el conflicto, pues en esta ciudad se encuentra ubicada la concesionaria en la que se llevaron a cabo las maniobras y se presentó la documentación falsa para la obtención del crédito prendario, otorgado por una sucursal bancaria que también se domicilia en esta Capital.


    E., Juan s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5188, 2014, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa procesal, atentado a la autoridad, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso. Ausencia de afectación de carácter nacional. Justicia provincial.


    Más allá de la significación penal que se determine en definitiva en relación a los hechos denunciados, lo cierto es que, tal como lo sostiene la justicia federal, responderían a un conflicto particular entre ambas asociaciones evangélicas respecto del bien que hoy ocupa la iglesia en cuestión como sede del templo central. De ello daría cuenta, entre los antecedentes que figuran en el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, la presentación efectuada por el presidente de esa entidad, en cuanto a que la presunta actuación espuria en el juicio de escrituración local "pone en evidencia que la institución religiosa en cuestión... tiene como único fin apropiarse en forma ilegítima del inmueble que nuestra institución posee desde el año 1999, cuya cesión de derechos obra en nuestro poder y en el expediente que consta ante ese organismo". En consecuencia, y toda vez que de momento no se vislumbra afectación alguna al Registro Nacional de Cultos -que ya tomó ciertas medidas para dilucidar y dar solución a la supuesta anomalía denunciada en relación a la ex filial n° 81 y al inmueble en cuestión- u otra hipótesis que surta la competencia del fuero federal, cuya intervención en las provincias es de naturaleza excepcional, corresponde a la justicia de garantías asumir el conocimiento de la causa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público, falsificación de documentos públicos y uso de documento adulterado o falso (art. 296)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 59983, 2014, 1/CS1, 10 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa y falsificación de documento nacional de identidad. Fotocopias. Lugar de comisión. Justicia federal.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso -delitos no escindibles en el caso de la estafa-, a lo que se agrega que la utilización de fotocopias de aquel instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción. Corresponde declarar la competencia del juez federal del lugar donde habría sido presentada o recibida la documentación apócrifa en las sedes de la Cooperativa y la ANSES, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3477, 2015, CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Evasión de tributos y blanqueo de capitales. Delitos comunes contra la administración pública local. Supuesta conexión con delitos investigados en fuero federal. Justicia provincial.


    Tal como surge de las constancias del legajo, la intervención de las comunicaciones telefónicas ordenadas por la justicia federal para profundizar la investigación de delitos de su competencia, permitió obtener de manera incidental ciertos indicios de que los hombres de negocios imputados eran además allegados de funcionarios del gobierno municipal y mantenían con ellos profusas relaciones de contenido económico claramente sustraídas al control ciudadano y orientadas a la utilización del Estado para beneficio personal. Si bien la investigación no ha alcanzado el nivel necesario para realizar afirmaciones concluyentes sobre los detalles de esta práctica y, en especial, si los variados comportamientos que la constituyen encuadran en alguna forma típica de ilicitud penal, lo cierto es que ha quedado claro que se trata de un caso que no suscitaría de ningún modo la competencia del fuero de excepción, ni en razón de las personas -pues se encuentra bien determinado que el objeto de la investigación se origina en las relaciones entre particulares y funcionarios públicos locales- ni tampoco por su materia, ya que en cualquier hipótesis se trataría de delitos comunes contra la administración pública local. Esto es así incluso cuando entre estos hechos exista alguna clase de conexión con los delitos que se investigan en el fuero federal, como por lo demás ha sido reconocido por el juez provincial en la resolución por la que rechaza la atribución de competencia.


    P., Horacio y otros


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, Comp 7313, 2014, 3/CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento prop. automotor: no forma parte del Convenio 14/2004. Justica nacional.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a este último fuero la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, la presunta falsificación no forma parte de dicho convenio.


    N.N. s/ Falsificación de documento prop. Automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4252, 2014, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos y estafa: concurso ideal. Sustitución de dominio: excepción a la competencia local a favor de la competencia federal.


    Habida cuenta que los documentos públicos del automotor en cuya adulteración entiende, fueron los utilizados en la compraventa fraudulenta resulta aplicable el criterio fijado por la Corte que establece que al producirse la estafa mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. En consecuencia, resulta competente para conocer del delito de estafa mediante el uso de documentos falsos, al tribunal nacional que conoce de la adulteración de esos instrumentos. Por otra parte, en cuanto a la sustitución de la chapa patente del automóvil, aun cuando tiene establecido el Tribunal que la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, se aprecia en el caso una estrecha vinculación entre los datos del dominio que presentaba colocado el bien y aquellos que surgen de la documentación vehicular cuya falsedad investiga el juez nacional lo que, sumado a las demás circunstancias por aplicación del criterio establecido por la Corte determina la conveniencia desde el punto de vista de una mejor y más expedita administración de justicia que el fuero nacional entienda también al respecto. Por lo tanto, corresponde declarar la competencia material del Juzgado Federal local.


    G., Ariel Gustavo s/ Falsificación documentación automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3649, 2015, CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de instrumento público: sobreseimiento. Número de chasis y motor adulterados: jurisdicción local. Corresponde a la justicia provincial.


    Al haber quedado firme el sobreseimiento con respecto a la falsificación del instrumento público de origen nacional, los restantes hechos deben ser investigados por la justicia provincial, atento a su indisputable carácter de delitos sometidos a la jurisdicción local. En consecuencia, corresponde al Juzgado de Instrucción de General Roca proseguir el trámite de la presente causa.


    L., Carlos s/ Falsificación de documento público


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1222, 2014, CS1, 02 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación y presunta utilización de Documento Nacional de Identidad para cometer estafa. Justicia federal.


    Toda vez que aún no podría descartarse, la posible utilización de una fotocopia del DNI original de la denunciante, adulterada, para facilitar la consecución de la maniobra ardidosa, en la que también se falsificó su rúbrica en documentos privados, y en la medida que tales conductas habrían configurado un delito de naturaleza federal, corresponde asignar competencia a la justicia de excepción para conocer en estas actuaciones.


    B., Jorge Luís s/ falsif. docts. destinados a acreditar la ident.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2907, 2015, CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsifición de cheques. Remisión a Fallos 319:1157.


    P., Natalia Paola s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3375, 2015, CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta contravencional. Hostigamiento. Justicia nacional.


    Se encuentra satisfecha la doctrina del Tribunal, en cuanto ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, en razón de la preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. En tales condiciones, la cámara nacional debió haber procedido a revocar el auto de procesamiento dictado por el juez inferior, pero no declinar directamente la competencia, pues las cuestiones de esta índole están reservadas para resolver conflictos atinentes al juzgamiento de hechos de naturaleza delictiva. Ello, sin perjuicio de disponer la remisión de testimonios al juzgado en lo penal, contravencional y de faltas para que tomara intervención respecto de la figura prevista por el artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuyo análisis se encuentra exclusivamente reservado a la jurisdicción local. Por todo lo expuesto, y atento que además la Corte no está llamada a resolver respecto del fondo de la cuestión, deben devolverse las presentes actuaciones a la justicia nacional, a sus efectos.


    B., Brian Cristian s/ Extorsión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 789, 2013, (49-C)/CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Habeas corpus. Mayores de 70 años detenidos en unidades carcelarias por delitos de lesa humanidad. Arts. 23 y 30 bis del CPP. Competencia exclusiva: Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional.


    La presente acción de habeas corpus tramitó y fue resuelta mediante pronunciamientos de fondo de tribunales nacionales del fuero ordinario de la Capital Federal, cuya revisión, según los artículos 23 y 30 bis del Código Procesal Penal, corresponde únicamente a la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional. No se advierte ninguna razón para apartarse de esa regla en el caso, pues además de atenderse de este modo a las normas en vigor, también se toma en cuenta las características de celeridad e informalidad del procedimiento ya mentadas en el incidente, que imponen evitar el énfasis excesivo en cuestiones formales que no parecen ser determinantes de una solución diversa, ya que el lugar de detención de cada uno de los afectados es indiferente al aspecto colectivo en que se fundamenta la demanda, y en lo que refiere a la materia, la solución que se propone no equivale a denegar el fuero federal, atento el carácter nacional de los jueces de la Capital.


    C., Guillermo Gustavo y otros s/ Habeas corpus


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 7614, 2015, CNC1-CA1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: razones de economía procesal y mejor administración de justicia. Asociación ilícita. Precedente "Ramaro". Justicia federal.


    Convergen en el presente una serie de particularidades que indican la conveniencia de que el proceso continúe tramitando ante la justicia federal, pues al margen de la labor investigativa llevada adelante por el fiscal desde su inicio, la profusa descripción de los hechos en el requerimiento de elevación a juicio permite advertir el despliegue logístico y de recursos con que contaban los imputados, con múltiples automotores -robados inclusive en la misma época-, comunicaciones que captaban la frecuencia policial, armas de fuego de variado calibre y diversos teléfonos, solo por poner algunos ejemplos. En otro orden, cabe señalar que aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, circunstancia que se verifica en este caso, donde toda la investigación fue realizada bajo la dirección de la justicia federal, se clausuró la instrucción y se dispuso la elevación a juicio, hallándose ya la causa en condiciones de celebrarse el debate oral. Esa solución, aparece más adecuada al caso pues, no puede perderse vista que cuando se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5 de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal y en el presente esa solución es la que favorece una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia.


    B., Jonathan Adrián y otros s/ Inf. arts. 80 inc.8, 142 bis, 166 inc. 2°,168, 170, 189 bis, 210, 239 y 277 del C.P.


    FSM-Justicia Federal de San Martín, Comp 51005116, 2013, TO1/14/CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de deberes de funcionario público y daño. Incineración de registros policiales. Ausencia de intereses nacionales. Justica provincial.


    Dado que la posibilidad de afectación a intereses nacionales, en este caso representados por el adecuado servicio de la justicia federal, ha sido desestimada por el tribunal federal al afirmar que la documentación destruida no resulta de interés para ninguna de las causas que tramitan ante sí, no cabe sino estar a esa opinión, toda vez que procede del órgano que conoce en profundidad la cuestión que se debate, y además no consta en el legajo evidencia alguna con entidad para controvertirla.


    V., Néstor y otro s/ Incumplimiento de deberes de funcionario público y daño


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4500, 2015, CS1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Corresponde a la justicia federal.


    El conflicto suscitado deberá decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto.


    N.N. s/ Infracción ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 1495, 2014, 1/CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Ley 26.485. Delito de lesiones leves. Violencia contra la Mujer. Precedente "Gómez, Carlos", CCC 6667/2015/1/CS1. Programa Especial de Atención a Víctimas de Violencia de Género. Justicia nacional, que previno.


    El Estado argentino ha asumido el compromiso internacional de adoptar medidas que aseguren la prevención, investigación, sanción y reparación de los actos de violencia contra las mujeres (artículo 7, inciso b, de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer) y el derecho internacional de los derechos humanos ha establecido directrices con relación a la eficacia que deben procurar las autoridades judiciales en las investigaciones de esos hechos. Ese compromiso es receptado en la ley 26.485, que consagra, entre otros, el acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia (artículo 2, inciso f) y su derecho a obtener una respuesta oportuna y efectiva (artículo 16, inciso b). En función de lo expuesto, corresponde al juez nacional, que previno y al que acudió la autoridad penitenciaria nacional bajo cuya custodia está la víctima, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. No obstante y con el permiso del Tribunal, resulta conveniente recordar al señor Fiscal Federal la instrucción impartida mediante Resolución P.G.N. 95/98, para que, si no lo hizo aún, se promueva, en su caso, la intervención de la Dirección de Orientación, Acompañamiento y Protección a Víctimas, de este Ministerio Público, que cuenta con el Programa Especial de Atención a Víctimas de Violencia de Género, de acuerdo a las previsiones de la Resolución P.G.N. 1105/14.


    N.N. s/ Lesiones leves (art. 89)


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 5214, 2014, 1/CS1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Presunto delito de robo y daños. Necesidad de ampliar la investigación. Justicia nacional, que previno.


    Tal como se encuentra planteado el caso, no resulta posible establecer su naturaleza ni el alcance que habría tenido, por lo que la calificación propuesta en autos por la justicia nacional, en esta etapa de la investigación carece del debido sustento. Aún no podría descartarse el robo, que de haberse configurado, absorbe al daño causado, pues tal como lo sostiene la propia juez nacional, todavía no se realizaron las medidas de prueba propuestas por el fiscal, tendientes a comprobar el presunto estado de inconsciencia del imputado al tiempo de ocurrencia del suceso, que permitiera descartar que su descargo haya sido una mera versión exculpatoria vertida a partir de circunstancias que no se encuentran debidamente corroboradas por otros elementos de juicio. Corresponde al juzgado nacional, que previno, y que, en definitiva tiene la competencia más amplia, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    O., Manuel s/ Robo y daños


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 21428, 2014, 1/CS1, 11 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Real naturaleza de del delito. Unidad contextual de los hechos. Justicia nacional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Más allá de lo que, en definitiva pueda establecerse a través del devenir de la pesquisa, a partir de la incorporación de elementos de juicio que permitan, al menos inferir que las lesiones padecidas por el denunciante hayan sucedido en riña, lo cierto es que, cuando además se investiga la sustracción de un biciclo, ello integra con el resto de los hechos una unidad contextual que amerita su pesquisa por parte del fuero nacional que es, en definitiva, el que posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., Matías Clemente s/ Denuncia por lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 6036, 2014, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 22.421. Comercialización ilegal de especies exóticas. Lugar de su comisión. Justicia local.


    Es doctrina de la Corte que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    Incidente n° 1 - N.N: N.N. s/ Incidente de competencia


    FSM-Justicia Federal de San Martín, Comp 54272, 2014, 1/CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737 y 26.052. Determinación de la finalidad de la tenencia de estupefacientes. Competencia federal.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, y habida cuenta que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos no surge cuál era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en ella.


    O., Lucas Damián s/ Inf. Ley 23.737


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 3954, 2015, 7/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de condiciones para que la Corte pueda ejercer las facultades del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Corresponde que con carácter previo a determinar la competencia se resuelvan las impugnaciones, máxime cuando el pronunciamiento que se dicte -eventualmente- podría incidir en la solución de la cuestión planteada en estos actuados. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde devolver las presentes actuaciones al tribunal de casación provincial, sin perjuicio de que una vez resueltos los recursos pendientes, si así fuera el caso, provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    S/ Hurto - Denunciante: P. S.A.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 5985, 2014, CS1, 06 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Pesquisa incipiente. Presuntas lesiones leves. Justicia nacional, que previno.


    Surge del acta de la prevención que, tras una discusión, la víctima sólo habría recibido agresiones sucesivas por parte de dos personas, debidamente identificadas por sus nombres, frente a las que, solamente, habría atinado a defenderse para evitar que continuara la golpiza, sin que se advierta, además -pese al estado embrionario en que se encuentra la pesquisa- que sus padecimientos físicos hayan sido el fruto de un acometimiento tumultuario, súbito, confuso, imprevisto, rápido y desordenado -requisito exigido por el tipo objetivo de la figura en que se apoya la declinatoria- sino que, por el contrario, pese a las dificultades probatorias que pudieran existir, no pueden descartarse imputaciones concretas a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal.


    A. C. G. y otros s/ Lesiones leves damnificado: A. C. G. y otros


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 6755, 2015, 1/ CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Planteamiento defectuoso: razones de economía procesal. Delitos de lesiones y amenazas coactivas. Hechos independientes: mismo contexto delictivo. Único tribunal. Justicia nacional.


    Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, en tanto habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de relación, su conocimiento debe quedar a cargo de un único tribunal. Por ello, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional.


    R., Carolina y otro s/ Amenazas. Dam: V., Marcela Fabiana


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40208, 2014, 1/CS1, 11 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Portación ilegítima de arma de uso civil y supresión de su numeración: corresponde la unificación bajo un mismo juez. Corresponde a la justicia federal.


    Atento que ambos magistrados coinciden en la calificación del delito motivo de contienda y que la supresión de la numeración del arma de fuego, cuyo encubrimiento se atribuye al imputado, surte la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juez de ese fuero, el que además deberá conocer sobre la portación ilegítima del arma de uso civil por encontrarse relacionada al mismo objeto, de acuerdo con el criterio de Fallos: 329:1324.


    R., Sergio Osvaldo s/ Falsficac. alterac. o supresión de número registro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4267, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posibles amenazas coactivas. Mejor administración de justicia: pesquisa a cargo de un único tribunal. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Asiste razón al juez local, toda vez que, de acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, no puede descartarse la configuración de una amenaza coactiva, tal como el mismo magistrado nacional lo consideró al momento de dictar el auto de procesamiento.


    V. J. C. s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51269, 2012, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Precedente N° 504, L. XLIV, "Franco, Eduardo Alberto. Supuestas amenazas coactivas. Faltas y contravenciones. Justicia local, que previno.


    Descartado por la justicia nacional que los hechos constituyeran una conducta penal típica y remitidos los testimonios al juzgado local para que se analizara la posible configuración de una contravención, resulta satisfecha la doctrina del Tribunal en cuanto ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitiva, en razón de la preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    B., Gabriel Leonardo s/ Coacción


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 40230, 2013, 1/ CS3, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presencia en la vía pública de menores de edad separados de sus padres. Antecedente: desalojo de un predio. Corresponde a la justicia nacional.


    La problemática de que trata este conflicto presenta aspectos que bien pueden dar lugar a la intervención de la justicia nacional en lo Civil de la Capital o al poder judicial de la ciudad y demás instituciones auxiliares de la justicia local. La presencia en la vía pública de menores de edad separados de sus padres o sin el cuidado de un adulto responsable suscita la competencia del fuero de familia, pero también es el tipo de situación que justifica la intervención de la Asesoría General Tutelar de la ciudad ante los tribunales locales, en especial cuando el conflicto deriva de alguna manera de las medidas adoptadas por los últimos, como acontece en este caso. De tal manera, al quedar en cualquier caso, salvaguardada la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, para la resolución de este conflicto no corresponde sujetarse en demasía a consideraciones de fondo, sino privilegiar, dentro del margen de apreciación que la ley admite, la solución que asegure una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia. En este sentido, corresponde al juzgado nacional que previno en la contienda determinar, como parte de las averiguaciones mínimas indispensables que deben preceder a una declaración de incompetencia, si su objeto está referido a una situación subsistente y, en su caso, tomar las medidas urgentes que considere necesarias para asegurar los derechos de los niños que aparezcan afectados.


    Barrio Papa Francisco s/ Medidas precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Comp 57565, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta violación de faja de clausura colocada por magistrado federal en el marco de una causa por infracción a la ley 26.364: corresponde a la justicia federal.


    La faja de clausura objeto de esta contienda fue colocada, no como pena o medida precautoria derivada de una contravención o irregularidad administrativa, sino con el objeto de preservar la inviolabilidad de un inmueble, al que se le había asignado custodia policial a raíz de una investigación por presunta infracción a la ley 26.364 -en el sentido establecido por el artículo 254 del Código Penal- a tal punto que, inmediatamente, el magistrado federal interviniente dispuso su reposición. Por ende, atento que el hecho materia de pesquisa podría haber afectado el normal funcionamiento de la administración de justicia, en este caso, de un juzgado nacional en lo criminal y correccional federal, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte, corresponde declarar la competencia del fuero de excepción para continuar conociendo en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    L. R,Martín s/ Violación de sellos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4341, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntas amenazas coactivas y lesiones: conjunto de hechos de violencia familiar. Trámite a cargo de un único tribunal. Mejor servicio de administración de justicia. Justicia nacional.


    Toda vez que las amenazas que aquí se investigan, formarían parte de un conjunto de hechos de violencia familiar sufrida por la víctima, resulta conveniente que, a fin de brindar un mejor servicio de administración de justicia y de favorecer la eficacia de la investigación, sea un único tribunal el que conozca en la totalidad de esta causa. En atención a que, de momento, de acuerdo con los términos empleados no puede eliminarse la posibilidad de que las amenazas hayan estado dirigidas a compeler a la víctima para que hiciera algo contra su voluntad, corresponde asignar la competencia al juzgado nacional cuya competencia resulta más amplia, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., C. A. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5694, 2014, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntas amenazas coactivas. Razones de economía procesal. Justicia nacional.


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, como las que se practicaron en sede nacional, implica asumir la competencia. Respecto del fondo de la cuestión, y atento las constancias del incidente, no puede eliminarse la posibilidad de que las amenazas hayan sido coactivas y que por lo tanto el caso pueda encuadrar en el artículo 149 bis o bien, en el artículo 237, ambos del Código Penal.


    F., Martin s/ amenaza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1680, 2014, CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito cometido por un funcionario consular. Falta de pruebas. Justicia provincial que previno.


    Cuando no se realizaron las diligencias tendientes a recabar los elementos de juicio que permitan cuanto menos, corroborar mínimamente los términos de la denuncia, resulta prudente extremar los recaudos necesarios hasta incorporar las probanzas que, eventualmente, permitieran comprobar el delito denunciado, y una vez dilucidado su verdadero alcance, establecer si con ello se habrían afectado las actividades propias de la legación diplomática lo que podría tener incidencia para determinar la competencia material. Sobre la base de esas consideraciones, el juzgado provincial que previno, debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia críminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    V., Analía s/ Falsificación de marca


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 187, 2015, CS1, 27 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    Más allá de la calificación penal que en definitiva quepa asignarle a los hechos denunciados, toda vez que de los dichos de Oliva -no controvertidos por otros elementos de la causa- no puede descartase por el momento, que las frases amenazantes atribuidas a Pressiani, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad, corresponde al juzgado nacional, de competencia más amplia conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    P., M. R. s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4193, 2015, CS1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de lesiones graves. Pesquisa incipiente. Justicia nacional.


    Asiste razón al juez local en tanto que, pese al estado embrionario en que se encuentra la pesquisa, no surgen del legajo elementos de convicción que permitan al menos inferir la tipificación de la figura prevista y reprimida por el artículo 95 del Código Penal. En cuanto al grado de las lesiones padecidas por el damnificado, se desprende de las actuaciones recibidas en esta Procuración General, en particular del informe médico legal anejado a ellas, que la cicatriz que se observa en el rostro, reviste el carácter de deformación permanente por lo que, aquellas deben subsumirse en el artículo 90 del Código Penal. Como corolario final, más allá de las dificultades probatorias que eventualmente pudieran existir acerca del modo en que se desarrolló el episodio, no por esa sola circunstancia puede, sin más, desecharse dicha imputación inicial y, en su caso, las que pudieran surgir a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal.


    N.N. s/ Lesiones graves dte. S. Á. Fernando y otro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1891, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de privación ilegal de la libertad. Justicia provincial.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual no es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    A., Claudio D. s/ Privación ilegal de la libertad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2987, 2015, CS1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de uso de instrumento público falsificado. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Corresponde a la justicia federal, que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Augusto Ángel s/ Uso de documento adulterado o falso


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 6956, 2014, 1/CA1 -CS1, 02 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos de estafa, falsificación de documentos y encubrimiento. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Justicia provincial, que previno.


    No se realizaron las medidas necesarias tendientes a constatar la identidad del supuesto vendedor de la camioneta, lo que resulta imprescindible para abrir juicio acerca de la verosimilitud de sus dichos en cuanto a que habría sido víctima de estafa, y además, permitiría precisar los pormenores que rodearon los hechos, sobre todo si se tiene en cuenta el escaso lapso que medió entre la sustracción de la camioneta en una localidad y su adquisición posterior en otra ciudad. Por ello, el cumplimiento de tal requisito aparece especialmente exigible en el caso, si se repara en que, quien se presenta como víctima no ha podido brindar ninguna referencia cierta acerca del vendedor más allá de su nombre de pila y su número de teléfono celular. En este sentido, también cabe señalar, que este último extremo, tampoco ha sido suficientemente dilucidado en autos, y debería profundizarse a partir de lo informado por la compañía de teléfonos celulares. A ello se suma que salvo en lo que respecta al formulario de transferencia de dominio, que se comprobó que había sido falsificado en la firma del titular del bien, sobre la restante documentación de carácter nacional, que podría incidir en la competencia material, aún no se han practicado las medidas necesarias para determinar su autenticidad, y en su caso, bajo qué circunstancias se la habría obtenido, para lo cual podría resultar de utilidad contar con las constancias del legajo registral del automotor que aún no se han incorporado.


    N., Cristian Gabriel s/ Falsif. docts. públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 1902, 2015, CS1, 03 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal libertad. Presunto delito de abandono de persona. Investigación insuficiente. Justicia nacional.


    La calificación legal ensayada por el juez nacional en su resolución carece, por ahora, de sustento, en tanto se aprecia que en esta causa si bien se investiga un posible abandono, éste podría eventualmente, relacionarse concursalmente con otras figuras no traspasadas al ámbito local, sin que quepa descartar, además de la hipotética privación de la libertad individual, los presuntos delitos contra la vida y la propiedad que se desprenden del relato de la denunciante que, sin perjuicio de las conclusiones médicas, y de la oportuna valoración que de ellas pudiera efectuarse, no se verifica a su respecto la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58.


    C., Carlos s/ Privación ilegal libertad per (art. 142 bis inc. 2) y estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27173, 2014, 1/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Redes sociales. Presunta violación de correspondencia: acceso ilegítimo a una comunicación electrónica, arts. 153 y 153 bis del Código Penal. Justicia federal.


    Toda vez que no existe controversia acerca de la calificación legal de los hechos, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual el acceso ilegítimo a una comunicación electrónica o dato informático de acceso restringido, en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, a los que sólo es posible ingresar a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículo 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser investigado por la justicia federal.


    N.N. s/ violación sistema informático art. 153 bis 1 ° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5901, 2014, CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Registro Provincial de Identificación Genética de Abusadores Sexuales. Supuesto Habeas corpus: negativa a extracción de muestra de material biológico. Justicia provincial.


    La razón asiste en este caso al órgano declinante, pues la sustancia del planteo compromete aspectos propios de las instituciones provinciales, cuya autonomía requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que les atañen, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan estar comprendidas en esos pleitos sean susceptibles de una adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    O., R. s/ Incidente de incompetencia


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 5866, 2015, 1/CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia n° 200 L. XLVIII “Lalla, Cristian Edgardo”. Justicia local.


    R., Lucas Ezequiel s/ Comercialización de estupefacientes


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2264, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo resuelto en autos 475 L. XLVIII "Cazón, Adella Claudia s/ Art. 149 bis".


    P., Guarina Silvia s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3817, 2015, CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo con armas, homicidio tentado y encubrimiento de la supresión de la numeración de un arma: investigación bajo un mismo tribunal. Competencia federal.


    Tiene dicho la Corte que compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, tal como ocurre con la figura prevista en el artículo 189 bis, apartado 5°, del Código Penal. Dada la estrecha vinculación que existe entre ese delito con los restantes materia de esta causa dado el contexto en que se desarrollaron, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Debe ser la justicia de excepción la que continúe el trámite de esta causa.


    R., Cristian Alberto s/ Homicidio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3838, 2015, CS1, 26 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento: alternancia. Investigación insuficiente. Competencia del juzgado que investiga el robo.


    El caso debe ser resuelto a partir del criterio del Tribunal, según el cual, si no resulta con claridad que el imputado por encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, resulta conveniente que entienda el juez que intervino en la causa por la sustracción, en razón de la relación de alternancia existente entre ambas infracciones. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo en sede provincial.


    R. María Soledad s/ Encubrimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3636, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuestas amenazas coactivas. Eventual acumulación de las causas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esa amenaza haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. Por ello, en principio, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y por lo tanto su conocimiento corresponde al juez nacional quien, en su caso, deberá evaluar su eventual acumulación de las causas que tramitan en el fuero correccional según las reglas de conexidad previstas en los artículos 41 y 42 del Código Procesal Penal de la Nación.


    C., José Gustavo s/ Coacción (art. 149 bis)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1654, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuestas amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad.


    B. R. D., Oscar s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 16613, 2015, 1/CS1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuestas amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De las declaraciones de la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, no puede descartarse -hasta el momento- que el obrar hubiera estado dirigido a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones, por lo que correspondería a la justicia nacional conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    M., Cristian Roberto s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4114, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los Jueces en conflicto. De acuerdo al contenido de esas manifestaciones, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que la víctima no hiciera algo contra su voluntad, presumiblemente, dejar de accionar judicialmente.


    G., Celia Federico s/ Amenazas Dam C., Marcela Flavia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 13669, 2015, 1/CS1, 28 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado. Según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad, atento que de la denuncia se desprende que habrían sido orientadas a que dejara de hacer la obra en el patio.


    P. C., Mariano s/ coacción (Art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 27377, 2015, 1/CS1, 16 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de robo. Artículo 45 del Código Penal. Justicia nacional.


    Surge de las manifestaciones del denunciante, que no se encuentran controvertidas en la causa, que habría resultado víctima de una agresión por parte de varias personas, dos de ellas, debidamente identificadas por su nombre, una de las cuales, habría sido señalada como quien, primeramente, le habría propinado un golpe de puño en el ojo izquierdo, causándole las lesiones acreditadas. Por lo demás, más allá de las dificultades probatorias que eventualmente pudieran existir acerca del modo en que se desarrolló el episodio, no por esa sola circunstancia puede descartarse dicha imputación y, en su caso, otras concretas, a tenor de las previsiones del artículo 45 del Código Penal.


    F., Walter Leandro y otro s/ Robo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1428, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma de guerra y encubrimiento. Mejor administración de justicia: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia federal.


    Según tiene resuelto la Corte compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero, tal como ocurre con la figura prevista en el art. 189 bis apartado 5° del Código Penal. Por otra parte, dada la estrecha vinculación que existe entre ese delito como los restantes materia de esta causa dado el contexto en que se desarrollaron, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    C., Diego Maximiliano y otro s/ Tenencia de arma de guerra (art. 189 bis 4°)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3377, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia y portación de arma de uso civil en contexto de violencia familiar. Inexistencia de causal extraordinaria que permita su acumulación en un único fuero.


    Atento que se trata de hechos independientes y, que según surge de las constancias de la causa, la Fiscalía Penal, Contravencional y de Faltas interviniente formuló el requerimiento de elevación a juicio respecto de la tenencia y portación ilegítima de las armas de uso civil, que son delitos incluidos entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin que se presente en el caso circunstancia alguna que autorice aplicar el criterio excepcional establecido en la Competencia nº 475 L. XLVIII in re "Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis", corresponde a la justicia local continuar conociendo a su respecto.


    G., Miguel s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4221, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Uso de documento nacional de identidad falso. Investigación insuficiente. Juzgado local preventor.


    Si bien las actuaciones labradas ante el juzgado de paz local, permitirían presumir que una persona habría invocado falsamente su identidad, mediante el empleo de un DNI, lo cierto es que la ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los sucesos investigados en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos, tanto en su aspecto material como territorial. En tanto no se habría profundizado la investigación, ni comprobado la supuesta autenticidad del documento en cuestión, como así tampoco ha sido interrogada la persona que lo habría utilizado ilegítimamente, corresponde al juzgado provincial, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    S., Alicia Beatriz s/ Falsif. de docts. públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3478, 2015, CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violación de cuenta de Skype y correo electrónico. Ley 26.388. Competencia federal.


    Atento que el funcionamiento de la red social y la cuenta de correo electrónico constituyen una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    N.N. s/ Violación de correspondencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3464, 2015, CS1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia: supuesto error en confección de multa. Justicia nacional.


    Atento que la hipótesis delictiva, materia de investigación, no es de aquellas cuyo conocimiento se ha traspasado a la justicia local, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo correccional, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    L., Víctor y otros s/ Defraudación por adm. fraudulenta


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3837, 2014, CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Delito de falsedad ideológica. Impugnación pendiente de resolución. Corresponde a la justicia local.


    Aun cuando se encuentra pendiente de resolución una impugnación, ello no impide que la Corte pueda ejercer sus facultades propias, en tanto el pronunciamiento apelado fue dictado por el Superior Tribunal de la provincia a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de la causa. No existen elementos en el expediente que permitan concluir que el formulario falsificado haya sido presentado ante algún organismo nacional, sin que tampoco se advierta ninguna otra circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. Corresponde la competencia del Tribunal Oral Penal de la cuarta circunscripción judicial, de Paso de los Libres, provincia de Corrientes, para seguir conociendo en esta causa.


    N.N. s/ Falsedad ideológica – F., Neri Rodolfo


    FCT-Justicia Federal de Corrientes, 1871, 2014, CS1, 17 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Delito de homicidio. Infracción ley 23.737. Contexto de crimen organizado. Distintos hechos dentro del mismo accionar delictivo. Investigación a cargo de un único tribunal: más efectiva y eficaz administración de justicia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 1019, L. XLIX, "N.N”. Justicia federal.


    Asiste razón a la jueza federal, en cuanto a la existencia de una estrecha e inequívoca vinculación entre el objeto procesal en trámite ante el fuero de excepción y aquel que resulta objeto de investigación en la provincia. En igual sentido, se pronunció el fiscal provincial, quien al momento de pronunciarse sobre la inhibitoria planteada sostuvo que "La investigación iniciada por la justicia federal (...) resulta a esta altura disasociable precisamente del contexto generador de los crímenes de marras, y corresponde a aquella jurisdicción de excepción, en consideración al núcleo de la materia tratada donde confluyen en definitiva la totalidad de los hechos sometidos a juzgamiento, asumir la competencia y, de ese modo, no solo evitar el riesgo de que existan pronunciamientos contradictorios, sino porque ese ámbito nacional parece estar en condiciones objetivas de completar y dar operatividad a aquellos actos adjetivos relacionados con el objeto procesal". También debe agregarse que "con el avance de la investigación se fue reafirmando la tesis inicial que aseveraba que la muerte de las victimas había sido ocasionada con motivo y en un contexto de crimen organizado ligado al narcotráfico, constituyendo uno de los primeros antecedentes de esa trascendencia que preludiaban una situación agravada por aparentes niveles de connivencia, en distintos grados, de agencias estatales". Por lo tanto, en base a los argumentos brindados por la jueza de excepción ya mencionados, no puede descartarse por el momento, la existencia de una o más organizaciones narco-criminales detrás de los homicidios de los ciudadanos colombianos y la determinación de ilícitos propios que están siendo investigados por el fuero de excepción -narcotráfico y lavado de activos-.


    N.N. s/ Incidente de inhibitoria


    FSM-Justicia Federal de San Martín, Comp 31016174, 2011, 2/CS1, 17 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestión negativa de competencia. Falsificación de documento público: diploma expedido por institución privada. Imposibilidad de establecer el lugar de creación. Lugar donde fueron usados: justicia federal que no intervino en la contienda. Fallos: 310:2842.


    Con relación a la falsificación de los documentos, si bien el diploma y el certificado analítico figuran como expedidos por una institución privada, ambos presentan en su reverso las legalizaciones de autoridades nacionales, que a simple vista también resultarían falsos, a juzgar por los nombres y cargos que allí figuran, lo que surte la jurisdicción federal. Es doctrina de la Corte que, si no es posible establecer dónde se crearon los instrumentos públicos falsos, debe estarse al lugar donde fueron usados. La sola circunstancia de que la denunciada hubiese recibido un sobre que contenía el diploma a través del correo, de parte de una persona de la provincia de Buenos Aires, no alcanza para establecer que en ese ámbito territorial se hubiesen confeccionado aquéllos instrumentos. En lo concerniente a la usurpación de títulos y honores, como así también de las demás conductas típicas que pudieron haberse configurado en el marco del ejercicio irregular de la función de juez de faltas del citado municipio, configurarían hechos distintos a aquél por el cual se trabó la contienda, dado que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aún en caso de que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro.


    L., Daniel Elio s/ fals. documentos públicos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5238, 2014, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación suficiente: delito imputable y sus circunstancias. Hurto automotor y encubrimiento: irrelevancia del tiempo transcurrido entre ambos. Competencia: intereses afectados.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar el delito que habría cometido el prevenido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad. La Corte tiene establecido, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de hurto, circunstancia que no se presenta en el caso, sobre todo si se pondera que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado consiguió tener en su poder el automóvil y su respectiva documentación registral a nombre del titular. Corresponde al Juzgado Nacional, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del automóvil, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P. C., Elías Ariel s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3612, 2015, CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunta negociación incompatible con la función pública y defraudación a la administración pública. Tierras nacionales cedidas al estado provincial. No afecta intereses de la Nación. Justicia ordinaria.


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Con base en ese principio, cabe destacar que el juez federal no controvierte que el Estado Nacional cedió a la provincia de Salta el uso, goce y administración de la parcela en cuestión. Por otro lado, el artículo 198 del Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos (conf. Fallos: 310:2311; 312:1918; 326:4598; Competencia n° 115, XLIII, "Cristofani, José Luis s/ Infr. art. 189 bis inc. 2 párrafo 3 del C.P). No existen elementos que autoricen a sostener que en la presente se verifiquen los extremos mencionados. Corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en esta causa.


    R., Juan Carlos y otros s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5252, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Secuestro extorsivo y secuestro exprés: características y competencia. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Competencia local.


    No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro" (Fallos: 328:3963), tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos: no surge que hubiera selección específica, ni tareas de inteligencia previas, así como tampoco que el imputado perteneciera a una organización de esas características. Todo ello, sumado a la pronta liberación de las víctimas tras el pago inmediato de una suma de dinero, abona la estricta motivación particular de los hechos y autoriza a presumir que se trató de supuestos delictivos bajo la modalidad conocida como secuestro exprés. Corresponde la competencia para conocer en esta causa a la justicia local.


    C., Cristian Maximiliano y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 5294, 2014, TO1/8/CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Distribución de la Competencia


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Justicia local.


    Habida cuenta que, mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de la figura de amenazas, corresponde a ésta entender a su respecto.


    C., Marcelo Sebastián s/ Amenazas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56269, 2014, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de amenazas. Transferencia de competencias al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    Habida cuenta que el objeto del presente conflicto sólo se circunscribe al delito de amenazas, y teniendo en cuenta entonces que éstas han sido incluidas en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde a esta última jurisdicción conocer en la causa.


    B., Diego Martín s/ Lesiones leves


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4151, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Pornografía infantil. Transferencia de competencias al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    En atención a que de la denuncia surgiría la posible comisión de un delito cuyo conocimiento ha sido transferido a la órbita de la justicia local (ley 25.752), corresponde al juzgado de la ciudad asumir su competencia y resolver, eventualmente, sobre la existencia de esa infracción.


    C., E. F. A. s/ Publicaciones, reprod. y/o distrib. obscemas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 47903, 2015, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunto delito de usurpación. Delito cuyo conocimiento ha sido transferido a la órbita de la justicia local: ley 26.357.


    Atento que el objeto de esta contienda se circunscribiría a un delito cuyo conocimiento ha sido transferido a la órbita de la justicia local (ley 26.357), corresponde a esa jurisdicción asumir su competencia y resolver, eventualmente, sobre la existencia de la presunta usurpación del inmueble ubicado en la calle Gurruchaga 458 de esta Capital.


    A., José Dolores s/ Usurpación (artículo 181, inciso 1)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 36546, 2015, 1/CS1, 25 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de comeptencia. Enriquecimiento ilícito. Art. 268, inciso 1 del C.P.No afecta intereses federales. Justicia provincial.


    Atento que esta investigación se refiere a un presunto enriquecimiento ilícito, y que de las constancias del incidente no surge que ese hecho haya puesto en peligro intereses federales, ni tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva, corresponde la competencia al Juzgado de Garantías n° 4, del departamento judicial de La Plata, en cuya jurisdicción el imputado prestaba funciones para el Servicio Penitenciario, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad.


    B., Leonel s/ Enriquecimiento ilícito (art.268 inc. 1)


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11634, 2013, CS1, 12 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por los denunciantes, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas haya estado dirigida a lograr que ellos abandonaran su puesto de trabajo. En principio, el suceso sub examine excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa.


    N.N. s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1769, 2015, CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde a la justicia contravencional.


    Teniendo en cuenta que el delito de amenazas ha sido incluido en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia local la que conozca en esta causa.


    O., Elena Ramona s/ Lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38447, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde a la justicia en lo contravencional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En ese sentido, no se desprende de las constancias de la causa que las amenazas denunciadas puedan considerarse incluidas en el segundo párrafo del artículo 149 bis del Código Penal, toda vez que no surge que ellas tuvieran como objeto obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad, sino sólo a alarmarlo o amedrentarlo. Por ello, y teniendo en cuenta que el delito de amenazas simples ha sido incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia en lo contravencional la que entienda en esta causa.


    M., L. s/ Inf. Art. 149 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2051, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Daños. Unidad contextual de hechos. Intervención de un único magistrado. Mejor administración de justicia. Mayor competencia. Justicia nacional.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Más allá de que las intimidaciones no hayan sido recibidas en ese mismo momento por la denunciante, por no encontrarse en el lugar del hecho, de las constancias de la pesquisa no puede descartarse, que por la finalidad que las habría guiado, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad. Por lo tanto, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    R., Gabriel s/ Inf. art. 149 bis


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4661, 2014, CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Artículo 181, inciso 3), del C.P. Turbación de la posesión o tenencia de un inmueble. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Justicia local.


    El artículo 181, inciso 3), del Código Penal, establece que "será reprimido con prisión de seis meses a tres años el que, con violencia o amenazas, turbare la posesión o tenencia de un inmueble". De los elementos reunidos -hasta el momento- en la causa, surge que los hechos denunciados podrían encuadrarse en esa figura delictiva, en tanto los cortes de servicios habrían restringido la plenitud del uso y goce del inmueble, en contra de la voluntad del denunciante, y que las amenazas objetiva y subjetivamente se orientarían a turbar su posesión. En atención a que la investigación de ese delito ha sido traspasada a la justicia local por el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde a esa jurisdicción continuar con la investigación de la causa.


    P., Carlos Hernán y otro s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5748, 2014, CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsedad ideológica. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando, no obstante el estado embrionario en que aún se encuentra la pesquisa, de la lectura de las constancias del expediente no se aprecia ninguna circunstancia que permita inferir la eventual afectación del normal desenvolvimiento que debe prestar el organismo nacional y sus empleados, y sin que tampoco se verifique irregularidad en la solicitud que realizó quien tenía derecho a hacerlo, por tratarse del titular registral del bien, y teniendo además en cuenta que por el momento tampoco se observa ninguna otra circunstancia que pueda hacer surtir la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde que la justicia local continúe investigando en la causa, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente resultar del trámite ulterior.


    L., Jonatan Martín s/ Falsedad ideológica


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4843, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de injurias. Acoso y hostigamiento. Mismo conflicto de violencia de género. Principio de economía procesal. Justicia nacional.


    Teniendo en consideración que el Tribunal ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria por lo que se ha de concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. En consecuencia, atento que de la lectura de las constancias agregadas al incidente, no es posible determinar aún si los hechos investigados constituyen delito o una infracción al Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de la Ciudad de Buenos Aires, corresponde al magistrado nacional conocer en las presentes actuaciones.


    A., R. A. s/ Injurias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3622, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento automotor. Infracción que carece de entidad lesiva para el Registro Nacional de Propiedad Automotor. Corresponde a la justicia provincial.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, y habida cuenta que de las escasas constancias del expediente no surge dónde se habría cometido la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde conocer en la causa a la justicia provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Yamila Noemí s/ Falsif. docts. automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 205, 2015, CS1, 07 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Menor víctima de agresiones sexuales a lo largo del tiempo. Juzgamiento a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    En casos como el presente, donde un menor de edad es víctima de agresiones sexuales a lo largo del tiempo, las conductas de ese tipo deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más favorable para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. En tanto que todos los hechos habrían ocurrido respecto de un menor de edad, debe ponderarse prioritariamente, a fin de establecer el juez competente, su lugar de residencia, pues esa solución es la que mejor se compadece con "el interés superior del niño", y la que, por otra parte, lo coloca en una situación de mayor inmediación judicial con su centro de vida y más eficaz ejercicio de la defensa de sus intereses. De esta manera se lo preserva de la posible reedición de vivencias emotivas y traumáticas en distinta sede y de incrementar la angustia generada por los ultrajes causados. Corresponde al Juzgado Nacional de Menores n° 1, que actualmente tiene conocimiento de los hechos presuntamente ocurridos en esta ciudad, entender también en los que son objeto del presente conflicto, aunque no haya sido parte en él y sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Averiguación de delito. Damnificado: S., F.


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 38200, 2014, 1/CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa CCC 11407/2012/1/CS1 "N.N. s/ Estafa". Corresponde a la justicia nacional.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11407, 2012, 2/CS2, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y usurpación. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde a la justicia contravencional.


    El delito objeto de esta contienda, sobre cuya subsunción típica no discrepan ambos magistrados, se encuentra incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y que en el caso "sub examine" no concurren las circunstancias expuestas por V.E. en Fallos: 328:867 y Comp. 341, L. XLV, "Montoya, Alberto s/ Inf. art. 149 bis amenazas", entre otros, toda vez que, más allá de su cercanía temporal, se desprende de las constancias del incidente y, especialmente, de la declaración testifical de la propia damnificada y de los dichos de los policías que actuaron en la prevención, que aquella habría sido cometida en un contexto de acción posterior e independiente del robo que, por otra parte, ya habría sido consumado. En esas condiciones, corresponde declarar la competencia del Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas n° 29, para conocer en el hecho que motivara esta contienda.


    C. F., Graciela s/ Usurpación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 62419, 2014, CS1, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Usurpación de empresa por empleados y delegados sindicales. Corresponde a la justicia local.


    En atención a que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa, corresponde a la justicia local el conocimiento del posible delito de usurpación denunciado en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    W., Luis y otro s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 39583, 2014, 1/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violación de deberes confiados: desvío de mercaderías del destino encomendado. Administración fraudulenta: corresponde a la justicia provincial. Falsa denuncia: corresponde a la justicia nacional.


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración. Por aplicación de esta regla, corresponde atribuir el conocimiento de ese delito a la justicia provincial, en atención a que de la información brindada por el representante legal de la damnificada, con apoyo en los registros de la empresa de rastreo satelital, surge que los imputados habrían violado los deberes confiados, al desviar la mercadería del destino encomendado hacia una planta de distribución de bebidas de la localidad de Zárate. Por otra parte, en cuanto a la declaración presuntamente falsa brindada por el imputado en sede policial, hecho que resulta independiente de la sustracción de la mercadería, corresponde a la justicia nacional, en cuyo ámbito territorial se habría prestado, la que debe seguir investigando.


    G., Ramón Gabriel y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta y falsa denuncia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31394, 2013, 2/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violencia doméstica y corrupción de menores. Trámite a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia local.


    Sin perjuicio de los escasos elementos de prueba remitidos y más allá de la calificación legal que en definitiva resulte aplicable, las constancias remitidas permiten situar los hechos en el marco de "un conflicto familiar y de pareja de larga data, donde la hija de la pareja resultaría un medio entre las partes para continuar con las conductas de control y manipulación", circunstancias que revelan el carácter prematuro de la extracción de testimonios, pues la dilucidación de cuál sería la posible situación de riesgo y su significación penal no puede efectuarse en forma aislada sino, contrariamente, bajo la concentración del trámite de la causa ante un solo magistrado, a quien no solamente corresponde velar por la integridad e interés de los menores, sino también evitar la posibilidad de dos o más procesos judiciales simultáneos en los que se pueda reeditar una misma situación traumática.


    U., R. J. s/ Corrupción de menor de 13 años


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 46656, 2014, 1/CS1, 20 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Fraude hacia Aseguradora de Riego de Trabajo. Perjuicio contra el Fondo Fiduciario de Enfermedades Profesionales y presunto perjuicio al Estado Nacional. Decreto n° 590/97. Justicia provincial.


    Tiene resuelto el Tribunal que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si ese perjuicio no se identifica con el resultado directo de una acción típica. El Fondo Fiduciario de Enfermedades Profesionales fue creado por medio de decreto nacional, y no por ley, como habría correspondido en caso en que se hubiera previsto su integración total o parcial con bienes y/o fondos del Estado Nacional. La disposición según la cual en el caso en que pudiera resultar deficitario, el Poder Ejecutivo Nacional deberá incrementar la suma fija por cada trabajador destinada al financiamiento de ese fondo, y que integra la alícuota que aportan los empleadores no implica, como parece entenderlo el juez federal, que en ese caso el Estado Nacional deberá realizar alguna erogación sino, como su texto lo indica claramente, que deberá ajustar la suma fija que por cada trabajador integra la alícuota a cargo del empleador. Sin perjuicio de ello, de las actuaciones no surge que el fondo fiduciario se encuentre en déficit. Por otro lado, no se aprecia que los hechos objeto de juzgamiento hayan afectado el normal desenvolvimiento de las funciones de órganos nacionales. En efecto, si bien el artículo 7° del decreto n° 590/97 establece que "la Superintendencia de Seguros de la Nación será la autoridad de aplicación del presente en los aspectos relativos a la administración de los recursos del fondo para fines específicos, y la Superintendencia de Riesgos del Trabajo lo será respecto a la aplicación y utilización de dichos recursos", no hay imputado ningún empleado de esos organismos, ni surge que se haya obstruido el buen servicio de éstos ni que se haya entorpecido sus funciones de control. Por último, tampoco se advierte que alguna de las disposiciones legales citadas establezca la competencia federal respecto de las conductas que constituyen el objeto procesal en la presente causa, lo que, cabe destacar, debería surgir de manera inequívoca y basarse en necesidades reales y fines federales legítimos, impuestos por circunstancias de notoria seriedad, para configurar una excepción válida a la regla según la cual la Nación, al reglamentar materias que son como principio propias del derecho común, no puede ejercer una potestad distinta de la que específicamente le confiere el artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional, alterando las jurisdicciones locales y la aplicación de esas leyes por los tribunales de provincias si las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones por la sola voluntad del legislador.


    V., Claudio Horacio s/ Pedido de inhibitoria


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 8630, 2014, CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Daño a un edificio consular. Incompetencia de la Corte para entender en forma originaria. Justicia federal.


    La Corte tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1.285/58. Por otra parte, no surge de las constancias incorporadas al legajo que el hecho, que se desarrolló durante un escueto lapso, tuviera entidad para afectar las actividades propias de la legación o de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que, en tanto no se acredite alguno de los extremos enunciados, resulta ajeno a la competencia originaria del Tribunal.


    N.N. s/ Daños


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 300, 2015, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Posible amenazas coactivas. Justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto que se desprende de las manifestaciones vertidas por el denunciante y teniendo en cuenta las circunstancias en que se lo habría intimidado, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigido a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones. Por ello, el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    F., Marcelo y otros s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 95, 2015, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Competencia de Tribunales Nacionales


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual contra una menor dentro del seno familiar. Único contexto delictivo. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia nacional.


    Las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de la hija de su pareja a lo largo de muchos años y mientras convivía con ésta, se encuentran dentro del marco familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente para la eficacia de la investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de aquél. Por lo tanto, y teniendo en cuenta que esta solución es la que mejor preserva a la joven de reeditar una traumática reiteración de procedimientos idénticos en otra sede, corresponde a la justicia nacional, en cuya jurisdicción además, se domicilia aquélla y también lo haría el imputado continuar conociendo el hecho objeto de esta contienda, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente. Los tribunales locales que hubieren aceptado su competencia respecto de los actos abusivos presuntamente cometidos en Lomas de Zamora y San Francisco Solano, deberán cederla a favor del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción n° 23.


    M., S. H. s/ Abuso sexual –art. 119 1° párrafo–


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 69236, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual de una niña dentro del seno familiar. Unidad contextual delictiva. Corresponde a la justicia nacional.


    Las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de la niña a lo largo del tiempo y en diferentes lugares, se encuentran enmarcadas en el hogar familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Por todo lo expuesto, y ante la posibilidad de procesos judiciales simultáneos o sucesivos en los que pueda reeditarse una misma situación traumática, corresponde al juzgado nacional conocer en estas actuaciones.


    P., E. N. s/ D. Abuso Sexual


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 201, 2015, CS/1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual simple, y abuso sexual con acceso carnal reiterado, contra una menor, aprovechando la situación de convivencia preexistente. Único contexto delictivo. Necesidad de proteger la integridad y el interés del menor. Corresponde a la justicia nacional.


    Las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de la joven mientras tenía entre diez y trece años de edad, se encuentran enmarcadas en el ámbito familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo, por lo cual deben ser juzgadas por un único tribunal cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Por otro lado, no puede pasar inadvertido la extrema vulnerabilidad de la niña, situación en la que corresponde a todos los organismos intervinientes, velar para hacer prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores los que podrían hallarse seriamente comprometidos ante la posibilidad de dos procesos judiciales simultáneos en los que se pueda reeditar una misma situación traumática. Cabe señalar además que la declinatoria dispuesta podría importar, en el caso, un dispendio jurisdiccional innecesario, por lo que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirIos cuando resulten manifiestamente extemporáneos y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en el caso a partir de que toda la investigación se produjo ante la justicia nacional, que fue también la encargada de llevar adelante la extradición del imputado, sin que, en las condiciones dadas, se advierta óbice para el juzgamiento de los hechos en conjunto.


    M. L., R. A. s/ Violación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 28146, 2011, 3/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Daños y robo. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, no puede descartarse, por el momento, la posible infracción al artículo 164 del código de fondo. Por lo tanto, corresponde al juez nacional que previno, y cuya competencia es más amplia, entender en las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    O., Sergio Damián s/ Daños


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60332, 2014, 3/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: existencia de medidas previas. Prescindencia del rigor formal. Presunto estrago doloso: existencia del riesgo generalizado. Corresponde a la justicia nacional.


    No puede desecharse que en el caso sub examine se haya desplegado una conducta idónea para generar el riesgo o peligro común requerido por el artículo 186, inciso 1° del Código Penal, en el sentido de la producción de una merma real en la seguridad de bienes indeterminados. Dadas las proporciones que adquirió el siniestro, en principio no permiten descartar la existencia del riesgo generalizado ínsito en la figura bajo examen. En esas condiciones de acuerdo al criterio establecido en Comp. 390, L. XLIX, "Rodríguez, Hernán Augusto s/ Inf. art. 183", debe ser la justicia nacional, de competencia más amplia, la que continúe investigando en esta causa.


    O., Nicolás s/ Incendio u otro estrago art. 186 inc. 1. Damn: G., María Rosa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 67982, 2014, 2/CS1, 20 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación y amenazas. Inescindible unidad contextual. Delitos ajenos a la órbita del fuero local. Corresponde a la justicia nacional.


    Los supuestos delictivos, junto con los restantes episodios relatados que se ventilan en la causa, conforman una inescindible unidad contextual que torna imprescindible su investigación por un mismo tribunal, lo que resulta de mayor conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia. Frente a particularidades de los sucesos descriptos, se evidencia en la causa la existencia de delitos ajenos a la órbita del fuero local, que sólo podrían ser investigados por la justicia nacional en virtud de su más amplia jurisdicción. La justicia nacional deberá continuar conociendo en los acontecimientos que componen esta causa y profundizar además acerca de las circunstancias referidas en torno a la supuesta existencia de un documento que aparentaría la compraventa del inmueble usurpado.


    A., Patricia y otros s/ Usurpación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 3110, 2014, 1/CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cámara de Casación


    En el ámbito de la justicia nacional en lo penal, la Cámara Federal de Casación Penal debe intervenir previamente en los casos del artículo 14 de la ley 48. Doctrina de Fallos: 328:1108. Se mantiene la queja interpuesta.


    G. J., George s/ Lesiones graves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 43417, 2007, TO1/1/RH1, 19 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia Originaria Penal


    Competencia originaria de la Corte. Denunciante con status diplomático.


    Sin perjuicio de que la Corte tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, en tanto el denunciante, que goza de status diplomático, se presentó formalmente como parte en el expediente. En consecuencia, el presente caso corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    S., Alberto s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 585, 2015, CS1, 02 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Importación, circulación y nacionalización de automotores ingresados al país con franquicia diplomática. Competencia originaria para entender en el hecho tanto por el imputado aforado como por los otros partícipes.


    En atención a que el imputado revestiría status diplomático, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte.


    M., Mireille Mbuyi (franquicia 152/07) s/ Legajo de investigación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14, 2008, 152/CS2, 20 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Importación, circulación y nacionalización de automotores ingresados al país con franquicia diplomática. Competencia originaria para entender en el hecho tanto por el imputado aforado como por los otros partícipes.


    En atención a que el imputado revestiría status diplomático, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, corresponde a la jurisdicción originaria.


    B. K., Joe (franquicia 331/06) s/ Legajo de investigación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14, 2008, 8/CS3, 20 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Importación, circulación y nacionalización de automotores ingresados al país con franquicia diplomática. Competencia originaria para entender en el hecho tanto por el imputado aforado como por los otros partícipes.


    En tanto surge de la declinatoria que correspondería igualmente intervenir a la Corte originariamente respecto de los demás imputados en la causa principal, que carecen de status diplomático, resulta de aplicación la solución propuesta en el dictamen de los autos M. 1212, L. XLIX in re "Matas, Jorge José y otros s/inf. ley 22.415".


    K. M., David (franquicia 153/07) s/ Legajo de investigación


    CPE-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, 14, 2008, 9/CS1, 20 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Nacionales. Juez de Instrucción


    Contienda de competencia. Presunto delito de amenazas coactivas. Justicia nacional.


    La significación jurídica ensayada por el juez declinante carece de suficiente sustento en las circunstancias de la causa pues, teniendo en cuenta los términos de la denuncia -único elemento en base al cual se puede decidir por el momento- no es posible afirmar al presente que ésta haya sufrido alguna limitación en relación al libre uso y goce de la propiedad que habita o habitaba, y que el proceder de la imputada habría sido guiado por el propósito de alarmarla o amedrentarla con el objetivo de doblegar su voluntad para que desalojara el inmueble, con afectación directa de su libertad individual, que se habría visto menoscabada frente a la coacción ejercida. En consecuencia, el objeto de la pesquisa se circunscribe a la investigación de la figura de amenazas coactivas.


    F., Marcia s/ Coacción (art. 149 bis)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 41272, 2015, 1/CS1, 25 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Pornografía infantil. Remisión a Comp. 83, XLV, “Zanni, Santiago y Kloher, Claudio s/ Infracción artículo 13, ley 25.761”. Justicia nacional.


    Por lo tanto, y dada la escala penal del delito previsto y reprimido por el artículo 131 del Código Penal, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción asumir su jurisdicción y continuar con el trámite de esta causa (conf. artículo 26 y 27 del Código Procesal Penal de la Nación), aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de cuanto surja ulteriormente.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 6984, 2015, 1/CS2, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Competencia Federal


    Conflicto de competencia. Red social “Facebook”. Acceso a un sistema o dato informático de acceso restringido. Justicia federal.


    Atento que la red social constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal de esta jurisdicción el que continúe conociendo en las actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 7937, 2015, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunta estafa mediante la utilización de documentación ideológicamente falsa. Presentación ante el Registro Nacional. Remisión Comp. 1569, XL, "Comisaría San Julián s/ investigación presunta infracción". Justicia Federal.


    Tiene establecido la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    A., Edgar Carlos s/ Infracción decreto ley 6.582/58


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 1127, 2015, CS1, 17 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Red social “Facebook”. Acceso a un sistema o dato informático de acceso restringido. Justicia federal.


    Atento que el funcionamiento de la red social constituye una “comunicación electrónica” o “dato informático de acceso restringido”, en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    M., Claudio Gabriel s/ Violación sistema informático artículo 153 bis 1° párrafo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3673, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada: Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Falsificación documentación automotor. Justicia federal.


    En atención a que del informe de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios, surge que fue en la oficina seccional n° 1 de Junín, donde mediante la presentación de un documento falso, se habría obtenido fraudulentamente el duplicado del título del automotor, y luego se habrían presentado los instrumentos también espurios para inscribir la transferencia del rodado y obtener la nueva documentación ideológicamente falsa, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal de Junín aunque no haya sido parte en la contienda.


    P., Sebastián s/ Falsificación documentación automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4662, 2014, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Agentes del Servicio Penitenciario Federal: delito cometido en ejercicio de las funciones federales. Afectación de intereses nacionales. Corresponde a la justicia federal.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses nacionales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. El carácter excepcional y estricto de la competencia federal exige para su procedencia que el funcionario, autor, o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales. Teniendo en cuenta lo sostenido por los integrantes del tribunal provincial, lo que no fue refutado por sus pares federales en este incidente, en cuanto al tiempo de cometerse la conducta sexualmente abusiva en perjuicio de la víctima, ésta y los imputados se encontraban en pleno ejercicio de sus funciones propias como agentes del Servicio Penitenciario Federal, no puede descartarse que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido establecido por el Tribunal en Fallos: 295:595; 306:1681; 307:2418. La jurisdicción federal es de carácter excepcional y restrictiva, y por ese motivo debe existir al momento del suceso, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del ejercicio de aquellas funciones de índole federal, exigiendo que el funcionario autor o víctima de un delito haya estado cumpliendo tareas específicamente federales, para que de conformidad con lo dispuesto en el art. 30, inc. 3" de la ley 48, se atribuya competencia al fuero de excepción, puestos que los imputados se encontraban cumpliendo funciones. Debe considerarse también que la presente causa lleva casi seis años de trámite desde la formulación de la denuncia, en la que toda su investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante la jurisdicción federal, su remisión a sede local obraría en desmedro de los principios de celeridad y economía procesal. Por todo ello, corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 2 de La Plata continuar con el trámite de la causa.


    L., E. S. y otros s/ Abuso sexual


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 1512, 2012, TO1/12/CS1, 05 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Homicidio ocurrido en la Unidad Penitenciaria Federal. Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 322, L. L, "Arroyo, Cristian s/ Homicidio simple". Afectación de intereses nacionales. Corresponde a la justicia federal.


    El hecho investigado es materia federal pues la muerte se produjo dentro de una Unidad Penitenciaria Federal, en la que cumplen funciones de custodia y guarda funcionarios federales, no pudiendo descartarse en el presente caso, que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación. Al encontrarse afectados intereses federales, amerita que la presente causa continúe siendo tramitada ante el fuero federal.


    Z., Miguel A. s/ Homicidio


    Comp 678, XLIX, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737 y 26.052. Cultivo de marihuana para su comercialización. Justicia federal.


    Conforme la doctrina de la Corte, el conflicto suscitado deberá decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto (Fallos: 316:2374). Atento que las particularidades del caso, la infraestructura montada, y las maniobras de comercio descriptas por el personal policial, son demostrativas que no se dan las circunstancias del dictamen emitido en la Competencia n° 392 L. XLIX "Aguirre, Pablo Alberto s/ inf. Ley 23.737", corresponde a la justicia federal conocer en esta causa, cuya intervención es prioritaria (art. 3 y 4 de la ley 26.052).


    I., Juan Carlos y otros s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3754, 2015, CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Apremios ilegales. Servicio Penitenciario Federal. Justicia federal.


    Más allá de las exiguas constancias agregadas al expediente, es de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si los apremios ilegales tuvieron lugar en la unidad donde el denunciante se encuentra detenido, debe investigar el juez federal del lugar donde se llevó a cabo tal delito, pues incumbe a ese fuero investigar los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3°, de la ley 48-.


    Complejo Penitenciario Federal n° 2 y otros s/ Apremios ilegales a detenidos (art. 144 bis inc. 3)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 323, 2015, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por el lugar


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Corresponde a la justicia local.


    Atento que según surge de las constancias del incidente el hecho motivo de contienda habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde al juzgado local conocer en esta, sin perjuicio de la decisión que en definitiva pueda adoptarse en orden a su relevancia jurídica.


    N.N. s/ Lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10824, 2014, 1/CS1, 18 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Por el tipo de delito Cuestión de competencia. Arbitrariedad. Tormentos en sede policial a trabajadores con actividad gremial, en el marco de investigación de una presunta defraudación. Elementos típicos de los delitos de lesa humanidad. “Elemento de contexto”: delito cometido en el marco de un ataque generalizado o sistemático. Elemento subjetivo en los delitos de lesa humanidad.


    Si la razón para atribuir mayor gravedad a los delitos de lesa humanidad y, en consecuencia, considerarlos crímenes internacionales, es el incremento de la peligrosidad de la conducta delictiva, o bien la mayor vulnerabilidad de la víctima ante la imposibilidad de recibir protección estatal, entonces un delito debe ser considerado como tal cuando es cometido en el contexto de un ataque generalizado o sistemático y produce ese efecto. En otras palabras, "el riesgo específico para la víctima de una agresión puede aumentar debido a que ella no tiene la posibilidad de pedir ayuda a la policía, justamente porque el acto criminal es parte de un ataque más amplio dirigido por el Estado [state-directed attack]. Si la víctima es asesinada en el curso de esa agresión, el asesinato es parte del ataque. Por el contrario, una persona asesinada en el curso de un robo ordinario no sería víctima de un delito de lesa humanidad si la policía hubiera tenido la voluntad de protegerla. Por lo tanto, un test adecuado para determinar si un cierto acto fue parte de un ataque es analizar si habría sido menas peligroso para la víctima en caso que ese ataque y la política en la que se basó no hubieran existido". Ese criterio parece más adecuado que el propugnado por el a quo, porque brinda amparo a las víctimas de delitos gravísimos cometidos en contextos donde ellas fueron dejadas a merced de sus victimarios por parte del Estado, el cual, como habría ocurrido en el caso sub examine, por lo menos omitió observar su más elemental obligación para con sus ciudadanos, es decir, la de protegerlos contra agresiones a su libertad y su integridad física. Por el contrario, esas víctimas quedarían desamparadas, y se les brindaría un trato injustificadamente desigual si, de acuerdo con el criterio que se desprende de la sentencia impugnada, no se calificaran como delitos de lesa humanidad las conductas que, si bien podrían subsumirse en alguno de los supuestos previstos en las letras "a" a "k" del artículo 7.1 del ECPI, no constituyeran actos ejecutivos del plan de ataque, pero generaran el mismo efecto que ellos, es decir, el aumento de la vulnerabilidad del agredido ante la imposibilidad de pedir ayuda a las autoridades. Además, los delitos cometidos en ese contexto y tolerados por el Estado contribuyen, objetivamente, a reforzar las condiciones suficientes para la consumación del ataque, por lo que también desde este punto de vista debe entenderse que están vinculados a él.


    L., Marcos Jacobo y otros s/ Imposición de torturas (144 ter. inc. 1)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1874, 2015, RH1, 18 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen


    Contienda mal trabada. Razones de economía procesal y mejor administración de justicia que autorizan a prescindir de los reparos formales. Presunta comisión del delito de trata de personas (ley 26.364). Vulnerabilidad de las víctimas. Justicia federal.


    Las constancias del legajo dan cuenta de la existencia de una serie de circunstancias que abonan la hipótesis sobre la posible configuración del delito de trata de personas. No debe pasarse por alto, la estrecha relación que existe entre la trata de personas y la explotación económica (art. 127 del Código Penal) en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842. Por lo tanto, no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos. Resulta competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime.


    S., Eugenia del Valle s/ Infracción ley 26.364


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 2406, 2013, 4/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción ley 23.737. Comercialización. Identificación de proveedores y distribuidores. Tenencia ilegítima del arma. Concurso de delitos. Justicia federal.


    Habida cuenta que en la investigación se ha identificado a quienes serían los proveedores y distribuidores de los estupefacientes, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa. Pues si bien tiene establecido el Tribunal que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignarle su conocimiento, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo cierto es que esa circunstancia no se verificó en el caso, por lo que no puede desconocerse el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia. Por otro lado, independientemente que se verifique o no la maniobra tendiente a eliminar la numeración del arma secuestrada, en el caso resulta de aplicación la doctrina establecida por el Tribunal en la competencia n° 452. L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge Daniel s/ infracción a la ley 23.737". Corresponde la intervención del fuero federal, respecto de la investigación de la tenencia ilegítima del arma.


    R. M., José Luis y otros s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2986, 2015, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Malversación de fondos públicos de origen federal. Programa "Mejor Vivir". Contrato de obras. Remisión al dictamen de la causa Comp. 721, L. XLVIII, "Mustapic, Alfredo s/ Inf. Art. 292 CP". Corresponde a la justicia federal.


    P., Edgardo s/ Averiguación de delito


    Comp 126, L, 12 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Protección a la salud pública. Economía del consumidor. Artículo 22 de la ley 16.463. Justicia federal.


    El hecho investigado encuadraría en las previsiones del artículo 22 de la ley 16.463, cuyo objeto es proteger tanto la salud pública como la economía del consumidor, la mayor transparencia y competencia del mercado de medicamentos y la finalidad terapéutica (arts. 2, 7 y 9 de esa norma). Competencia de la justicia de excepción.


    O., Javier s/ Infracción arts. 200 y 201 del C.P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 879, 2013, (49-C)/CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Planteo defectuoso de la competencia: razones de economía procesal. Independencia del Poder Judicial frente al Poder Ejecutivo. Coacción y coacción agravada por la calidad de funcionario público del sujeto pasivo. Corresponde a la justicia federal.


    Los hechos objeto del proceso son de materia federal, al estar en juego intereses cuyo resguardo compete a la Nación, como es la independencia del poder judicial frente al poder ejecutivo, que constituye presupuesto del principio republicano de gobierno (art. 1 de la Constitución Nacional), lo que justifica la competencia del fuero de excepción. Asimismo, los hechos que se tuvieron por acreditados en el requerimiento fiscal de elevación a juicio fueron tipificados como coacción y coacción agravada por la calidad de funcionario público del sujeto pasivo, en concurso real entre sí. Por lo tanto constituyen, en principio, la comisión de un delito –art. 149 ter del Código Penal- cuyo conocimiento se encuentra reservado a la jurisdicción federal conforme el artículo 3, inciso 5 de la ley 48. La competencia federal cede cuando en forma inequívoca y fehaciente se determina que los hechos tienen estricta motivación particular. La sola condición de funcionarios públicos provinciales de los imputados y las victimas no puede, por si sola, acreditar la "motivación particular" que habilita la exclusión de la competencia federal. Aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en este caso en el que toda la investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante los estrados de la justicia federal.


    Z., Mario s/ Coacción


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 425, 2014, (50-C)/CS1, 26 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Malversación caudales públicos. Dinero transferido del Estado Nacional a una Provincia. Irregularidades en el manejo de fondos. Posible perjuicio directo y efectivo para el Estado Nacional. Justicia Federal.


    Más allá del destino final de los fondos o del carácter de los funcionarios involucrados en su administración, en la investigación en curso se procura determinar si se ha dado a los fondos provenientes del tesoro nacional un destino distinto al establecido oportunamente por el Ministerio del Interior y Transporte de la Nación y, con ello, si se han frustrado los objetivos de aquel programa federal de subsidios. Remisión a los fundamentos dados en el dictamen emitido por la señora Procuradora General de la Nación, en el expediente Co. 721, L. XLVIII, ''Mustapic, Alfredo s/ Inf. Art. 292 C.P.", sostenidos en la disidencia del doctor Lorenzetti. Corresponde a la justicia federal.


    N., Juan Antonio s/ Denuncia


    Comp 415, L, 12 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Malversación caudales públicos. Dinero transferido del Estado Nacional a una Provincia. Irregularidades en el manejo de fondos. Posible perjuicio directo y efectivo para el Estado Nacional. Remisión a lo dictaminado en Com. 721, L. XLVIII, “Mustapic, Alfredo s/ Inf. Art. 292 CP". Justicia federal.


    El hecho investigado resulta de materia federal, pues no es posible descartar que exista un perjuicio directo y efectivo para el Estado nacional. En efecto, más allá del destino final de los fondos o del carácter de los funcionarios involucrados en su administración, en la investigación en curso se procura determinar si existió un manejo irregular de los fondos públicos que coloca al Estado nacional como damnificado de la malversación y/o fraude. Son aplicables los fundamentos dados en el dictamen emitido por la señora Procuradora General de la Nación, en el expediente Com.721, L. XLVIII ''Mustapic, Alfredo s/ Inf. Art. 292 CP", sostenidos en la disidencia del doctor Lorenzetti, a los cuales se remite.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    Comp 405, L, 12 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunta comisión del delito de trata de personas (ley 26.364). Justicia federal.


    Las constancias del legajo impiden descartar, al menos de momento, la posible configuración del delito de trata de personas. No debe pasarse por alto, la estrecha relación que existe entre este delito y el de reducción a servidumbre u otra condición análoga, al que se refiere el juez federal, en tanto constituye uno de los supuestos de "explotación" expresamente previsto en el artículo 2, inciso “a”, de la ley 26.364 (según ley 26.842). Resulta competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime.


    R., R. s/ 145 bis C.P.


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 19911, 2014, 2/CS1, 11 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunta infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas. Victima menor de edad. Situación de vulnerabilidad. Justicia federal.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar certeramente los hechos de esta causa y tampoco definir con certidumbre las hipótesis delictivas, toda vez que las circunstancias plasmadas en él dan cuenta de que, al margen de las mujeres adultas, cuanto menos la menor identificada en el domicilio allanado se encontraría en una situación de vulnerabilidad, en tanto se desenvolvería en condiciones sociales y vitales de necesidad, y habría padecido con anterioridad ataques contra su integridad sexual y libertad personal, por lo que, de momento, no puede descartarse la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas. Por lo tanto, teniendo en cuenta que las constancias acompañadas permiten inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    G., J. A. y otros s/ Estupro


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 26214, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Violación de correspondencia. Ley 26.388. Servicios de telecomunicaciones. Interés nacional. Justicia federal.


    Atento que la cuenta de correo electrónico constituye una "comunicación electrónica" o "dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798) debe ser el fuero federal el que continúe conociendo en las actuaciones.


    C., Ana Aurelia s/ Denuncia violación de correspondencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3182, 2015, CS1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos contra la libertad. Secuestro extorsivo


    Contienda mal trabada. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Secuestro extorsivo. Aplicación criterio “Ramaro” (Fallos: 328:3963). Realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda: importa asumir la competencia. Artículo 3°, inciso 5° de la ley 48. Justicia federal.


    Los elementos reunidos justifican en el caso la aplicación del criterio del precedente "Ramaro" (Fallos: 328:3963), en cuanto a la prosecución del proceso en sede federal. Por otro lado, la justicia federal continuo la investigación hasta su culminación y la consecuente remisión a juicio, pese a que ya había resuelto trabar la contienda lo cual implica asumir nuevamente la competencia (Fallos: 323: 1731) y torna aplicable el criterio que establece que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos. Asimismo, en los casos en que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal y en el presente esa solución es la que favorece una mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia. Corresponde asignar la competencia al tribunal federal.


    A., Marcelo Luis s/ Secuestro extorsivo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, Comp 11018437, 2013, TO1/3/CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos contra la salud pública. Estupefacientes


    Contienda de competencia. Infracción a la ley 23.737. Art. 4 ley 26.052. Posible comercialización. Justicia federal.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, teniendo en cuenta la gran cantidad de estupefacientes secuestrados, y la forma en que estaba acondicionada la droga, no puede afirmarse que estuviera destinada a un consumo inmediato, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    B., Fernando Javier y otros s/ Inf. ley 23.737


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 62011191, 2011, 6, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Ley 23.737 y 26.052. Justicia federal.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, teniendo en cuenta la gran cantidad de material estupefaciente secuestrado, y que de acuerdo a la forma en que estaba acondicionada la droga, no puede afirmarse que estuviera destinada a un consumo inmediato, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    C., Gonzalo Damián s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3680, 2015, CS1, 09 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Infracción a la ley 23.737. Comercialización. Justicia federal.


    Habida cuenta que en la investigación no sólo se ha identificado a quienes venderían los estupefacientes a los consumidores, sino también a quienes serían los proveedores y distribuidores, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa. Pues si bien tiene establecido el Tribunal que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignarle su conocimiento, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo cierto es que ello de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia. Ese criterio se ve incluso reflejado en su artículo 3°, en tanto establece que la aplicación de las reglas conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal.


    I., Mónica Paola y otros s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2846, 2015, CS1, 29 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Material incautado en proceso incompleto de elaboración para consumo. Justicia federal.


    No se advierte en la causa elemento alguno que sustente el cambio de criterio del magistrado federal, quien había ya aceptado su competencia e inclusive indagado al imputado por la presunta infracción a los artículos 5°, inciso c), y 11 de la ley 23.737, ya que la calificación legal que adoptó la Cámara Federal -tenencia simple de estupefacientes- reconoce la misma plataforma fáctica. La Corte tiene establecido que es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, en tanto el material incautado no se encuentra completo en su proceso de elaboración para el consumo, no puede afirmarse que se presente uno de esos supuestos y, por consiguiente, corresponde a la justicia federal seguir conociendo en la causa.


    C., Ariel y otros s/ Inf. ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 11909, 2014, 3/CS1, 11 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737 y 26.052. Existencia de organización criminal: competencia federal . Venta de estupefacientes al menudeo: competencia local.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia (art. 3 y 4 de la ley 26.052). Por ello, y atento que de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que conozca en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    B., Juan Franco y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3589, 2015, CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción a la ley 23.737. Comercialización de estupefacientes. Arts. 3 y 4 de la ley 26.052. Identificación de presuntos proveedores, distribuidores y vendedores. Justicia federal.


    La Corte tiene establecido que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para alguna de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, se dispuso otorgar competencia a la justicia federal en el supuesto de que la causa tuviese conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero, o bien en caso de duda sobre el tribunal que debía entender en las actuaciones (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). En esa dirección, el estado de la pesquisa no permite afirmar que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, atento al modo de operar de la organización (Fallos: 329:6047 a contrario sensu). Asimismo en la causa se ha logrado identificar quiénes posiblemente proveían, distribuían y vendían el estupefaciente. Se configura así el segundo supuesto aludido por la mencionada ley 26.052, que habilita a la justicia federal conocer en la totalidad de esta causa. Corresponde la intervención de la justicia federal.


    L., William Ismael s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5755, 2014, CS1, 18 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción a la ley 23.737. Comercialización de estupefacientes. Arts. 3 y 4 de la ley 26.052. Identificación de presuntos proveedores, distribuidores y vendedores. Justicia federal.


    La Corte tiene establecido que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para alguna de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Sin embargo, se dispuso otorgar competencia a la justicia federal en el supuesto de que la causa tuviese conexidad subjetiva con otra sustanciada en dicho fuero, o bien en caso de duda sobre el tribunal que debía entender en las actuaciones (arts. 3 y 4 de la ley 26.052). En esa dirección, el estado de la pesquisa no permite afirmar que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, atento al modo de operar de la organización (Fallos: 329:6047 a contrario sensu). Asimismo en la causa se ha logrado identificar quiénes posiblemente proveían, distribuían y vendían el estupefaciente. Se configura así el segundo supuesto aludido por la mencionada ley 26.052, que habilita a la justicia federal conocer en la totalidad de esta causa. Corresponde la intervención de la justicia federal.


    V., Fernando s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1196, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción a la ley 23.737. Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización. Concurso real. Tenencia ilegítima de arma de guerra. Intervención de un único tribunal. Justicia federal.


    Habida cuenta que en esta investigación no sólo se ha identificado a quien vendería los estupefacientes a los consumidores, sino también a su proveedora y distribuidora, debe ser la justicia federal la que conozca en esta causa. Pues si bien tiene establecido el Tribunal que es competente la justicia provincial para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignarle su conocimiento, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal, lo cierto es que ello de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia. Ese criterio se ve incluso reflejado en su artículo 3°, en tanto establece que la aplicación de las reglas conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal. Conveniencia de que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal, atento la estrecha vinculación que presentan todos los hechos ventilados en ella.


    G., Miguel s/ Inf. 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3624, 2014, CS1, 05 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Se encuentran acreditados los extremos que, con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108, habilitan la intervención de la Cámara Federal de Casación Penal. Se mantiene la queja.


    M., Rodolfo Juan s/ Causa n° 14.558


    M 29, L, 09 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Delitos contra la seguridad pública


    Atentados colectivos contra la propiedad (saqueos). Sedición e instigación al delito. Sindicato de Policías y Penitenciarios Bonaerenses: planificación y organización de protesta. PGN n° 2.623/13. Ley 23.077 de Defensa de la Democracia. Justicia federal. Amenazas. Hurto. Justicia provincial.


    Esta Procuración General emitió la resolución PGN n° 2.623/13 que trata sobre actos de protesta por parte de integrantes de algunas fuerzas de seguridad provinciales en reclamo por mejoras en sus condiciones laborales, que tuvieron lugar en distintas jurisdicciones del país, donde se señaló que "de manera concomitante con esas manifestaciones, se produjeron atentados colectivos contra la propiedad (saqueos), que generan zozobra y perturban la tranquilidad de la población nacional" y declaró que "a fin de preservar la vida democrática de nuestro país conforme lo previsto por la ley n° 23.077 de Defensa de la Democracia, el Ministerio Público Fiscal debe investigar exhaustivamente la posibilidad de que esos últimos acontecimientos guarden alguna vinculación con las protestas policiales y resulten el emergente de una hipótesis delictiva que involucre conductas propias de atentados contra el orden público, los poderes públicos y el orden constitucional, cuyo conocimiento es de competencia exclusiva del sistema de administración de justicia penal federal". Con el propósito de servir ese deber de la mejor manera, fue creada una Comisión de Fiscales "para trabajar sobre aspectos de ese fenómeno delictivo que podrían develarlo de competencia federal". El resultado del trabajo de la comisión se vio reflejado en un extenso informe que consigna, en lo que respecta al territorio de la provincia de Buenos Aires, que "ante la Fiscalía Federal Nro. 2 de Mar del Plata, se inició el 9 de diciembre de 2013, una investigación preliminar en los términos del art. 26 de la ley 24.946 y en función de la resolución interna dictada por el Sr. Fiscal General de esta Jurisdicción, a fin de promover la inmediata investigación respecto de los hechos acaecidos en esta jurisdicción de Mar del Plata, vinculados a la toma de decisión de un grupo de no menos de diez funcionarios policiales de la policía de la provincia de Buenos Aires que, en connivencia con ciudadanos ajenos a dicha fuerza de seguridad, provocaron y llevaron adelante las acciones necesarias que condujeran al auto-acuartelamiento de muchos integrantes de la misma. Ello, con el alegado pretexto de reclamar beneficios salariales, pero con certero conocimiento de que esas acciones conllevarían la indefensión de muchos sectores de la ciudad, con la consecuente comisión de múltiples delitos por parte de otras personas que aprovecharían dicha situación que ya había cobrado estado notorio, y que se concretó con los distintos saqueos a establecimientos comerciales acaecidos en esta ciudad los días 8 y 9 de diciembre del corriente año". Con base en los elementos colectados tras la investigación preliminar, identificada bajo el n° 10/2013 FN 118063, el Fiscal Federal de Mar del Plata formuló una denuncia ante el Juzgado Federal n° 3, contra civiles y policías de la provincia de Buenos Aires por los hechos señalados en el párrafo anterior, bajo la calificación de sedición e instigación al delito, destacando el rol que habría cumplido el denominado Sindicato de la Policía Bonaerense en su planificación, difusión, propagación e incitación. Los hechos a los que se refiere la denuncia que dio origen a la presente contienda, relacionados con la planificación y organización de la protesta policial, corresponden al objeto del proceso promovido ante el Juzgado Federal de Mar del Plata, y por tratarse prima facie de episodios que responden a una concepción unitaria, para una mayor eficacia en la investigación y una respuesta estatal homogénea, corresponde a ese fuero conocer en la presente causa, cualquiera sea el juzgado donde quede definitivamente radicada y aunque no haya sido parte en conflicto. No obstante, las amenazas y el hurto de legajos que dice haber sufrido el denunciante, aparecen como hechos independientes, de manifiesta naturaleza común y motivación particular, razón por la cual a ese respecto debe continuar interviniendo la justicia provincial.


    N.N. s/ Intimidación pública


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4154, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas. Ley 26.842. Investigación incipiente. Vulnerabilidad de las víctimas. Explotación económica. Precedentes: Competencias N° 538, L. XLV; y N° 1.016, L. XLVI. Justicia federal.


    Sin perjuicio de los escasos elementos incorporados al incidente, tanto de las intervenciones telefónicas como del resultado obtenido en los allanamientos y demás tareas de vigilancia policial que se relatan, es posible colegir que efectivamente había mujeres de nacionalidad extranjera ofreciendo servicios sexuales en el local denunciado y que la imputada no resultaba ajena a su explotación económica. Del informe elaborado por las profesionales del programa de rescate y acompañamiento se desprende la situación de vulnerabilidad en que se encontrarían las dos mujeres identificadas en el procedimiento, así como también la inclinación de este tipo de víctimas a ocultar datos o información sobre los responsables de los prostíbulos por temor a ver afectada su fuente de ingresos. Si a ello se agregan las referencias a que se habrían publicado avisos en el diario, que habría "ticket de publicidad" y lo argumentado por la fiscalía provincial respecto de la hipótesis delictiva de lavado de dinero, el presente conflicto debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en las Competencias N° 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y N° 1.016, L. XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia". No es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    L., K. E. s/ Infracción art. 125 bis, promoción o facilitación de la prostitución - Ley 26.842


    FLP-Justicia Federal de La Plata, Comp 52008425, 2013, 3/CS1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Tenencia de armas de guerra


    Remisión a Comp 995, L. XLIV in re "Mendiondo, Mauricio s/ Acopio de armas y munición de guerra". Corresponde a la justicia federal.


    C., Elena Gladys s/ Tenencia arma guerra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 73773, 2014, 1/CS1, 21 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Procedimiento de declaración


    Contienda negativa de competencia. Estafa mediante el uso de cheques extraviados. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez nacional que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 11407, 2012, 1/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Tramite de las cuestiones de competencia


    Asunción tácita de la competencia. Inexistencia de conflicto a resolver.


    No existe una cuestión de competencia que la Corte deba resolver en atención a que la resolución del juez local importó asumir el conocimiento de los hechos que motivaron su declinatoria.


    C. A., Claudia s/ Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1008, 2014, CS1, 01 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cambio de criterio sin sustento en constancias del sumario. Investigación insuficiente. Corresponde al juez que previno.


    No se advierte en la causa elemento alguno que sustente el cambio de criterio del magistrado local, quien había ya asumido su competencia al rechazar la declinatoria solicitada por la fiscalía sin que, por otra parte, de la insuficiente investigación hasta ahora practicada surjan circunstancias que autoricen de modo concluyente a atribuir el conocimiento de la causa a la jurisdicción federal. Corresponde a la justicia local, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N.N. personal Policía Federal s/ Lesiones leves (art. 89)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4211, 2015, CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Necesidad de individualizar los hechos y sus calificaciones. Corresponde a la justicia de la ciudad.


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación y si estos resultan constitutivos de delito no se han incorporado a la causa elementos que den sustento a la subsunción típica. En esas condiciones, corresponde a la juez de la ciudad, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    D., Cintia Priscila s/ Extorsión


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5569, 2014, CS1, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737 y al art. 189 bis CP. Apelación pendiente de resolución. Necesaria resolución del recurso deducido, previo a determinar la competencia.


    Si se encuentra pendiente de resolución una apelación interpuesta corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se decida acerca del recurso deducido. Corresponde devolver la causa a la justicia federal, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    M. H., Angello Yampier y otro s/ Inf. Art. 189 bis


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, 11252, 2014, 1/CS1, 17 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Cuestiones probatorias


    Contienda de competencia. Ley 26.524. Necesidad de profundizar la investigación: alcance y significación jurídica de los hechos. Remisión a la causa CSJ Competencia 191/2014 (50-C) “Derecho, Maximiliano Jesús”.


    Solo se ha logrado identificar el número de IP con el que se habría creado la cuenta a través de la cual se efectuó la publicación que dio origen a esta contienda, cuyo usuario residiría en localidad provincial, pero aún no se ha acreditado la efectiva comisión del hecho. Por tal motivo no resulta posible encuadrar el suceso en alguna figura penal específica, que a su vez posibilite determinar su competencia territorial y material.


    Trafico de mercaderías peligrosas p/salud "mod ley 26.524". Denunc. Fisc. De Nueva Pompeya y Parque de los Patricios


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 29128, 2013, 2/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos de coacción y extorsión: investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional, que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. No se advierte que ese requisito se verifique en este incidente, en el que no se ha citado al denunciante a ratificar y precisar sus dichos, en particular acerca de la sede de las instituciones que integra, ni se identificó el lugar desde el que se conectó a internet la imputada, posible de acreditar sobre la base de los números de identificación. Además, cabe señalar que, a todo evento, surge que los empleados que habrían escuchado los llamados telefónicos lo habrían hecho en su sitio de trabajo, ubicado en esta ciudad. En tales condiciones corresponde a la justicia nacional, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    M. M., Ana María s/Coacción (art. 149 bis) y extorsión


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 32627, 2015, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Pretensa figura de abandono de personas: investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y calificación legal. Justicia nacional, que previno.


    Sin ninguna precisión sobre los motivos y circunstancias que determinaron la demora en prestar el auxilio, las acciones u omisiones a las que pueda ser atribuida la grave falla del servicio de urgencias médicas y su eventual relevancia típica, ni conclusiones médicas que hagan posible juzgar acerca del nexo de evitación entre la asistencia omitida y el resultado, no resulta posible formular hipótesis sobre la valoración jurídico penal que, entre las varias posibles, correspondería en principio a los hechos objeto de la presente causa. Dadas estas condiciones, corresponde al juzgado nacional que previno y puede, por su más amplia competencia, conocer de mayor cantidad de supuestos continuar el trámite de la causa que originó la contienda, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    INSSJP (Servicio de Urgencias) s/ Incidente de incompetencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 23568, 2015, 1/CS1, 22 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento. Acreditación del hecho delictivo mediante la declaración de la víctima. Corresponde a la justicia provincial.


    Si las declaraciones de la víctima resultan verosímiles, pueden ser tenidas en cuenta para determinar la competencia, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Tal es el caso que se presenta en autos, en el que no habría razón alguna que no permitiera ponderar de ese modo los dichos de la damnificada.


    R. Á., Andrés y otros s/ Robo y encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 9933, 2014, 1/CS1, 30 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Declaración de incompetencia


    Contienda de competencia. Ausencia de investigación que permita individualizar un hecho concreto y encuadrarlo en alguna figura legal. Justicia que previno.


    Resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Recurso directo ley de radiodifusión 22.285


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2908, 2015, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente. Indefinición del hecho ilícito, calificación legal y lugar de ocurrencia. Justicia que previno.


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Gabriel Alberto s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 997, 2015, CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisitos


    Contienda de competencia. Imposibilidad de determinar el destino de la siembra. Investigación insuficiente. Falta de precisión de los hechos para su encuadramiento legal. Justicia que previno.


    Aún no se han realizado medidas tendientes a establecer con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que el individuo involucrado tenga alguna relación con el comercio de estupefacientes a pequeña o gran escala, lo que resulta indispensable para determinar la calificación del hecho y, consecuentemente, la competencia material. En tales condiciones, corresponde a la justicia local que previno en la contienda incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    B, Geremías Rafael s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2654, 2015, CS1, 22 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa mediante cheque: fondos insuficientes. Falta de investigación suficiente. Necesidad de determinar la calificación legal. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    En autos, no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos en la que la justicia nacional funda su incompetencia, la que no encuentra debido sustento en las constancias de la causa. El cheque cuyo cobro habría sido rechazado por la entidad bancaria en la que se lo presentó, no solo habría sido entregado con fecha futura en pago de una obligación contraída con anterioridad, sino que además habría sido rechazado por ésta por la causal "fondos insuficientes", por lo que el caso también podría encuadrar en el artículo 302 del Código Penal, en cuyo caso el tribunal competente es el de la jurisdicción en la que se encuentra el banco girado, que hasta ahora se desconoce ya que el documento no se incorporó al legajo. Tampoco se cuenta con elementos que permitan afirmar, que más allá de la entrega del cartular en cuestión existió una maniobra fraudulenta dirigida a obtener los servicios contratados a sabiendas de que nunca serían pagados. En tales condiciones, corresponde al juez nacional, que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Matías Jesús y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 56976, 2014, 1/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Juzgado preventor.


    El declinante no encuadró los hechos en una figura determinada y las constancias incorporadas al legajo no alcanzan para definir cuál es, prima facie, el hecho ilícito a investigar y su lugar de ocurrencia. En tales condiciones, corresponde al juzgado local que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    I. R., Nicolás Alberto s/ Averiguación de paradero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3576, 2015, CS1, 04 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automotor: alternancia con el encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los prevenidos. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica de aquéllos respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad. Por otra parte, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no hayan tenido participación alguna en el desapoderamiento, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso. Corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación respecto del hurto del vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    E., Luis Martín y R., Federico Andrés s/ Hurto de automotor


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 197, 2015, CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Descripción del hecho y calificación


    Contienda de competencia. Situación laboral irregular. Ausencia de prueba que permita demostrar la concurrencia de indicadores del delito de trata de personas. Justicia local.


    Es criterio de la Corte que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto. En ese sentido, más allá de la precaria situación laboral en que se encontraría la víctima y las deficientes condiciones en que desarrollaría su trabajo, no se encuentran agregados al legajo elementos de prueba que permitan abonar la hipótesis sobre la posible configuración del delito de trata de personas.


    E., N. s/ Infracción ley 23.634


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 1201, 2015, CS1, 10 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Necesidad de individualizar los hechos y calificaciones. Corresponde a la justicia nacional.


    El presente conflicto, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos objeto de investigación y, si en su caso, resultarían delictivos. Más allá de la documentación aportada por la denunciante, y la sola mención por parte de la declinante, de que los hechos acaecieron en extraña jurisdicción, se advierte que todavía no se ha dirigido la pesquisa con el objeto de delimitar su alcance para que pueda subsumírselos en una determinada calificación legal. Corresponde a la juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Roberto s/ Defraudación por retención indebida


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38727, 2014, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Declinatoria de competencia prematura. Art. 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y las calificaciones. Corresponde al juez provincial que previno en su conocimiento.


    La falta de precisión del relato que contiene la denuncia no ha sido superada por una investigación que sea al menos suficiente para individualizar los hechos penalmente relevantes, de manera que puedan ser encuadrados en alguna figura determinada. En tales condiciones, la Corte se encuentra imposibilitada de ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58, pues es sabido que a fin de que aquello sea posible, las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas del conocimiento necesario para encuadrar el caso, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo en orden a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo. En consecuencia, la causa debe continuar ante el juzgado de garantías de Necochea, en tanto previno en su conocimiento y sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    D. S., Genaro s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4628, 2014, CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación suficiente


    Conflicto de competencia. Investigación insuficiente. Imposibilidad de individualizar los hechos y encuadrarlos en una figura legal. Justicia nacional.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 18637, 2015, 1/CS1, 08 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Averiguación sobre las circunstancias de muerte. Investigación insuficiente. Imposibilidad de individualizar los hechos y encuadrarlos en una figura legal. Justicia nacional que previno.


    La declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a Corte ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/54, pues al no constar siquiera la declaración de la profesional que certificó la muerte de la fallecida, ni conocerse apenas alguna circunstancia presente al momento de ese hecho -ni siquiera es seguro el lugar dónde sucedió-, no existen elementos que permitan todavía efectuar hipótesis sobre la existencia de algún delito determinado.


    R., Osvaldo y otros s/ Defraudación y falsedad ideológica


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 40418, 2013, 1/CS1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Coacción y defraudación por desbaratamiento. Investigación insuficiente. Justicia nacional, que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo En este sentido cabe poner de resalto que, tal como lo sostiene el juez local, las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar con precisión el objeto procesal al que se circunscribe esta causa, ni tampoco consta en la resolución del magistrado declinante, ni en su confirmación por parte de la alzada, una determinada calificación legal que se apoye razonablemente en las constancias del incidente, lo que impide, a la luz de la doctrina de la Corte, la adecuada resolución del conflicto. Ello es así, ya que además de no haberse agregado al menos, los respectivos contratos suscriptos entre la sociedad dominante y las empresas controladas que, eventualmente, podrían dar una pauta acerca de sus derechos y obligaciones y, en su caso, del perjuicio que se les habría irrogado a las últimas, no surge que se haya orientado la pesquisa en aras de determinar, con el grado de certeza que exige esta etapa, los extremos atinentes a todas las figuras invocadas por los denunciantes que, eventualmente, podrían dar lugar a más de una subsunción típica, lo cual, reviste particular trascendencia, en tanto que no se desprende con nitidez si las maniobras ventiladas en el sub júdice habrían sido ejecutadas en el marco de un contexto delictivo o si, contrariamente, obedecerían a cuestiones de naturaleza netamente comercial.


    D. A. S.A. y otros s/ Coacción y defraudación por desbaratamiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 57065, 2014, 1/CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Incorrecta traba del conflicto. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    V. E., tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente lo que no sucede en el sub lite. Sin embargo, asiste razón al juez de garantías en cuanto a que el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En consecuencia, corresponde a la justicia que previno en la causa, y en cuyo ámbito el fiscal declinó la competencia sin intervención judicial, y donde además, reside el denunciante y acudió para hacer valer sus derechos, continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    G. Compañía Financiera S.A. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 74883, 2014, 1/CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Lugar donde los títulos fueron entregados. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro. Dicho lo que antecede, y toda vez que los elementos de juicio incorporados al presente incidente no alcanzan para tener por acreditada esa circunstancia, corresponde al juez nacional, que primero intervino en las actuaciones, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso de los depositantes individualizados en el reverso de los documentos.


    N.N. s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64969, 2014, 1/CS1, 29 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Delito de estafa. Posible aprovechamiento de un incapaz. Investigación insuficiente para determinar la calificación legal. Justicia que previno.


    Frente a la posibilidad de que la víctima haya padecido al momento de los hechos, dada su ancianidad, una patología de naturaleza tal, que hubiera limitado su capacidad de comprensión y, por ende, hubiese sido sometida a engaño, pienso que el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58. Tal como lo enseña prestigiosa doctrina, la circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo pues se consuma con la sola firma del documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz o de otro. Desde esa línea de pensamiento, todavía no se ha profundizado la pesquisa con el objeto de conocer las precisas circunstancias que habrían rodeado la operación presuntamente fraudulenta que, sin perjuicio de las supuestas tratativas previas a que alude el juez de instrucción y, que aún no se encuentran acreditadas debidamente, se habría celebrado en una escribanía de Buenos Aires.


    C., Mónica Graciela y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 64486, 2013, 1/CS1, 17 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Desaparición de un menor de edad. Abuso sexual. Investigación insuficiente. Situación de riesgo del menor: protección de su integridad. Interés superior del niño. Justicia local, que previno.


    Cabe recordar que ante la situación de riesgo en la que podría encontrarse la víctima de autos, cabe a todos los organismos intervinientes asegurar la protección de su integridad, y en el caso es la justicia provincial la que en mejores condiciones se encuentra de proveerla, en tanto asegura la proximidad con los órganos de justicia y contempla el interés superior del niño, al mismo tiempo que atiende razones de eficacia y economía procesales. En razón de todo lo expuesto, a lo que cabe agregar el deber de impedir que en este tipo de casos las víctimas puedan quedar expuestas al riesgo que implicaría la escisión en dos, o más, procesos judiciales simultáneos, en los que se pueda reeditar una misma situación traumática, corresponde seguir conociendo en esta causa al juez que previno.


    N.N. s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3941, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Desobediencia a la prohibición de acercamiento. Presunto hostigamiento. Investigación insuficiente. Imposibilidad de individualizar los hechos y encuadrarlos en una figura legal. Justicia que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan idóneos para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio para discernir el tribunal al que corresponda investigarlos.


    D., H. J. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 69830, 2014, 1/CS1, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Facturas presuntamente apócrifas. Necesidad de profundizar la investigación. Justicia que previno.


    Previo a dilucidar la competencia material, corresponde al magistrado local que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    M., Javier s/ Estafa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1126, 2015, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia nacional que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte, pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tal sentido, tiene resuelto el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Patricia Mónica s/ Muerte por causa dudosa. Denunciante: V., Javier Esteban y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 73014, 2014, 1/CS1, 11 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunta comercialización de estupefacientes. Investigación insuficiente. Justicia local, que previno.


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada. Por esa razón, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, los que no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, por razón de la materia, corresponda investigarlos. Por todo lo expuesto, esas deficiencias deben ser suplidas por el juez local que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    V. M., Aldo César y otro s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3410, 2015, CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunta trata de personas. Investigación insuficiente. Justicia que previno.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, ni que hagan verosímil, al menos de momento, la hipótesis delictiva a que se refiere la ley N° 26.364 -texto según ley 26.842-.


    B., S. C. s/ Infracción ley 26.364


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, Comp 3720, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Presunto delito de transporte de estupefacientes. Investigación insuficiente. Justicia local, que previno.


    Esta contienda no se halla precedida de la investigación suficiente que permita individualizar los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada. Por esa razón, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, los que no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, por razón de la materia y del territorio, corresponda investigarlos. Por todo lo expuesto, esas deficiencias deben ser suplidas por el juez local que primero conoció de la notitia criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    N.N. s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3514, 2015, CS1, 30 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Tarjetas apócrifas. Presunto delito de estafa. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Justicia que previno.


    El presente conflicto, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, de las escasas constancias incorporadas al incidente no surge más que la sospecha de que las tarjetas incautadas son falsas, sin que existan elementos mínimos que permitan corroborar, prima facie, esta hipótesis.


    G., Antonio Ezequiel s/ Averiguación de delito


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 60849, 2014, 1/CS1, 03 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de cheques. Falta de elementos para precisar los hechos investigados. Corresponde a la justicia nacional, que primero conoció de la notitia criminis.


    Esta contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores y el alcance de los hechos investigados y subsumirlos prima facie, en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de resolver máxime, cuando por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible. Corresponde a la justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Falsificación de documento privado


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 44247, 2014, 1/CS1, 15 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Desobediencia a funcionario público. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la pesquisa. Lugar donde se omitió el cumplimiento de la orden judicial. Justicia nacional.


    Sólo a partir de la profundización de la pesquisa será posible establecer con el grado de certeza necesaria la transcendencia de los hechos y, en caso de verificarse la real desobediencia, discernir luego la competencia teniendo en cuenta el criterio del Tribunal que establece que ese delito se consuma en el lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden judicial. En tales condiciones, corresponde al juez nacional que declinó su competencia sin darle precisión a la notittia criminis, incorporar los elementos necesarios a fin de subsanar los defectos señalados, y resolver luego en consecuencia, una vez determinadas debidamente las circunstancias que den sustento a su declinatoria.


    A., Ariel Fernando s/ Desobediencia a funcionario público


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 51017, 2013, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Corresponde a la justicia nacional.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. La multiplicidad de circunstancias que comprende la denuncia podría dar lugar a más de una calificación posible, lo que incide directamente sobre el eventual lugar de comisión. La justicia nacional debe proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    I., Francisco Luciando s/d estafa, defraudación por retención indebida y asociación ilícita


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 23006, 2014, 1/CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y las calificaciones. Corresponde a la justicia contravencional, que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados, pues no resulta posible determinar los pormenores de los hechos investigados, ni tampoco, su calificación legal, atento a que la imprecisión y las escuetas manifestaciones del damnificado impiden advertirlos con claridad, defecto que se ve corroborado por las declinatorias de los jueces intervinientes, en tanto en ellas no se observa la calificación jurídica de los sucesos que motivaron la presente incidencia, lo que impide la adecuada resolución del conflicto. Por lo tanto, corresponde a la justicia contravencional, que previno, continuar con la investigación de las presentes actuaciones a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C. R,. Luis Alberto s/ Amenazas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3010, 2014, CS1, 27 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa. Investigación insuficiente: necesidad de profundizar la pesquisa. Corresponde al juzgado que conoció de la notitia criminis.


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada con el grado de certeza que esta etapa requiere, y de formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Los escasos elementos agregados al incidente resultan insuficientes para establecer con precisión ese aspecto, en tanto sólo se cuenta con la denuncia y su ratificación, cuya falta de precisión impide discernir los extremos señalados sobre su única base, sin que ni siquiera surja que se haya adoptado medida alguna tendiente a constatar los sucesos denunciados y el modo en que habrían ocurrido. Recién después de profundizada la pesquisa podrá resolverse respecto del juez a quien compete investigarla. Por lo tanto, el juzgado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, es el que deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S. A. S.A. y otro s/ Estafa


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 25662, 2014, CS1, 04 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violencia familiar. Tenencia ilegítima de arma de fuego. Falta de individualización de los hechos y de calificación legal. Corresponde a la justicia local, que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, requisitos que no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos. El Juez local, que previno, deberá profundizar la investigación en el sentido señalado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., M. s/ Infracción art. 189 bis C.P.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3314, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Declinatoria de competencia prematura. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juez que tomo conocimiento del hecho.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Corresponde al juez de la ciudad, que tomó conocimiento de la noticia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Ejercicio ilegal de la medicina


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2687, 2014, CS1, 03 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Declinatoria de competencia prematura. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juzgado local que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Las escasas constancias agregadas al incidente acerca del presunto hecho delictivo, integradas sólo por la denuncia -que no ha sido ratificada- y la documentación que a ella se acompaña, no alcanzan para delimitar su índole y pormenores, ni tampoco consta en la resolución del magistrado declinante una determinada calificación legal que se apoye razonablemente en las piezas del incidente, lo que impide, a la luz de la doctrina de la Corte la adecuada resolución del conflicto.


    N.N. s/ Defraudación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1195, 2014, CS1, 24 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación insuficiente. Artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58. Falta de individualización de los hechos. Juzgado provincial que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa en que el magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos. En tales condiciones, corresponde a la justica provincial continuar investigando en la causa.


    T., Rodolfo s/ Portación de arma de uso civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4190, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación insuficiente. Falta de determinación de los hechos. Juzgado que previno. Justicia local.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren los elementos señalados, pues las constancias del incidente no alcanzan para establecer con el grado de certeza necesaria la calificación legal del hecho por el cual se declinó la competencia, sin que de las circunstancias que lo rodearon, se pueda establecer un encuadre típico a dicha conducta. Corresponde al Juzgado de Garantías, que previno, continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    M., Ignacio s/ Averiguación de delito


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 189, 2015, CS1, 02 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación insuficiente. Falta de determinación de los hechos. Ley 24.270. Impedimento de contacto de hijos con sus padres. Lugar a considerar para determinar la competencia. Justicia nacional.


    El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, pues los elementos de juicio agregados hasta el momento al incidente no alcanzan para delimitar el hecho objeto de pesquisa y si, en su caso, éste posee relevancia típica, atento que tampoco se aprecia en la resolución del declinante una determinada calificación legal basada razonablemente en las constancias que tuvo a la vista, lo cual impide un pronunciamiento acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo. Hasta tanto no se definan las circunstancias fácticas que podrían definir alguna hipótesis penal, corresponde al juzgado nacional, que previno, en cuya jurisdicción se domicilia el denunciante y lo hacía el menor con él, continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    Incidente n° 1 - Damnificado: E., J. R. - Imputado: N. M., M. G. s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 40669, 2014, 1/CS1, 15 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Justicia federal, que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto al juez a quien corresponde investigarlo. En ese sentido, la circunstancia de que no se haya efectuado una descripción precisa del contexto fáctico que abarcaría la investigación, ni incorporado las mínimas probanzas que permitieran delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos que constituyen su objeto, que por la multiplicidad de circunstancias que comprende, darían lugar a más de una calificación posible impiden, por el momento, la adecuada resolución del conflicto tanto en su aspecto territorial como material, más aún cuando el juez local no coincidió con la calificación legal propuesta por su par nacional e hizo alusión a resoluciones previas que tampoco se encuentran incorporadas al incidente.


    B., Alejandra s/ Averiguación de delito


    CFP-Cámara Criminal y Correccional Federal, Comp 9755, 2013, 1/CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Juzgado nacional que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En la presente no concurren los elementos señalados, pues no se ha profundizado acerca del tipo de amenazas que habrían sido proferidas, lo que resulta esencial para discernir la competencia material en el caso. Corresponde al juzgado nacional que previno, continuar investigando en la causa.


    N.N. s/ Lesiones leves. Damnificado: W., Cristian Cayetano


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52218, 2014, 1/CS1, 01 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Juzgado que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Rubén y otro s/ Disparo de arma de fuego y lesiones leves


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 17412, 2013, CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Presunto robo o hurto. Investigación insuficiente. Falta de individualización de los hechos. Tribunal que previno. Justicia en lo penal, contravencional y de faltas de la Ciudad.


    El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada y, en consecuencia, para que el Tribunal pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58. En efecto, pues aún cuando se hubiere descartado en el caso la comisión del delito de usurpación, sería conveniente que, de acuerdo con el criterio seguido por la Corte en la Competencia N° 318, L. XLVIII, "Corona, Alberto Rubén s/ Denuncia", la justicia de la ciudad profundice la pesquisa en torno a la denuncia, sobre el posible robo o hurto de sus bienes muebles en el interior del departamento, para determinar, luego de la incorporación de los elementos de juicio que sean necesarios para precisarla, si existió o no la comisión de un delito contra la propiedad ajeno a su competencia y, eventualmente, qué comportamientos habrían realizado los presuntos autores respecto de esos bienes.


    Incidente n° 1 - Denunciante: Unidad Fiscal Sudeste del Ministerio Público de la CABA C. 7863/2014, y otros s/ Incidente de competencia


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Comp 48912, 2014, 1/CS1, 14 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisitos procesales para la traba del conflicto


    Conflicto de competencia. Privación ilegítima de libertad y robo. Incorrecta traba de conflicto. Justicia local.


    El presente incidente no ha sido correctamente trabado, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa lo que no sucede en el caso, ya que el juez provincial no cuestionó la competencia local.


    N.N. s/ Robo con armas. Damnificado: M., Diego Mariano y otro


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 31637, 2014, 2CS1, 04 de septiembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Investigación insuficiente: objeto procesal impreciso. Justicia provincial que previno.


    Más allá de su naturaleza jurídica y del encuadramiento que se le dé desde el punto de vista procesal penal a la presentación efectuada por quien inició este expediente, se advierte que tanto de ella como de los demás elementos acompañados, o de las resoluciones del declinante, no surge en concreto cuál sería el objeto procesal cuya pesquisa se persigue en esta causa. Corresponde a la justicia provincial que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    L., Juan Pablo s/ Vindicación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4170, 2015, CS1, 22 de diciembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Incorrecta traba de la contienda: falta de atribución recíproca. Justicia provincial.


    Habida cuenta que el juez de garantías no niega las circunstancias, corresponde declarar su competencia para continuar conociendo al respecto sin perjuicio, claro está, de que si entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, le remita las actuaciones de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Fabio s/ Defraudación


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 52852, 2014, 1/ CS1, 23 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de hurto. Falta de individualización de los hechos y su significación jurídica. Justicia provincial, que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren esos elementos, pues de las constancias incorporadas al incidente no surge que se hayan realizado medidas tendientes a precisar la significación jurídica del hecho a partir de sus circunstancias de tiempo, modo y lugar.


    E., Javier Damián s/ Hurto


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4053, 2015, CS1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Jurisdicción. Prioridad Federal de juzgamiento


    Contienda de competencia. Estupefacientes. Desfederalización parcial. Supuesta venta que excedería al consumidor final. Prevalencia de la Justicia Federal.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia. Por ello, más allá del estado embrionario en que se encuentra esta causa, de la investigación hasta ahora realizada podría inferirse que el hecho excedería la mera comercialización de estupefacientes al consumidor final, por lo que de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en estas actuaciones, independientemente de lo que surja de la posterior investigación.


    G., Pedro s/ Infracción ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2856, 2015, CS1, 22 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Principios Procesales Generales


    Estafa procesal. Uso de documento privado falso. Violación a los principios de preclusión y cosa juzgada. Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Prescripción de la acción penal. Remisión a expediente D. 749, L. XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros s/ Causa n° 14.358" y S. 471, L. XLVIII, "Schlencker, Alan s/ Causa n° 13.590". Mantenimiento de queja.


    Asiste razón a los recurrentes acerca de los vicios que atribuyen al fallo impugnado, tanto en lo que se refiere a los argumentos que sustentaron el desconocimiento de la firmeza, como en lo que concierne a la prescripción de la acción penal. Sobre lo primero, tanto fiscal como querellante, denunciaron irregularidades en el trámite de notificación de la sentencia y en otras constancias de la causa para hacer renacer plazos procesales fenecidos, desconocer la firmeza del fallo y hacer posible la declaración de prescripción de la acción penal. Asimismo, los apelantes sustentaron esa denuncia en actos concluyentes, públicos y fácilmente comprobables, de los diversos sujetos procesales e, incluso, de los propios imputados (que hasta se habrían presentado a cumplir condena), que darían cuenta de un proceso penal regularmente tramitado y concluido con un pronunciamiento pasado en autoridad de cosa juzgada, sólo perturbado por la sorpresiva alegación, siete meses después, del desconocimiento de su firmeza y hasta de la existencia de recursos extraordinarios olvidados y no tramitados, de los que no habría ninguna versión original en la causa, ni tampoco copia fiel, con algún sello oficial, que pudiera ser acompañada como prueba de su presentación por los imputados. Se pone en tela de juicio la estabilidad de las decisiones y, con ello, la confiabilidad del servicio de administración de justicia, y además ataca la prestación que es su esencia misma que se vería perjudicada si bastara con apelar a un método como el referido para desbaratar un proceso regularmente sustanciado y concluido con una sentencia firme de los jueces de la causa. Se trataba de una cuestión harto conducente cuya omisión de tratamiento, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad de sentencias desarrollada por la Corte, priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten y basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido. En lo que atañe a la decisión de confirmar la decisión que declaró extinguida la acción penal, resultan aplicables al caso las consideraciones efectuadas por el Tribunal en el expediente D. 749, L. XLVIII, "Demaría, Jorge Luis y otros s/ Causa n° 14.358", y por esta Procuración en el expediente S. 471, L. XLVIII, "Schlencker, Alan s/ Causa 13.590", a los que se remite por razones de brevedad. Se mantiene la queja interpuesta.


    G., Humberto Oscar y otros c/ s/ Causa n° 14.767


    G 21, L, 10 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Prueba


    Posibles casos de corrupción en el ejercicio de la función pública: exacciones ilegales. Falta de ponderación de medidas probatorias: afectación del servicio de justicia, art. 18 CN. Precedente Di Nunzio. Sentencia arbitraria.


    Acierta el apelante al tachar de arbitraria la sentencia recurrida pues, de los antecedentes reseñados y de las constancias de la causa se desprende que la cámara de apelaciones no sólo omitió ponderar las diversas medidas probatorias que, según estimaba este Ministerio Fiscal, podían echar luz sobre la denuncia que dio inicio a las actuaciones, sino que incluso confirmó el sobreseimiento dispuesto sin siquiera explicar de qué modo se había arribado a la certeza negativa de que esos hechos nunca habían ocurrido o, cuanto menos, sobre qué base consideraba que, no obstante las diligencias propuestas, se hallaba configurada la insuperable circunstancia de no poder incorporar nuevos elementos de prueba, exigencia ineludible para una decisión desincriminante en este incipiente estado del proceso. El fallo de la cámara de apelaciones, que confirmó una resolución que impide el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva sin siquiera considerar las numerosas diligencias probatorias propuestas por este Ministerio Público Fiscal, no sólo resulta arbitraria sino que importa una afectación del adecuado servicio de justicia garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional puesto que los jueces no pueden sustraerse a lo que es propio de su ministerio sin menoscabo evidente de la mencionada garantía constitucional. En consecuencia, la sentencia impugnada debe ser dejada sin efecto a fin de hacer posible la apertura de la queja y el estudio del recurso de casación oportunamente interpuesto, lo que además permitirá cumplir con la finalidad última del proceso penal, que consiste en la averiguación de los hechos que se reconocen de interés para la apreciación de la responsabilidad de los imputados, máxime en supuestos en los que, como en el sub examine, el suceso denunciado involucra posibles casos de corrupción en el ejercicio de la función pública, pues ése es el modo de dar máxima eficacia a las disposiciones contenidas en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención Interamericana contra la Corrupción, que integran nuestro orden jurídico.


    Seccional 38 ° de la PFA y otros s/ Exacciones ilegales


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 72432, 2013, 2/1/RH2, 26 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Medidas de Coerción para la Obtención de Pruebas. Medios Ocultos de Obtención de Pruebas


    Tareas de inteligencia interior prohibidas por las leyes 23.554 y 25.520: obtención sistemática de información sobre partidos políticos, sindicatos y otras organizaciones sociales. Violación de deberes jurídicos de las instituciones públicas destinadas a la inteligencia militar. Revocación de absolución. Aumento en la determinación de pena.


    Los recursos extraordinarios interpuestos por las defensas fueron mal concedidos en cuanto pretenden controvertir cuestiones no federales vinculadas a la prescripción de la acción, a nulidades procesales y a la valoración de las constancias de la causa. Los intentos recursivos devienen insuficientes en tanto no acreditan que, de acuerdo con las pautas interpretativas, el plazo que ha insumido este proceso sea prima facie irrazonable. Por ello, el remedio federal es formalmente improcedente en este aspecto. Por el contrario, los recursos de otras de las defensas fueron correctamente concedidos en cuanto controvierten la interpretación de las normas federales que regulan la actividad de inteligencia de las fuerzas armadas (art. 14, inc. 3, ley 48). Sin embargo, esos planteos no pueden prosperar en tanto las conductas imputadas eran ilícitas al momento de los hechos. La interpretación propuesta por los apelantes no controvierte el análisis realizado por la sentencia apelada con relación al cambio de paradigma legislativo que tuvo lugar con el restablecimiento de la democracia. En efecto, el principio de la seguridad nacional fue reemplazado por la doctrina de la defensa nacional que acogen las leyes 23.554, 24.059 y 25.520. De este modo, la reglamentación de inteligencia dictada en la década de 1970 e invocada por los recurrentes para sustentar la realización de tareas de inteligencia interior es incompatible con el principio legislativo imperante. Por otro lado, el recurso extraordinario de la querella es procedente respecto de la absolución planteada y con la determinación de la pena de otro de los imputados en tanto ha acreditado arbitrariedad en la decisión apelada. En relación con el primer agravio, la absolución confirmada por el a quo, se fundó en una valoración fragmentada de la prueba obrante en la causa. La sentencia apelada que confirmó la absolución sin tratar adecuadamente los planteos llevados por la querella a esa instancia no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Por el contrario, dejó firme, sin un debido tratamiento de las cuestiones planteadas, una decisión que contenía un análisis fragmentario, descontextualizado y arbitrario del material probatorio, que es contrario al principio de la sana critica recogido por nuestro ordenamiento (arts. 398, segundo párrafo, y 241 CPPN). En relación con la individualización de la pena de otro de los imputados, también asiste razón al acusador particular. Si bien en principio lo atinente a la determinación judicial del monto de la pena depende de cuestiones de valoración de la prueba e interpretación del derecho común ajenas a esta instancia extraordinaria, cabe hacer una excepción cuando la sentencia es descalificable como acto jurisdiccional válido en virtud de graves defectos de fundamentación. Esto, es lo que ocurre en el presente caso. Por todo lo expuesto, corresponde declarar parcialmente mal concedidos los recursos extraordinarios interpuestos por las defensas; rechazar sustancialmente los recursos los recursos de las defensas; y hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto por la querella, dejando sin efecto la sentencia de absolución y en relación a la determinación de la pena mencionada y remitiendo la causa para que por quien corresponda se dicte un nuevo pronunciamiento en relación a esas cuestiones.


    M., Eduardo Omar y otros s/ Recurso Extraordinario


    M 423, L, 05 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Requisa Personal. Motivos Suficientes


    Ley 23.737. Reglas de exclusión de la prueba. Condiciones de validez de orden judicial de requisa personal. Grado de "certeza" impropio de la etapa inicial. Precedente "Quaranta". Sentencia arbitraria: falta de fundamentos suficientes.


    Al ingresar al fondo, la cuestión remite una vez más a la interpretación de la norma que establece las condiciones de validez de la orden judicial de requisa personal. Esa disposición prescribe que dicha medida se ordenará de modo fundado, siempre que haya motivos suficientes para presumir que una persona oculta en su cuerpo cosas relacionadas con un delito (artículo 230 del Código Procesal Penal). En la reseña de los antecedentes del caso que contiene la misma sentencia se mencionan varios elementos que indican la validez de la orden de requisa personal emitida y que al momento de decidir la cuestión el tribunal decidió obviar, por aplicación de un criterio que conduce a desnaturalizar aquel medio de prueba. Exigir, como en el fallo apelado, un conocimiento certero de la comisión de un delito significa establecer un criterio que la ley procesal penal no ha fijado en el artículo 230, que contempla la necesidad de un auto fundado en "motivos suficientes para presumir que una persona oculta en su cuerpo cosas relacionadas con un delito". En suma, en la causa se logró incorporar indicios de transporte y comercialización de estupefacientes por una persona identificada por su nombre completo y por ciertas características exteriores y circunstancias en que se sospechaba que podía ser hallada -y por ello indicios de los que no se puede predicar la exagerada amplitud e indeterminación que les asignó el a quo- sobre la base de los cuales el juez pudo válidamente fundar aquella "presunción" razonable para dictar la medida cuestionada. La interpretación de la cámara según la cual la orden judicial carecería de fundamentos suficientes pasa por alto las referidas constancias probatorias y, asimismo, desatiende el precedentes de la Corte que, si bien referido a la fundamentación de las órdenes de allanamiento, trata de una diligencia que -como se ha visto- exige similares recaudos constitucionales que la de autos. Sostuvo entonces la Corte que "para determinar la concurrencia de tal requisito los jueces deben examinar las constancias del proceso y valorar la concatenación de los actos de acuerdo con la sana crítica racional y las reglas de la lógica, las que se verían alteradas de anularse un procedimiento por la supuesta falta de fundamentación del auto que ordena el allanamiento cuando... ese respaldo está dado o puede encontrarse, en las constancias de la causa anteriores al decreto cuestionado".


    C., Silvia Andrea s/ Inf. ley 23.737


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 241, 2015, RH1, 15 de julio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Medios de Prueba. Prueba Testimonial


    Abuso sexual agravado. Valor probatorio e interpretación del testimonio de la víctima . Violación de las reglas de sana crítica racional. Arbitrariedad de sentencias.


    Los hechos sobre la base de los cuales el tribunal superior local restó credibilidad a los testimonios de la víctima no son lógicamente adecuados para justificar racionalmente las conclusiones que el a quo pretendió extraer de ellos. La decisión no es, por tanto, la derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa a la que las partes tienen derecho de acuerdo con la doctrina de la Corte según la cual el tratamiento de planteos relativos al valor probatorio de la prueba testimonial debe partir de una ponderación concreta, conforme a las reglas de la sana crítica racional, de las circunstancias y motivos conducentes a corroborar o disminuir la fuerza de convicción de las declaraciones. En efecto, la prueba de cargo decisiva respecto de la imputación que concierne a la víctima ha sido el testimonio de ella misma prestado a lo largo de los años, en diversas oportunidades, entre 2003, cuando era una niña de diez años, y la audiencia del debate, en 2012, cuando ya tenía más de dieciocho. Estos hechos, sobre los que el tribunal superior provincial asienta su conclusión de que la duda sobre la imputación es "razonable a la luz de las probanzas presentes", sólo reportan información acerca de cómo percibía la víctima los hechos a los que la había sometido su padre cuando, por su corta edad, ella no podía aún comprender plenamente el sentido de lo que había padecido; y carecen de atinencia lógica para corroborar o socavar la veracidad de los testimonios que la víctima dio cuando, con más de diecisiete años, había alcanzado ese entendimiento. La interpretación que de ellos ha hecho el a quo viola, por ello, las reglas de la sana crítica racional, lo que invalida su pronunciamiento de conformidad con la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    G., Juan Carlos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 647, 2013, (49-G)/CS1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Incorporación por lectura en juicio oral. Declaraciones testimoniales. Valoración parcial y fragmentaria de las pruebas. Afirmaciones dogmáticas carentes de fundamento: sentencia arbitraria.


    Si bien el examen de las cuestiones de hecho y prueba resulta ajeno, en principio, a la revisión prevista en el artículo 14 de la ley 48 por vía del recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicha regla cuando el pronunciamiento recurrido no cumple con la más elemental condición de validez que le es inherente, al carecer de fundamentación válida y no constituir una derivación razonada y lógica del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa. Es lo que ocurre en el sub examine, desde que en el voto mayoritario se sostuvo, mediante una afirmación dogmática, que las declaraciones testimoniales prestadas en el juicio oral nada aportaban para la conformación de la certeza necesaria para una sentencia de condena, y que constituían simples indicios que complementaban las declaraciones cuya incorporación por lectura se desechó, sin dar fundamentos suficientes al respecto. Se advierte que el magistrado que presidió el acuerdo y conformó la opinión mayoritaria sólo transcribió parcialmente las declaraciones prestadas durante el juicio oral, pero no las relacionó entre sí, ni desarrolló un examen en conjunto con los demás elementos de la causa como, por el contrario, lo hizo quien votó en disidencia. El magistrado en disidencia valoró esas declaraciones en conjunto con los demás elementos, expuso detalladamente el análisis que lo llevó a tener por acreditados tanto el hecho atribuido al acusado como su participación, y destacó, además, la fundada explicación por la que el tribunal oral demostró la falsedad de la versión que aquél brindo, sobre la base de un documento nacional de identidad y de un informe del Registro Nacional de las Personas incorporados a las actuaciones, a los que tampoco hizo referencia la opinión mayoritaria del pronunciamiento apelado. Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, corresponde señalar, conforme lo hizo la Fiscal General recurrente, que en la resolución también se omitió tomar en consideración el dibujo del rostro incorporado a la causa, sin analizar su naturaleza y características, ni explicar por qué razón no cabría valorarlo, teniendo en cuenta que fue confeccionado con la decisiva intervención de un especialista cuyas capacidades y conocimientos en la materia fueron determinantes para su realización. En tales condiciones, el pronunciamiento apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido.


    R., Rubén Ricardo s/ Robo con armas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 404, 2015, RH1, 30 de junio de 2015 


    Ver Dictamen 


    Parte General. Regla de Exclusión Probatoria


    Delito de tráfico de estupefacientes. Nulidad de todo lo actuado. Reglas de exclusión. Precedente “Quaranta”. Necesidad que el vicio a un derecho o interés legítimo y que cause un perjuicio irreparable. Alcance exagerado de la protección constitucional.


    Es acertada la interpretación del a quo según la cual la jurisprudencia de la Corte en materia de intromisiones policiales en ámbitos constitucionalmente protegidos requiere, en primer lugar, que los funcionarios involucrados den cuenta de los hechos sobre la base de los cuales consideraron justificada la injerencia realizada a fin de permitir el control judicial de sus actos. Sin embargo, no hay fundamento en los hechos del caso para postular que tal exigencia haya sido incumplida. Antes bien, los funcionarios de la policía provincial que intervinieron en el inicio de este proceso asentaron suficientemente sus actos que llevaron a la detención de los acusados, de modo que el magistrado que intervino a partir de entonces pudo ejercer un control significativo de la actuación policial desarrollada. Y si bien la decisión de no registrar la identidad del denunciante ni los términos de su declaración pudo haber limitado la capacidad jurisdiccional para ejercer ese control, ese defecto no es idóneo para anular todo lo actuado en su consecuencia como lo ha hecho el tribunal de casación si, como ocurre en el presente caso, no se ha alegado perjuicio alguno para los acusados que sea específicamente atribuible a dicha omisión. En tal sentido, cabe recordar que es doctrina sostenida por la Corte que "en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. En efecto, la nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal; exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público". En lo referido al vicio consistente en la demora injustificada en dar intervención a las autoridades judiciales o del Ministerio Público el a quo ha dado un alcance exagerado a la protección constitucional contra la arbitrariedad policial. No hay razón alguna que pueda dar fundamento a una prohibición constitucional de que las fuerzas de seguridad que reciben una denuncia acerca de la comisión de un delito lleven a cabo medidas de investigación no invasivas dirigidas a corroborar su veracidad antes de transmitirla a las autoridades judiciales y del Ministerio Público encargadas de la persecución penal. En ausencia de una prohibición constitucional así, la actividad llevada a cabo por los funcionarios de la policía de la provincia que intervinieron en el inicio del presente caso -que, por lo demás, cumplió con las disposiciones pertinentes del Código Procesal Penal de la Nación, en especial, los artículos 183, 184 Y 230 bis- no puede ser reputada inválida del modo en que lo ha hecho el a quo.


    H., Jorge Rubén s/ Infracción ley 23.737 (artículo 5, inc. c)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 213, 2015, RH1, 18 de noviembre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recusación. Recusación del Juez


    Recusación de jueces. Sospecha de parcialidad. Robo calificado por uso de arma de fuego. Remisión a Fallos: 330:1457, "Alonso, Paulino Ricardo y otro” y Fallos: 331:1606, "Pranzetti, Aldo Saúl y otros”.


    Las decisiones en materia de recusación de los jueces son, por regla general, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48, atento su naturaleza procesal y la ausencia de sentencia definitiva o equiparable a ella; sin embargo, puede hacerse una excepción a ese principio, dadas las especiales circunstancias que sobrevinieron a este proceso. En efecto, al ser denegado el recurso extraordinario contra la recusación planteada, la causa continuó según su estado ante el tribunal superior local, que dictó su sentencia definitiva, por la que confirmó la condena de los imputados como coautores del delito de tentativa de robo calificado. Contra esa resolución se interpuso, a su vez, recurso extraordinario, que fue asimismo denegado y dio lugar a la presentación directa in pauperis, que actualmente tramita ante la Corte, donde los condenados se agravian igualmente de la integración del tribunal y fundan su reclamo en su derecho a ser juzgados por jueces imparciales. La circunstancia de que en ese expediente aún no haya tomado intervención un asistente letrado no impide, a los fines del presente reclamo, considerar que el curso del proceso ha tornado actual el gravamen, por lo que la oportunidad se presenta adecuada para la tutela de los derechos invocados.


    T., Leandro Emanuel y otro s/ Robo triplemente calificado por uso de arma de fuego


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 352, 2013, (49-T)/CS1, 01 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión del Procedimiento Penal a Prueba


    Recurso de queja. Suspensión de juicio a prueba. Facultades del Ministerio Público Fiscal. Consentimiento del fiscal. Se mantiene la queja.


    El artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del fiscal como requisito ineludible para la concesión del beneficio de la suspensión del juicio a prueba, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse. El Congreso no es el único poder ni el único organismo del Estado con facultades en materia de política criminal. Los legisladores han efectuado una remisión a las que posee el Ministerio Público Fiscal, vinculadas con su función de promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales. Si bien el órgano jurisdiccional tiene la facultad de controlar la motivación y la razonabilidad de la opinión del representante del Ministerio Público Fiscal, no está facultado a sustituirla. Cabe hacer una excepción al principio según el cual el rechazo de los recursos por parte de los tribunales de la causa, por remitir al examen de cuestiones de naturaleza común y procesal, no es materia de recurso extraordinario, pues mediante afirmaciones dogmáticas y en detrimento del adecuado servicio de justicia, el tribunal inferior no abordó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia.


    V., Rubén Javier, y P., Leandro Gastón s/ Causa n° 36.240/2013


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 285, 2014, (50-V)/CS1, 27 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Suspensión del juicio a prueba. Oposición del Ministerio Público Fiscal. Precedente “Góngora, Gabriel Arnaldo s/ Causa n° 14.092”. Resolución PGN 97/2009. Se mantiene la queja.


    Conforme a lo expresado en el dictamen de autos G. 61, L. XLVIII, "Góngora, Gabriel Arnaldo s/ Causa n°14.092", el artículo 76 bis del Código Penal claramente prevé el consentimiento del fiscal como requisito ineludible para la concesión del beneficio de la suspensión del juicio a prueba, pues además del cumplimiento de condiciones objetivas requiere una valoración subjetiva que deberá hacer el agente fiscal, sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas que se dan por sentadas, y sin cuya aprobación no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio. En la resolución PGN n° 97/2009, que dictó la Procuración General de la Nación a fin de establecer algunos criterios de política criminal tendientes a complementar las pautas previstas en el artículo 76 bis del Código Penal, se estableció que lejos de prestar un consentimiento automático, el fiscal deberá tener en cuenta a la hora de expedirse, el sentido del instituto como solución alternativa de conflictos y contemplar los intereses de las partes involucradas, a cuyo efecto deberá considerar particu1armente las características del caso. Si bien el órgano jurisdiccional tiene la facultad de controlar la motivación y la razonabilidad de la opinión del representante del Ministerio Público Fiscal, no está facultado a sustituirla. Cabe hacer excepción al principio según el cual el rechazo de los recursos por parte de los tribunales de la causa por remitir al examen de cuestiones de naturaleza común y procesal, no es materia de recurso extraordinario, pues mediante afirmaciones dogmáticas y en detrimento del adecuado servicio de justicia, el tribunal inferior no abordó el tratamiento de cuestiones propias de su competencia. En virtud de ello, se mantiene la queja.


    S., Alfonso Jorge s/ Causa n° 15.192


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 519, 2014, (50-S)-CS1, 22 de mayo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión de juicio a prueba. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 1191, XLIX, “Alfonso, Jorge Alfredo s/ causa 16088”. Mantiene la queja.


    H., Pablo Santiago s/ Lesiones culposas


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 65082309, 2012, PL1/1/RH1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión de juicio a prueba: importancia del consentimiento del Ministerio Público Fiscal. Remisión a lo dictaminado en los autos A. 501, L, "Arancibia, Jonathan Gastón s/ causa n° 16282". Mantiene la queja.


    El dictamen acerca de la suspensión del juicio a prueba contó con fundamentos suficientes a partir de razones de política criminal en el caso concreto que, aunque no fueran compartidas por el aquo, lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquél beneficio.


    G., Facundo Fabián s/ Robo de automotor con armas y encubrimiento


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 38709, 2012, TO2/1/RH1, 18 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión del juicio a prueba. Carácter vinculante de la oposición del fiscal. Precedente “Góngora”. Resolución PGN nº 97/2009. Desarrollo de política criminal: facultad no exclusiva del Congreso.


    Respecto del criterio según el cual la oposición del fiscal no tendría efecto vinculante y en caso de concurrir las condiciones de admisibilidad previstas en la ley el juez debería disponer la suspensión: remisión a lo dictaminado en los autos G. 61, XLVIII, "Góngora, Gabriel Arnaldo s/ Causa nº 14.092", Sobre esa base, en relación con los fundamentos sobre los que el fiscal se opuso a la suspensión del juicio, no debe perderse de vista que su pretensión de que en el caso se aplique una pena de cumplimiento efectivo está motivada por las características particulares del hecho, y fue en definitiva su gravedad, manifestada en la violencia que el imputado ejerció sobre la víctima, la que también lo llevó a oponerse, por razones de oportunidad y conveniencia, a la aplicación del beneficio. Esa posición, se ajusta a la resolución PGN n° 97/2009, que dictó la Procuración General de la Nación sobre esa materia a fin de establecer algunos criterios de política criminal tendientes a complementar las pautas establecidas en el art. 76 bis del Código Penal, con el objeto de determinar bajo qué parámetros se regirá la utilización de ese instituto respetando su naturaleza de método alternativo de resolución de conflictos.


    T., Federico s/ Robo. Denunciante: L., Franco Ramón David"


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 54795, 2013, TO1/3/RH1, 26 de octubre de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión del juicio a prueba. Consentimiento del fiscal. Improcedencia respecto de delitos para los que se prevé pena de inhabilitación. Precedentes “Acosta” y “Norverto”.


    Sin perjuicio de la finalidad resocializadora del instituto de la suspensión del juicio a prueba -objetivo también presente en diversos institutos del ordenamiento jurídico y del sistema de justicia penal- el código de fondo excluye su aplicación respecto de determinados casos, debido a la incidencia de un especial interés público, como ocurre, por ejemplo, cuando un funcionario público en el ejercicio de sus funciones hubiese participado en el delito (artículo 76 bis, párrafo séptimo), o cuando el delito tuviese pena de inhabilitación (artículo 76 bis, párrafo octavo), porque en este caso existe un especial interés del Estado en esclarecer la responsabilidad del imputado para adoptar prevenciones, de conformidad con lo expuesto en los antecedentes parlamentarios de la norma.


    S., Vicente s/ Lesiones culposas (art. 94, 1° párrafo C.P.)


    CCC-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, 10343, 2012, 2/RH1, 10 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 


    Suspensión del juicio a prueba. Requisito: consentimiento del fiscal. Oposición del MPF: vinculante para el otorgamiento del beneficio. Resoluciones PGN n° 24/00 y 86/04: auto-inhabilitación. Opinión mayoritaria no coincidente. Arbitrariedad de sentencia. Falta de fundamentación.


    Cabe agregar algunas consideraciones sobre la arbitrariedad del pronunciamiento. Si bien la opinión mayoritaria admitió la posibilidad de suspender el juicio a prueba en el caso, los votos se apoyaron en razones distintas. Sólo coincidieron en que no correspondía imponer esa condición en el sub examine debido al perjuicio que provocaría al imputado, dado que trabaja de chofer de autobús. No se advierte que el pronunciamiento cuente en este aspecto con fundamentación para prescindir por completo, frente al rechazo de la autoinhabilitación por parte del imputado, del texto del octavo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal en supuestos como el sub lite, lo que resultaba de especial significación teniendo en cuenta que en casos en que la actividad principal del imputado es aquella en cuyo desempeño cometió el hecho que se le atribuye, el interés social en remediar la impericia que pudo haber llevado a su comisión cobraría mayor relevancia. En ese sentido, cabe recordar que el código sustantivo en la materia excluye la condenación condicional respecto de la pena de inhabilitación. Por otra parte, sin perjuicio de la finalidad resocializadora del instituto de la suspensión del juicio a prueba, el citado código de fondo excluye su aplicación respecto de determinados casos, debido a la incidencia de un especial interés público, como ocurre, por ejemplo, cuando un funcionario público en el ejercicio de sus funciones hubiese participado en el delito, o cuando el delito tuviese pena de inhabilitación, porque en este caso existe un especial interés del Estado en esclarecer la responsabilidad del imputado para adoptar prevenciones, de conformidad con lo expuesto en los antecedentes parlamentarios de la norma. En tales condiciones, la hermenéutica y aplicación que se hizo de la norma en cuestión no se compadece con su espíritu, claramente expresado en el texto de la ley, del que no cabría prescindir en la medida en que no ha sido declarada su inconstitucionalidad.


    D., Gustavo Ezequiel s/ A determinar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4445, 2014, RH1, 08 de abril de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recursos


    Se mantiene la queja.


    O. A., Julia Verónica y otros s/ Infracción ley 23.737


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 2564, 2013, TO1/15/1/RH6, 31 de marzo de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de Apelación. Requisito de Forma


    Concesión de extradición a favor de la República del Perú. Recurso ordinario de apelación. Falta de fundamentación. Rechazo del recurso interpuesto.


    El recurso ordinario interpuesto resulta infundado ya que los agravios que se intenta hacer valer constituyen una mera reiteración de lo ya ventilado a lo largo del proceso y particularmente en el debate, y que fueron considerados por el a qua de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con la República del Perú y en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), sin que la parte se hiciera mínimamente cargo en esta oportunidad de las razones brindadas en esa instancia para desestimarlos, lo que determina, sin más, su rechazo.


    M.R.G., s/ Extradición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 990, 2014, CS1, 05 de febrero de 2015 


    Ver Dictamen 


    Recurso de Casación


    Exacciones ilegales. Recurso de casación mal denegado. Examen fragmentario y parcializado de las pruebas. Arbitrariedad.


    Si bien, como regla, la apelación extraordinaria federal no procede contra las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, dada su naturaleza procesal, la Corte Suprema ha reconocido la excepción a ese principio cuando el examen de los requisitos que debe reunir la apelación se ha realizado con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de las garantías constitucionales de debido proceso y defensa en juicio. Tal es la situación que se presenta en este caso pues la exigencia en esa instancia de un requisito reservado para el recurso extraordinario federal, como lo es la demostración de una cuestión de esa naturaleza implicó la restricción arbitraria de la competencia del tribunal superior de la causa. Además la cámara de casación descartó de manera dogmática los agravios que sustentaban el recurso, bajo la afirmación general de que el reclamo no involucraba materia susceptible de ser tratada por dicho tribunal. De esta manera, no ingresó en el análisis de los argumentos de la parte que sostenían un supuesto de arbitrariedad de sentencias en las condiciones exigidas por la Corte Suprema.


    T., Juan Guillermo; S., Miguel s/ Recurso de casación


    T 203, XLIX, 10 de agosto de 2015 


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Parte Especial


    Medidas Cautelares


    Medida cautelar. Suspensión del cargo establecido en las resoluciones 1982/11 y 1991/11 del ENARGAS. Resolución asimilable a definitiva por ocasionar perjuicio irreparable al interés público y comprometer el normal abastecimiento de gas. Inexistencia de verosimilitud en el derecho.


    Si bien -como lo ha sostenido la Corte- el dictado de medidas cautelares no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. Desde esta perspectiva, asiste razón al apelante en cuanto sostiene que no se verifican dichas circunstancias en el sub lite. Ello porque el a quo consideró cumplido el recaudo de verosimilitud del derecho por las razones que indicó, pero sin reparar que el objeto de la aplicación del cargo creado por el decreto 2067/08 tiene íntima y expresa relación con la necesidad de afrontar la demanda de gas que no puede ser satisfecha con la producción local, motivo por el cual se dictó un marco regulatorio para evitar situaciones de posible insuficiencia de gas. En ese sentido la suspensión de las resoluciones del ENARGAS impugnadas pueden comprometer la regularidad, continuidad y eficacia del servicio, cuyas deficiencias, precisamente, el decreto mencionado ha intentado evitar. Por otra parte, las escuetas manifestaciones que contiene la sentencia recurrida para afirmar que los cargos tienen naturaleza tributaria, no pueden ponerla a salvo de la tacha de falta de fundamentación que se le atribuye, porque no tuvo en cuenta que las leyes 24.076 y 17.319 facultan al Poder Ejecutivo a establecer el régimen de importación de los hidrocarburos y sus derivados y, consecuentemente, que la creación de los cargos se tradujo en una modificación tarifaria que la Administración ya se encontraba facultada a realizar en ejercicio del poder que, a tal fin, el marco regulatorio del sector le había conferido. En consecuencia, la decisión impugnada desatendió los agravios del Estado Nacional sin brindar mayores precisiones y sin siquiera atender a las normas en las que dijo sustentarse, tal como hubiera sido menester para examinar la verosimilitud en el derecho invocado por la actora. Ello, más aun cuando no puede pasarse por alto que la decisión confirmada por el a quo configura un anticipo de jurisdicción favorable acerca del fallo final de la causa, circunstancia que justifica una mayor prudencia de los jueces, al momento de examinar los recaudos que hacen a la admisión de la medida cautelar.


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Resolución I-1991/11 I-1982/11 - Enargas (Expte. 14215/08) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 35770, 2012, 2/RH2, 10 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Presupuestos


    Demanda contra AFIP. Determinación de oficio del impuesto a las ganancias. Medida cautelar innovativa. Necesaria prudencia al apreciar lo recaudos de viabilidad. Afectación del erario público. Sentencia arbitraria.


    La viabilidad de las medidas precautorias, es sabido, se halla supeditada a que se demuestre tanto la verosimilitud del derecho invocado como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y, dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. En lo que respecta al sub examine, la medida cautelar en crisis fue otorgada con el solo respaldo de las afirmaciones de la parte actora, las cuales, a su vez, carecen del necesario apoyo probatorio. La decisión apelada resulta descalificable como acto judicial válido, a la luz de la conocida doctrina de la Corte elaborada en torno a las sentencias arbitrarias. El criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza, en reiteradas oportunidades, que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público pues la percepción de las rentas del Tesoro -en el tiempo y modo dispuestos legalmente- es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado.


    El Fundador S.R.L. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 205, 2014, (50-E)/CS1, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Verosimilitud en el Derecho


    Afectación del poder de policía. Resolución asimilable a definitiva. Medida cautelar: inexistencia de verosimilitud en el derecho.


    La Corte enseña, por un lado, que todo sujeto que pretenda la tutela anticipada proveniente de una medida cautelar debe acreditar la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa naturaleza, así como aquella otra que resalta que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando una decisión favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final de la causa. En el presente caso los magistrados no extremaron los recaudos para verificar si la actora había acreditado la verosimilitud del derecho que invocó. Ese defecto se torna evidente cuando se repara en que lo peticionado cautelarmente tenía los mismos efectos que la admisión de la pretensión de fondo planteada y la aquiescencia del tribunal a quo en el caso se manifiesta inaceptable al no haber advertido que el mantenimiento de la situación de hecho anterior no era susceptible de influir en el dictado de la sentencia principal o convertir su ejecución en ineficaz o imposible.


    Expreso Tigre Iguazú S.R.L. c/ La Nueva Estrella SCC y otros y otro s/ Medida cautelar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 67, 2013, (49-E)/CS1, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Procesos de Conocimiento


    Sentencia.Cosa Juzgada. Efectos de la Sentencia Penal sobre la Civil. Prejudicialidad


    Presunta prejudicialidad. Solicitud de suspensión de trámite: art. 1101 del Código Civil. Inexistencia de identidad fáctica entre las causas. Improcedencia de la suspensión.


    El artículo 1101 del Código Civil regula el supuesto en el que coexisten un juicio penal, donde se investiga la comisión de un delito, y otro civil, donde el damnificado pretende el resarcimiento de los daños y perjuicios causados por el mismo hecho ilícito (art. 1096 del Código Civil). En este sentido, la norma establece que si la acción criminal hubiere precedido a la civil, o fuere intentada pendiente ésta, no habrá condena en la jurisdicción civil antes que en el juicio criminal. Este precepto consagra un supuesto de prejudicialidad en tanto veda dictar pronunciamiento en la sede civil, cuando precediera la acción penal, hasta tanto se hubiera expedido la justicia criminal, con el propósito de prevenir y evitar contradicciones en el juzgamiento de los hechos ilícitos, con el consiguiente escándalo jurídico que ello podría importar. En tal contexto, no se vislumbra que concurran en el caso, con suficiente nitidez, los presupuestos del artículo 1101, ya que en este trámite universal la controversia subexamine versa, en definitiva, sobre la determinación de la titularidad del paquete mayoritario de la concursada, sin que sea materia de debate la responsabilidad civil de los imputados en la causa penal, objeto de otro proceso. En esas condiciones, no se advierte una identidad fáctica entre las causas aludidas en la presentación que conduzca necesariamente a la invalidez de una sentencia pronunciada en esta sede, si fuera dictada con anterioridad a la emitida en el juicio penal, extremo que aventaría el peligro del dictado de decisiones contradictorias. Además, el peticionario no especificó como era menester la vinculación entre ambos procesos que tornaría procedente la aplicación del artículo 1101 del Código Civil. Por lo demás, la prohibición legal que sienta este último precepto no es absoluta y debe ceder cuando la suspensión determina -como prima facie ocurriría aquí-, una dilación indefinida en el trámite y en la decisión del proceso, susceptible de ocasionar perjuicios al derecho de defensa y de producir una denegación de justicia a los interesados.


    Talleres Navales Darsena Norte SACI s/ Concurso preventivo


    T 304, XLVI, 27 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Procesos Especiales


    Declaración de Incapacidad e Inhabilidad


    Conflicto de competencia. Insania. Lugar de internación. Facilitación de la tarea del curador. Improcedencia del desplazamiento de la jurisdicción. Necesidad de revisión prevista por art. 40 del Código Civil y Comercial. Directivas de la ley 26.657.


    El hogar que alberga a la causante resulta accesible para el desarrollo efectivo de la tarea tutelar, y su hija, que hasta el momento se ha desempeñado como curadora, solicitó expresamente que los autos permanezcan radicados en la sede nacional. Por ello, y toda vez que no se ha evidenciado una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar el desplazamiento de la competencia del foro de origen, la justicia nacional debe seguir entendiendo en la causa. La solución propuesta contribuye con la tarea del familiar que presta sus cuidados a esta persona con padecimiento mental, tal como lo encarecen los organismos internacionales de derechos humanos. Así, el proceso debe seguir su trámite ante el juzgado nacional al que se le remitirá el expediente para que implemente, inmediatamente, la revisión prevista por el artículo 40 del Código Civil y Comercial, sin perjuicio de ajustar la actuación judicial a las demás directivas pertinentes contenidas tanto en dicho ordenamiento como en la ley 26.657.


    F., C. L. s/ Artículo 152 ter Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 316138, 1988, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV.


    Las actuaciones tramitaron en la justicia nacional desde el año 1973, situación que se prolongó aun cuando, en mayo de 2009, la causante pasó a morar en establecimientos de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, al no haberse producido una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un traslado de la competencia, y valorando que la causante continúa internada en un ámbito accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que, pese a lo dicho, corresponde la intervención del foro del lugar donde vive la interesada, el expediente deberá proseguir con su trámite ante el juzgado de familia provincial.


    G., A. S. y otro s/ Insania


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 70164, 1983, CS1, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV. Directivas de la Ley 26.657. Protección de derechos y garantías fundamentales de personas con padecimiento mental.


    Estas actuaciones tramitaron ante la justicia nacional desde el año 1994, situación que se prolongó aun cuando, en noviembre de 2000, el causante pasó a residir establemente en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Así, al no haberse constatado una modificación en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un traslado de la competencia, y evaluando que el causante continuaría viviendo con su hermano en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que corresponde la intervención del foro del lugar donde habita la interesada, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el Juzgado de Familia provincial. Por otro lado, hallándose en juego valores esenciales tales como la efectividad de la tutela judicial y la garantía del debido proceso, concernientes a una persona con un padecimiento mental, se aconseja que se subsanen las anomalías en forma urgente y, en cualquier caso, que se ajuste la actuación judicial a las directivas de la ley 26.657.


    M., J. M. s/ Insania (sustituido)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 70172, 1994, CS1, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV. Necesidad de revisión de la sentencia: art. 40 del Código Civil y Comercial de la Nación. Directivas de la Ley 26.657.


    El expediente ha tramitado ante la jurisdicción nacional desde el año 1991, situación que se prolongó aun cuando, en 2001, la causante pasó a residir en diversos establecimientos ubicados en provincia de Buenos Aires. Así, al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con suficiente entidad tal como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que la causante continúa residiendo en un establecimiento en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que corresponde la intervención del foro del lugar donde vive la interesada, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el juzgado de familia provincial. Por otro lado, habiendo transcurrido más de tres años desde la revisión efectuada con arreglo al artículo 152 ter del Código Civil, cualquiera fuere el tribunal al que se asigne el conocimiento del caso, deberá implementar con premura el procedimiento del artículo 40 del Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994); sin perjuicio de ajustar la actuación jurisdiccional a las demás directivas pertinentes contenidas tanto en ese cuerpo como en la ley 26.657.


    Q., C. I. s/ Insania


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 31470, 1991, CS1, 14 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Inhabilitación. Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994). Tutela judicial efectiva. Competencia del juez del lugar de internación.


    Desde el 1 de agosto pasado ha entrado en vigencia el Código Civil y Comercial de la Nación (ley n° 26.994) que, en la sección destinada a las limitaciones a la capacidad, se ocupa de organizar, entre otros, el aspecto tocante a la competencia, que es -por regla y a falta de previsión legislativa en contrario- de aplicación inmediata. La situación planteada en la causa encuentra solución en el artículo 36 de ese ordenamiento, en cuanto indica que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se interpone ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación. En el caso adquieren singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de esta directiva constitucional.


    Moras, Lola Angela Teresa s/art. 152 ter. Código Civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90438, 2014, CS1, 21 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Declaración de incapacidad. Efectividad de la tarea tutelar. Facilitación de la tarea de la curadora. Improcedencia del desplazamiento de la jurisdicción.


    La acción fue iniciada ante la justicia nacional, que interviene en la problemática de causante desde el año 1977, y cuya actuación se prolongó, aun cuando el interesado reside en el ámbito bonaerense desde septiembre de 2004. Cabe anotar que la morada del causante, resulta accesible para el desarrollo efectivo de la tarea tutelar, y que quien se desempeña como curadora se domicilia en esta Ciudad, pidió expresamente que la causa permanezca en jurisdicción nacional. En tales condiciones, y toda vez que no se ha evidenciado una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar el traslado de la competencia del foro de origen, la justicia nacional debe seguir conociendo en la causa.


    V., E. s/ Determinación de la capacidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4581, 2015, CS1, 21 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Declaración de Demencia


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia distante. Efectiva tarea tutelar. Directivas de la ley 26.657.


    Si bien este proceso se inició hace más de treinta años ante los tribunales nacionales, desde el año 2007, el causante vive establemente en el centro de tercer nivel sito en la localidad de La Cumbre, provincia de Córdoba La considerable distancia física configura una situación que supera ampliamente al texto del artículo 405 del Código Civil. Por tanto, si se siguiera estrictamente la letra de dicho precepto, soslayando aquella circunstancia objetiva de peso innegable, no sólo se caería en el dispendio de duplicar intervenciones judiciales a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (estudios médicos, encuestas ambientales, etc.), sino que, fundamentalmente, se obstruiría el control y el contacto personal por parte del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, urgencia impostergable- con que a menudo deben afrontarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma de las personas afectadas por estas contingencias. Ante las limitaciones incuestionables que impone aquel dato de la realidad y en aras de obtener una mayor eficacia de la actividad tutelar, corresponde que las actuaciones sigan trámite ante el juzgado provincial.


    P., C. s/ Insania


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 147785, 1984, CS1-CA1, 12 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV. Directivas de la Ley 26.657. Protección de derechos y garantías fundamentales de personas con padecimiento mental.


    El expediente ha tramitado ante la jurisdicción nacional desde el año 2001, situación que se prolongó aun cuando, en 2008, la causante fue derivada a una institución situada en el partido de Luján, provincia de Buenos Aires. Así, al no haberse constatado una modificación en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un traslado de la competencia, y valorando que la causante sigue alojada en el establecimiento mencionado en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que corresponde la intervención del foro del lugar donde vive la interesada, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el Juzgado de Familia provincial. Por otro lado, hallándose en juego valores esenciales tales como la efectividad de la tutela jurisdiccional y la garantía del debido proceso, concernientes a una persona con un padecimiento mental, se aconseja se subsanen urgentemente las anomalías en el proceso y, en cualquier caso, que se ajuste la intervención a las directivas de la ley n° 26.657.


    L., L. s/ Artículo 152 Ter. Código Civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2861, 2015, CS1, 21 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV. Necesidad de revisión de la sentencia: art. 40 del Código Civil y Comercial de la Nación. Directivas de la Ley 26.657.


    El expediente se inició en la justicia nacional antes del año 1967, situación que se prolongó aun cuando, desde noviembre de 1987, la causante pasó a residir en un establecimiento ubicado en provincia de Buenos Aires. Así, al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con suficiente entidad tal como para justificar un desplazamiento de la competencia, y considerando que la causante continúa viviendo en aquel establecimiento en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte valora que corresponde la intervención del foro del lugar donde vive la interesada, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el juzgado de familia provincial. Por otro lado, cualquiera fuere el tribunal al que se asigne el conocimiento del supuesto, deberá ajustar su actuación al artículo 40 del Código Civil y Comercial de la Nación, ley 26.994, y a las demás directivas pertinentes contenidas tanto en ese cuerpo, como en la ley 26.657.


    M., E. E. s/ Insania y curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4071, 2015, CS1, 23 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Declaración de Inhabilitación


    Conflicto de competencia. Inhabilitación. Lugar de residencia del causante. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Directivas de la Ley 26.657.


    El expediente ha tramitado ante la justicia nacional desde el año 2002, donde se ha llevado a cabo un seguimiento estrecho de la inhábil y de su grupo familiar, juntamente con el Ministerio Público de la Defensa. Esa situación se prolongó aun cuando -entre los años 2004 y 2005-, la causante pasó a residir en el territorio de la provincia de Buenos Aires. En ese marco, al no haberse producido una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un traslado de la competencia, y valorando que, la causante continúa viviendo en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que corresponde la intervención del foro del lugar donde habita la interesada, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el Juzgado de Familia provincial.


    P., A. s/ Inhabilitación


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 107138, 2002, CS1, 12 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Inhabilitación. Competencia del juez del lugar de internación.


    La causante fue derivada al centro con sede en esta ciudad, donde continúa residiendo. En tal situación, la controversia ha devenido abstracta, desde que se ha revertido el único dato fáctico que funda la declaración de incompetencia; esto es, la residencia de esta persona con padecimiento mental fuera del propio ámbito jurisdiccional. De dicha circunstancia se deriva inmediatamente que el juzgado nacional deberá reasumir su intervención, labor que habrá de reanudarse con la premura del caso y ajustándose a las directivas de la ley 26.657.


    M., E. s/ Inhabilitación (Art. 152 bis inc. 3ro C.C.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 630, 2015, CS1, 10 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Juicio Ejecutivo


    Inembargabilidad e inejecutabilidad del bien de familia. Inmueble no habitado por la demandada: no subsiste el beneficio del artículo 34 y 35 de la ley 22.232.


    La única cuestión a resolver en autos consiste en determinar si el beneficio del artículo 35 de la ley 22.232 subsiste aún cuando el beneficiario deje de habitar el inmueble protegido. Al respecto, la letra de la ley ofrece una clara respuesta al establecer que "no podrá trabarse embargo sobre los inmuebles gravados a favor del banco por préstamos otorgados para única vivienda propia... mientras éstas mantengan su categoría originaria y aquéllos conserven tal destino...". En el mismo sentido, la Corte Suprema ha determinado que los inmuebles no destinados a la vivienda propia son ajenos al alcance de la norma citada.


    Agüeros, Carlos Adolfo y otro el Espósito, Mario Alberto y otros s/ Ejecutivo


    A 262, L, 03 de agosto de 2015


    Ver Dictamen


    Título Ejecutivo. Requisitos


    Convenio de traspaso de servicios educativos administrados por la Nación a las jurisdicciones locales. Ejecución fiscal contra provincia. Certificados de deuda de aportes y contribuciones que constituyen títulos ejecutivos suficientes (arts. 21 y 24 ley 23.660). Trámite del proceso ante la Corte. Rechazo excepciones de inhabilidad de título e incompetencia. Derecho a plantear cuestiones por otra vía judicial.


    El acuerdo invocado por la demandada constituyó un mecanismo para facilitar al personal transferido -en ocasión del traspaso de los servicios educativos administrados por la Nación a las jurisdicciones locales- la facultad de optar por continuar afiliado en la obra social para la actividad docente (OSPLAD) o incorporarse a la obra social de la provincia (conf. Art. 9 de la ley 24.049). A esos efectos, en el marco de la citada ley nacional y de la ley 11.063 de la Provincia de Santa Fe, la demandada se obligó a entregar a OSPLAD un listado completo del personal docente y no docente transferido que haya optado por incorporarse al Instituto Autárquico Provincial de Obra Social (IAPOS) (Cláusula Primera); y, además, en lo que aquí interesa, las partes sometieron "todos los efectos legales, judiciales y extrajudiciales derivados de ese convenio" a la jurisdicción federal con asiento en la ciudad de Santa Fe (Cláusula Décima). Sobre este punto, una vez operado el traspaso del personal dependiente de la Nación a la Provincia - y, además, al encontrarse fuera de discusión el hecho de que los involucrados ejercieron su derecho de opción entre las distintas obras sociales- asiste razón a la actora en cuanto a que el objeto de esa convención se cumplió. En consecuencia, también se encuentra agotada la atribución de jurisdicción allí prevista, por lo que no corresponde extender lo establecido en el convenio respecto de otras desavenencias (de diversa fuente) que surjan entre la actora y la demandada. Respecto de la excepción de inhabilidad de título, planteada por la provincia, cabe recordar que la Corte ha dicho que las leyes en general elevan a la categoría de títulos ejecutivos a los certificados de deuda, autorizando a suscribir tales documentos a los jefes de los respectivos organismos. Si bien la ley procesal no especifica los recaudos básicos que deben reunir tales instrumentos, resulta necesario que sean expedidos en forma que permita identificar con nitidez las circunstancias que justifican el reclamo por la vía elegida. A la luz de tal inteligencia -y en el estrecho marco de conocimiento que ofrece este proceso ejecutivo- se observa que los certificados de deuda acompañados con el escrito inicial constituyen títulos ejecutivos suficientes (conf. Arts. 21 y 24 ley 23.660) sin que sea posible revisar en este juicio su proceso de formación, máxime si se tiene en cuenta que la requerida cuestiona la procedencia de la ejecución con sustento en que tales documentos no reúnen los elementos formales necesarios para considerarlo título hábil, por haber sido expedidos sobre la base de rubros respecto de los cuales, en su parecer, no correspondería realizar aportes a la obra social. Al ser ello así, el estudio de su planteo en esta instancia no puede prosperar, pues su tratamiento implicaría discutir la causa de la obligación, lo cual excede el limitado ámbito cognoscitivo de este tipo de procesos.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 228, 2013, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal. Competencia


    Conflicto positivo de competencia. Concurso preventivo grupal. Orden público. Art. 67 de la ley 24.522. Competencia del juez que conozca el proceso con el activo más importante.


    Las normas de competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden ser alteradas por las partes o por los tribunales en su aplicación. El domicilio inscripto de una sociedad regularmente constituida determina la radicación de la causa ante los jueces con competencia ordinaria en ese lugar –art. 3, inc. 3°, ley 24.522. El artículo 67 de la ley 24.522 dispone que, en concursos preventivos grupales, resulta competente el juez que deba conocer en el juicio con el activo más importante, según los valores que surjan del último balance. Es decir, que se aplican las reglas de competencia concursal en razón del territorio, respecto de la persona con el activo más importante entre todos los sujetos presentados conjuntamente.


    Kricor S.A. s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 58679, 2009, CS1, 30 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Declaración en concurso de persona de existencia visible. Sede de la administración de sus negocios o lugar de domicilio. Falta de intención de crear un domicilio ficticio. Orden público.


    Este conflicto debe ser resuelto por aplicación del artículo 3, inciso 1°, de la ley 24.522, y de la doctrina en virtud de la cual, cuando se pretende la declaración en concurso de personas de existencia visible, corresponde intervenir al juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, al del lugar del domicilio. La competencia concursal es de orden público y no puede ser prorrogada salvo excepciones, ni alterada por voluntad de los interesados o por los jueces, y que ello atiende a la unidad de ejecución colectiva y a la pars condictio creditorum, lo que se relaciona con los principios del juez natural, la seguridad jurídica y la economía procesal.


    Monti, Guillermo José s/ Quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3057, 2015, CS1, 15 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Declaración en concurso preventivo de persona de existencia visible. Sede de la administración de sus negocios o lugar de domicilio. Falta de intención de crear un domicilio ficticio. Orden público.


    El conflicto debe ser resuelto por aplicación del artículo 3, inciso 1°, de la ley 24.522 y de la doctrina conforme a la cual cuando se pretende la declaración en concurso de personas de existencia visible, atañe conocer al juez ordinario del lugar de la sede de la administración de sus negocios y a falta de éste, al del lugar del domicilio. La competencia concursal es de orden público y no puede ser prorrogada salvo excepciones, ni alterada por voluntad de los interesados o por los jueces, y que ello atiende a la unidad de ejecución colectiva y a la pars condictio creditorum, lo que se relaciona con los principios del juez natural, la seguridad jurídica y la economía procesal. Emerge de los elementos agregados que el domicilio real del deudor se encuentra en la localidad de Lanús o, al menos, que allí se localizaba al peticionarse la quiebra. No habiéndose acreditado que ese domicilio fuera ficticio o constituido para defraudar a los acreedores o que el indicado por el acreedor en extraña jurisdicción, existiese al tiempo en que se dio inicio a las presentes actuaciones falenciales, el tribunal provincial deberá seguir actuando en la causa.


    Othatceguy, Heriberto Rubén s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 5296, 2013, CA1-CS1, 17 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Pedido de quiebra de una persona visible. Sede de administración de sus negocios o domicilio. Orden público.


    Este conflicto debe ser resuelto por aplicación del artículo 3°, inciso 1°, de la ley 24.522, y de la doctrina en virtud de la cual, cuando se pretende la declaración en concurso de personas de existencia visible corresponde conocer al juez ordinario del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, al del lugar del domicilio. La competencia concursal posee naturaleza de orden público y no puede ser prorrogada salvo supuestos excepcionales, ni alterada por voluntad de los interesados o por los órganos judiciales, ello tiene por fin atender a la unidad de ejecución colectiva y a la pars condictio creditorum, lo que se relaciona con los principios del juez natural, seguridad jurídica y economía procesal.


    Taub, Carlos Mario s/ Pedido de quiebra


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5222, 2014, CS1, 08 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Sucursal de empresa extranjera pide su propia quiebra. Insuficiencia de la prueba de la independencia de la casa comercial. Interpretación del Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional de Montevideo de 1940. Improcedencia de apertura del procedimiento falencial ante los tribunales de la República Argentina.


    Es errada la interpretación de la cámara según la cual la casa comercial independiente prevista en el artículo 41 alude a la figura de la filial y excluye a la sucursal. Esta interpretación desatiende el principio de buena fe, así como la letra y los fines del Tratado de Montevideo puesto que se limita a analizar la forma de constitución de las sociedades comerciales y no considera el conjunto de hechos y circunstancias que muestran la independencia jurídica y económica de la sociedad que ejerció actividad comercial en nuestro país. El artículo 41 se refiere a casas comerciales independientes, figura que ciertamente no remite a una forma de organización societaria o jurídica determinada. Por el contrario, esa norma enfatiza la independencia, que debe ser analizada a través de diversos elementos probatorios para atender a los fines del tratado. En el presente caso, la empresa no arrimó elementos que permitan formar una convicción suficiente acerca de su autonomía, lo que, en definitiva, habilitaría la jurisdicción de los jueces locales. Alega que su actividad, organización y clientela evidencian su independencia, no obstante, no ha acompañado prueba de sus manifestaciones. En el marco descripto, no acreditó ser una casa comercial independiente de la matriz y, por lo tanto, no mostró que los jueces argentinos tengan jurisdicción para declarar su quiebra en los términos del Tratado de Montevideo.


    Pluna Líneas Aéreas Uruguayas S.A. (suc. argentina) s/ Quiebra


    P 935, XLIX, 27 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Fuero de Atracción


    Compensación de créditos promovida por la concursada. Reintegros por exportación impagos por el fisco. Naturaleza post concursal. Improcedencia del fuero de atracción del concurso preventivo.


    El fuero de atracción concursal opera sólo en forma pasiva y la acción promovida por la fallida tiene por objetivo la compensación de créditos con deudas mantenidas con el fisco, que revestirían naturaleza post concursal y, como tales, resultarían ajenas al trámite de verificación y a los efectos del acuerdo homologado (arts. 21, 32 y 56, ley 24.522).


    Frigo Tres S.A. c/ Estado Nacional – Dirección General de Aduanas (AFIP) s/ Medida cautelar (autónoma)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3753, 2015, CS1, 09 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Competencia del juez concursal. Principios de economía, celeridad procesal y seguridad jurídica.


    La causa debe continuar su trámite ante el órgano concursal, aun cuando a la fecha de apertura del concurso preventivo esta ejecución fiscal, iniciada contra la sociedad in bonis, se hallara concluida por sentencia firme. Ello es así, con arreglo a principios de orden superior, como la seguridad jurídica, el interés general de los acreedores, y el cumplimiento de las normas de orden público que regulan el trámite concursal, cuyo resguardo atañe a este Ministerio Público.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) c/ Raul A. Urrere y Cía. S.E. s/ Ejecución fiscal


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 747432, 1999, CS1, 22 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juicio laboral. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal. Excepción prevista en art. 21 inc. 2°, Ley 24.522.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por los artículos 21 y 132 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio laboral, alcanzado por la excepción prevista en el inciso 2° del artículo 21 citado. Por ello, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal.


    Jensen, Néstor Mario c/ Maripez S.A. s/ Laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3691, 2015, CS1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del proceso universal. Justicia provincial.


    En las presentes actuaciones, el magistrado provincial ordenó llevar adelante la ejecución contra la demandada por la deuda reclamada y que esta decisión se encuentra firme. En tales condiciones, por lo que resulta inoficiosa la remisión de la causa al juez del proceso universal.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Multipuerto S.A. s/ Apremio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3677, 2015, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Juicio laboral. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal. Excepción prevista en art. 21 inc. 2°, Ley 24.522.


    No procede la aplicación del fuero de atracción establecido por los artículos 21 y 132 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio laboral, alcanzado por la excepción prevista en el inciso 2° del artículo 21 citado. Por lo expuesto, las presentes actuaciones deberán continuar su trámite en el juzgado de origen, sin perjuicio de la necesaria intervención que deberá darse a la sindicatura del juicio universal.


    Cantero Wenceslao Baldovino c/ Maripez S.A. s/ Laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3690, 2015, CS1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incidente de regulación de honorarios contra una persona distinta del fallido o la quiebra: exclusión del fuero de atracción.


    Las presentes actuaciones tienen por objeto la ejecución de los honorarios regulados y firmes en sede civil, por la actuación del síndico y de los peritos en el juicio de simulación. En el contexto descripto, debe seguir conociendo en estos autos el fuero en lo civil, puesto que en el sublite ni el fallido ni la quiebra revisten carácter de demandados y el fuero de atracción que ejerce el proceso universal sólo opera en forma pasiva.


    Bloj, Samuel S/ Quiebra c/ Perez Ramirez, María Asunción y otro s/ Incidente civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1235, 2001, CS1, 29 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Créditos post concursales: improcedencia del fuero de atracción. Art. 2 Ley 18.820. Inexistencia de cuestión federal que permita habilitar la instancia extraordinaria.


    Es doctrina de la Corte que las resoluciones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas requerido por el artículo 14 de la ley 48. Ese recaudo no puede suplantarse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Es aplicable al subexamine el criterio explicitado pues no se verifica en autos una denegación del fuero federal, lo que ni siquiera argumenta la deudora. Por el contrario, se pretende, en suma, sustraer la causa de la competencia del fuero federal de la seguridad social, para que intervenga el órgano a cargo del concurso preventivo. En tal contexto, tampoco se acredita la presencia de un gravamen concreto y actual, de imposible, insuficiente o tardía reparación ulterior, que equipare el resolutorio a uno definitivo, tanto más, cuando se encuentra en trance la ejecución de la acreencia. No se trasunta irrazonable la sentencia que, para ponderar post concursal el crédito en cuestión, valoró el artículo 2 de la ley 18.820, en cuanto considera exigible la deuda por aportes obligatorios sobre las remuneraciones de los dependientes, dentro de los quince días siguientes por cada mes vencido, máxime, cuando no se invocaron supuestos de extinción del vínculo de empleo anteriores a la formalización del mes calendario ni otros relacionados con períodos fiscales bimestrales o trimestrales. En esas condiciones, los aportes y las contribuciones por el mes reclamado corresponderían a remuneraciones del personal mensualizado que, por tal razón, habrían debido determinarse y abonarse al vencimiento del mes calendario (arts. 126, LCT; y 6, 10 y 11, ley 24.241).


    Fundación Galicia Saude s/ Concurso preventivo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 9666, 2011, 14/RH1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Juicio laboral. Procedencia del fuero de atracción del proceso de quiebra de la sociedad demandada.


    Procede la aplicación del fuero de atracción establecido por los artículos 21 y 132 de la ley 24.522, toda vez que se trata de un juicio laboral en el que el actor ejerció la opción de verificar su crédito en la quiebra de la sociedad demandada, conforme surge del informe del síndico.


    Milic, José Sergio c/ Ersini S.A. s/ Laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3689, 2015, CS1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios derivados de la exclusión del Programa de Propiedad Participada Proceso iniciado posteriormente a la apertura del concurso preventivo de la demanada. Procedencia del fuero de atracción.


    El artículo 21 de la ley 24.522 adopta la regla del fuero de atracción al disponer que la apertura del concurso produce, a partir de la publicación de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de contenido patrimonial contra el concursado por causa o titulo anterior a su presentación, y su radicación en sede concursal. Luego, excluye de esa regla distintos casos previstos en el artículo 21, incisos 1 ° a 3°. En especial, el artículo 21, inciso 2°, considera la situación de los procesos de conocimiento "en trámite" y de los juicios laborales. El régimen que prevé para esos supuestos implica exceptuarlos de los efectos mencionados en el párrafo precedente. En relación con los procesos de conocimiento, el legislador juzgó dirimente para apartarse del principio de universalidad, que se encuentren en trámite al momento de la apertura del concurso preventivo. El subexamine es un proceso de conocimiento iniciado, con posterioridad a la apertura del concurso preventivo, por lo que no se encuentra exceptuado de los efectos del fuero de atracción.


    Cruz, Casimiro y otros c/ Aceros Zapla S.A. s/ Programas de propiedad participada


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3906, 2010, CS1-CA1, 19 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda por incumplimiento contractual. Inicio posterior al concurso preventivo de la demandada. Improcedencia de la atracción del fuero concursal.


    El subexamine es un proceso de conocimiento iniciado con posterioridad a la apertura del concurso preventivo, por lo que no se encuentra exceptuado de los efectos del fuero de atracción.


    Grupo Linde Gas Argentina S.A. c/ Argentoil S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 42732, 2010, CA2–CS1, 27 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal de aportes y contribuciones de la seguridad social. Concurso preventivo. Obligaciones posteriores a la presentación en concurso. Improcedencia del fuero de atracción.


    No resulta aplicable el fuero de atracción dispuesto por el artículo 21 de la ley 24.522, texto según ley 26.086, toda vez que opera respecto de las obligaciones de causa o título anterior a la declaración de falencia.


    Juárez, Pedro Alejandro s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3803, 2014, CS1, 18 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Verificación de Créditos


    Revisión de crédito insinuado por AFIP. Multas por falta de presentación de declaraciones juradas previsionales. Naturaleza preconcursal: causa anterior al estado de falencia. Arbitrariedad por prescindir de planteos oportunamente introducidos.


    El fallo prescinde de planteos oportunamente introducidos, de la normativa aplicable y contiene una interpretación y aplicación que desvirtúa y torna inoperante la decisión. La cámara soslayó las disposiciones del artículo 32 de la ley 24.522 al decidir acerca del pedido de la AFIP de verificar un crédito por multas por la falta de presentación de declaraciones juradas previsionales de la actora. El artículo 32 de la ley 24.522 establece que todos los acreedores por "causa o título" anterior a la presentación en concurso deben formular al síndico el pedido de verificación de sus créditos. Ha señalado la Corte que la referida disposición obliga a los acreedores a insinuarse en el pasivo concursal y probar mediante el trámite de verificación la existencia de los créditos, no sólo en virtud de un título sino también de la causa que le da origen, que debe ser anterior al estado de liquidación o falencia. Por consiguiente, para resolver el caso la cámara se apartó arbitrariamente de la normativa aplicable y prescindió de los planteos de la AFIP en torno a que la naturaleza preconcursal del crédito se fundamenta en que la causa de la obligación es la inobservancia de un deber formal ocurrido antes de resolverse su liquidación. De este modo, la omisión del tribunal de expedirse sobre este tópico priva al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la litis en el que funda su derecho.


    Trainmet Seguros SA s/ Incidente de revisión por Fisco Nacional (DGI)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 255, 2014, 20-T/CS1, 16 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Proceso Sucesorio. Competencia


    Contienda negativa de competencia. Juez del sucesorio. Prueba del último domicilio del causante. Lugar del deceso.


    La competencia territorial en los procesos sucesorios atañe a los jueces del lugar del último domicilio del difunto -arts. 90, inc. 7°, y 3284, C. Civil, y las excepciones a la regla deben interpretarse con criterio restrictivo. Cuando la prueba producida con respecto al último domicilio del causante es poco clara o contradictoria, debe tenerse por cierto que éste se hallaba en el lugar de su deceso, donde corresponde abrir la sucesión.


    Sosa de Barrios, Luisa y otro s/ Sucesión ab intestato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 31594, 2013, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Fuero de Atracción


    Conflicto de competencia. Acción personal originada con anterioridad al fallecimiento del causante. Fuero de atracción del proceso sucesorio.


    El proceso sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen este fuero de atracción son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado, ni siquiera por convención de partes. En esa inteligencia, le asiste razón al magistrado nacional, toda vez que se trata aquí de una acción personal originada con anterioridad al fallecimiento del causante y, por lo tanto, comprendida en el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil.


    Ríos, Gustavo Raúl s/ Sucesión ab-intestato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 4888, 2015, CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Escrituración de inmueble. Improcedencia del fuero de atracción del proceso sucesorio.


    El fallecimiento de las dos codemandadas permite apartarse del principio según el cual el juicio universal atrae a las acciones personales deducidas en contra del causante, puesto que no habría motivos valederos para dar preeminencia a una sucesión por sobre la otra, en tanto el fuero de atracción tutela idéntico interés en ambas. Este es, precisamente, el supuesto de autos, desde que han muerto las dos personas requeridas por escrituración, cuyos sucesorios tramitan ante distintos juzgados del foro nacional n° 40 y 105, de forma tal que no resulta posible implementar el desplazamiento de la competencia previsto en el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil.


    Herrera, Verónica c/ Griffero, Lidia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5463, 2014, CS1, 11 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Proceso ejecutivo. Fuero de atracción de las acciones por deudas personales originadas con anterioridad al fallecimiento. Corresponde a la justicia provincial.


    Cabe recordar que el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado, ni siquiera por convención de las partes. En esa inteligencia, le asiste razón al juez federal, toda vez que se trata en el sub examine de una acción de carácter personal originada con anterioridad al fallecimiento del causante y, por tanto, comprendida en el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, sin que obste a ello la circunstancia de tratarse de un juicio en etapa de ejecución de sentencia. Ello es así, sin perjuicio de lo que determine el derecho local bonaerense en orden a la distribución de la competencia ordinaria en materia sucesoria.


    Banco de la Nación Argentina c/ Biocca, Héctor Aroldo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3262, 2014, CS1, 12 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Daños y perjuicios por mala praxis médica. Fuero de atracción el sucesorio de un codemandado.


    El trámite sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto, sobre la base de que las reglas que rigen ese fuero de atracción son imperativas o de orden público, pues propenden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en favor de los acreedores, como de la propia sucesión y no pueden ser dejadas de lado ni siquiera por convención de las partes. Le asiste razón al juez nacional, toda vez que se trata en el subexamine de una acción de carácter personal originada con anterioridad al fallecimiento del de cujus y, por tanto, comprendida en el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, sin que obste a ello la circunstancia de tratarse de un juicio en etapa probatoria.


    V. de M., M. A. c/ PAMI (INSSJP) y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12515, 2006, CS1, 18 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio. Deudas posteriores a la muerte del causante. Justicia federal.


    Las actuaciones deberán seguir su trámite ante el fuero federal, toda vez la deuda que se pretende ejecutar es ulterior al deceso del demandado.


    A.A.S.A. c/ Travaglini, Armando Juan s/ Ejecución


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4391, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Proceso principal concluido. Medida provisoria. Vicisitud procesal subsistente. Actores devenidos en sujetos pasivos del incidente de reintegro. Fuero de atracción de los sucesorios.


    Aun cuando el proceso principal ha concluido con el dictado del fallo definitivo, a consecuencia de la medida provisoria decretada, queda subsistente una vicisitud procesal irresoluta; con lo cual, el fuero de atracción conservaría su vigor. Aunque de inicio los cónyuges revestían el carácter de actores, han devenido en sujetos pasivos del incidente de reintegro articulado por el Estado Nacional, de modo que nos hallamos frente a una acción personal deducida por un acreedor de los causantes.


    Maskin, Alfredo y otro c/ Estado Nacional s/ Emergencia económica


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 12084264, 2004, CS1, 20 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Procesos de Familia. Adopción


    Conflicto negativo de competencia. Guarda judicial con fines adoptivos. Inexistencia de intervención judicial previa. Principios generales en procesos de familia. Centro de vida del menor. Interés superior del niño. Prohibición de la entrega directa de menores. Acceso a la justicia. Supervisión judicial de la separación de la familia biológica. Competencia del juez del lugar donde reside la familia biológica.


    El artículo 612 del Código Civil y Comercial de la Nación encomienda el trámite de guarda con fines adoptivos al juez que declara la situación de adoptabilidad. Dicha regla resulta inaplicable al sub lite puesto que no se ha dictado ninguna medida de protección integral ni excepcional, en los términos de la ley 26.061. Es decir que, hasta el presente, no ha habido intervención judicial alguna. Por otro lado, el artículo 706 del nuevo Código establece como principios generales de los procesos de familia: el respeto de la tutela judicial efectiva, la inmediación, buena fe, lealtad procesal, oficiosidad, oralidad y acceso ilimitado al expediente. Además, dispone que las• normas que rigen el procedimiento deben ser aplicadas de modo de facilitar el acceso a la justicia, especialmente tratándose de personas vulnerables, y la resolución pacífica de los conflictos y que cuando están involucrados niños, niñas o adolescentes se debe tener en cuenta su interés superior. Asimismo, el artículo 716 de esa norma determina que en los asuntos referidos a la guarda, cuidado, o adopción de una persona menor de edad, es competente el juez del lugar donde ella tiene su centro de vida. Al respecto, la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes establece que se entiende por centro de vida el lugar donde los niños hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia, debiendo interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales ratificados por la República en materia de sustracción y restitución internacional (arts. 3, inc. f, ley 26.061, y 3, Anexo l, decreto 415/06). En este marco normativo, y ponderando lo regulado por el artículo 611 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación -que prohíbe la entrega directa de niños, niñas y adolescentes en guarda y estipula que la guarda de hecho no debe ser considerada a los fines de la adopción- se debe concluir que la solución debe favorecer la estricta supervisión judicial de la separación de los niños y niñas de sus familias biológicas, conforme lo exige el interés superior del niño y lo disponen los instrumentos internacionales de derechos humanos. Si bien la protección integral de los derechos de los niños requiere un cuidado y una vigilancia que se ve simplificada por la cercanía física del tribunal interviniente, una correcta hermenéutica descarta la aplicación mecánica de esa directiva y postula que el intérprete realice un examen circunstanciado, que contemple las características de cada situación concreta. En las presentes actuaciones, los propios actores iniciaron la acción en la provincia de Santiago del Estero y expresaron que se trasladan hacia esa jurisdicción con frecuencia, lo cual permite concluir que la decisión no importará restricción a su derecho de defensa. Por el contrario, según lo que manifiestan, la familia biológica del niño cuenta con escasos recursos económicos. Esta situación de vulnerabilidad podría dificultar su participación en el proceso si éste se desarrolla en una jurisdicción lejana a su lugar de residencia.


    R., M. L. y otro s/ Guarda - Preadoptiva


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4088, 2015, CS1, 19 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Guarda pre-adoptiva de una menor. Art. 316 del Código Civil. Lugar del domicilio de la niña. Interpretación amplia e integradora. Necesidad de inmediatez. Juez de la residencia habitual. Interés superior del niño.


    El fallo apelado, al convalidar que la guarda preadoptiva de la menor trámite en la provincia de Misiones, podría privarla de la eficacia tutelar que le es adeudada como parte esencial del proceso judicial en el que participa y en el que corresponde considerar primordialmente su mejor interés. El artículo 316 del Código Civil asigna esta competencia a los jueces del domicilio del niño o del lugar donde judicialmente se hubiese comprobado el abandono, mas esta directiva no debe interpretarse con un criterio literal. La adhesión mecánica a un punto de conexión ficto, como el que prevé el artículo 90, inciso 6, del Código Civil, no se compadece con una recta hermenéutica constitucional de los preceptos aplicables. La noción misma de orden jurídico, exige valorar el texto legal con una visión integradora, presidida por las normas de jerarquía superior. Luego, la alusión al domicilio del niño que incluye el artículo 316 del Código Civil como elemento de atribución, debe asumirse aquí en su acepción más amplia, esto es, con referencia al lugar de residencia habitual. En las singulares circunstancias del presente expediente, la ausencia de inmediación podría malograr los objetivos tutelares propios del proceso, en perjuicio de una persona de solo cuatro años. Más aún, teniendo en cuenta que en la decisión no se invocaron razones concretas para desplazar el "centro de vida" de la niña como pauta interpretativa esencial para la determinación de los aspectos en debate, el que se sitúa claramente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -y no a más de mil kilómetros en la provincia de Misiones (art. 3°, inc. f, ley 26.061)-, ni se pusieron de resalto impedimentos insalvables para indagar, en su caso, en la familia ampliada de la niña. Así, el mejor interés de la niña habilita al Tribunal a expedirse sin más trámite, confiriendo la dirección del caso al Juzgado Nacional, en cuyo ámbito de actuación reside de manera efectiva y estable esta menor de edad.


    D., L. A. y otro s/ Guarda


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 106360, 2013, RH1, 16 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Guarda de hecho de una menor. Solicitud judicial de guarda pre adoptiva. Resolución judicial que modifica el estado de la menor. Imprescindible evaluación de la situación de la niña y de las circunstancias que rodean el caso. Restitución de la menor a la guardadora de hecho. Interés superior del menor. Remisión a lo resuelto en autos "G., B. M. s/ guarda" G. 834, L. XLIX.


    El secuestro de la niña no implica validar el modo de obtener la guarda, que presenta aristas observables, sino poner de resalto que la solución, lejos de hacer hincapié en lo que aparece como más favorable para la niña, la somete a una nueva situación de vulnerabilidad y de desamparo al resolver, en última instancia, que sea entregada a otra familia, padeciendo una nueva desvinculación y otro desarraigo. Las resoluciones relativas a la modificación del estado del menor deben adoptarse previa ponderación exhaustiva de las derivaciones que las medidas podían provocar en su desarrollo integral y no sobre la base de teorizaciones desarrolladas en abstracto. La decisión de separar a la pequeña de la pretensora se tomó sin realizar las evaluaciones adecuadas, ni ponderar el impacto en el desarrollo de la niña, ni indagar cuál era su deseo, pese a su corta edad, en un plano en el que no se comprobó, concretamente, la comisión de delito alguno.


    M., M. S. s/ Guarda


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 90032, 2013, CS1, 10 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Alimentos y Litisexpensas


    Conflicto de competencia. Demanda de cuota alimentaria para un hijo menor. Lugar de residencia del niño. Principio de inmediatez. Posible cuadro de violencia familiar, necesidad de evitar la re victimización. Protección integral de los derechos fundamentales del menor.


    En función de las características y fines del derecho alimentario, la demanda puede interponerse hábilmente ante el tribunal del lugar donde se encuentra el titular menor de edad, sea que éste haya nacido en la unión matrimonial de los padres o no. Ponderando la localización del foro del demandado, cabe concluir que la intervención del juez fueguino ha de favorecer la realización activa de los objetivos protectorios propios del estatuto de la niñez, para cuyo logro la inmediación configura un factor de innegable importancia. Asimismo, atento al tenor de las denuncias formuladas en el curso del citado proceso y aun cuando no existe un diagnóstico de violencia doméstica validado, sujetar a la posible victima a cumplir en el foro del eventual agresor las diligencias propias de este tipo de asuntos, podría llevar a una revictimización que la ley repudia.


    R., R. c/ P., C. A. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3609, 2015, CS1, 06 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Fijación de cuota alimentaria a favor de menor de edad. Juez del lugar donde se encuentra el beneficiario. Inmediación.


    En función de las características y finalidades del derecho alimentario, la demanda puede interponerse hábilmente ante el tribunal del lugar donde se encuentra el titular menor de edad, sea que éste haya nacido en la unión matrimonial de los padres o no. Ponderando la localización del foro del demandado -sito a más de 300 kilómetros de la Ciudad- cabe concluir que la intervención del foro nacional ha de favorecer la realización activa de los objetivos protectorios propios del estatuto de la niñez, para cuyo logro la inmediación constituye un factor de innegable importancia.


    F., E. G. c/ M., L. G. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2245, 2015, CS1, 23 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Divorcio Vincular


    Divorcio por culpa de uno de los cónyuges. Sanción del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Eliminación del divorcio contencioso. Pronunciamiento devenido inoficioso.


    Desde el 1 de agosto del corriente se encuentra vigente el Código Civil y Comercial de la Nación –leyes 26.994 y 27.077-, que eliminó el divorcio contencioso y consagró el divorcio incausado, en el cual no se declara la responsabilidad o culpa de uno o ambos cónyuges (arts. 435 y 437). En estas condiciones, deviene inoficioso que la Corte Suprema se pronuncie sobre los agravios traídos por el recurrente atento que la nueva normativa regula la cuestión sometida ante ese tribunal y se trata de disposiciones de las que, en virtud de la regla general establecida en el artículo 7 del mencionado código y de la citada doctrina, no puede prescindirse.


    B., O. F. c/ N., V. C. s/ Divorcio Art. 214 inc. 2do.


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 114719, 2009, 1/RH1, 11 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Filiación


    Demanda de filiación. Proceso sucesorio del padre alegado. Inexistencia de indivisión. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    Si bien no mediaría una partición en sentido estricto, lo cierto es que el inmueble relicto fue parcialmente enajenado, de manera tal que ya no se verificaría la indivisión que justifica concentrar las acciones personales entabladas contra el difunto ante el tribunal de la sucesión. En ese marco, dado que el régimen del llamado fuero de atracción debe apreciarse con criterio restrictivo, en tanto constituye un mecanismo modificatorio de las normas de la competencia el desplazamiento impuesto por el artículo 3284 del Código Civil, no resulta operativo por haber concluido el sucesorio.


    P., G. N. c/ F., A. s/ Filiación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2892, 2015, CS1, 19 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Parte General


    Actos Procesales


    Notificaciones. Por Cédula y Personal


    Recurso extraordinario. Traslado. Debido proceso. Garantía de defensa en juicio.


    La adecuada notificación de las distintas etapas del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal, tiene por objeto proporcionar a los litigante la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso, plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. En el presente caso el traslado del recurso extraordinario deducido por la parte actora fue notificado a la demandada por ministerio de ley, es decir, sin dar cumplimiento traslado en la forma establecida por la norma. Además, la Administración Nacional de la Seguridad Social no contestó dicho traslado. Ante tales circunstancias, en las que podría verse afectada la garantía de defensa en juicio, corresponde devolver los autos al tribunal de origen a fin de que subsane las omisiones apuntadas o, en su caso, si la Corte lo considera pertinente, disponga correr traslado del recurso extraordinario.


    Coronel, Francisco Emilio c/ Anses s/ Reajustes


    C 1697, XLVIII, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Nulidad de los Actos Procesales


    Acceso a la información pública. Acuerdo de explotación conjunta de hidrocarburos no convencionales entre YPF S.A. y Chevron Corporation. Control del procedimiento. Deficiencia en la integración del proceso. Nulidad. Remisión a Fallos: 335:1412 (caso "Ruarte Bazán") y, sentencia in re U. 39, L. XLVIII, "Utrera, Gastón Ezequiel c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ art. 32 - ley 24.751".


    Si bien las sentencias del Tribunal deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores. El proceso tramitó sin la participación de Chevron Corporation quien habría suscripto con YPF S.A. el acuerdo cuyo conocimiento reclama el actor, circunstancia que fue advertida por la cámara. De ese modo, más allá de la calidad en la que aquélla hubiera debido participar, corresponde darle la posibilidad de intervenir en las actuaciones para que manifieste lo que estimare pertinente en defensa de sus derechos, habida cuenta de que ellos podrían verse afectados, eventualmente, por los efectos de la resolución final de la causa. En consecuencia, debido a la deficiencia en la integración del proceso debe declararse la nulidad de las actuaciones.


    Giustiniani, Rubén Héctor c/ YPF S.A. s/ Amparo por mora


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 37747, 2013, CA1-CS1, 07 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Acumulación de Procesos


    Acumulación de procesos. Demanda de restitución de depósitos en moneda extranjera. Procedencia de la acumulación aunque no concurra la triple identidad de sujetos, objeto y causa. Falta de firmeza de la declaración de caducidad. Posibilidad de sentencias contradictorias.


    Ante la falta de firmeza de la declaración de caducidad, subsiste el peligro del dictado de pronunciamientos contradictorios. Corresponde acumular los presentes autos en función de evidentes razones de conexidad, ponderando que en ambos procesos se persigue la devolución de una idéntica suma en dólares estadounidenses o la cantidad de pesos suficiente para adquirir la divisa, con causa en depósitos bancarios constituidos en moneda extranjera que fueron pesificados, como así también la declaración de invalidez constitucional de la ley 25.561 -y reglas ccds.- y todo ello virtualmente entre las mismas partes. Si bien no se configura la estricta identidad de litigantes requerida por el artículo 188 del Código ritual, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es la misma y que se hallan en instancias equivalentes -no se ha dictado sentencia sobre el fondo del reclamo en ninguno de los procesos-, deviene necesario que sea un solo tribunal el que intervenga en ambos litigios.


    Olego, Analía y otros c/ Hsbc Bank Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 106757, 2012, CA1-CS1, 03 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Improcedencia de acumulación de procesos: conclusión del trámite por acuerdo transaccional homologado.


    Resulta improcedente el desplazamiento del fuero, toda vez que de las constancias surge que el expediente por daños y perjuicios radicado ante la jurisdicción local ha concluido a través del acuerdo transaccional que obra homologado.


    Bermejo, Nicolás Oscar y otro c/ Rapetti, Daniel Oscar y otros s/ Daños y perjuicios (Acc. Trans. c/ les. o muerte)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3381, 2015, CS1, 15 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios: demanda de repetición. Causas conexas. Sentencia dictada. Improcedencia de la acumulación.


    La acumulación de los procesos es un instituto que se fundamenta en la necesidad de evitar el peligro de sentencias contradictorias en causas conexas y constituye el medio que permite asegurar la unidad de la resolución a los fines de un correcto servicio de justicia. En tales condiciones, la utilidad de radicación de las causas por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de ellas, por lo que la asignación es improcedente cuando media la noticia de que ello ha ocurrido, aun cuando se ignore si la dictada se halla firme. Por ello, y atento a las particularidades del caso, resulta improcedente el desplazamiento del foro, toda vez que de las constancias surge que en los autos -por daños y perjuicios- radicados ante la justicia local, se dictó sentencia.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Gómez, Aldo Walter y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66458, 2008, CS1, 28 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Pretensa acumulación de causas por conexidad: Mismo hecho e identidad parcial de los contendientes. Demanda de daños y perjuicios y por accidente laboral in itinere. Incompetencia de la justicia laboral para conocer en una causa civil.


    Estas actuaciones deben seguir su curso ante la Justicia Nacional en lo Civil. Ello es así, porque si bien se trata del mismo hecho y media una identidad parcial de los contendientes, se ha demandado por distintas sendas, la civil y la laboral, en virtud de los diferentes factores atributivos de responsabilidad que se invocan. Luego, no corresponde disponer la acumulación de las causas por conexidad, dado que la justicia laboral no resulta competente para conocer en los autos en razón de la materia (arts. 20 y 44, L.O., y 188, ap. 2°, CPCCN). Por lo demás, nada obsta a la tramitación separada de los litigios, dado que la ley prevé que, si las contingencias reclamadas en el marco de la ley 24.557 hubieran sido provocadas por un tercero -como aquí se arguye-, el damnificado o sus derechohabientes podrán peticionar del responsable la reparación de los perjuicios que pudieren corresponderle de conformidad con las disposiciones del Código Civil, de lo que se deducirá el valor de las prestaciones que hubieran percibido o debieran recibir de la aseguradora de riesgos del trabajo o del empleador autoasegurado (art. 39, incs. 4° y 5°, ley 24.557).


    Peralta, Catalino c/ Salazar Anderson, Washington Leonardo y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13481, 2013, CS1, 30 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demanda de intereses devengados por deuda previsional. Sucesorio de la pensionada. Procedencia de acumulación de procesos. Principio de la perpetuatio jurisdictionis.


    Resulta razonable declarar operativa la conexidad de estos pleitos pues ambos se fundan en idéntica relación jurídica y en una misma causa, lo que torna conveniente que el mismo tribunal entienda en el nuevo proceso ya que ello facilitará su trámite en razón del conocimiento que aquel órgano tiene de los extremos fácticos y jurídicos que rodean la controversia substancial. Ello, a su vez, constituye una forma de aplicación del principio de la perpetuatio jurisdictionis pues, cada vez que un nuevo proceso sea consecuencia de otro anterior o que el posterior litigio pudiera modificar o desconocer lo resuelto en otro precedente, correspondería mantener la competencia del órgano que previno en el juicio principal, como modo de aventar el riesgo de que se expliciten temperamentos opuestos y con el propósito de favorecer la concentración procesal y la buena administración de justicia.


    Verdina, Luis Antonio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (Anses) s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 113138, 2011, CS1, 15 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Peligro de sentencias contradictorias Procedencia del forum conexitatis.


    El forum conexitatis legislado en el artículo 6° del Código ritual posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas. A su vez, la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las previsiones generales sobre competencia e importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro órgano, dada la conveniencia de concentrar ante un único tribunal todas las acciones ligadas a una misma relación jurídica. Resulta razonable declarar operativa la conexidad de los procesos en cuestión y atribuir al juzgado nacional el conocimiento del litigio en trámite ante la justicia provincial, dado que en aquel ámbito se notificó primero la demanda. En el caso, ambas pretensiones están vinculadas con el mismo evento dañoso y requieren esclarecer la mecánica del hecho y la consiguiente existencia de responsabilidad civil, como presupuesto para la admisión del reclamo, con lo cual existe el peligro cierto del dictado de sentencias contradictorias. No resulta óbice a esta solución la circunstancia de que los juicios se encuentren en diferentes etapas procesales, pues si bien ello podría configurar una dilación procesal del trámite de la causa que se encuentra más avanzada, ese retardo, en las condiciones indicadas y a fin de favorecer una buena administración de justicia, no resulta injustificado, ni importa una afectación al debido proceso y al derecho de defensa.


    Díaz, Maria Teresa c/ Vaque, Sergio Martin s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3364, 2014, CS1, 11 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Peligro de sentencias contradictorias Procedencia del forum conexitatis.


    El forum conexitatis, estatuido en el artículo 6° del Código Procesal, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas y se funda en la necesidad de evitar el dictado de sentencias contradictorias en procesos conexos, permitiendo asegurar la unidad de la resolución a los efectos de un correcto servicio de justicia. Resulta así razonable declarar operativa la conexidad en los procesos en cuestión y atribuir al juzgado local el conocimiento del presente litigio, dado que en este último se notificó primero la demanda. Ello es así, porque de la lectura de estos autos y de los que tramitan en sede provincial, emerge que ambos juicios se refieren al mismo accidente de tránsito, y que media identidad de demandados.


    Pevención ART S.A. c/ Protección Mutual de Seguros del Transporte Público de Pasajeros s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 102, 2015, CS1, 14 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Peligro de sentencias contradictorias Procedencia del forum conexitatis.


    En ambos procesos se persigue la indemnización de los daños derivados de un mismo accidente vial y, si bien no se configura la estricta identidad de los litigantes requerida por el artículo 188 del Código ritual, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es la misma y que se encuentran en instancias equivalentes, deviene necesario que sea un solo tribunal el que intervenga en ambos litigios, a fin de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.


    Hernández, Carla Daniela y otro c/ Expreso Esteban Echeverría s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4243, 2014, CS1, 14 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Diferentes etapas procesales. Procedencia del forum conexitatis.


    Resulta razonable declarar operativa la conexidad de los pleitos y atribuir al juez provincial el conocimiento del litigio en curso ante el fuero nacional, dado que en aquel ámbito se notificó primero la demanda. Ello es así, porque de la lectura de las actuaciones emerge que ambos procesos se refieren al mismo accidente de tránsito y que media identidad de demandados.


    La Holando Sudamericana Compañía de Seguros SA c/ Leguizamón, José Luis y otro


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 17032, 2013, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Procedencia del forum conexitatis aunque no concurra la triple identidad de sujetos, objeto y causa. Peligro de sentencias contradictorias.


    La admisión del forum conexitatis, legislado en el artículo 6° del Código ritual, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas. Su aplicación, constituye una causal de excepción a los preceptos generales que determinan la competencia contenidos en ese código e importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con apoyo en la conveniencia de reunir ante un tribunal las acciones que se hallen ligadas por la misma relación jurídica. En el sublite, en ambos pleitos se persigue la indemnización de los daños derivados de un mismo accidente y, si bien no se configura la estricta identidad de partes requerida por el artículo 188 del Código ritual, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es la misma y que se hallan en instancias análogas, deviene necesario que sea un solo tribunal el que intervenga en ambos litigios, a fin de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.


    Loto, Yamila c/ De la Cruz Vázquez


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3208, 2015, CS1, 25 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Procedencia del forum conexitatis.


    La admisión del forum conexitatis, reglado en el artículo 6° del Código adjetivo, posibilita la sustanciación ante un mismo tribunal de causas vinculadas. A su vez, la aplicación del instituto constituye una causal de excepción a las reglas sobre competencia e importa admitir el traslado de la jurisdicción natural en favor de otro juez, dada la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones ligadas a una misma relación jurídica y de evitar así el riesgo del dictado de pronunciamientos contradictorios. De la lectura de las actuaciones emerge que ambos procesos se refieren al mismo accidente de tránsito y que media identidad de demandadas. Cabe apuntar que en esta causa la aseguradora reclama la repetición de las sumas de dinero que pagó, producto del infortunio in itinere de la damnificada, y que en la que tramita en sede local esta última persigue la reparación de los perjuicios sufridos a raíz de aquel evento.


    La Holando Sudamericana Compañía de Seguros SA c/Cárdenas SA y otros s/cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 83811, 2011, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Procesos con origen en el mismo accidente de tránsito. Procedencia del forum conexitatis.


    Resulta razonable declarar operativa la conexidad en estos procesos y atribuir al juzgado local el conocimiento del presente litigio, dado que allí se notificó primero la demanda y que el estado procesal de ambos expedientes civiles es análogo. Ello es así, porque de la lectura de estos autos y de los que tramitan en sede provincial, surge que ambos se refieren al mismo accidente de tránsito, y que media identidad de demandadas.


    QBE Argentina ART S.A. c/ Ciccone, Pablo y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 94439, 2012, CS1, 10 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios originados en un mismo hecho. Sentencia en uno de los procesos. Improcedencia de la acumulación.


    No procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta, en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia.


    Díaz, Patricia Beatriz c/ Municipalidad de General San Martín y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 17822, 2010, CS1, 08 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios por incumplimiento contractual. Pluralidad de litigantes. Necesidad de evitar el peligro de fallos contradictorios en causas conexas. Procedencia de la acumulación.


    Resulta razonable declarar operativa la conexidad de los pleitos, pues ambos se fundan en idéntica relación jurídica contractual y en una misma causa –la ruptura intempestiva del contrato de distribución y comercialización de productos de las demandadas-. Lo anterior, torna conveniente que el mismo tribunal entienda en el nuevo proceso ya que ello facilitará su trámite en razón del conocimiento que aquel órgano tiene de los extremos fácticos y jurídicos que rodean la controversia sustantiva incoada con anterioridad en la provincia. No obsta a la solución que se propone, la distinta vecindad de la sociedad anónima ni su condición de aforada, desde que, en caso de existir pluralidad de litigantes que conformen un litisconsorcio activo, pasivo o mixto, es necesario para que proceda el fuero federal que cada uno de los pretensores y accionados, individualmente considerados, puedan alegar, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, el fuero de excepción por la distinta vecindad o nacionalidad, extremo que no se presenta si tanto el actor como el demandado son vecinos de la misma ciudad.


    Vargas, Silvia Elena c/ Bocanera S.A. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 897, 2015, CS1, 23 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Expropiación. Inexistencia de litispendencia. Improcedencia de la acumulación de procesos por conexidad. Falta de triple identidad de sujeto, objeto y causa.


    No se configura en autos la litispendencia expuesta por el tribunal apelado puesto que no se presenta la triple identidad de sujeto, objeto y causa, indispensable a tal fin y, por ende, tampoco se evidencia la posibilidad de que se dicten fallos contradictorios. Ello es así porque aun cuando las peticiones de ambos expedientes se refieren a un mismo bien inmueble, esa circunstancia no es suficiente para declarar procedente la acumulación dado que los intereses en juego son diferentes y, además, corresponden a la competencia de distintos jueces. En efecto, por una parte, en esta causa es el Estado Nacional quien promueve demanda contra los propietarios de un inmueble con el fin de expropiar una parte de él, abonando la correspondiente indemnización, para la creación de un parque nacional, mientras que, en el ámbito local, los actores (particulares) pretenden recibir el pago de la indemnización derivada de la expropiación llevada adelante por la Provincia de San Juan, con el objeto de desarrollar una reserva provincial en el inmueble de su propiedad, situación típicamente regida por normas de derecho público local. Es doctrina de la Corte que las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales situación que tampoco se presenta en el sub lite.


    Administración de Parques Nacionales c/ Tierras y Yerbales S.A. s/ Expropiación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 709, 2013, (49-A)/CS001, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que tiene a cargo de la quiebra de la sociedad demandada, que informe el estado de ese trámite, si el actor, verificó su acreencia y, en su caso, si la cobró en el ámbito del proceso universal. Ello, por cuanto no resultan suficientes las constancias obrantes en este juicio para expedirse acerca de la cuestión de competencia suscitada entre ambas jurisdicciones.


    Cantero, Wenceslao Baldovino c/ Maripez S.A. s/ Laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3690, 2015, CS1, 07 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que tiene a cargo de la quiebra de la sociedad demandada, que informe el estado de ese trámite, si el actor, verificó su acreencia y, en su caso, si la cobró en el ámbito del proceso universal. Ello, por cuanto no resultan suficientes las constancias obrantes en este juicio para expedirse acerca de la cuestión de competencia suscitada entre ambas jurisdicciones.


    Jensen, Néstor Mario c/ Maripez S.A. s/ Laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3691, 2015, CS1, 07 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que tiene a cargo de la quiebra de la sociedad demandada, que informe el estado de ese trámite, si el actor, verificó su acreencia y, en su caso, si la cobró en el ámbito del proceso universal. Ello, por cuanto no resultan suficientes las constancias obrantes en este juicio para expedirse acerca de la cuestión de competencia suscitada entre ambas jurisdicciones.


    Milic, José Sergio c/ Ersini S.A. s/ Laboral


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3689, 2015, CS1, 07 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia originaria de la Corte. Cuestión federal: aplicabilidad de leyes nacionales.


    Dado que la materia del pleito reviste un manifiesto carácter federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. En autos se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la provincia en favor de los tribunales federales de baja instancia, y que también lo es ratione personae, pues la provincia concurre con el Estado Nacional, que ha sido demandado en el litigio, y que, de esta forma, también encuentra satisfecho su privilegio (conf. art. 116 de la Constitución Nacional).


    A.V.H. San Luis S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional, DGI y otra (provincia de San Luis citada como tercera) s/ Incidente de apelación


    FMZ-Justicia Federal de Mendoza, 81014658, 2013, CS1, 26 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    El art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a aquellos trabados "entre jueces nacionales de primera instancia", cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a dicha solución la circunstancia de que se trate, como en el caso, de magistrados federales con asiento en distintas provincias.


    Fuenzalida, Juan Ángel c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 5167, 2013, CS1, 16 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    No se configura aquí un conflicto en el que el Tribunal deba intervenir, puesto que las controversias que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la alzada de que dependa el órgano que previno, sin que obste a ello que uno de los jueces sea federal con asiento en una provincia.


    Dellepiane, María Cristina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 22174, 2014, CS1, 09 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    No se configura un conflicto de competencia en el que el Tribunal deba intervenir con fundamento en lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues las contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la cámara de la que dependa el magistrado que primero hubiese conocido.


    Lagos, Lauro c/ Poder Ejecutivo Nacional (PEN) Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 25.561


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 121295, 2002, CA1-CS1, 31 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    El Alto Tribunal no está llamado a intervenir en este conflicto, desde que, al haberse planteado entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelto por la alzada de la que dependa el juez que previno, sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal.


    Jaime, Raul Ángel c/ Empresa Silos Argentinos Areneros Buenos Aires SAC y otro s/ Accidente - Acción civil


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 24399, 2014, CS1, 27 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Accidente laboral: demanda de reparación integral. Juez competente a elección del reclamante: art. 24 de Ley 18.345.


    La Corte tiene reiterado que las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos y, asimismo, que en la tarea de esclarecer la controversia es menester considerar, principalmente, la relación de los hechos contenida en la demanda y después, en cuanto se ajuste al relato, el derecho alegado. La parte actora dedujo demanda con el objeto de obtener la reparación integral de los daños emergentes del fallecimiento del trabajador, como consecuencia del accidente ocurrido mientras prestaba servicios como oficial albañil. En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares, será competente, a elección del reclamante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del convenio o el del domicilio del demandado (art. 24, ley 18.345).


    Villa, Maria de los Ángeles p/ si y en rep. de su hija menor S. M y otros c/ Domus S.R.L. y otros s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17148, 2014, CS1, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Constitucionalidad de la Tasa de Seguridad Vial. Cuestión de derecho público local. Justicia local.


    En el proceso no sólo se debaten cuestiones de índole federal, sino también local de las cuales deberá hacerse mérito y que requerirán además la revisión en sentido estricto de normas y actos emanados de autoridades municipales. Así entonces, el planteo efectuado resulta conjunto al incluir cuestiones federales y locales, por lo que resulta aplicable al caso la doctrina adoptada por la Corte en la causa P.582, L.XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, provincia de s/ acción declarativa"(Fallos: 332:1007) en la cual señaló que las leyes-convenio en sus respectivas ratificaciones locales por medio de las legislaturas provinciales hacen parte del derecho público local, aunque con diversa jerarquía. En consecuencia, la materia del pleito corresponde al derecho público local y debe ser resuelta por los jueces del mismo carácter. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza.


    Petrotandil S.A.C.I.E.I. c/ Municipalidad de Olavarría s/ Acción meramente declarativa de derecho


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 31644, 2014, 2/CS1, 05 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual y sus decretos reglamentarios. Recurso pendiente concedido ante un tribunal de alzada.


    Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal según la cual en aquellos supuestos en que una causa se encuentre con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que se considere que corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    América TV S.A. c/ A.F.S.C.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 58525, 2012, 1/CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito contra Estado Nacional. Fuero civil.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293, en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extra contractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil. Por lo demás, corresponde tomar en cuenta que la competencia federal en razón de las personas como privilegio del Estado, no es oponible cuando el proceso tramita ante los tribunales nacionales, los cuales también pertenecen a la órbita federal, ya que todos los magistrados nacionales con asiento en la Capital Federal revisten el mismo carácter.


    Espínola, Antonia y otro c/ Empresa de Transportes Microomnibus Sáenz Peña y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 92718, 2011, CS1, 22 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de escrituración. Carácter de único heredero y de codemandado. Improcedencia de la atracción del sucesorio.


    Asiste razón al fiscal nacional cuando expresa que, dado el carácter de único sucesor que reviste el demandado y que la declaratoria consta inscripta, corresponde que actuaciones sigan su trámite ante el juez nacional, sin que obste a ello que el bien objeto del reclamo -luego, litigioso- no haya sido denunciado en el proceso sucesorio. No altera la solución propuesta lo dispuesto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación que prevé que, en el caso de existir un sólo heredero, las acciones personales de los acreedores del causante podrán iniciarse, a su opción, ante el tribunal del último domicilio del fallecido o ante el que corresponde al domicilio del heredero único. Ello es así, toda vez que el reclamo fue promovido y la litis quedó trabada con la participación, en su condición de codemandado y de único heredero, quien no objeta la competencia territorial -pactada, por otra parte, en el boleto de compraventa que sustenta la demanda-.


    Rubellin de Cyment, Ana Berta c/ Gordillo, Roque y otros s/ Escrituración


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13365, 1992, CS1, 09 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Legalidad de un acto administrativo emanado de un organismo del estado local. Ley 24.240. Cuestión de derecho común. Justicia local.


    Más allá de la genérica alusión a la ley 26.522, contenida en la disposición cuestionada al referirse a los argumentos esgrimidos por el abonado en su reclamo, lo cierto es que el asunto a resolver se circunscribe a determinar si en el caso se verifica o no una violación a lo dispuesto en las normas de la ley 24.240. Por tanto, resulta aplicable lo expresado en lo pertinente en Fallos: 324:439, en cuya oportunidad la Corte resolvió que, -dado el carácter de derecho común de la Ley de Defensa del Consumidor en la que se funda el acto impugnado, la causa debía tramitar ante la justicia local, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.


    Cablevisión S.A. s/ Recursos directos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4188, 2015, CS1, 30 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Presuntas irregularidades en elecciones locales. Justicia provincial.


    Más allá de que el actor funde su pretensión en normas nacionales, y sin perjuicio de que aquellas elecciones se celebraron simultáneamente con los comicios nacionales, toda vez que no se encuentran en juego las candidaturas nacionales, sino únicamente las locales, a cuyos fines la Junta Electoral provincial confecciona un registro especial de electores extranjeros y habilita mesas especiales para ellos, resulta de aplicación la reiterada doctrina del Tribunal según la cual la elección de cargos nacionales se rige por normas y autoridades federales y la de cargos locales por normas y autoridades locales, pues las circunstancias del caso difieren de las tenidas en cuenta por V. E. en las sentencias publicadas en Fallos: 326: 1481 y 331: 530 (voto concurrente de los Dres. Lorenzetti, Highton de Nolasco y Maqueda).


    Verón, José Ricardo c/ Zuccaro, Humberto - Intendente de Pilar s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4105, 2015, CS1, 14 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Daños y perjuicios derivados del naufragio de una embarcación de paseo turístico. Opción del actor de demandar ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador: art. 118 de la ley 17.418.


    En casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en los que se reclama a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por interponer la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo ll8 de la ley 17.418.


    Eberts, Robert Thomas y otros c/ Aguirre, Mario Alberto y otros s/ Daños y perjuicios


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 5264, 2012, CA1-CS1, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia entre jueces federales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la Corte.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir esa Corte Suprema, toda vez que tiene reiteradamente dicho que los conflictos de competencia entre jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de la cual depende el tribunal que previno, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados sea federal con asiento en una provincia.


    Barbieri, Angel Carmelo c/ Anses s/ Reajustes varios


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 69638, 2014, CS1, 14 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia entre tibunales de una misma provincia. Ausencia de cuestión federal. Competencia de órganos judiciales provinciales.


    La Corte carece de atribuciones para dirimir conflictos suscitados entre tribunales de la misma provincia, como en el caso, pues se refieren a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos del art. 121 y siguientes de la Constitución Nacional. En el mismo sentido, no le corresponde determinar en concreto qué tribunal debe entender en el proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales, toda vez que ello resultará de la aplicación que hagan de las leyes locales los órganos judiciales que ellas contemplan.


    Gatica, María Alejandra s/ Sumario administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3755, 2015, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia que la Corte no debe resolver. Reclamo de actualización de los mínimos no imponibles al impuesto a las ganancias. Conflicto entre jueces de primera instancia: intervención de la Cámara Contencioso Administrativo Federal.


    El art. 24, inc. 7°) del decreto ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, como en el caso, entre• jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término. De acuerdo con esa regla, la contienda debería ser dirimida por la Cámara Nacional del Trabajo. Sin embargo, al haber intervenido en autos un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta aplicable al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual: "(t)odo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal". A la luz del precepto transcripto, el órgano legalmente facultado para dirimir la contienda de competencia aquí planteada, entre los jueces nacionales de primera instancia del trabajo y en lo contencioso administrativo federal, es la cámara a la que se refiere la norma citada en el párrafo anterior.


    Asociación Bancaria Sociedad de Empleados c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 43638, 2014, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia territorial. Demanda por despido. Competencia: juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado (art. 24 ley 18.345). Servicios prestados “on line” o con el uso de nuevas tecnologías.


    La Corte ha sostenido que resulta competente la justicia laboral de Capital Federal para entender en la causa en que se ha dado cumplimiento a la finalidad perseguida por el artículo 24 de la ley nº 18.345, es decir, que los tribunales ante los cuales se sustancia el proceso se encuentren situados a razonable proximidad del domicilio del trabajador interesado. Partiendo de esas premisas, lo concreto es que el actor optó por deducir su pretensión ante los tribunales con asiento en esta Ciudad, jurisdicción a la que acudió por efectuar aquí su tarea de redacción y reedición de textos y de material periodístico. Por otra parte, de las cartas documentos remitidas por la demandada así como de la facturación acompañada, se puede derivar que el domicilio del pretensor se sitúa en Capital Federal. Se agrega a ello que la propia demandada –administradora de una radio y de un sitio periodístico on line- manifestó que la prestación de tareas no se efectuó dentro de una organización empresaria ajena y que el inmueble donde el actor concretó sus servicios no pertenece a la empresa demandada sino al reclamante. Por lo demás, si bien el "lugar del trabajo" contenido por el artículo 24 de la ley 18.345 no parece, en rigor, pensado para prestaciones como la que se contiende, facilitadas por las modernas tecnologías de la información que permiten la ejecución de tareas a distancia, lo concreto es que la accionada ya contestó la demanda y ejerció su defensa en esta sede y la solución contraria supondría obligar a un eventual trabajador a litigar por ante un foro lejano, donde no prestó materialmente sus servicios.


    Villalonga, Julio César c/ Territorio Digital SA S/ Despido


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11642, 2014, CA1/CS1, 26 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Accidente de tránsito. Conexidad de causas: identidad de causa y de partes demandadas. Justicia nacional.


    Los conflictos de competencia entre tribunales de extraña jurisdicción deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. En ese contexto, el fórum conexitatis, estatuido en el artículo 6° del Código Ritual posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas vinculadas. A su vez, la aplicación de este instituto constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código, que importa admitir el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro órgano, dada la conveniencia de concentrar ante un único tribunal todas las acciones ligadas a una misma relación jurídica. En ese orden de ideas, y ponderando las circunstancias particulares del sublite, resulta razonable declarar operativa la conexidad en los procesos en cuestión y atribuir al juzgado nacional el conocimiento del presente litigio, dado que en este último se notificó primero la demanda.


    CNA Omega ART S.A. y otro c/ Codina, Ricardo José y otros s/ Interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 115230, 2000, CS1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Acumulación de procesos. Demanda por consignación de liquidación final. Reclamos por despidos y rubros indemnizatorios. Expediente en que primero se interpuso la demanda. Justicia laboral.


    La acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda y se requerirá, además, que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia. Debido a que las actuaciones de índole laboral, tienen fecha anterior a lo sustanciado en el fuero nacional, los procesos deberán seguir su trámite ante el tribunal del trabajo.


    Burgert S.A. c/ Fernandes Gustavo Enrique s/ Consignación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 473, 2015, CS1, 01 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Causas que deriven de accidentes de tránsito. Justicia nacional. Fuero civil.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Vizcarra, Diego Alejandro c/ Unidad de Gestión Operativa de Emergencia Ferroviaria (UGOFE) S.A. y otro s/ Lesión y/o Muerte pasajeros trans. ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 108280, 2011, CS1, 01 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Codominio de bienes recibidos en el marco de una sucesión. Artículo 2336 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Competencia del juez del sucesorio. Justicia Nacional.


    Ante todo, incumbe destacar entró en vigencia el Código Civil y Comercial de la Nación (ley 26.994) que, entre los aspectos referidos a la sucesión, modifica lo concerniente a la competencia judicial para conocer en dicho trámite. En este punto, procede recordar que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia se aplican de inmediato a las causas pendientes -aun en caso de silencio-, por ser de orden público, siempre que no se deje sin efecto lo actuado de conformidad con normas anteriores. Sobre el particular, el artículo 2336 del Código Civil y Comercial dispone que el juez de la sucesión debe conocer en las acciones de petición de herencia, nulidad de testamento, demás litigios que tienen lugar con motivo de la administración y liquidación de la herencia, de la ejecución de las disposiciones testamentarias, del mantenimiento de la indivisión, de las operaciones de partición, de la garantía de los lotes entre los copartícipes y de la reforma y nulidad de la partición. En tales condiciones, la presente causa encuadra en lo previsto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, en cuanto prevé que el magistrado del sucesorio es competente para conocer en las operaciones de partición, de la garantía de los lotes entre los copartícipes y de la reforma y nulidad de la partición.


    Olstajn, Claudia Monica c/ Schifer, Marcela s/ División de condominio


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4007, 2015, CS1, 10 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Concentración ante un único tribunal. Conexidad. Justicia que interviene en el proceso universal.


    El forum conexitatis, que importa el desp1azamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, obedece a la conveniencia de concentrar ante un único tribunal todas las acciones vinculadas y evitar así el dictado de sentencias contradictorias. Las razones de conexidad resultan evidentes, si se pondera que la acción no sólo se halla enderezada a obtener la nulidad de la escritura traslativa de dominio del inmueble que era propiedad de la fallida y que fue autorizada en el marco del juicio universal, sino también la del plano de mensura que le sirvió de antecedente, cuyo contenido contó con el acuerdo del síndico. Ello implica que la decisión que se adopte en esta causa tendrá consecuencias directas sobre el litigio de escrituración sustanciado como incidente del concurso y sobre las resoluciones allí dictadas. En virtud de ello, y por razones de economía y celeridad procesal y de seguridad jurídica corresponde que sea el juzgado que interviene en el proceso universal el competente para entender en este juicio ordinario.


    Romarovsky, Gabriel Esteban y otro c/ Quintana, Ana María s/ Nulidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5991, 2014, CS1, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios en accidente vial. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extra contractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil. Por lo demás, corresponde tomar en cuenta que la competencia federal en razón de las personas, como privilegio de la Nación y de sus entidades autárquicas, no es oponible cuando el proceso tramita ante los tribunales nacionales, los cuales también pertenecen a la órbita federal, ya que todos los magistrados nacionales con asiento en la Capital Federal revisten el mismo carácter.


    Gotelli, Juan Pablo y otro c/ Estado Nacional - DNV y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 37253, 2013, CS1, 21 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Accidente fatal en estación de ferrocarril. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 306:1872; 313:1670 y 328:293 y Comp. 428, L. XLVII, "Guiñazú, Luis y otro c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A. y otro".


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Aguirre, Ricardo Víctor y otro c/ Trenes de Buenos Aires S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66712, 2012, CS1, 18 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Lesiones a un pasajero de ferrocarril. Competencia de la justicia civil. Fallos: 328:293.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Córdoba de Andrada, Enriqueta c/ Empresa Unidad de Gestión Operativa Mitre Sarmiento S.A. (UGOFE) y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13632, 2014, CS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Demanda por daños y perjuicios en accidente ferroviario. Estado Nacional como tercero: competencia civil. Precedente “Villca” Fallos: 306:1872.


    Todas las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, aun cuando la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, inclusive ferroviarios, atañen al fuero civil. La competencia federal en razón de la persona, como privilegio de la Nación y sus entidades autárquicas, no es oponible cuando el proceso tramita ante los tribunales nacionales, los cuales también pertenecen a la órbita federal, ya que todos los magistrados nacionales con asiento en la Capital Federal revisten el mismo carácter.


    Sociedad Operadora de Emergencia S.A. c/ Aguado, Ariel Francisco s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48236, 2013, CS1, 21 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Reclamo de devolución de aportes. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 263, XXXIV, "Asociación Mutual Personal del Banco Quilmes el Banco Quilmes SA s/ cumplimiento de convenio-prueba anticipada"; Comp. 419, XXXIV; "Vincifori, Roberto Claudio c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos y otro s/ reintegro de sumas de dinero”; Comp. 887, XLIV, "Díaz, Francisco Oscar c/ Fondo Compensador de Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ cobro de pesos"; y Comp. 143, XLV, "Martínez Borda, Petrona c/ Fondo Compensador para Jubilados y Pensionados Telefónicos s/ cobro de pesos".


    Peluffo, Jorge Carlos c/ Centro de Capitanes de Ultramar y Oficiales de la Marina Mercante s/ Cobro de pesos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 89593, 2012, CS1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en Comp. 25, L. XLVIII, "González, Fabiana c/ Profe Salud s/ amparo”; Comp. 53, L. XLIX, "González, Raúl c/ Programa Incluir Salud (Profe) y otro s/ acción de amparo"; Comp. 576, L. XLIX, "M., M. R. c/ PROFE y otro s/ amparo"; FSM 4931/2014/CS1, "Host, Enrique c/ PROFE s/ prestaciones médicas"; y a lo dictaminado en FMP 10027/2015/CS1, "P., R. c/ Profe Salud s/ amparo".


    L., M. E. c/ Programa Federal de Salud s/ Amparo ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4584, 2015, CS1, 30 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 766, XLIX, “Pedraza, Héctor c/ Anses s/ Acción de amparo”.


    Ponce, Rosana c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 64494, 2013, CS1, 30 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Remisión a los autos CSJ 66/2014 (50-C)/CS1, "U.O.Y.E.P. c/ Fayde S.R.L. s/ ejecución fiscal", fallado por remisión a la causa CSJ 22/2014 (50-U)/CS1, "U.O.C.R.A. c/ C y C Construcciones S.R.L. s/ ley 23.660".


    Unión Trabajadores de Entidades Deportivas y Civiles (UTEDYC) c/ Club Hípico La Plata s/ Ejecuciones varias


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 12339, 2013, CS1, 11 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Restablecimiento de beneficio previsional. Remisión a lo resuelto en autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo". Irregularidades y desprolijidades en trámite de la causa.


    Luna, María Elvira c/ Anses – Deleg. Santiago del Estero s/ Impugnación de acto administrativo


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 71001072, 2006, CS1, 01 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Solicitud de declaración de incapacidad. Artículo 36 del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Juez del domicilio de la persona o del lugar de su internación. Necesidad de evaluación y seguimiento del interesado.


    El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de "... sus finalidades, las leyes análogas,... los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento ..." (arts. 1 y 2 CC y C). En tal contexto interpretativo, adquiere singular preponderancia el principio de la tutela judicial efectiva y la doctrina que esa Corte Suprema ha elaborado sobre la base de dicha directiva constitucional. En este sentido, es preciso tener en cuenta que el Código actual asigna al juez la obligación de revisar la sentencia respectiva, tarea ésta que ha de llevarse a cabo sobre la base de nuevos dictámenes interdisciplinarios y con la audiencia personal del interesado (art. 40). Asimismo, la entrevista debe celebrarse en presencia del Ministerio Público y de un letrado que preste asistencia al afectado (art. 35). Como puede colegirse, frente al tenor de dicha encomienda, la cercanía física contribuye a la concreción de las finalidades normativas. Al propio tiempo, incide marcadamente en la concentración y demás aspectos prácticos propios de este tipo de realidades, que reclaman particular celeridad y eficacia. En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento que, en mi opinión, ya no podrá desplegarse adecuadamente desde una sede jurisdiccional que no sea la del lugar donde habita establemente la persona; máxime cuando el desenvolvimiento de todos los profesionales involucrados vendrá a verse claramente dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    S. Z., E. s/ Determinación de la capacidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4454, 2015, CS1, 30 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Normativa de partidos políticos: elección interna de los candidatos para cargos lectivos locales. Justicia provincial.


    La cuestión planteada resulta sustancialmente análoga a las resueltas por el Tribunal en Fallos: 305:926, 307: 1790, 312:258 y 693, 318:535 y 2396 y 324:2529, entre otros pronunciamientos, donde estableció que la elección de candidatos electivos nacionales se rige por las normas y autoridades federales y la de candidatos a cargos electivos locales por las normas y autoridades provinciales.


    Paz, Roque Raúl s/ Amparo


    CNE-Cámara Nacional Electoral, 4418, 2015, 2/CS1, 13 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios derivados de accidente ferroviario. Fallos: 328:293. Corresponde a la justicia civil.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil. El fuero federal en razón de las personas, como privilegio del Estado, no es oponible cuando el proceso tramita ante los tribunales nacionales, los cuales también pertenecen a la órbita federal, ya que todos los jueces nacionales con asiento en Capital Federal revisten igual carácter.


    Carrara, Alicia Ines C/ Unidad de Gestión Operativa Mitre Sarmiento SA S/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 30454, 2014, CS1-CS2, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario. Fallos: 328:293. Corresponde a la justicia civil.


    El caso guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:293. Allí, la Corte expuso que las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Lovatti, Walter Rubén c/ UGOFE SA Línea del Ferrocarril Gral Sarmiento s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 44644, 2011, CS1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios causados por presunta mala praxis. Demanda contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el nosocomio y profesionales médicos. Presunta falta de servicio. Competencia del fuero administrativo local. Remisión a lo resuelto en Comp. 118, XLIII; "Fiorito".


    En el caso, el actor inició su reclamo ante el foro nacional, contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el hospital y los profesionales tratantes, a fin de obtener una indemnización por los daños y perjuicios derivados de una supuesta mala praxis médica, suscitada en el marco de una intervención quirúrgica. Basó su pretensión en la responsabilidad que les atañe a las entidades y profesionales referidos por el deficiente servicio prestado -artículos 512, 902, 909 y concordantes del Código Civil, entre otras disposiciones-. En este contexto, surge que uno de los demandados es una persona jurídica pública estatal y que la materia del debate es propia del derecho público local, por lo que el trámite deberá seguir en la justicia contencioso administrativa y tributaria de la ciudad.


    P., J. C. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 17913, 2009, CS1, 28 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Controversia jurisdiccional que no incumbe dirimir al Alto Tribunal.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que incumbe dirimir al Alto Tribunal. Ello, toda vez que el presente conflicto quedó resuelto con el pronunciamiento de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.


    Bruna, Roxana Paola y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - PFA - OSSB - Dto 582/93 1419/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 16991, 2012, CS1, 02 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Responsabilidad del Estado local por falta de servicio: competencia de la justicia local. Remisión Comp.118, L.XLIII, "Fiorito”.


    R., Otilia Nélida c/ GCBA (Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires), Hospital Fernández y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 48991, 2010, CA1-CS1, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Ejecución previsional. Incidente. Cuestión jurisdiccional. Remisión a lo resuelto en autos Comp. CNT 46.924/1994/CA1 - CS1, donde se acudió a Comp. 342, L. XLVII.


    Resultaría aplicable lo dispuesto por el artículo 6, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto establece que será competente para conocer en los incidentes el tribunal del proceso principal.


    Molea, Gregorio c/ Caja Nacional de Previsión del Estado y Servicios Públicos s/ Ejecución previsional


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 11106, 1994, CS1, 07 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Incorrecta traba de la contienda de competencia. Razones de economía procesal. Declaración oficiosa de incompetencia realizada en forma extemporánea.


    En efecto, al momento en que las actuaciones fueron elevadas en grado de apelación, la jueza federal subrogante de primera instancia ya se había pronunciado sobre el fondo del asunto y, en tales condiciones, el tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar un asunto que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal -tal como ocurre en el caso-, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad. A mayor abundamiento, es del caso recordar que la previsión del art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, en cuanto autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales, y -aun cuando se haga abstracción del mencionado impedimento- tampoco puede ser invocada cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Esto último es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Martino, José Ricardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Prefectura Naval s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    FCR-Justicia Federal de Comodoro Rivadavia, 31001220, 2009, CA1-CS1, 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Incorrecta traba del conflicto de competencia. Inexistencia de contienda de jurisdicción que deba resolver la Corte Suprema.


    Al advertir la falta de atribución recíproca de la competencia, el juez federal remitió las actuaciones a la Suprema Corte de Justicia de la provincia, la que a su vez, elevó las actuaciones en atención a lo previsto en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58. Toda vez que, según los antecedentes, el juzgado de garantías reconoció que atañe a la justicia local intervenir en la presente causa, la Corte debe declarar su competencia, sin perjuicio de que éste la remita al órgano judicial provincial que estime corresponder de conformidad con las normas del derecho procesal local.


    Espacio Abierto para el Desarrollo y la Integración Social s/formula petición por infr. en propaganda política en San Isidro


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, COMP 4456, 2015, CS1, 23 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Incorrecta traba del conflicto de competencia. Inexistencia de contienda de jurisdicción que deba resolver la Corte Suprema.


    El artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1258/85 se refiere a las cuestiones de competencia y los conflictos que en juicio se planteen entre jueces y tribunales del país, lo que presupone una específica contienda entre dos magistrados que aleguen simultáneamente esa competencia o que se la atribuyan mutuamente. Para que exista una contienda positiva, los dos tribunales deben sostener su competencia, excluyéndose recíprocamente, y que no media una contienda negativa que corresponda decidir si no se presenta un supuesto de atribución recíproca. Sólo corresponde que la Corte se expida sobre el juez que debe entender en el proceso cuando sea llamada a dirimir un conflicto jurisdiccional trabado de acuerdo con la normativa vigente o cuando se suscite una efectiva privación de justicia. En el supuesto, no se advierte específicamente trabada una contienda de jurisdicción entre los juzgados a cargo de las causas citadas, susceptible de ser resuelta por el Tribunal.


    Clemente Heraldo, Juan César s/ Declaratoria de herederos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3610, 2015, CS1, 24 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de conflicto de competencia. Improcedencia de intervención de la Corte Suprema.


    Toda vez que no se postula un conflicto de competencia planteado entre jueces, sino un recurso de apelación deducido por la demandada, a partir de la incompetencia declarada por el juez concursal, no compete la intervención de la Corte.


    Casconi, Alicia Carolina c/ Veragros S.A. y otros s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 31418, 2014, CS1, 22 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a autos CSJ Comp. 72, L. L, "Urquiza, Juan c/ Provincia A.R.T. S.A. s/ daños y perjuicios".


    Barillaro, Miguel c/ Usandizaga Perrone


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 41574, 2012, CS1, 24 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 1409/2014/CS1, "Juzgado Federal de Quilmes s/ competencia".


    Juzg. 1° Inst. en lo Cont. Admin. n° 1 Quilmes - Bs. As. s/ Competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1198, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 3603/2015/CS1, “Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe e Iribarren S.R.L. s/ cobro de sumas de dinero”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe, María Luisa y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3602, 2015, CS1, 04 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 3603/2015/CS1, “Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe e Iribarren S.R.L. s/ cobro de sumas de dinero”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe, María Luisa y otro s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3827, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 3603/2015/CS1, “Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe e Iribarren S.R.L. s/ cobro de sumas de dinero”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe, María Luisa y otro s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3826, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 3603/2015/CS1, “Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe e Iribarren S.R.L. s/ cobro de sumas de dinero”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe, María Luisa y otro s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3786, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSJ 3603/2015/CS1, “Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe e Iribarren S.R.L. s/ cobro de sumas de dinero”.


    Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe, María Luisa y otro s/ Cobro ejecutivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3784, 2015, CS1, 05 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en el expediente CSS 15293/2015/CS1 "Oubel, Soraya E. c/ ANSeS s/ Medidas cautelares".


    Perez Martínez, Alicia Cristina c/ EN-ANSES s/Medida cautelar (autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55164, 2014, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado por esta Procuración General de la Nación,en el expediente CSS 15293/2015/CS1 "Oubel, Soraya E. c/ ANSeS s/ medidas cautelares", a cuyas conclusiones corresponde remitir.


    Castillo, Ana Inés c/ EN-ANSES s/Medida cautelar (Autónoma)


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 55240, 2014, CA1-CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en Comp. 785, L. XLIX; "Leoz, Miguel c/ Mapfre Argentina ART S.A.", y precedente "Ramos" Fallos: 328:76. Doctrina sentada en Fallos: 327:3610, "Castillo".


    Villar, Julián Walter s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4272, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte en autos Comp. 785, L. XLIX; "Leoz, Miguel c/ Mapfre Argentina ART S.A.", ocasión en la que se remitió al precedente “Ramos", de Fallos: 328:76.


    Aguilera, Laura L. s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3517, 2015, CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. CSJ 766/2013 (49-C)/CS1, "Pedraza, Héctor c/ Anses s/ acción de amparo".


    Barbude, Clementina Vda. Antonio Coronel c/ Anses y PEN s/ Amparo Ley 16.986


    FPO-Justicia Federal de Posadas, 23000407, 2011, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. CSJ 766/2013 (49-C)/CS1, "Pedraza, Héctor c/ Anses s/ acción de amparo".


    López, Leila del Rosario c/ UDAI Local Anses s/ Impugnación de acto administrativo


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 71001205, 2006, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión de las actuaciones a la justicia local ante la declaración de incompetencia. Articulo 354 inciso 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Justicia local.


    La Corte tiene dicho que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código ritual prevé el archivo del expediente en el caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible ponderar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. En esa lógica, no resulta cuestionable la resolución del magistrado nacional quien, tras inhibirse, decidió el envío de las actuaciones a la justicia local, dado que, ante la declaración de incompetencia en un juicio universal, corresponde ordenar el giro de la causa al órgano pertinente y tener por válidas las actuaciones cumplidas hasta entonces (art. 101, ley 24.522). No obsta a lo anterior, la circunstancia de que no se trate del concurso de una sociedad o de un comerciante, pues a partir del dictado de la ley n° 22.917 la distinción entre concursos civiles y comerciales ha sido suprimida, rigiéndose todos ellos por la Ley de Concursos.


    Bonelli, Marisa Daniela s/ Concurso preventivo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2698, 2014, CS1, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Solicita medida para mejor dictaminar: remisión de un expediente.


    Cámara Nac. en lo Cont. Adm. Fed. -Sala I en autos, B.C.R.A. c/ el Dorado S.A. s/ entidades financieras (inhibitoria) expte. nº 29515/2015 s/exhortos


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 8034, 2015, CS1, 22 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Solicita remisión del expediente.


    Estado Nacional - ANAC c/ Macair Jet S.A. s/ Inhibitoria


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30759, 2014, CS1-CA1, 17 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia en Razón de la Materia


    Amparo contra provincia. Impugnación de decreto provincial. Convocatoria elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias (PASO) para municipios. Pleito de naturaleza electoral: derecho público provincial. Trámite ante la justicia local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Uno de los supuestos que suscita la instancia originaria de la Corte si es parte una provincia se da cuando la causa reviste un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. El caso en el que procede la justicia federal en razón de la materia (art. 116 de la Ley Fundamental), lleva el propósito de afirmar las atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En tales condiciones, dicha competencia será improcedente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de competencia de los poderes provinciales. El asunto se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicho Estado provincial, cuyos actos deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local (dictamen de la causa "Frente Grande Salta c/ Salta, Provincia de s/ acción declarativa de certeza" y sentencia), lo cual impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en esta instancia originaria, que es de índole taxativa y excepcional. La materia del pleito no resulta exclusivamente federal, en tanto en autos deben examinarse conjuntamente un asunto de naturaleza federal con uno de orden local, que está directa e inmediatamente relacionado, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de normas que integran el derecho público provincial, en cuanto en La Rioja es el Poder Ejecutivo Provincial quien tiene la potestad de convocar en forma simultánea a los comicios provinciales y municipales, de conformidad con los arts. 126 de la Constitución Provincial y 141 de la Ley Electoral Provincial 5.139 y su modificatoria, la ley 8.142.


    Municipalidad de La Rioja c/ La Rioja, provincia s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2865, 2015, 27 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados de una mala praxis médica. Demanda contra el nosocomio y los profesionales médicos. Competencia de la justicia civil.


    Resulta competente para conocer en estos casos, en los que se reclama la responsabilidad civil de los médicos, incluso cuando entes sujetos al fuero federal integran la litis como codemandados, la justicia nacional en lo civil, con arreglo a los artículos 43, inciso c), y 43 bis, inciso c), del decreto-ley 1285/58.


    A., V. del C. c/ T., A. E. y otros s/ Responsabilidad médica


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 7002, 2012, CS1, 03 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados de una mala praxis médica. Demanda contra el nosocomio y los profesionales médicos. Competencia de la justicia civil.


    Resulta competente para conocer en estos reclamos -en los que se demanda por responsabilidad civil de los médicos, aun cuando entes sometidos ratione personae al fuero federal integran la litis como codemandados-, la justicia nacional en lo civil, con arreglo a los artículos 43, inciso c), y 43 bis, inciso c), del decreto-ley 1285/58.


    M., J. N. c/ Hospital Nacional Profesor Alejandro Posadas y otros s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 57130, 2011, CS1, 19 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra la ART por daños producidos por accidente in itinere. Competencia de la justicia del trabajo.


    El actor reclama a la ART el resarcimiento del daño producido por el accidente in itinere ocurrido en ocasión en la que se trasladaba hacia el Departamento Central de la Policía Federal, sito en esta Ciudad, fundado, principalmente, en disposiciones de las leyes 24.557 y 26.773, sin que se advierta que se encuentren en tela de juicio preceptos del derecho público o entidades de gobierno. En suma, se trata de un pedido dirigido contra un sujeto de derecho privado -cuyo domicilio se denuncia en la Ciudad- y basado en legislación de naturaleza común. En tales condiciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 de la ley 18.345, procede declarar la aptitud jurisdiccional de la justicia del trabajo.


    Olguín, Martin Adrian c/ Prevención ART S.A. s / Accidente de trabajo - Enferm. prof. - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 56188, 2013, CS1, 13 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Incumplimiento de contrato de actuación. Opción de compra: pedido de escrituración de inmueble. Competencia de la justicia comercial.


    El actor promovió demanda ante la justicia civil con el objeto de que se ordene la escrituración de un inmueble y de que se reparen los daños derivados del incumplimiento de esa obligación de naturaleza contractual. Señaló que esa opción se sujetó a la rescisión -o interrupción por cualquier motivo- del contrato de actuación artística suscripto por la sociedad -que las partes integran- y la demandada. El tema decidendum en la presente acción, consiste en determinar la procedencia del pedido de escrituración en el marco del acuerdo suscripto por las partes, en el que expresamente vincularon el incumplimiento del contrato de actuación con el derecho a la opción de compra por parte del actor. Así, resulta aplicable al sublite el artículo 43 bis, primer párrafo, e inciso c), del decreto-ley 1285/58, texto ley 23.637, que prevé que los jueces nacionales de primera instancia en lo comercial de la Capital Federal, deben conocer en las cuestiones regidas por el derecho mercantil, cuyo conocimiento no haya sido expresamente asignado a los magistrados de otro fuero, y en los procesos derivados de contratos de locación de obra, de servicios y atípicos a los que resulten aplicables las normas relativas a aquéllos, cuando el locador sea una sociedad mercantil, como en los autos.


    Fariña, Gonzalo Javier c/ Trinidad, Florencia s/ Ordinario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 79744, 2014, CS1, 17 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Aportes a la obra social. Demanda cese de descuentos y reintegro de lo retenido en exceso. Art. 2° de la ley 24.655. Remisión a lo resuelto en CAF 30976/2012/CS1 "Chorvat". Competencia de la justicia de la seguridad social.


    Una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2° de la ley 24.655, dada la específica versación que por la materia posee ese fuero, define su aptitud para resolver el reclamo dirigido a que se ordene el cese de una retención -presuntamente indebida- en concepto de aporte de obra social.


    García, Darío Oscar y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – PFA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 9594, 2015, CS1, 01 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Aportes a la obra social. Demanda cese de descuentos y reintegro de lo retenido en exceso. Art. 2° de la ley 24.655. Remisión a lo resuelto en CAF 30976/2012/CS1 "Chorvat, José Víctor y otros c/ Estado Nacional- Ministerio de Seguridad - PFA - dto. 1419/07 s/ personal militar y civil de las FF.AA y de Seg.".


    Una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2° de la ley 24.655, dada la específica versación que por la materia posee ese fuero, define su aptitud para resolver el reclamo dirigido a que se ordene el cese de una retención presuntamente indebida en concepto de aporte de obra social.


    Lovera, Ángel Concepción y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – EMGE – Dto. 1478/97 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 14410, 2008, CA1-CS1, 06 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Demanda contra empresa de medicina prepaga. Reclamo de cobertura de tratamiento y acompañante terapéutico. Cuestión relativa al sistema de salud nacional. Competencia federal ratione materiae.


    La peticionaria persigue, en lo esencial, que se condene a la demandada, a proveerle un acompañante terapéutico y a cubrir el tratamiento que realiza en la Asociación de Lucha contra la Bulimia y la Anorexia, ALUBA. Más allá de la índole compleja de los contratos de medicina prepaga que, como lo establece el artículo 4 de la ley 26.682, abarca aspectos propios del consumo, lo cierto y decisivo es que los asuntos referentes a la extensión de la cobertura que deben brindar estas entidades, hacen directa referencia a las obligaciones y derechos atinentes al campo específico de la salud. Conducen, en definitiva, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otros entes, a prestadoras de servicios médicos como la demandada. Así, los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que -prima facie- se hallan regidas por normas de índole federal, como ocurre aquí, deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae.


    G., M. del C. c/ ACA Salud Cooperativa de Prestaciones de Servicios Médicos Asistenciales Limitada s/ Amparo Ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2597, 2015, CS1, 07 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Derechos del usuario del servicio de telecomunicaciones. Condiciones y modalidades para disponer la baja y el cambio de titularidad de las líneas telefónicas. Ley 19.798. Competencia de la justicia federal ratione mateiae.


    Más allá de la eventual relevancia de los aspectos civiles atinentes a la responsabilidad por daños, el tema objeto del litigio conduce prima facie al estudio de los derechos del usuario del servicio de telecomunicaciones y de las obligaciones de los prestadores, regidos todos ellos por un marco regulatorio de índole federal. Se deben examinar -ante todo- aquellas normas que prevén las condiciones y modalidades para disponer la baja y el cambio de titularidad de las líneas telefónicas. En ese contexto, procede dar intervención al fuero de excepción si la correcta solución del problema exige precisar el sentido y alcance de normas federales dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley Nacional de Telecomunicaciones n° 19.798, cometido éste reservado a la jurisdicción federal ratione materiae.


    Messineo, Sergio Gustavo c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 18132, 2014, CS1, 02 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios a una propiedad derivados de una edificación lindante. Medida cautelar contra el Gobierno de la ciudad. Inexistencia de conexidad de causas. Competencia de la justicia nacional civil.


    Los actores reclaman el resarcimiento de los daños y perjuicios generados a los inmuebles de su propiedad, como consecuencia de la construcción de una torre. Fundan su derecho, principalmente, en los artículos 1.109 y 1.113 del Código Civil. Si bien el pleito tendría como antecedente la medida cautelar, lo cierto es que no media conexidad entre ambas causas, toda vez que difieren las cuestiones discutidas así como las partes involucradas, circunstancia que veda la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias. Mientras en la medida cautelar se requería al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires el ejercicio de su poder de policía para que cesara la ejecución de la obra, aquí se persigue la reparación de los perjuicios ocasionados por la construcción del referido inmueble y la acción se dirige contra personas físicas y jurídicas de carácter privado, se trata de una acción contra sujetos no comprendidos en los artículos 1 y 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario local y que se sustenta en legislación común. En tales condiciones, de acuerdo al artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, procede declarar la aptitud jurisdiccional del fuero nacional en lo civil.


    Chamorro, Patricia del Carmen y otros c/ Sambresqui, Guillermo y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 106123, 2013, CA1-CS1, 14 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios por mala praxis médica. Desistimiento del proceso con relación a la Ciudad y al nosocomio. Cuestiones de derecho civil. Justicia nacional en lo civil.


    Ante el desistimiento del proceso con relación a la Ciudad y el nosocomio, no se configuran los presupuestos necesarios para que se mantenga la competencia de la justicia en lo contencioso, administrativo y tributario local, en tanto solo subsisten cuestiones vinculadas con el derecho civil relativas a la responsabilidad profesional de los médicos y no aquellas derivadas de la presunta "falta de servicio" del hospital.


    Ovejero, María Magdalena y otro s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4058, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Lesiones a un pasajero de ferrocarril. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen a la competencia civil en función de lo dispuesto por el artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58.


    Dure, José Mario c/ Trenes de Buenos Aires S.A. s/ Lesión y/o muerte pasajeros trans ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 72773, 2011, CS1, 07 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Determinación de cuestiones individuales o colectivos del derecho del trabajo. Ley 25.191. Convenio Colectivo de Trabajo 244/94. Fuero laboral.


    Más allá de la viabilidad de la acción intentada, las actuaciones deberán seguir su trámite ante el fuero laboral, toda vez que la pretensión que nos ocupa encuadra en los artículos 20 y 21 de la ley 18.345. Ello así, pues ella está centralmente orientada a que se determine si la actividad de la empresa se encuentra comprendida en las reglas de la ley 25.191 -y ccds.- o en el ámbito del CCT 244/94. De ello se sigue que revestiría influencia decisiva para resolver la presente disputa la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo.


    Bellafrut S.R.L. c/ Sindicato Trabajadores de industrias de Alimentación y otro s/ Medida cautelar Sec. 2


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 12529, 2015, CS1, 16 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Pretensión de que la afiliación de incapaz no quede sujeta a cuotas adicionales, preexistencias, ni a períodos de carencia. Fallos: 328:4095; 329: 1693 y 329:2823. Justicia federal.


    El asunto conduce, en definitiva, a la interpretación de normas, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, con particular referencia al tratamiento de las personas con discapacidad; estructura ésta que involucra, entre otras instituciones, a las prestadoras privadas de servicios médicos, como la aquí demandada. Consecuentemente, planteado como ha quedado un tema litigioso que supera lo provisto cautelarmente por el tribunal de la insania en el acotado contexto tutelar del proceso relativo a la capacidad de la actora, en el supuesto resulta aplicable el concepto rector explicitado por la Corte en el que se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que -prima facie- se encuentran regidas por normas de naturaleza federal, como ocurre aquí, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    S., M. E. (en representación de M. V. S.) c/ O.S.D.E. s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4586, 2015, CS1, 10 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Aportes por obra social. Demanda por restitución de importes contra OSDE y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Cuestión de derecho privado. Competencia de la justicia civil.


    El pretensor persigue la devolución de sumas de dinero -en concepto de aportes por obra social concernientes a su cónyuge e hija-, deducidas indebidamente de su salario. Refiere que éstas ya estaban afiliadas a la codemandada, por si, por lo que habría doble gravamen por una prestación y, en consecuencia, un enriquecimiento sin causa. Al contestar, la demandada reconoció la doble afiliación y manifestó que procedería a depositar los montos recibidos con motivo de la inclusión del actor y de su familia, a fin de que se restituya lo que se hubiera descontado en exceso. La situación requiere centralmente estudiar aspectos propios del derecho privado. En ese mismo entendimiento, aun cuando el problema pudiera eventualmente incluir ribetes que excedan ese ámbito específico, no se advierte -prima facie- que la materia propuesta a debate tenga virtualidad para afectar la organización e instrumentación de las prestaciones médico-asistenciales alcanzadas por la ley 23.661, alterando el funcionamiento de la demandada en su calidad de proveedora de servicios a sus afiliados, en los términos de la norma citada. No obsta a lo expresado que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires haya sido también traído a juicio pues se reclama la restitución de una suma de dinero percibida presuntamente sin causa por OSDE -típico problema civil- y no surge clara del escrito de inicio la atribución directa de responsabilidad a la Comuna.


    Pombo, Alberto Laureano c/ OSDE S.A. y otro s/ Repetición


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 3810, 2014, CS1, 29 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Accidente de tránsito. Acción de repetición de la aseguradora contra el causante del daño. Remisión a Fallos: 328:293. Competencia de la justicia civil.


    La acción promovida está contemplada en el artículo 39, inciso 5, de la Ley de Riesgos del Trabajo, que posibilita al asegurador repetir del causante del daño la totalidad de las prestaciones prescriptas en esa ley por el valor de las que hubiera abonado, otorgado o contratado. No obstante, el reclamo materia de este proceso, es de clara naturaleza civil, desde que el tema central a dilucidar en la controversia versa sobre un problema de responsabilidad extracontractual derivada de un accidente de tránsito, cuyo conocimiento atañe a la justicia nacional en lo civil. Tiene dicho la Corte que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entes autárquicos sean partes, en tanto deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, incumben a la competencia civil.


    Asociart S.A. ART c/ Corte Suprema de Justicia de la Nación y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 35301, 2010, CS1, 05 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Medidas preliminares. Daños y perjuicios. Supuestas injurias y calumnias a través de mensaje en una red social (Facebook). Responsabilidad extracontractual: materia de derecho común. Competencia de la justicia civil.


    La actora inicia medidas preliminares dirigidas a determinar la identidad y el domicilio del sujeto a demandar, en el marco de una futura acción por los perjuicios causados por el envío de correos a través de Facebook en los que -según se alega- fueron proferidas injurias y calumnias acerca de esa parte. El objeto del juicio principal se relaciona prima facie con la interpretación de cuestiones vinculadas al régimen de responsabilidad civil extracontractual, materia que compromete con influencia decisiva el examen de aspectos propios del derecho común, cuyo abordaje corresponde a ese fuero. No es óbice para la solución propiciada que los presuntos ilícitos tuvieran lugar en un medio interjurisdiccional, puesto que la actora expone que la medida solicitada no propende a la eliminación ulterior de contenidos que obran en bases de datos de internet sino, exclusivamente, a la reparación del perjuicio causado.


    Bartamian Margarita Noemí y otros s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 104588, 2013, CS1, 03 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Reclamo de cese de retención para la obra social. Personal de Gendarmería Nacional. Competencia de la justicia de seguridad social. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos CAF 30976/2012/CS1 "Chorvat” con cita en Fallos: 329:1389 y Comp. 1415, L. XLII, "Deheza Selci".


    Una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2 de la ley 24.655, dada la específica versación que por la materia posee el fuero de Seguridad Social, define su aptitud para resolver el reclamo dirigido a que se ordene el cese de una retención -presuntamente indebida- en concepto de aporte por obra social.


    Rojas, Juan Ramon y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - EMGE - IOSE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 28736, 2008, CS1, 06 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Servicio de telefonía móvil. Modalidades autorizadas para la formalización del contrato. Materia federal. Competencia de la justicia federal.


    Más allá de que la actora funde su pretensión en normas que, como la ley 24.240, integran el derecho común, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio de telefonía móvil y que se vinculan con la cuestión discutida en la causa (leyes 19.798, 25.891 y 27.078, resolución 490/97 que aprobó el Reglamento General de Clientes de los Servicios de Comunicaciones Móviles, con sus modificaciones, entre otras), especialmente en lo que se refiere a las modalidades autorizadas para la formalización del contrato de prestación del mencionado servicio, para determinar si la demandada se encuentra alcanzada por las obligaciones impuestas por el art. 10 ter de la ley 24.240. En tales condiciones, la materia debatida en el sub lite es de carácter federal.


    Asociación de Defensa de los Consumidores y Usuarios General Roca ADECU c/ AMX de Argentina S.A. Claro s/ Sumarísimo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1505, 2015, CS1, 19 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia. Cumplimiento de un contrato de publicidad. Materia regida por el derecho público local. Inexistencia de causales que habiliten la competencia originaria de la Corte. Trámite ante la justicia provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para resolver el pleito, la Corte debería examinar, sustancialmente, normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y decisión de tales cuestiones.


    S.A. La Nación c/ Santa Fe, provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22330, 2014, CS1, 21 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Elección para gobernador de una provincia. Remisión al dictamen de la causa "Frente Grande Salta c/ Pcia. de Salta" (CSJ 5813/2014). Trámite ante la justicia provincial. Respeto al sistema federal y a las autonomías provinciales.


    Voss, German Amadeo y otro c/ Salta, provincia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1433, 2015, 27 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Pedido de filiación. Comarternidad. Parejas del mismo sexo. Interés superior del niño. Rectificación partida de nacimiento. Razones de economía procesal y de seguridad jurídica: intervención de un único magistrado. Justicia nacional en lo civil.


    A los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y solo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Este proceso tiene por objeto, en primer lugar, la modificación de la partida de nacimiento de un menor y, consecuentemente, la inclusión de la demandante como madre en ese registro. En segundo lugar, plantea la inconstitucionalidad de los arts. 240 y 250 del Código Civil y del art. 45 de la ley 26.413, que puedan ser un óbice a su pedido. Para abordar la cuestión registral, es decir, el estudio acerca de la procedencia de la modificación del acto administrativo local es indispensable resolver si la demandante tiene derecho a la filiación cuyo registro pretende a la luz de las normas del Código Civil. La doctrina de la Corte establece que si el objeto de la pretensión atañe al derecho civil y no al derecho público local, no puede ser resuelto por los jueces en lo contencioso administrativo y tributario, sino por la justicia nacional en lo civil, teniendo en cuenta que la puesta en marcha de la justicia civil de la Ciudad Autónoma se encuentra supeditada y sujeta al acuerdo entre los gobiernos federal y local. En relación a la cuestión filial, por razones de economía procesal y de seguridad jurídica aconsejan que sea un solo magistrado el que entienda en los procesos que tienen como común denominador pretensiones conexas, a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias, o que decisiones que recaigan en uno de los litigios hagan cosa juzgada respecto de las cuestiones ya planteadas en otro u otros.


    B., M.C. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) s/ Filiación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 593, 2015, CS1, 13 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Servicio público de distribución de energía eléctrica. Ley 24.065. Sanciones administrativas por incumplimientos en la prestación del servicio. Ley 24.240 de defensa del consumidor. Ley 26.361. Intervención de un tercer magistrado que no participo en la contienda. Competencia federal ratione materiae: Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, lugar de comisión del hecho.


    Si bien la actora cuestiona una medida aplicada por un órgano municipal, tal pretensión exige determinar, en forma previa, si el órgano local era competente para ello y si su acto interfiere con una actividad de carácter federal, cual es el servicio de distribución de energía eléctrica regido por la ley 24.065 y sus normas reglamentarias y complementarias. Dicha circunstancia, implica que la causa se encuentra entre las regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1° de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de la órbita de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. La Corte ha sostenido que si la pretensión esgrimida exige precisar el sentido y los alcances de normas federales (en el caso, las dictadas por el Estado Nacional con relación al servicio de distribución de energía eléctrica) y discernir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la ley 24.240 de defensa del consumidor, a tenor de lo dispuesto en el último apartado de su art. 25 -aun con las modificaciones introducidas por la ley 26.361-, es de competencia federal ya que tales cometidos exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal ratione materiae, la cual es improrrogable por su propia naturaleza y no puede ser alterada por la voluntad de los litigantes, así como que su aplicación debe ser sostenida aun de oficio cuando se altere voluntaria o inconscientemente y debe ser declarada en cualquier estado del proceso. En el sub lite, se objeta la competencia de la Administración local misma para ejercer el control o intervenir en el desarrollo de la actividad de la peticionaria -servicio público de distribución de energía eléctrica- en razón de que la facultad de fiscalización respectiva ha sido conferida exclusivamente a un organismo nacional especifico por las normas federales que regulan la materia (la ley 24.065). No obstante que el conflicto negativo de competencia quedó trabado entre el titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Quilmes (Provincia de Buenos Aires) y el juez federal con asiento en la misma localidad, la Corte goza con la atribución excepcional de declarar la competencia de un tercer magistrado que no intervino en la contienda. En tal sentido, establece el art. 45 de la ley 24.240 (en su redacción previa a la reforma introducida por la ley 26.993, pero que resulta aplicable al sub lite en virtud de lo dispuesto por el art. 46. de la ley mencionada en último término), que "(c)ontra los actos administrativos que dispongan sanciones se podrá recurrir por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, o ante las cámaras federales de apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de comisión del hecho", por lo que resulta competente la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata.


    Juzgado Federal de Quilmes s/ Competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1409, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia Federal



    Contienda de competencia. Solicitud de traba de embargo de una sociedad. Designación de un perito recaudador. Peticiones diferentes. Intervención judicial. Sentencias contradictorias. Justicia Federal.



    Cuando el juzgado federal, por solicitud de la Inspección General de Justicia, y con anterioridad el inicio de este reclamo, decretó la intervención judicial de la sociedad civil demandada, esta circunstancia habilita a que sea este último magistrado el que intervenga en este aspecto del proceso, a los fines de resguardar la eficacia de las decisiones judiciales y que lo resuelto en uno de los litigios no haga cosa juzgada respecto de cuestiones planteadas y resueltas en los otros. Aun en supuestos de exhortos –donde, conforme el artículo 4°de la ley 22.172, el juez al que se dirige el oficio no puede discutir la procedencia de las medidas peticionadas-, resulta procedente la denegación de la solicitud formulada cuando la solicitud afecte, de forma manifiesta, la competencia del órgano requerido. A fin de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias, y toda vez que la ejecución laboral tendrá consecuencias en la administración judicial instrumentada a instancia de la Inspección General de Justicia, y según esgrime el juez federal, eventualmente, en la propia subsistencia de la sociedad intervenida, corresponde dar intervención a la justicia federal.


    Cortez, Horacio Anibal c/ Viviendas Personal Municipal de Almirante Brown Sociedad Civil s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 470, 2015, CS1, 03 de junio de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Ejercicio de actividades industriales desarrolladas en establecimientos radicados en la jurisdicción local. Impuesto a los ingresos brutos. Aplicación de beneficios impositivos. Presunción de foraneidad de una parte de la producción. Preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal. Corresponde a la competencia del fuero contencioso administrativo federal.


    Aunque la actora dirige la acción declarativa de certeza contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en un ámbito que le es propio a la Nación con respecto de la regulación del comercio interjurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental). En tales condiciones, cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, 13 de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional. Por ello, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Cervecería y Maltería Qilmes S.A.I.C.A. y G. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 266, 2014, (50-C)/CS1, 24 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Desalojo de terrenos portuarios de titularidad del Estado Nacional. Competencia de la justicia federal.


    El representante del estado provincial inició reclamo de desalojo contra los ocupantes que se habrían asentado -ilegalmente- en terrenos del puerto de San Nicolás, los que, según emerge del escrito de inicio, serían de titularidad del Estado Nacional. En consecuencia, y más allá de que la provincia de Buenos Aires posea actualmente la administración y explotación de los predios -aspecto que fue alegado por la actora -, la decisión que se adopte resulta susceptible de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación, por lo que su juzgamiento atañe al fuero de excepción.


    Provincia de Buenos Aires c/ Silva, Sergio Miguel y otros s/ Ley de desalojo


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 23116, 2014, CS1, 02 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Solicitud de extensión de la red cloacal. Acción contra AySA. Cuestiones de carácter federal. Justicia contenciosa administrativa federal.


    De la demanda se desprende que el objeto del presente amparo es obtener una decisión judicial que ordene la extensión de la red cloacal gestionada por la empresa AySA demandada en autos hasta el domicilio de las actoras, en la Ciudad de Buenos Aires. Así las cosas, dada la ubicación de este último dentro del área de aplicación del marco regulatorio para la concesión de los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales aprobado por la ley 26.221 y el consiguiente carácter federal de la materia debatida en autos por ello determinada, el trámite de las presentes actuaciones corresponde a la competencia de la justicia federal. Sentado lo anterior, corresponde definir a cuál de los tribunales federales en juego le corresponde intervenir, para lo cual debe tenerse presente ante todo que la cuestión debatida no se encuentra ceñida a aspectos comerciales de la relación contractual entre la actora y AySA. Por el contrario, la resolución de la controversia se vincula, antes bien, con la interpretación de normas y principios propios del derecho público tales como el citado marco regulatorio, en cuyo ámbito resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos del derecho administrativo asumen para su solución. Habida cuenta entonces de que tanto la materia en debate, como su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permiten considerar al sub lite como una causa contencioso administrativa en los términos del art. 45, inc. a) de la ley 13.998, el fuero competente para entender en autos es el contencioso administrativo federal.


    Yan, Xiazhu y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3719, 2015, CS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Resolución de contrato de compraventa. Fuero federal por la distinta vecindad de las partes.


    El litigio corresponde -prima facie- a la justicia federal, jurisdicción a la que la actora acudió sustentada en los artículos 2, apartado 2, de la ley 48, y 5, inciso 30, del Código ritual, sin que de los términos y contenido de las pretensiones esgrimidas en la demanda surja claramente el lugar de cumplimiento de la obligación y sí, en cambio, el domicilio de las sociedades demandadas.


    Italservice S.R.L. c/ Industria Metalúrgica TM S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    FRO-Justicia Federal de Rosario, 25124, 2013, CS1, 06 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Uso indebido de marca. Ley 22.362. Nombre de una murga. Participación en los eventos de carnaval. Solicitud de medida cautelar previa al planteo de demanda de daños y perjuicios. Competencia de la justicia federal.


    Resulta aplicable en autos el art. 6°, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. Más allá de que en el sub examine se intente obtener una medida precautoria cuyo sujeto pasivo sería el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, resulta claro que la acción de daños y perjuicios que el actor promoverá contra la administración local y otro demandado encontraría prima facie fundamento en el uso indebido de una marca de su titularidad, lo cual conduce al estudio de aspectos vinculados sustancialmente con la interpretación, sentido y alcance de cuestiones reguladas por la ley 22.362 (ley de marcas y designaciones), en virtud de lo cual corresponde atribuir competencia para entender en las presentes actuaciones a la justicia nacional en lo civil y comercial federal, de conformidad con lo dispuesto por el art. 33 de la mencionada ley.


    Pereira, Alberto Jorge c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Medidas cautelares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2180, 2015, CS1, 28 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Accidente de trabajo ocurrido en alta mar. Contrato de ajuste cumplido en buque de bandera nacional. Justicia federal.


    Resulta aplicable al sub lite la doctrina de ese Tribunal, erigida sobre la base, principalmente de los artículos 116 de la Constitución Nacional, y 610 a 616 de la ley 20.094, que atribuye competencia al fuero de excepción para entender en acciones derivadas de contratos de ajuste cumplidos en buques de bandera nacional máxime, habiendo acaecido el supuesto evento incapacitante en alta mar.


    B., R. M. c/ V., A. R. y otro s/ Accidente - Ley especial


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3993, 2015, CS1, 04 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Acto discriminatorio. Menores de edad. Competencia del fuero federal.


    La Corte ha sentado que compete al fuero federal el juzgamiento de litigios donde se ventila la realización de actos discriminatorios en violación al artículo 1° de la ley 23.592, valorando al efecto el predominio de la cuestión federal, el carácter de la ley y la circunstancia de reglamentar directamente un principio constitucional de tal magnitud que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a la comunidad. Ello es así, tanto más en un supuesto en el que se encontraría comprometido el derecho de menores de edad que se amparan, asimismo, en preceptiva federal específica (leyes 23.849 y 26.061).


    I., C. J. y otros c/ Asociación Señoras de la Conferencia de San José y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91505, 2013, CS1, 31 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Demanda de extensión de la red de gas y conexión del servicio. Actividad de distribución de gas: marco regulatorio y control del ENARGAS. Competencia de la justicia federal.


    Para la resolución del caso se deberán interpretar y aplicar, de manera sustancial, normas de naturaleza federal, como son las que integran el marco regulatorio aprobado por la ley 24.076, el decreto reglamentario 1738/92, sus modificaciones y demás normas complementarias, de lo que se desprende que corresponde intervenir a la justicia federal.


    Elizari, Raúl Daniel c/ Buenos Aires Gas S.A. s/ Amparo ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 472, 2015, CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Lugar de ejecución del contrato. Diferente nacionalidad de las partes. Justicia federal.


    En el marco de la controversia planteada, los tribunales argentinos devienen competentes para entender en la presente causa, ya que si bien el contrato de trabajo se celebró en la República de Chile, donde se domicilian los demandados, se ejecutaba -al menos parcialmente- en el territorio nacional y ha sido en el ámbito del cumplimiento de obligaciones derivadas de ese contrato que el difunto, con domicilio en Mendoza, falleció en el accidente ocurrido en la provincia de San Luis. En el punto, procede recordar que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia se aplican de inmediato a las causas pendientes -aun en caso de silencio-, por ser de orden público, siempre que no se deje sin efecto lo actuado de conformidad con normas anteriores. Sentado ello, cabe anotar que esa Corte tiene reiterado que el fuero federal en razón de la distinta nacionalidad de las partes constituye un privilegio creado exclusivamente en favor del extranjero, y que puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que ella sea explícita o resulte necesariamente de la prórroga de la jurisdicción operada en la causa. En esa lógica, teniendo en cuenta la excepción de incompetencia de la justicia local opuesta por el demandado, donde estimó -subsidiariamente- procedente el fuero de excepción, resulta competente para entender en las actuaciones la justicia federal.


    Eusebio, Susana Beatriz c/ Monasterio Salinas, Juan Patricio y otros s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3484, 2015, CS1, 26 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amparo contra cláusulas de biotecnología. Corresponde a la justicia civil federal.


    En ese contexto, en que centralmente se hallan en juego relaciones generadas entre empresas particulares en el marco de su actividad y que involucran cláusulas de contratos que celebran, cuestionadas por ilegales, al igual que el presunto ejercicio irregular de derechos resultantes de las patentes y sus contratos de licencia, el conocimiento de la causa le corresponde a la justicia civil y comercial federal toda vez que, para resolver la controversia de fondo, será necesario aplicar las normas y principios que rigen los contratos y la ley 25.156 de Defensa de la Competencia, como así también los concernientes a la propiedad industrial, al conjunto de derechos inherentes a la titularidad de la patente y su ejercicio regular. Materias éstas de neto corte federal, según lo reiterado por el Máximo Tribunal que, por esa naturaleza, determina la competencia de la justicia de excepción.


    Federacion de Centros y Entidades Gremiales de Acopiadores de Cereales c/ Monsanto Argentina SA y otros s/ Amparo


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 15824, 2015, CS1, 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Reclamo dirigido a que se ordene el cese de retención. Incorrecta traba del conflicto. Razones de celeridad y economía procesal. Precedente "Deheza Selci". Corresponde a la justicia de la seguridad social.


    Resulta de aplicación la doctrina del precedente citado, en donde se dijo que una inteligencia razonablemente extensiva del artículo 2 de la ley 24.655, dada la específica versación que, por la materia, posee ese fuero, define su aptitud para resolver el reclamo dirigido a que se ordene el cese de una retención presuntamente indebida en concepto de aporte de obra social.


    Chorvat, José Victor y Otros c/ Estado Nacional –Ministerio de Seguridad - PFA- Dto 1.419/07 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30976, 2012, CS1, 24 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Recurso de amparo. Prestación de servicios de salud. Naturaleza de la pretensión. Justicia federal.


    Para dilucidar los conflictos de competencia, debe considerarse principalmente la relación de hechos contenida en el escrito de inicio y después, en tanto se adecue a ese relato, el derecho invocado en sustento de la petición. A ese fin, es necesario indagar en la naturaleza de la pretensión, en su origen y en la relación jurídica habida entre las partes. Cuando los litigios versan sobre situaciones jurídicas que, en principio, se hallan regidas por normas de índole federal, deben tramitar ante dicho fuero. Por ello, debe entender en la causa, la justicia federal.


    Fiorda, Norberto Gustavo c/ Galeno S.A. s/ Amparo ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3384, 2015, CS1, 11 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Acción declarativa de certeza. Actividad de transporte de energía eléctrica. Pretensión de cobro del impuesto sobre los ingresos brutos. Regulación del sistema de energía eléctrica. Preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal. Materia federal. Competencia de la justicia federal.


    Más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en actos de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si la pretensión de la Ciudad de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la ejecución de los contratos de construcción, operación y mantenimiento (llamados contratos "COM") de la interconexión de líneas eléctricas y de estaciones transformadoras de energía eléctrica, incluyendo el transporte de energía eléctrica, invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en esa materia. Tal circunstancia implica que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. En este sentido, el núcleo del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75 incs. 13 y 18 de la Constitución Nacional, así como las disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico, que revisten inequívoco carácter federal -leyes 15.336 Y 24. 065-. Lo que determina la competencia federal en el sub iudice es la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir en la regulación del sistema de energía eléctrica, que es materia reservada al ejercicio de los poderes del gobierno central. Por ello, corresponde asignar competencia a la justicia federal para entender en el presente litigio.


    Transportadora Cuyana S.A. c/ Estado Nacional - AGIP - Resol. 273 y 4242/09 (Expte. 87.925/06 y otras) s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 25420, 2010, CA1-CS1, 24 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Amparo colectivo. Demanda de nulidad e inconstitucionalidad. Convenio entre Lotería Nacional S.E. y el Instituto de Juegos de Apuestas de la ciudad de Buenos Aires. Falta de participación procesal de parte sustancial. Competencia de la justicia federal en razón de las personas.


    El hecho de que la jueza en lo contencioso administrativo y tributario de la ciudad haya dictado sentencia sobre el fondo del asunto antes de que el juez nacional en lo contencioso administrativo federal hiciera lugar a la inhibitoria y le comunicara dicha decisión, no resulta un obstáculo para la efectiva traba del conflicto de competencia. El actor, en su carácter de habitante de la Ciudad de Buenos Aires, promovió una demanda de amparo colectivo contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a fin de obtener que se declare la nulidad e inconstitucionalidad de los artículos 3.2 y 4.2 de la addenda al convenio celebrado el 30 de octubre de 2003 entre Lotería Nacional S.E. y el Instituto de Juegos de Apuestas de la ciudad. Sostuvo que la aprobación de la addenda por parte de la Legislatura porteña se hizo en violación de lo dispuesto por el art. 86, inc. 6°, de la Constitución local que establece, para ciertas cuestiones, el procedimiento de doble lectura. Agregó que la condonación de la deuda por el impuesto a los ingresos brutos y la renuncia al cobro futuro de dicho tributo respecto de los operadores y concesionarios de la actividad de juegos de azar, tal como se acordó en las cláusulas de la addenda tachadas de nulas e inconstitucionales, vulnera la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires y la regulación de la Constitución local en materia de juegos de azar, así como el principio de igualdad (arts. 16 y 75, inc. 22, de la Constitución Nacional) al consagrar una irrazonable distinción entre los contribuyentes generales de aquel impuesto y los que realizan la actividad de juegos de azar. Resulta insoslayable la intervención que le cabe en este proceso a Lotería Nacional S.E., en tanto se trata de una de las partes firmantes de la addenda cuya nulidad e inconstitucionalidad parcial se pretende. Por ello, toda vez que una entidad nacional con derecho al fuero federal, según los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° de la ley 48 tiene interés directo en el pleito y, en virtud de ello, debe reconocérsele el carácter de parte sustancial, corresponde asignar competencia para entender en este asunto a la justicia federal en razón de las personas.


    Gil Domínguez, Andrés Favio y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) s/ Amparo ley 16.986


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5297, 2014, CS1, 09 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda ordinaria posterior al juicio ejecutivo. Banco de la Nación Argentina como actor. Art. 27, Ley 21.799. Competencia federal.


    En el caso existe sentencia definitiva y se encuentra en juego la interpretación del artículo 27 de la ley 21.799, norma específica que establece la competencia federal exclusiva para los juicios en los cuales interviene el Banco de la Nación Argentina como actor y tiene prelación sobre la norma genérica del código procesal.


    Banco de la Nación Argentina c/ Roldán de Brandan s/ Cobro de pesos/sumas de dinero


    B 455, L, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda por daños y perjuicios por mala praxis contra el nosocomio, los profesionales médicos y la obra social. Competencia de la justicia federal ratione personae.


    Incumbe a la justicia federal entender en el expediente, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1 y 2 de la ley 23.660, y 2 y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo, deviene aplicable el artículo 38 de este último ordenamiento, en cuanto establece el sometimiento exclusivo de sus agentes a la justicia de excepción, pudiendo optar por la ordinaria sólo cuando sean actores.


    M., O. A. c/ Hospital Luisa Gandulfo y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4530, 2014, CS1, 06 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios de un cliente contra empresa prestadora del servicio de telefonía. Interrupción del servicio. Ley 19.798. Análisis del sentido y alcance de normas de naturaleza federal. Competencia de la justicia federal.


    La actora pretende que la demandada repare los daños y perjuicios ocasionados por la interrupción del servicio básico telefónico contratado en su domicilio, que se agravaron ante la pretensión de la licenciataria de cobrar las facturas de dicho servicio, y el de acceso a Internet (que afirma no haber solicitado), que se halla suspendido por razones ajenas a su voluntad. En tales condiciones, más allá de que la actora funde su pretensión en normas que, como la ley 24.240, integran el derecho común, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige -esencial e ineludiblemente- interpretar el sentido y los alcances de las normas de naturaleza federal que regulan lo atinente al servicio básico telefónico y que se vinculan con la cuestión discutida en la causa (leyes 19.798 y 27.078, resolución 10.059/99 de la Secretaría de Comunicaciones que aprobó el Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico, entre otras), en virtud de lo cual el conocimiento de la causa corresponde a la justicia federal. Asimismo, cabe recordar que el Tribunal sostuvo la competencia de la justicia federal cuando -como acontece en el sub lite- se hallaba en juego la suspensión del servicio.


    Verón, Norma Ofelia c/ Telecom S.A. s/ Incumplimiento de servicio de telecomunicaciones


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 1703, 2014, CS1, 25 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Denegación de fuero federal. Procedencia del recurso. Pretensión de cobro de tributo municipal. Telecomunicaciones. Trámite ante la justicia federal en razón de la materia.


    Más allá de que la acción iniciada por la actora tenga su origen en actos de naturaleza local, lo medular de la cuestión exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si el ejercicio de las facultades tributarias municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de telecomunicaciones. Al ser ello así, resultará fundamental para la solución del asunto desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales -en particular, el art. 75 inc. 13 de la Constitución Nacional-, y del marco regulatorio de las telecomunicaciones -que reviste inequívoco carácter federal- toda vez que su adecuada hermenéutica permitirá apreciar si existe la violación constitucional alegada. En línea con lo anterior, el Tribunal tiene dicho que cuando la pretensión exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como lo es la ley nacional de telecomunicaciones, corresponde a la competencia federal ratione materiae. Tales circunstancias implican que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2, inc. 1) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Lo que aquí determina la competencia federal no es la ilegitimidad del gravamen municipal planteada por la actora sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir al sistema nacional de telecomunicaciones.


    Telecom Argentina S.A. y otros c/ Municipalidad de Río Cuarto c/ Acción meramente declarativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 213, 2014, (50-T)/CS1, 20 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Entidad del Estado Nacional citada como tercero. Competencia del fuero federal ratione personae.


    Este proceso corresponde a la justicia federal ratione personae, puesto que la Corte tiene dicho que si la demanda se instaura contra entidades nacionales, el fuero federal surte por razón de la persona y la DNV reclamó expresamente ese beneficio desde el inicio de las actuaciones. Asimismo, ha expresado el Tribunal que cuando una entidad del Estado -Dirección Nacional de Vialidad- es citada y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, procede la jurisdicción federal.


    AFIP - DGI c/ Marybe S.R.L. s/ Ejecución fiscal - A.F.I.P.


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 50815, 2013, CS1, 09 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 1409/2014/CS1, "Juzgado Federal de Quilmes s/ competencia". Competencia de la justicia federal.


    Edesur S.A. s/ Infracción ley 24.240


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3685, 2014, CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Servicio de transporte aéreo. Reclamo de reintegro del precio de pasajes. Competencia de la justicia federal. Remisión a la doctrina de autos Comp. 973, L. XLIV.


    Corresponde al fuero federal el juzgamiento de las cuestiones relacionadas principalmente con el servicio de transporte aéreo comercial, entendido como la serie de actos destinados al traslado en aeronave de personas o cosas, de un aeródromo a otro y sujetas, por ende, a las prescripciones del Código Aeronáutico, su reglamentación y normas operativas de la autoridad aeronáutica.


    Zulaica, Alberto Oscar c/ Air Europa Líneas Aéreas y otro/a s/ Cumplimiento de contrato


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3953, 2015, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Solicitud del cese y recomposición o indemnización sustitutiva de daño ambiental. Incorrecta traba de conflicto de competencia. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Afectación de recurso interjurisdiccional. Justicia federal.


    El conocimiento de este proceso corresponde a la justicia federal, ya que lo que se encontraría directamente afectado en el caso es un recurso interjurisdiccional como es el río Paraná, cuyo cauce recorre diversas provincias del país hasta desembocar en el Río de la Plata. Luego, la existencia de la alegada contaminación estaría suficientemente fundada, al menos en esta etapa inicial del proceso, en la documentación que obra en la causa emanada de la Dirección Prevención Ecológica y Sustancias Peligrosas de la Superintendencia de Seguridad Siniestral (Delegación San Nicolás) dependiente del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, de la Oficina Gabinete de Apoyo Técnico de la División Operaciones del Departamento Delitos Ambientales dependiente de la Policía Federal Argentina, y del propio Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible de la Provincia de Buenos Aires demandado en autos.


    Asociación Civil Protección Ambiental del Río Paraná, Control de Contaminación y Restauración del Habitat y otro c/ Carboquímica del Paraná S.A. y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3570, 2015, CS1, 21 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Acción por daños y perjuicios contra una provincia y el ente administrador del aeropuerto por colisión de una aeronave: competencia originaria de la Corte.


    Al ser parte un Estado provincial y tener la materia del pleito un manifiesto contenido federal –en la medida en que el hecho ocurrido ha venido a afectar el transporte aéreo interprovincial- corresponde a la instancia originaria.


    Ameriflight S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3779, 2015, 24 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Ejecución de deuda por expensas contra una provincia. Materia civil. Distinta vecindad de las partes. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    De los términos de la demanda se desprende que la pretensión del consorcio actor tiene por fin la ejecución de un certificado de deuda por expensas, con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito. En consecuencia, de considerarse probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada con las constancias obrantes en el expediente, la causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Consorcio de Copropietarios del Edificio de Bariloche Center c/ Neuquén, Provincia de s/ Ejecutivo - ejecución de expensas.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4437, 2015, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Pleito ajeno a la competencia originaria de la Corte. Remisión a lo dictaminado en autos B. 950, L. XLVIII: "Barbero Becerra, Aukha Natalicio c/ Córdoba, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Servicentro Los Olmos c/ Córdoba, Provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cod. Procesal) – de certeza e inconstitucionalidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5959, 2014, 28 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia Ordinaria


    Conflicto de competencia. Acción de amparo por prestación médica contra Programa Federal de Salud. Transferencia a la órbita provincial. Competencia de la justicia provincial.


    La parte actora demanda al Programa Federal de Salud, Profe, reclamando la prestación médica consistente en la reparación del dispositivo con el que se compensa la incapacidad auditiva que sufre su hijo menor de edad. Si bien el "PROFE" fue instituido en la órbita del Ministerio de Salud de la Nación, algunas provincias adhirieron al sistema con el objeto de que sus residentes, beneficiarios de pensiones no contributivas, reciban atención médica. En lo que atañe al ámbito bonaerense, el decreto 880/04 aprobó el convenio entre la Nación y la provincia; y posteriormente, el decreto 1532/10 transfirió -a partir del 01/07/10-la Unidad Ejecutora PROFE, del marco del IOMA a la órbita del Ministerio de Salud provincial, con sus acciones, estructura, cargos y recursos. Por lo expuesto, las actuaciones deberán quedar radicadas en el juzgado provincial.


    P., Raquel c/ PROFE s/ Amparo


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 10027, 2015, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de despido. Pluralidad de litigantes. Distinta vecindad. Improcedencia del fuero de excepción: imposibilidad de alegar distinta vecindad respecto de todas las personas alineadas de la parte contraria.


    La actora, domiciliada en Mar del Plata, persigue el cobro de conceptos indemnizatorios y salariales producto del cese del vínculo que mantenía con los accionados, cuyos domicilios fueron denunciados en la provincia de Buenos Aires, con excepción del correspondiente a una de las codemandadas, que se encontraría ubicado en la provincia de Chubut. En ese contexto, asiste razón al juez federal cuando señala que, en el caso, no se verifica el requisito exigido para la procedencia del fuero federal por distinta vecindad, consistente en que cada uno de los litigantes pueda alegar esa calidad respecto de las personas alineadas en la parte contraria, puesto que al menos dos de los codemandados y la peticionaria tienen su domicilio en la provincia de Buenos Aires.


    Castillo, Norma Edith c/ Ivancich, Tomás Pascual y otros s/ Laboral


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, 22107629, 2013, CS1, 18 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Apelación de un acto administrativo local que impone sanciones. Ley de Defensa del Consumidor, art. 45. Competencia de la justicia local. Remisión a lo dictaminado en Comp. 154/2014.


    La empresa actora pretende obtener la declaración de nulidad de una disposición de la Subsecretaría de Comercio Interior del Chaco, sobre la base de la alegada incompetencia del órgano que la dictó, así como de vicios en la causa, motivación y procedimiento. Corresponde la competencia de la justicia local, ello, en función tanto del carácter de derecho común de la Ley de Defensa del Consumidor en la que se funda el acto impugnado, como de la interpretación del citado art. 45 por lo que resultan excluidas de sus previsiones las sanciones administrativas dictadas por la autoridad local. Además, la causa debe tramitar ante la justicia provincial en función de la materia debatida -de eminente carácter local en tanto se cuestionaban actos emanados de las autoridades de la Provincia del Chaco-, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (art. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48.


    Cablevision S.A. s/ Ley 24.240 - defensa de la competencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2828, 2015, CS1, 24 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Daños y perjuicios a la salud, bienestar y calidad de vida. Supuesta degradación y contaminación ambiental. Recursos naturales de una misma jurisdicción. Determinación de vecindad de una sociedad: ejercicio de actividad, arraigo. Falta de distinta vecindad de las partes. Improcedencia del fuero federal.


    Dado que en el proceso principal se reclamaría una reparación por los perjuicios individuales derivados de la degradación de recursos ambientales, los cuales habrían tenido lugar en la provincia de Misiones, el fuero federal no resulta competente para conocer en el asunto en los términos del artículo 7° de la ley 25.675. Por lo demás, el planteo dirigido al resarcimiento de los daños que los actores dijeron sufrir en sus derechos patrimoniales y extrapatrimoniales resulta ajeno a la justicia de excepción por razón de la materia. En el supuesto de existir pluralidad de litigantes que conformen un litisconsorcio activo, pasivo o mixto, es preciso para que proceda el fuero federal que cada uno de los actores y demandados, individualmente considerados, puedan reclamar respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, el fuero de excepción ya sea por la distinta vecindad o nacionalidad, extremo que no se verifica si tanto el actor como el accionado son vecinos de la misma ciudad. Asiste razón al juez local cuando señala que, en el caso, no se verifica el requisito exigido para la procedencia del fuero federal por distinta vecindad, puesto que al menos uno de los co-demandados y todos los pretensores tienen su domicilio en la provincia de Misiones. En efecto, en materia de sociedades anónimas, la instalación de un establecimiento o sucursal en otra jurisdicción para desarrollar su actividad, implica ipso iure avecindarse en el sitio para el cumplimiento de las obligaciones allí contraídas, por lo que no cabe en tal extremo determinar la vecindad de una sociedad en atención al lugar del domicilio estatutario, sino en virtud del efectivo espacio donde se desplegaron las vinculaciones jurídicas que dieron origen a la demanda. De tal manera, al ejercer su actividad en la provincia, se encuentra en las mismas condiciones en que puede hallarse un vecino de ella, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del sitio y la valoración de los intereses próximos en disputa, constituyen elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada jurisdicción.


    Aguirre, Joel Alejandro y otros c/ Papel Misionero SAIC y otro s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3361, 2014, CS1, 17 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Acción de amparo. Tutela del derecho a la vivienda. Demanda contra el Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional. Atribución de la competencia en relación con la materia y las personas. Competencia de la justicia local.


    En el sub lite la materia en debate no es competencia de la justicia federal, toda vez que en el pleito se reclama la tutela del derecho a la vivienda, garantía que no es exclusivamente federal sino concurrente con el derecho público local por estar prevista en las constituciones provinciales, tal como surge -en lo que al caso interesa- del art. 36, inc. 7° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires. Por otra parte, en cuanto a la competencia federal en razón de la persona, cabe precisar que de la documentación obrante en la causa se desprende que si bien la actora realizó reclamos ante el Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires y las Municipalidades de La Plata y Ensenada, no surge que haya actuado de esa forma respecto del Estado Nacional. Por lo tanto, cabe concluir que, en el presente caso, no media incumplimiento alguno por parte del Estado Nacional que justifique la presente acción de amparo en su contra.


    Miranda, Osvaldo Marcelo c/ Instituto de la provincia de Buenos Aires y otros s/ Amparo ley 16.986


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 50002, 2014, CS1, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda de un municipio contra la provincia. Supuesta inconstitucionalidad de ley provincial. Tratamiento de efluentes cloacales. Cuestión de derecho público local. No corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de derecho público local. Para resolver el pleito se tendrá que acudir necesariamente a las normas provinciales que conforman el régimen propio del asunto debatido, interpretándola en su espíritu y en los efectos que la autonomía local ha querido darle, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional. Al respecto resulta aplicable la doctrina según la cual los conflictos entre autoridades locales deben hallar solución -jurídica o política- en el ámbito provincial, sin injerencia de la justicia de la Nación. Por ello, el proceso debe tramitar ante la justicia de la Provincia de San Luis, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Mun. de San Luis c/ San Luis, prov.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5897, 2014, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Competencia Territorial


    Conflicto negativo de competencia. Demanda de impugnación de filiación matrimonial y emplazamiento en estado de hijo extramatrimonial. Domicilio de los demandados. Regla común de competencia territorial.


    De la causa surge que el actor procura impugnar su filiación matrimonial y obtener el emplazamiento en el estado de hijo extramatrimonial. También que su nacimiento ocurrió en Colonia La Lola (localidad de Machagai, provincia del Chaco) y que fue anotado en el Registro Civil del lugar, donde se habría desplegado toda la trama de relaciones interpersonales. Por otro lado, los domicilios de los demandados, tal como fueron denunciados en el escrito introductorio, corresponden a la misma circunscripción provincial, así como las partidas de defunción de las personas cuya filiación matrimonial se impugna y cuya filiación extramatrimonial se solicita. En este particular contexto, debe acudirse a la regla común de competencia territorial, según la cual el actor ha de seguir el fuero del demandado, más aún, dada la naturaleza de esta pretensión que implica necesariamente la modificación de los asientos registrales respectivos.


    S., J. c/ S., C. y sus herederos universales y otros s/ Acción de impugnación de filiación matrimonial de paternidad y maternidad


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2299, 2015, CS1, 30 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Acción colectiva en representación de todos los consumidores nacionales de telefonía móvil. Acción personal de carácter contractual: lugar de cumplimiento de la obligación o domicilio del demandado. Justicia nacional.


    Esa Corte tiene reiterado que las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos y, asimismo, que en la tarea de esclarecer la controversia es menester considerar, principalmente, la relación de los hechos contenida en la demanda y después, en cuanto se ajuste al relato, el derecho invocado. Cuando se ejercitan acciones personales de carácter contractual, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación -expresa o implícitamente establecido- y, en su defecto, a elección del presentante, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, en tanto el requerido se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación.


    Proconsumer c/ Telecom Personal S.A. s/ Ordinario


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 28812, 2014, CS1, 29 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Sucesión ab intestato. Juez del último domicilio del difunto.


    La competencia territorial en los procesos sucesorios corresponde a los jueces del último domicilio del difunto -arts. 90, inc. 7°, y 3.284, del Código Civil- y las excepciones a esa regla deben interpretarse con criterio restrictivo. En autos, cabe tener presente que en la partida de defunción se consigna un domicilio de Capital Federal, el que se reitera en el testamento y en la escritura pública agregada a la causa. Esos elementos de prueba, junto con la constancia que da cuenta de que la de cujus poseía una cuenta a su nombre con fondos, en una sucursal bancaria de esta Ciudad, permiten concluir que el domicilio que consta en el certificado de defunción es el que debe considerarse a los efectos de establecer la competencia.


    Quadri, María Peregrina s/ Sucesión testamentaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 910, 2015, CS1, 26 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Desalojo de inmueble. Declaración de incompetencia territorial. Extemporaneidad.


    El Juzgado Nacional no se hallaba habilitado para reexaminar la competencia territorial porque la ocasión para plantear cuestiones de ese tenor reconoce la limitación dispuesta por expresas normas procesales -arts. 4°, 10 y 352 del CPCCN- y ya había aceptado su competencia en dos oportunidades. Esa decisión, además, había sido confirmada por la alzada. La oportunidad de los tribunales de origen para declarar su incompetencia sólo puede verificarse de oficio, al inicio de la acción, o bien, al tiempo de resolver una excepción de tal índole.


    Fondos Fiduciarios S.A. c/ Bustos, Juan Carlos y otro s/ Desalojo: Comodato


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 66275, 2008, CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestiones de Competencia


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia n° 431, L. XLIX, in re “Fothy, Esteban Andrés”. Justicia federal.


    C. s/ Infracción ley 22.421 (art.25)


    FMP-Justicia Federal de Mar del Plata, Comp 22488, 2014, CS1, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Servicio público interconectado de transporte interjuridiccional de electricidad. Pretensión fiscal de la Ciudad de Buenos Aires de cobrar impuesto a los ingresos brutos. Preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal. Corresponde a la competencia del fuero contencioso administrativo federal.


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. La Corte ha sostenido que la prestación del servicio público interconectado de transporte interjuridiccional de electricidad está incorporada en la expresión "comercio" del art. 75, inc. 13, como así también en el inc. 18 de ese artículo. Entonces, lo medular del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances del art. 75, incs. 13, 18 y 30, de la Constitución Nacional, así como de las disposiciones que regulan la concesión del servicio público prestado por la actora (leyes 15.336 y 24.065, y las normas dictadas en su consecuencia), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega. Por ello, este proceso debe continuar su trámite ante la Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Transnea S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) s/ Proceso de conocimiento


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 247, 2014, (50-C)/CS1, 29 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia.


    En atención a lo establecido por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/1958, los conflictos habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el órgano que intervino en primer término.


    Ruiz, Julio Alberto c/ Administración General de Puertos


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 30169, 2014, CS1, 30 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    El Máximo Tribunal no está llamado a intervenir en esta controversia, desde que, al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser examinada por la alzada de la que depende el magistrado que previno.


    Mereles, Ángel Elvis c/ Herrera, Marina Paola s/ Accidente – ley especial


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 8255, 2015, CS1, 06 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir el Tribunal, toda vez que tiene reiterado que los conflictos de competencia entre jueces federales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual dependa el magistrado que ha intervenido en primer término.


    González, Jorge Carlos y otros c/ Estado Nacional s/ Suplementos Fuerzas Armadas y de Seguridad


    FPA-Justicia Federal de Paraná, 41000803, 2011, CS1, 09 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    No existe en autos un conflicto de competencia que la Corte deba resolver. Ello porque el art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte a los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    Servi Broker S.R.L. c/ Gdansk Group S.A. s/ Medida precautoria


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 10862, 2014, CS1, 06 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia negativo. Divorcio. Art. 717 del Código Civil y Comercial.


    El artículo 717 del Código Civil y Comercial dispone que en las acciones de divorcio o nulidad de matrimonio, las conexas con ellas y las que versan sobre los efectos de la sentencia, es competente el tribunal del último domicilio conyugal o el del demandado a elección del actor, o el de cualquiera de los cónyuges si la presentación es conjunta. En el caso, los actores iniciaron la acción de divorcio en el foro provincial, sustentados en que en esa jurisdicción se encontraba la sede del hogar, pero sin declarar el último domicilio conyugal. Posteriormente, el actor integró la demanda y denunció dicha morada en esta ciudad, la que resulta coincidente con el domicilio real de demandada. En atención a ello, la presente acción de divorcio deberá quedar radicada en juzgado nacional.


    G., O. E. c/ S., M. E. s/ Divorcio art. 214, inc. 2° Código Civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3693, 2015, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Accidente de tránsito ferroviario. Incorrecta traba de la contienda: razones de economía y celeridad procesal. Precedente de Fallos: 328:293. Justicia nacional.


    El caso guarda sustancial analogía con en el precedente en el cual la Corte enfatizó que las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    La Caja Aseguradora de riesgos del Trabajo S.A. c/ UGOFE S.A. s/ Varios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 87842, 2011, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Control de internación. Abandono del lugar de tratamiento. Principio de inmediación.


    El proceso autónomo de control de internación no corresponde al juez del domicilio, sino al del lugar en el que el tratamiento se lleva adelante. En tal sentido, es doctrina del Tribunal que la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por esa medida. Por otro lado, favorece la concentración de las diligencias destinadas a verificar el estado de salud, eliminando así gestiones procesales superfluas y onerosas, y evitando la dilación excesiva en la adopción de resoluciones vinculadas a la libertad ambulatoria. No obstante, en el subexamine se ha producido un hecho que debe ser objeto de necesaria ponderación, pues la causante abandonó la clínica contra opinión médica, y se retiró, en compañía de su hijo, con destino a un domicilio sito en esta ciudad. Por ende, ha desaparecido el presupuesto que tuvo en cuenta el juez nacional para decidir como lo hizo. En este nuevo marco fáctico, la justicia nacional se halla en mejores condiciones para desplegar eficazmente la eventual actividad jurisdiccional que pudiere corresponder.


    M., L. M. s/ Control de internación – Ley 26.657


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3938, 2015, CS1, 26 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito. Opción del actor de demandar ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador: art. 118 de la ley 17.418.


    Los conflictos entre órganos de distintas jurisdicciones deben ser resueltos por aplicación de las reglas nacionales de procedimientos. La Corte ha reiterado que si bien el artículo 354, inciso 1°, del Código ritual prevé el archivo del expediente en el caso de que el órgano ponderado competente sea de distinta jurisdicción, esa norma no puede extenderse más allá de los supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado ante el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. En el supuesto de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos en los que se reclama a una compañía de seguros, los eventuales damnificados pueden optar por interponer la demanda ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador, con arreglo al artículo 118 de la ley 17.418.


    Neyens, Adrián Walter c/ Mancini, Elba Marta y otros s/ Daños (Acc. tran. c/ les. o muerte)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3089, 2015, CS1, 12 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Declaración extemporánea de incompetencia.


    En el marco de una inteligencia armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, incumbe desestimar la declaración oficiosa de incompetencia si los litigantes no han planteado una excepción, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo. En este sentido, la oportunidad de los magistrados de origen declarar su incompetencia sólo puede verificarse de oficio, al inicio de la acción, o bien al tiempo de resolver una excepción de tal índole.


    Bertone, Claudia Leticia c/ Galeno ART S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4664, 2014, CS1, 20 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de daños ocasionados por el derrumbe de un edificio. Inobservancia del deber de control por parte del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Responsabilidad extracontractual. Competencia de la justicia contencioso administrativo.


    La causa debe quedar radicada ante la Justicia Contencioso Administrativa y Tributaria de la Ciudad de Buenos Aires, ya que, conforme surge de los hechos de la demanda -a los que cabe estar-, el peticionario deduce acción de daños y perjuicios e incluye en la demanda al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por su responsabilidad en la inobservancia del deber de control y como propietario -por expropiación- del inmueble desmoronado. En ese contexto, resulta de aplicación al caso lo establecido por el Alto Tribunal en orden a que la responsabilidad extracontractual del Gobierno de la ciudad de Buenos Aires, como consecuencia de supuestas omisiones en su actividad administrativa -falta de control de habilitaciones de obras particulares- es competencia de la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad.


    Gulich, Gregorio c/ Rivarola, Ezequiel Mariano y otros s/ Interrupción de prescripción (artículo 3986 del Código Civil)


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 91040, 2013, CS1, 22 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Improcedencia del fuero de excepción por distinta vecindad. Justicia ordinaria provincial.


    En caso de existir pluralidad de litigantes que conformen un litisconsorcio activo, pasivo o mixto, es necesario para que proceda el fuero federal que cada uno de los pretensores y demandados, individualmente considerados, puedan invocar y reclamar, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, el fuero de excepción ya sea por la distinta vecindad o nacionalidad, extremo que no se presenta si tanto el actor como el accionado son vecinos de la misma ciudad. En ese contexto, asiste razón al juez federal cuando señala que, en el caso, no se verifica el requisito exigido para la procedencia del fuero federal por distinta vecindad, consistente en que cada uno de los litigantes pueda alegar esa calidad respecto de las personas alineadas en la parte contraria, puesto que al menos dos de los co-demandados y los actores tienen su domicilio en La Banda, provincia de Santiago del Estero.


    Castagna, Claudio c/ Figueroa, Rubén


    FTU-Justicia Federal de Tucuman, 713451, 2010, 1/CS1-1/RH1, 03 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Denegación de jubilación por invalidez. Remisión a lo resuelto en autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Si el Tribunal pondera -en línea con lo expresado en el considerando 18 del precedente "Pedraza", que el supuesto se encuentra incluido en la excepción allí dispuesta, entonces deberá continuar radicado ante la Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.


    Ceballos Muller, Rubén c/ Anses s/ Incidente


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 349, 2015, CS1, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Denegación de jubilación por invalidez. Remisión a lo resuelto en autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Si el Tribunal pondera -en línea con lo expresado en el considerando 18 del precedente "Pedraza", que el supuesto se encuentra incluido en la excepción allí dispuesta, entonces deberá continuar radicado ante la Sala I de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.


    Lynch, Telma Maria c/ Anses s/ Reajustes varios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 351, 2015, CS1, 31 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Ejecución de un préstamo prendario. Cláusula de prórroga de jurisdicción. Actividad financiera de la accionante. Crédito para el consumo. Aplicación de la Ley de Defensa al Consumidor: juez del domicilio real del deudor.


    Las partes pactaron la jurisdicción de los tribunales ordinarios de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para el supuesto de controversias (cláusula treinta del contrato de préstamo prendario). Ahora bien, de conformidad con los hechos relatados en la demanda y con la documental adjuntada, la índole del vínculo establecido entre los contratantes, las circunstancias personales -actividad financiera de la actora y calidad de persona física de la demandada- así como el monto de la obligación, permiten concluir que se trata de una operación de crédito para el consumo, motivo por el cual resulta de aplicación la ley 24.240, texto según ley 26.361. En ese plano, resulta apto para intervenir en el secuestro del automotor sobre el que recae la prenda, el tribunal correspondiente al domicilio real del consumidor, siendo nulo cualquier pacto en contrario.


    HSBC Bank Argentina S.A. c/ Gutiérrez, Mónica Cristina s/ Ordinario


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3488, 2015, CS1, 08 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Impugnación filiatoria y solicitud de modificación de asiento registral. Corresponde a la justicia provincial.


    La materia del pleito -en cuanto a la filiación se refiere- no cuenta específicamente con reglas atributivas de la competencia, y la cuestión de fondo no involucra a personas incapaces. En ese contexto, si bien la regla residual de competencia territorial indica que el actor ha de seguir el foro del accionado, las particularidades del caso me llevan a considerar que el litigio debe radicarse en sede bonaerense, máxime, dada la índole de la acción que implica necesariamente la modificación del asiento registral respectivo.


    S. J., c/ S. R., s/ Filiación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 5750, 2014, CS1, 06 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Oportunidad para plantear cuestiones de competencia.


    Para la correcta traba de un conflicto de competencia se requiere la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado, para que declare si sostiene su posición. Ello no ha acaecido en el sublite Si bien ello, de considerar que incumbe expedirse por razones de economía procesal, corresponde remarcar que la alzada no se encontraba habilitada para examinar la competencia foral, porque la oportunidad para plantear cuestiones de esa índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 4, 10 y 352 del CPCCN- y la jueza federal había aceptado su competencia y la apelación de la accionada sólo alcanzaba a la medida cautelar y a la declaración de puro derecho.


    Díaz, Daniel c/ SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1318, 2014, CS1, 05 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV.


    Estas actuaciones tramitaron ante la justicia nacional desde el año 1995, situación que se prolongó aun cuando, en noviembre de 2009, la causante pasó a residir establemente en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Así, al no haberse producido una variación en las condiciones imperantes con suficiente entidad para justificar un desplazamiento de la competencia, y valorando que la causante se alojada en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que corresponde la intervención del foro del lugar donde habita la interesada, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el Juzgado de Familia provincial.


    M., A. s/ Insania


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 78198, 1995, CS1, 27 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Protección integral de los derechos de niñas. Principio de inmediatez. Centro de vida de las menores.


    Deviene necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura del eficaz resguardo de los derechos fundamentales de personas menores de edad. Esta solución coincide -prima facie- con la directiva de aplicación inmediata consagrada por el artículo 716 del Código Civil y Comercial, atendiendo al centro de vida de las niñas.


    M., R. del C. s/ Actas de exposición – Denuncia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4191, 2015, CS1, 16 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Reparación integral de los daños derivados del deceso del trabajador. Art. 24 de la ley 18.345. Opción por la jurisdicción del domicilio de la ART codemandada. Remisión a lo dictaminado en autos CNT 17148/2014/CS1.


    Los conflictos de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben ser resueltos por aplicación de las previsiones nacionales de procedimientos y, en ese plano, que en los juicios derivados de contratos laborales entre particulares será competente, a elección del demandante, el juez del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado (art. 24, ley foral 18.345). La parte actora dedujo demanda con el objeto de obtener la reparación integral de los daños derivados del deceso del trabajador, como consecuencia del accidente ocurrido mientras desempeñaba tareas para su empleadora. Sustentó su reclamo, principalmente, en artículos del Código Civil y en las leyes 20.744, 24.577 y 26.773. La actora optó por la jurisdicción del domicilio de la ART codemandada, y esa empresa, al comparecer, no objetó la competencia territorial de la justicia nacional, razón por la cual el fuero que previno debe continuar interviniendo en la litis.


    Ledesma, María de los Angeles y otros c/ Asociart S.A. ART y otro s/ Accidente – acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 17192, 2014, CS1, 19 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Violencia familiar. Eficacia de la actividad tutelar. Centro de vida: art. 716 del Código Civil y Comercial de la Nación. Competencia del juez del lugar donde residen los menores.


    La eficacia de la actividad tutelar en los asuntos que involucran a menores, aconseja la actuación de los jueces del lugar donde residen, sobre todo, en cuestiones de naturaleza urgente y de neto corte preventivo, directamente referidos a la integridad psicofisica de estas personas, particularmente vulnerables. En el marco de lo dispuesto por la ley provincial 4.118, a cuyas normas se sujetó el proceso, es razonable inferir que el objeto de la causa se habría agotado con el dictado y el consentimiento de la medida judicial por la que se delegó la guarda provisoria de las menores de edad a sus abuelos matemos. Por las particulares características que rodean al caso, tal como se patentizan en este estado de las actuaciones, deviene necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de la eficaz salvaguarda de los derechos fundamentales de estas adolescentes. Esta solución coincide -prima facie- con la directiva de aplicación inmediata consagrada por el artículo 716 del Código Civil y Comercial de la Nación, puesto que el centro de vida de las menores se encontraría en Río Gallegos, sitio en el que habitan con sus abuelos desde hace casi tres años, a partir de la constatación de hechos de violencia y abuso que habrían tenido lugar en la ciudad de Rawson, provincia del Chubut. De tal manera y en el acotado marco cognoscitivo en el que cabe dictaminar, las actuaciones deben radicarse ante el foro donde habitan las adolescentes bajo la guarda de sus abuelos.


    V., L. G. s/ Medidas de abordaje intrafamiliar


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4298, 2015, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Acción de amparo contra Estado Nacional. Base imponible del impuesto a las ganancias: concepto de "zona desfavorable". Presunta violación a los arts. 14 bis y 16 de la Constitución Nacional. Justicia local.


    De los términos de la demanda se desprende que la actora cuestiona la interpretación de una norma nacional (impuesto a las ganancias) efectuada por autoridades provinciales en el ámbito local provincial (retención efectuada a los empleados públicos provinciales del rubro "zona desfavorable" al considerarlo incluido en la base imponible del impuesto). Asimismo, cabe consignar aquí, que la Corte ha sostenido en forma reiterada que el art. 18 de la ley 16.986 limita su aplicación por los jueces federales de las provincias a aquellos casos en que el acto administrativo impugnado mediante la acción de amparo provenga de la autoridad nacional, lo que no ocurre en el sub lite.


    Baum, Daniel y otro c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Neuquén y otro s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3077, 2015, CS1, 15 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Acción personal derivada de delitos o cuasidelitos. Juez del lugar del hecho o del domicilio del demandado a elección del pretensor. Demanda interruptiva de la prescripción.


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos, y en esa tarea, corresponde valorar principalmente la relación de hechos contenida en el reclamo y luego, en cuanto se ajuste al relato, el derecho alegado. En el caso, se intenta una acción personal derivada de delitos o cuasidelitos, por lo que resulta competente el juez del lugar del hecho o del domicilio del demandado a elección del pretensor, salvo prórroga expresa o tácita (art. 5, inc. 4°, CPCCN).


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. y otro/a s/ Repetición


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4668, 2014, CS1, 17 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Declaración de incompetencia extemporánea. Principio de radicación. Competencia de la justicia local.


    La justicia local debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    A. D Barbieri S.A. c/ Edesur S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 270, 2015, CS1, 17 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Hechos ocurridos en edificio facilitado por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Competencia de la justicia civil.


    La actora pretende, fundada en los artículos 1.077 y concordantes del Código Civil, la reparación de los perjuicios sufridos con motivo de las agresiones físicas y psicológicas que le habrían infligido los demandados, quienes habitan un inmueble vecino, ubicado en el mismo edificio sujeto al régimen de propiedad horizontal, que les habría facilitado el Gobierno de la Ciudad. Al respecto, cabe ponderar que el reclamo no está dirigido contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -en su calidad de autoridad administrativa o como propietaria del inmueble ocupado por los codemandados- ni se ha cuestionado el ejercicio del poder de policía comunal. En suma, se trata de una acción dirigida contra sujetos de derecho privado que no se encuentran comprendidos en las previsiones de los artículos 1° y 2° del Código de rito local y que se sustenta en legislación de naturaleza común. En tales condiciones, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, procede declarar la aptitud jurisdiccional de la justicia nacional en lo civil.


    Salto, Maria Josefa c/ Morales, Adrian Esteban y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 37338, 2014, CS1, 04 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Demanda de pago de asignaciones familiarias. Oportunidad de declaración de incompetencia. Carácter de orden público de las disposiciones.


    La Cámara Federal de San Martín no se encontraba habilitada para estudiar la competencia territorial en ocasión de resolver el recurso deducido contra la decisión que acogió la cautelar, porque la ocasión para plantear cuestiones de dicha índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -cfr. arts. 4, 10 y 352, CPCCN-. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las disposiciones que reglan esta materia, igual condición revisten los preceptos dirigidos a lograr la pronta terminación de los juicios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Sin perjuicio de ello, si el Tribunal pondera, en línea con lo argumentado por la Cámara Federal de San Martín-, que tras la negativa del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal para conocer en la causa, el órgano legalmente facultado para dirimir la controversia es la cámara mencionada, en su calidad de alzada del órgano previniente, no habría una contienda de competencia que la Corte Suprema deba resolver. En efecto, ella habría encontrado solución en la providencia dictada por la Cámara mediante la cual dispuso mantener la atribución en el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Godoy, Julio José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal (SPF) s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas (FFAA) y de seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 40228, 2013, CA2-CS1, 25 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Ejecución fiscal. Remisión a la causa “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Ministerio de Educación”. Justicia federal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social del Personal del Espectáculo Público s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3630, 2015, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Incorporación en el haber mensual de diversos adicionales con carácter remunerativo y bonificable. Oportunidad de la declaración de incompetencia.


    Más allá de la forma defectuosa en que quedó trabada la cuestión, la Cámara Federal de Comodoro Rivadavia no se hallaba habilitada para revisar la competencia foral, porque la ocasión para plantear cuestiones de esa índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 4, 10 y 352, CPCCN-. En efecto, no obstante el carácter de orden público de los preceptos que reglan la materia, igual tenor revisten los dirigidos a lograr la pronta terminación de los litigios, en tanto no se opongan a ello principios básicos que pudieran impedirlo. Cabe señalar que el artículo 352, párrafo segundo, del Código ritual, que faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales.


    Ibáñez, José Teodoro y otros c/ Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 45246, 2014, CS1, 06 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Medidas cautelares de protección de derechos alimentarios. Inexistencia de conexidad con el juicio de divorcio. Domicilio de los interesados.


    Más allá de que ninguno de los interesados vive en el territorio de la ciudad de Buenos Aires, tampoco subsiste ninguna causa en trámite ante el foro nacional. Antes bien, el tema alimentario deberá sustanciarse ante los tribunales locales; de manera tal que el desplazamiento de la competencia decidido en razón de una posible conexidad actualmente inexistente, carece de razón.


    C., F. c/ S., C. y otro/a s/ Medidas precautorias


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4520, 2015, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Daños y perjuicios. Remisión a Fallos 327:1128 y al dictamen de la causa Comp. 187, L. XLV, "González Raúl c/ González Nélida s/ daños y perjuicios". Trámite ante el juzgado contencioso, administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Fiorentino, Laura Daniela c/ Jardín Zoológico de Buenos Aires S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 40316, 2014, CS1, 17 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Demanda de daños por incapacidad laboral. Elección del demandante: el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado, art. 24, ley 18.345.


    En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares, será competente, a elección del demandante, el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado (art. 24, ley 18.345). Ello tiene por fin tutelar a los empleados que, en la casi totalidad de los casos, son los accionantes a los que se refiere el precepto, así como allanar los obstáculos surgidos de la diversa distribución de competencias que pudieran obstar al mejor funcionamiento de los tribunales laborales, y ello habilita la intervención de los tribunales provinciales en esta materia, aun cuando la jurisdicción federal hubiera concernido, en principio, en razón de las personas.


    Cardozo, Paulina c/ La Segunda Art S.A. y otros s/ Accidente - Acción civil


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 57154, 2013, CS1, 14 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Hijo menor. Lugar de residencia del niño. Principio de inmediatez. Posible cuadro de violencia familiar, necesidad de evitar la re victimización. Protección integral de los derechos fundamentales de los menores.


    La regla atributiva forum personae hace referencia al lugar donde los hijos residen y representa un punto de conexión realista, en tanto contribuye a la inmediación, que es un factor valiosísimo en el manejo de casos de este tenor. A ello se añade que la distancia no le habría impedido al progenitor no conviviente el ejercicio de su derecho de defensa. Por otro lado, de las constancias surgen indicadores de un cuadro de violencia familiar que podría haber afectado a la peticionaria y al menor. Por lo que someter a posibles víctimas a cumplir en el fuero del eventual agresor las diligencias personales propias de este tipo de cuestiones, podría llevar a una re-victimización de los involucrados que la legislación repudia. Por ello, y las especiales características que rodean al asunto es imperioso extremar la salvaguarda del principio de inmediatez, en procura de un eficaz resguardo de los derechos fundamentales del pequeño. Así los jueces del lugar donde reside el menor están en mejores condiciones para alcanzar el resguardo integral de los derechos del niño, ya que poseen, dentro de su propio territorio, acceso directo a la persona del afectado.


    C., M. G. s/ Medidas cautelares


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3686, 2015, CS1, 16 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Reintegro de gastos desembolsados en el marco de un contrato de seguro. Opción del actor de demandar ante el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador: art. 118 de la ley 17.418.


    La actora persigue que los demandados le reintegren los gastos que efectuó conforme surge principalmente del artículo 39, inciso 5, de la Ley de Riesgos del Trabajo y, amparada en el artículo 118 de la ley 17.418, optó por interponer el reclamo ante la jurisdicción nacional, atendiendo al domicilio de la aseguradora de uno de los supuestos responsables. Vale acotar que esa empresa no objetó la aptitud del órgano interviniente. Por ello corresponde continúe entendiendo la justicia nacional.


    CNA Aseguradora de Riesgo de Trabajo S.A. c/ Franco, Jerónimo y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 19004, 2009, CS1, 11 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Violencia familiar. Proceso concerniente a menor de edad. Centro de vida. Art. 716 del Código Civil y Comercial. Inexistencia de afectación del derecho de defensa del progenitor. Multiplicidad y cronicidad de conflictos judiciales. Remisión a Fallos: 328:3315 y, Comp. 876, L. XLVI; y Comp. 1004, L. XLVIII.


    El artículo 716 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que, en los procesos concernientes a la responsabilidad parental, guarda, cuidado, comunicaciones, alimentos, adopción y otros, de una persona menor de edad, es competente el juez del sitio donde tiene su centro de vida. A su vez, la ley 26.061 define ese concepto como el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su vida, debiendo interpretarse en armonía con la definición de "residencia habitual" contenida en los tratados internacionales ratificados por la República en materia de sustracción y restitución internacional. En atención a ello, corresponde dirimir la contienda a favor de la justicia provincial, que previno y donde residía la niña al momento del inicio de estas actuaciones, que -vale aclararlo- fueron instadas por el padre al sólo efecto de obtener disposiciones precautorias. Se suma a ello que en la mencionada jurisdicción provincial se formalizaron solicitudes de tenencia de ambos progenitores, por lo que la solución que se propone conduce a concentrar en una sola sede cuestiones conexas, a los efectos de evitar el dictado de pronunciamientos contradictorios que afecten el mejor interés de la niña. En ese plano, en el que el padre acudió a la justicia local a promover allí un pedido de custodia, en forma previa a solicitar en sede nacional las precautorias vinculadas a la propia tenencia, no cabe inferir la imposibilidad de contacto o supervisión paterna o una restricción ilegítima del ejercicio del derecho de defensa del solicitante, en función de la distancia.


    M., D. S. c/ D. A., J. s/ Denuncia por violencia familiar


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 107612, 2013, 2/CS1, 16 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Fontana, Olga Beatriz c/ Línea General Roca UGOFE S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 107509, 2012, CS1, 25 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Rasp, María Teresa c/ Unidad de Gestión Operativa Mitre Sarmiento S.A. (UGOFE) s/ Lesión y/o muerte pasajero transp. ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 13867, 2014, CS1, 24 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Fallecimiento por accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, referidas a la responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que se deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Iriarte, Miguel Angel c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. (UGOFE) y otro s/ Lesión y/o muerte pasajeros transporte ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 92473, 2012, CS1, 04 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Fallecimiento por accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen al fuero civil.


    Zerpa, Angela Felisa c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. (UGOFE) y otros s/ Lesión y/o muerte pasajero transp. ferroviario


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 100170, 2008, CS1, 25 de septiembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Juez de la insania. Lugar de internación distante. Eficacia de la actividad tutelar. Directivas de la Ley 26.657.


    La considerable distancia física de ambos órganos en pugna con relación al instituto que hoy alberga al incapaz, configura una situación que excede el texto del artículo 405 del Código Civil, por tanto, si se siguiera estrictamente la letra del precepto, soslayando aquella circunstancia de peso innegable, no solo se caería en el dispendio de duplicar intervenciones judiciales -para el cumplimiento de las revisiones médicas y ambientales periódicas-, sino que se obstruiría el control directo y el contacto personal por parte del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad con que deben afrontarse las vicisitudes propias de la afección mental y de la vida misma de la persona afectada. Ante las limitaciones incuestionables que impone aquel dato de la realidad, en aras de una mayor eficacia de la actividad tutelar y a fin de evitar que el conflicto de competencia termine por duplicarse, el Tribunal está en condiciones de hacer uso de la facultad que le asiste para decidir el magistrado que debe intervenir, aunque él no haya participado en el diferendo.


    F. S., G. s/ Articulo 152 ter. Código Civil


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 828, 2015, CS1, 20 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Multa impuesta por la Dirección de Defensa al Consumidor. Compra de vehículo 0 kilómetro. Falta de información cierta y servicio técnico adecuado. Apelación de la sanción. Lugar de comisión de los hechos reprochados.


    Las actuaciones administrativas en cuyo marco se impuso la multa recurrida en esta causa se iniciaron con la presentación que realizó un usuario ante la Dirección Nacional de Comercio Interior (Dirección de Defensa del Consumidor) en la que denunció a Ford Argentina en los términos de la ley 24.240. El art. 45 de la ley 24.240 disponía, en su redacción previa a la reforma introducida por la ley 26.993 pero que resulta aplicable al sub lite en virtud de lo dispuesto por el art. 46 de la ley mencionada en último término, que contra los actos administrativos que dispongan sanciones se podrá recurrir por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, o ante las cámaras federales de apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar de comisión del hecho. En el caso, resulta claro que el lugar de comisión de los hechos que dieron lugar a la sanción de multa aplicada por la Dirección Nacional de Comercio Interior a Ford Argentina es la ciudad de Bahia Blanca (Provincia de Buenos Aires). En efecto, ambas conductas reprochadas a la firma sancionada por la autoridad nacional de aplicación de la ley de defensa del consumidor, tanto la falta de suministro de información cierta, clara y detallada -al momento en que el consumidor compró el automóvil respecto de que éste se comercializaba sin rueda de auxilio-, como la ausencia de un debido suministro de neumáticos, fueron desplegadas en aquella localidad.


    Ford Argentina SCA c/ DNCI - Disp. 312/12 (Expte. SO1 163483/10) s/ Recurso directo de cámara


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 134, 2014, (50-C)CS1, 13 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Personal retirado de las fuerzas armadas y de seguridad. Regularización de aportes jubilatorios.


    Dada la específica versación que en la materia posee la justicia de la seguridad social, particularmente referida a los reclamos que conciernen a la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones de las fuerzas armadas y de seguridad –art. 2, inc. c), ley 24.655-, corresponde atribuir las actuaciones a la justicia de la seguridad social.


    Zirillo, Liliana Eugenia c/ Estado Nacional-SIDE- s/ Personal Militar y Civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 13747, 2010, CS1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda mal trabada: incumplimiento art. 192 del C.P.C.C.N. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Improcedencia conexidad. Art. 6° C.P.C.C.N. Diversidad de objetivo procesal. Justicia en lo contencioso, administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


    La admisión del forum conexitatis, estatuido en el art. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y que su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código, que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica. En autos no se configura una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar que sea un solo magistrado el que conozca en ambos procesos, pues no se halla configurado uno de los recaudos procesales exigidos para que proceda la conexidad que declaró el juez titular del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires N° 15. Pues de las constancias obrantes en la causa surge que mientras en el sub lite el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires persigue llevar adelante una ejecución fiscal para obtener el cobro de una suma de dinero en concepto de impuesto sobre los ingresos brutos por el bono compensatorio que el banco demandado recibió del Estado Nacional (decreto 905/2002), por el período 2002, en los autos en trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal, "Banco República Oriental del Uruguay c/ GCBA AGIP RSL 391/09 DGR – RSL 1047 y 611/09 (EX 28551/09) s/ medida cautelar (autónoma) ", expediente 21. 073/2009, y "Banco República Oriental del Uruguay c/ GCBA-AGIP-RSL 391/09 -DGR-RSL 1047 y 611/09 (ex 28551/09) s/ Proceso de conocimiento", lo que la actora persigue es, en el primero, obtener la suspensión de la ejecución y cumplimiento de la resolución 391/AGIP/2009, y en el segundo, que se declare ilegítima y arbitraria la pretensión de la Ciudad de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos (período fiscal 2002) el referido bono. Así las cosas, surge nítida la diversidad en el objetivo final de cada uno de los procesos que se pretenden acumular, lo que impide considerar que la sentencia a dictarse en uno de ellos pueda producir efectos de cosa juzgada en el otro. Consecuentemente, este proceso deberá continuar su trámite ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario N° 15 de la Ciudad de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Banco de la República Oriental del Uruguay s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3601, 2014, CS1, 13 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cobro de resarcimiento determinado por acto administrativo local. Ley 757 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Toda vez que el Gobierno de la Ciudad no es actor ni demandado en el pleito nominal o sustancialmente, no se cuestiona el acto emitido en su carácter de autoridad local y que tampoco se trata de la ejecución fiscal de una multa en los términos del artículo 15 de la ley 757, corresponde a la justicia nacional en lo civil -que no intervino en la contienda- conocer en la causa según lo prescripto por el artículo 43 del decreto-ley 1285/58. Ello es así pues, tal como puntualiza el dictamen de la Fiscalía local, se trata de una acción entre particulares cuya finalidad es ejecutar, en los términos del artículo 523 del código de procedimientos nacional, un resarcimiento fijado en sede administrativa-y confirmado judicialmente- según lo prescripto por el artículo 40 bis de la ley de Defensa del Consumidor y para cuya resolución, prima facie, no será necesaria la interpretación y aplicación de normas y principios propios del derecho público local.


    Berardi, Leandro c/ Amx Argentina S.A. s/ Proceso de ejecución


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 4590, 2014, CA1 - CS1, 09 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente vial. Estado Nacional citado como tercero.


    Las actuaciones atañen a la justicia federal ratione personae pues, con prescindencia de la índole común de la preceptiva involucrada, cuando el Estado Nacional -o una de sus entidades- es citado y comparece a juicio, aunque sea como tercero –art. 94, CPCCN, corresponde intervenir al fuero de excepción, aunque intervengan otras personas no aforadas y sin que quepa distinción respecto del grado y carácter de tal participación federal.


    Ramos, Gladys Narcisa c/ Dota S.A. de transporte automotor y otros s/ Lesión y/o muerte de pasajero de transporte terrestre


    CCF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, 2080, 2012, CS1, 26 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la capacidad. Código Civil y Comercial: art. 36. Trámite ante el juez del domicilio o del lugar de internación de la persona en cuyo interés se promueve el juicio.


    El artículo 36 del nuevo régimen establece que la solicitud de declaración de incapacidad o restricción de la capacidad, se deduce ante el juez correspondiente al domicilio de la persona en cuyo interés se promueve el juicio, o ante el juez del lugar de su internación; pauta legal que debe leerse a la luz de sus finalidades, las leyes análogas, los tratados sobre derechos humanos, los principios y los valores jurídicos, de modo coherente con todo el ordenamiento (arts. 1 y 2 CC y C). En efecto, la labor atribuida a los jueces por el Código Civil y Comercial va más allá de una aproximación de visu, pues implica un ejercicio de evaluación y seguimiento que ya no podrá desplegarse adecuadamente desde una sede jurisdiccional que no sea la del lugar donde habita establemente la persona; máxime cuando el desenvolvimiento de todos los profesionales involucrados vendrá a verse claramente dificultado fuera del ámbito territorial en el que fueron designados.


    G., N. J. s/ Determinación de la capacidad


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 96397, 1993, CS1, 30 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento del pago de facturas: transporte y distribución de gas natural. Interpretación de normas de derecho común. Justicia provincial.


    El reclamo aquí efectuado no se sustenta en el régimen específico de la ley 24.076 -que regula el transporte y distribución del gas natural- sino que, por el contrario, la solución del asunto importará esencialmente la interpretación y aplicación de normas de derecho común. Por lo demás, no se ha demostrado que el incumplimiento del pago de las facturas afecte o haya podido afectar, de modo alguno, el servicio público que presta la demandante.


    Metrogas S.A. c/ Marselet S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 271, 2015, CS1, 06 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Juez de la curatela del penado. Juez del domicilio o residencia.


    El juez de la curatela prevista por el artículo 12 del Código Penal, es el del domicilio real del penado, y, en defecto de ese primer punto de conexión, el del lugar de residencia. A falta de otros elementos de juicio ciertos y en virtud de que el centro de su vida civil se localizaría en Capital Federal, la curatela debería tramitar ante el Juzgado Nacional. Ahora bien, conforme surge del informe efectuado, el penado se encuentra alojado actualmente en una unidad del Servicio Penitenciario Federal, con asiento en General Roca, provincia de Rio Negro. En tales condiciones, si el Tribunal considera que, pese a lo dicho, corresponde dar intervención al foro del lugar donde reside el interesado, la causa deberá radicarse ante la justicia de la provincia de Rio Negro.


    A., J. W. s/ Curatela art. 12 Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12017, 2014, CS1, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Oportunidad para plantear cuestiones de competencia. Magistrado que ya había aceptado su competencia sin mediar planteo de las partes.


    La Cámara Federal de Apelaciones de La Plata no se encontraba habilitada para examinar su competencia en ocasión de resolver los recursos deducidos contra la decisión que descartó las excepciones de defecto legal y caducidad y que acogió el planteo de prescripción, porque la oportunidad para abordar la aptitud jurisdiccional reconoce la limitación dispuesta por expresas normas procesales -arts. 4°, 10 y 352, CPCCN-. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las disposiciones en esta materia, igual condición revisten los preceptos dirigidos a lograr la pronta conclusión de los pleitos, en tanto no se opongan a ello principios esenciales que pudieran impedirlo. Es dable reiterar que el magistrado federal había aceptado su competencia conexa sin que mediara un planteo de las partes, circunstancia que impedía a la alzada volver oficiosamente sobre el tema, máxime, luego de tres años de trámite en el fuero y cuando los incidentes cautelares habían tenido, incluso, radicación ante la sala.


    Asurmendi, Andrés Armando y otro c/ Arsumendi, Adolfo Martín y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3880, 2015, CS1, 14 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Prestación de servicio de telecomunicaciones: procedimiento de sanciones impuestas por organismos provinciales. Cuestiones de derecho procesal local. Precedente "Flores Automotores S.A.". Justicia provincial.


    El Tribunal, con remisión al dictamen del Ministerio Público, estableció un criterio general para interpretar el art. 45 de la ley 24.240, que dispuso el procedimiento de aplicación de sanciones a las infracciones producidas a dichas disposiciones, y afirmó que si la sanción administrativa era impuesta por una autoridad administrativa nacional, el recurso correspondía a la competencia de las cámaras federales de apelación con asiento en las provincias, en cambio, si lo era por una autoridad administrativa provincial, resultaba competente el fuero ordinario local. Es cierto que en diversas causas en la que se impugnaban sanciones administrativas impuestas por organismos provinciales, sobre cuestiones relativas a la prestación del servicio de telecomunicaciones, se consideró inaplicable el criterio sentado en aquel caso y se sostuvo que resultaba competente la justicia federal, pues la correcta decisión sobre la apelación deducida exigía precisar el sentido y alcance de normas federales dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por la ley nacional de telecomunicaciones 19.798, así como discernir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la ley 24.240 de defensa del consumidor, ya que tales cometidos excedían los encomendados a los tribunales provinciales y se encontraban reservados a la jurisdicción federal ratione materiae. Sin embargo, -a diferencia de los casos citados en el párrafo anterior- en el sub examine no se encuentra en juego la aplicación e interpretación del marco federal regulatorio de las telecomunicaciones, sino que la materia en debate atañe a cuestiones de derecho procesal local, en lo que se refiere a la sanción por incomparecencia a la audiencia de conciliación fijada por la autoridad municipal de aplicación de la ley de defensa del consumidor, y de derecho común, como es la que rige el contrato de seguro por destrucción, robo o pérdida del equipo de telefonía móvil, cuya modificación por parte de la empresa telefónica dio pie a la imposición de la multa impugnada.


    Telecom Personal S.A. c/ Municipalidad de Junín s/ Nulidad de acto administrativo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3123, 2015, CS1, 16 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Retención de importes para el pago de Ingresos Brutos a ARBA. Corresponde a la Justicia Nacional en lo Comercial. Remisión a lo resuelto en S.C. Comp. 931, L. XLVIII,"Proconsumer c/ Banco Comafi S.A. s/ Proceso de Conocimiento".


    Posmayer, Jorge Alfredo c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 38057, 2013, CS1, 11 de diciembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Arts. 9 y ss. del CPCCN.


    Zeballo, Nidia Ramona c/ Pettoello, Natalia Carolina y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 100139, 2011, CS1, 15 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios causados por presunta mala praxis. Demanda contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el nosocomio y profesionales médicos. Presunta falta de servicio. Competencia del fuero administrativo local. Remisión a lo resuelto en Comp. 118, XLIII; "Fiorito".


    Resulta aplicable en autos el art. 6°, inc. 5°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. La actora pidió la concesión del beneficio de litigar sin gastos con relación a la demanda que oportunamente promoverá contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos y otras personas a fin de obtener la reparación de los daños y perjuicios que dice haber sufrido como consecuencia de la mala atención médica que recibió en un nosocomio, dependiente del gobierno local, por parte de los profesionales codemandados. La Corte en el precedente “Fiorito” sostuvo que se excluye del concepto de "causa civil” a los supuestos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio” de un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación concierne al derecho administrativo. Añadió que es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en tales casos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria normas de derecho común o principios generales del derecho.


    Zeballo, Nidia Ramona c/ Pettoello, Natalia Carolina y otros s/ Beneficio de litigar


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 100139, 2011, CS1, 17 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Ley 24.522. Proceso de conocimiento iniciado con posterioridad a la apertura del concurso preventivo: procedencia del fuero de atracción. Prescripción declarada sin efecto. Corresponde a la justicia nacional en lo comercial.


    El artículo 21 de la ley 24.522 adopta la regla del fuero de atracción al disponer que la apertura del concurso produce, a partir de la publicación de edictos, la suspensión del trámite de los juicios de contenido patrimonial contra el concursado por causa o título anterior a su presentación, y su radicación en el tribunal del concurso. Luego, excluye de esa norma distintos casos previstos en el artículo 21, incisos 1 ° a 3°. El artículo 21, inciso 2°, considera la situación de los procesos de conocimiento "en trámite" y de los juicios laborales. El régimen que prevé para esos supuestos implica exceptuarlos de los efectos mencionados en el párrafo precedente. En relación con los procesos de conocimiento, el legislador juzgó dirimente para apartarse del principio de universalidad, que se encuentren en trámite. El sub examine es un proceso de conocimiento iniciado el 22/03/11, con posterioridad a la apertura del concurso preventivo ocurrida en marzo de 2006, por lo que no se encuentra exceptuado de los efectos del fuero de atracción. En este punto, cabe destacar, por un lado, que la norma se refiere al trámite judicial y, por otro, que resulta menester analizar la competencia a los efectos de resolver los agravios presentados en orden a la prescripción prevista en el artículo 56 de la ley 24.522, en tanto aquella decisión condiciona la procedencia de dicha defensa. En concordancia con ello, la cámara local, al sostener la incompetencia del fuero, consideró que lo vinculado a la existencia y exigibilidad del crédito debía ser evaluado por el juez nacional a cargo del proceso universal, dejando sin efecto lo resuelto por el tribunal previniente.


    GCBA c/ Buenos Aires Broadcast


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4189, 2014, CS1, 04 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Acción de amparo. Tutela del derecho a la vivienda. Demanda contra Estado Nacional, la provincia y el municipio. Acumulación subjetiva de pretensiones inadmisible: trámite ante la jurisdicción respectiva según el demandado. Remisión a R. 764, XLII, Originario (Fallos: 329:2911).


    La acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por la actora contra la provincia de Río Negro y el Estado Nacional resulta inadmisible. Ello es así, pues en el pleito se ventila un asunto que, como la tutela del derecho a la vivienda, no postula de modo exclusivo una materia de carácter federal sino concurrente con el derecho público local, pues son los distintos organismos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires los que tienen a su cargo la aplicación y administración de los recursos del Sistema Federal de la Vivienda (art. 2°, inc. b, de la ley nacional 24.464) y según la ley 26.061, es también el órgano administrativo competente local quien tiene a su cargo la protección integral de los derechos o garantías de las niñas, niños y adolescentes ante su amenaza o violación, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias (art. 33). Además, no existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídica que vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En consecuencia, la reclamación pretendida por la actora debe ser formulada ante los tribunales que resultaren competentes, cuya determinación surgirá según sea que se demande al Estado Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción federal, o a la Provincia de Río Negro, que en la materia debatida en el juicio, que versa sobre aspectos del derecho público provincial, sólo puede ser demandada ante sus propios tribunales locales.


    P.D.K.A. y otra c/ Río Negro, provincia de y otros s/ Amparo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 111, 2015, 01 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Control de la internación. Inmediación. Eficacia de la actividad tutelar. Competencia del juez del lugar de internación.


    La inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal de quien se ve afectado por la medida de internación y favorece la concentración de las diligencias destinadas a determinar su estado de salud, eliminando así gestiones procesales superfluas y onerosas, y evitando la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria de la persona internada. En concordancia con ese criterio, y habida cuenta de que el causante continúa realizando tratamiento con internación en la localidad de Ciudadela, provincia de Buenos Aires, en pos de una mayor eficacia de la actividad tutelar, resulta aconsejable que los jueces pertenecientes a ese foro lleven adelante el pertinente control legal.


    R., J. S. s/ Control de internación Ley 26.657


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1397, 2015, CS1, 25 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Curatela. Fallecimiento del causante. Cuestión devenida abstracta.


    Conforme emerge de la constancia labrada por personal judicial, la persona cuya capacidad era objeto del presente trámite ha fallecido. Por ende, puesto que las finalidades del proceso sobre curatela se encuentran agotadas, la cuestión de competencia se ha tornado abstracta y, en consecuencia, que el dictado de un pronunciamiento por el Alto Cuerpo ha devenido inoficioso.


    C., L. S. s/ Curatela


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4432, 2015, CS1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda contra la Municipalidad. Incorrecta trabada de contienda. Falta de atribución recíproca de competencia entre magistrados. Justicia federal.


    En el sub lite no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto en el art. 24, inc. 7, decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, toda vez que no se advierte una discrepancia entre magistrados judiciales que se la atribuyan recíprocamente, requisito que desde siempre se ha establecido para la existencia de una contienda de competencia. Lo cierto es que el juez federal tomó como válida la declaración de incompetencia de la justicia provincial que se había efectuado en otro proceso, la cual no puede ser utilizada para justificar y trabar un conflicto como el que ahora se intenta traer a conocimiento del Tribunal. Por otra parte, el titular del Juzgado Federal al declararse incompetente, puso fin a la disputa de conexidad existente, por lo que debió devolver las actuaciones al magistrado remitente. Por ello, debería ordenarse la devolución del expediente al Juzgado Federal, a fin de que continúe su trámite.


    Rocha, Vicente Emeterio c/ Municipalidad de Coronel Moldes s/ Contencioso administrativo - varios


    FSA-Justicia Federal de Salta, 21000284, 2011, CS1, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda de daños por mala praxis médica. Estado nacional codemandado. Competencia de la justicia nacional civil.


    Resulta competente para conocer en reclamos en los que se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos -aun cuando organismos sometidos ratione personae al fuero federal integran la litis como codemandados-, la justicia nacional en lo civil, con arreglo a los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, texto ley 23.637.


    V., L. M. N. y otro c/ E., R. J. y otro s/ Responsabilidad médica


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 25085, 2013, CS1, 09 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Competencia de la justicia civil: art. 43, inc. b) decreto-ley 1285/58. Remisión a Fallos: 328:293.


    El actor solicita el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados del accidente de tránsito que sufrió cuando fue embestido por un automóvil de propiedad -presumiblemente- de la Policía Federal Argentina. La Corte tiene dicho que todas las causas incoadas en Capital que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, atañen a la competencia civil con ajuste al artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58. Por otra parte, cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso. Al respecto, la Policía Federal no tuvo ocasión de ser oída con anterioridad a las declaraciones de incompetencia suscitadas en el subexamine, por lo que, en su caso, la declinatoria pronunciada devino prematura.


    Lorente, Juan Ignacio c/ Alaniz, José Luis y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 17538, 2014, CS1, 26 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Competencia de la justicia civil: art. 43, inc. b) decreto-ley 1285/58. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en la Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen a la competencia civil en función de lo dispuesto por el artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58.


    Uriona Caraballo, Juan Carlos c/ La Veloz del Norte S.A. y otro s/ Lesión y/o muerte de pasajero transp. terrestre


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 31147, 2007, CS1, 04 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Expulsión de un afiliado de una asociación sindical. Ley 23.551 de Asociaciones Sindicales. Competencia de la justicia local.


    El actor solicita que se revise su expulsión como afiliado a la entidad sindical y que le se impida al sindicato, vía cautelar, que ejecute cualquier medida que limite sus derechos. Fundamenta su reclamo, principalmente, en los artículos 47, 63 y concordantes de la ley 23.551 -y decreto reglamentario 467/88- y en la ley 23.592. En ese marco, resulta competente la justicia provincial pues, tal como tiene dicho la Corte, la atribución de competencia a la justicia local que prevé el artículo 63 de la ley 23.551, es consecuencia de la regulación que ha juzgado conveniente establecer el Congreso en relación a una materia de derecho común (Ley de Asociaciones Sindicales), salvo los casos especiales que la propia norma prevé y que, no incluye el sublite (art. 62, ley 23.551). Además, de la sola circunstancia de que el Ministerio de Trabajo Nacional sea la autoridad de aplicación de la ley 23.551, no se deriva que ese órgano estatal sea parte necesaria en las contiendas judiciales entre los trabajadores y las asociaciones sindicales.


    Salgueira, Norberto Hernán c/ Sindicato de Empleados de Comercio de La Plata y otro s/ Acción de amparo


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 19608, 2015, CS1, 06 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Hijos menores. Consideración del interés superior del niño. Concepto "centro de vida" y residencia habitual del niño. Principio de inmediatez. Protección integral de los derechos fundamentales de los menores. Recurso inadmisible. Necesidad de una pronta solución en atención a su condición de niño. Art. 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.


    Más allá de las genéricas alegaciones introducidas en la queja en torno al concepto, inadmisible por ser, en rigor, el fruto de una reflexión tardía, el recurrente omite rebatir el argumento relativo al lugar de residencia del menor y de las partes y, al hacerlo, soslaya la doctrina de la Corte en orden al imperativo de priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos fundamentales del niño. En tales condiciones, el planteo deviene inadmisible, dado que los presupuestos de procedencia formal del recurso no pueden superarse arguyendo arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales, a lo que se suma que, como expuso el a quo, la mera alegación de gravedad institucional no abastece el medio impugnativo, ya que al carecer de un serio y concreto desarrollo que evidencie su concurrencia, no configura una razón facilitadora del acceso a la instancia. Por otro lado, atento a las finalidades protectorias que caracterizan a estos autos, y teniendo en cuenta la multiplicación y cronicidad de los conflictos judiciales generados, sería aconsejable que los padres, en primer término, y los tribunales, en su ministerio ordenador, profundicen esfuerzos para arribar con premura a la solución más respetuosa de la condición personal del niño, garantizando la oportunidad de ser escuchado por las vías pertinentes respecto de todos 1os aspectos que lo involucran, con arreglo al artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.


    S., N. c/ C., L.


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2955, 2015, RH1, 15 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Solicitud de suspensión de efectos de Resol. Anses 479/14. Registro de Abogados y Gestores Administrativos. Análisis de acto de un ente público descentralizado: cuestión administrativa. Competencia de la justicia contencioso administrativa.


    La actora peticiona una medida cautelar autónoma a fin de que se suspendan los efectos de la resolución ANSeS 479/14, por la que se instauró el Registro de Abogados y Gestores Administrativos habilitados para actuar ante el organismo, Le asiste razón al magistrado de la seguridad social, ya que en el sub lite deberá examinarse la actuación de un ente público descentralizado –art. 1°, dec. 2741/91-, en el ejercicio de la tarea que le fuera encomendada, extremo que ubica la cuestión en el contexto administrativo. Puesto en otros términos, la solución de esta demanda exigirá indagar la actividad desplegada por la ANSeS -particularmente, su potestad para dictar un acto como el impugnado por lo que deberá dilucidarse, prima facie, en el plano de la legislación administrativa con carácter prevalente. Por el contrario, no se advierte que el asunto vaya a ser resuelto preponderantemente mediante la aplicación de reglas y principios inherentes a la materia de la seguridad social. En ese sentido, el juego armónico de los artículos 2 de la ley 24.655 y 15 de la ley 24.463 -texto según ley 24.655- autoriza a concluir que las resoluciones a las que se refiere la última norma tienen que ver con el sistema de seguridad social-SUSS- que administra la demandada.


    Oubel, Soraya Emilse c/ Anses s/ Medidas cautelares


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 15293, 2015, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Tenencia de hijos menores. Jueces en análoga situación legal. Consideración del interés superior del niño. Concepto "centro de vida". Principio de inmediatez. Protección integral de los derechos fundamentales de los menores.


    En el caso, no es posible esclarecer si son verosímiles la antijuridicidad del traslado, el impedimento del contacto y la supervisión paterna o la restricción infundada del ejercicio del derecho de defensa, en función de la distancia. En ese plano, dado que ambos jueces en conflicto parecen hallarse en situación legal análoga para asumir la función de resguardo, la elección debe hacerse tras sopesar cuál de ellos estará en mejores condiciones para alcanzar el amparo integral de los derechos del niño. Incumbe recordar que el régimen nacional de protección integral de los derechos de la infancia adopta el concepto "centro de vida" como pauta exegética aplicable en todos los aspectos concernientes a los niños, integrándolo con las nociones de legitimidad y residencia habitual. Desde esta perspectiva, habida cuenta las circunstancias reseñadas, no es dable descartar a la ciudad donde los infantes viven desde octubre de 2012 y donde han desarrollado una red social, como su centro de vida. En virtud de las características que rodean al caso, corresponde considerar que resulta necesario priorizar la salvaguarda del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos fundamentales de los menores de edad. En definitiva, los jueces del lugar de residencia actual de los niños están llamados a conocer en el asunto, dado que la ausencia de inmediación podría malograr los objetivos de protección integral de la infancia implícitos en autos, en los que se debate fundamentalmente las modalidades de ejercicio de la patria potestad.


    R., L. C. c/ F., G. M. s/ Tenencia - incidente de inhibitoria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 374, 2014, (50-C)CS1, 24 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Curatela del penado. Competencia. Inexistencia de controversia que deba resolver la Corte Suprema.


    Al no existir atribución recíproca de competencia, en el sub examine no se ha trabado una controversia que deba resolverse en esta instancia, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley n° 1285/58. En tales condiciones, la intervención de la Corte Suprema resultaría inoficiosa.


    O., C. A. s/ Curatela art. 12 C.P.


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 2828, 2015, CS1, 06 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Curatela. Vencimiento de la pena. Contienda de competencia devenida abstracta.


    Conforme surge de las constancias de la causa, el vencimiento de la pena única impuesta a la causante -que diera lugar a estas actuaciones-, habría operado. Por ende, dado que las finalidades del proceso de curatela dispuesto por el artículo 12 del Código Penal se encuentran agotadas, la cuestión se ha tornado abstracta y, consecuentemente, un pronunciamiento de la Corte Suprema devendría inoficioso.


    D., D. F. s/ Curatela Art. 12 Código Penal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 77779, 2012, CS1, 09 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños causados por inundación en la ciudad de La Plata. Demandados Estado Nacional, Provincia de Buenos Aires, municipios e Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. Improcedencia de litisconsorcio pasivo. Imputaciones disímiles. Necesidad de promover procesos singulares. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    No resulta procedente el litisconsorcio pasivo que intentan los actores -al demandar a la provincia de Buenos Aires, al Estado Nacional, a las Municipalidades de La Plata, Ensenada y Berisso y a YPF - toda vez que las diversas conductas a juzgar impiden concluir que los demandados estén legitimados sustancialmente en forma inescindible, de modo tal que la sentencia de mérito deba ser pronunciada indefectiblemente frente a todos ellos. Mientras que la Nación es demandada por la presunta inobservancia su deber de aportar los fondos para la construcción de obras de infraestructura, la Provincia de Buenos Aires lo es por la falta de ejecución de las grandes y medianas obras hidráulicas, mientras que los municipios demandados lo son por su propio y exclusivo incumplimiento en la realización de las obras de infraestructura menor y en el mantenimiento de las ya construidas, así como por la falta de asistencia respecto de los vecinos afectados por el hecho. Finalmente, la responsabilidad que se imputa a YPF se sustenta en la denunciada manipulación perjudicial de los recursos hídricos y en la tacha de contaminador ambiental que le adjudican los actores. Frente a lo disímil de las imputaciones efectuadas contra cada uno de los demandados, no es admisible el litisconsorcio pasivo pretendido por los accionantes, en los términos exigidos por el artículo 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Ello toda vez que la sentencia útil podrá y deberá obtenerse mediante la promoción de procesos singulares contra cada una de ellas. Por otro lado, ni el Estado Nacional, ni las Municipalidades de La Plata, Ensenada y Berisso, resultan aforados en forma autónoma a esta instancia, razón por la cual las pretensiones singulares que aquí se intentan contra ellos resultan ajenas a la competencia originaria de la Corte. Aun cuando la Provincia es aforada en forma autónoma a esta instancia, la materia del juicio es de derecho público local, en cuanto versa sobre la responsabilidad extracontractual que se le endilga a ese Estado, y por ende, resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal. Finalmente, en lo referido competencia originaria del Tribunal para deslindar la responsabilidad atribuida a YPF, cabe indicar que, no hay en esta causa una provincia que sea parte en un asunto en el que la materia federal resulte predominante pues, la pretensión singular de los aquí actores contra Provincia de Buenos Aires, regida por las normas de derecho público local, deberá ser ventilada en un proceso ajeno a la instancia originaria de la Corte Suprema.


    Anselmo, Víctor c/ Buenos Aires, provincia de


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2170, 2015, 08 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios por encarcelamiento preventivo prolongado y posterior absolución. Responsabilidad del Estado Nacional y sus agentes: justicia federal. Responsabilidad del Estado Provincial y sus agentes: justicia local. Improcedencia de la acumulación subjetiva de pretensiones. Fallo "Mendoza".


    Cuando la causa se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según lo dispuesto en el art. 121 y ss. de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delgada al Gobierno Federal. Tal supuesto, es el que se verifica en autos, toda vez que la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es exclusivamente federal desde que se demanda a la provincia por la presunta "falta de servicio" en que habrían incurrido sus órganos policiales, cuestión de índole provincial y de competencia de los poderes locales, regida por su derecho público, que no ha sido delegada a la Nación (arts. 5° y 121 y siguientes de la Constitución Nacional), lo cual determina que su conocimiento y resolución competa a los jueces provinciales. En tales circunstancias, no procede la competencia originaria de la Corte, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones intentada por la parte actora contra la Provincia y el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, a la luz de las razones expuestas por la Corte en la causa "Mendoza". Por lo demás, tampoco existen motivos suficientes, para concluir que dicho litis consorcio pasivo resulta necesario según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pudiendo demandar la actora a cada una de sus contrapartes en el fuero correspondiente: local o federal, según el caso.


    I., Gladys Leandra y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 50015850, 2007, 1/CS1, 21 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios. Inadmisibilidad de acumulación subjetiva de pretensiones. Materia de derecho público local. Cuestiones de hecho y prueba ajenas a las incumbencias del Ministerio Público.


    Lo resuelto por el Tribunal en la causa A. 216, L. XXXVIII, "Agrar S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios", altera lo expuesto por este Ministerio Público. La acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra las Provincias de Buenos Aires, Chubut y Neuquén (entre otros), resultaría, a la luz del citado precedente, ahora inadmisible, toda vez que ninguna de ellas es aforada en forma autónoma a esta instancia, debiendo ser demandadas ante sus respectivos tribunales locales. Por otra parte, V.E. ha modificado el contorno que otorgaba al concepto de causa civil a partir de la sentencia de Fallos: 329:759, y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional, por lo que la materia del pleito es considerada de derecho público local y, en consecuencia, propia de los jueces provinciales. No obstante lo expuesto, V. E., como juez de la causa podría hacer una excepción a la aplicación de esta doctrina teniendo en cuenta el prolongado trámite en esa instancia originaria del proceso y los hechos aberrantes denunciados que determinaron el fallecimiento de la hija menor de los actores, haciendo hincapié para ello en evidentes razones de economía procesal requeridas por la buena administración de justicia, a fin de preservar las garantías constitucionales de defensa en juicio y del debido proceso que asisten a las partes ante la necesidad de obtener una rápida y eficaz decisión judicial sobre el fondo del asunto que ponga fin a la controversia. Por otra parte, aun en la hipótesis de que V.E. considere la cuestión y decida avocarse al conocimiento de este juicio, el análisis del asunto remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho y prueba ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    F., Miguel Ángel y otra c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios (como consecuencia del asesinato de J. S. F.)


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 1741, 2004, 02 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda por cobertura integral de prestaciones de Profe-Incluir Salud. Acción de amparo contra el Estado Nacional y una provincia. Derecho a la salud. Causa ajena a la competencia originaria de la Corte. Acumulación subjetiva de pretensiones inadmisible: trámite ante la jurisdicción respectiva según el demandado.


    En el sub lite la materia en debate no es competencia de la justicia federal, toda vez que en el pleito se reclama la tutela del derecho a la salud, garantía que no es exclusivamente federal sino concurrente con el derecho público local por estar prevista en las constituciones provinciales, tal como surge -en lo que al caso interesa- de los arts. 19 y 59 de la Constitución de la Provincia de Córdoba. Se desprende que la pretensión de la actora tiene por objeto obtener que las personas individualizadas en la demanda y todos los beneficiarios de pensiones no contributivas en la provincia reciban determinadas prestaciones de salud lo que, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución Provincial, ya citada, es de responsabilidad primaria de la provincia. Dicha responsabilidad primaria resulta reafirmada en las cláusulas primera y décimo primera del convenio suscripto entre el Ministerio de Salud de la Nación y la Provincia de Córdoba. Por lo tanto, no es válido colegir que el Estado Nacional posea la calidad de parte, según la doctrina del Tribunal, dado que no se advierte que tenga un interés directo en el juicio ni que integre la relación jurídica sustancial que da origen a este pleito, de forma tal que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. A lo expuesto no obsta lo estipulado en el convenio (cláusula 31 a) en cuanto a que todas las controversias respecto a su interpretación se someten a la jurisdicción originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pues esa cláusula no resulta aplicable a la discusión planteada, ya que no se trata de un conflicto entre las partes de aquél. La eventual acumulación de pretensiones no justifica esta competencia ya que, en este caso, de considerarse que ambas personas son responsables (la Nación y la provincia), las pretensiones respectivas deben promoverse en las jurisdicciones que correspondiesen según la persona que, en uno u otro caso, se optare por demandar: ante la justicia federal de serlo el Estado Nacional, o ante los tribunales locales en caso de emplazarse a la provincia.


    Defensoría Pública Oficial c/ Córdoba, provincia de y otro s/ Amparo ley 16.986


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 17844, 2014, CS1, 20 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Demanda por daños y perjuicios contra el Reino de España. Incompetencia de los tribunales locales. Ley 24.488. Inmunidad de jurisdicción de los estados extranjeros.


    La inmunidad de jurisdicción sigue siendo el principio (art. l° de la ley 24.488) aunque restringida a los actos iure imperii, mientras que sus excepciones se encuentran expresamente previstas en el art 2° del mismo cuerpo normativo. En el presente caso, los actores reclaman daños y perjuicios derivados de los hechos ilícitos cometidos por el personal de la policía española en el territorio del Reino de España, en ocasión de prohibirles el ingreso a ese país. Tales hechos no pueden ser incluidos entre las excepciones previstas en el art. 2 ° de la ley 24.488, en especial, la del inc. e) -como sostienen los apelantes- dado que el supuesto allí establecido se refiere únicamente a los delitos y cuasidelitos cometidos en el territorio nacional y, por lo tanto, no puede extenderse a los producidos en el territorio del Estado extranjero, como ocurrió en el presente caso.


    Vergara, Walter Ricardo y otro c/ Reino de España s/ Civil y comercial - Varios


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 21230001, 2008, CS1, 29 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Contribución de alumbrado, barrido y limpieza, territorial y de pavimentos y aceras y la ley nacional 23.514. Acto jurisdiccional: trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. Justicia nacional en lo civil.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional, ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley, deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos en virtud de la sentencia dictada por la jueza nacional de primera instancia en lo civil mediante la cual resolvió rechazar el planteo de caducidad de instancia promovido por los coejecutados, mandó llevar adelante la ejecución y difirió la regulación de honorarios hasta el momento en que se practique la liquidación. La causa debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ 4829 Cajaravilla s/ Ejecución fiscal


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 156999, 1996, CS1, 13 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Demanda promovida por el GCBA. Remisión G. 33, L. XLVIII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ ejecución fiscal" y G. 961, L. XLVIII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ ejecución fiscal (ABL)". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    GCBA c/ Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto s/ Ejecución fiscal


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4211, 2014, 13 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Exención de impuestos locales a empresa minera. Sentencias de la Corte Suprema local sobre idéntica pretensión. Principio de la perpetuatio jurisdictionis.


    Al ser este proceso una prolongación de la controversia planteada ante la jurisdicción local, la aplicación del principio de la perpetuatio jurisdictionis determina la continuidad de la competencia de ella, a fin de permitir la unidad de criterio y evitar el eventual dictado de pronunciamientos contradictorios.


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Tucumán, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 58, 2006, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Improcedencia de intervención de la Corte Suprema. Falta de atribución reciproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Art. 24, inc. 7°, decreto ley 1.285/58.


    Para que la Corte Suprema resuelva un conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto ley 1.285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común. Circunstancia que no concurre en autos, pues mientras la justicia nacional en lo civil atribuyó competencia a la justicia nacional en lo contencioso administrativo, la magistrada de este fuero elevó la causa al Tribunal, pero sin expedirse expresamente acerca de si denegaba o aceptaba su competencia. La intervención de la Corte resulta prematura y los autos deben volver al Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal N° 8 a fin de que se expida en forma expresa y concreta sobre su competencia y, en su caso, la remita al fuero que estime competente.


    Heslop, Nicolás Patricio c/ Trenes de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 12090, 2013, CS1, 27 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Incorporación en el haber mensual de diversos suplementos, con carácter remunerativo y bonificable. Causa de puro derecho. Oportunidad de la declaración de incompetencia. Precedente S.C. Comp. 282, L. XLVIII, “Taboada”. Justicia federal en lo civil, comercial y contencioso administrativo de San Martín.


    Si la cámara de apelaciones intervino en la primera declaración de incompetencia, es a este tribunal al que incumbe insistir y no al juez de primera instancia. La Cámara Federal de San Martín no se encontraba habilitada para estudiar la competencia territorial en ocasión de resolver el recurso deducido contra la resolución que declaró la causa de puro derecho, porque la oportunidad para plantear cuestiones de dicha índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 4, 10 y 352, C.P.C.C.N.-. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las disposiciones que reglan esta materia, igual condición revisten los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los juicios, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. El magistrado de grado había aceptado su competencia, sin que mediare planteo declinatorio o inhibitorio o apelación de la accionada, circunstancia que, impedía volver sobre ese tema. El artículo 352, párrafo segundo, del Código ritual, que faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales. Lo dispuesto por el artículo 2°, inciso 1°, de la ley 26.854, no hace variar tales conclusiones, ya que esa norma exige que el tribunal ante el que se presenta una pretensión cautelar contra el Estado Nacional o sus entes descentralizados se expida sobre su competencia al momento de resolver acerca de esa medida, si no lo hubiera hecho antes, pero no brinda una nueva oportunidad procesal para pronunciarse sobre esa cuestión distinta de las establecidas por la ley ritual, como pretendió la cámara en su decisión. En consecuencia, la causa debe proseguir su trámite por ante el Juzgado Federal de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo n° 2 de la localidad de San Martín, provincia de Buenos Aires. Sin perjuicio de lo expuesto, si el Tribunal pondera, en línea con lo argumentado por la Cámara Federal de San Martín, fundada en S.C. Comp. 282, L. XLVIII, 'Taboada", que tras la negativa del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal n° 1 para conocer en la causa, el órgano legalmente facultado para dirimir la controversia es la cámara mencionada, en su calidad de alzada del órgano previniente, no habría una contienda de competencia que esa Corte Suprema deba resolver.


    Santander, Julio Cesa y otro c/ Estado Nacional - SPF s/ Ordinario


    FSM-Justicia Federal de San Martín, 1275, 2012, CS1, 02 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Incorrecta traba de contienda de competencia. . Falta de atribución recíproca de competencia entre magistrados.


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común, esa circunstancia, en rigor, no concurre en autos.


    FEMUCA c/ Estado Nacional - Anses - Resol 336/09 s/ Proceso de conocimiento


    CAF-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, 36945, 2010, CS1, 13 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Incorrecta traba de contienda de competencia. Improcedencia de intervención de la Corte Suprema. Falta de atribución reciproca entre los tribunales intervinientes.


    No se encuentra trabado un conflicto de competencia que deba dirimir la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, toda vez que no media una atribución recíproca entre los tribunales. En efecto, por un lado, el magistrado federal no se expidió acerca de su competencia y, por otro, la actora solicitó la documentación adjuntada en la demanda con el fin de verificar el crédito resultante de la resolución dictada en autos. Así, toda vez que en los presentes obrados se ha dictado sentencia firme, y que ese pronunciamiento importa un título verificatorio en la sede concursal respectiva, corresponde devolver la causa al tribunal federal de origen, a sus efectos.


    Banco de la Nación Argentina c/ Erramouspe e Iribarren S.R.L. y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3603, 2015, CS1, 04 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Inexistencia cuestión de competencia que corresponda resolver a la Corte. Conflicto trabado entre jueces federales de primera instancia: resolución por parte del tribunal de alzada del magistrado que intervino en primer término.


    Naumann, Eric Otto y otros c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. y otros s/ Amparo ley 16.986


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 8966, 2014, 1/CS1, 21 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de interés actual. Pronunciamiento inoficioso. Rechazo informe artículo 8° ley 16.986. Remisión juzgado de origen. Justicia federal.


    La controversia de competencia, suscitada respecto del recurso directo de la aseguradora, carece de interés actual. Ello es así, porque la sentencia que se expidió sobre el fondo del reclamo, tras el rechazo del informe del artículo 8° de la ley 16.986, fue declarada nula, y el nuevo fallo dictado por el Juzgado Federal n° 2 de Bahía Blanca -confirmado por la sala-, dispuso el rechazo del amparo respecto de la compañía de seguros. Esa decisión fue consentida por la actora y por la aseguradora. Al no advertirse la presencia de un interés actual en orden a la controversia suscitada, una decisión al respecto devendría inoficiosa, por lo que el expediente debería remitirse al juzgado federal de origen, a sus efectos.


    Bringue, Maria Marcela y otros c/ Anses y otros s/ Recurso de queja


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 972, 2013, (49-C)/CS1, 04 de junio de 2015


    Ver Dictamen 


    Procedencia del recurso. Resoluciones en materia de competencia. Excepción de la vía extraordinaria: sentencia equiparable a definitiva. Tenencia de un menor de edad. Guarda y el régimen de contacto. Interés superior del niño. Principio de inmediatez. Violación garantía del debido proceso. Lugar de residencia del menor. Justicia provincia de Santa Cruz.


    Las resoluciones judiciales adoptadas en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la vía extraordinaria por no estar satisfecho el recaudo de la sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias de excepción que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. Entre ellas, cabe referir las decisiones que afectan un específico privilegio federal o que configuran un supuesto de privación de justicia incompatible con la naturaleza de los derechos en juego, de imposible o tardía reparación ulterior. Ello acontece en el sub lite, pues el fallo apelado, al convalidar que el juicio de tenencia de un menor continúe su trámite en sede de la provincia de Catamarca, lo priva de la eficacia tutelar que le es adeudada como parte esencial del proceso judicial en el que participa y en el cual corresponde valorar primordialmente su mejor interés. Deviene necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una tutela activa de los derechos fundamentales del menor de edad. La resolución apelada acudió a argumentos formales que aplicó dogmáticamente al caso, sin explicar qué relación guardarían los conceptos teóricos expuestos con los datos específicos de esta situación particular. Más aún, pospuso el estudio de los puntos concernientes al mejor interés del niño para la oportunidad en que se analicen los temas de fondo, excluyendo injustificadamente ese estándar central en la solución de las cuestiones de competencia. No es óbice para invalidar lo decidido, que se encuentre involucrada la declaración de improcedencia de un recurso local formulada por un tribunal superior de provincia. La resolución obstaculiza la salvaguarda de los derechos alegados, sin fundamentación suficiente y sin conectar sus reflexiones con las circunstancias concretas de la causa invocadas por la progenitora para justificar el carácter definitivo de los agravios, lo cual se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional. En ese contexto -más allá de que la cuestión llega a esta instancia por la vía recursiva y no como una contienda suscitada entre tribunales de distintas circunscripciones territoriales-, la Corte está habilitada para determinar que los jueces del actual lugar de residencia del niño sean los llamados a conocer en el asunto, puesto que la ausencia de inmediación es susceptible de malograr los objetivos tutelares implícitos en estos autos, en los que se debate la guarda y el régimen de contacto de un niño. Sin que ello implique adelantar juicio sobre ninguno de los aspectos de fondo, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso, dejar sin efecto la sentencia apelada, y asignar la competencia para entender en estas actuaciones a la justicia de la provincia de Santa Cruz.


    C., A. S. c/ A. P. s/ Tenencia


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 819, 2014, (50-C)CS1, 04 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Recursos de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de ley o doctrina legal contra la decisión de Cámara. Improcedencia de la intervención de la CSJN. Corresponde se expida el Superior Tribunal de la Provincia.


    La Cámara de Apelaciones, que dictó la resolución contra la cual la parte demandada dedujo los recursos de inconstitucionalidad e inaplicabilidad de ley o doctrina legal pendientes de tratamiento, a los que el juez federal califica como "recurso extraordinario", no constituye el tribunal superior de la causa en los términos del art. 14 de la ley 48, razón por la cual, resulta improcedente la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En aquellos supuestos en que una causa se encuentre con apelación concedida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que se considere que corresponde seguir entendiendo en el proceso.


    Escobar, Antonia c/ Estado Nacional - Banco Rio Suc. Rcia. y otro s/ Medida autosatisfactiva


    FRE-Justicia Federal de Resistencia, 11000083, 2004, CS1-CS2, 06 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Régimen de visitas de un menor. Competencia del juez del lugar de residencia del menor. Centro de vida. Inmediatez: eficacia de la actividad tutelar.


    Deviene necesario priorizar el resguardo del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos fundamentales de la niña. En tales condiciones, los jueces del lugar de residencia efectiva de la niña están llamados a conocer en el asunto, pues la ausencia de inmediación es susceptible de malograr los objetivos tutelares implícitos en estos autos, en los que se encuentra pendiente la revinculación del progenitor con su hija. En ese contexto, el decisorio ha omitido ponderar el mejor interés de la menor, toda vez que no fueron invocadas razones suficientes para desplazar el "centro de vida" como pauta interpretativa para la determinación de los aspectos en disputa, el que se sitúa en Santa Cruz, a mil ochocientos kilómetros de esta Ciudad. Cabe advertir acerca del compromiso asumido por el Estado Nacional en orden a garantizar al menor que se halle en condiciones de formarse un juicio propio, el derecho de expresar su opinión libremente en todos aquellos asuntos que lo afecten y de que ésta sea debidamente considerada en función de su edad y madurez. A dicho efecto, debe darse a la niña la oportunidad de ser escuchada acerca de los serios problemas de fondo en trance de definición. Situados en esa línea, ante la posible existencia de intereses contrapuestos, con el propósito de que se atienda primordialmente al interés de la menor y se garantice la efectividad de la escucha pendiente, debe proveérsele asistencia técnica a través de la designación -por el juez actuante- de un letrado especializado en la materia para que la patrocine.


    B. S., G. E. c/ M. H. s/ Medidas precautorias


    B 424, XLIX, 04 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Régimen federal energía eléctrica. Pretendida inconstitucionalidad del impuesto para el desarrollo institucional y social de Rio Cuarto, provincia de Córdoba. Ordenanza 1.408/11 y 1506/12. Procedencia del recurso: denegación del fuero federal. Justicia federal.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y solo en la medida en que se adecue a ellos; al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión, así como también a la naturaleza jurídica de la relación existente entre las partes. Más allá de que la acción iniciada por la actora tenga su origen en actos de naturaleza local, lo medular de la cuestión exige determinar si el ejercicio de las facultades tributarias municipales invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación en materia de energía eléctrica. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella. Lo que determina la competencia federal no es la ilegitimidad del gravamen municipal planteada por la actora sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir al régimen federal. Corresponde hacer lugar a la queja, declarar formalmente admisible el recurso extraordinario, revocar la sentencia apelada y remitir las actuaciones a la justicia federal.


    Generación Mediterránea S.A. c/ Municipalidad de Rio Cuarto s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    FCB-Justicia Federal de Córdoba, 23916, 2013, 2/RH1, 28 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSS 15293/2015/CS1 "Oubel, Soraya Emilse c/ ANSeS s/ medidas cautelares".


    Acebedo, Horacio Néstor c/ Anses s/ Medidas cautelares


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 14486, 2015, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos CSS 15293/2015/CS1 "Oubel, Soraya Emilse c/ ANSeS s/ medidas cautelares".


    Frankel, Marta Luz c/ Anses s/ Medidas cautelares


    CSS-Cámara Federal de la Seguridad Social, 15296, 2015, CS1, 20 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en el expediente CSJ 3686/20151/CS1, "C., M. G. s/ medidas cautelares".


    Q., J. P. c/ C., M. G. s/ Régimen de visitas


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3783, 2015, CS1, 16 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo fallado por la Corte en autos Comp. 660, L. XLVIII; "Occhiatto, Juan Alberto c/ Sánchez, Alfredo"; Comp. 441, L. XLV, "Terán, Ricardo c/ Leirman, José y otro s/ transferencia de dominio" y Comp. 185, L. XLVI, "Viera, Sandra y otro c/ Virgone, M. A. s/ transferencia e inscripción automotor".


    Bravo, Juan Carlos c/ Castagnino, Angélica Marina s/ Transferencia de dominio


    FBB-Justicia Federal de Bahia Blanca, 32000739, 2012, CS1, 23 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte en autos Comp. 492, L. XLVIII; "Canales, Graciela B. c/ Salud Total y otros s/ laboral", y Fallos: 327:3610 y 328:76.


    Zamora, Mariana Andrea c/ Obra Social de Docentes Privados (Osdop) y otro s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 4127, 2014, CS1, 27 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte en autos Comp. 785, L. XLIX, "Leoz, Miguel c/ Mapfre Argentina ART S.A.", ocasión en la que remitió al antecedente "Ramos", de Fallos: 328:76, y doctrina de Fallos: 327:3610, "Castillo".


    Tumori, Emanuel Oscar c/ Provincia Art S.A. Administradora del Autoaseguro G.P.B.A. s/ Enfermedad accidente


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 41109140, 2012, CS1, 11 de mayo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte en autos Comp. 887, L. XLV; "Ledesma, Héctor c/ ANSeS y otros s/ apelación".


    Albasi, Luis Alberto c/ Anses s/ Ley Riesgos del Trabajo


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3619, 2015, CS1, 20 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte en autos CSJ Comp. 347/2014 (50-C)/CS1, "Cosenza, Bella Brígida y otro c/ ANSES s/ ejecución previsional", y Comp. 342, L. XLVII; "Adrados, José Julio c/ ANSES s/ ejecución previsional".


    García López, José Antonio c/ Caja Nacional de Previsión de la Ind. Com. y Activ. Civiles s/ Ejecución previsional


    CNT-Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, 46924, 1994, CA1-CS1, 30 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte Suprema en autos Comp. 410, L. XLIX, "Compañía Alemana SRL s/ Quiebra".


    Inversiones del Norte S.A. s/ Quiebra


    COM-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, 22448, 2011, 1/CS2, 28 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por Corte Suprema en autos CSJ Comp. 234/2014 (50-C); "C., Y. A. c/ G., P. A. A. s/ alimentos - régimen de visitas".


    G., P. A. A. A. y otro c/ C. Y. A. s/ Alimentos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 474, 2015, CS1, 26 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte en autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Beltramo, Elsa Margarita c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 350, 2015, CS1, 05 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 06 de mayo de 2014, en los autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Martínez, Dolores Nélida c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 730, 2015, CS1, 25 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 06 de mayo de 2014, en los autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Quinteros, Rita Magdalena c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 731, 2015, CS1, 19 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de de la causa CSJ 2828/2014 CS1, "Cablevisión S.A. s/ ley 24.240". Trámite ante la justicia provincial.


    Cablevisión S.A. c/ provincia del Chaco - Sec. de Comercio Interior s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3664, 2015, CS1, 21 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa CSJ 154/2014 (50-C)/CS1, "Cablevisión S.A. c/ Provincia del Chaco". Trámite ante la justicia provincial.


    Cablevisión S.A. c/ provincia de Chaco s/ Acción contencioso administrativa


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3665, 2015, CS1, 21 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Demanda por incumplimiento contractual. Excepción de incompetencia. Contrato de representación internacional. Prórroga expresa de la competencia. Naturaleza internacional del negocio jurídico. Posibilidad de fallos contradictorios. Competencia de los tribunales extranjeros.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación en el pronunciamiento dictado en la causa resolvió la incompetencia de los tribunales argentinos para entender en la demanda por daños y perjuicios promovida contra General Electric Company. En tal sentido, el fallo tuvo en consideración que esta última sociedad extranjera había celebrado con Search S.A. un contrato de representación internacional, donde se había pactado en forma expresa e irrevocable que cualquier acción legal o procedimiento que surgiera en relación con el referido pacto, podía iniciarse en los tribunales estaduales o federales con asiento en Nueva York de los Estados Unidos de América o, a elección de General Electric Company, ante los tribunales competentes en el territorio argentino. Ponderando especialmente que la acción por "responsabilidad contractual" tiene sustento en el negocio estructurado en base al acuerdo de representación, en el que participó de manera exclusiva y fundamental la excepcionante -conforme los propios dichos de la actora-, no corresponde sino concluir la competencia de los tribunales extranjeros, de conformidad con lo resuelto por el Alto Tribunal. La accionante, además de resaltar los vínculos societarios existentes entre ambas demandadas, no sólo señaló el alcance de la actuación de General Electric Healthcare Argentina S.A. como intermediaria y cumpliendo funciones propias del contrato marco, sino que no logró dividir o delimitar el alcance de su responsabilidad, que calificó como contractual. Todo ello, máxime cuando, de un lado, no se controvierte la naturaleza internacional del negocio jurídico, y, por otro lado, se evidencia la posibilidad de fallos contradictorios respecto de acciones con idéntico objeto y causa.


    Search S.A. c/ GE Healthcare Argentina S.A. y otros s/ Ordinario


    S 726, XLIX, 05 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Cosa Juzgada


    Sanción de cesantía. Pedido de reincorporación al puesto de trabajo. Nueva acción con el mismo objeto. Excepción de cosa juzgada.


    Asiste razón al quejoso toda vez que el planteo relacionado con la existencia o no de la cosa juzgada exige, como condición previa, el análisis integral respecto del objeto de las distintas causas con el fin de determinar si la sentencia firme ha decidido ya lo que forma parte de la nueva pretensión deducida. En el caso de autos, el reclamo formulado por el actor ante la justicia contencioso administrativa, con sentencia firme, pretendía la declaración de nulidad de la resolución por la que se lo había sancionado con cesantía por reiteradas e injustificadas inasistencias; en la presente causa, tramitada en el fuero laboral, pretende la reincorporación a su puesto de trabajo –del que fue separado por cesantía- y la percepción de los salarios caídos. Es decir que el actor deduce una nueva acción con el mismo objeto -anular la sanción de cesantía- entre las mismas partes, invocando un nuevo argumento cual sería que fue sobreseído en las causas penales que se le siguieron oportunamente y que él aduce que fueron motivo de su cesantía. No debe perderse de vista que una reincorporación solo es viable si el acto de separación ha sido declarado nulo. En el sub lite, el acto de cesantía del actor quedó firme por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada. Siendo ello así, el rechazo del planteo de nulidad de la resolución -cualquiera fuera su fundamento- entrañó un pronunciamiento adverso para el aquí actor que no puede ser revisado por la vía ahora intentada sin riesgo de verse afectada la seguridad jurídica, de otro modo se autorizaría al litigante vencido a volver sobre una misma pretensión de manera indefinida.


    Cervera, Héctor José c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos (Afip) - Dirección General de Aduanas (DGA) s/ Reincorporación


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 911, 2014, (50-C)/CS1, 01 de julio de 2015


    Ver Dictamen 


    Costas


    Responsabilidad por las costas. Remisión a Fallos: 332:921 y 1276.


    Álvarez, Miguel Ángel c/ Oca y otro s/ Accidente - Acción Civil


    A 1375, XLVII, 21 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Validez del artículo 8 de la ley 24.432 (que incorporó párrafo final del artículo 277 de la LCT). Pronunciamiento arbitrario. Remisión a lo resuelto en A. 151, L. XXXVII, "Abdurraman, Martin c/ Transporte Línea 104 S.A. s/ accidente ley 9688", Fallos: 332:921.


    Malinowyc, Ignacio Javier c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G. y otros s/ Despido


    M 585, XLVIII, 25 de febrero de 2015


    Ver Dictamen 


    Modos Anormales de Terminación del Proceso


    Desistimiento. Clases. Desistimiento del Proceso


    Ejecución prendaria. Litisconsorcio pasivo voluntario. Concurso de uno de los co demandados. Escisión del reclamo por desistimiento del actor contra el fallido. Art. 133, ley 24.522.


    El desistimiento formulado por el acreedor, en el ámbito de esta ejecución, debe ser asimilado al ejercicio de la opción prevista en el régimen concursal, la que, no mediando limitación legal, puede ser ejercida en cualquier estadio del proceso (art. 133, ley 24.522). Estimándose válido el desistimiento contra el fallido, atañe al magistrado ante quien se inició la ejecución continuar conociendo en el reclamo dirigido contra los restantes co-demandados, proceder coherente con la potestad ejercida en el marco del artículo 133 de la ley 24.522.


    Vélez, Miguel Ángel c/ Taborda, Carlos Alberto y otro s/ Ejecución prendaria


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 2858, 2015, CS1, 11 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Recursos


    Parte Especial. Apelación Ordinaria ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación


    A la luz de lo dispuesto en el art. 33, inc. a, de la ley 24.946, no corresponde que el Ministerio Público se expida respecto del presente recurso ordinario de apelación.


    Giménez, Julio Cesar c/ Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia y otros s/ Daños y perjuicios


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 390, 2014, (50-G)/CS1, 20 de abril de 2015


    Ver Dictamen 


    Sujetos Procesales


    Abogados


    Ejecución hipotecaria. Supuesta actuación temeraria y maliciosa de la ejecutada y su letrado: sanción. Inexistencia de dolo. Medida excepcional. Ejercicio libre y adecuado de la actividad profesional del abogado. Afectación del derecho de defensa en juicio.


    El a quo fundó la sanción sobre la base de que la demandada había pretendido obstruir el proceso al reeditar cuestiones que fueron tratadas en oportunidad de aprobar la liquidación anterior, pero no acreditó de manera inequívoca la existencia del elemento subjetivo –dolo- requerido para calificar la conducta de la parte sancionada y de su letrado como temeraria o maliciosa. La imposición de sanciones por temeridad y malicia debe efectuarse de modo prudente para evitar lesionar el derecho de defensa en juicio, pues se trata de una medida de carácter excepcional y, por ende, de aplicación restrictiva. Nótese que la finalidad de las normas sub examine es reprimir las inconductas procesales, pero sin que ello implique un obstáculo para que la parte y su letrado utilicen todos los recursos legales que encuentren a su alcance a los efectos de ejercer el derecho de defensa.


    Gurevitz, Ángel Alberto c/ Unicampos S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    G 373, XLVIII, 25 de marzo de 2015


    Ver Dictamen 


    Juez. Deberes y Facultades


    A fin de mejor dictaminar se solicita remisión de expediente.


    Gómez, Pablo Roberto c/ La Metalurgia Industrial Lampe Lutz y Cía. SACIC s/ Despido


    CSJ-Corte Suprema de Justicia de la Nación, 3990, 2015, CS1, 19 de octubre de 2015


    Ver Dictamen 


    En atención a lo dispuesto por los artículos 10 y 11 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se solicita con carácter previo, la remisión del Expte. 24.449, radicado ante el Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil n° 1, del Departamento Judicial de Bahía Blanca, provincia de Buenos Aires.


    S., J. N. y otro s/ Medidas precautorias


    CIV-Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, 845, 2014, CS1, 10 de agosto de 2015


    Ver Dictamen 


    Nombramiento y Remoción


    Consejo de la Magistratura: facultades. Nombramiento de juez federal subrogante. Procedimiento para la designación. Leyes 24.937 y 26.376, y art. 7 del Reglamento de Subrogaciones de los Tribunales Inferiores de la Nación. Planteo de inconstitucional del artículo 2 de la ley 27.145.


    El fin perseguido por el artículo 7 del Reglamento de Subrogaciones es evitar la paralización de la prestación del servicio de justicia en una situación extraordinaria, en la que se encuentra vacante un juzgado y los mecanismos ordinarios contemplados en el artículo 1, incisos a y b, de la ley 26.376 para la designación de subrogantes no pueden dar respuesta adecuada a esa contingencia. Esa norma procura garantizar, ante un escenario crítico, el derecho de los justiciables a que un tribunal examine en tiempo oportuno sus peticiones. En el caso, el nombramiento como juez subrogante se encontró motivado en la necesidad de evitar la interrupción del servicio de justicia ante la imposibilidad de designar a un juez titular de la misma competencia y jurisdicción (artículo 1, inciso d, ley 26.376) o aun conjuez (artículo 1, inciso b, ley 26.376); fue realizado luego de que la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata y el Consejo de la Magistratura examinaran su idoneidad para la función; y, finalmente, su habilitación para actuar como juez subrogante resultó respaldada por la intervención de los restantes poderes del Estado -Senado y Poder Ejecutivo de la Nación- que intervienen en la designación de jueces titulares. En este contexto, la argumentación de los recurrentes resulta insuficiente para sostener el planteo de inconstitucionalidad bajo estudio. Por otro lado, corresponde desestimar los agravios con relación a la validez constitucional del artículo 2 de la ley 27.145. Al respecto, los impugnantes cuestionan el régimen de mayorías allí adoptado y que esa norma no prevé, tal como lo hacía la regulación anterior, un orden de prelación que obligue a preferir a los magistrados antes que a los conjueces en la designación de subrogantes. En este sentido, esa norma, sancionada el 10 de junio de 2015, no fue aplicada al nombramiento que motivó el inicio de estas actuaciones. Tal como surge de los antecedentes, esa decisión fue adoptada en los términos de las leyes 24.937 y 26.376 - entonces vigente-, y del artículo 7 del Reglamento de Subrogaciones.


    Uriarte, Rodolfo Marcelo y otros c/ Consejo de la Magistratura de la Nación


    FLP-Justicia Federal de La Plata, 9116, 2015, CA1, 02 de noviembre de 2015


    Ver Dictamen 
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